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muy	 poca	 tradición	 jurídica	 donde	 lamentablemente	 los	 gobernantes	
tienen	por	costumbre	retorcer	el	Derecho	a	su	gusto	y	antojo,	utilizan‐
do	generalmente	el	Derecho	Penal	como	un	arma	para	manipular	o	sa‐
car	 del	 juego	 político	 a	 sus	 adversarios,	 así	 como	 para	 mantener	 en	
muchas	 ocasiones	 un	 estado	 de	 cosas	 injustas	 e	 indeseables	 para	 el	
pueblo.	Con	el	 ánimo	de	 salir	de	 ese	 círculo	vicioso	y	de	 realizar	una	
pequeña	 aportación	 para	 que	 esto	 no	 siguiera	 ocurriendo	—o,	mejor	
dicho,	para	que	al	menos	sucediera	a	niveles	tolerables—,	vine	a	Sala‐
manca	para	estudiar	Derecho	Penal.	
Una	 vez	 terminado	 el	 periodo	 docente	 del	 doctorado,	mi	Director	 de	

















del	análisis	de	 los	aspectos	 fenomenológicos	y	de	 la	 legislación	admi‐
nistrativa	de	los	precursores	de	drogas,	y	se	desarrolla	en	los	capítulos	
I,	 II	y	 III.	En	ellos	tratamos	de	dimensionar	el	problema	que	verdade‐
ramente	representa	el	 tráfico	de	precursores	de	drogas	en	 la	 fabrica‐













mercio	 tanto	nacionales	 como	 internacionales,	 así	 como	 aquellos	que	
usan	para	elaborar	ellos	mismos	estas	sustancias	catalogadas	utilizan‐
do	otras	sustancias	químicas	no	sometidas	a	fiscalización,	o	bien	la	sus‐






si	 tres	 décadas,	 los	 instrumentos	 de	 que	 disponen	 los	 gobiernos	 son	
cada	 vez	mejores	 y	 lo	 suficientemente	 sencillos	 para	 que	 puedan	 ser	
utilizados	 por	 todas	 las	 autoridades	 nacionales	 competentes.	 Sin	 em‐
bargo,	nunca	se	ha	logrado	su	aplicación	de	forma	homogénea,	ya	que	
los	 Estados	 o	 territorios	 más	 pobres	 o	 menos	 desarrollados	 —de	
hecho,	regiones	enteras—	están	quedando	rezagadas	en	su	utilización,	
lo	que	provoca	que	el	alcance	de	las	medidas	de	fiscalización	de	estas	





namiento	 penal,	 del	 administrativo	 sancionador	 y	 de	 una	 parte	 muy	




la	 importancia	 que	 tienen	 estas	 sustancias	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	
drogas	se	evidencia	en	que	 los	 traficantes	 llegan	a	pagar	por	ellas,	en	







gramos	 de	 precursores	 incautados	 desde	 la	 aprobación	 del	 delito	 de	
tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 en	 el	 ordenamiento	 penal,	 hace	 24	
años,	podrían	haber	sido	utilizados	para	la	elaboración	de	drogas	tóxi‐
cas,	 estupefacientes	 y	 psicotrópicos	 en	 cantidades	 muy	 importantes,	




ácido	 fenilacético,	el	 isosafrol,	el	piperonal,	 la	P‐2‐P	y	 la	3,4‐MDP‐2‐P,	
sustancias	que	son	esenciales	en	la	elaboración	de	las	drogas	antes	ci‐
tadas.	A	 tenor	de	 la	cantidad	de	precursores	decomisados	hasta	 la	 fe‐
cha	—y	partiendo	de	la	optimista	premisa	de	que	se	incauta	en	torno	al	
20%	del	total	de	las	sustancias	catalogadas	que	se	desvían	del	comer‐
cio	 lícito—,	se	estima	que	el	 tráfico	 ilícito	de	precursores	mensual	en	
España	podría	ser	de	aproximadamente	de	265.000	kilogramos,	y	por	
ende,	 el	 de	 3.181.000	 kilogramos	 al	 año,	 siendo	 los	 precursores	 que	
más	se	desviarían	los	siguientes:	el	tolueno,	el	ácido	sulfúrico,	la	aceto‐
na,	la	metiletilcetona,	el	éter	etílico,	el	anhídrido	acético,	el	permanga‐
nato	 de	 potasio,	 el	 ácido	 clorhídrico,	 la	 efedrina,	 el	 piperonal	 y	 el	
APAAN.	 De	 todos	 estos	 datos	 cabe	 derivar	 la	 gran	 envergadura	 del	
problema,	tanto	para	los	cuerpos	y	fuerzas	de	seguridad,	como	para	el	










aunque	 la	posibilidad	de	 lesionar	o	menoscabar	el	bien	 jurídico	salud	
pública	 resulte	más	 distante	 que	 en	 los	 delitos	 relativos	 al	 tráfico	 de	
drogas	—elaboración	o	 fabricación	de	drogas	 ilícitas	y	más	aún	de	su	



















queremos	 puntualizar	 que	 en	 el	 caso	 de	 la	 tenencia	 o	 fabricación	 de	
precursores	de	drogas	que	se	utilizan	para	la	elaboración	de	las	drogas	
de	diseño,	donde	no	hacen	 falta	 sustancias	naturales	 como	 la	hoja	de	
coca	 o	 las	 cápsulas	 verdes	 de	 la	 adormidera	 para	 elaborar	 cocaína	 o	
heroína,	tales	como	la	efedrina,	seudoefedrina,	la	P‐2‐P	o	la	3,4‐MDP‐2‐












total	 de	 58.000	 kilogramos	 de	 clorhidrato	 de	 cocaína),	 realizada	 por	
tres	 sujetos	 de	 nacionalidad	 española	 que	 utilizaron	 para	 su	 adquisi‐
ción	una	sociedad	anónima	en	trámites	de	constitución,	de	la	cual	dos	











de	 drogas	 tales	 como	 si	 deben	 subsumirse	 en	 el	 artículo	 371	 CP,	 en	
atención	al	principio	de	legalidad,	las	conductas	que	consistan	en	fabri‐






































to	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 así	 como	 de	 la	 redacción	 del	
mismo	para	que	se	puedan	sancionar	a	las	personas	jurídicas,	propues‐







dole	 las	 gracias	 al	 profesor	 Eduardo	 Fabián	 Caparrós,	mi	 director	 de	
tesis	quien	siempre	me	ha	brindado	su	apoyo	académico	y	su	amistad.	
Al	profesor	Ignacio	Berdugo	Gómez	de	la	Torre	por	todas	sus	enseñan‐





a	 la	Universidad	de	 Salamanca	quien	me	 concedió	una	beca	de	 aloja‐
miento	en	el	Colegio	Mayor	de	Oviedo.	


























nominados	 precursores	 de	 drogas	 no	 sean	 desviados	 para	 la	 fabrica‐
ción	 ilegal	 de	 drogas	 viene	 impuesta	 de	 forma	 internacional	 por	 el
Convenio	de	Naciones	Unidas	contra	el	tráfico	ilícito	de	estupefacientes
























de	 dicho	 Convenio,	 así	 como	 al	 cumplimiento	 de	 las	 Directivas	 y	 Re‐
glamentos	de	la	Unión	Europea	sobre	este	tema.	
	 La	 preocupación	 internacional	 que	 existía,	 y	 aún	 perdura,	 sobre	 esta	
cuestión	propició	que	en	 la	Convención	de	Naciones	Unidas	 anterior‐
mente	 citada,	 se	 impusiera	 en	 su	 artículo	 3.1	 a	 los	 Estados	 parte	 la	
obligación	 de	 sancionar	 penalmente	 la	 fabricación,	 el	 transporte	 y	 la	
distribución	 de	 los	 denominados	 precursores	 (materiales,	 equipos	 y	
sustancias	indispensables	para	el	cultivo,	producción	y	fabricación	ilíci‐













nales	y	de	 los	conceptos	 fundamentales	del	ordenamiento	 jurídico	de	
las	partes,	la	posesión	de	las	sustancias	enumeradas	en	los	Cuadros	I	y	
II,	 las	 conductas	 consistentes	 en	 instigar	 o	 inducir	 públicamente	 a	
otros,	por	cualquier	medio,	a	cometer	el	delito	de	tráfico	de	precurso‐
res	de	drogas,	así	como	la	asociación	y	la	confabulación	para	cometer‐





















declaración	 de	 culpabilidad	 anterior,	 en	 particular	 por	 delitos	 análo‐
gos,	por	tribunales	extranjeros	o	del	propio	país,	en	la	medida	en	que	el	
derecho	interno	de	cada	una	de	las	“partes”	lo	permita.	
	 En	 la	 legislación	 europea	 se	 aprobó	 la	Decisión	Marco	 2004/757/JAI	
del	Consejo,	de	25	de	octubre	de	2004,	 relativa	al	 establecimiento	de	
disposiciones	mínimas	de	 los	 elementos	 constitutivos	de	delitos	y	 las	
penas	aplicables	en	el	ámbito	del	 tráfico	 ilícito	de	drogas.	Esta	norma	
contiene	las	bases	a	partir	de	las	cuales	debe	confeccionarse	una	legis‐










Decisión	Marco	 impone	 la	 obligación	 a	 todos	 los	 Estados	 de	 tipificar	

















	 El	 órgano	 sobre	 el	 cual	 recae	 la	 responsabilidad	 de	 decidir	 sobre	 la	
modificación	de	 las	 listas	de	precursores	 es	 la	Comisión	de	Estupefa‐
cientes	del	 Consejo	Económico	 y	 Social	 de	Naciones	Unidas,	 que	des‐
pués	 de	 considerar	 las	 recomendaciones	 que	 le	 hagan	 las	 partes,	 así	
como	 las	 recomendaciones	 de	 la	 JIFE,	 cuyos	 dictámenes	 serán	 deter‐
minantes	 en	 el	 ámbito	 científico,	 resolverá	 (con	 una	mayoría	 de	 dos	



































Así	 como	 las	 sales	 de	 las	 sustancias	 enumeradas	 en	 ambos	 cuadros,	 siempre	
que	la	existencia	de	dichas	sales	sea	posible.	





















                                                          
5		 Lista	de	precursores	 y	 sustancias	químicas	utilizadas	 frecuentemente	en	 la	 fabricación	





























de	ocuparse	de	 la	 afección	de	bienes	 jurídicos,	 cuya	 consecuencia	 in‐
mediata	es	 la	proliferación	de	 los	delitos	de	peligro	abstracto	y	 la	 in‐
troducción	de	sanciones	que	se	desvinculan	de	la	responsabilidad	a	tí‐















8		 ALBERT,	 Hans‐Jörg.	 Criminalidad	 transnacional,	 comercio	 de	 narcóticos	 y	 lavado	 de	


























un	 claro	 adelantamiento	del	 ámbito	 de	protección	penal,	mediante	 la	
sanción	de	comportamientos	que	en	principio	no	deberían	trascender	
del	orden	administrativo,	pero	que,	sin	embargo,	en	atención	a	los	fines	






la	 fabricación,	 transporte,	 distribución,	 comercio	 o	 posesión	 de	 equi‐
pos,	materiales	o	sustancias	enumeradas	en	el	Cuadro	I	y	en	el	Cuadro	
II,	tales	como	la	caducidad	de	licencias	o	la	ausencia	de	declaración	del	
                                                          








arrollaremos	 en	 el	 capitulo	 VI	 de	 este	 trabajo,	 específicamente	 en	 el	
apartado	que	trata	el	dolo	y	el	elemento	subjetivo	del	injusto.	
II.	 ESTADO	 DE	 LA	 APLICACIÓN	 Y	 EL	 FUNCIONAMIENTO	 DE	 LA	







rios,	 lo	cual	 representaba	el	81.34	%	de	 todos	 los	países	y	 territorios	
del	mundo12.	Cifra	que	al	día	1	de	noviembre	del	año	2016	era	de	189	
Estados	 o	 territorios,	 incluida	 la	Unión	Europea,	 lo	 cual	 constituye	 el	
95.45	%	de	todos	los	Estados	o	territorios	existentes.	De	hecho	de	los	
tres	 tratados	 internacionales	 sobre	 fiscalización	 de	 drogas	 es	 el	 que	
tiene	mayor	 número	 de	miembros13.	 Como	 vemos	 la	 evolución	 de	 la	
adhesión	a	la	Convención	de	1988,	es	muy	positiva,	pues	del	año	2000	
al	 2016	 un	 total	 de	 32	 Estados	 o	 territorios	 ratificaron	 el	 Convenio,	
además	hay	que	decir	que	entre	los	189	Estados	partes	se	encuentran	
                                                          
11		 VALLE	MUÑIZ,	José	Manuel	y	MORALES	GARCIA,	Oscar.	Comentarios	a	la	Parte	Especial	








Sur.	 Asia:	 Estado	 de	 Palestina.	 Oceanía:	 Islas	 Salomón,	 Kiribati,	 Palau,	 Papua	 Nueva	
Guinea	y	Tuvalu.	Sumando	un	total	de	9	Estados	o	territorios	que	aún	no	son	parte	de	








facientes	 transmite	 a	 todos	 los	 gobiernos	 de	 los	 Estados	 partes	 y	 no	
partes	un	cuestionario	anual	sobre	las	sustancias	frecuentemente	utili‐
zadas	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 y	 psicotrópicos	 (de‐
nominado	formulario	D),	de	conformidad	con	el	párrafo	12	del	artículo	
12	de	 la	Convención	de	Naciones	Unidas	de	1988	celebrada	en	Viena.	
Además	 las	partes	están	obligadas	a	presentar	 información	anual	a	 la	
Junta	sobre	 las	 incautaciones	de	sustancias	de	 los	Cuadros	I	y	II	de	 la	
Convención.	 Esta	 información	 se	utiliza	para	determinar	 los	patrones	
regionales	 y	mundiales	 del	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas.	 Presen‐
tándose	 siempre	el	problema	de	que	muchos	gobiernos	omiten	datos	
sobre	 los	métodos	de	desviación	de	 las	 remesas	detenidas	o	 sobre	 la	
fabricación	 ilícita	de	sustancias,	 lo	que	afecta	 la	capacidad	de	 la	 Junta	
para	 determinar	 las	 tendencias	 recientes	 del	 tráfico	 de	 precursores,	
además	hay	que	señalar	que	a	dia	1	de	noviembre	del	año	2015	un	to‐
tal	 de	 117	 Estados	 y	 territorios	 presentaron	 el	 formulario	 D	 corres‐












































                                                          
























correspondiente	 al	 año	 2014	 un	 total	 de	 108	 Estados	 y	 territorios	
habían	 facilitado	 información	 sobre	 el	 comercio	 lícito	 y	 106	 habían	


















nocemos	 el	 46.4%	de	 las	 necesidades	 legitimas	 anuales	 de	 estas	 sus‐
tancias16.	












nacional	 de	 estas	 sustancias	 y	 la	 identificación	de	 remesas	 sospecho‐
sas17.	 Con	 el	 objetivo	de	 continuar	mejorando	el	 régimen	de	notifica‐
ciones	 y,	 en	 particular,	 de	 facilitar	 al	 país	 exportador	 la	 información	







cargados	 de	 enviar	 y	 recibir	 las	 notificaciones	 previas	 a	 la	 exporta‐
ción18.	Pero	fue	hasta	en	el	mes	de	marzo	del	año	2006	que	la	Junta	pu‐
so	 en	marcha	 de	 forma	 oficial	 el	 nuevo	 sistema	 electrónico	 de	 inter‐
cambio	de	notificaciones	previas	a	la	exportación	denominado	PEN	On‐
line.	Los	usuarios	inscritos	en	el	Registro	pueden	acceder	a	este	siste‐
                                                          
17		 Para	ilustrar	la	importancia	de	las	notificaciones	previas	citamos	el	caso	de	dos	reme‐
sas,	de	20	y	260	toneladas	de	permanganato	de	potasio,	destinadas	a	Australia	y	la	Re‐






















previas	 a	 la	 exportación,	 frente	 a	 unas	 600	 notificaciones	mensuales	











facilita	 notablemente	 el	 procesamiento	 de	 la	 información	 por	 los	 go‐
biernos	 y	 en	 particular	 permite	 supervisar	 mejor	 las	 notificaciones	
previas,	pues	garantiza	que	éstas	lleguen	a	los	usuarios	debidos,	redu‐
ciendo	de	esta	manera	 las	demoras	 innecesarias	en	el	comercio	 lícito.	
Además	hay	que	decir	que	el	sistema	PEN	Online	se	está	utilizando	con	
éxito	en	las	operaciones	internacionales	de	la	JIFE	relativas	a	la	desvia‐
ción	de	 ciertas	 sustancias	químicas	usadas	 en	 la	 fabricación	 ilícita	de	
heroína,	 cocaína	 y	 estimulantes	 de	 tipo	 anfetamínico,	 convirtiéndose	
en	el	mecanismo	más	eficaz	para	que	 los	gobiernos	 supervisen	el	 co‐
mercio	 internacional	 de	 las	 sustancias	 fiscalizadas.	 Sin	 embargo	 hay	
que	señalar	que	en	algunos	casos	las	notificaciones	no	se	tramitan	con	
suficiente	 antelación	 para	 que	 puedan	 ser	 examinadas	 por	 los	 países	
importadores	 o	 bien	 se	 reciben	 después	 de	 haber	 sido	 enviada	 ya	 la	
remesa,	o	peor	aún	se	despachan	remesas	de	precursores	sin	enviar	las	
correspondientes	notificaciones	a	países	que	 lo	han	 exigido	de	 forma	
oficial.	 Un	 ejemplo	 de	 la	 magnitud	 del	 problema	 es	 que	 los	 Estados	
Unidos	de	América	siguen	exportando	precursores	de	drogas,	del	Cua‐
dro	 I	 y	 Cuadro	 II	 de	 la	 Convención	 de	 1988,	 sin	 ninguna	 notificación	
previa	o	bien	lo	hacen	solo	en	raras	ocasiones.		
Hay	que	destacar	que	al	día	31	de	octubre	de	2015	un	total	de	109	Es‐































nera	 segura	 y	 en	 tiempo	 real,	 sobre	 las	 desviaciones	 y	 tentativas	 de	
desviación,	así	como	sobre	las	 incautaciones	de	precursores.	También	
se	puede	recurrir	a	este	 sistema	para	 iniciar	 investigaciones	naciona‐
les,	bilaterales	o	regionales,	a	 la	vez	que	permite	a	 la	Junta	 identificar	
de	 forma	 rápida	 los	nuevos	métodos	de	desviación.	En	el	mes	de	no‐
viembre	del	año	2012	ya	se	habían	registrado	un	total	de	237	usuarios	
en	el	PICS,	entre	ellos	58	gobiernos	y	8	organismos	 internacionales	y	














































les	 ilícitos.	De	 la	Operación	Púrpura	hay	que	decir	que	se	 inició	en	el	
año	 1999,	 siendo	 un	 programa	 intensivo	 internacional	 con	 el	 fin	 de	
prevenir	 desviaciones	 de	permanganato	de	potasio,	 un	producto	 quí‐










ración	 Topacio	 dar	 inicio	 a	 una	 nueva	 fase	 de	 operaciones	 conjuntas	
denominada	 Proyecto	 Cohesión22	 que	 es	 una	 iniciativa	 mundial	 que	
tiene	por	finalidad	prestar	asistencia	a	los	países	para	descubrir	y	cor‐
tar	 la	desviación	del	 anhídrido	acético	y	 el	permanganato	de	potasio,	
proporcionando	una	plataforma	para	poner	en	marcha	operaciones	re‐
gionales	con	plazos	específicos.	Este	proyecto	se	centra	en	actividades	
regionales	 con	 plazos	 determinados	 y	 permite	 intercambiar	 informa‐
ción	 en	 tiempo	 real,	 realizar	 investigaciones	 de	 rastreo	 y	 evaluar	 pe‐






                                                          
22		 Gracias	a	las	actividades	realizadas	en	la	Operación	Púrpura	y	la	Operación	Topacio	se	
logró	 establecer	 información	 sobre	 las	modalidades,	 la	 diversidad	 y	 la	magnitud	 del	
comercio	lícito	del	permanganato	de	potasio	y	del	anhídrido	acético.	Además	se	descu‐










tificaciones	 previas	 a	 la	 exportación	 de	 remesas	 que	 suman	 más	 de	












pura	 tuvo	 resultados	 satisfactorios,	 dado	 que	 desde	 el	 año	 1999	 se	
produjo	un	aumento	continuo	del	número	de	notificaciones	previas	a	la	







guimiento,	 por	 ello	 los	 traficantes	 afectados	 simplemente	 reubicaron	
sus	actividades.	Señalando	la	JIFE	que	tal	situación	debía	de	solventar‐
se	mejorando	el	intercambio	de	información	sobre	las	incautaciones	y	
los	 envíos	 detenidos,	 a	 fin	 de	 iniciar	 investigaciones	 de	 rastreo	 para	







ra	 impedir	 que	 los	 traficantes	 obtuvieran	 esta	 sustancia	 catalogada,	





puesto	 que	 existían	 rutas	 y	 redes	 de	 contrabando	 bien	 establecidas.	
Por	lo	que	se	requería	de	la	iniciación	de	investigaciones	de	rastreo	de	
las	 interceptaciones	 e	 incautaciones	 de	 las	 remesas	 introducidas	 de	
contrabando,	a	fin	de	descubrir	los	métodos	y	rutas	de	desviación	que	
















comercio	de	esta	 sustancia	que	 se	 reflejan,	por	 ejemplo,	 en	 la	utiliza‐
ción	de	parques	de	depósito	en	países	de	reexpedición	para	almacenar	




contrabando	de	drogas	y	del	 contrabando	de	 sus	precursores,	 lo	 cual	
implica	 la	 utilización	 de	 un	modus	 operandi	 análogo	 para	 ocultar	 las	
remesas	 a	 fin	de	evitar	que	 las	 autoridades	aduaneras	 las	descubran.	
Por	lo	cual	resulta	indispensable	que	los	organismos	internacionales	y	
regionales	 competentes	 como	 la	 Interpol,	 la	Organización	Mundial	de	




la	 información	de	 inteligencia	 que	 se	 dispone	 sobre	 las	 redes	 involu‐




cradas	en	el	 tráfico	de	drogas	 conjuntamente	 con	 la	 relativa	a	 las	del	
tráfico	de	precursores	con	miras	a	descubrir	vínculos	comunes	y	plani‐






les	 faciliten	 los	 equipos	 necesarios	 para	 que	 puedan	 evaluar	 adecua‐
















tarea	 que	 incluye	 la	 identificación	 del	 personal	 directivo	 y	 la	 realiza‐
ción	de	inspecciones	para	verificar	que	todas	las	remesas	destinadas	a	
una	 empresa	 concreta	 han	 sido	 de	 hecho	 encargadas	 y	 recibidas	 por	
esa	empresa	y	utilizadas	con	fines	lícitos.	Hay	que	subrayar	que	por	lo	



























a	hacer	 frente	 a	 la	 desviación	del	 permanganato	de	potasio	 y	del	 an‐
hídrido	acético,	sirviendo	como	plataforma	que	permite	realizar	opera‐
ciones	 regionales	 de	 duración	 limitada,	 coordinar	 las	 investigaciones	
sobre	las	incautaciones	y	las	remesas	interceptadas,	así	como	vigilar	el	
comercio	 lícito.	El	Proyecto	Cohesión	 lo	dirige	su	respectivo	grupo	de	
tareas,	 el	 cual	 esta	 conformado	 por	 autoridades	 de	 Alemania,	 China,	
Colombia,	los	Estados	Unidos	de	América,	la	Federación	de	Rusia,	India,	
México	y	Turquía,	contando	con	el	apoyo	de	la	JIFE,	la	Interpol,	el	Con‐
sejo	 de	 Cooperación	 Aduanera	 (denominado	 también	 Organización	
Mundial	de	Aduanas)	y	la	Comisión	Europea29.		
	 Es	importante	señalar	que	en	el	mes	de	enero	del	año	2003	se	iniciaron	
las	 actividades	 operacionales	 del	 Proyecto	 Prisma,	 iniciativa	 interna‐
cional	que	está	 enfocada	en	 las	 cinco	principales	 sustancias	 cataloga‐


























cantes	 de	 precursores	 que	 operaban	 en	México	 seguían	 disponiendo	




ción	 Pila	 (años	 2009/2010)	 ratificó	 la	 tendencia	 utilizar	 preparados	










                                                          
30		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2003…,	

























del	 año	2006	sólo	15	gobiernos	habían	contestado	a	 la	 comunicación	
de	 la	 JIFE:	de	ellos	ocho	presentaron	una	 información	detallada,	y	 los	
siete	gobiernos	restantes	informaron	que	no	estaban	en	condiciones	de	
suministrar	 la	 información	requerida.	Ante	 tal	situación	 la	 Junta	en	el	
informe,	correspondiente	al	año	2006,	señalo	que	eran	comprensibles	
las	 dificultades	 que	 implicaba	 una	 actividad	 de	 este	 tipo,	 sobre	 todo	
cuando	 se	 realizaba	 por	 primera	 vez,	 asumiendo	 que	 se	 necesitarían	
varios	 años	 para	 logar	 este	 objetivo33.	 Es	 importante	 destacar	 que	 al	
día	31	de	octubre	del	año	2007	un	total	de	101	gobiernos	informaron	




las	 sustancias	 mencionadas,	 lo	 que	 representa	 un	 incremento	 de	


















(106)	 lo	 cual	 debe	 valorarse	 de	 forma	positiva.	 Sin	 embargo	 la	 expe‐
riencia	ha	 revelado	 las	 dificultades	 continuas	que	 se	producen:	 como	
que	 algunos	 países	 que	 tienen	 un	 importante	 comercio	 de	 estas	 sus‐
tancias,	 como	Suiza,	 no	 están	 en	 condiciones	de	prever	 sus	necesida‐
des,	o	que	algunos	países	reportan	previsiones	muy	elevadas	o	en	rá‐
pido	aumento	en	un	periodo	corto	de	tiempo,	llegando	incluso	a	tripli‐
car	 sus	previsiones,	 tal	es	el	 caso	de	Bangladesh,	Egipto,	 la	República	



























Viena	 una	 reunión	 con	 el	 grupo	 de	 tareas	 del	 Proyecto	 Prisma	 para	












desviación	que	 afectaban	 a	África	 y	Asia	 occidental,	 donde	 se	 abordo	
también	la	problemática	de	los	preparados	farmacéuticos	y	la	efedra37.	
Queremos	 concluir	 este	 apartado	 señalando	 que	 actividades	 de	 esta	
naturaleza	se	realizan	con	bastante	frecuencia,	sobre	todo	en	las	regio‐
nes	y	países	más	vulnerables,	lo	cual	exponemos	ampliamente	al	abor‐




















aprobaron	 una	 nueva	 reglamentación,	 d)	 adoptaron	medidas	 para	 el	
control	de	los	preparados	farmacéuticos	que	contienen	precursores	de	
drogas,	fundamentalmente	efedrina	y	seudoefedrina,	o	bien	de	mezclas	
que	 contienen	 precursores	 e)	 aprobaron	medidas	 para	 el	 control	 de	












                                                          
38		 Afganistán,	 Argentina,	 Australia,	 Belice,	 Bosnia	 y	Herzegovina,	 Brasil,	 Bután,	 Canadá,	
Chile,	China,	Colombia,	Costa	Rica,	El	Reino	Unido	de	Gran	Bretaña	e	Irlanda	del	Norte,	
El	Salvador,	Federación	de	Rusia,	Filipinas,	Ghana,	Honduras,	India,	Jordania,	La	Unión	







































extendida	por	 la	 Policía	 Federal.	 Señalando	 la	 normativa	 que	 las	 em‐






sustancias	 no	 pertenecen	 a	 ninguno	 de	 los	 cuadros	 del	 Convenio	 de	




cluidas	en	 los	Cuadros	 I	y	 II.	Además,	49	países	y	 territorios	han	 informado	a	 la	 JIFE	
sobre	las	medidas	de	fiscalización	aplicadas	a	un	total	de	155	sustancias	no	catalogadas	











nas)	 generando	 más	 dinero	 que	 el	 turismo42,	 adoptó	 una	 legislación	
más	 estricta	 sobre	 precursores	 en	 particular	 de	 efedrina	 y	 seudoefe‐
drina.	 Subrayamos	 entre	 las	medidas	 adoptadas	 la	 obligación	 de	 que	










                                                          



































cuando	 los	 condenados	 promovieren,	 constituyeren,	 organizaren,	
coordinaren	o	dirigieren	una	organización	criminal	y	en	el	caso	de	que	
se	 cumplan	 dos	 de	 las	 circunstancias	 agravantes	 del	 artículo	 570	 bis	
inciso	2	la	pena	privativa	de	libertad	podría	ser	de	hasta	18	años46.	





























a	 hacer	 notificaciones	 previas	 cuando	 se	 exporte	 anhídrido	 acético,	
permanganato	 de	 potasio	 y	 ácido	 fenilacético	 a	 terceros	 países.	 Ade‐
más	modificaron	el	anexo	IV	del	Reglamento	1277/2005	dado	que	no	
figuraban	todos	los	terceros	países	que	han	solicitado	recibir	notifica‐
ciones	previas	 a	 la	 exportación	en	 relación	 con	determinadas	 sustan‐
cias	catalogadas	en	 las	categorías	2	y	3	desde	 la	entrada	en	vigor	del	
Reglamento	297/2009	de	la	Comisión,	siendo	dichos	países	Afganistán,	

















lida	 de	 él,	 cuando	 existan	 pruebas	 suficientes	 de	 que	 esas	 sustancias	
están	destinadas	a	la	fabricación	ilícita	de	estupefacientes	o	sustancias	
sicotrópicas.	Además,	en	virtud	de	la	modificación	de	los	reglamentos,	
el	APAAN	pasó	a	 ser	una	 sustancia	 catalogada	de	 la	 categoría	1	 en	 la	




































a	 las	 autoridades	 competentes	 de	 todo	 el	 mundo.	 Estas	 directrices	
ofrecen	 orientación	 a	 las	 autoridades	 nacionales	 que	 han	 adoptado	
medidas	 de	 fiscalización	 obligatorias	 pero	 que	 desean	 establecer	 un	
sistema	más	amplio	y	general	para	la	fiscalización	de	productos	quími‐
cos	a	 fin	de	poder	dar	respuesta	con	rapidez	y	 flexibilidad	a	 los	cam‐
bios	de	las	actividades	de	fabricación	ilícita	de	drogas	en	el	plano	local	












cordar	 que	 todas	 las	 sustancias	 anteriormente	 señaladas,	 así	 como	 los	







la	 asignación	de	 recursos	 suficientes,	 en	materia	de	 formación,	 seguri‐
dad,	tecnología	de	la	información,	transporte	e	infraestructura51.	












res	 de	 drogas,	 sustancias	 no	 catalogadas,	 materiales	 y	 equipos	 tales	
como:	a)	el	cliente	o	 la	entidad	empresarial	que	 la	persona	afirma	re‐
                                                          
51		 El	código	se	debe	promover	como	una	expresión	de	una	alianza	entre	las	autoridades	
gubernamentales,	 la	 industria	 química	 y	 la	 industria	 farmacéutica,	 siendo	 necesario	
que	 las	partes	negocien	sus	responsabilidades	sin	 imponer	cargas	 innecesarias.	Tam‐
bién	es	importante	que	el	código	no	sustituya	las	obligaciones	de	las	empresas	partici‐







de	 suministros	 químicos,	 c)	 el	 cliente	 no	 está	 dispuesto	 a	 abrir	 una	

















                                                          
52		 Continúa:	g)	 la	documentación	presentada	no	es	de	 tipo	convincente,	h)	el	cliente	no	




tra	nervioso	o	se	 comporta	de	manera	que	 levata	 sospechas,	 l)	 su	 forma	de	entablar	

















para	que	estableciera	una	 lista	 limitada	para	 la	vigilancia	especial	 in‐
ternacional	de	las	sustancias	no	incluidas	en	los	Cuadros	y	con	respecto	
a	 las	 cuales	 existiera	 información	 sustancial	 de	 que	 se	 utilizaban	 en	
elaboración	ilegal	de	drogas.	Hay	que	precisar	que	la	lista	de	vigilancia	
especial	no	es	un	requisito	previo	para	la	inclusión	en	los	Cuadros	I	y	II	












(incluidas	 sus	 soluciones	 acuosas),	 benzaldehído,	 cianuro	 de	 bencilo,	
clorudo	de	bencilo,	etilamina	(monoetilamina),	formamida,	formiato	de	
amonio,	 hidruro	 de	 litio	 y	 aluminio,	 metilamina	 (monometilamina),	
                                                          




fórmico,	 ácido	 fosfórico,	 ácido	 hidriódico,	 ácido	 hidrobrómico,	 ácido	 tartárico,	 ácido	






tato	 de	 etilideno,	 dietilamina,	 2,5‐dimetoxitolueno,	 etilamina,	 fenilpropanolamina,	
formamida,	formato	de	amoniaco,	n‐heptano,	n‐hexano,	hidróxido	de	calcio,	hidróxido	
de	potasio,	hidróxido	de	sodio,	hidroxilamina,	hidruro	de	aluminio	y	 litio,	hipoclorito	
de	 sodio,	 isopropanol,	 litio,	 metanol,	 metilisobutilcetona	 (MIBK),	 metilamina,	 N‐
metilformamida,	 níquel	 Raney,	 nitroetano,	 norseudoefedrina,	 oxicloruro	 de	 fósforo,	













de	 evaluar	 la	 lista	 limitada	 de	 vigilancia	 especial	 internacional	 de	 las	
sustancias	no	 incluidas	 en	 los	 cuadros.	Como	 resultado	de	dicho	exa‐
men	 se	 concluyó	 que	 era	 necesario	 revisar	 esta	 lista,	 para	 lo	 cual	 el	








inclusión	 en	 la	 lista	 limitada	 de	 vigilancia	 especial	 internacional.	 El	
Grupo	de	Expertos	consideró	que	las	medidas	recomendadas	para	esta	
lista	 seguían	siendo	validas,	 las	 cuales,	 como	es	 sabido	por	 todos,	de‐
ben	 aplicarse	mediante	 la	 cooperación	voluntaria	de	 la	 industria	quí‐
mica,	 sin	 exigencias	ni	 sanciones	 reglamentarias	 preceptivas.	 La	 JIFE,	
como	siempre	lo	ha	hecho,	continuo	distribuyendo	la	lista	limitada	de	
vigilancia	 especial	 internacional	 directamente	 a	 las	 autoridades	 com‐
petentes,	sin	que	 figure	en	ningún	 informe	de	carácter	público55.	Esta	
                                                          

























bromo‐2,5‐dimetoxifeniletilamina	 (2C‐B)57	 a	 partir	 de	 metoxibenzal‐
dehído	(sustancia	no	catalogada),	como	han	comunicado	las	autorida‐
des	 húngaras58.	 Situación	 similar	 se	 presentó	 con	 el	 fentanilo,	 repor‐
tándose	en	el	año	2011	el	desmantelamiento	de	laboratorios	clandesti‐








se	utilizan	 frecuentemente	 en	 la	 elaboración	de	drogas	 ilícitas	 y	 sus	precursores,	 así	
como	sucedáneos	de	estos	últimos.	Vid.	Anexo	V	sobre	Sustancias	no	catalogadas	que	






















tados	 Unidos	 de	 América	 decidió	 fiscalizar	 el	 4‐anilino‐N‐fenetil‐4‐
piperidina,	precursor	inmediato	del	fentanilo,	sometiéndolo	a	la	Ley	de	




Un	dato	de	sumo	interés	sobre	 las	sustancias	no	 incluidas	en	 los	cua‐
dros	de	la	convención	de	1988	que	se	utilizan	en	la	fabricación	de	dro‐
gas	 ilícitas	 lo	proporciona	el	 informe	de	 la	 JIFE	sobre	precursores	del	
año	2012.	En	el	señalan	que	a	través	del	formulario	D	del	año	2003	se	
registraron	 incautaciones	24	 sustancias	no	 catalogadas,	mientras	que	
en	el	informe	correspondiente	al	año	2011	se	reportaron	incautaciones	






de	 uso	 indebido	 son	 cannabinoides	 sintéticos	 y	 catinonas	 sintéticas	
que	imitan	los	efectos	de	drogas	fiscalizadas	como	el	cannabis	y	la	an‐
fetamina62.	















	 Además	 hay	 que	 tener	 en	 cuenta	 que	 la	 JIFE	 señala	 en	 el	 su	 informe	
sobre	precursores	de	drogas	correspondiente	al	año	2014	que	a	partir	
del	año	2010	empezaron	a	parecer	los	precursores	de	diseño	a	gran	es‐










te	 el	 uso	 de	 los	 denominados	 precursores	 secundarios	 o	 pre‐
precursores	 que	 muchas	 veces	 no	 están	 sometidos	 prácticamente	 a	
ningún	tipo	de	control	o	bien	la	fiscalización	que	se	realiza	es	muy	baja	













                                                          
63		 Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2014…,	
p.	5.	












dáneo	 del	 anhídrido	 acético,	 13)	 el	 fenilacetato	 de	 etilo	 es	 precursor	









el	 cornezuelo	 de	 centeno	 y	 la	 efedra,	 se	 pueden	 obtener	 precursores	
secundarios,	o	directamente	sustancias	catalogadas.	Esta	gran	cantidad	
de	precursores	secundarios,	sucedáneos	y	sustancias	naturales	que	se	














La	Unión	Europea	 a	 través	de	diversas	disposiciones	ha	mostrado	 su	
preocupación	 por	 afrontar	 el	 problema	 del	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas,	dándole	cumplimiento	al	artículo	12	del	Convenio	del	20	de	di‐
ciembre	de	1988	de	la	ONU	celebrado	en	Viena	y	por	ende	a	la	Decisión	




mento	base,	 establecía	 una	 serie	 de	medidas	 con	 el	 fin	 de	 impedir	 el	
desvío	de	estas	sustancias	para	la	producción	ilícita	de	drogas	fuera	del	
territorio	aduanero	de	la	Unión	Europea.	Este	Reglamento	preceptuaba	
la	 documentación	 necesaria	 para	 toda	 operación	 de	 importación,	 ex‐
portación	o	tránsito	tales	como	facturas,	declaraciones	de	carga,	docu‐
mentos	aduaneros,	documentos	de	transporte	y	demás	documentos	de	
envío	 que	 debían	 contener	 la	 información	 que	 permitiera	 identificar	









		 Por	mandato	de	 esta	norma	 se	 les	 ordenó	 a	 los	 operadores	 llevar	un	
registro	comercial	de	 las	denominadas	 “sustancias	catalogadas”	 como	
precursores	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes	y	psicotrópicos.	Además	
se	 establece	el	deber	de	notificación,	 asimismo	cada	Estado	miembro	




y	 transacciones	 inhabituales	 de	 sustancias	 catalogadas,	 que	 indiquen	
que	 estas	 pueden	 ser	 desviadas	 para	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 drogas.	
También	se	impone	la	obligación	en	el	caso	de	exportación	de	las	sus‐
tancias	catalogadas	del	Cuadro	I	de	la	presentación	previa	de	un	expe‐
diente,	por	 lo	menos	15	días	 laborales	 antes	de	 la	presentación	de	 la	
declaración	 aduanera,	 a	 las	 autoridades	 competentes	 del	 Estado	
miembro.	En	el	caso	de	la	existencia	de	indicios	de	desviación	de	dichas	
sustancias,	 las	 autoridades	 competentes	 prohibirán	 su	 exportación	
mediante	notificación	por	escrito	con	acuse	de	recibo.	De	las	sustancias	
comprendidas	 en	 el	 Cuadro	 II	 se	 mandaba	 a	 realizar	 la	 notificación	
previa	únicamente	cuando	así	estuviese	acordado	con	el	tercer	país.	
Con	 el	 propósito	 de	 fortalecer	 las	medidas	 de	 control	 de	 este	 Regla‐





tener	 información	de	cualquier	pedido	u	operación	relativo	a	 las	 sus‐
tancias	 catalogadas	 y	 tener	 acceso	 a	 los	 locales	 profesionales	 de	 los	
operadores	con	objeto	de	buscar	pruebas	de	 irregularidades.	Además	
se	manda	a	que	cada	Estado	miembro	establezca	las	sanciones	aplica‐
bles	 en	 el	 caso	de	 infracción	de	 las	 disposiciones	del	 presente	Regla‐
mento.	Las	cuales	deberían	ser	adecuadas	para	incitar	al	cumplimiento	
de	tales	disposiciones.	
Es	 preciso	 puntualizar	 que	 el	 Reglamento	 del	 Consejo	 (CEE)	
3677/1990,	 fue	desarrollado,	aplicado	y	modificado	por	ulteriores	re‐
glamentos	comunitarios,	que	a	continuación	comentamos	de	forma	su‐
cinta,	 tal	 es	 el	 caso	 del	 Reglamento	 del	 Consejo	 900/1992	 del	 31	 de	
marzo,	que	en	su	artículo	11	bis	autorizó	a	la	Comisión	establecer	tres	
categorías	de	sustancias	catalogadas,	en	lugar	de	las	dos	que	establece	
el	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988,	 las	 categorías	 al	 tenor	 de	 este	 instru‐
mento	quedaron	de	la	siguiente	forma:	
Categoría	 1:	 efedrina,	 ergometrina,	 ergotamina,	 ácido	 lisérgico,	 1‐fenil‐2‐
propanona66,	 seudoefedrina,	 ácido	 N‐acetilantranilico67	 y	 3,4‐metilendioxifenil‐
2‐propanona,	así	como	las	sales	de	las	sustancias	enumeradas	en	esta	categoría	
siempre	que	la	existencia	de	dichas	sales	sea	posible.		
Categoría	 2:	 anhídrido	 acético,	 ácido	 antranilico,	 ácido	 fenilacético,	 piperidina,	
isosafrol,	piperonal	y	safrol	y	las	sales	de	las	sustancias	enumeradas	en	esta	cate‐
goría	siempre	que	la	existencia	de	dichas	sales	sea	posible.		




diente	a	 la	 categoría	1,	 y	 las	 sustancias	 comprendidas	en	 la	 categoría	
número	3	las	que	menos	obligaciones	establecen	para	su	comercializa‐
ción,	quizás	por	el	gran	volumen	de	comercio	lícito	que	se	produce	de	





















                                                          
71		 La	 exportación	 de	 las	 sustancias	 comprendidas	 en	 la	 categoría	 número	 1	 del	 anexo	





cesario	presentar	 la	 autorización	de	 importación	expedida	por	 el	 país	de	destino.	Es	








torización	 de	 exportación	 individualizada	 en	 todos	 los	 casos	 en	 que	 parezca	 que	 las	
sustancias	están	destinadas,	directa	o	indirectamente,	a	un	tercer	país	del	que	se	tenga	
conocimiento	 esta	 implicado	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 o	 sustancias	


























comprendidas	 en	 la	 Categoría	 1.	 A	 su	 vez	 el	 Reglamento	 (CE)	 n.º	
2093/97	 de	 la	 Comisión	 de	 24	 de	 octubre	 de	 1997,	modifica	 nueva‐
mente	los	anexos	II	y	III	del	Reglamento	anterior	y	el	Reglamento	(CE)	
n.º	1610/2000	de	la	Comisión	de	24	de	julio	del	2000	vuelve	a	modifi‐






Etiopía,	 Federación	de	Rusia,	 Filipinas,	Guatemala,	Hong	Kong,	 India,	 Indo‐
nesia,	Irán,	Islas	Caimán,	Jordania,	Líbano,	Macao,	Malasia,	México,	Moldavia,	
Myanmar	 (Birmania),	 Nigeria,	 Paraguay,	 Perú,	 República	 Checa,	 Singapur,	
Siria,	Sri	Lanka,	Sudáfrica,	Tailandia,	Tayikistán,	Turquía	y	 la	Reública	Boli‐
































Brasil,	 Chile,	 Chipre,	 Colombia,	 Costa	 Rica,	 Ecuador,	 El	 Salvador,	 Emiratos	
Árabes	Unidos,	Etiopía,	Federación	de	Rusia,	Filipinas,	Guatemala,	Honduras,	
Hong	Kong,	Islas	Caimán,	Jordania,	Macao,	Malasia,	Moldavia,	Nigeria,	Pana‐




bia,	 Costa	 Rica,	 Ecuador,	 El	 Salvador,	 Emiratos	 Árabes	 Unidos,	 Guatemala,	
Honduras,	Hong	Kong,	 Irán,	Líbano,	México,	Myanmar	 (Birmania),	Panamá,	




bia,	 Costa	 Rica,	 Ecuador,	 Emiratos	 Árabes	 Unidos,	 El	 Salvador,	 Guatemala,	
Honduras,	 Hong	 Kong,	 Irán,	 Líbano,	 Myanmar	 (Birmania),	 Panamá,	 Para‐
guay,	Perú,	Singapur,	Siria,	Tailandia,	Turquía,	Uruguay	y	la	Repúblicas	Boli‐
variana	de	Venezuela.	
El	Reglamento	 (CE)	n.º	260/2001	de	 la	Comisión	del	8	de	 febrero	de	
2001	dándole	cumplimiento	a	la	decisión	adoptada	por	la	Comisión	de	
estupefacientes	 de	 Naciones	 Unidas	 en	 marzo	 del	 2000	 de	 incluir	 la	






Categoría	 1:	 1‐fenil‐2‐propanona	 (P‐2‐P),	 ácido	N‐acetilantranílico,	 Isosa‐
frol,	 3,4	 metilendioxifenil‐2‐propanona	 (3,4‐MDP‐2‐P),	 piperonal,	 safrol,	
efedrina,	seudoefedrina,	norefedrina,	ergometrina,	ergotamina	y	ácido	lisér‐
gico.	 Las	 sales	 de	 las	 sustancias	 enumeradas	 en	 esta	 categoría	 cuando	 la	
existencia	de	dichas	sales	sea	posible	y	no	sean	sales	de	catina.	
Categoría	2:	anhídrido	acético,	ácido	fenilacético,	ácido	antranílico	y	piperi‐
dina.	 Las	 sales	 de	 las	 sustancias	 enumeradas	 en	 esta	 categoría	 cuando	 la	
existencia	de	dichas	sales	sea	posible.	
Categoría	 3:	 ácido	 clorhídrico,	 ácido	 sulfúrico,	 permanganato	 potásico,	
tolueno,	éter	etílico,	acetona	y	metiletilcetona,	así	como	las	sales	de	las	sus‐
tancias	 enumeradas	 en	 esta	 categoría	 cuando	 la	 existencia	 de	 dichas	 sales	
sea	posible	y	no	sean	sales	de	ácido	clorhídrico	y	ácido	sulfúrico.	








este	Reglamento	 en	 su	 artículo	 número	1	 preceptúa	que	debe	 enten‐
derse	como	“sustancia	catalogada:	cualquier	sustancia	contenida	en	el	
anexo,	 incluidas	 las	mezclas	y	 los	productos	naturales	que	contengan	
dichas	 sustancias.	 Se	 excluyen	 los	 medicamentos,	 preparaciones	 far‐
macéuticas,	 mezclas,	 productos	 naturales	 u	 otras	 preparaciones	 que	
contengan	sustancias	catalogadas	cuya	composición	sea	tal	que	dichas	
sustancias	no	puedan	ser	utilizadas	fácilmente	o	recuperadas	con	me‐
dios	 de	 fácil	 aplicación	 o	 económicamente	 viables”.	 Además	 dándole	
cumplimiento	al	plan	de	acción	antidroga	de	 la	Unión	Europea,	 apro‐
bado	por	el	Consejo	Europeo	de	Santa	Maria	da	Feria	de	19	y	20	de	ju‐















posiciones	 del	 artículo	 4	 del	 Reglamento	 base	 (3677/90)	 cuando	 se	
destinen	a	un	operador	establecido	en	un	país	que	figure	en	la	lista	pu‐
blicada	 en	 la	 serie	 C	 del	 Diario	 Oficial	 de	 las	 Comunidades	 Europeas	
(destinos	sensibles),	lista	que	será	actualizada	de	forma	regular	por	la	











gún	 la	 normativa	 vigente.	 Estableciendo	 este	 instrumento	 toda	 la	 in‐
formación	requerida,	así	como	los	casos	en	que	se	precisa	de	la	“autori‐
zación	de	importación	del	país	de	destino”.	Para	otorgar	la	autorización	
de	 exportación,	 también	 se	 cuentan	 con	 15	 días	 laborables,	 una	 vez	
completado	el	 expediente,	 el	 cual	puede	ser	prorrogado	para	 realizar	




termine	 que	 las	 autoridades	 competentes	 del	 país	 de	 destino	 no	 han	
                                                          
75		 Se	concederá	al	país	de	destino	el	plazo	de	15	días	laborales	como	máximo,	terminado	



















Categoría	 1:	 1‐fenil‐2‐propanona,	 ácido	 N‐acetilantranílico,	 isosafrol,	 3,4	
metilendioxifenil‐2‐propanona,	 piperonal,	 safrol,	 efedrina,	 seudoefedrina,	
norefedrina,	ergometrina,	ergotamina	y	ácido	lisérgico.	Las	sales	de	las	sus‐






y	metiletilcetona,	 así	 como	 las	 sales	 de	 las	 sustancias	 enumeradas	 en	 esta	
categoría	cuando	la	existencia	de	dichas	sales	sea	posible	y	no	sean	sales	de	
ácido	clorhídrico	y	ácido	sulfúrico.	
El	 Reglamento	 (CE)	 3677/1990	 del	 13	 de	 diciembre,	 conocido	 como	
Reglamento	base,	es	derogado	finalmente	por	el	artículo	34	del	Regla‐
mento	(CE)	111/2005	del	Consejo	del	22	de	diciembre	del	año	200477,	
pasando	 este	 instrumento	 jurídico	 a	 ser	 el	 Reglamento	 base	 de	 la	
                                                          
77		 Es	 necesario	 precisar	 que	 si	 bien	 este	 instrumento	 deroga	 el	 Reglamento	
3677/1990/CEE	con	efecto	a	partir	del	18	de	agosto	del	2005,	pero	no	hace	lo	mismo	
con	 los	 diferentes	 instrumentos	 que	 lo	 reformaron	 como	 el	 Reglamento	 del	 Consejo	
900/1992	 del	 31	 de	marzo,	 el	 Reglamento	 de	 la	 Comisión	 3769/1992	 del	 21	 de	 di‐
ciembre,	el	Reglamento	(CEE)	de	la	Comisión	2959/1993	del	27	de	octubre,	el	Regla‐
mento	(CE)	n.º	2093/97	de	la	Comisión	de	24	de	octubre	de	1997,	El	Reglamento	(CE)	
n.º	 260/2001	 de	 la	 Comisión	 del	 8	 de	 febrero	 de	 2001,	 el	 Reglamento	 (CE)	 n.º	








precursores	de	drogas,	 por	 ello	 amplía	 las	normas	de	 vigilancia	 a	 los	
operadores	establecidos	en	la	Unión	Europea	que	efectúan	transaccio‐
nes	comerciales	con	terceros	países,	armonizando	a	escala	comunitaria	
los	procedimientos	de	concesión	de	 licencias	e	 incrementando	 los	 re‐




requisitos	 y	 disposiciones	 sobre	 comercio	 exterior	 de	 precursores.	








que	 haya	 tenido	 lugar	 la	 operación.	 En	 su	 artículo	 número	 6	 ordena	
que	todo	los	operadores	establecidos	en	la	Comunidad	que	ejerzan	ac‐
tividades	de	importación,	exportación	o	intermediación	con	las	sustan‐





se	 podrá	 suspender	 o	 retirar	 cuando	 se	 hayan	 dejado	 de	 cumplir	 las	
condiciones	de	su	concesión	o	cuando	existan	motivos	 fundados	para	
sospechar	que	existe	un	riesgo	de	desvío.	












tes	 sobre	 pedidos	 y	 transacciones	 inhabituales	 que	 indiquen	 que	 di‐





consultando	 a	 los	 Estados	miembros	 elaborará	 y	 actualizará	 unas	 di‐
rectrices	referidas	particularmente	a:	a)	información	sobre	los	medios	
para	 identificar	y	notificar	 las	 transacciones	sospechosas,	b)	una	 lista	
actualizada	periódicamente,	de	las	sustancias	no	catalogadas,	con	el	fin	






conformidad	 con	 el	 apartado	 10	 del	 artículo	 12	 de	 la	 Convención	 de	
Naciones	 Unidas.	 La	 lista	 de	 los	 países	 de	 destino	 se	 determinará	 de	
acuerdo	con	el	procedimiento	del	Comité78.	
	 Por	otra	parte	se	establece	que	las	exportaciones	de	sustancias	catalo‐
gadas	que	 requieran	una	declaración	en	aduana,	 incluidas	 las	de	 sus‐
tancias	 catalogadas	 que	 salgan	del	 territorio	 aduanero	de	 la	 Comuni‐
dad	tras	su	almacenamiento	en	una	zona	franca	del	control	del	tipo	I79	
                                                          
78		 El	país	de	destino	podrá	contestar	en	un	período	de	15	días	hábiles,	transcurrido	este	
las	autoridades	competentes	del	país	exportador	podrá	autorizar	la	exportación	en	ca‐
so	de	que	 las	 autoridades	 competentes	del	país	de	destino	no	hayan	 indicado	que	 la	
operación	puede	estar	destinada	a	la	fabricación	ilícita	de	estupefacientes	o	sustancias	
psicotrópicas.	 Es	 necesario	 señalar	 que	 las	 autoridades	 competentes	 podrán	 aplicar	



















las	 sustancias	 se	 exporten	 a	 los	 países	 de	 destino	que	 se	 determinen	
mediante	el	procedimiento	del	Comité	con	vistas	a	garantizar	un	nivel	
adecuado	 de	 control.	 Las	 solicitudes	 de	 autorización	 de	 importación	
deberán	contener	los	mismos	datos	o	requisitos	que	la	de	autorización	
de	exportación82.	 	
                                                          
80		 Las	zonas	francas	o	depósitos	francos	son	partes	del	territorio	aduanero	de	la	Comuni‐
dad	o	locales	situados	en	ese	territorio,	separados,	del	resto	del	mismo,	en	los	cuales:	
a)	se	considerará	que	 las	mercancías	no	comunitarias,	para	 la	aplicación	de	 los	dere‐
chos	de	la	importación	y	de	las	medidas	de	política	comercial	de	importación,	no	se	en‐
cuentran	en	el	territorio	aduanero	de	la	Comunidad,	siempre	que	no	se	despachen	a	li‐





81		 El	 control	 del	 tipo	 II	 están	 basados	 principalmente	 en	 las	 formalidades	 efectuadas	
conforme	al	régimen	del	depósito	aduanero.	Las	disposiciones	establecidas	para	el	ré‐
gimen	de	depósito	aduanero	serán	aplicables	a	las	zonas	francas	del	control	del	tipo	II.	






producto	natural,	 designación	y	 código	NC	de	ocho	 cifras	 y	designación	de	 cualquier	
sustancia	catalogada	contenida	en	la	mezcla	o	en	el	producto	natural,	c)	cantidad	y	pe‐
so	de	las	sustancias	catalogadas	y,	en	caso	de	que	se	trate	de	una	mezcla	o	de	un	pro‐
ducto	natural,	 cantidad	 y	 peso	 y,	 en	 su	 caso,	 porcentaje	 de	 las	 sustancia	 catalogadas	
que	contenga,	d)	información	sobre	el	transporte,	tal	como	la	fecha	de	expedición	pre‐
vista,	el	modelo	de	 transporte,	 la	aduana	en	que	se	debe	presentar	 la	declaración	en	
aduana	y,	 si	 ya	 se	 conocen,	 la	 identificación	del	medio	de	 transporte,	 el	 itinerario,	 el	
punto	previsto	de	salida	del	territorio	aduanero	de	la	Comunidad	y	el	punto	de	entrada	








y	 del	 Consejo	 (comunitario),	 concernientes	 a	 la	 figura	 de	 “la	 persona	
responsable”,	de	la	concesión	de	licencias	y	del	registro	de	operadores,	
sobre	la	comunicación	de	la	información,	las	autorizaciones	previas	a	la	
exportación	 y	 la	 autorización	 de	 exportaciones	 y	 exportaciones	 en	 el	
ámbito	de	 los	precursores	de	drogas.	Sobre	 la	persona	responsable	el	
articulo	3	del	Reglamento	(CE)	1277/2005	establece	que	los	operado‐
res	que	 intervengan	en	 la	exportación,	 la	 importación	o	bien	en	 la	 in‐
termediación	señaladas	en	el	articulo	2	del	Reglamento	(CE)	111/2005	
de	 sustancias	 catalogadas	de	 las	 categorías	 1	 o	2	deberán	nombrar	 a	
una	 “persona	 responsable”	 para	 el	 comercio	 de	 las	 sustancias	 catalo‐
gadas,	 debiendo	notificar	 a	 las	 autoridades	 competentes	 el	 nombre	 y	
los	datos	de	dicha	persona.	La	persona	responsable	tendrá	que	asegu‐
rarse	de	que	 la	 importación,	 la	exportación	o	 las	actividades	de	 inter‐






























del	 Reglamento	 (CE)	 111/2005,	 ambas	 listas	 de	 países	 figuran	 en	 el	
Anexo	IV	del	primer	reglamento	citado84:	
Sustancia:	anhídrido	acético	y	permanganato	de	potasio.	
Destinos:	 Cualquier	 país.	 Queremos	 recordar	 en	 este	 momento	 que	 los	
destinos	sensibles	para	el	Anhídrido	acético	antes	eran	40	países	y	para	el	
Permanganato	de	potasio	37	países.	Igual	situación	ocurre	con	el	Ácido	feni‐





Destinos:	 Antigua	 y	 Barbuda,	 Benín,	 el	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia,	
Brasil,	 Islas	 Caimán,	 Chile,	 Colombia,	 Costa	 Rica,	 República	 Dominicana,	












Destinos:	 Antigua	 y	 Barbuda,	 Benín,	 el	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia,	
Brasil,	 Islas	 Caimán,	 Chile,	 Colombia,	 Costa	 Rica,	 República	 Dominicana,	
Ecuador,	 Etiopía,	 Haití,	 La	 India,	 Indonesia,	 Jordania,	 Kazajístan,	 Líbano,	
Madagascar,	Malasia,	México,	Nigeria,	Paraguay,	Perú,	Filipinas,	República	de	
Moldova,	 Federación	 de	Rusia,	 Arabia	 Saudí,	 Tayikistán,	 Turquía,	 Emiratos	
Árabes	Unidos,	República	Unida	de	Tanzania,	los	Estados	Unidos	de	América	
y	la	República	Bolivariana	de	Venezuela.	Como	se	puede	apreciar	el	aumento	












Destinos:	 Antigua	 y	Barbuda,	 Argentina,	 Benín,	 el	 Estado	Plurinacional	 de	
Bolivia,	Brasil,	 Islas	Caimán,	Chile,	Colombia,	Costa	Rica,	República	Domini‐
cana,	 Ecuador,	 Egipto,	 El	 Salvador,	 Etiopía,	 Guatemala,	 Haití,	 Honduras,	 La	
India,	 Jordania,	 Kazajistán,	 Líbano,	 Madagascar,	 Malasia,	 México,	 Nigeria,	
Pakistán,	 Paraguay,	 Perú,	 Filipinas,	 República	 de	 Moldova,	 Federación	 de	
Rusia,	Arabia	Saudí,	Tayikistán,	Turquía,	Emiratos	Árabes	Unidos,	República	




Comisión	 adiciona	 a	 esta	 lista	 los	 siguientes	 países:	 Afganistán,	 Australia,	
Ghana	y	elimina	de	la	misma	a	Panamá.	
Sustancia:	ácido	clorhídrico	y	el	ácido	sulfúrico.	




partir	 del	 18	 de	 agosto	 del	 año	 2005.	 Aclarando	 que	 las	 referencias	
hechas	al	Reglamento	derogado	se	entenderán	hechas	al	presente	Re‐


























tas	 a	 reducir	 al	 mínimo	 el	 riesgo	 de	 desvío	 de	 estos	 precursores	 de	








también	 incorpora	 en	 la	 categoría	 1	 del	 anexo	 el	 Alfa‐
fenilacetoacetonitrilo	 (APAAN),	 precursor	 de	 drogas	 recientemente	
agregado	al	Cuadro	I	de	la	Convención	de	1988,	sustancia	que	se	utiliza	




to	 Europeo	 y	 del	 Consejo,	 sobre	 precursores	 de	 drogas,	 y	 del	 Regla‐
mento	(CE)	n.º	111/2005	del	Consejo,	por	el	que	se	establecen	normas	
para	la	vigilancia	del	comercio	de	precursores	de	drogas	entre	la	Unión	
y	 terceros	 países	 y	 por	 el	 que	 se	 deroga	 el	 Reglamento	 (CE)	 n.º	
1277/2005	de	 la	Comisión.	El	Reglamento	 (UE)	2015/1011	 tiene	por	
objeto	el	establecimiento	de	las	condiciones	para	la	concesión	de	licen‐
cias	y	registros,	determina	 los	casos	en	que	no	se	requieren	 las	 licen‐
cias	y	los	registros,	establece	los	criterios	para	demostrar	los	fines	líci‐
tos	de	una	transacción,	determina	la	información	necesaria	para	vigilar	













Europea	 haya	 celebrado	 un	 acuerdo	 específico	 sobre	 precursores	 de	
drogas;	 b)	 terceros	 países	 que	 hayan	 solicitado	 recibir	 notificaciones	
previas	a	la	exportación	de	conformidad	con	el	artículo	12,	apartado	10	










procedimiento	para	 la	 aplicación	de	 ambos	 reglamentos	 en	 lo	 que	 se	
refiere	a	 la	concesión	de	 licencias	y	el	registro	de	operadores	y	usua‐
rios,	y	su	 inclusión	en	 la	base	de	datos	europea	sobre	precursores	de	













artículo	7,	 apartado	1,	 del	Reglamento	 (CE)	n.º	 111/2005.	El	 artículo	





2.	 El	 comercio	 de	 sustancias	 catalogadas	 entre	 Estados	miembros	 de	 la	
Unión	Europea	(intracomunitario)	
	 Con	 el	 propósito	 de	 establecer	 normas	 comunes	 a	 nivel	 comunitario,	
con	vistas	 a	 la	 realización	del	mercado	 interior,	para	poder	evitar	 las	




tancias	 utilizadas	 para	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 y	 sus‐
tancias	psicotrópicas.	A	través	de	este	instrumento	se	establece	la	do‐
cumentación	necesaria,	 incluyendo	la	declaración	del	cliente	así	como	




dan	 las	cantidades	establecidas	en	el	anexo	 II85.	Se	 instaura	 la	obliga‐
ción	de	conservar	la	documentación	de	las	transacciones	por	un	perio‐
do	de	tres	años.	También	se	dota	de	facultades	a	las	autoridades	com‐










                                                          

























fines	 ilícitos	y	 c)	que	 las	 cantidades	encargadas	no	 son	 inusuales	 con	
respecto	 a	 ese	 cliente.	 Posteriormente	 el	 Reglamento	 (CE)	 n.º	
1533/2000	de	la	Comisión	del	13	de	julio	del	2000	modifica	los	modelos	
de	declaración	de	clientes	en	aras	de	establecer	un	modelo	uniforme	pa‐
ra	 todos	 los	operadores	que	 facilite	el	 control	de	 las	declaraciones	por	
parte	de	las	autoridades	competentes	de	los	Estados	miembros.	 	
Mediante	 la	Directiva	 2001/8/CE	de	 la	 Comisión	 del	 8	 de	 febrero	 de	
2001	 con	 vistas	 de	 ajustar	 la	 Directiva	 92/109/CEE	 del	 Consejo	 (co‐
mercio	de	sustancias	catalogadas	entre	estados	miembros	de	la	Unión	
Europea)	 al	 Reglamento	 del	 Consejo	 (CEE)	 3677/1990	 (comercio	 de	
sustancias	 catalogadas	 entre	 países	miembros	de	 la	Unión	Europea	 y	
terceros	países),	dándole	cumplimiento	a	la	decisión	adoptada	en	mar‐
zo	 del	 año	 2000	 por	 la	 Comisión	 de	 estupefacientes	 de	 las	 Naciones	
Unidas	se	incluye	la	norefedrina	como	sustancia	catalogada	en	Cuadro	


















Categoría	 1:	 1‐fenil‐2‐propanona,	 ácido	 N‐acetilantranílico,	 isosafrol,	 3,4	
metilendioxifenil‐2‐propanona,	 piperonal,	 safrol,	 efedrina,	 seudoefedrina,	
norefedrina,	ergometrina,	ergotamina	y	ácido	lisérgico.	Las	sales	de	las	sus‐
tancias	 enumeradas	 en	 esta	 categoría	 cuando	 la	 existencia	 de	 dichas	 sales	
sea	posible	y	no	sean	sales	de	catina.	
Categoría	2:	ánhídrido	acético,	ácido	fenilacético,	ácido	antranílico,	Piperidina	
y	 permanganato	 de	 potasio.	 Las	 sales	 de	 las	 sustancias	 enumeradas	 en	 esta	
categoría	cuando	la	existencia	de	dichas	sales	sea	posible.	
Categoría	3:	ácido	clorhídrico,	ácido	sulfúrico,	tolueno,	éter	etílico,	acetona	
y	metiletilcetona,	 así	 como	 las	 sales	 de	 las	 sustancias	 enumeradas	 en	 esta	
categoría	cuando	la	existencia	de	dichas	sales	sea	posible	y	no	sean	sales	de	
ácido	clorhídrico	y	ácido	sulfúrico.	
Queremos	 destacar,	 por	 su	 importancia,	 la	 promulgación	 del	 Regla‐
mento	(CE)	273/2004	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo	del	11	de	
febrero	del	año	2004	sobre	precursores	de	drogas.	Instrumento	que	se	
considera	más	 adecuado	 en	 el	 contexto	 de	 la	 ampliación	 de	 la	Unión	
Europea,	que	la	Directiva	92/109/CEE	y	de	sus	anexos	(con	sus	respec‐
tivas	modificaciones	antes	señaladas)	que	deroga89,	para	 la	aplicación	
de	 normas	 de	 control	 uniformes	 en	 los	 25	 Estados	 miembros.	 Este	
nuevo	Reglamento	 en	 realidad	 facilita	 bastante	 la	 implementación	de	
medidas	 para	 descubrir,	 prevenir	 y	 cortar	 posibles	 desviaciones	 de	
precursores	de	drogas	en	el	seno	de	la	Unión	Europea,	sobre	todo	a	los	











industria	 química,	 para	 facilitar	 la	 cooperación	 entre	 las	 autoridades	





en	 el	 mercado	 las	 sustancias	 catalogadas	 de	 las	 categorías	 1	 y	 2	 del	
anexo	 I	que	deberán	designar	un	agente	 responsable	del	 comercio,	él	
que	cuidará	que	dicho	comercio	se	 lleve	a	cabo	en	 la	observancia	del	
presente	 Reglamento,	 este	 agente	 esta	 facultado	 para	 representar	 al	









de	exportaciones	e	 importaciones	en	el	 ámbito	de	 los	precursores	de	
drogas.	El	instrumento	en	mención	señala	de	forma	detallada	todos	los	
requisitos	que	deben	cumplimentar	por	escrito	cualquier	operador	pa‐
ra	solicitar	 la	respectiva	 licencia91.	En	 lo	que	 lo	que	se	refiere	 tanto	a	
las	disposiciones	que	regulan	los	requisitos	de	concesión	de	licencias	y	
las	obligaciones	de	notificación	de	 los	operadores	que	efectúan	 inter‐
cambio	 comerciales	 intracomunitarios	 y	 en	 intercambios	 comerciales	
entre	 la	 comunidad	 y	 terceros	 países	 este	 instrumento	 trata	 de	 que	
sean	 idénticos	en	 la	medida	de	que	esto	sea	posible.	Recordamos	que	
                                                          
90		 En	particular	 las	directrices	ofrecerán:	 a)	 información	 sobre	el	modo	de	 reconocer	y	
notificar	transacciones	sospechosas,	b)	una	lista	actualizada	de	forma	periódica	de	las	
sustancias	no	catalogadas	a	 fin	de	que	 la	 industria	química	y	 farmacéutica	pueda	su‐
pervisar	de	forma	voluntaria	el	comercio	de	las	mismas	y	c)	cualquier	otra	información	
que	se	considere	útil.	









to	 (CE)	 n.º	 273/2004,	 sobre	 precursores	 de	 drogas.	 Establece	 que	 el	
anhídrido	 acético,	 catalogado	 en	 la	 categoría	 2	del	 anexo	 I	 del	Regla‐
mento	(CE)	n.º	273/2004,	debe	de	incluirse	en	una	nueva	subcategoría	
2A92	de	dicho	anexo	I	para	permitir	un	mayor	control	de	su	comercio,	
cumpliendo	 de	 esta	manera	 con	 las	 recomendaciones	 de	 La	 Junta	 In‐
ternacional	de	Estupefacientes	de	fortalecer	las	medidas	de	control	so‐
bre	este	precursor	de	drogas	en	el	comercio	entre	países	de	 la	Unión	
Europea.	 Preceptuando	 que	 desde	 el	 día	 1	 de	 julio	 del	 año	 2015,	 los	
usuarios	deberán	obtener	un	registro	de	las	autoridades	competentes	
del	Estado	Miembro	en	el	que	estén	establecidos,	antes	de	poseer	sus‐
tancias	 catalogadas	de	 la	 subcategoría	2.ª	 del	 anexo	 I.	 Señalando	que	
los	 operadores	 que	posean	 este	 registro	 suministraran	 las	 sustancias	
catalogadas	de	la	categoría	2A	del	anexo	I	exclusivamente	a	otros	ope‐




ta	 para	 cada	 sustancia	 catalogada.	 En	 su	 artículo	 número	 9	 el	 Regla‐
mento	1258/2013	señala	una	serie	de	medidas	para	garantizar	el	con‐
trol	de	las	sustancias	no	catalogadas	que	pueden	utilizarse	en	la	fabri‐
cación	de	drogas	 ilícitas	 tales	como:	que	 las	autoridades	competentes	
tengan	 acceso	 a	 las	 instalaciones	 profesionales	 de	 los	 operadores	 y	
usuarios	 para	 obtener	 pruebas	 de	 irregularidades,	 así	 como	 que	 se	





de	 drogas	 recientemente	 agregado	 al	 Cuadro	 I	 de	 la	 Convención	 de	
1988,	 sustancia	 que	 se	 utiliza	 en	 los	 laboratorios	 clandestinos	 para	









to	 Europeo	 y	 del	 Consejo,	 sobre	 precursores	 de	 drogas,	 y	 del	 Regla‐
mento	(CE)	n.º	111/2005	del	Consejo,	por	el	que	se	establecen	normas	
para	la	vigilancia	del	comercio	de	precursores	de	drogas	entre	la	Unión	
y	 terceros	 países	 y	 por	 el	 que	 se	 deroga	 el	 Reglamento	 (CE)	 n.º	
1277/2005	de	 la	Comisión.	El	Reglamento	 (UE)	2015/1011	 tiene	por	
objeto	el	establecimiento	de	las	condiciones	para	la	concesión	de	licen‐
cias	y	registros,	determina	 los	casos	en	que	no	se	requieren	 las	 licen‐
cias	y	los	registros,	establece	los	criterios	para	demostrar	los	fines	líci‐
tos	de	una	transacción,	determina	la	información	necesaria	para	vigilar	





bles	 a	 la	 información	que	 se	 ha	 de	 facilitar	 sobre	 la	 aplicación	de	 las	
medidas	de	vigilancia	en	relación	con	el	comercio	de	drogas.	
	 Sobre	el	Reglamento	de	Ejecución	(UE)	2015/1013	de	 la	Comisión	de	





tiene	por	 objeto	 el	 establecimiento	de	normas	uniformes	de	procedi‐
miento	para	la	aplicación	de	ambos	reglamentos	en	lo	que	se	refiere	a	
la	concesión	de	licencias	y	el	registro	de	operadores	y	usuarios,	y	su	in‐
clusión	en	 la	base	de	datos	 europea	 sobre	precursores	de	drogas,	 así	
como	 la	 comunicación	por	parte	de	 los	operadores	de	 la	 información	
necesaria	para	vigilar	el	comercio	y	a	la	autorización	de	exportaciones	













7,	 apartado	1,	del	Reglamento	 (CE)	n.º	111/2005.	El	 artículo	número	










	 Como	 hemos	 venido	 exponiendo	 en	 los	 apartados	 anteriores,	 desde	
principios	 de	 la	 década	 de	 los	 noventa	 la	 Unión	 Europea	 ha	 venido	
promulgando	una	 serie	de	 instrumentos	 jurídicos,	 fundamentalmente	
Directivas	y	Reglamentos,	destinados	a	impedir	el	desvío	de	precurso‐
res	 de	 drogas,	mediante	 el	 control	 y	 vigilancia	 de	 su	 comercio	 lícito.	
Creemos	pertinente	señalar	que	si	bien	tradicionalmente	la	Unión	Eu‐
ropea	ha	 sido	una	gran	exportadora	de	 sustancias	químicas	 cataloga‐
das	e	importadora	de	drogas	ilícitas,	paulatinamente	se	ha	ido	convir‐
tiendo	también	en	una	gran	exportadora	de	drogas	sintéticas	y	por	en‐
de	 en	 importadora,	 en	 alguna	medida,	 de	 los	 precursores	 necesarios	
para	su	 fabricación93.	Por	consiguiente	 la	 legislación	comunitaria	más	
reciente,	a	saber,	los	Reglamentos	273/2004	(comercio	intracomunita‐




                                                          
93		 Hay	 que	 aclarar	 que	 aunque	 buena	 parte	 de	 los	 precursores	 de	 drogas	 sintéticas	 se	









blece	que,	 tres	años	después	de	 la	entrada	en	vigor	de	dichos	 instru‐
mentos,	se	llevaría	cabo	una	evaluación	sobre	el	funcionamiento	de	di‐
chos	Reglamentos	y	se	enviaría	un	informe	al	Parlamento	y	al	Consejo,	
de	 este	 informe	 destacamos,	 según	 nuestro	 criterio,	 los	 elementos	
principales	a	continuación.		
	 En	 primer	 lugar	 queremos	 destacar	 que	 con	 el	 fin	 de	 facilitar	 los	










tentes	 de	 los	 Estados	 miembros	 quienes	 las	 difunden	 directamente,	








                                                          
que	se	lleva	a	cabo	la	producción	de	anfetaminas	(incluye	también	la	metanfetamina),	
lo	que	ha	dado	lugar	a	un	importante	aumento	de	las	incautaciones,	sobre	todo	en	los	





dounidenses.	 Informe	 de	 la	 Comisión	 al	 Consejo	 y	 el	 Parlamento,	 de	 7	 de	 enero	 del	
2010,	sobre	la	aplicación	y	funcionamiento	de	la	legislación	comunitaria	en	materia	de	
vigilancia	y	control	del	comercio	de	precursores	de	drogas,	de	conformidad	con	el	artí‐






	 La	 insistencia	de	 las	 autoridades	 competentes	 en	el	mejoramiento	de	
los	 procedimientos	 y	 controles	 aduaneros	 ha	 resultado	 ser	 muy	 útil	
pues	se	han	obtenido	avances	significativos,	pero	todavía	persisten	al‐
gunas	deficiencias	tales	como;	problemas	en	la	identificación	de	ciertos	









ción	 sobre	 precursores	 de	 drogas.	 La	 fabricación,	 la	 importación	 y	 la	
distribución	mayorista	de	medicamentos,	 incluidos	los	productos	des‐
tinados	a	la	exportación,	están	sujetas	al	régimen	establecido	en	la	le‐
gislación	 comunitaria	 sobre	 productos	 farmacéuticos	 (Directiva	
2001/83/CE)96.	Pero	se	considera	que	dichas	actividades	deberían	es‐
tar	bajo	 el	 control	 sistemático	de	 las	 autoridades	 competentes	de	 los	
Estados	 miembros	 en	 aras	 de	 prevenir	 el	 desvío	 de	 precursores	 de	










lación	 sobre	productos	 farmacéuticos	 ya	 contiene	disposiciones	 sobre	 la	 exportación	
de	medicamentos,	debería	reflexionarse	acerca	de	si	sería	conveniente	contar	con	dis‐


































tes	 o	 intermediarios	de	 estas	 sustancias	 cumplir	 con	 la	 obligación	de	
comprobar	la	legitimidad	de	sus	clientes,	así	como	del	uso	final	notifi‐
cado	del	precursor,	lo	que	obviamente	puede	impedir,	en	gran	medida,	
la	 notificación	 a	 las	 autoridades	 competentes	 de	 cualquier	 operación	
sospechosa.	También	el	control	por	las	autoridades	competentes	de	la	
                                                          



















nos	dificultar	 el	 desvío	de	 estas	 sustancias	 con	 fines	 ilícitos	 sin	 crear	
barreras	 innecesarias	 a	 las	 actividades	 comerciales	 licitas.	 La	 política	
de	 la	Unión	en	este	sentido	es	centrar	el	control	y	 la	vigilancia	en	 los	
operadores	y	no	en	las	transacciones.	Resultando	la	división	de	las	sus‐
tancias	 catalogadas	 en	 tres	 categorías	un	medio	 eficaz	para	 la	 aplica‐









                                                          
98		 La	Comisión	de	las	Comunidades	Europeas	informa	que	parece	necesario	reforzar	los	




















	 Hay	 que	 destacar	 que	 en	 el	marco	 de	 las	Naciones	Unidas	 en	 el	 50.º	











fin	de	enfrentar	 el	desvío	de	precursores	de	drogas	 sintéticas	y	 en	el	
proyecto	 “Cohesión”	 para	 combatir	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 la	
heroína	y	la	cocaína,	así	como	en	las	operaciones	específicas	conexas.		
D.)	 REGLAMENTO	 MODELO	 PARA	 EL	 CONTROL	 DE	 SUSTANCIAS	 QUÍMICAS	 QUE	 SE	







ción,	 fabricación,	 preparación,	 transformación,	 almacenamiento,	 im‐
portación,	 exportación,	 comercialización,	 transporte	 y	 cualquier	 otro	
tipo	 de	 transacción,	 tanto	 nacional	 como	 internacional	 de	 las	 sustan‐
                                                          
99		 El	objetivo	de	estos	acuerdos	es	estrechar	la	colaboración	en	materia	de	regulación	con	









actualizo	 este	 Reglamento,	 esta	 última	 versión	 es	 la	 que	 esta	 vigente	
hoy	en	día.	Entre	las	principales	recomendaciones	que	hace	a	los	Esta‐
dos	miembros	queremos	destacar	las	siguientes:	a)	el	establecimiento	
de	una	 legislación,	o	adecuación	de	 la	ya	existente,	para	el	 control	de	




















ción	 de	 Naciones	 Unidas	 contra	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 estupefacientes	 y	
sustancias	psicotrópicas	de	1988,	 lo	cual	ocurre	con	15	de	las	16	sus‐
tancias	establecidas	en	el	Cuadro	 I100	y	 las	8	sustancias	del	Cuadro	 II,	
con	 la	 particularidad	 que	 en	 este	 último	 aparecen	 12	 sustancias	más	









Convenio	de	 la	ONU,	que	de	acuerdo	con	 la	experiencia	de	 las	autori‐
dades	 competentes	 en	 el	 continente	 americano	 se	 utilizan	 frecuente‐






los	 Cuadros	 de	 sus	 ordenamientos	 internos.	 La	 única	 limitación	 que	
tienen	es	que	en	los	Cuadros	I	y	II,	de	sus	ordenamientos,	deben	de	es‐










tales	permisos	o	 la	 revocación	de	 los	mismos	 las	 autoridades	 corres‐
pondientes	 podrán	 considerar	 diversos	 antecedentes	 del	 solicitante,	
tales	 como	 su	 capacidad	 para	mantener	 controles	 efectivos	 sobre	 las	
sustancias,	o	la	existencia	de	condenas	por	infracción	a	las	leyes	sobre	
tráfico	ilícito	de	drogas.	Además	de	los	requisitos	de	Licencia	o	inscrip‐
                                                          
































delitos	 la	 fabricación,	 preparación,	 transformación,	 almacenamiento,	
















registro	de	 las	 comunicaciones	y	documentos	privados	y	 la	 vigilancia	
de	sospechosos,	previas	 las	autorizaciones	de	 las	autoridades	 compe‐
tentes,	 3)	 el	 uso	de	 agentes	 incubiertos	 e	 informantes	 y	 4)	 investiga‐
ción	de	transacciones	financieras	de	individuos	o	entidades	sospecho‐


















su	 importancia	 la	 Orden	 del	 10	 de	 diciembre	 de	 1991	 (RLC
11991/2969),	del	Ministro	de	Relaciones	con	las	Cortes	y	de	la	Secre‐











104		 Véase	 también	 la	 corrección	 de	 errores	 del	 Real	 decreto	 867/1997	 y	 Real	 Decreto	
559/2001	del	25	de	mayo,	por	el	que	se	modifica	el	anexo	I	de	la	Ley	3/1996	del	10	de	











teria	 de	 precursores,	 atribuyendo	 al	 poder	 ejecutivo	 la	 potestad	 de	
acordar	la	necesidad	de	registro	para	la	fabricación,	almacenamiento	y	







que	 imponen	 las	 normas	 supranacionales	 (Naciones	 Unidas	 y	 Unión	
Europea)	 con	 el	 fin	 de	 evitar	 el	 desvío	 de	 las	 sustancias	 catalogadas	
como	“precursores”	para	la	fabricación	ilícita	de	drogas	toxicas,	estupe‐
facientes	y	sustancias	psicotrópicas.	En	su	artículo	2	establece	las	per‐
sonas	 físicas	y	 jurídicas	que	 se	 encuentran	obligadas	por	esta	norma,	
indicando	 también	 la	 forma	 en	 que	 los	 operadores	 deben	 de	 realizar	
las	diversas	actividades	con	las	sustancias	anteriormente	señaladas,	así	
como	el	deber	de	todos	los	sujetos	obligados,	que	se	dediquen	a	la	fa‐




                                                          

















                                                          
también	Registros	Delegados	en	algunas	Provincias	si	las	circunstancias	así	lo	requie‐







































etílico,	 50	 kilogramos	para	 la	metiletilcetona,	 50	 kilogramos	para	 el	 Tolueno,	 5	 kilo‐
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figure	 en	 el	 anexo	V	 (destinos	 sensibles)111.	Hay	que	destacar	 que	 en	
los	 casos	 que	 así	 se	 haya	 acordado,	 entre	 los	 Estados	de	 destino	 y	 la	
Comisión	Europea,	 la	 exportación	de	 sustancias	químicas	 catalogadas	
exigirá	una	autorización	previa	o	notificación	previa	de	tales	autorida‐
des112.	Además	esta	normativa	regula	 los	requisitos	del	etiquetado	de	
las	 distintas	 sustancias,	 las	 obligaciones	 de	 identificación	 de	 los	 pre‐









































                                                          






















Isosafrol,	 3,4	 metilendioxifenil‐2‐propanona	 (NC	 1‐(1,3‐benzodioxol‐5‐il)	 propan‐2‐
ona),	piperonal,	safrol,	efedrina,	seudoefedrina,	norefedrina,	ergometrina,	ergotamina	







tanona),	así	como	 las	sales	de	 las	sustancias	enumeradas	en	esta	categoría	cuando	 la	
existencia	de	dichas	sales	sea	posible	y	no	sean	sales	de	Ácido	clorhídrico	y	Ácido	sul‐
fúrico.	 Señalamos	 que	 la	 clasificación	 realizada	 por	 esta	 Ley	 se	 corresponde	 con	 el	

























tados,	 el	 acceso	a	 sus	 locales	profesionales,	 aun	 sin	previo	aviso	y	en	
                                                          
la	categoría	2	y	las	9	sustancias	del	Cuadro	II	se	encuentran	clasificadas	en	las	catego‐
rías	2	y	3	de	esta	lista.	





de	 grandes	 cantidades,	 cuando	 el	 transporte	 de	 la	mercancía	 se	 realice	 con	 vehículo	














permitir	 el	 acceso	 de	 las	 autoridades	 competentes	 no	 únicamente	 en	














La	 Ley	3/1996	 clasifica	 las	 infracciones	 de	 las	 normas	 relativas	 a	 las	
obligaciones	en	ellas	 impuestas,	en	 leves118,	graves119	y	muy	graves120	
                                                          






118		 Las	 infracciones	 leves	se	establecen	en	el	artículo	número	16	de	 forma	negativa:	 “los	
incumplimientos	de	 cualquiera	otra	de	 las	obligaciones	previstas	 en	 esta	Ley	que	no	
tengan	la	consideración	de	muy	graves	o	graves”.	
















(artículos	13	y	 siguientes),	 estableciendo	para	dichas	 infracciones	 las	
sanciones	 correspondientes	 (artículos	 18	 y	 siguientes).	 En	 el	 caso	 de	
las	infracciones	leves	las	multas	establecidas,	no	existiendo	otro	tipo	de	
sanción,	 puede	 llegar	 hasta	 los	 6.010,12	 euros.	 Para	 las	 infracciones	
graves	se	establece	la	suspensión	de	la	licencia	de	actividad	o	de	la	li‐
cencia	genérica	de	exportación	de	sustancias	químicas	catalogadas	por	
un	 periodo	 máximo	 de	 hasta	 cinco	 años	 y	 multa	 de	 6.010,13	 hasta	
90.151,82	euros,	 finalmente	para	 las	 infracciones	muy	graves	 se	 con‐
templa	la	retirada	de	la	licencia	de	actividad	o	de	la	licencia	genérica	de	
exportación	de	sustancias	químicas	catalogadas	o	la	suspensión	de	las	
mismas	 por	 un	 periodo	 de	 entre	 cinco	 y	 diez	 años,	 y	 multa	 de	
90.151,83	 hasta	 601.012,10	 euros.	 Sin	 perjuicio	 de	 la	 multa	 que	 co‐






conductas	 que	 lo	 hubieren	 sido	penal	 o	 administrativamente,	 cuando	
se	aprecie	 identidad	de	sujeto,	hecho	y	 fundamento.	También	se	esta‐












d)	 la	 exportación	de	 sustancias	químicas	 catalogadas	 sin	 la	 correspondiente	Licencia	
de	Exportación,	e)	la	realización	de	operaciones	de	sustancias	químicas	catalogadas	de	
la	categoría	1	con	sujetos	no	expresamente	autorizados	para	ello	(ambas	partes	deben	
de	estar	en	posesión	de	 la	Licencia	de	Actividad),	 f)	 la	 realización	de	operaciones	de	
exportación	o	importación	y	transito	sin	llevar	el	registro	establecido,	o	que	se	produz‐






























15	 de	 junio,	 de	 control	 de	 precursores	 de	 drogas,	 que	 derogó	 la	 Ley	
3/1996	 de	 la	 que	 nos	 ocupamos	 en	 el	 apartado	 anterior123.	 La	 Ley	
                                                          
121		 El	permanganato	de	potasio	ya	se	encuentraba	ubicado	en	la	categoría	2	en	el	apartado	























Categoría	 1:	 1)	 1‐fenil‐2‐propanona	 (NC125	 fenilcetona),	 2)	 ácido	 N‐
acetilantranílico	 (NC	 ácido	2	 acetamidobenzoico),	 3)	 isosafrol,	 4)	 3,4	meti‐
lendioxifenil‐2‐propanona	 (NC	 1‐(1,3‐benzodioxol‐5‐il)propan‐2‐ona),	 5)	
piperonal,	6)	Safrol,	7)	efedrina,	8)	seudoefedrina,	9)	norefedrina,	10)	ergo‐








Categoría	 3:	 18)	 ácido	 clorhídrico	 (NC	 Cloruro	 de	 hidrógeno),	 19)	 ácido	
sulfúrico,	20)	tolueno,	21)	éter	etílico	(NC	Éter	dietílico),	22)	acetona	y	23)	
metiletilcetona	(NC	butanona),	así	como	las	sales	de	las	sustancias	enumera‐
das	en	esta	 categoría	 cuando	 la	 existencia	de	dichas	 sales	 sea	posible	y	no	
                                                          







Europea.	 Fue	 adoptada	 el	 día	 23	 de	 julio	 de	 1987	 por	 medio	 del	 Reglamento	 (CE)	
2658/87	del	Consejo	relativo	a	 la	nomenclatura	arancelaria	y	estadística	y	al	arancel	




sean	 sales	 de	 ácido	 clorhídrico	 y	 ácido	 sulfúrico.	 La	 clasificación	 realizada	
por	 esta	 Ley	 se	 corresponde	 con	 el	 Anexo	 del	 formulario	 D	 (“Lista	 Roja”).	
Undécima	edición.	JIFE.	Enero	del	2007126,	las	14	sustancias	del	Cuadro	I	de	
esta	Lista	están	comprendidas	 en	 la	 categoría	1,	 a	 excepción	del	 anhídrido	
acético	 y	 el	 permanganato	 de	 potasio	 que	 se	 encuentran	 clasificados	 en	 la	




cuales	 en	 el	 plazo	 de	 tres	meses	 después	 de	 la	 publicación	 de	 la	 Ley	
4/2009	deberán	transferir	todos	los	datos	de	que	dispongan	al	Regis‐
tro	General	de	Operadores	de	Sustancias	Químicas	Catalogadas.	Preci‐
















                                                          
126		 La	 clasificación	 de	 las	 tres	 categorías	 de	 sustancias	 que	 realiza	 la	 Ley	 4/2009	 es	 la	
misma	que	 establecía	 la	 Ley	3/1996	que	 estuvo	 vigente	hasta	 el	 día	 16	de	 junio	del	
2009.	



















drá	 abarcar	 las	 actividades	 mencionadas	 en	 el	 Reglamento	 (CE)	
273/2004	 (comercio	 interno)	 y	 en	 el	 Reglamento	 (CE)	 111/2005	 (co‐
mercio	externo)128.	Así	mismo	se	establece	la	obligación	a	los	operadores	
que	 realizan	 las	 actividades	 antes	descritas	 con	 sustancias	 catalogadas	
en	la	categoría	2	o	de	exportación	de	precursores	de	la	categoría	3129,	ex‐




                                                          

















ficarán	 en	 el	 plazo	de	 sesenta	días	 hábiles	 a	 contar	 desde	 su	presentación	 completa,	
conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	3	del	Reglamento	Delegado	(UE)	2015/1011	de	la	
Comisión,	 de	 24	 de	 abril	 de	 2015,	 y	 el	 artículo	 3	 del	 Reglamento	 de	 Ejecución	 (UE)	
84	 PARTE	I	–	ASPECTOS	DE	ORDEN	ADMINISTRATIVO	Y	FENOMENOLÓGICO…	 	
 






cio	 extracomunitario.	 Este	 agente	 cuidara	 de	 que	 el	 comercio	 de	 las	
sustancias	catalogadas	que	efectúe	el	operador	se	 lleve	a	cabo	en	ob‐



















realizar	una	declaración	múltiple132,	 lo	 cual	 es	valido	 también	para	el	




















las	 obligaciones	 y	 deberes	 establecidos	 en	 el	 Reglamento	 273/2004,	
del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	en	el	Reglamento	111/2005,	del	
Consejo	y	el	Reglamento	1277/2005,	de	 la	Comisión.	Por	mandato	de	










vidades	 con	 sustancias	 catalogadas,	 en	 la	 forma	que	 se	determine	 re‐
glamentariamente,	 sin	 que	 dichas	 carencias	 hubiesen	 dado	 lugar	 a	 la	
sustracción	o	retirada	no	autorizada	de	precursores134.		














anexo	 I	 del	 Reglamento	 273/20004	 o	 del	 Reglamento	 111/2005,	 sin	 comprobar	 de	





















zados	de	 la	Administración	o	el	 reconocimiento	de	 locales,	maquinas,	
instalaciones	y	explotaciones	que	se	utilicen	para	el	desempeño	de	ac‐
tividades	en	relación	con	las	sustancias	catalogadas,	así	como	no	aten‐
der	 al	 requerimiento	debidamente	notificado;	 e)	 realizar	 operaciones	
con	 sustancias	 catalogadas	 sobre	 las	que	 se	 tenga	 certeza	o	 sospecha	
razonable	de	que	dichas	sustancias	 “pueden	desviarse”	hacia	 la	 fabri‐
cación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 o	 de	 sustancias	 psicotrópicas,	 sin	
haber	notificado	tal	certeza	o	sospecha	a	las	autoridades	competentes,	
o	antes	de	que	estas	hayan	respondido	a	la	notificación	previa	del	ope‐




de	precursores;	 g)	 realizar	actividades	 con	sustancias	 catalogadas	 sin	
la	autorización	de	exportación	cuando	fueran	preceptivas	o	si	hubiese	
expirado	el	periodo	de	validez	de	las	mismas;	h)	realizar	acciones	tipifi‐















Se	puede	decir	que	todas	 las	 infracciones	muy	graves	que	establecía	 la	
Ley	 3/1996	 están	 contenidas	 en	 esta	 nueva	 ley,	mejorando	 en	 alguna	
medida	 la	 redacción	de	 las	 conductas	 sancionables,	 presentando	como	
novedad	los	incisos	c),	e)	y	f).	Nosotros	queremos	llamar	la	atención	so‐
bre	 el	 inciso	 e),	 porque	 en	 nuestra	 opinión	 la	 conducta	 consistente	 en	
realizar	 operaciones	 con	 sustancias	 químicas	 catalogadas	 teniendo	 la	
certeza	de	que	dichas	sustancias	“pueden	desviarse	hacia	la	fabricación	
ilícita	de	drogas”	quizás,	 ya	que	 la	 frontera	 entre	 una	 y	 otra	norma	 es	







blece	 cuatro	 años	para	 las	 infracciones	muy	graves	 (antes	 eran	 cinco	
años),	 dos	 años	 para	 las	 infracciones	 graves	 (al	 igual	 que	 en	 la	 Ley	
3/1996)	y	un	año	para	 las	 infracciones	 leves	(antes	eran	seis	meses).	
Sobre	 las	 sanciones	 que	 establece	 la	 Ley	 4/2009	 tenemos	 que	 decir	










retirada	 de	 la	 licencia	 o	 licencias	 de	 actividad	 o	 la	 suspensión	 de	 las	










ble	enajenación	de	 los	mismos,	 tanto	por	 la	autoridad	administrativa,	
ya	sean	los	Ministros	o	los	Secretarios	de	Estado	a	los	que	la	Ley	reco‐
noce	esa	competencia,	como	por	la	autoridad	judicial.		
En	 lo	que	se	 refiere	a	 la	notificación	previa	a	 la	exportación	el	Regla‐
mento	(CE)	1277/2005	de	la	Comisión	en	su	artículo	número	20	esta‐
blece	 las	 listas	mencionadas	 en	 el	 artículo	 11,	 apartado	 1,	 del	 Regla‐
mento	 (CE)	 111/2005	 (comercio	 extracomunitario)	 del	 Consejo,	 que	
preceptúa	 la	 obligación	 de	 que	 todas	 las	 exportaciones	 de	 sustancias	
catalogadas	en	la	categoría	1	y	 las	exportaciones	de	sustancias	catalo‐
gadas	de	las	categorías	2	y	3	a	algunos	países	de	destino136	irán	prece‐































biendo	 el	 país	 de	 destino	 contestar	 en	 un	 plazo	 de	 15	 días	 al	 Estado	
miembro	exportador	sobre	la	licitud	de	la	transacción	comercial,	trans‐
currido	 este	 plazo	 el	 país	 exportador	 podrá	 autorizar	 la	 exportación.	
Por	mandato	del	Reglamento	(CE)	111/2005	del	Consejo	 las	exporta‐












                                                          
Ecuador,	 El	 Salvador,	 Egipto,	 Etiopía,	 Guatemala,	 Haití,	 Honduras,	 La	 India,	 Jordania,	
Panamá,	Kazajistán,	Líbano,	Madagascar,	Malasia,	México,	Nigeria,	Pakistán,	Paraguay,	
Perú,	Filipinas,	República	de	Moldova,	Rumania,	Federación	de	Rusia,	Arabia	Saudí,	Ta‐








Costa	 Rica,	 República	 Dominicana,	 Ecuador,	 El	 Salvador,	 Egipto,	 Etiopía,	 Guatemala,	
Haití,	Honduras,	La	 India,	 Jordania,	Panamá,	Kazajistán,	Líbano,	Madagascar,	Malasia,	











ra	 las	 importaciones,	 valga	 la	 redundancia,	 de	 sustancias	 catalogadas	
de	 la	Categoría	1	dentro	del	 territorio	comunitario.	Estas	autorizacio‐
nes	únicamente	se	podrán	conceder	a	los	operadores	establecidos	en	la	










su	disposición	 adicional	 segunda	preceptúa	que	 el	Gobierno	promo‐
verá	convenios	de	colaboración	voluntaria	entre	la	industria	química	
y	 farmacéutica	 y	 los	Departamentos	ministeriales	 correspondientes,	
especialmente	en	lo	concerniente	a	 las	“sustancias	químicas	no	cata‐
logadas”,	 entendiéndose	por	 tales	 cualquier	 sustancia	que	haya	 sido	
identificada	en	la	fabricación	de	drogas	ilegales,	hay	que	recordar	que	
con	este	propósito	se	suscribió	el	día	5	de	 julio	de	1999	el	Convenio	
de	 Colaboración	 voluntaria,	 frente	 al	 desvío	 de	 sustancias	 químicas	
no	catalogadas,	susceptibles	de	ser	utilizadas	en	 la	 fabricación	 ilícita	
de	estupefacientes	y	sustancias	psicotrópicas,	dándole	de	esta	mane‐
ra	 cumplimiento	 al	 plan	 de	 acción	 antidroga	 de	 la	 Unión	 Europea	
aprobado	por	el	Consejo	Europeo	de	Santa	Maria	da	Feria	los	días	19	
y	20	de	junio	del	2000.		
                                                          
139		 A	petición	del	operador	interesado,	las	autoridades	competentes	podrán	conceder	una	
autorización	de	exportación	por	procedimiento	simplificado,	 tal	 como	se	 indica	en	el	
artículo	19	del	Reglamento	 (CE)	111/2005,	 en	 casos	de	 exportaciones	 frecuentes	de	








no	 sometidos	 preceptivamente	 a	 control	 administrativo,	 conocidos	 o	
nuevos,	y	que	puedan	utilizarse	para	elaborar	cualquiera	de	las	24	sus‐
tancias	catalogadas	o	bien	 las	propias	drogas	 ilícitas,	 cuya	 información	
se	obtenga	de	la	colaboración	voluntaria	a	que	se	refiere	la	disposición	
adicional	 antes	 citada	 de	 la	 Ley	 4/2009	 de	 control	 de	 precursores	 de	
drogas.	Preceptuando	además	esta	norma	que	la	autoridad	competente	
podrá	adoptar	cualquiera	de	las	medidas	previstas	en	el	artículo	10.1	del	
Reglamento	 (CE)	 273/2004	del	 Parlamento	 Europeo	 y	 del	 Consejo,	 de	
11	de	febrero,	o	en	el	artículo	26.3	del	Reglamento	(CE)	111/2005,	del	
Consejo,	de	22	de	diciembre	de	2004,	así	como	recabar	 la	 información	
sobre	 transacciones	 comerciales,	 recibir	 la	 notificación	 de	 las	 sustrac‐
ciones	y	las	transacciones	sospechosas	de	dichas	sustancias141.	
                                                          
140		 Real	 Decreto	 129/2017,	 de	 24	 de	 febrero,	 por	 el	 que	 se	 aprueba	 el	 Reglamento	 de	
control	de	precursores	de	drogas.	
141		 Se	trata	de	 la	adopción	de	 las	siguientes	medidas:	a)	recabar	 información	sobre	cual‐
quier	pedido	de	sustancias	no	catalogadas	o	de	cualquier	actividad	comercial	de	estas	
sustancias,	b)	tener	acceso	a	las	instalaciones	profesionales	de	los	operadores	y	usua‐
























progresiva	 se	han	 ido	 convirtiendo	 también	en	grandes	exportadores	
de	drogas	sintéticas	y	por	consiguiente	en	importadores,	en	cierta	me‐
dida,	de	los	precursores	necesarios	para	su	fabricación.	No	obstante	es	
preciso	 tener	en	cuenta	que	 todas	estas	 sustancias	químicas	 se	desti‐
                                                          















dos	de	 gran	 importancia	 como	 la	 síntesis	 de	plásticos,	 productos	 far‐
macéuticos,	 cosméticos,	 detergentes,	 procesamiento	 de	 alimentos	 o	








1.	 La	acetona	 o	propanona	 se	 usa	 en	 la	 fabricación	 de	 plásticos,	 fi‐
bras,	 cosméticos,	 removedores	de	esmalte	para	 las	uñas,	medicamen‐
tos	y	otros	productos	químicos,	como	solvente	en	procesos	que	involu‐
cran	resinas,	 lacas,	grasas,	ceras,	adhesivos,	 tintas	de	 impresión,	en	 la	
manufactura	de	barnices,	removedores	de	barniz,	en	la	manufactura	de	
caucho	sintético	y	productos	químicos	de	fotografía,	así	como	disolven‐











cursores	 de	 drogas,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 16	 del	 Reglamento	 (CE)	 nº	
273/2004	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	de	11	de	febrero	de	2004,	y	del	artí‐
culo	32	del	Reglamento	(CE)	111/2005	del	Consejo.	Bruselas.	2010,	p.	2.	
3		 BERNAL	CONTRERAS,	Héctor	Hernando.	Las	 sustancias	químicas…op.cit,	pp.	 55‐	 148.	
Química	orgánica.	ALLINGER,	Norman,	CAVA,	Michael,	DE	JONGH,	Don,	JOHNSON,	Carl,	






















2.	 El	 alfa‐fenilacetoacetonitrilo,	 más	 conocido	 como	 APAAN	 es	 un	
compuesto	 orgánico	 químico	 que	 prácticamente	 no	 tiene	 usos	 lícitos	
                                                          
4		 BERNAL	 CONTRERAS,	 Héctor	 Hernando.	 Las	 sustancias	 químicas…op.cit.,	 pp.	 55‐58,	





















cialización	 del	 removedor	 de	 uñas	 sin	 acetona,	 pues	 el	 que	 contiene	 acetona	 esta	
prohibido	en	casi	todos	los	países	de	la	región,	dado	que	se	utilizaba	para	la	fabricación	
de	cocaína.	Sin	embargo,	en	países	como	España	se	siguen	comercializando	ambas	ver‐
siones	del	quitaesmalte.	 Informe	Diagnostico	Situacional	sobre	 los	cuatro	 insumos	quí‐








za	en	 la	elaboración,	de	otro	precursor	de	drogas,	 la	 fenilcetona,	más	
















                                                          















































11		 La	3‐(0‐clorofenil‐2‐metil‐4(3H)quinazolina,	 cuya	denominación	 común	es	meclocua‐
lona,	 se	 administra	por	 vía	oral,	 se	biotransforma	en	el	 organismo.	Esta	 sustancia	 se	
comporta	 como	 los	 barbitúricos	 de	 acción	 intermedia.	 Es	 un	 farmaco	 hipnótico,	 an‐
tihistaminico,	espasmolítico,	antitusígeno,	relajante	de	la	musculatura	estriada	por	in‐













orgánicas.	 Este	 precursor	 se	 usa	 de	 forma	 ilícita	 en	 la	 producción	 de	
heroína,	cocaína,	metanfetamina,	MDMA	y	fenciclidina12.	

















holes,	 tintas,	 detergentes	 sintéticos,	 caucho	 sintético	 y	natural,	 pulpa,	
papel,	celulosa	rayón	y	 fibras	textiles.	También	se	usa	para	 la	síntesis	
de	otros	ácidos	y	 sulfatos	y	en	 la	 industria	petroquímica	para	 refinar	
petróleo,	 así	 como	para	 procesar	 y	 limpiar	metales.	 Es	 utilizado	 ade‐
más	en	la	manufactura	de	fosfato	y	sulfato	de	amonio.	El	ácido	sulfúrico	
                                                          
12		 Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2012…,	
p.	14.	El	ácido	clorhídrico	para	evitar	que	puedan	ocurrir	reacciones	violentas,	debido	a	
su	 incompatibilidad	química	no	debe	almacenarse	de	manera	 inadecuada	 junto	 a	 las	















9.	 El	 anhídrido	 acético,	 sobre	 sus	 usos	 lícitos	 hay	 que	 decir	 que	 la	
mayor	parte	de	la	producción	de	este	precursor	va	a	parar	a	la	fabrica‐




ción	 en	 la	 producción	 de	 polimetilacrilimida	 (espuma	 dura),	 plastifi‐
cantes	 acetilados,	 explosivos,	 ciertos	 fluidos	 para	 frenos	 hidráulicos,	







mentos	 para	 el	 tratamiento	 del	 asma	 y	 otros	 procesos	 respiratorios	
como	 el	 catarro,	 así	 como	 alergias.	 Forma	 parte	 igualmente	 de	 gotas	
                                                          
14		 Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2012…,	
p	14.	El	ácido	sulfúrico	para	evitar	que	puedan	ocurrir	reacciones	violentas	debido	a	su	
incompatibilidad	química	no	debe	almacenarse	de	manera	 inadecuada	 junto	a	 las	 si‐
guientes	sustancias:	clorato	de	potasio,	perclorato	de	potasio	y	permanganato	de	pota‐








Shield,	que	es	una	 iniciativa	multinacional	de	 la	Oficina	de	Naciones	Unidas	contra	 la	
Droga	y	el	Delito,	La	Organización	Internacional	de	Policía	Criminal	y	la	Organización	
Mundial	de	Aduanas	centrada	en	los	precursores	de	alto	Riesgo	utlizados	para	fabricar	









chos	 atletas	 y	 fisicoculturistas	 toman	 efedrina.	 Esta	 sustancia	 puede	
usarse	de	forma	ilegal	como	materia	prima	para	la	elaboración	de	dro‐
gas	de	diseño	como	anfetaminas	y	metanfetaminas.	Hay	que	destacar	
que	 los	 preparados	 farmacéuticos	 que	 contienen	 efedrina	 suelen	 ser	
utilizados	 por	 los	 narcotraficantes	 como	 precursores	 para	 la	 fabrica‐
ción	ilícita	de	metanfetamina.	Por	ello	muchos	de	los	gobiernos	intere‐
sados,	 entre	 ellos	 los	 de	Australia,	 los	 Estados	Unidos	 de	América,	 la	
Federación	de	Rusia,	México,	República	Checa	y	Tailandia,	han	tomado	




la	 prevención	 y	 tratamiento	 de	 la	 hemorragia	 posparto	 o	 del	 aborto	
debido	 a	 atonía	 uterina,	 es	 además	 un	 poderoso	 estimulante	 uterino	
(oxitócico)	 empleado	 en	 la	 obstetricia,	 también	 se	 utiliza	 como	 vaso‐












vente	 de	 usos	 generalizado	 en	 laboratorios	 químicos	 y	 en	 industria	
química	y	farmacéutica,	así	como	en	las	fábricas	de	explosivos	y	muni‐













cas,	y	de	 forma	 ilícita	en	 la	manufactura	de	otras	sustancias	cataloga‐
das	como	el	piperonal	y	la	3,4‐MDP‐2‐P,	por	ende	el	isosafrol	se	usa	pa‐
ra	fabricar	MDA	y	sustancias	análogas	como	el	MDMA21.		
15.	 La	metiletilcetona	 o	 butanona	 es	 un	 disolvente	 que	 se	 utiliza	 de	
forma	legal	en	algunas	reacciones	químicas.	Es	un	producto	industrial,	
usado	 como	 base	 disolvente	 en	 diversas	 aplicaciones,	 solvente	 para	
pinturas,	barnices	y	lacas	de	nitrocelulosa,	como	intermediario	de	sín‐
tesis	del	peróxido	de	metiletilcetona,	empleado	en	la	catálisis	de	algu‐
nas	 reacciones	de	polimerización,	 producción	de	disolventes	 para	 re‐
vestimientos,	 adhesivos,	 cintas	 magnéticas,	 separación	 de	 la	 cera	 de	








metil‐aminorex22.	 La	norefedrina	 se	 añadió	 al	Cuadro	 I	de	 la	Conven‐
                                                          

























medicina	 se	 usa	 como	bactericida	 y	 fungicida,	 para	 el	 tratamiento	de	
eccema	y	de	 las	alergias	 a	 la	planta	rhus	radicans	 y	 similares,	para	el	
tratamiento	oral	de	barbitúricos,	hidrato	cloral	y	muchos	alcaloides.	Se	













































                                                          
27		 La	 JIFE	 señala	 que	 las	 incautaciones	 de	 permanganato	 de	 potasio	 realizadas	 fuera	 de	
América	Latina	son	demasiadas	pequeñas	para	ser	aprovechadas	en	la	fabricación	ilícita	




28		 La	 fenciclidina	 (contracción	 del	 nombre	 químico	 fenilciclohexilpiperidina),	 conocida	
por	su	abreviatura	del	inglés	PCP,	es	una	droga	disociativa	usada	como	agente	anesté‐














el	 isosafrol	 y	 la	 3,4‐	metilendioxifenil‐2‐propanona	que	 se	utilizan	de	
forma	 ilícita	para	producir	MDA	(tenamfetamina	o	píldora	del	 amor).	
MDE	(Eva),	MDMA	(Éxtasis)	y	N‐hidroxi‐MDA	(Hidroxilamina)31.	
21.	 La	seudoefedrina	 es	un	agente	 farmacológico	con	acción	agonista	
adrenérgico,	utilizado	en	medicina	por	sus	propiedades	como	descon‐
gestivo	 sistémico;	 frecuentemente	 indicado	 para	 tratar	 la	 congestión	
nasal,	de	 senos	y	de	 la	 trompa	de	Eustaquio.	De	manera	 ilegal	 se	usa	
para	la	elaboración	de	metanfetaminas	y	anfetaminas.	Es	preciso	seña‐
















la	 producción	 de	 propilhexedrina	 que	 se	 usa	 para	 tratamiento	 de	 la	



























cientes	 y	 psicotrópicos	 de	 forma	 frecuente	 a	 nivel	 mundial37,	 o	 bien	




boran	en	emplazamientos	 cercanos	a	 los	 laboratorios	 ilícitos	o	en	 los	
propios	 laboratorios.	 Situación	que	dificulta	de	 forma	considerable	 el	
enfrentamiento	de	esta	parcela	de	la	narcoactividad	por	los	cuerpos	y	




pp.	 29,	 30.	 www.basc‐costarica.com/documentos/Precursores.pdf.	 Sobre	 la	 elabora‐
ción	de	P‐2‐P	en	los	propios	laboratorios	clandestinos.	Precursores	y	productos	quími‐
cos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2003…,	p.	23.	Precursores	y	sustancias	
químicas	 frecuentemente	 utilizados…,	 correspondiente	 a	 2012…,	 p.	 16.	 Global	 SMART	











sustancias	 como	 el	 permanganato	 de	 potasio	 y	 el	 anhídrido	 acético,	
principales	precursores	en	la	elaboración	de	la	cocaína	y	la	heroína,	y	
las	 principales	 sustancias	 químicas	 catalogadas	 que	 se	 utilizan	 en	 la	
elaboración	ilícita	de	los	estimulantes	de	tipo	anfetamínico	como	la	efe‐














pación	por	medio	de	presión	 y/o	 calor	 de	 los	 tricomas	desprendidos	
por	 la	 planta	 seca,	 100	 gramos	 de	 cannabis	 pueden	 producir	 cinco	






                                                          
38		 El	hachís	es	una	sustancia	con	propiedades	alucinógenas	que	se	prepara	a	partir	de	la	


































rico.	2)	Producción	de	 cocaína	base:	 oxidantes,	por	 ejemplo,	 perman‐
ganato	de	potasio	o	peróxido	de	hidrogeno;	ácido	sulfúrico	y	solución	







































se	 convierten	en	 sulfatos,	 los	 cuales	 son	solubles	en	 la	 solución	ácida	
acuosa	la	cual	se	retiene.	En	esta	extracción	se	separan	de	la	cocaína	y	
los	otros	alcaloides,	las	ceras	y	grasas	de	las	hojas	de	coca.	En	lugar	del	
ácido	 sulfúrico	 se	puede	emplear	en	este	paso	el	 ácido	clorhídrico,	 el	





















contrado	 en	 los	 laboratorios	 clandestinos,	 el	 peróxido	 de	 hidrógeno	
(agua	oxigenada).	Estos	oxidantes	 tienen	el	propósito	de	oxidar	 la	 ci‐









alcaloides	 indeseables.	 Es	 precisamente	 por	 la	 gran	 importancia	 que	
tiene	 el	 permanganato	de	potasio	 en	 la	producción	de	 clorhidrato	de	
cocaína	que	se	encuentra	en	el	cuadro	I	de	la	lista	de	los	precursores	de	
drogas	del	Convenio	de	1988	de	Naciones	Unidas	celebrado	en	Viena,	y	
en	 la	categoría	2	de	 la	 legislación	comunitaria	(UE).	Las	 impurezas	se	






























cumplirían	algunas	de	estas	 condiciones;	 entre	 ellos	 se	encuentran	el	
benceno,	el	acetato	de	etilo,	el	hexano,	el	cloruro	de	metileno,	el	cloro‐
formo,	el	alcohol	 isopropílico	y	 la	metilisobutilcetona.	Por	ejemplo,	 la	
cocaína	 es	 soluble	 en	 cloruro	 de	 metileno	 y	 cloroformo,	 pero	 estos	
también	disuelven	el	clorhidrato	de	cocaína.	Por	ello	en	los	análisis	de	











































La	 heroína	 es	 un	 analgésico	 narcótico	 semisintético43	 que	 se	 prepara	
por	la	acción	de	un	compuesto	acetilizante,	ejemplo	de	ello,	el	anhídri‐
                                                          
42		 BERNAL	CONTRERAS,	Héctor	Hernando.	Las	sustancias	químicas…op.cit.,	pp.	173‐175.		
43		 Como	señalamos	arriba,	la	heroína	es	semisintética	pues	se	obtiene	a	través	de	la	mor‐














ria	 es	 preciso	 decir	 que	 del	 fruto	 verde	 de	 la	 adormidera	 (papaver	







cinal,	de	aceite	y	de	alimentos.	Pero	 como	 todos	 sabemos	 también	 se	











































niza	con	óxido	o	hidróxido	de	calcio.	Esto	 forma	 la	 sal	de	calcio	de	 la	
morfina,	 la	cual	es	soluble	en	la	solución	acuosa;	 los	demás	alcaloides	













morfina	precipita,	 se	 recupera	por	 filtración	y	 se	 seca.	 La	pureza	de	 la	
morfina	resultante	de	esta	etapa	es	de	85%	a	95%.		







duce	 la	 síntesis	 de	 la	 heroína	 por	 reacción	 entre	 la	 morfina	 y	 el	 an‐









































                                                          




y	 con	grado	de	actividad	 farmacológica	 (potencia)	 comparable.	 Sobre	 su	acción	 tera‐




emociones	 específicas;	 reduce	 los	 niveles	 de	 impulsividad	 (autocontrol).	 En	 el	 caso	
particular	de	la	obesidad,	se	le	ha	utilizado	debido	a	su	acción	sobre	los	centros	hipota‐








psicosis	anfetamínica,	parecido	a	 la	psicosis	 cocaínica	o	a	 la	esquizofrenia	paranoide.	
http://es.wikipedia.org/wiki/Anfetamina.	














tratamiento	 de	 la	 narcolepsia,	 del	 desorden	 caracterizado	 por	 déficit	 de	 atención	 y	
también	 en	 el	 control	 de	 la	 obesidad.	 En	 todo	 caso	 hay	 que	 señalar	 que	 estos	 trata‐
mientos	son	reconocidos	como	terapia	de	segunda	línea.	Como	droga	ilícita	se	fabrica	
generalmente	en	laboratorios	clandestinos	utilizando	procedimientos	sencillos	y	reac‐













tamina	 suelen	 emplear	 la	 1‐fenil‐2‐propanona	 (P‐2‐P)	 como	 materia	
prima	principal,	y	la	efedrina	o	seudoefedrina	o	la	P‐2‐P	son	las	mate‐
rias	primas	 esenciales	 en	 la	 síntesis	 de	 la	metanfetamina.	 La	P‐2‐P	 si	
bien	 se	 puede	 adquirir	 comercialmente,	 con	 frecuencia	 se	 elabora	 en	
los	 laboratorios	 clandestinos	a	partir	del	 ácido	 fenilacético	 (otro	pre‐
cursor),	 el	 cianuro	de	 benzilo	 o	 aldehido	benzoico,	 también	 conocido	
como	benzaldehído,	y	el	nitroetano	(sustancias	no	catalogadas).	
	 Esas	síntesis	son	relativamente	sencillas	y	no	requieren	de	un	equipo	
muy	 complicado,	 ni	 de	 productos	 químicos	 exóticos.	 Cada	 procedi‐
miento	se	efectúa	en	unos	pocos	pasos,	los	cuales	se	llevan	a	cabo	como	
máximo	 en	 un	 par	 de	 días	 y	 obtienen	 rendimientos	 relativamente	
abundantes.	Estas	síntesis	proceden	a	través	de	una	o	más	reacciones	
para	 producir	 anfetamina	 y	 metanfetamina	 básica,	 que	 son	 líquidos	
oleosos.	Esas	bases	 se	purifican	y	 luego	 se	 convierten	en	 sales	usual‐
mente	el	clorhidrato	para	las	metanfetaminas	y	el	sulfato	para	las	anfe‐




(sustancias	 no	 catalogadas),	 etcétera,	 y	 el	 ácido	 correspondiente,	 por	
ejemplo	ácido	clorhídrico	(precursor)	o	cloruro	de	hidrogeno	gaseoso	


















y	 levógiros.	Las	síntesis	que	comienzan	con	 la	efedrina	o	 la	seudoefe‐
drina	(los	isómeros	que	se	encuentran	comúnmente)	producen	la	me‐
tanfetamina.	
	 	La	 reducción	 de	 la	 efedrina	 para	 sintetizar	 la	metanfetamina	 es	 una	
reacción	sencilla	de	un	solo	paso	que	produce	aceite	de	metanfetamina	
(base)	 que	 se	 purifica	 y	 se	 convierte	 en	 clorhidrato.	 El	 rendimiento	







se	 han	 encontrado	 en	 los	 laboratorios	 clandestinos.	 Hay	 que	 señalar	
que	algunos	laboratorios	producen	su	propio	ácido	yodhídrico	a	partir	
del	yodo,	el	fósforo	rojo	y	un	ácido	fuerte.	
	 	La	 reacción	de	Leuckart	 se	usa	para	producir	 anfetamina	o	metanfe‐




                                                          
47		 Una	diferencia	 importante	entre	 las	drogas	de	origen	natural	 y	 las	de	diseño,	 es	que	
para	producir	las	primeras	se	debe	partir	del	 insumo	vegetal,	esto	es,	la	hoja	de	coca,	












producir	 anfetaminas	 y	 metanfetaminas.	 La	 1‐fenil‐2‐propanona	 se	
hace	reaccionar	con	el	amoníaco	(para	dar	anfetamina)	o	con	la	meti‐




	 Queremos	 destacar	 que	 un	 método	 común	 de	 sintetizar	 la	 1‐fenil‐2‐
propanona	 es	 utilizar	 el	 ácido	 fenilacético,	 el	 anhídrido	 acético	 (pre‐









	 Si	 se	 introducen	 ciertas	modificaciones	a	 las	 síntesis	 antes	 señaladas,	





lugar	 de	 1‐fenil‐2‐propanona	 se	 usa	 la	 3,4	 metilendioxifenil‐
2.propanona	en	esta	síntesis,	se	obtiene:	el	MDA49	conocido	como	“dro‐
                                                          
48		 Vid.,	en	el	Anexo	II	el	gráfico	de	elaboración	de	estas	drogas	ilícitas.	
49		 La	MDA	 3,4‐metilendioxianfetamina	 o	 tenamfetamina	 conocida	 también	 como:	 dulce	
droga	de	América,	píldora	del	 amor,	droga	del	 abrazo	o	anfetamina	para	amantes	 se	







despersonalizadores	 similares	 al	 LSD	 pero	 menos	 pronunciados;	 el	






3.4‐MDP‐2‐P	mediante	 un	 proceso	 de	 conversión.	 Tambien	 se	 puede	
sintetizar	 esta	 droga	 a	 partir	 del	 piperonal,	 el	 isosafrol	 o	 el	 safrol.	 El	
MDMA	se	puede	conseguir	en	forma	de	cristales	o	de	polvo	de	cristal,	
de	ahí	que	se	le	llame	también	cristal.	Además	se	comercializa	en	pasti‐
llas	 que	 suelen	 llevar	 compactantes	 y	 aglutinantes.	 Finalmente	 tene‐
mos	el	MDEA	o	“Eva”	que	tiene	un	proceso	similar	al	éxtasis	sólo	que	
usando	como	precursor	el	 safrol.	Queremos	señalar	que	estas	son	 las	




                                                          
mo	a	los	90	minutos	y	presentando	una	duración	entre	8	y	12	horas.	Al	llegar	al	cere‐
bro	 la	MDA	 se	 fija	 en	 los	 receptores	 adrenérgicos	 estimulando	 el	 sistema	 nerviosos	
central,	con	ello	aumenta	el	nivel	de	vigilia,	provoca	una	sensación	de	bienestar	físico	e	
intensifica	 las	percepciones	sensoriales	y	emocionales.	La	MDA	pertenece	a	 la	 familia	
de	las	anfetaminas,	por	tanto	es	un	estimulante.	Su	efecto	alucinógeno	es	mayor	que	la	
del	éxtasis.	Hay	que	decir	que	los	supuestos	efectos	afrodisíacos	no	están	comprobados	






líquido	 o	 ácido	 gamma‐hidroxibutírico,	 con	 el	 que	 no	 tiene	 relación	 estructural.	 El	
MDMA	se	particulariza	por	sus	efectos	entactógenos,	relativos	a	una	sensación	subjeti‐
va	de	apertura	emocional	e	identificación	afectiva	con	el	otro.	Estas	propiedades	defini‐









que	 hace	 algunos	 años	 las	 personas	 que	 manipulaban	 las	 sustancias	
químicas	para	elaborar	 los	estimulantes	de	 tipo	anfetamínico	en	esos	
laboratorios	 por	 lo	 general	 poseían	 conocimientos	 rudimentarios	 de	
química,	pero	desde	que	las	recetas,	los	productos	químicos	y	los	equi‐
pos	necesarios	se	pueden	encontrar	a	través	de	Internet,	personas	que	
carecen	de	 conocimiento	 alguno	 sobre	química	 intentan	 fabricar	 este	
tipo	de	drogas	 ilícitas	y	ponen	en	peligro	de	esa	 forma,	 tanto	a	 la	 co‐
munidad	en	general	como	a	sí	mismos52.	
5.	 Dosis	callejeras	de	drogas	 fabricadas	 ilícitamente	utilizando	 sustancias	
catalogadas	(precursores)	





con	 un	 litro	 de	 1‐fenil‐2‐propanona	 se	 pueden	 fabricar	 de	 2.000	 a	
50.000	dosis,	con	un	kilogramo	de	norefedrina	se	pueden	elaborar	de	
2.500	a	70.000	dosis.	
2.	 Cocaína.	 La	 dosis	 callejera	 es	 de	 100	mg	 a	 200	mg:	 con	 un	 kilo‐









dosis,	 con	 un	 kilogramo	 de	 ácido	 lisérgico	 se	 pueden	 elaborar	 de	
8.500.000	a	13.000.000	de	dosis.	



























nes	 Unidas	 de	 1988,	 siendo	 estos:	 la	 acetona,	 el	 ácido	 clorhídrico,	 el	
ácido	 sulfúrico,	 el	 éter	 etílico,	 la	metiletilcetona,	 el	 permanganato	 de	
potasio	 y	 el	 tolueno,	 además	 de	 una	 serie	 de	 sustancias	 no	 cataloga‐
das54.	De	 los	precursores	antes	señalados	el	más	 indispensable	en	 los	
                                                          
53		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2000…,	
p.	77.	
54		 Las	sustancias	no	catalogadas	que	más	se	usan	son	 la	 siguientes:	a)	 conversión	de	 la	
hoja	de	coca	en	pasta	de	coca:	carbonato	de	sodio,	carbonato	de	potasio,	carbonato	de	














do	 en	 el	 país),	 y	 otras	 sustancias	 controladas	 por	 el	 Estado.	 Cuando	
empezó	la	persecución	del	mercado	negro	de	insumos	químicos	traídos	





afirman	era	suficiente	para	 llenar	 los	depósitos	de	 todo	el	parque	au‐
tomotor	del	país.	Una	vez	que	las	autoridades	incrementaron	el	control	
sobre	 el	 cemento	 y	 la	 gasolina.	 Para	procesar	 la	 coca	 los	mafiosos	 se	
dieron	a	la	tarea	de	comprarle	a	los	campesinos	orines	de	cerdo	(susti‐
tuto	de	la	gasolina)	y	cenizas	de	árbol	(sustituto	del	cemento),	llegando	








55		 BUSTOS	VALENCIA,	Alirio.	La	Ley	del	Monte.	Ed.	 Intermedio.	 Santa	 fe	 de	Bogotá.	 Co‐
lombia.	1999,	pp.	67‐	76.	En	esta	carrera	contra	el	narcotráfico	destacamos	la	Resolu‐
ción	número	07037	del	5	de	julio	de	1983	del	Ministerio	de	Salud,	como	miembro	del	
Consejo	Nacional	 de	 Estupefacientes,	 que	 obligó	 a	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	
que	importen,	fabriquen	o	vendan	sustancias	como	el	cloroformo	a	inscribirse	ante	la	
División	de	Vigilancia	y	control	de	dicho	Ministerio	o	el	Decreto	1041	del	1	de	mayo	de	









internacional	 iniciado	 en	 el	 año	 1999	 que	 tenía	 por	 objeto	 descubrir	
envíos	sospechosos	de	permanganato	de	potasio	e	 impedir	su	desvia‐
ción	del	comercio	lícito	internacional,	en	el	que	participaron	un	total	de	






ción,	 pasando	 por	 todos	 los	 puntos	 de	 reexpedición,	 hasta	 llegar	 al	
usuario	final.	También	se	investigaba	a	todos	los	operadores	que	reali‐
zaban	 las	 transacciones	 y	 se	 informaba	 acerca	 de	 las	 transacciones	
sospechosas	o	los	envíos	detenidos	a	las	partes	pertinentes,	otro	obje‐





tadores	 y	 algunos	 países	 donde	 se	 realizaba	 la	 reexpedición	 de	 este	
precursor	indispensable	para	elaborar	de	forma	ilícita	cocaína.	A	nivel	
internacional	 la	 JIFE,	en	el	ejercicio	de	sus	 funciones	se	ocupó	activa‐
mente	de	la	iniciativa	de	la	operación.	Así	la	Junta	coadyuvó	a	las	inves‐
tigaciones	de	los	gobiernos	en	relación	con	los	envíos	detenidos	o	can‐
celados	que	 fiscalizaba	 la	operación	a	 fin	de	aclarar	si	entrañaban	 in‐
tentos	de	desviación,	con	el	fin	de	identificar	a	los	traficantes	implica‐


















to	de	 la	 operación	púrpura	 las	 autoridades	 colombianas	 lograron	de‐
terminar	 los	países	en	que	se	realizaron	 las	desviaciones	de	este	pre‐
cursor	 en	 los	 años	2000	y	2001,	 siendo	 estos:	 la	República	de	Corea,	
España,	México,	los	Países	Bajos	y	los	Estados	Unidos	de	América	(en	el	
tercer	 trimestre	del	año	2001	 todos	 los	desvío	procedían	de	México),	
también	 se	 logró	 establecer	 los	 métodos	 y	 rutas	 empleados	 por	 los	
narcotraficantes56.	











nos	 para	 la	 elaboración	 de	 cocaína	 en	 estos	 países,	 claro	 ejemplo	 de	
ello,	como	ya	señalamos	antes,	puede	ser	España	donde	las	autoridades	
                                                          




















lamiento	 de	 laboratorios	 de	 esa	 índole57.	Hay	 que	 destacar	 que	 en	 el	









po	 fueron	desmantelados	 siete	 laboratorios	de	 este	 tipo,	 el	mayor	de	
ellos	permitió	 el	decomiso	de	 casi	una	 tonelada	de	este	precursor	de	
drogas.	Es	necesario	puntualizar	que	aunque	sea	posible	que	 la	 fabri‐
cación	ilícita	interna	de	permanganato	de	potasio	permita	la	obtención	
de	una	pequeña	parte	del	volumen	que	 realmente	necesitan	 los	 trafi‐
cantes,	el	aumento	en	 las	 incautaciones	de	esta	sustancia	 indican	que	






traficantes	 estén	 utilizando	 un	 producto	 químico	 sustitutivo	 del	 per‐
manganato	 de	 potasio,	 aparentemente	 se	 trata	 de	 hipoclorito	 sódico,	







durante	el	mismo	periodo,	 lo	que	demuestra	 la	efectividad	de	 las	medidas	adoptadas	
en	el	marco	de	esta	operación,	pues	se	estaba	obligando	a	los	narcotraficantes	a	buscar	
otros	países	para	desviar	este	precursor	de	drogas.	Precursores	y	productos	químicos	








cautaciones	 sin	 precedentes	 en	 Colombia	 y	 Perú	 (60	 toneladas	 en	 el	





ejecución,	mediante	 la	 aplicación	 de	 los	mecanismos	 de	 trabajo	 y	 los	
procedimientos	operativos	uniformes	en	el	 año	2003	 se	 lograron	 im‐
pedir	19	desvíos	de	permanganato	de	potasio,	aproximadamente	900	
toneladas,	 del	 comercio	 internacional	 hacia	 la	 fabricación	 ilícita	 de	
drogas,	 esa	 cantidad	de	permanganato	 si	 se	hubiera	desviado	por	 los	
traficantes	habría	sido	suficiente	para	elaborar	4.500	toneladas	de	co‐
caína.	Hay	que	señalar	que	en	el	programa	de	seguimiento	se	vigilaron	
un	 total	 de	 778	 envíos,	 que	 contenían	 casi	 23.000	 toneladas	 de	 esta	
sustancia,	 siendo	 el	mayor	 volumen	 comercial	 del	 que	 se	 haya	 infor‐
mado	en	un	año	desde	1999,	de	estas	remesas	el	mayor	número	de	en‐
víos	se	realizo	a	países	no	participantes	en	la	operación	y	un	tercio	de	
los	 envíos	 fue	 cursado	 a	 través	de	 intermediarios	 de	países	por	 cuyo	
territorio	no	habían	pasado	 los	envíos.	Como	resultado	de	 la	 labor	de	







                                                          
59		 La	 JIFE	 señalo	 con	 satisfacción	que	 las	 autoridades	de	Panamá,	 importante	punto	de	
trasbordo	de	la	región,	informaron	en	el	año	2003	de	una	incautación	de	350	kilogra‐
















20.000	 toneladas	 de	 permanganato	 de	 potasio,	 cifras	 similares	 en	 el	
número	de	envíos	y	en	el	volumen	comercializado	el	año	anterior,	de	
estos	se	paralizaron	17	envíos	comerciales	internacionales,	que	conte‐

















te	 fueron	 interceptados.	 Estas	 remesas	 se	 dirigían	 hacia	 Bangladesh,	
Indonesia,	Malasia,	República	Islámica	del	Irán	y	Taiwán62.		
	 Debido	 a	 la	 utilización	 adecuada	 de	 los	mecanismos	 de	 trabajo	 de	 la	
Operación	Púrpura	 los	países	de	Centroamérica	y	América	del	Sur	 lo‐
graron	 evaluar	 sus	 necesidades	 internas	 lícitas	 de	 permanganato	 de	
potasio,	 lo	 cual	 se	 tradujo	en	una	reducción	significativa	del	 volumen	
de	 importación	 de	 esta	 sustancia	 en	 la	 región	 hasta	 el	 año	 2001,	 sin	
embargo	desde	este	año	hasta	a	finales	del	año	2004	se	detectó	un	au‐













etiquetadas	que	pasaban	a	 través	de	 los	países	participantes	o	 tenían	
en	ellos	su	punto	de	destino63.	En	este	año	las	autoridades	competentes	
del	Estado	Plurinacional	de	Bolivia,	Colombia,	Ecuador,	Jamaica	y	Perú	












frica	y	Grecia	 en	vista	de	que	 el	 supuesto	 importador	de	Grecia	negó	
haber	realizado	esos	pedidos65.		
	 Es	preciso	recordar	que	hasta	el	año	2005	la	mayor	parte	de	la	 infor‐
mación	 sobre	 el	 permanganato	 de	 potasio	 provenía	 de	 la	 Operación	
Púrpura,	así	como	que	uno	de	los	objetivos	principales	de	esta	opera‐
ción	era	prevenir	las	desviaciones	de	esta	sustancia	catalogada	del	co‐



























rios	 importadores	 por	 un	monto	 total	 de	 27.200	 toneladas.	Mientras	
que	en	el	año	2014	ya	contábamos	con	un	total	de	31	países	exporta‐





te	por	 las	 facilidades	que	proporciona	el	 sistema	PEN	Online,	 y	el	nú‐







                                                          































tampoco	 se	 incremento	 el	precio	de	 la	 cocaína,	 y	 se	podría	decir	que	
hasta	bajo	considerablemente.	Observándose	que	la	afectación	tempo‐
ral,	producida	en	las	regiones	por	las	políticas	de	control,	no	tienen	im‐
pactos	 duraderos	 y	 aunque	 los	mercados	 se	 reducen	 temporalmente,	







ficativa	de	este	descenso	de	producción	mundial	 de	 cocaína	 en	el	 co‐
mercio	internacional	del	permanganato	de	potasio67,	pero	sí	en	las	in‐
                                                          










desde	 el	 comercio	 internacional.	 Sin	 embargo	no	 estamos	 seguros	de	
que	se	pueda	atribuir	dicho	descenso	de	 las	 incautaciones	a	 la	dismi‐






la	 JIFE	 señala	 en	 ese	 sentido	 que	 se	 ha	 constatado	 en	 otras	 regiones	
que	los	países	por	donde	discurre	el	tráfico	de	drogas	suelen	ser	utili‐
zados	por	los	traficantes,	aprovechando	sus	contactos,	como	fuente	de	
suministro	 o	 lugares	 de	 reexpedición	 de	 las	 sustancias	 catalogadas	 o	
demás	productos	químicos	necesarios	para	la	elaboración	de	la	droga.	





sio,	 en	 el	 año	 2006	 sometió	 a	 valoración	 la	 fiscalización	 nacional	 del	
permanganato	sódico	que	es	un	sustitutivo	directo	del	precursor	antes	
mencionado	tanto	con	fines	lícitos	como	ilícitos69.	




































lando	 en	 su	 informe	que	 sólo	15	países	de	 la	 región	 importaron	 este	




esta	 sustancia	 catalogada.	Por	 esta	 razón	 la	 Junta	 recomendó	a	 todos	
los	países	de	la	región	prestar	especial	atención	a	los	canales	de	distri‐
bución	nacionales	para	cerciorarse	de	que	los	traficantes	no	utilizaban	
estos	 canales	 como	 fuente	 de	 abastecimiento	 de	 esta	 sustancia71.	 No	
hay	que	olvidar	que	Perú	es	uno	de	los	tres	principales	países	produc‐
tores	de	cocaína	en	el	mundo,	así	como	que	en	Ecuador	existe	una	pro‐
ducción	 considerable	de	esta	droga,	 y	que	uno	de	 los	métodos	de	 los	
productores	de	drogas	es	desviar	los	precursores	de	los	canales	nacio‐























ladas.	Además	es	 importante	 señalar	que	en	este	país	 se	destruyeron	
15	laboratorios	ilícitos	que	producían	esta	sustancia	catalogada.	Tam‐




























ciones,	 144,4	 toneladas	 de	 este	 precursor,	 cantidad	 que	 triplicó	 con	
creces	el	de	las	importaciones	lícitas	de	esta	sustancia	catalogada	a	Co‐
lombia	 (es	 preciso	 subrayar	 que	 el	 monto	 incautado	 bastaría	 para	
abastecer	la	fabricación	ilícita	del	país	por	un	año)73.	 La	 JIFE	manifestó	
su	 preocupación	 por	 la	 falta	 de	 conocimientos	 disponibles	 sobre	 los	
orígenes	y	métodos	de	desviación	de	los	precursores	de	drogas,	en	par‐
ticular	por	el	permanganato	de	potasio,	que	se	usa	para	la	elaboración	
ilícita	de	 cocaína	en	América	del	 Sur,	pues	aunque	 continúe	disminu‐
yendo	el	número	de	tentativas	de	desviación	del	permanganato	de	po‐
tasio	del	comercio	internacional	lícito,	no	hay	escasez	de	este	producto	
químico	en	 los	 laboratorios	 ilícitos.	Sobre	este	 tema	hay	que	decir	de	
que	 existen	 fuertes	 indicios	 de	 que	 los	 traficantes	 han	 encontrado	 la	
forma	 de	 de	 eludir	 los	 controles	 del	 comercio	 internacional,	 posible‐
mente	mediante	 la	 desviación	 del	 comercio	 interno	 y	 el	 contrabando	
dentro	de	la	región.	Además	hay	que	destacar	que	una	de	las	fuentes	de	
obtención	de	este	precursor	es	 la	 fabricación	 ilícita	del	mismo	dentro	
del	 propio	país,	 como	ejemplo	de	 ello	 señalamos	que	 las	 autoridades	
colombianas	en	el	año	2006	destruyeron	15	laboratorios	ilícitos,	y	en	el	




portante	 señalar	 que	 la	 JIFE	 estima	 que	 la	 producción	 ilícita	 de	 per‐
manganato	de	potasio	en	Colombia	oscila	entre	un	60%	y	80%	del	total	
que	se	utiliza	en	la	fabricación	de	cocaína	de	la	región74.		
	 Un	 total	 de	 16	 países	 reportaron	 en	 el	 año	 2010	 decomisos	 de	 este	
precursor	de	drogas,	cuyo	total	fue	de	32,1	toneladas,	aunque	esta	cifra	
fue	un	poco	superior	a	la	reportada	en	el	periodo	anterior	(25,2	tone‐
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res	productores	de	 coca;	Colombia,	 Perú	y	 el	Estado	Plurinacional	de	

















































gadas.	 También	 hay	 que	 destacar	 que	 en	 el	mes	 de	 enero	 del	mismo	
año	 se	 produjo	 el	 desmantelamiento	 de	 un	 laboratorio	 de	 procesa‐
miento	de	cocaína	en	España.	Este	laboratorio	es	el	mayor	y	más	avan‐















mayor	 exportador	 de	 permanganato	 de	 potasio,	 pues	 realizó	más	 de	
tres	de	las	cuartas	partes	de	las	notificaciones,	seguido	por	los	Estados	
Unidos	 de	América,	 la	 India	 y	Hong	Kong	 (R.A.E.	 de	 China),	mientras	
que,	como	ocurriera	en	años	anteriores,	la	República	Islámica	del	Irán	
continuó	 siendo	 el	 mayor	 importador	 de	 esa	 sustancia,	 seguida	 por	
Tailandia,	Bélgica,	Brasil	y	la	República	de	Corea.	Como	nota	anecdótica	
señalamos	que	 los	principales	países	productores	de	coca	de	América	
del	 Sur	 (Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia,	 Colombia	 y	 el	 Perú)	 siguen	
desempeñando	un	papel	 insignificante	en	el	comercio	general	de	per‐
manganato	 de	 potasio	 notificado	 mediante	 el	 sistema	 PEN	Online,	 al	
representar	 menos	 del	 10%	 de	 las	 importaciones	mundiales	 de	 esta	
sustancia	catalogada.	Lo	que	seguramente	se	debe,	como	ya	hemos	se‐
ñalado	antes,	a	la	fabricación	de	este	precursor	en	los	laboratorios	ilíci‐
tos,	 al	 uso	de	permanganato	de	potasio	de	 contrabando	 (desviado	de	
los	canales	nacionales)	y	al	uso	de	sustancias	químicas	no	catalogadas	
para	sustituir	al	permanganato	de	potasio79.	
	 Un	 total	de	15	gobiernos	 informaron	sobre	 incautaciones	de	perman‐
ganato	de	potasio	en	el	año	2011,	por	un	monto	total	de	37	toneladas,	




Sur	 (casi	 exclusivamente	 los	 principales	 países	 productores	 de	 coca)	
representaban	el	99%	de	las	incautaciones.	De	hecho	se	estima	que	en	
estos	 se	 decomisa	 aproximadamente	 entre	 el	 12%	 y	 el	 25%	del	 per‐
manganato	de	potasio	disponible	anualmente	para	uso	lícito80.	Un	dato	
a	tener	en	cuenta	es	que	se	ha	reportado	a	la	JIFE	en	Colombia	la	exis‐
tencia	 de	 laboratorios	 clandestinos	 dedicados	 a	 la	 elaboración	 de	 co‐















	 Es	 preciso	 destacar	 también	 que	 la	 mayoría	 de	 las	 incautaciones	 de	























































territorios	 informaron	 de	 incautaciones	 de	 permanganato	 de	 potasio	
por	un	monto	de	58	 toneladas,	 un	37.5%	menos	que	 el	 año	 anterior.	
Realizándose	 las	mayores	 incautaciones	 en:	 Colombia	 (22	 toneladas),	
Brasil	 (15	 toneladas),	 España	 (5,9	 toneladas),	 Paraguay	 (3,7	 tonela‐
das),	China	(3,5	 toneladas),	Estado	Plurinacional	de	Bolivia	 (3,1	 tone‐
ladas),	 Perú	 (2,8	 toneladas)	 y	Qatar	 (1,6	 toneladas).	Una	 vez	más	del	
80%	del	decomiso	mundial	de	permanganato	de	potasio	se	realizó	en	
















ciones	 de	 los	 ácidos	 y	 disolventes	 del	 Cuadro	 II	 de	 la	 Convención	 de	
1988	comunicadas	por	 los	países	productores	de	cocaína	han	variado	
considerablemente	 en	 los	 últimos	 años,	 aunque	 en	 el	 último	 decenio	
predominó	la	tendencia	a	la	baja.	La	JIFE	sostiene	que	esto	se	debe	en	
parte	a	que	los	disolventes	se	reciclan	cada	vez	más	y	se	reutilizan	va‐
rias	 veces,	 pero	 también	 a	 los	 cambios	 que	 se	 han	 producido	 en	 las	
prácticas	de	fabricación	ilícitas.	En	particular,	al	aumentar	la	utilización	






hecho	de	que	una	mayoría	de	 las	muestras	 (52%)	 fueron	procesadas	
sin	mezclar	el	ácido	clorhídrico	con	disolventes	antes	de	agregarlo	a	la	
mezcla	de	disolventes	y	cocaína	base87.	
Las	 autoridades	 colombianas	 informaron	en	el	 año	2013	el	 decomiso	
de	 diversas	 sustancias	 químicas	 utilizadas	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	
cocaína	 que	 estaban	 sujetas	 a	 fiscalización	nacional,	 pero	no	 interna‐
cional.	 Entre	 las	 sustancias	 incautadas	 figuraban	 disolventes	 emplea‐
dos	tanto	para	la	extracción	de	cocaína	base	a	partir	de	las	hojas	de	co‐
ca	 como	para	 la	 transformación	 de	 la	 cocaína	 base	 en	 clorhidrato	 de	
cocaína,	y	casi	7.000	litros	de	disolventes	a	base	de	acetato	(acetato	de	












da	para	 la	 fabricación	 ilícita	de	permanganato	de	potasio,	 en	10	 inci‐










Plurinacional	 de	 Bolivia	 y	 uno	 en	Honduras.	 Las	 autoridades	 compe‐
tentes	 de	 Perú	 también	 comunicaron	 incautaciones	 de	 sustancias	 no	
catalogadas	 que	 se	 utilizan	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 cocaína,	 entre	
ellas:	10	 toneladas	de	amoníaco,	43	 toneladas	de	urea,	620	 toneladas	
de	hidróxido	de	calcio	y	370	toneladas	de	oxido	de	calcio88.	












to	de	7,5	 toneladas,	siendo	 los	países	que	realizaron	 incautaciones	de	
más	de	una	tonelada	los	siguientes:	Perú	(2,7	toneladas),	China	(2,1	to‐









de	 potasio	 (cantidad	 con	 la	 que	 se	 podrían	 elaborar	 un	 total	 de	
4.521.800	kilogramos	de	clorhidrato	de	cocaína)90,	el	tercer	precursor	
del	Cuadro	I	en	nivel	de	incautaciones,	desglosado	de	la	siguiente	ma‐








ron:	 México	 (40.045	 kilogramos),	 el	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia	
(17.599	 kilogramos),	 Brasil	 (16.376	 kilogramos),	 Colombia	 (746.759	




















brican,	 en	 gran	medida,	 el	 permanganato	de	potasio	 en	 sus	 laborato‐
rios	clandestinos91.	
	 Siempre	 sobre	el	mismo	 tema,	hay	que	 señalar	que	 la	mayoría	de	 las	

















tadas	 en	 el	 año	 2013	 que	 confirmaron	 la	 utilización	 de	 disolventes	 a	
base	de	acetato	en	casi	el	75%	de	las	muestras	analizadas.	También,	la	
utilización	 y	 las	 cantidades	 de	 metiletilcetona,	 parecen	 disminuir	 y,	
aparentemente,	 aumenta	 el	 uso	 de	 ácido	 clorhídrico	 alcohólico	 en	


















de	 permanganato	 de	 potasio	 a	 nivel	mundial	 representan	menos	 del	















cocaína,	 pese	 a	 lo	 grandes	 esfuerzos	 realizados	 en	 la	 lucha	 contra	 el	
narcotráfico,	siga	gozando	de	buena	salud,	ya	que	el	nivel	de	pureza	de	
la	cocaína	ha	aumentado	en	los	últimos	años,	mientras	que	el	precio	ha	
permanecido	 relativamente	 estable.	 Por	 último	 queremos	 decir	 que	
nosotros	 pensamos	 que	 la	 reducción	 que	 experimento	 la	 producción	
mundial	de	 cocaína	 se	debió	 fundamentalmente	 al	 ascenso	que	expe‐


















Siempre	 en	 la	misma	 línea,	 de	 la	 Operación	 Púrpura,	 en	 el	 año	 2000	
con	el	fin	de	iniciar	un	programa	intensivo	y	dinámico	de	fiscalización	
del	anhídrido	acético,	precursor	 indispensable	en	 la	 fabricación	 ilícita	
de	 heroína,	 la	 JIFE	 convocó	 una	 reunión	 internacional	 sobre	 esa	 sus‐
tancia	 la	 cual	 se	 celebró	 en	Antalya	 (Turquía).	Asistieron	 a	 la	misma,	
autoridades	competentes	de	 los	principales	países	 fabricantes	de	esta	
sustancia	catalogada,	de	los	países	donde	se	había	incautado	este	pre‐
cursor	y	de	 los	países	en	 los	que	 se	 fabrica	heroína.	En	 la	 reunión	se	
acordó	 iniciar	una	 operación	 internacional	 voluntaria	de	 fiscalización	





caminadas	 a	 interceptar	 sustancias	 introducidas	 de	 contrabando,	 in‐
vestigar	remesas	incautadas	y	la	fabricación	ilícita	de	heroína,	así	como	
determinar	los	países	en	que	se	desvía	anhídrido	acético	con	el	propó‐
sito	de	reelaborar	 los	mecanismos	adecuados	para	 impedir	 la	desvia‐
ción	de	los	canales	de	distribución	interna95.	
La	 Operación	 Topacio	 se	 inicia	 oficialmente	 el	 día	 1	 de	 abril	 del	 año	





                                                          
95		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2000…,	
p.	10.	















igual	 que	 en	 la	 Operación	 Púrpura	 la	 JIFE,	 a	 través	 de	 su	 secretaria,	
funcionaba	como	centro	de	coordinación	internacional	para	intercam‐
biar	información.	Siendo	la	clave	en	esta	operación,	sin	lugar	a	dudas,	
el	 intercambio	de	 información	en	tiempo	real.	Transcurridos	 los	ocho	





son	más	 complejas	 y	 casi	 el	 85%	de	 las	 remesas	 vigiladas	 pasan	 por	
puntos	de	reexpedición	y	no	van	directamente	de	los	países	fabricantes	
















producto	 químico	 incautado	 o	 interceptado	 hasta	 su	 fuente	 original.	 La	 JIFE	 presta	
asistencia	a	la	operación	y	sirve,	por	conducto	de	su	secretaria,	de	centro	internacional	



















	 A	 través	de	 la	Operación	Topacio	en	el	año	2003	se	 logró	recabar	 in‐
formación	detallada	sobre	el	comercio	internacional	del	anhídrido	acé‐
tico,	lo	cual	permitió	que	la	JIFE	lograra	una	comprensión	adecuada	del	





Precisamente	 por	 la	 aplicación	 en	 estos	 países	 de	 los	 mecanismos	 de	




país	 que	 como	 todos	 sabemos	 es	 el	 mayor	 productor	 de	 heroína	 del	




















desmantelamiento	 de	 algunos	 laboratorios	 ilegales	 de	 fabricación	 de	






	 Es	 importante	destacar	que	desde	que	 se	 inició	 la	Operación	Topacio	
en	el	año	2000,	 la	estructura	del	comercio	 internacional	 lícito	experi‐
mento	variaciones,	al	inicio,	los	Estados	Unidos	de	América	y	los	Países	
Bajos	 eran	 los	 ejes	 principales,	 sin	 embargo,	 en	 el	 año	 2002	 Bélgica	
comenzó	a	adquirir	 importancia	por	haberse	 trasladado	de	 los	Países	






el	 año	 2003	México	 pasó	 a	 ser	 el	 principal	 exportador	 de	 anhídrido	
acético	al	haber	vendido	más	de	110.000	toneladas,	equivalentes	a	casi	
                                                          










ductos	químicos	 fiscalizados	y	no	 fiscalizados	que	 se	emplean	en	 la	 fabricación	de	 la	
heroína,	lo	cual	reviste	mucha	importancia	en	zonas	remotas	o	en	zonas	donde	el	acce‐
so	a	los	laboratorios	es	limitado.	En	este	sentido	la	JIFE	exhortó	a	los	gobiernos	a	que	
suministren	a	 los	 funcionarios	de	Aduanas	 juegos	de	análisis	de	productos	químicos.	
Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2004…,	

















bando	a	 zonas	donde	 se	 fabricaba	 ilícitamente	heroína.	En	el	 caso	de	











tas	 del	 comercio	 de	 este	 precursor	 se	 ha	mantenido	 estable	 en	 gran	
medida	 en	 los	 últimos	 años,	 manteniéndose	 los	 Estados	 Unidos	 de	
















tud	 de	 la	 JIFE	 las	 autoridades	 competentes	 de	 este	 país	 pusieron	 en	
marcha	nuevas	investigaciones	para	verificar	 la	 legitimidad	de	los	en‐
víos	y	en	ellas	se	descubrió	que	en	los	pedidos	hechos	en	los	Países	Ba‐











ridades	de	 la	 ex	República	Yugoslava	de	Macedonia,	dado	que	 la	 sus‐
tancia	 se	 estaba	 introduciendo	de	 contrabando	al	 país	procedente	de	
Albania	 con	 destino	 a	 Grecia,	 desde	 donde	 iba	 a	 ser	 transportada	 a	
Turquía	 para	 intercambiarla	 por	 heroína,	 siendo	 este	 el	 primer	 caso	
que	se	conoció	de	trueque	de	anhídrido	acético	por	heroína.	A	esta	fe‐
cha	era	motivo	de	preocupación	que	Afganistán	y	los	países	vecinos	no	
hubieran	 notificado	 incautaciones	 importantes	 de	 esta	 sustancia.	 De‐
biendo	 señalarse	 que	 Afganistán,	 que	 es	 el	 principal	 productor	 de	
heroína	en	el	mundo,	no	tiene	ninguna	necesidad	legitima	de	esta	sus‐
tancia	y	por	lo	tanto	no	realiza	importaciones	de	la	misma104.	
	 Para	 hacernos	 una	 idea	 del	 nivel	 de	 comercio	mundial	 del	 anhídrido	
acético	 tomaremos	 como	 referencia	 las	 notificaciones	 previas	 de	 ex‐






                                                          








mo	país	puede	 ser	país	 exportador,	 importador	 y	de	 reexpedición	de	
remesas	 de	 esta	 sustancia.	 Hay	 que	 señalar	 que	 en	 el	 periodo	 2004‐
2005	un	 total	de	14	países	exportadores	 realizaron	un	 total	de	1.300	




portadores	 (38	más)	 por	 un	monto	 total	 de	 364.000.000	de	 litros	 de	
este	 precursor	 de	 drogas	 (57.494.000	 litros	 más).	 Siendo	 el	 periodo	
2007‐2008	 en	 el	 que	 se	 reporto	 el	 menor	 nivel	 de	 comercio	










dición	 que	 juegan	 un	 papel	 importante	 en	 el	 comercio	 lícito	 de	 esta	
sustancia	 catalogada,	 como	 Bélgica,	 los	 Países	 Bajos	 y	 Singapur.	 Hay	
que	 puntualizar,	 una	 vez	más,	 que	 la	 participación	 de	 intermediarios	
dificulta	mucho	el	rastreo	físico	de	la	sustancia	dado	que	ésta	rara	vez	
se	despacha	directamente	del	país	fabricante	al	país	consumidor105.		




















ra	 y	 pasó	 a	 denominarse	 Proyecto	 Cohesión.	 Este	 nuevo	 proyecto	 es	
una	 iniciativa	mundial	cuyo	objetivo	es	enfrentar	 la	desviación	de	 los	
canales	lícitos	del	anhídrido	acético	y	el	permanganato	de	potasio,	que	
sirve	 de	 plataforma	 para	 realizar	 operaciones	 de	 duración	 limitada,	
coordinar	las	investigaciones	sobre	las	incautaciones	y	las	remesas	in‐
terceptadas,	 y	 vigilar	 el	 comercio	 licito	 de	 estos	 precursores.	 En	 el	
marco	 del	 Proyecto	 Cohesión	 en	 el	 año	 2006	 se	 realizó	 la	 Operación	
Reexpedición	que	consistió	en	una	acción	contra	el	tráfico	de	anhídrido	
acético	 en	 Asia	 central,	 para	 detectar	 e	 incautar	 las	 remesas	 de	 esta	
sustancia	 llevadas	 de	 contrabando	 a	Afganistán	 a	 través	 de	Asia	 cen‐
tral,	 esta	operación	se	centró	principalmente	en	el	 transporte	por	ca‐
rretera,	pero	también	prestó	atención	a	los	puertos	del	Mar	Caspio	y	a	
las	vía	 ferroviarias	que	cruzan	 fronteras	desde	China	hasta	 la	Federa‐
ción	 de	 Rusia.	 En	 la	 operación	 participaron	 los	 cinco	 países	 de	 Asia	




actividades	 realizadas	en	 los	 cruces	de	 frontera	estratégicos	de	 la	 re‐
gión.	Las	actividades	operativas	se	desarrollaron	a	lo	largo	de	diez	días	
y	dieron	como	resultado	incautaciones	de	ácido	sulfúrico,	así	como	de	
opio,	 hachís	 y	heroína	 en	Kazajistán,	Kirguistán	 y	Tayikistán.	Aunque	
                                                          
acético.	Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	
2009,	pp.	16,	17.	En	el	periodo	2009‐2010	un	total	de	27	países	exportadores	realiza‐




ses	 exportadores	por	un	monto	 total	 de	362	millones	de	 litros	 de	 anhídrido	 acético.	
Precursores	y	productos	químicos	 frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2011,	




24	países	 exportadores	 realizaron	1.440	notificaciones	previas	 a	 la	 exportación	a	86	
países	por	un	monto	total	de	266	millones	de	litros.	Precursores	y	sustancias	químicas	












de	 las	 grandes	 incautaciones	 realizadas,	 se	 facilitaba	muy	poca	 infor‐
mación	sobre	 las	 fuentes	y	 los	métodos	o	rutas	seguidos	para	desviar	
las	 remesas	del	 comercio	 lícito	a	 los	 canales	 ilícitos.	Por	 lo	 cual	 reco‐
mendó	que	los	gobiernos	intensificaran	sus	esfuerzos	por	descubrir	los	
grupos	delictivos	involucrados	y	el	modo	de	operar	empleado	en	el	trá‐







vincia	 de	 Nangarhar	 incautaron	 2,4	 toneladas	 de	 cloruro	 de	 amonio,	
producto	químico	no	fiscalizado	que	se	utiliza	para	la	fabricación	ilícita	
de	 heroína.	 Como	 las	 dos	 provincias	 donde	 se	 realizaron	 las	 incauta‐
ciones	 limitan	con	Pakistán,	 la	 Junta	 le	solicitó	a	ese	gobierno	que	 in‐






































otras	 fuentes	y	 rutas	de	desviación	de	esta	sustancia	catalogada	a	 las	
zonas	donde	se	 realiza	 la	 fabricación	de	 la	heroína.	En	cuanto	a	 la	 si‐
tuación	de	Oceanía	hay	que	decir	 que	Australia	 y	Nueva	Zelanda	han	
reportado	pequeñas	incautaciones	de	anhídrido	acético,	pero	estas,	ca‐






























de	 anhídrido	 acético	 sacadas	 de	 contrabando	 de	 Eslovenia	 en	 el	 año	
2007.	Sobre	Oceanía	una	situación	que	llama	la	atención	es	que	se	en‐
contraron	 pequeñas	 cantidades	 de	 anhídrido	 acético	 en	 laboratorios	

















Junta	considera	que	el	volumen	de	comercio	 internacional	 real	es	 su‐





a	 partir	 del	 año	 2001	 han	 venido	 disminuyendo	 de	 forma	 paulatina,	
llegando	en	el	año	2006	a	cifrarse	en	26,4	toneladas.	Es	a	partir	de	fina‐
les	del	 año	2007	y	durante	 el	 año	2008	que	 se	 empieza	 a	 corregir	 el	
problema	 gracias	 al	 esfuerzo	 desarrollado	 por	 algunos	 gobiernos	 y	 a	
medidas	operacionales	desarrolladas,	así	en	el	año	2007	un	total	de	13	
países	reportaron	incautaciones	de	anhídrido	acético	por	un	monto	de	








taciones	 de	 anhídrido	 acético,	 reportaron	 que	 en	 el	 año	 2007	 fueron	
decomisadas	4,7	toneladas,	sin	que	se	suministrara	mayor	información	
al	respecto111.		
	 Un	 aspecto	muy	 importante	 a	destacar	 es	 que	 la	 JIFE	manifestaba	 su	
preocupación	porque	que	según	la	legislación	de	la	Unión	Europea,	las	





ropeos	 iniciaron	 investigaciones	 conjuntas	 de	 rastreo	 de	 una	 remesa	
de	13	toneladas	de	anhídrido	acético	decomisada	en	Turquía.	En	el	año	
2008	estas	investigaciones	dieron	lugar	a	una	serie	de	incautaciones	de	














des	 húngaras,	 en	 cooperación	 con	 las	 autoridades	 checas	 y	 eslovacas	
incautaron	 una	 remesa	 de	 más	 de	 20	 toneladas	 de	 este	 precursor,	
siendo	 el	modus	operandi	 utilizado	 por	 los	 traficantes,	 similar	 al	 que	
usaron	los	traficantes	de	Eslovenia.	En	vista	de	estos	hechos	la	JIFE	le	
hizo	un	llamado	a	los	estados	miembros	de	la	Unión	Europea	para	que	
adoptaran	 las	 medidas	 adecuadas	 para	 impedir	 la	 desviación	 de	 an‐
hídrido	acético	en	su	mercado	interno112.	En	el	año	2009	la	Junta	seña‐
lo	en	su	 informe	anual	que	 las	medidas	de	 fiscalización	del	anhídrido	
acético	en	la	Unión	Europea	les	seguían	pareciendo	insuficientes113.	













ñalo	que	era	 evidente	que	el	Gobierno	de	Afganistán	no	 tenía	 la	 sufi‐
ciente	 capacidad	 para	 enfrentar	 el	 problema	 por	 sí	 solo	 y	 necesitaba	
asistencia	para	establecer	 estructuras	y	 elaborar	políticas	que	 le	per‐
mitan	fiscalizar	el	mercado	lícito	y	el	ilícito	de	las	sustancias	cataloga‐
das,	 fundamentalmente	de	anhídrido	acético,	que	 los	 traficantes	utili‐






zan	 para	 elaborar	 heroína114.	 Para	 hacernos	 una	 idea	 de	 la	magnitud	
del	problema	es	preciso	señalar	que	la	República	Islámica	del	Afganis‐








cir	 que	 el	Gobierno	 controla	 en	 alguna	medida	 la	 capital	 y	 poco	más,	
encontrándose	el	sector	público	entre	los	tres	países	más	corruptos	del	









ta	 sustancia	 con	destino	a	este	país.	Precisamente	en	el	 año	2007	 las	
autoridades	 competentes	de	 la	 Federación	de	Rusia	 iniciaron	 investi‐
gaciones	sobre	un	pedido	importante	hecho	por	unos	traficantes	a	una	
empresa	legítima.	La	remesa	en	cuestión	que	era	de	diez	toneladas	fue	
decomisada.	 Afortunadamente	 el	 Gobierno	 de	 Afganistán	 en	 el	 2009	
tomó	la	decisión	de	no	autorizar	la	importación	de	anhídrido	acético	en	
su	territorio.	En	el	periodo	2007‐2008	las	autoridades	alemanas	detec‐





como	 Irak,	 y	 la	República	Árabe	de	 Siria.	 La	mayor	 de	 estas	 remesas	






























Naciones	Unidas	 contra	 la	 Droga	 y	 el	 Delito,	 informaron	 que	 además	
del	tráfico	de	anhídrido	acético,	se	producía	el	tráfico	de	otras	sustan‐
cias	 catalogadas	 como	 el	 ácido	 sulfúrico	 y	 sustancias	 no	 catalogadas	
como	el	ácido	acético	glacial.	Muestra	de	ello	es	que	las	autoridades	de	















nistán	decomisaron	más	de	 tres	 toneladas	 de	 sustancias	 no	 cataloga‐





ladas	de	 ácido	 acético	destinadas	 al	Afganistán,	 Pakistán	 y	 la	 Federa‐
ción	de	Rusia,	las	autoridades	de	estos	países	advirtieron	a	la	Junta	de	
la	sospecha	de	que	se	estaba	 fabricando	anhídrido	acético	a	partir	de	
ácido	 acético	 glacial,	 que	no	 es	más	que	 ácido	 acético	 concentrado	 al	
99.5%,	se	le	llama	glacial	por	que	al	congelarse	forma	cristales.	La	JIFE	
realizó	una	visita	a	Pakistán	en	el	mes	de	abril	del	año	2008,	donde	re‐











kistán	 (15.239	 litros),	 la	 República	 de	 Corea	 (14.800	 litros),	 Turquía	
(10.553	litros)	y	China	(5.186	litros).	Según	las	informaciones	que	tiene	




anhídrido	 acético.	Además	 se	 registro	un	 aumento	del	 número	de	 in‐
tentos	 de	 desvío	 en	 países	 de	 Asia	 Occidental,	 en	 particular	 en	 Irak.	








esta	 sustancia	 catalogada	del	mercado	 intracomunitario.	En	 todos	 los	







tauración	 y	 hostelería	 realizaron	 encargos	 de	 anhídrido	 acético.	 En	
Asia,	 algunas	 empresas	 que	 encargaban	 este	 precursor	 no	 pudieron	
dar	 explicaciones	 satisfactorias	 sobre	 la	 naturaleza	 de	 tales	 pedidos,	
aduciendo	 fines	difícilmente	 justificables	desde	el	punto	de	vista	eco‐
nómico	o	práctico,	como	por	ejemplo	la	fabricación	de	vinagre.	Por	ello	










kistán,	 los	 Emiratos	 árabes	 Unidos	 y	 Uzbekistán.	 Debiendo	 destacarse	
que	 empresas	 radicadas	 en	 Irak	 incrementaron	de	 forma	 considerable	
los	pedidos	de	este	precursor	de	drogas	a	Alemania,	la	India,	España,	el	
Reino	Unido	de	Gran	Bretaña	e	Irlanda	y	los	Estados	Unidos	de	América.	
La	 mayoría	 de	 los	 pedidos	 fueron	 realizados	 por	 empresas	 que	 eran	
nuevas	en	el	mercado	de	precursores,	que	no	necesitaban	lícitamente	es‐
ta	sustancia	o	no	estaban	autorizadas	para	importarlas.	Por	ellos	las	au‐































gada	 en	 cantidades	 superiores	 a	 1.000	 litros	 fueron:	 Japón	 (8.424	 li‐
tros),	Pakistán	(4.532	litros),	los	Emiratos	Árabes	Unidos	(4.000	litros)	
y	la	India	(1.038	litros).	Un	elemento	positivo	que	destaco	en	su	infor‐




funcionamiento	 de	 la	 legislación	 sobre	 precursores	 aprobado	 por	 la	
comisión	Europea	en	el	mes	de	enero	del	año	2010,	en	el	que	se	seña‐

























zas	 extranjeras	 en	 Afganistán.	 En	 general,	 se	 puede	 decir	 que	 el	 Go‐






punto	 de	mira	 de	 los	 traficantes	 para	 realizar	 compras	 de	 anhídrido	
acético	utilizando	empresas	fantasmas,	la	Junta	le	recomendó	a	las	au‐
toridades	de	este	país	que	centre	sus	esfuerzos	en	 las	 investigaciones	

















2,2	 toneladas	 de	 carbonato	 de	 sodio	 en	 Afganistán;	 y	 1.500	 litros	 de	
ácido	acético	en	China.	Todas	estas	sustancias	no	catalogadas	pueden	


























cautaron	 un	 total	 de	 1.584.876	 litros	 equivalentes	 a	 1.711.532	 kilo‐
                                                          
125		 Ibidem,	p.	16.	







gramos.	En	 el	 año	2008	 se	 realizaron	 los	mayores	decomisos	de	 esta	
sustancia	por	un	monto	de	201.363	litros,	en	los	años	siguientes	los	ni‐
veles	fueron	disminuyendo,	hasta	llegar	a	59.667	litros	en	el	año	2010.	










medidas	para	 su	erradicación.	También	es	necesario	 señalar	el	 incre‐
mento	 de	 pedidos	 de	 este	 precursor	 realizado	 por	 empresas	 de	 Irak,	
que	 anteriormente	 no	 eran	 conocidas	 por	 la	 Junta,	 realizados	 princi‐
palmente	a	exportadores	europeos,	informando	las	autoridades	de	Irak	
que	muchas	 de	 esas	 empresas	 no	 tenían	 necesidades	 legítimas	 de	 la	
sustancia	ni	 la	debida	autorización	para	 importarla.	El	último	 intento	





















lizados	a	 la	 JIFE,	por	 lo	que	el	porcentaje	de	 incautaciones	podría	ser	
un	poco	mayor129.		
En	el	formulario	D	correspondiente	al	año	2011	un	total	de	17	gobier‐
nos	 reportaron	 incautaciones	 por	 un	monto	 de	 198.000	 litros	 de	 an‐
hídrido	acético.	Seis	países	reportaron	decomisos	superiores	a	1.000	li‐
tros,	 siendo	 estos:	 México	 (76.625	 litros),	 Afganistán	 (68.245	 litros),	
los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 (24.700	 litros),	 China	 (16.946	 litros),	
Eslovaquia	 (6.020	 litros)	y	Turquía	 (3.706	 litros).	Es	preciso	destacar	
que	la	mayoría	de	incautaciones	de	esta	sustancia	que	se	informaron	a	
la	Junta,	en	países	distintos	a	Afganistán,	y	fueron	desviadas	presunta‐































una	 reunión	de	 los	grupos	de	 tareas	 sobre	precursores	de	 la	 JIFE	del	
Proyecto	Prisma	y	Proyecto	Cohesión,	en	el	que	los	participantes	anali‐
zaron	 la	 situación	 relativa	 al	 tráfico	 de	 anhídrido	 acético	 destinado	 a	
Afganistán	 y	 evaluaron	 información	 sobre	 investigaciones	 llevadas	 a	
cabo	recientemente.	Además	el	grupo	de	tareas	sobre	precursores	pu‐
so	 en	 marcha	 en	 este	 año	 una	 operación	 internacional	 denominada	
“Ojo	de	Águila”	que	se	centró	en	la	comprobación	de	la	legitimidad	del	
comercio	interno	y	el	uso	del	anhídrido	acético.	Uno	de	los	objetivos	de	
la	 operación	 consistió	 en	 controlar	 las	medidas	 de	 fiscalización	 para	
detectar	 el	 comercio	 transfronterizo	 de	 este	 precursor	 de	 drogas131.	
Por	otra	parte	hay	que	decir	que	los	traficantes	de	anhídrido	acético	si‐
guen	empeñados	en	utilizar	Irak	para	realizar	desvíos	de	esta	sustancia	
del	 comercio	 internacional,	 aunque	el	gobierno	de	este	país	no	ha	 in‐
formado	de	ninguna	 incautación	hasta	 la	 fecha.	Pero	desde	el	mes	de	
enero	del	año	2012	empresas	supuestamente	ubicadas	en	Irak	han	rea‐
lizado	 pedidos	 de	 anhídrido	 acético	 por	 un	monto	 de	 35.000	 litros	 a	
empresas	 chinas.	 Afortunadamente	 como	 las	 empresas	 importadoras	























cio	 de	 que	 pueden	 haber	 aumentado	 los	 suministros	 o	 el	 acceso	 a	 la	





























tros),	 Pakistán	 (15.840	 litros),	 Turquía	 (14.672	 litros)	 y	 Afganistán	
(14.212	litros).	Hay	que	destacar	que	en	España	se	incautaron	9.497	li‐
tros,	y	que	también	este	año	se	desmanteló	un	laboratorio	de	fabricación	










tro	 de	 anhídrido	 acético	 en	 este	 país	 los	 primeros	 10	meses	 del	 año	
2014	osciló	entre	los	106	(70	veces	el	precio	de	mercado)	y	258	(172	
veces	 el	 precio	 de	 mercado)	 dólares	 norteamericanos,	 considerable‐
mente	 inferior	al	alcanzado	en	el	periodo	2008‐2010,	un	poco	menos	
de	la	mitad,	y	un	poco	menor	que	en	los	años	2012	y	2013.	Esos	precios	
hacen	 pensar	 que	 en	 la	 actualidad	 la	 accesibilidad	 de	 este	 precursor	
con	fines	ilícitos	es	mayor	que	en	años	anteriores.	No	obstante,	el	pre‐
cio	más	alto	del	anhídrido	acético	en	Afganistán,	comparado	con	el	del	
mercado	 internacional	 lícito,	 confirma	 que	 la	 demanda	 ilícita	 de	 esta	
sustancia	 en	Afganistán	 sigue	 siendo	alta.	No	hay	que	olvidar	que	 las	
incautaciones	de	anhídrido	acético	 también	están	 relacionadas	 con	 la	

























el	 ácido	 acético	 se	 utilizaba	 en	 los	 laboratorios	 de	 heroína	 del	 país,	
mezclando	 diversas	 proporciones	 de	 anhídrido	 acético.	 En	 el	mes	 de	
diciembre	de	2013	el	gobierno	de	este	país	sometió	a	fiscalización	na‐
cional	 el	 ácido	 acético,	 así	 como	 el	 cloruro	 de	 acetilo,	 el	 cloruro	 de	
amonio	y	el	carbonato	de	calcio,	por	ser	sustancias	que	se	utilizan	en	la	
elaboración	 de	 la	 heroína.	 El	 cloruro	 de	 amonio	 suele	 utilizarse	 para	
extraer	morfina	del	opio,	por	lo	cual	en	los	últimos	años	cada	vez	son	
más	 frecuentes	 las	 incautaciones	de	 esta	 sustancia	no	 catalogada:	Af‐
ganistán	(5,8	toneladas)	y	México	(520	kilogramos)138.	
En	el	periodo	2014‐2015	 las	autoridades	competentes	de	25	países	y	





diente	al	año	2014	se	reporto	 la	 incautación	de	un	 total	de	44.971	 li‐
tros	 de	 anhídrido	 acético,	 la	 cantidad	 más	 baja	 de	 los	 últimos	 cinco	
años	(el	25,5%	que	el	año	anterior),	de	los	13	países	y	territorios	que	
comunicaron	 decomisos	 de	 esta	 sustancia	 catalogada	 únicamente	 Af‐
ganistán	 (7.750	 litros),	 China	 (22.600	 litros)	 y	México	 (13.500	 litros)	







do	el	 segundo	precursor	en	nivel	de	 incautación	del	Cuadro	 I	 en	este	
periodo,	 desglosado	 de	 la	 siguiente	 manera:	 79.469	 litros	 en	 el	 año	













taciones	 se	 llevaron	a	 cabo	en	un	 total	de	40	países	pertenecientes	 a	
cuatro	 continentes,	 exceptuando	África.	 Los	 países	 que	 realizaron	 los	
mayores	decomisos	de	anhídrido	acético	fueron:	los	Estados	Unidos	de	
América	(87.433	litros),	México	(124.547	litros),	la	India	(7.785	litros),	
Afganistán	 (186.061	 litros),	 la	 República	 Islámica	 de	 Irán	 (16.501	 li‐
tros),	Pakistán	(51.426	litros),	Turquía	(75.787	litros),	China	(183.120	
litros),	 Japón	(8.424	 litros),	Myanmar	 (5.880	 litros),	República	de	Co‐
rea	 (14.813	 litros),	 la	 Federación	 de	 Rusia	 (93.237	 litros)	 Bulgaria	














mento	 del	 cultivo	 de	 la	 adormidera	 en	 la	 región	 (62.000	 hectáreas)	
principalmente	en	Myanmar	 (segundo	 lugar	 en	 cuanto	 a	 la	 superficie	
dedicada	al	cultivo	de	la	adormidera	y	segundo	productor	de	opio	a	ni‐
vel	mundial),	la	República	Democrática	de	Laos	y	Tailandia141.	
















América.	 La	 información	 disponible	 indica	 que	 la	 desviación	 del	 an‐




mente	 en	Colombia,	donde	al	 igual	que	México	 se	 fabrica	heroína.	 Lo	
que	ocurre	en	el	 caso	de	Afganistán	es	que	 todos	 los	años	se	desvían	
cientos	de	miles	de	litros	de	este	precursor	de	los	canales	de	comercio	
interno	de	otros	países	y	se	introducen	de	contrabando	por	la	extensa	
frontera	de	Afganistán.	Algo	 similar	ocurre	 con	 los	otros	dos	grandes	
productores	de	heroína:	México	y	Myanmar,	que	se	abastecen	desvia‐
ciones	de	 sus	 canales	 internos	o	bien	de	 las	de	otros	países.	Hay	que	




les	 destinados	 a	 unas	 340	 empresas	 pertenecientes	 a	 unos	 90	 países	





























bierno	 de	 los	 Estados	Unidos	 de	América	 se	 constató	 que	más	 de	 90	
empresas	 fabricaban	 esta	 sustancia	 catalogada	 de	 forma	 lícita	 en	 17	











otras	que	 se	usan	en	el	proceso	de	elaboración	de	 la	heroína,	 es	des‐
igual	 dado	 que	 los	 países	 más	 pobres	 o	 menos	 desarrollados,	 y	 de	
hecho	regiones	enteras,	se	están	quedando	rezagadas142;	8)	que	el	pre‐
cio	 del	 anhídrido	 acético	 en	 el	mercado	 ilícito	 ha	 experimentado	una	

























presenta	 el	 20%	del	 total	que	 se	desvía	del	 comercio	 lícito,	o	bien	 se	
produce	 ilícitamente,	 para	 la	 fabricación	 ilícita	de	heroína	podríamos	
estimar	que	se	habrían	desviado	aproximadamente	en	este	periodo	de	
21	años	un	total	48.390	litros	y	por	ende	un	total	de	2.304	litros	anua‐
les.	 Lo	 cual	 representa	 una	 cantidad	 bastante	 importante	 que	 podría	
utilizarse	para	la	elaboración	de	heroína	en	Afganistán,	Myanmar	o	in‐







	 A	 continuación	 analizaremos	 las	 estadísticas	 de	 las	 incautaciones	 de	
algunas	de	la	sustancias	del	Cuadro	II	de	la	Convención	de	1988,	ácidos	
y	disolventes,	que	son	precursores	que	también	se	utilizan	en	la	elabo‐






























tros)	y	México	 (8.674	 litros);	América	del	Sur:	Argentina	 (719	 litros),	
Estado	Plurinacional	de	Bolivia	(5.472	 litros),	Colombia	(1.468.212	 li‐
tros),	Perú	 (29.864	 litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	 (82.232	
litros)	y	Filipinas	 (902	 litros);	Europa:	Federación	de	Rusia	 (5.214	 li‐
tros),	 Bélgica	 (1.510	 litros),	 España	 (862	 litros)	 y	 los	 Países	 Bajos	
(6.631	litros).	En	el	resto	del	mundo	se	decomisaron	662	litros	de	este	









portantes	 se	 realizaron	 en:	 América	 del	Norte:	 Canadá	 (1.023	 litros),	








rú	 (18.580	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudoriental:	 China	 (31.522	 litros),	
Myanmar	 (8.227	 litros);	 Europa:	 Federación	 de	 Rusia	 (1.252	 litros),	
Ucrania	(574	 litros),	Bélgica	(1.165	 litros),	España	(3.705	 litros)	y	 los	
Países	Bajos	(720	litros);	Oceanía:	Australia	(2.027	 litros).	En	el	resto	
del	mundo	se	decomisaron	un	 total	de	77.616	 litros.	Como	ocurrió	el	
año	 anterior	 la	 mayor	 incautación	 la	 reportó	 Colombia,	 seguido	 por	
Brasil	y	Bolivia.	El	90.2%	de	las	incautaciones	de	acetona	se	realizaron	
en	 los	tres	principales	países	productores	de	cocaína	(Colombia,	Boli‐





de	 acetona,	 un	 47,9%	menos	 que	 el	 año	 anterior.	 Destacamos	 las	 si‐
guientes	 incautaciones:	 América	 del	 Norte:	 Los	 Estados	 Unidos	 de	
América	(55.390	litros)	y	México	(7.776	litros);	América	del	Sur:	Brasil	
(956	 litros),	 Chile	 (1.600	 litros),	 Colombia	 (688.224	 litros),	 Ecuador	
(4.320	 litros),	Paraguay	 (4.500	 litros),	Perú	(31.139	 litros),	Asia	Occi‐
dental:	 Kazajistán	 (245	 litros),	 Asia	 Oriental	 y	 Sudoriental:	 China	











importantes	 se	 realizaron	en	África:	Nigeria	 (400	 litros);	América	del	







Brasil	 (954	 litros),	Colombia	(463.883	 litros),	Paraguay	(4.500	 litros),	
Perú	(32.456	litros)	y	la	República	Bolivariana	de	Venezuela	(15.858	li‐
tros);	 Asia	 Occidental:	 Uzbekistán	 (274	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudo‐
riental:	 China	 (21.474	 litros);	 Europa;	 Ucrania	 (1.821	 litros),	 Bélgica	
(602	litros)	y	los	Países	Bajos	(6.485	litros).	En	el	resto	del	mundo	se	
decomisaron	un	total	de	56.890	litros.	Como	de	costumbre	la	mayor	in‐








dos	 Unidos	 de	 América	 (10.594	 litros)	 y	 México	 (10.669	 litros);	 En	
América	del	Sur:	Estado	Plurinacional	de	Bolivia	(59.711	litros),	Brasil	
(1.606	 litros),	Colombia	(739.247	 litros),	Perú	(70.024	 litros)	y	 la	Re‐




Como	puede	apreciarse	 la	mayor	 incautación	 la	realizo	Colombia,	y	el	
88%	de	 las	 incautaciones	del	mundo	la	realizaron	 los	principales	paí‐















Argentina	 (2.768	 litros),	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia	 (99.315	 li‐
tros),	Brasil	(2.491	litros),	Colombia	(482.063	litros)	y	Perú	(86.313	li‐
tros);	 Asia	Occidental:	 el	 Afganistán	 (174	 litros)	 y	Qatar	 (565	 litros);	







tación	de	14.521.507	 litros	de	 acetona	 a	nivel	mundial	 (cantidad	que	
podría	utilizarse	para	fabricar	968.100	kilogramos	de	cocaína	o	heroí‐
na),	desglosadas	de	la	siguiente	forma:	3.260.582	litros	en	el	año	2004,	
1.378.693	 litros	 en	 el	 año	 2005,	 1.663.487	 litros	 en	 el	 año	 2006,	





zaron	en	 los	siguientes	países:	Canadá	(6.426	 litros),	 los	Estados	Uni‐
dos	 de	 América	 (2.164.591	 litros),	 México	 (72.554	 litros),	 Argentina	
(8.781	 litros),	 Estado	 Plurinacional	 de	Bolivia	 (283.858	 litros),	 Brasil	
(92.367	 litros),	 Colombia	 (10.388.266	 litros),	 Ecuador	 (6.625	 litros),	
Paraguay	(5.332	litros),	Perú	(394.854	litros),	República	Bolivariana	de	





así	 como	 que	 los	 tres	 principales	 países	 productores	 de	 cocaína	 (Co‐
lombia,	Perú	y	Bolivia)	decomisaron	el	76,2%	de	acetona	a	nivel	mun‐
dial151.	Queremos	subrayar	que	entre	los	principales	países	exportado‐







res	 de	 este	 precursor	 de	 drogas	 se	 encuentran:	 España,	 los	 Estados	
Unidos	de	América	 y	Bélgica,	mientras	que	 los	principales	países	 im‐
portadores	 son:	 China,	 los	 Países	 Bajos,	 Alemania,	 el	 Reino	 Unido	 de	
Gran	Bretaña	e	 Irlanda	del	Norte	y	Bélgica152.	Es	 importante	 también	
poner	en	relieve	que	es	bastante	probable	que	los	fabricantes	de	cocaí‐









por	 razones	 puramente	 comerciales.	 El	 caso	 en	 cuestión	 es	 que	 hace	






Deliplus,	 Cutex,	 Les	 Cometiques,	 Sante,	 Pino	Glaux,	Ufaes,	 Yves	Rocher,	
Mussital,	Cien,	Nail	Desing,	entre	otras	muchas.	Estas	casas	comerciales	
promocionan	este	producto	afirmando	que	es	más	conveniente	porque	



























América	del	 Sur:	Estado	Plurinacional	de	Bolivia	 (1.533	 litros),	Brasil	
(1.357	 litros),	 Colombia	 (313.312	 litros)	 y	 Perú	 (75.963	 litros);	 Asia	
Occidental:	Afganistán	 (718	 litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	
(405.671	 litros);	 Europa:	 Federación	 de	 Rusia	 (5.214	 litros),	 Bélgica	
(1.850	 litros)	 y	 los	Países	Bajos	 (3.971	 litros).	En	el	 resto	del	mundo	
solamente	 se	 decomisaron	 1.388	 litros.	 Destacamos	 que	 las	mayores	
incautaciones	 se	 realizaron	 en	 China,	 Colombia	 y	 Perú,	 en	 ese	 orden,	
así	 como	que	el	46,7%	de	 las	 incautaciones	 se	 llevaron	a	 cabo	en	 los	
principales	países	productores	de	 cocaína	 (Colombia,	Perú	 y	Bolivia),	
además	que	Afganistán	reportó	el	decomiso	de	una	cantidad	significa‐
tiva	de	este	precursor	de	drogas153.	
	 En	 el	 año	 2009	 a	 nivel	mundial	 se	 decomisaron	 un	 total	 de	 486.664	





dor	 (3.984	 litros),	 Perú	 (72.601	 litros);	 Asia	 Occidental:	 Afganistán	
(6.150	 litros)	 y	 Pakistán	 (8.220	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudoriental:	
China	 (151.298	 litros)	 y	Myanmar	 (2.378	 litros);	 Europa:	 Federación	
de	 Rusia	 (1.088	 litros),	 Ucrania	 (2.113	 litros).	 En	 el	 resto	 de	mundo	
únicamente	se	decomisaron	2.268	litros.	Las	mayores	incautaciones	se	





efectuaron	 en	 Colombia,	 China	 y	 Perú,	 respectivamente,	 además	 hay	
que	 subrayar	que	 el	 56,6	%	de	 las	 incautaciones	 se	 realizaron	 en	 los	





ácido	 clorhídrico,	 un	 38,6%	más	 que	 el	 año	 anterior.	 Destacamos	 los	
decomisos	 realizados	 en:	 América	 del	 Norte:	 los	 Estados	 Unidos	 de	
América	(69.940	litros)	y	México	(10.244	litros);	América	del	Sur:	Bra‐
sil	 (22.381	 litros),	 Colombia	 (187.914	 litros),	 Ecuador	 (2.286	 litros),	
Perú	(172.807	litros);	Asia	Occidental:	Afganistán	(5.286	litros),	Kaza‐
jistán	 (51.794	 litros)	 y	 Pakistán	 (7.110	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudo‐
riental:	China	(141.918	litros)	y	Myanmar	(2.378	litros);	Europa:	Ucra‐
nia	(111.221	litros),	Bélgica	(1.016	litros)	y	los	Países	Bajos	(6.178	li‐
tros).	 En	 el	 resto	del	mundo	únicamente	 se	 incautaron	753	 litros.	 En	
este	año	los	principales	países	productores	de	cocaína,	a	pesar	de	que	
Bolivia	 no	 reportó	 ninguna	 incautación,	 incautaron	 el	 45.4%	 de	 este	
precursor	de	drogas.	Es	preciso	destacar	que	 las	mayores	 incautacio‐
nes	a	nivel	mundial	se	realizaron	en	Colombia,	Perú	y	China,	así	como	
que	 los	 dos,	 de	 los	 tres,	mayores	 productores	 del	mundo	 de	 heroína	









de	 Venezuela	 (25.781	 litros);	 Asia	 Occidental:	 Kazajistán	 (10.707	 li‐
tros),	 Pakistán	 (7.110	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudoriental:	 China	
(150.165	 litros);	 Europa:	 Ucrania	 (24.608	 litros)	 y	 los	 Países	 Bajos	
(8.429	litros).	Las	mayores	incautaciones	correspondieron	a	China,	Pe‐



































litros),	y	Tailandia	 (450	 litros);	Europa:	Belarús	 (10.751	 litros),	Ucra‐
nia	(3.053	litros),	Bélgica	(735	litros),	España	(490	litros)	y	los	Países	













de	 cocaína	 o	 de	 heroína),	 desglosado	 de	 la	 siguiente	 manera:	
56.621.642	 litros	 en	 el	 año	 2004,	 579.789	 litros	 en	 el	 año	 2005,	




ron	 a	 cabo	 en	 59	 países	 pertenecientes	 a	 los	 cinco	 continentes	 del	
mundo.	Los	países	que	realizaron	las	mayores	incautaciones	fueron:	El	
Salvador	(412.500	litros),	 los	Estados	Unidos	de	América	(56.406.856	
litros),	 México	 (154.468	 litros),	 Argentina	 (108.025	 litros),	 el	 Estado	
Plurinacional	de	Bolivia	(94.174	litros),	Brasil	(157.505	litros),	Colom‐
bia	 (2.213.384	 litros),	 Perú	 (759.457	 litros),	 China	 (3.208.805	 litros),	
Kazajistán	(64.345	litros),	Afganistán	(16.261	litros),	Qatar	(407.363	li‐
tros),	Belarús	(40.003	 litros),	 la	Federación	de	Rusia	 (752.882	 litros),	
Bélgica	(14.521	litros)	y	los	Países	Bajos	(58.499	litros).	Hay	que	des‐
tacar	que	en	estos	diez	años	los	Estados	Unidos	de	América	realizaron	
el	 86,3%	 del	 total	 de	 las	 incautaciones	 del	 mundo160.	 No	 sabemos	 la	
cantidad	de	ácido	clorhídrico	que	se	comercializa	mundialmente	en	un	
año,	pero	si	que	los	principales	países	exportadores	son:	Alemania,	Ca‐
nadá	y	 los	Países	Bajos	y	que	 los	principales	países	 importadores	 son:	
los	Estados	Unidos	de	América,	Francia,	Bélgica,	Italia	y	Austria161.	Es	ne‐
cesario	señalar	que	desde	el	año	2012	la	JIFE	tiene	información	contras‐
tada	 de	 que	 los	 traficantes	 de	 drogas	 elaboran	 ilícitamente	 ácido	 clor‐













	 Iniciamos	 este	 apartado	 recordando	 que	 este	 precursor	 se	 usa	 en	 la	
fabricación	ilícita	de	cocaína	y	de	anfetamina.	Queremos	señalar	en	es‐








cional	 de	 Bolivia	 (23.621	 litros),	 Chile	 (1.593	 litros),	 Colombia	
(305.755	 litros)	 y	 Perú	 (30.776	 litros);	 Asia	Meridional:	 las	Maldivas	
(10.860	litros);	Asia	Occidental:	Kirguistán	(2.983	litros);	Asia	Oriental	




cursor	de	drogas.	 Siendo	 los	países	donde	 se	 reportaron	 los	mayores	
decomisos	Colombia,	China	y	Perú163.	






tros),	 Paraguay	 (5.160	 litros)	 y	 Perú	 (77.257	 litros);	 Asia	Occidental:	
Kazajistán	(1.530	litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	(89.448	li‐
tros);	Europa:	Ucrania	(4.700	 litros).	Los	principales	países	producto‐
res	 de	 cocaína	 realizaron	 el	 67.1%	 de	 las	 incautaciones	 de	 este	 año.	






Siendo	 los	países	donde	 se	 realizaron	 los	mayores	decomisos	de	este	
precursor	 de	 drogas	 por	 segundo	 año	 consecutivo	 Colombia,	 China	 y	
Perú164.	
	 En	 el	 año	 2010	 las	 incautaciones	 a	 nivel	 mundial	 de	 ácido	 sulfúrico	
ascendieron	 a	un	 total	 de	1.042.622	 litros,	 un	poco	más	que	 el	 doble	
que	el	año	anterior.	Los	decomisos	más	 importantes	se	realizaron	en:	
América	 del	 Norte:	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 (28.387	 litros)	 y	
México	 (2.927	 litros);	 América	 del	 Sur:	 Brasil	 (1.834	 litros),	 Chile	
(2.223	litros),	Colombia	(631.247	litros),	Ecuador	(1.473	litros)	y	Perú	
(31.367	litros);	Asia	Meridional:	las	Maldivas	(7.331	litros);	Asia	Orien‐








principales	 incautaciones	se	 realizaron	en:	América	del	Norte:	 los	Es‐
tados	 Unidos	 de	 América	 (1.231.111	 litros)	 y	 México	 (1.652	 litros);	




y	Ubekistán	 (2.540	 litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	 (23.024	















rica	 del	 Sur:	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia	 (72.034	 litros),	 Brasil	
(28.271	litros),	Colombia	(163.242	litros),	Paraguay	(5.229	litros),	Pe‐
rú	 (29.777	 litros)	y	 la	República	Bolivariana	de	Venezuela	 (87.470	 li‐
tros);	 Asia	 Occidental:	 Afganistán	 (3.764	 litros),	 Kirguistán	 (3.703	 li‐
tros),	 Uzbekistán	 (2.540	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudoriental:	 China	
(18.479	 litros)	y	Filipinas	 (3.080	 litros);	Europa:	Federación	de	Rusia	
(91.433	litros),	Ucrania	(3.302	litros)	y	los	Países	Bajos	(2.020	litros).	
Hay	 que	 señalar	 que	 las	 incautaciones	 realizadas	 por	 los	 principales	










litros),	 Chile	 (63.610	 litros),	 Colombia	 (1.060.578	 litros),	 Ecuador	
(1.625	litros),	Paraguay	(6.960	litros)	y	Perú	(87.675	litros);	Asia	Occi‐




















tidad	 con	 la	 que	podría	 elaborase	 entre	4.461.359	y	 17.845.435	kilo‐
gramos	de	 cocaína),	 desglosado	de	 la	 siguiente	manera:	 1.084.609	 li‐
tros	 en	el	 año	2004,	1.870.325	en	el	 año	2005,	5.131.145	 litros	 en	el	
año	2006,	907.910	litros	en	el	año	2007,	601.144	litros	en	el	año	2008,	
505.172	 litros	 en	 el	 año	 2009,	 1.042.622	 litros	 en	 el	 año	 2010,	





(109.547	 litros),	 el	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia	 (508.178	 litros),	
Brasil	 (315.687	 litros),	 Chile	 (83.856	 litros),	 Colombia	 (5.247.127	 li‐
tros),	Ecuador	(13.699	litros),	Paraguay	(17.349	litros),	Perú	(373.808	
litros),	 la	 República	 Bolivariana	 de	 Venezuela	 (117.754	 litros),	 China	
(2.310.607	litros),	 las	Maldivas	(18.196	litros),	Qatar	(443.814	litros),	
Kirguistán	(11.743	litros),	Belarús	(96.061	litros),	Rusia	(1.150.251	li‐























y	 la	 heroína.	 En	 el	 año	 2008	 se	 confiscó	 a	 nivel	mundial	 un	 total	 de	
82.057	litros	de	éter	etílico.	Las	principales	incautaciones	se	realizaron	
en:	 América	 del	 Norte:	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 (206	 litros)	 y	
México	(447	litros);	América	del	Sur:	Argentina	(290	litros),	Colombia	
(68.228	 litros)	 y	Perú	 (150	 litros);	Asia	Oriental	 y	 Sudoriental:	China	
(11.687	 litros),	 Myanmar	 (352	 litros);	 Europa:	 Federación	 de	 Rusia	
(477	litros)	y	España	(104	litros).	En	el	resto	del	mundo	únicamente	se	
incautaron	 116	 litros.	 Los	 principales	 países	 productores	 de	 cocaína,	
aunque	 Bolivia	 no	 reportó	 ningún	 decomiso,	 realizaron	 el	 83.3%	 del	
total	de	 las	 incautaciones,	 y	 los	mayores	decomisos	 se	 registraron	en	
Colombia,	China	y	la	Federación	de	Rusia172.	
	 En	el	 año	2009	se	decomisaron	en	 todo	el	mundo	un	 total	de	33.920	
litros	de	éter	etílico,	un	58,6%	menos	que	el	año	anterior.	Las	incauta‐
ciones	más	 importantes	se	 llevaron	a	cabo	en:	América	del	Norte:	 los	
































portantes	 se	 llevaron	 a	 cabo	 en:	 América	 del	 Sur:	 Argentina	 (131	 li‐















cautación	 de	 883.169	 litros	 de	 éter	 etílico	 a	 nivel	mundial	 (cantidad	
con	la	que	se	podría	fabricar	58.878	kilogramos	de	cocaína	o	de	heroí‐
na),	 desglosado	de	 la	 siguiente	 forma:	 320.743	 litros	 en	 el	 eño	2004,	
77.765	litros	en	el	año	2005,	46.787	litros	en	el	año	2006,	145.377	li‐









tros	 en	el	 año	2007,	84.362	 litros	 en	el	 año	2008,	33.920	 litros	 en	el	








Ucrania	 (9.903	 litros)178.	 Los	 principales	 países	 exportadores	 de	 este	
precursor	de	drogas	son:	Bélgica,	Alemania	y	la	India,	y	los	principales	
países	importadores	son:	los	Países	Bajos,	los	Estados	Unidos	de	Amé‐
rica,	 Francia,	Malasia	 e	 Italia179.	 Es	 necesario	 recordar	 que	 se	 conoce	
que	los	traficantes	de	drogas	fabrican	de	forma	ilícita	éter	etílico,	des‐






mundo.	 Los	 principales	 decomisos	 se	 realizaron	 en:	 Norte	 América:	
México	(1.002	litros);	América	del	Sur:	Estado	Plurinacional	de	Bolivia	
(684	 litros),	 Brasil	 (225	 litros),	 Colombia	 (21.359	 litros)	 y	 Ecuador	
(6.927	 litros);	 Europa:	 España	 (2.083	 litros).	 En	 el	 resto	 del	 mundo	
únicamente	 se	 incautaron	 116	 litros	 de	 este	 precursor	 de	 drogas.	 En	




                                                          
178		 Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2009…,	
pp.	37‐50,	51‐62.	Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	corres‐

















país	en	el	que	no	se	había	 reportado	ninguna	 incautación	 importante	
de	 este	 ni	 de	 ningún	 otro	 precursor	 de	 drogas.	 Este	 año	 Afganistán,	
Myanmar	y	México,	principales	productores	de	heroína	del	mundo,	no	
reportaron	ninguna	incautación	de	metiletilcetona181.	






























de	Bolivia	 (680	 litros),	Brasil	 (3.308	 litros)	y	Colombia	 (1.419	 litros);	
Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	(1.217	litros);	Europa:	Ucrania	(720	





En	 el	 año	 2013	 las	 incautaciones	 a	 nivel	 mundial	 de	 metiletilcetona	
fueron	de	9.264	litros,	un	16.4%	menos	que	el	año	anterior.	Los	deco‐
misos	 más	 importantes	 se	 realizaron	 en:	 América	 del	 Norte:	 México	
(94	litros);	América	del	Sur:	Colombia	(3.406	litros),	Ecuador	(1.420	li‐
tros)	y	Perú	 (157	 litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	 (1.906	 li‐
tros);	 Europa:	 España	 (2.197	 litros).	 En	 este	 año	 como	de	 costumbre	
Colombia	realizó	el	mayor	nivel	de	decomiso	del	mundo.	Una	vez	más	
el	 Afganistán	 y	Myanmar	 no	 reportaron	 ninguna	 incautación	 de	 este	
precursor	de	drogas185.	
	 Del	 año	2004	al	 año	2013	 se	 reportaron	 a	 través	del	 formulario	D	 la	
incautación	de	516.261	litros	de	metiletilcetona	a	nivel	mundial	(canti‐
dad	con	la	que	podrían	elaborarse	34.417	kilogramos	de	cocaína	o	de	
heroína),	 desglosados	de	 la	 siguiente	manera:	 28.696	 litros	 en	 el	 año	





tro	 continentes,	 exceptuando	 a	 África.	 Las	 mayores	 incautaciones	 se	
realizaron	 en	 los	 siguientes	 países:	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América:	







(2.991	 litros),	Argentina	(35.872	 litros),	Brasil	 (14.672	 litros),	Colom‐










también	 se	 han	 registrado	 casos	 de	 su	 uso	 en	 la	 elaboración	 de	 la	
heroína	 y	 la	 metacualona.	 En	 el	 año	 2008	 las	 incautaciones	 a	 nivel	
mundial	fueron	de	36.862	litros	de	tolueno.	Los	principales	decomisos	
se	reportaron	en:	América	del	Norte:	Canadá	(906	 litros),	 los	Estados	
Unidos	 de	 América	 (6.455	 litros)	 y	 México	 (425	 litros);	 América	 del	
Sur:	el	Estado	Plurinacional	de	Bolivia	(1.105	 litros),	Ecuador	(449	li‐
tros)	y	Perú	(3.318	 litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	China	(11.781	
litros),	 Indonesia	 (105	 litros);	 Europa:	 Federación	 de	 Rusia	 (725	 li‐
tros),	Ucrania	 (10.314	 litros)	 y	 los	Países	Bajos	 (400	 litros);	Oceanía:	
Nueva	Zelanda	(643	litros).	Los	países	donde	se	realizaron	los	mayores	
decomisos	fueron:	China,	Ucrania	y	los	Estados	Unidos	de	América.	Hay	





Estados	 Unidos	 de	 América	 (6.432	 litros)	 y	 México	 (13.502	 litros);	
América	 del	 Sur:	 Estado	 Plurinacional	 de	 Bolivia	 (349	 litros),	 Brasil	
(185	litros)	y	Colombia	(2.914	litros);	Asia	Oriental	y	Sudoriental:	Chi‐









na	 (18.099	 litros);	 Europa:	 Federación	 de	 Rusia	 (239	 litros),	 Ucrania	
(5.227	 litros),	Alemania	 (322	 litros)	y	Francia	 (4.656	 litros);	Oceanía:	









América	del	Sur:	Brasil	 (6.748	 litros)	y	Colombia	 (66.060	 litros);	Asia	
Oriental	y	Sudoriental:	Filipinas	 (300	 litros),	Malasia	 (725	 litros);	Eu‐






cautaciones	 se	 realizaron	en:	África:	Nigeria	 (200	 litros);	América	del	
Norte:	 Canadá	 (1.825	 litros),	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 (262	 li‐
tros)	y	México	(49.410	litros);	América	del	Sur:	Estado	Plurinacional	de	
Bolivia	 (5.590	 litros),	 Colombia	 (42.044	 litros),	 Ecuador	 (449	 litros),	
Paraguay	(2.650	 litros),	Perú	(1.919	 litros)	y	 la	República	Bolivariana	
de	 Venezuela	 (1.200	 litros);	 Asia	 Oriental	 y	 Sudoriental:	 Filipinas	
(31.313	litros)	y	Malasia	(950	litros);	Europa:	Ucrania	(4.245	litros)	y	
Polonia	(103	litros);	Oceanía:	Nueva	Zelanda	(476	litros).	Las	mayores	





de	 tolueno,	 un	11,2%	menos	que	 el	 año	 anterior.	 Los	decomisos	más	

















de	 tolueno,	 la	mayor	cifra	 incautada	desde	el	año	2008	hasta	 la	 fecha	











tación	 de	 12.878.705	 litros	 de	 tolueno	 (cantidad	 con	 la	 que	 podrían	
elaborarse	 un	 total	 de	 858.580	 kilogramos	 de	 cocaína	 o	 de	 heroína),	
desglosada	 de	 la	 siguiente	 manera:	 258.938	 litros	 en	 el	 año	 2004,	
82.110	litros	en	el	año	2005,	170.914	litros	en	el	año	2006,	133.375	li‐





ciones	 fueron:	 Canadá	 (7.513	 litros),	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	







(48.696	 litros),	 México	 (126.424	 litros),	 Argentina	 (54.973	 litros),	 el	







los	 cincuenta	 litros	 anuales193.	 Es	 preciso	 señalar	 que	 los	 principales	
países	exportadores	de	 tolueno	son:	Corea	del	Sur,	 los	Países	Bajos	y	
Alemania.	 Mientras	 que	 entre	 los	 principales	 países	 importadores	 se	
encuentran:	los	Estados	Unidos	de	América,	Alemania,	China,	los	Países	
Bajos	y	la	India194.	


















tadas	 en	 el	 año	 2013	 que	 confirmaron	 la	 utilización	 de	 disolventes	 a	



















I.		 PRECURSORES	 UTILIZADOS	 EN	 LA	 FABRICACIÓN	 ILÍCITA	DE	 ES‐
TIMULANTES	DE	TIPO	ANFETAMÍNICO	(ETA)	
	 En	el	mes	de	junio	del	año	2002	se	celebró	una	reunión	internacional	
organizada	por	 la	 JIFE	en	Washington,	D.C.,	a	 la	cual	asistieron	repre‐




cación	 ilícita	 de	 esas	 sustancias.	 En	 total	 estuvieron	 presentes	 en	 la	
reunión	 38	Estados	 y	 un	 territorio,	 así	 como	 la	 Comisión	Europea,	 la	
Oficina	Europea	de	Policía	(Europol),	la	Organización	Internacional	de	
Policía	Criminal	(Interpol),	la	Comisión	Interamericana	para	el	control	








dimientos	 operacionales	uniformes	para	 fiscalizar	 y	 vigilar	más	 eficaz‐
mente	tanto	el	comercio	internacional	como	la	distribución	nacional	de	
este	tipo	de	precursores,	a	fin	de	prevenir	desviaciones	de	esas	fuentes,	y	










nales	 del	 Proyecto	 Prisma,	 iniciativa	 internacional	 destinada	 a	 hacer	
frente	a	las	desviaciones	de	los	cinco	principales	precursores	utilizados	
en	la	fabricación	ilícita	de	estimulantes	de	tipo	anfetamínico,	a	saber,	la	
efedrina,	 la	 seudoefedrina,	 la	 1‐2‐fenil‐2‐propanona	 (P‐2‐P),	 la	 3,4‐
metilendioxifenil‐2‐propanona	 (3,4‐MDP‐2‐P)	y	el	 safrol,	 así	 como	 los	




como	 la	 Comisión	 Europea,	 la	 Interpol	 y	 la	 Organización	Mundial	 de	
Aduanas.	Este	grupo	de	tareas	a	su	vez	está	apoyado	por	dos	grupos	de	
trabajo:	a)	el	grupo	de	trabajo	sobre	precursores	químicos,	que	está	in‐




tergubernamentales	 y	 regionales:	 Oficina	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 co‐
ntra	 la	Droga	y	el	Delito	 (UNODC),	 la	 JIFE	 (a	 través	de	su	secretaría),	
Comisión	Europea	e	Interpol,	b)	el	grupo	de	trabajo	sobre	equipos	en	el	






                                                          
2		 Destacamos	 entre	 las	 actividades	 operacionales	 de	 las	 autoridades	 competentes	 las	
siguientes:	a)	realización	de	investigaciones	policiales	de	rastreo	hasta	la	fuente	de	la	
maquinaria	 incautada	para	elaborar	 tabletas	y	b)	realización	de	 las	actividades	apro‐
piadas	de	 los	 casos	en	que	 se	haya	utilizado	 internet	para	desviar	o	 intentar	desviar	
precursores	 de	 estimulantes	 de	 tipo	 anfetamínico.	 Precursores	 y	 productos	 químicos	
frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2003…,	p.	X,	10‐	12.	
3		 La	 JIFE	 les	envió	una	circular	a	 todos	 los	países	participantes	en	 la	que	 les	solicitaba	
que	designaran	una	 autoridad	nacional	 central	 con	 el	 fin	 de	 garantizar	 un	 canal	 que	
posibilite	el	 intercambio	de	información	operacional	urgente,	al	día	1.º	de	noviembre	





cursos	 limitados	 de	 que	 se	 dispone	 en	 el	 Proyecto	 Prisma	 obliga	 a	
abordar	el	uso	indebido	de	internet	caso	por	caso.	La	información	que	
se	obtenga	en	este	sentido	se	debe	utilizar	en	el	curso	de	las	operacio‐





tancias	que	se	utilizan	para	 la	 fabricación	 ilícita	de,	una	de	 las	drogas	




tras	 decomisadas	 de	 la	 droga	 final	 y	 de	 los	 precursores	 utilizados,	 lo	











laboratorios	 de	 fabricación	 están	 mucho	 más	 cerca	 de	 los	 centros	 de	
consumo	y	 los	costes	de	producción	son	menores,	y	d)	 los	precursores	
para	elaborar	este	 tipo	de	drogas	se	consiguen	con	mayor	 facilidad,	ya	
sea	 en	 el	mercado	 lícito	 o	 ilícito,	 que	 los	 necesarios	 para	 procesar	 las	
drogas	de	origen	natural6.	Para	ilustrar	la	expansión	de	este	tipo	de	dro‐














	 Como	 ya	 señalamos	 antes	 en	 el	mes	 de	marzo	 del	 año	 2006	 la	 Junta	
puso	en	marcha	de	forma	oficial	el	sistema	de	notificaciones	previas	a	
la	exportación	PEN	Online.	Desde	el	año	2006	al	año	2014	un	total	de	












































do.	 Así	 puede	 observarse	 en	 países	 de	 noroeste	 de	 Europa	 como	 los	
Países	Bajos	y	Bélgica,	en	que	se	utiliza	maquinaria	industrial	hecha	a	
medida	para	 fabricar	anfetamina.	Este	equipo	más	moderno	aumenta	














tico,	 generando	 importante	 información	de	 inteligencia	 sobre	 los	mé‐
todos	del	tráfico	y	las	organizaciones.	Información	que	vino	a	comple‐
mentar	considerablemente	 los	conocimientos	adquiridos	gracias	a	 las	
operaciones	 anteriormente	 citadas,	 además	 hay	 que	 destacar	 que	 se	
logró	detectar	 la	facilidad	con	la	que	algunos	países	 importadores	au‐
                                                          
9		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2007…,	












millones	de	 tabletas	de	 efedrina	y	 seudoefedrina,	 impidiéndose	así	 la	
elaboración	 de	 hasta	 11,5	 toneladas	 de	metanfetamina.	 Asimismo,	 se	
descubrieron	remesas	sospechosas	de	P‐2‐P,	 la	gran	mayoría	de	estas	
destinadas	a	Guatemala,	lo	que	confirma	que	los	países	de	Centroamé‐




























cida	de	 contrabando	en	 las	 zonas	donde	se	 fabrica	metanfetamina	de	
forma	ilícita).	Es	preciso	señalar	que	tanto	China,	uno	de	los	principales	
países	 exportadores	 de	 estas	 sustancias,	 como	 la	 India	 desarrollaron	
grandes	 esfuerzos	 durante	 los	 años	 1999	 y	 2000	 para	 prevenir	 esas	
desviaciones.	El	Gobierno	de	China	formuló	directrices	nacionales	para	
el	 control	de	 la	 fabricación,	venta,	utilización	y	 exportación	de	 la	efe‐
drina,	y	en	la	India,	la	fabricación	y	distribución	de	esta	sustancia	está	














zación	en	 la	elaboración	 ilícita	de	metanfetamina,	 también	se	conoció	
de	 la	 introducción	de	pequeñas	cantidades	de	seudoefedrina	a	 los	Es‐
tados	Unidos	de	América	desde	México13.	La	influencia	de	los	controles	





































































bletas	 de	 seudoefedrina	 (equivalente	 a	 más	 500	 kilogramos	 de	 esta	
sustancia),	y	una	incautación	en	Panamá	de	una	remesa	de	4,8	millones	










te	 país	 localizaron	 tres	 lugares	 que	 se	 utilizaban	 para	 almacenar	 ile‐
galmente	esta	sustancia	y	desmantelaron	posteriormente	cuatro	labo‐
ratorios	clandestinos	que	fabricaban	metanfetamina.	La	efedrina	incau‐





                                                          
15		 Precursores	 y	productos	químicos	 frecuentemente	utilizados…,	 correspondiente	a	2000…,	










lacético,	 dado	 que	 los	 traficantes	 en	 vistas	 de	 las	 fuertes	medidas	 de	
control	desarrolladas	sobre	la	efedrina	y	la	seudoefedrina	estaban	tra‐
tando	 de	 desviar	 otras	 sustancias	 catalogadas	 para	 la	 fabricación	 de	
drogas	de	tipo	anfetamínico	(tal	es	el	caso	de	la	P‐2‐P	y	el	ácido	fenila‐








drina	 se	 obtenía	 desviándola	 a	 partir	 de	 preparados	 farmacéuticos	
comprados	en	farmacias	de	venta	al	público19.		
En	 el	 año	 2004	 Canadá	 reportó	 la	 incautación	 de	 ocho	 toneladas	 de	
seudoefedrina	que	 constituyó	 el	 decomiso	más	 grande	notificado	por	
cualquier	 gobierno	 este	 año,	 lo	 cual	 se	 puede	 atribuir	 a	 la	 promulga‐
ción	en	ese	país	de	la	legislación	necesaria	para	tal	efecto,	lo	que	permi‐
tió	 a	 los	 organismos	 represivos	 tomar	medidas	 contra	 los	 traficantes	





tres	 remesas	 de	 preparados	 farmacéuticos	 (600.000	 tabletas	 equiva‐





                                                          
18		 Como	resultado	de	las	medidas	de	control	adoptadas	en	esta	región	se	logró	identificar	
un	intento	de	desvío	de	20	toneladas	de	ácido	fenilacético	de	China	a	la	India,	así	como	












este	 se	 descubrió	 en	 el	 aeropuerto	 de	 Perth,	 y	 consistió	 en	 impregnar	
con	efedrina	cuatro	remesas	de	20	toallas	de	baño.	El	hecho	de	que	los	
traficantes	 de	 precursores	 estén	 utilizando	métodos	 que	 normalmente	
se	 asocian	 con	 el	 contrabando	de	drogas,	 enmascaramiento	de	 sustan‐
cias	en	objetos	comunes	en	el	equipaje	de	viajeros	o	de	comercio	coti‐
diano,	indica	hasta	que	punto	las	medidas	de	fiscalización	de	estas	sus‐
tancias	 en	el	 comercio	 internacional	 se	 están	mostrando	 eficaces	 en	 la	
prevención	de	tales	desviaciones.	En	este	mismo	país	se	reportó	un	im‐













                                                          
20		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2004…,	
p.	16.	El	gobierno	de	Canadá	por	recomendaciones	de	la	JIFE	promulgo	en	el	año	2003	
un	amplio	marco	regulatorio	para	 la	 fiscalización	de	precursores,	que	incluía	 los	pro‐
ductos	 farmacéuticos	 que	 contenían	 esas	 sustancias,	 como	 resultado,	 el	 volumen	 de	
seudoefedrina	importado	al	Canadá	volvio	a	los	niveles	necesarios	para	atender	finali‐

















do	 introducidos	 de	 contrabando	 ocultos	 en	 un	 cargamento	 de	 arroz	
proveniente	de	Pakistán.24.	
Como	 es	 sabido	 la	 fabricación	 ilícita	 de	metanfetamina	 es	motivo	 de	
gran	preocupación	en	los	Estados	Unidos	de	América	y	el	Canadá,	don‐
de	 con	 frecuencia	 se	 desmantelan	 varios	 de	 los	 denominados	 “súper	




que	 contienen	 seudoefedrina.	 Se	 cree	que	por	 las	medidas	de	 control	
implementadas	en	 los	Estados	Unidos	de	América	algunos	 traficantes	








kilogramos	 de	 seudoefedrina	 a	 través	 de	 Belice	 y	 350.000	 tabletas	 de	




venientes	 de	 Suiza	 (siete	 toneladas	 de	 seudoefedrina),	 cuatro	 envíos	






provenientes	 de	 Alemania	 y	 la	 India	 (20	 toneladas	 de	 seudoefedrina),	
más	otras	23	toneladas	de	esta	sustancia	provenientes	de	otros	países25.	





res	 de	 preparados	 farmacéuticos	 que	 contienen	 seudoefedrina	 desti‐
nados	a	América	del	Norte,	así	como	la	elaboración	de	un	marco	para	
realizar	 una	 evaluación	 subregional	 de	 las	 necesidades	 legitimas	 del	
precursor	antes	mencionado	por	parte	de	Canadá,	 los	Estados	Unidos	
de	América	y	México.	También	hay	que	señalar	que	se	fortalecieron	las	
medidas	 de	 control	 por	 las	 autoridades	 competentes	 de	 los	 Estados	
Unidos	 de	 América	 y	 Canadá	 sobre	 los	 envíos	 de	 efedrina.	 Todas	 las	
medidas	adoptadas	posiblemente	influyeron	en	que	las	importaciones	
tanto	de	efedrina	como	seudoefedrina	en	América	del	Norte	y	México	
disminuyeran,	 y	 como	 consecuencia	 de	 esto	 se	 registraron	 aumentos	


































metanfetamina,	 en	 reemplazo	 de	 la	 decreciente	 fabricación	 de	meta‐
cualona.	 Mientras	 que	 en	 el	 año	 2006	 se	 descubrieron	 tentativas	 de	












seudoefedrina	 disminuyeron	 notablemente	 en	 los	 Estados	 Unidos	 de	
América	pasando	de	175	toneladas	en	el	año	2004	a	1,5	toneladas	en	el	











de	 seudoefedrina,	 destinadas	 ambas	 a	Belice.	 Siempre	 en	 este	mismo	
año	se	detecto	un	caso	de	tentativa	de	desviación	desde	la	India	de	me‐
dia	tonelada	de	efedrina	destinada	a	Santa	Lucia	(isla	del	caribe),	des‐




parte	 de	 la	 efedrina	 incautada	 correspondió	 a	 China,	 Indonesia	 y	
Myanmar.	Por	otra	parte	hay	que	señalar	que	en	el	año	2006	socieda‐






	 Las	 incautaciones	 de	 efedrina	 en	 Europa	 aumentaron	 en	 el	 periodo	
2005‐	2006	en	relación	con	el	año	anterior.	Realizándose	decomisos	de	
este	precursor	en	14	países,	 los	más	destacados	se	realizaron	en	Ale‐
mania,	Bulgaria,	 la	 Federación	de	Rusia,	Grecia	 y	Rumania.	 Investiga‐





tados	 la	mayor	 parte	 correspondió	 a	 la	 efedrina,	 introducida	 de	 con‐
trabando	en	Australia	desde	Sudáfrica	y	Vietnam,	y	a	la	seudoefedrina	
incautada	 en	Nueva	 Zelanda.	 En	 ambos	 países	 los	 preparados	 farma‐
céuticos	fueron	la	principal	fuente	de	la	seudoefedrina	incautada	en	la	
frontera	y	en	laboratorios	clandestinos.	El	contrabando	y	el	uso	de	co‐














de	 los	medicamentos	que	desean	comprar,	y	proporciona	 también	a	 la	
policía	 información	 de	 inteligencia	 sobre	 actividades	 ilícitas.	 Este	 pro‐
yecto	se	comenzó	a	implementar	a	nivel	nacional	en	el	año	200731.	
	 Como	 respuesta	 al	 aumento	 observado	 en	 el	 año	 2006	 del	 envío	 de	
remesas	sospechosas	de	efedrina	y	seudoefedrina	hacia	países	de	Áfri‐
ca,	América	Central,	América	del	Sur	y	Asia	Occidental,	el	grupo	de	ta‐














dores	 y	 de	 transito	 de	 los	 precursores	 antes	 señalados.	 Durante	 la	
misma	los	organismos	competentes	de	22	países	y	territorios	suminis‐
traron	 información	 sobre	1.399	 remesas	 despachadas	 en	 el	 comercio	
internacional.	 Las	 remesas	estaban	destinadas	a	119	países	o	 territo‐
rios	 y	 su	 volumen	 total	 ascendía	 153,43	 toneladas	 de	 efedrina	 y	 652	
toneladas	de	seudoefedrina.	La	Junta	inicio	indagaciones	sobre	la	legi‐
timidad	de	187	de	esas	 remesas	 con	gobiernos	de	54	estados,	 lo	que	
permitió	 detectar	 35	 transacciones	 sospechosas.	 Se	 logró	 determinar	










blecer	que	el	 incremento	de	vigilancia	 sobre	 la	efedrina	y	 la	 sudoefe‐
drina	ha	llevado	a	los	traficantes	a	obtener	sustancias	que	no	están	in‐
cluidas	en	los	cuadros,	por	lo	cual	la	JIFE	hizo	un	llamado	a	las	autori‐
dades	competentes	de	 todos	 los	países	y	 territorios	para	que	estable‐
cieran	mecanismos	 adecuados	 para	 detectar	 transacciones	 sospecho‐
sas	de	estas	sustancias	no	catalogadas32.		




co	 las	autoridades	 competentes	decomisaron	casi	20	 toneladas	de	un	
derivado	de	la	efedrina	no	sujeto	a	fiscalización,	el	acetato	de	N‐acetil	
pseudoefedrina.	Las	autoridades	de	Sudáfrica	también	informaron	a	la	
Junta	 de	 intentos	 de	 producción	 de	 efedrina	 a	 partir	 de	 N‐metil‐DL‐
alanina.	En	el	mes	de	abril	del	año	antes	señalado	las	autoridades	com‐
petentes	 de	 Camboya	 desmantelaron	 un	 gran	 laboratorio	 de	 fabrica‐
ción	 ilícita	 de	metanfetamina	 que	 venia	 utilizando	 cloruro	 de	 tionilo	

























las	que	se	 tenía	sospecha	de	que	 iban	a	ser	utilizadas	para	 la	 fabrica‐
ción	 ilícita	de	metanfetamina.	Es	preciso	señalar	que	durante	el	desa‐







sos	 de	 intentos	 de	 desviación	 de	 efedrina	 y	 seudoefedrina	 en	 los	 si‐

























troducir	 posteriormente	 las	 remesas	 de	 contrabando	 en	 América	 del	
Norte	y	otras	regiones35.		
	 En	 el	 caso	 del	 continente	 africano	 la	 JIFE	 se	mostró	 preocupada	 por	
















cordar	 que	 Somalia	 al	 igual	 que	 varios	 estados	 africanos	no	 están	 en	
condiciones	de	 responder	oportunamente	 a	 las	notificaciones	previas	






















transacciones	 sospechosas	 e	 investigaciones	de	 rastreo.	 La	nueva	 ini‐
ciativa,	denominada	Operación	Ice	Block,	se	desarrolló	del	2	de	enero	al	
30	de	septiembre	del	2008.	Esta	operación	se	centró	en	el	comercio	de	




to	 primario	 para	 identificar	 transacciones	 sospechosas	 fue	 el	 sistema	
PEN	Online37.	Esta	operación	por	decisión	del	grupo	de	tareas	del	Pro‐
yecto	Prisma	se	amplió	hasta	el	año	2009	con	los	mismos	objetivos38.	




219	 indagaciones	 sobre	 la	 legitimidad	 de	 las	 transacciones.	 Lo	 que	
permitió	identificar	49	transacciones	sospechosas.	Como	consecuencia	
directa	 de	 la	 operación	 se	 logró	 incautar	 49	 toneladas	 de	 efedrina	 y	







farmacéuticos	 que	 contienen	 efedrina	 y	 seudoefedrina	 continuaba	
siendo	un	problema	de	suma	importancia39.		

















farmacéutico	que	 supuestamente	 se	 iba	 a	despachar	 a	Kenia,	 sin	 em‐




a	 partir	 de	 esta	 sustancia	 iba	 a	 ser	 exportado	 a	México,	 los	 Emiratos	










bre	 el	 mayor	 volumen	 de	 incautaciones	 (10	 toneladas),	 seguido	 por	
China	(5,8	toneladas)	y	México	(3,7	toneladas).	En	contraste	con	la	in‐
formación	 recabada	 a	 través	 del	 Proyecto	 Prisma,	 que	 indicaban	 una	
desviación	 a	 gran	 escala	 de	 preparados	 farmacéuticos	 que	 contienen	
efedrina,	únicamente	nueve	países	 comunicaron	pequeños	decomisos	



















na.	 El	 peso	 total	 comunicado	 de	 la	 efedrina	 bruta	 incautada	 fue	 de	
12.637,47	 kilogramos	 y	 las	mayores	 proporciones	 correspondieron	 a	
China	(6.700	kilogramos)	y	a	México	(3.293	kilogramos).	El	resto	de	los	
decomisos	 de	 efedrina	 se	 realizaron	 en	Australia	 (1.103	 kilogramos),	
Myanmar	(750	kilogramos),	Filipinas	(204	kilogramos),	 los	Países	Ba‐
jos	(135	kilogramos),	el	Canadá	(105	kilogramos)	y	los	Estados	Unidos	
de	 América	 (104	 kilogramos).	 A	 diferencia	 del	 año	 anterior,	 en	 este	
mismo	 periodo,	 17	 países	 notificaron	 incautaciones	 de	 preparados	
farmacéuticos	 que	 contenían	 efedrina	 por	 un	 total	 de	 861,1	 kilogra‐
mos;	Bélgica	decomiso	810	kilogramos,	Australia	incauto	27,8	kilogra‐
mos	y	Nueva	Zelanda	23,3	kilogramos.	Los	gobiernos	también	informa‐






ficaron	 siete	 incautaciones,	 la	mayor	de	 ellas	de	3.768	kilogramos	de	
















de	preparados	 farmacéuticos	es	bastante	 limitada,	 lo	 cual	no	permite	
valorar	la	importancia	cada	vez	mayor	en	la	fabricación	de	estimulan‐
tes	de	tipo	anfetamínico42.		










sus	operaciones	 ilícitas.	 Ejemplo	de	 ello	 ocurrió	 en	Etiopía	donde	 los	
traficantes	 intentaban	 expedir	 dos	 remesas	 de	 seudoefedrina	 y	 una	
remesa	 de	 efedrina,	 que	 sumaban	 un	 total	 de	 12,5	 toneladas.	 Dichas	
remesas	iban	acompañadas	de	unas	licencias	de	importación	falsifica‐
das,	 afortunadamente	 fueron	 detenidas	 a	 petición	 de	 las	 autoridades	
de	 Etiopía.	 La	 República	 Unida	 de	 Tanzania	 de	 la	misma	manera	 fue	
víctima	de	la	falsificación	de	permisos	de	importación,	también	hay	que	
señalar	que	algunos	países	de	África	importan	volúmenes	de	estas	sus‐



































lia.	 En	 la	 India	 se	 desmanteló	 en	Mumbai	 un	 laboratorio	 clandestino	












los	 organismos	 gubernamentales	 de	 vigilar	 de	 forma	 adecuada	 el	 co‐
mercio	de	precursores	de	drogas	dentro	de	la	región45.	
	 Entre	 enero	 y	 septiembre	 del	 2008	 en	 el	 marco	 de	 la	 Operación	 Ice	
Block	la	Junta	logró	detectar	un	total	de	49	transacciones	sospechosas	
relacionadas	con	el	comercio	internacional	de	efedrina	y	seudoefedrina	





bruta,	 la	mayoría	 de	 estas	 remesas	 correspondían	 a	materia	 prima	 y	
sólo	11	de	ellas	a	preparados	farmacéuticos.	Después	de	este	periodo	
se	produjo	un	descenso	considerable	del	desvío	de	estas	sustancias	en	
bruto	 del	 comercio	 internacional,	 así,	 el	 70%	 de	 los	 casos	 de	 envíos	



















el	mes	 de	 octubre	 del	 año	 2008	 las	 autoridades	 francesas	 realizaron	










llones	 de	 comprimidos	 de	 seudoefedrina	 provenientes	 de	 Vietnam,	











en	el	año	2009	 las	Autoridades	de	 los	Estados	Unidos	de	América	 in‐
cautaron	 cinco	millones	 de	 comprimidos	de	 seudoefedrina	proceden‐
tes	de	 la	 India	 en	 ruta	hacia	Haití,	 cuyo	destino	 era	México.	Mientras	
que	 en	 Honduras	 se	 descubrieron	 dos	 remesas	 de	 seudoefedrina	 de	
tres	 y	 dos	millones	 de	 comprimidos	 respectivamente,	 las	 dos	 prove‐
nientes	de	Bangladesh	y	con	destino	a	México.	También	las	autoridades	
mexicanas	 decomisaron	 198.000	 comprimidos	 de	 esta	 sustancia	 que	
provenían	de	Bangladesh.	En	América	del	Sur	las	autoridades	de	Chile	
notificaron	 varias	 incautaciones	 del	 precursor	 antes	 mencionado,	 la	
mayor	de	1.000	kilogramos,	que	iban	a	ser	enviadas	a	México.	Argenti‐


















                                                          






seudoefedrina.	 En	 el	 laboratorio	 se	 extraía	 de	 este	 preparado	 la	 seu‐
doefedrina,	para	convertirla,	una	vez	aislada	en	metanfetamina.	En	el	
lugar	 además	 se	 encontraron	 grandes	 cantidades	 de	 precursores	 de	
drogas	 secundarios	 como	 3.250	 kilogramos	 de	 yodo,	 1.850	 litros	 de	
ácido	hipofosforoso	y	3.250	kilogramos	de	hidróxido	de	sodio48.	
	 Hay	que	destacar	que	año	2010	la	totalidad	de	intentos	de	desviación	y	
de	 las	 incautaciones	de	preparados	 farmacéuticos	que	contenían	seu‐



















drina,	 tanto	 como	materia	 prima	 como	 bajo	 la	 forma	 de	 preparados	
farmacéuticos.	Estas	 incautaciones	se	 realizaron,	en	su	mayoría,	en	el	
puerto	marítimo	de	Manzanillo	 (Colima)	 donde	 se	 decomisaron	 ocho	
toneladas	en	cinco	remesas.	En	el	mes	de	abril	del	año	2010	las	autori‐
dades	 de	 este	 país	 comunicaron	 una	 incautación	 de	 3,7	 toneladas	 de	
seudoefedrina,	la	cual	se	realizo	en	el	puerto	de	Veracruz	en	un	buque	
procedente	de	la	India.	Las	autoridades	de	Paraguay,	Chile,	Alemania	y	










de	2.500	kilogramos	de	 cloruro	de	 tionilo,	 sustancia	que	 se	utiliza	de	











organizaciones	 criminales	 dedicadas	 al	 narcotráfico	 tanto	 en	 México	










trata	de	 la	planta	Sida	cordifolia	que	 contiene	varios	alcaloides,	 entre	
                                                          
50		 Ibidem.,	p.	7.	En	la	India	se	ha	informado	de	la	fabricación	ilícita	de	efedrina.	Informe	de	











tralianas	 incautaron	un	 total	de	128	kilogramos	de	extracto	 en	polvo	
de	 la	 planta	 antes	mencionada,	 antes	 ya	 habían	 encontrado	 esta	 sus‐
tancia	en	un	pequeño	laboratorio	clandestino	que	se	dedicaba	a	 la	 fa‐




	 Es	 preciso	 señalar	 que	 existe	 una	 tendencia	 a	 la	 disminución	 de	 las	
incautaciones	de	efedrina	y	seudoefedrina	a	nivel	mundial,	lo	que	posi‐
blemente	se	deba	en	parte	al	incremento	del	uso	del	sistema	PEN	Onli‐
ne	 por	 la	mayoría	de	 los	países	 lo	 cual	 propicia	que	 se	detengan	una	
mayor	 cantidad	 de	 envíos	 antes	 de	 ser	 exportados	 y	 por	 ende	 no	 se	
produzcan	 los	decomisos.	La	otra	razón	de	tal	disminución	es	que	 los	
traficantes,	sobre	todo	en	México	están	utilizando	cada	vez	más	el	mé‐
todo	 P‐2‐P,	 empleando	 para	 sun	 elaboración	 ácido	 fenilacético,	 para	
fabricar	metanfetamina	para	lo	cual	recurren	a	sustancias	no	fiscaliza‐







tado	 los	 decomisos	 de	 ContacNT,	 una	 fórmula	 farmacéutica	 granular	











teniendo	 informaciones	 sobre	 la	 elaboración	de	 éxtasis.	 Global	 SMART	Update,	 volu‐
























drina	 que	 tenía	 como	 destino	 Austria.	 Se	 suspendió	 una	 remesa	 de	
































preparados	 que	 contenían	 seudoefedrina	 y	 447.078	 de	 comprimidos	
que	contenían	efedrina.	En	el	año	2011,	Australia,	China	(donde	existen	
más	de	 160.000	operadores	 que	 fabrican	 sustancias	 catalogadas),	 los	
Estados	Unidos	de	América,	 la	 India,	Malasia,	México,	 la	República	 Is‐
lámica	del	Irán	comunicaron	incautaciones	de	varias	toneladas	de	efe‐
drinas.	Debe	subrayarse	que	continuaron	reportándose	de	cuantiosas	
incautaciones	 de	 preparados	 farmacéuticos	 que	 contienen	 efedrina	 y	









la	 desaparición	 de	 grandes	 cantidades	 de	 preparados	 farmacéuticos	
                                                          





















	 En	México,	 al	 igual	 que	 en	América	 Central,	 siguen	disminuyendo	 las	
incautaciones	de	efedrina	y	seudoefedrina.	Lo	cual	se	debe	a	la	utiliza‐
ción	en	la	región	de	forma	predominante	del	método	P‐2‐P	para	fabri‐
car	metanfetamina.	Tan	es	 así	que	en	el	 año	2011	 las	 autoridades	de	
México	 sólo	 reportaron	 el	decomiso	de	315	kilogramos	de	efedrina	y	







forma	 farmacéutica	 granular	 de	 tipo	 bien	 definido	 que	 contiene	 seu‐
doefedrina.	Australia	desmantelo	un	total	de	703	laboratorios	clandes‐




	 En	 el	 año	 2013	 la	 Junta	 continuó	mostrando	 su	 preocupación	 por	 lo	
elevadas	que	son	las	necesidades	legítimas	de	importación	de	efedrina	
y	 seudoefedrina,	 y	 por	 el	 consiguiente	 riesgo	 de	 desviación	 de	 estos	
precursores	a	canales	del	comercio	ilícito	en	muchos	países	de	Asia	oc‐
cidental.	Claro	ejemplo	de	ello	es	Pakistán	que	según	sus	reglamentos	








expedientes	 judiciales	 se	 alega	que	 a	 algunas	 empresas	 les	 asignaron	
contingentes	muy	por	encima	de	esa	cantidad	y	que	no	pudieron	expli‐
car	 qué	 había	 sucedido	 con	 esas	 asignaciones	 de	 precursores.	 Por	 lo	
cual	las	autoridades	competentes	de	ese	país	han	continuado	sus	inves‐
tigaciones	para	determinar	si	ha	existido	desviación	de	efedrina	en	di‐




lario	D	 que	 se	 había	 incautado	 un	 total	 de	 36	 toneladas	 de	 efedrina	 y	
seudoefedrina	a	granel	y	en	forma	de	preparados	farmacéuticos.	La	dis‐
minución	de	las	incautaciones,	en	relación	al	año	anterior,	posiblemente	
se	 debe	 a	 los	 cambios	 sobrevenidos	 en	 los	 procesos	 de	 fabricación	 de	
metanfetamina	a	base	de	los	ésteres	del	ácido	fenilacético	y	la	P‐2‐P.	Un	































	 La	 Junta	 señala	 que	 el	 aumento	 del	 tráfico	 de	 precursores	 en	 África,	






los	 instrumentos	 de	 que	 se	 dispone	 para	 vigilar	 la	 corriente	 interna‐
cional	de	precursores.	También	 informó	 la	 JIFE	que	 los	 traficantes	de	
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tificaciones	 previas	 a	 la	 exportación	 de	 efedrina	 y	 seudoefedrina	 en	
bruto	y	en	forma	de	preparados	farmacéuticos.	Las	remesas	notificadas	





muchas	 de	 estas	 remesas,	 fundamentalmente	 por	 que	 las	 empresas	
importadoras	no	estaban	autorizadas	para	realizar	tales	operaciones	o	
bien	porque	no	habían	solicitado	dichas	remesas.	Entre	las	que	desta‐
camos	 las	 siguientes:	30	kilogramos	de	seudoefedrina	de	 la	 India	para	
Honduras,	75	kilogramos	de	la	India	para	Zimbabwe,	100	kilogramos	de	
efedrina	de	la	India	para	la	República	Democrática	del	Congo,	311	kilo‐






tal,	 y	 que	 a	 partir	 del	 año	2009	 los	 decomisos	 de	 estas	 sustancias	 se	
han	desplazado	ligeramente	de	América	del	Norte	a	 las	regiones	veci‐
nas	de	Centroamérica	y	el	Caribe	y	América	del	Sur.	En	el	año	2013	a	
través	del	 formulario	D	un	 total	de	33	países	y	 territorios	reportaron	
incautaciones	de	efedrina,	de	los	cuales	21	comunicaron	decomisos	de	
















280	 kilogramos	de	2‐bromopropiofenona,	 producto	 intermedio	 cono‐
cido	en	 la	 fabricación	de	efedrina	y	seudoefedrina	y	precursor	 fiscali‐
zado	de	categoría	1	en	ese	país68.	
	 Como	todos	sabemos	en	Europa	se	fabrica	de	forma	ilícita	tanto	anfe‐






fetamina	 se	 fabrica	 en	 los	 Estados	 Bálticos	 y	 en	 Europa	 Central.	 Hay	





























ma	de	preparados	 farmacéuticos.	 Los	 decomisos	más	 importantes	 en	
forma	de	preparados	se	realizaron	en	Bulgaria	(840	kilogramos),	Mala‐
sia	(112	kilogramos)	y	la	República	Checa	(150	kilogramos)70.	
	 Para	 tener	una	mejor	perspectiva	de	 la	situación	es	necesario	señalar	
que	del	año	2004	al	año	2013	se	reportó	a	 través	del	 formulario	D	 la	
incautación	de	307.390	 kilogramos	de	 seudoefedrina	 a	nivel	mundial	
(cantidad	con	la	que	podría	fabricarse	un	total	de	204.927	kilogramos	





año	 2012	 y	 15.571	 kilogramos	 en	 el	 año	 2013.	 Los	 decomisos	 de	 este	
precursor	se	llevaron	a	cabo	en	34	países	del	mundo	pertenecientes	a	los	
cinco	 continentes.	 Los	 países	 que	 realizaron	 incautaciones	 de	 más	 de	
1.000	kilogramos	en	este	periodo	fueron:	los	Estados	Unidos	de	América	
(203.160	kilogramos),	México	 (17.039	kilogramos),	Guatemala	 (14.030	
kilogramos),	 Honduras	 (22.566	 kilogramos),	 la	 India	 (11.446	 kilogra‐
mos),	China	(4.824	kilogramos),	Filipinas	(18.012	kilogramos),	Myanmar	
(3.272	kilogramos)	y	Australia	(3.461	kilogramos)72.	
	 Del	 año	2004	al	 año	2013	 se	 reportaron	 a	 través	del	 formulario	D	el	
decomiso	 de	 un	 total	 de	 249.955	 kilogramos	 de	 efedrina	 en	 todo	 el	
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mos	 de	 anfetamina	 o	 metanfetamina)73,	 desglosados	 de	 la	 siguiente	











gramos),	 la	 India	 (13.068	 kilogramos),	 República	 Islámica	 del	 Irán	










mercio	 internacional	 de	 estas	 sustancias	 es	 muy	 elevado	 y	 complejo	
pues	 circulan	 por	 casi	 la	 totalidad	 de	 países	 o	 territorios	 del	mundo,	
siendo	muchos	países	exportadores	a	la	vez	importadores	y	de	reexpe‐
dición	 de	 estos	 precursores,	 en	 cuanto	 a	 las	 rutas	 utilizadas	 hay	 que	
decir	que	prácticamente	nunca	 las	sustancias	viajan	de	un	país	a	otro	
directamente.	 Hemos	 pasado	 de	 los	 21	 países	 exportadores	 de	 estos	
precursores	de	drogas	en	el	año	2004	a	los	41	países	exportadores	del	























das,	 siempre	 es	 superior	 al	 nivel	 reportado	 a	 través	 del	 sistema	PEN	
Online.	Además	hay	que	tener	en	cuenta	que	existe	evidencia	de	la	fa‐
bricación	 de	 ambas	 sustancia	 en	 distintas	 regiones	 del	 mundo,	 utili‐
zando	 para	 ello	 una	 serie	 de	 sustancias	 no	 catalogadas	 (N‐
acetilseudoefedrina,	 N‐metil‐DL‐alanina,	 1‐fenilacetilcarbinol,	 metila‐
mina,	cloruro	de	tionilo,	P‐1‐P,	2‐bromopropiofenona	entre	otras	sus‐
tancias)	 y	 sustancias	naturales	 como	 la	efedra	 o	 la	 sida	cordifolia,	 sin	
que	 pueda	 determinarse	 que	 porcentaje	 representa	 en	 la	 producción	





el	papel	que	 juegan	el	uso	de	 los	preparados	 farmacéuticos	de	 la	efe‐
drina	y	 la	 seudoefedrina,	mucho	más	difíciles	de	 controlar,	en	 la	pro‐
ducción	ilícita	de	drogas.	Todo	lo	cual	propicia	que	las	incautaciones	de	
efedrina	sean	actualmente	un	poco	menores	que	hace	10	años,	y	estén	
muy	por	debajo	del	promedio	anual	de	decomisos,	 y	que	 las	 incauta‐
ciones	de	seudoefedrina	hayan	experimentado	un	descenso	espectacu‐
lar,	 constituyendo	 en	 la	 actualidad	 el	 9%	 de	 las	 realizadas	 en	 el	 año	



















































Proyecto	Prisma	en	dos	 reuniones	 la	primera	 realizada	 en	marzo	del	
2006	en	Viena	y	otra	realizada	en	septiembre	de	este	mismo	año	en	la	










Suecia	donde	 se	decomisaron	dos	 toneladas	de	efedra	declaradas	 fal‐
samente	 como	un	producto	natural	 distinto.	 Además	desde	 inicio	 del	
año	2005,	se	comunicaron	a	 la	JIFE	más	de	30	casos	sospechosos	que	
suponían	más	de	2.100	toneladas	de	efedra.	En	la	mayoría	de	los	casos	
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de	 efedra,	 produciéndose	 una	 disminución	 de	 sus	 exportaciones	 en	 el	
periodo	2005‐200779.	En	el	año	2008	las	autoridades	aduaneras	de	Ale‐























                                                          





























pobre,	 con	una	 tasa	de	desempleo	muy	alta	 y	un	nivel	 de	 corrupción	
importante,	donde	los	narcotraficantes	ya	operan	utilizando	su	territo‐
rio	como	ruta	de	 transito	para	 transportar	remesas	 ilícitas	de	drogas,	
fundamentalmente	de	heroína	y	opio,	del	Afganistán	a	los	países	de	la	
Comunidad	de	 estados	 independientes	 y	 a	Europa,	 es	decir	 ya	 tienen	
una	 infraestructura	 creada	 en	 Kirguistán,	 país	 donde	 las	 plantas	 de	




	 En	 todo	 caso	 hay	 que	 aclarar	 que	 las	 incautaciones	 de	 efedra	que	 se	
han	realizado	en	laboratorios	clandestinos	de	metanfetamina	son	poco	
habituales	 y	 representan	 una	 pequeña	 porción	 de	 las	 sustancias	 que	
normalmente	 se	ocupan	en	 los	mismos.	Las	autoridades	 competentes	
de	Australia,	Kirguistán	y	Nueva	Zelanda	 informaron	en	 formulario	D	
                                                          




















autoridades	 de	 este	 país	 no	pudieron	 establecer	 si	 la	 efedrina	 estaba	
destinada	 al	 mercado	 interno	 o	 al	 internacional.	 También	 es	 preciso	
señalar	que	en	este	periodo	se	han	encontrado	plantas	de	Sida	cordifo‐
lia,	y	sus	extractos	que	contienen	efedrina,	en	laboratorios	de	metanfe‐












lia	 Interior,	 la	 Región	Autónoma	de	 Xianjiang	Uighur,	 la	 Provincia	 de	
Gansu	y	la	Región	autónoma	de	Ningxia87.	Nosotros	creemos	que	la	po‐
















anfetamina,	 metanfetamina	 y	 4‐metil‐aminorex	 (euphoria),	 así	 como	
que	este	precursor	de	drogas	se	añadió	al	Cuadro	I	de	la	Convención	de	
1988	en	el	mes	de	de	noviembre	del	2000	en	cumplimiento	de	una	re‐
comendación	de	 la	 JIFE88.	Sin	embargo	hay	que	decir	que	 las	 incauta‐
ciones	 de	 este	 precursor	 de	 drogas	 entre	 el	 año	 2001	 y	 el	 año	 2006	
fueron	muy	bajas,	siempre	de	menos	de	20	kilogramos	anuales	a	nivel	
mundial.	Como	se	ha	 ido	exponiendo	a	 lo	 largo	de	este	 trabajo	 los	 fa‐
bricantes	 de	 drogas	 ilícitas	 siempre	 buscan	 la	manera	 de	 diversificar	
los	precursores	que	pueden	desviar	para	elaborar	estimulantes	de	tipo	
anfetamínico.	 En	 respuesta	 a	 las	 rigurosas	medidas	 de	 control	 de	 las	









comisaron	 un	 total	 de	 230	 kilogramos	 de	 este	 precursor	 de	 drogas.	





lar	 que	 este	 consistió	 en	 envíos	 de	 remesas	 realizadas	 por	 12	 países	







exportadores	 de	 un	 promedio	 de	 43	 toneladas	 anuales	 a	 un	 total	 33	


























                                                          
90		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2010…,	
pp.	9,	16‐41.	Precursores	y	productos	químicos	 frecuentemente	utilizados…,	correspon‐















tanfetamina,	 ni	 disponemos	 de	 información	 de	 que	 esta	 sustancia	 se	












cantes	de	Europa	para	utilizarla	en	 la	 fabricación	 ilícita	de	anfetamina.	
Sin	embargo,	posiblemente,	debido	a	los	controles	y	la	fiscalización	más	
estricta	que	se	fue	imponiendo	sobre	este	precursor,	los	traficantes	em‐
pezaron	 a	 usar	 sucedáneos	no	 fiscalizados	 como	 el	 benzaldehído.	 Es	 a	
partir	de	la	segunda	mitad	de	los	años	noventa	que	los	decomisos	de	la	
P‐2‐P	empezaron	a	aumentar	ligeramente,	tanto	en	Europa	como	en	los	
Estados	Unidos	de	América,	 lo	 cual	probablemente	 respondió	al	hecho	























un	 comercio	 internacional	muy	 limitado,	 lo	 que	hizo	pensar	 a	 la	 JIFE	





	 En	 el	 año	 2003	 los	 decomisos	 de	 P‐2‐P	 fueron	 limitados.	 Los	 Países	
Bajos	 reportaron	una	 incautación	de	500	 litros	y	otra	de	5.500	 litros,	
reportando	las	autoridades	competentes	de	este	país	que	los	precios	en	
el	 mercado	 negro	 de	 esta	 sustancia	 se	 mantuvieron	 estables,	 lo	 que	
demuestra	que	los	traficantes	todavía	podían	obtener	este	precursor	y	





                                                          


































país	 desde	 el	 que	 se	 hace	 el	 pedido	 debería	 de	 realizar	 un	 examen	 a	
fondo	para	establecer	el	uso	final	que	se	piensa	dar	a	la	sustancia	y	los	























cuatro	 toneladas	 de	 esta	 sustancia	 catalogada	 de	 China	 a	 Vietnam	 a	
través	de	la	RAE	Hong	Kong	de	China.	Además	hay	que	señalar	la	inter‐
ceptación	de	50	litros	de	P‐2‐P	cuando	se	estaba	tratando	de	introducir	
de	 contrabando	 el	 envío	 en	 transbordador	 de	 Lituania	 a	 Alemania,	
siendo	la	P‐2‐P	de	muy	baja	calidad,	datos	que	apuntan	hacia	la	posibi‐
lidad	 de	 que	 se	 esté	 fabricando	 ilícitamente	 P‐2‐P	 en	 Europa,	 funda‐
mentalmente	 en	Ucrania,	 la	 Federación	de	Rusia	 y	probablemente	 en	
Lituania99.		




la	 Federación	 de	 Rusia,	 los	 Países	 Bajos,	 Polonia	 y	 Turquía,	 en	 tanto	
que	Canadá	y	los	Estados	Unidos	de	América	comunicaron	incautacio‐
nes	más	pequeñas.	 Las	 autoridades	de	Polonia	 señalaron	 como	causa	
del	aumento	de	las	incautaciones	de	P‐2‐P	(1.085	litros)	el	éxito	de	las	
operaciones	 conjuntas	 llevadas	 a	 cabo	 en	 la	 región	 europea.	Hay	que	
destacar	 que	 la	mayor	 parte	 de	 las	 remesas	 decomisadas	 en	 Polonia	























fabricar	 de	 manera	 ilícita	 anfetaminas.	 También	 recomienda	 la	 JIFE	
que	se	vigilen	esos	productos	 industriales	de	 la	misma	 forma	que	 los	







de	 efedrina	 y	 seudoefedrina,	 incluidos	 los	 preparados	 farmacéuticos	
que	contienen	estas	sustancias,	la	efedra	y,	en	la	medida	que	resultara	
posible	en	 identificar	expediciones	de	este	 tipo,	así	 como	el	 comercio	
de	P‐2‐P,	que	es	el	tema	que	nos	ocupa	en	este	apartado,	y	del	ácido	fe‐














infección,	 hay	 que	 señalar	 que	 al	 mismo	 tiempo,	 las	 autoridades	 de	













contener	 anfetamina	 (denominado	 localmente	 “captagon”).	 La	 Junta	
recomendó	una	vez	más	para	evitar	los	riesgos	de	desvío	de	este	pre‐
cursor	que	 reemplacen	 la	utilización	del	mismo	por	alguno	de	 los	di‐
versos	productos	químicos	disponibles	para	la	formulación	de	produc‐
tos	de	 limpieza	y	desinfección104.	Queremos	señalar	que	en	el	mes	de	














cia	 identificada	 era	 un	 aditivo	de	bisulfito	P‐2‐P	 o	bisulfito	BMK,	que	
tiene	el	aspecto	físico	de	un	cristaloide	sólido	blanco	húmedo.	Este	adi‐




MDP‐2‐P	 que	 presenta	 semejanzas	 estructurales	 con	 la	 P‐2‐P,	 por	 lo	
que	podría	disimularse	mediante	la	formación	de	un	aditivo	de	bisulfi‐

























camión	 con	553,5	 litros	de	 este	precursor	ocultos	 en	una	 cisterna	de	
combustible.	Polonia	y	Estonia	informaron	del	decomiso	de	39	y	22	li‐
tros	de	esta	sustancia	respectivamente	y	los	demás	países	que	realiza‐













ca	realizaron	 la	 incautación	de	más	de	una	 tonelada	de	alfa‐	 fenilace‐
toacetonitrilo	(APAAN),	precursor	mediato	de	la	P‐2‐P,	en	ruta	de	Asia	















16	 países	 importadores,	 cantidad	 que	 incluye	 una	 expedición	 indivi‐
dual	 de	 8.865	 litros	 a	 Jordania,	 por	 este	 envío	 el	 país	 generó	 por	 se‐
gundo	año	consecutivo,	 la	mayor	parte	del	 comercio	 internacional	de	























nia,	Bulgaria,	 Lituania	 y	Polonia.	En	 el	mes	de	 agosto	del	 año	2010	en	
Bélgica	se	realizó	una	 incautación	de	5.000	litros	de	este	precursor,	un	











telamiento	de	 laboratorios	 clandestinos	dedicados	a	 la	 fabricación	de	
P‐2‐P.	En	los	laboratorios	detectados	en	Lituania	y	Hong	Kong,	el	obje‐
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se	decomisaron	un	 total	 de	349.344	 litros	 (cifra	 record).	 Sin	 embargo	hay	que	decir	
que	estas	cantidades	son	sumamente	limitadas	si	se	tiene	en	cuenta	el	nivel	de	la	pro‐




















taciones	de	P‐2‐P	por	un	monto	 total	de	26.924	 litros,	 el	 volumen	de	
incautaciones	más	importante	reportado	desde	el	año	2005,	la	mayoría	
de	estos	decomisos	(el	95%)	fueron	realizados	por	México	(14.203	li‐
tros),	el	Canadá	(5.924	 litros)	y	Bélgica	 (5.050	 litros).	 Informaron	so‐
bre	incautaciones	menores	en	Hong	Kong	RAE	de	China	(660	litros)	y	








P‐2‐P.	 Las	 autoridades	 de	 los	 Países	 Bajos	 informaron	 a	 la	 Junta	 del	





da	 ilícitamente	 a	 partir	 de	 APAAN	 es	 considerablemente	más	 barata	
que	la	que	se	encuentra	en	el	mercado	ilícito113.	No	obstante	la	JIFE	se‐
ñaló	que	se	sigue	sintetizando	P‐2‐P	a	partir	del	ácido	fenilacético	y	sus	




























P‐2‐P,	 los	decomisos	más	 importantes	 fueron	 reportados	por:	México	
(2.182	 litros),	 la	 Federación	 de	 Rusia	 (1.060	 litros),	 Lituania	 (600	 li‐
tros),	Bulgaria	 (545	 litros).	Es	 importante	 señalar	que	un	examen	 fo‐
rense	del	perfil	de	 la	metanfetamina	 incautada	en	 los	Estados	Unidos	












cia	 en	 el	 año	 2012.	 En	 este	 año	 autoridades	 de	 Bélgica,	 Bulgaria,	 los	
Países	Bajos	 y	Rumania	 comunicaron	 por	medio	 del	 sistema	PICS	 17	
incidentes	 relativos	 a	13,6	 toneladas	de	esta	 sustancia	no	 catalogada,	







en	 todos	 los	 casos	 la	 sustancia	 provenía	 de	China.	 Siempre	 en	 el	 año	
2012	las	autoridades	de	Canadá	reportaron	por	medio	del	sistema	PICS	
la	incautación	de	dos	remesas	de	APAAN	provenientes	de	China	por	un	






lario	D	 correspondiente	 al	 año	2012	 sobre	 el	decomiso	de	 remesas	de	
APAAN	por	un	monto	de	17,5	toneladas.	Las	principales	incautaciones	se	
produjeron	en	Bélgica	 (7	 toneladas),	 los	Países	Bajos	 (6,8	 toneladas)	y	











totales	 han	 experimentado	 una	 leve	 disminución	 a	 partir	 del	 primer	
trimestre	del	año	2013.	Del	mes	de	noviembre	del	año	2012	al	mes	de	
octubre	del	año	2013	se	comunicaron,	mediante	el	sistema	PICS,	un	to‐
tal	de	29	 incidentes	 relacionados	con	esta	sustancia	por	 las	autorida‐
des	competentes	de:	Alemania,	Austria,	Bélgica,	Estonia,	Francia,	Leto‐
nia,	Luxemburgo	y	los	Países	Bajos.	Lográndose	determinar	que	la	de‐




sustancia,	 que	 luego	 fueron	 despachadas	 porque	 no	 existía	 legislación	



























de	 4.669	 litros.	 Sin	 embargo	 la	 JIFE	 señala	 que	 esa	 cifra	 no	 refleja	 la	
magnitud	de	la	fabricación	ilícita	de	metanfetamina	en	ese	país	con	el	
método	 P‐2‐P,	 porque	 las	 materias	 primas	 utilizadas	 en	 ese	 proceso	
consisten	principalmente	en	pre‐precursores	de	la	P‐2‐P,	como	los	és‐
















del	 laboratorio,	 se	 encontraron	 100	 kilogramos	 de	 la	 sustancia,	 que	
había	 sido	 importada	 desde	 China.	 En	 el	 operativo	 fueron	 detenidas	
cinco	personas,	 dos	 de	 ellas	 eran	químicos	 de	nacionalidad	China.	 La	
Junta	 informo	a	 todas	 las	autoridades	nacionales	 acerca	del	hecho	de	
que	el	análisis	químico	de	esta	sustancia	no	catalogada	podría	plantear	









ciones	 de	 benzaldehído:	 Alemania	 (94	 kilogramos),	 Estonia	 (15	 kilo‐




lacionado	con	 la	 introducción	de	contrabando	en	el	país	de	520	 litros	
de	esta	sustancia	no	catalogada.	En	este	mismo	periodo	le	informaron	a	
la	 JIFE	cuatro	gobiernos	de	 la	 realización	de	 incautaciones	de	metila‐
mina,	sustancia	que	junto	con	la	P‐2‐P	se	usa	en	la	fabricación	de	me‐
tanfetamina;	 los	 Estados	Unidos	 de	 América	 (6.929	 litros),	 Honduras	
(51.000	litros),	México	(197	toneladas	y	150.000	litros)	y	Polonia	(403	













y	por	ende	en	 la	 fabricación	de	anfetamina	y	metanfetamina,	 la	 Junta	
cursó	una	comunicación	al	Secretario	General	para	iniciar	de	forma	ofi‐
cial	 los	 trámites	 de	 clasificación	 en	 los	 cuadros	 del	 alfa‐

























































P‐2‐P	 incautada	este	mismo	año,	 lo	que	nos	da	una	 idea	de	 la	 impor‐
tancia	de	este	nuevo	precursor	en	 la	 fabricación	 ilícita	de	P‐2‐P	y	por	
ende	de	anfetamina	y	metanfetamina.	A	 finales	del	 año	2014,	 cuando	
esta	sustancia	ya	estaba	incorporada	al	Cuadro	I	del	Convenio	de	1988	





importadores,	 informaron	que	en	el	año	2013	habían	 impedido	 la	ex‐
portación	de	13,5	toneladas	de	APAAN127.	














de	 Polonia	 también	 comunicaron	 incautaciones	 de	 estas	mismas	 sus‐
tancias128.	
En	 el	 año	 2014	 se	 comunico	 la	 realización	 de	 incautaciones	 de	 este	
precursor	de	drogas	por	un	total	de	16.575	litros,	el	doble	que	el	año	
anterior.	Los	decomisos	más	importantes	se	llevaron	a	cabo	en:	México	
(5.982	 litros),	 Myanmar	 (4.800	 litros),	 China	 (3.241	 litros),	 Polonia	
(1.472	litros),	Lituania	(690	litros)	y	los	Países	Bajos	(480	litros).	Que‐
remos	destacar	que	 la	mayor	parte	de	 las	 incautaciones	realizadas	se	
llevaron	a	cabo	en	laboratorios	ilícitos,	habiéndose	fabricado	la	P‐2‐P	a	
partir	de	otros	precursores	de	drogas	como	el	APAAN	o	los	ésteres	del	
ácido	 fenilacético129.	 Queremos	 poner	 de	manifiesto	 que	 el	 comercio	
internacional	de	P‐2‐P	
Para	 tener	una	 visión	de	 conjunto	queremos	 señalar	que	el	 comercio	
internacional	de	P‐2‐P	es	bastante	reducido.	Del	año	2004	al	año	2013	
se	comercializó	un	total	de	202.815	litros	(cantidad	con	la	que	podrían	




se	 reportó	 la	 incautación	 de	 96.433	 litros	 de	 P‐2‐P	 a	 nivel	 mundial,	
desglosados	de	la	siguiente	forma:	32.684	litros	en	el	año	2004,	2.940	
litros	en	el	año	2005,	2.607	litros	en	el	año	2006,	834	litros	en	el	año	















do	 los	países	donde	 se	 realizaron	 los	mayores	decomisos	 en	 este	pe‐






















precursores	 de	 drogas	 siguen	 realizando	 esfuerzos	 por	 desviar	 P‐2‐P	





















lo,	 la	 P‐1‐P,	 la	 sal	 sódica	 de	 P‐2‐P	 ácido	 glicídico,	 la	 3‐oxo‐2‐









Del	 ácido	 fenilacético	hay	que	decir	que	 se	utiliza	 en	 los	 laboratorios	
ilícitos	 para	 elaborar	 P‐2‐P	 y	 por	 ende	 anfetamina	 y	metanfetamina.	
Del	año	2000	al	año	2003	las	incautaciones	de	ácido	fenilacético	fueron	
limitadas,	solo	Bulgaria,	Australia	y	los	Estados	Unidos	de	América	in‐
formaron	 sobre	 decomisos.	 Mientras	 que	 las	 autoridades	 del	 Reino	
Unido	de	Gran	Bretaña	e	 Irlanda	del	Norte	y	Sudáfrica	realizaron	con	
éxito	una	entrega	vigilada	de	esta	sustancia	que	permitió	el	desmante‐




pública	Democrática	 de	 Corea	 informó	 al	 país	 exportador	 que	 la	 em‐














tinatario	 del	 desvío	 original.	 Además	 en	 los	 Países	 Bajos	 informaron	
del	decomiso	de	48	kilogramos	de	esta	sustancia	catalogada	provenien‐
te	de	Ghana	que	estaba	siendo	introducido	de	contrabando	a	los	Países	






























drina	 y	 la	 seudoefedrina,	 el	 ácido	 fenilacético	 continuaría	 incremen‐




logada	a	 través	del	sistema	PEN	Online	a	que	 lo	hicieran	con	el	 fin	de	
ayudar	 a	 los	 países	 importadores	 a	 enfrentar	 mejor	 los	 intentos	 de	
desviación	 de	 este	 precursor	 de	 drogas139.	 Como	 ya	 hemos	 señalado	
antes	por	el	 fortalecimiento	de	 las	medidas	de	 control	 en	muchas	 re‐
giones,	particularmente	en	América	del	Norte,	Asia	Oriental	y	Oceanía,	
los	fabricantes	de	drogas	se	vieron	obligados	a	buscar	precursores	al‐
ternativos	 para	 producir	metanfetamina.	 En	 el	mes	de	 julio	 del	 2008	
las	autoridades	mexicanas	 informaron	de	una	 incautación	 importante	
de	sustancias	no	catalogadas,	entre	ellos	fenilacetato	de	metilo,	acetato	
de	feniletilo,	acetato	de	fenilamilo	y	fenilacetato	de	isobutilo.	Todas	es‐
tas	 sustancias	 son	ésteres	del	 ácido	 fenilacético,	 y	 como	 tales	pueden	
transformarse	 fácilmente	 en	 ácido	 fenilacético,	 precursor	 que	 estaba	
incluido	en	el	Cuadro	 II	 de	 la	Convención	de	1988.	Hay	que	 recordar	
que	esta	sustancia	catalogada	ha	sido	durante	muchos	años	el	punto	de	
partida	más	 común	para	 la	 producción	 ilícita	 de	 un	precursor	 funda‐
mental	de	la	anfetamina	y	la	metanfetamina,	la	P‐2‐P.	El	decomiso	rea‐
lizado	en	México	constituye	un	claro	indicio	de	que	los	 fabricantes	de	
drogas	 ilícitas,	 respondiendo	a	 la	prohibición	 total	del	 comercio	de	 la	
efedrina	y	la	seudoefedrina	en	todas	sus	formas	que	aprobó	el	Gobier‐
no	de	este	país	en	junio	del	2008,	reaccionaron	con	rapidez	para	eludir	

















ral	 procedió	 a	 invitar	 a	 todos	 los	 gobiernos	 a	que	 expresaran	 su	opi‐
nión	sobre	la	reclasificación	propuesta.	En	el	año	2008	el	grupo	asesor	
de	expertos	 se	 reunió	nuevamente	para	evaluar	 las	 respuestas	de	 los	
gobiernos	 y	 determinar	 el	 grado	 de	 apoyo	 a	 nivel	 mundial	 sobre	 el	
cambio	del	Cuadro	II	al	Cuadro	I	de	este	precursor.	El	grupo	llegó	a	la	
conclusión	 de	 que	 la	 información	 disponible	 respaldaba	 la	 continua‐











cia	 catalogada	del	Cuadro	 II	 al	Cuadro	 I	de	 la	Convención	de	1988141.	
Finalmente	en	el	mes	de	marzo	del	2010	la	Comisión	decidió	por	una‐
nimidad,	en	su	33.º	período	de	sesiones,	trasladar	el	ácido	fenilacético	













por	 un	 total	 de	 77.437	 kilogramos.	 Así	 mismo	 14	 países	 declararon	
usando	este	formulario	la	importación	de	2.693.793	kilogramos	de	esta	
sustancia	(véase	la	disparidad	de	cifras).	Pero	para	complicar	un	poco	











que	 las	 autoridades	mexicanas	 reportaron	 que	 en	mayo	 del	 2009	 ya	
habían	incautado	casi	18.000	kilogramos	de	ácido	fenilacético.	Se	cree	
que	 las	 fuentes	de	abastecimientos	de	esta	sustancia	son	el	desvío	de	







ca	 a	 los	Países	Bajos,	 el	 comercio	 internacional	 registrado	ascendió	 a	
unas	310	toneladas.	México	sigue	siendo	uno	de	los	principales	impor‐
tadores	de	 la	 sustancia,	 con	132	 toneladas.	 La	 JIFE	 señaló	 que	 con	 el	







traslado	 de	 este	 precursor	 al	 Cuadro	 I	 de	 la	 Convención	 de	 1988	 en	
enero	del	año	2011,	aumentaría	el	comercio	internacional	reportado	a	
través	del	sistema	PEN	Online.	Hay	que	señalar	que	la	información	su‐
ministrada	 sobre	 incautaciones	 de	 esta	 sustancia	 por	 los	 gobiernos	 a	
través	del	formulario	D	correspondiente	al	año	2009	consistió	en	el	de‐
comiso	de	un	 total	de	41,7	 toneladas,	 frente	a	menos	de	160	kilogra‐
mos	reportados	en	el	año	2008,	correspondiendo	las	más	importantes	
a	México	 (30,6	 toneladas),	China	 (8,5	 toneladas)	y	Serbia	 (1,9	 tonela‐
das),	 debiendo	puntualizarse	 que	muchas	 de	 estas	 incautaciones	 fue‐
ron	realizadas	en	laboratorios	ilícitos	de	drogas.	La	JIFE	manifestó	que	
el	 incremento	de	 las	 incautaciones	probablemente	se	debió	al	 fortale‐
cimiento	de	las	medidas	de	fiscalización	sobre	esta	sustancia144.		
En	México,	desde	la	aprobación	de	una	norma	que	fortalece	 las	medi‐




pero,	a	 la	 fecha	de	cierre	del	 informe	de	 la	 Junta,	no	se	había	 logrado	
determinar	que	estuvieran	destinadas	a	la	fabricación	ilícita	de	P‐2‐P	y	
posteriormente	de	metanfetamina.	Es	preciso	puntualizar	que	algunos	
derivados	 del	 ácido	 fenilacético,	 en	 particular	 sus	 ésteres,	 se	 pueden	
reconvertir	de	nuevo	en	ácido	 fenilacético	utilizando	medios	 relativa‐





















formulario	 D	 correspondiente	 al	 año	 2010	 cuatro	 gobiernos	 reporta‐
ron	 el	 decomiso	 de	 183,5	 toneladas	 de	 ácido	 fenilacético,	 que	 si	 se	
hubieran	desviado	hacia	 la	 fabricación	 ilícita	habrían	permitido	obte‐
ner	46	toneladas	de	anfetamina	pura.	Esta	cantidad	es	cuatro	veces	su‐






res,	 tal	 es	 el	 caso	del	 etil	 fenil	 acetato	 (fenil	 acetato	de	 etilo)	del	 que	






buen	 resultado,	 fue	 la	 primera	 realizada	 en	 el	 marco	 del	 Proyecto	
Prisma	que	 se	 centró	 sistemáticamente	en	 las	 sustancias	no	 fiscaliza‐
das	de	uso	incipiente,	la	misma	contó	con	la	participación	de	63	países.	










vención	 de	 la	 desviación	 de	 este	 precursor	 nos	 permitimos	 señalar,	 que	 pese	 a	 los	
avances	 obtenidos	 hasta	 la	 fecha,	 todavía	 queda	mucho	 por	 hacer	 para	 enfrentar	 en	
mejor	medida	el	problema,	sobre	todo	cuando	se	trata	de	derivados	de	este	precursor.	



















































tenían	metilamina	una	 sustancia	química	que	 se	utiliza	para	 elaborar	







mento	de	 la	 fabricación	de	metanfetamina	en	Centroamérica	y	 la	cre‐
















                                                          
148		 En	diciembre	del	año	2011	se	realizó	la	primera	incautación	de	metilamina	(741	tone‐
ladas	métricas)	en	México	que	tenía	por	destino	Guatemala.	Global	SMART	Update,	vo‐













resultado	 de	 una	 investigación	 llevada	 a	 cabo	 por	 las	 autoridades	 de	
Alemania	y	los	Países	Bajos	en	relación	con	la	importación	de	ácido	fe‐
nilacético	de	la	India	a	Alemania.	Un	total	de	11	toneladas	de	este	pre‐


















desde	el	año	2010,	 lo	que	refleja	el	 importante	descenso	de	 las	cifras	
notificadas	 por	 China,	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 y	México	 en	 el	
año	2011.	Queremos	destacar	que	en	este	año	Nicaragua	comunicó	por	
primera	vez	incautaciones	de	ácido	fenilacético,	así	como	que	se	deco‐





largo	 de	 año	 2011	 se	 siguieron	 realizando	 decomisos	 de	 ésteres	 del	
ácido	 feniacético	en	México,	 las	autoridades	de	ese	país,	en	el	que	di‐
chas	 sustancias	han	 estado	 sometidas	 a	 fiscalización	desde	 el	mes	de	
noviembre	del	año	2009,	informaron	en	el	formulario	correspondiente	
















incautación	 de	 ácido	 fenilacético;	 China	 reporto	 la	 incautación	de	6,5	

















realizaron	 en	 China	 (50	 toneladas)	 y	México	 (1,3	 toneladas).	 En	 este	
mismo	 año	 las	 incautaciones	 de	 APAAN,	 el	 otro	 precursor	 de	 drogas	
que	 frecuentemente	 se	utiliza	para	 la	 elaboración	 ilícita	de	P‐2‐P,	 as‐
cendieron	a	más	de	11	toneladas	y	fueron	comunicadas	en	su	totalidad	










gas	en	 la	 fabricación	 ilícita	de	anfetamina	y	metanfetamina	queremos	
subrayar	 que	 del	 año	 2004	 al	 año	 2013	 a	 través	 del	 formulario	D	 se	
comunico	la	incautación	de	un	total	1.358.802	kilogramos	de	ácido	fe‐
nilacético	 a	 nivel	 mundial	 (cantidad	 con	 la	 que	 podrían	 fabricarse	
339.700	 kilogramos	 de	 anfetamina	 o	metanfetamina)155,	 ocupando	 el	
primer	 lugar	 en	nivel	 de	 incautaciones	 de	 sustancias	 del	 Cuadro	 I	 en	









logramos),	 China	 (55.875	 kilogramos),	 Serbia	 (1.900	 kilogramos)	 y	
Alemania	(6.028	kilogramos)156.	Como	ya	señalamos	en	el	apartado	co‐


























	 Para	 iniciar	 este	 apartado	 queremos	 recordar	 que	 la	 3,4‐MDP‐2‐P	 se	
utiliza	en	la	fabricación	ilícita	del	éxtasis	(MDMA)	y	otras	drogas	análo‐
gas	como	MDA	(tenamfetamina	o	píldora	del	amor),	MDEA	(Eva)	y	N‐
hidroxi‐MDA	 (es	 un	 homologo	 de	 la	MDA),	 sin	 embargo	 es	 necesario	
precisar	que	este	precursor	de	drogas	se	usa	de	forma	mayoritaria	pa‐
ra	 elaborar	 éxtasis157.	 Para	 entrar	 en	materia	 sobre	 las	 incautaciones	
de	MDMA	hay	que	decir	que	en	el	año	1999	alcanzaron	niveles	sin	pre‐
cedentes,	sin	embargo	no	ocurrio	lo	mismo	con	los	precursores	que	se	
utilizan	 para	 elaborar	 esta	 droga	 (3,4‐metilendioxifenil‐2‐propanona,	
piperonal,	isosafrol	y	safrol)	ya	que	el	nivel	de	decomiso	de	estas	sus‐
tancias	fue	muy	reducido.	De	estos	precursores	el	que	más	buscan	los	
narcotraficantes	 para	 la	 fabricación	 de	 MDMA	 es	 la	 3,4‐
metilendioxifenil‐2‐propanona	 (3,4‐MDP‐2‐P),	 realizándose	 este	 año	
incautaciones	por	un	monto	de	6.324	 litros	a	nivel	mundial,	siendo	 la	
más	importante	la	que	se	llevo	a	cabo	en	Eslovaquia	(5.864	litros),	pre‐




tar	 pequeñas	 cantidades	 utilizadas	 por	 las	 compañías	 de	 perfumería.	
Lo	cual	es	totalmente	distinto	en	China	donde	se	fabricaba	3,4‐MDP‐2‐
P	a	gran	escala	para	usarlo	en	la	elaboración	de	un	producto	farmacéu‐
                                                          
157		 Vid.,	en	el	Anexo	II	el	grafico	del	proceso	de	elaboración	de	la	MDMA.	
158		 La	 JIFE	había	 advertido	 en	 años	 anteriores	 que	 la	 fabricación	 ilícita	 de	MDMA	podía	
extenderse	desde	Europa	a	otras	regiones.	En	1999	se	informo	de	que	en	Colombia	se	






tico.	En	ese	país	 los	 traficantes	 suelen	evitar	 las	 estrictas	medidas	de	
control	impuestas	por	las	autoridades,	y	en	lugar	de	tratar	de	desviar	la	
sustancia	 por	 el	 comercio	 internacional,	 optaban	 por	 sacarla	 de	 con‐
trabando	del	país	después	de	adquirirla	a	 través	de	 los	canales	 inter‐
nos	 de	 distribución.	 En	 este	 contexto	 se	 logro	 establecer	 que	 un	 gran	




















bricar	 ilegalmente	este	precursor	con	el	 fin	de	 introducirlo	posterior‐
mente	de	contrabando	en	 los	países	en	que	se	produce	 la	 fabricación	
ilícita	de	anfetamina,	metanfetamina	y	MDMA161.	
	 En	el	año	2003	los	decomisos	de	3,4‐MDP‐2‐P	experimentaron	un	des‐
censo	 considerable.	 Los	 Países	 Bajos	 reportaron	 una	 incautación	 de	
siete	toneladas	de	esta	sustancia,	señalando	las	autoridades	competen‐






















tros	 de	MDMA	 líquido.	 Las	 autoridades	 de	 este	 país,	 en	 cooperación	
con	 las	autoridades	rusas	pusieron	en	marcha	 investigaciones	de	ras‐
treo	para	determinar	la	fuente	de	la	3,4‐MDP‐2‐P	incautada.	Esa	inves‐
tigación	condujo	a	 la	 identificación	y	desmantelamiento	de	un	 labora‐
torio	de	fabricación	ilícita	de	esta	sustancia	en	la	Federación	de	Rusia	y	
la	 incautación	de	 otros	 430	 litros	más	de	 este	 precursor	 a	 principios	
del	 año	2004.	Es	necesario	especificar	que	 la	 fabricación	de	este	 sus‐
tancia	 catalogada	 en	 dicho	 laboratorio	 se	 hacía	 a	 partir	 de	 safrol	 en	
forma	de	aceite	de	sasafrás,	que	había	sido	introducido	de	contrabando	
a	 la	 Federación	 de	Rusia	 desde	Vietnam	 a	 través	 de	 China.	 Lamenta‐
blemente,	todas	las	marcas	habían	sido	borradas	de	los	propios	conte‐
nedores	y	no	se	encontró	documentación	justificativa,	por	lo	que	no	se	
















do	de	precursores	de	estimulantes	de	 tipo	anfetamínico,	 como	 la	3,4‐













se	 sabe	que	 existen	 laboratorios	 ilícitos	que	 fabrican	MDMA	desde	 el	
año	2002.	Aunque	Europa	sigue	siendo	el	fabricante	principal	de	gran	
parte	de	esta	droga	de	diseño,	son	muy	pocos	 los	decomisos	reporta‐
dos	 en	 esta	 región.	 Por	 otra	 parte	 las	 autoridades	 de	 Australia,	 que	
descubren	 de	 forma	 frecuente	 pequeños	 laboratorios	 que	 fabrican	
MDMA,	lograron	desarticular	una	red	de	traficantes	que	venía	introdu‐
ciendo	en	el	país	de	contrabando	remesas	de	precursores	de	varias	to‐
neladas.	 En	 la	 operación	 en	 cuestión	 las	 autoridades	 incautaron	 una	
mezcla	de	3,4‐MDP‐2‐P	y	piperonal,	de	el	análisis	 forense	no	se	 logró	
determinar	si	el	piperonal	se	había	utilizado	como	material	base	para	






















trario	 está	 en	 aumento	 en	 este	 país,	 sino	 a	 la	 utilización	 de	 piperonal	
como	sustitutivo	del	3,4‐MDP‐2‐P	para	la	elaboración	de	esta	droga166.	




2005‐2006	 no	 se	 notificó	 a	 la	 Junta	 ningún	 envío	 de	 esta	 sustancia.	
Como	este	precursor	no	suele	desviarse	del	comercio	internacional,	las	
investigaciones	de	rastreo	hasta	 la	fuente	puede	ser	una	de	las	mane‐








comercializado	 en	 el	 mundo,	 habiéndose	 notificado	 incautaciones	 de	
esta	sustancia	en	China	en	el	año	2004	de	13	toneladas,	en	Hong	Kong	
en	el	año	2005	de	cuatro	toneladas	y	en,	Rumania	en	el	año	2004	de	2.5	

























incautaciones	 de	 3,4‐MDP‐2‐P	 destinadas	 a	 la	 fabricación	 ilegal	 de	
MDMA	(éxtasis),	en	el	año	2006	disminuyeron	a	nivel	mundial	tanto	el	
número	como	el	volumen	de	las	incautaciones,	únicamente	reportaron	
decomisos	Canadá	 (7.378	 litros)	 y	 los	Países	Bajos	 (105	 litros).	En	el	
año	2007	se	desmanteló	en	el	país	antes	citado	un	gran	laboratorio	de‐
dicado	a	la	fabricación	de	MDMA,	además	las	autoridades	competentes	
de	 Croacia	 informaron	 del	 decomiso	 de	 1.132	 litros	 de	 3,4‐MDP‐2‐P,	
realizada	 en	 colaboración	 con	 las	 autoridades	 italianas.	 La	 sustancia	
había	 sido	 introducida	 a	 Croacia	 en	 un	 contenedor	 marítimo	 prove‐
niente	de	China170.	Hay	que	señalar	que	en	el	año	2007	se	mantuvo	la	
tendencia,	señalada	en	el	año	2006,	sobre	la	disminución	de	las	incau‐
taciones	 reportadas	 de	 3,4‐MDP‐2‐P	 tanto	 en	 número	 como	 en	 volu‐
men.	Durante	el	periodo	evaluado,	únicamente	cuatro	países	comuni‐

















tremadamente	 bajo	 en	 comparación	 con	 las	 incautaciones	 de	MDMA	
comunicadas	en	todo	el	mundo.	La	JIFE	señaló	que	esta	disparidad	se	




trechamente	 su	 ámbito	 interno	para	 identificar	 compras	 sospechosas	















en	 todos	 los	 casos	 se	 trataba	de	 cantidades	muy	 pequeñas.	 Sobre	 las	
incautaciones	es	importante	enfatizar	que	ningún	país	comunicó	en	el	
formulario	 antes	 citado	 ninguna	 incautación.	 Sin	 embargo	 las	 autori‐
dades	 canadienses	 informaron	 por	 otras	 vías	 el	 decomiso	 en	 el	 año	
2008	de	2,8	toneladas	de	3,4‐MDP‐2‐P,	comunicaron	además	de	la	uti‐
lización	 de	 esta	 sustancia	 para	 la	 fabricación	 de	MDMA	mediante	 un	
procedimiento	conocido	como	“método	frío”,	muy	frecuente	en	la	pro‐
vincia	de	 la	Columbia	Británica.	El	hecho	de	que	no	se	haya	realizado	
en	 el	mundo	 ninguna	 otra	 incautación	 de	 este	 precursor,	 cuando	 au‐
mentan	el	numero	y	la	frecuencia	de	incautaciones	de	MDMA,	responde	
posiblemente	a	que	los	narcotraficantes	están	realizando	la	fabricación	











bre	 del	 2010	 el	 comercio	 internacional	 de	 3,4‐MDP‐2‐P,	 también	 fue	
muy	bajo,	a	través	del	sistema	PEN	Online	se	informó	de	cinco	remesas	
que	 sumaban	 un	 total	 de	 cuatro	 litros.	 La	 discrepancia	 observada	 en	
los	últimos	años	entre	el	volumen	y	 la	 frecuencia	de	 incautaciones	de	
MDMA	y	3,4‐MDP‐2‐P	se	mantuvo	en	este	período,	pues	únicamente	las	
autoridades	competentes	de	Australia	y	 los	Países	Bajos	reportaron	a	
través	 del	 formulario	 D	 incautaciones	 de	 este	 precursor,	 de	 un	 volu‐
men	muy	limitado.	Un	dato	sumamente	curioso	es	que	las	autoridades	
de	Alemania	 informaron	 del	 único	 intento	 de	 desviación	 comunicado	
desde	el	año	2005,	en	que	una	persona	trato	de	comprar	300	litros	de	
esta	 sustancia	 catalogada174.	 Un	 dato	 digno	 de	mención	 es	 que	 en	 el	
mes	de	abril	del	año	2010	en	los	Países	Bajos	al	desmantelar	un	labora‐
torio	 ilícito	 de	 MDMA	 descubrieron	 una	 sustancia	 denominada	 3,4‐
MDP‐2‐P	glicidato	de	metilo.	Esta	 sustancia	 tiene	 la	particularidad	de	
que	 enmascara	 o	 disimula	 el	 3,4‐MDP‐2‐P,	 y	 se	 puede	 reconvertir	 en	








                                                          
173		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2009…,	











comunicaron	 mediante	 el	 sistema	 PEN	 Online	 cinco	 remesas	 de	 3,4‐
MDP‐2‐P,	que	sumaban	un	total	de	dos	litros,	sin	embargo	este	dato	no	
es	muy	fiable,	dado	que	con	frecuencia	se	presentan	discrepancias	con	













informan	 de	 cantidades	 mínimas.	 Durante	 el	 periodo	 2011‐2012	 me‐




























comercialización	 de	 0,5	 litros	 de	 3,4‐MDP‐2‐P.	 Sin	 embargo,	 tras	 un	
prolongado	 paréntesis	 en	 las	 incautaciones	 de	 este	 precursor	 a	 nivel	
mundial	en	el	periodo	2009‐2011,	en	el	que	solamente	se	decomisaron	
166	litros,	en	el	año	2012	las	autoridades	de	Irlanda,	Filipinas	y	Nica‐
ragua,	 comunicaron	en	el	 formulario	D	 incautaciones	de	3,4‐MDP‐2‐P	











mediante	 este	 sistema	 las	 autoridades	 de	 los	 Países	Bajos	 la	 incauta‐
ción	 de	 100	 litros	 de	 3,4‐MDP‐2‐P	 en	 un	 laboratorio	 clandestino,	 de‐
terminándose	que	 se	había	utilizado	para	 su	 elaboración	 la	 sustancia	







                                                          
177		 Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2012…,	
pp.	17,	18.	









dulentamente	 como	 un	 “preparado	 tensoactivo	 orgánico”.	 Las	 autori‐
dades	competentes	de	Luxemburgo	informaron	posteriormente	de	que	
se	habían	producido	más	 incidentes	 relacionados	 con	 la	 sustancia	no	
catalogada;	también	se	reportó	que	habían	producido	otros	incidentes	
relacionado	 con	 este	 “pre‐precursor”	 en	 Estonia	 y	 Rumania.	 La	 Junta	
alertó	 a	 todas	 las	 autoridades	 nacionales	 acerca	 del	 hecho	 de	 que	 el	
análisis	de	la	sal	sódica	de	3,4‐MDP‐2‐P	ácido	glicídico	puede	plantear	
problemas	 en	 cuanto	 a	 su	 identificación,	 ya	 que	 puede	 darse	 el	 caso	



















litros.	Destacamos	que	Bélgica	 realizo	 tres	 incautaciones,	dos	de	ellas	
procedían	de	China,	que	ascendían	a	2.781	litros,	y	Eslovenia	decomisó	















sión	 del	 narcotráfico	 de	 varios	 países.	 Por	 ejemplo,	 en	 Eslovaquia	 se	
decomisaron	 1,2	 toneladas	 en	 una	 operación	 de	 entrega	 vigilada	 de	
una	remesa	enviada	desde	Rumania	que	había	pasado	por	Hungría.	Al	
registrarse	posteriormente	un	almacén	se	encontraron	indicios	de	que	
la	 cantidad	 total	 podría	 haber	 sido	 superior	 a	 las	 ocho	 toneladas;	 la	
remesa	supuestamente	procedía	de	China	y	su	destino	final	era	los	Paí‐
ses	Bajos.	Otro	hecho	que	hay	que	destacar	es	que	en	el	mes	de	octubre	
del	 año	2013	 las	autoridades	de	China	detuvieron	una	 remesa	de	1,5	
toneladas	de	3,4‐MDP‐2‐P	glicidato	de	metilo	que	iba	destinada	a	una	
empresa	 española	 después	 de	 que	 supuestamente	 se	 hubieran	 entre‐
gado	dos	 remesas	 anteriores	que	 sumaban	un	 total	 de	3.000	kilogra‐



















tros).	 Queremos	 poner	 de	manifiesto	 que	 la	 cantidad	 decomisada	 en	














tros	 (2009),	 2	 litros	 (2010),	 124	 litros	 (2011),	 228	 litros	 (2012)	 y	
3.927	litros	(2013).	Los	decomisos	se	realizaron	en	17	países	de	cuatro	
continentes,	 exceptuando	 África.	 Las	mayores	 incautaciones	 se	 lleva‐
ron	a	cabo	en:	Canadá	(15.994	litros),	China	(5.351	litros),	Hong	Kong	
(3.357	 litros),	 Croacia	 (1.333	 litros),	 Bélgica	 (6.005	 litros),	 los	 Países	




















impedir	 la	 producción	 ilícita	 en	 prácticamente	 todas	 las	 regiones	 del	
mundo	 a	 partir	 de	 otras	 sustancias	 catalogadas	 como	 el	 piperonal,	 el	
isosafrol,	el	safrol	o	los	aceites	ricos	en	safrol	como	el	aceite	de	sasafrás	
a	 través	de	diversos	métodos,	u	otras	sustancias	no	catalogadas,	para	
llevar	 la	3,4‐MDP‐2‐P	a	 los	 lugares	donde	se	encuentran	 los	 laborato‐
rios	ilícitos	de	MDMA,	cuando	no	se	fabrica	en	los	propios	laboratorios.	
En	 la	 labor	 de	 impedir	 la	 producción	 de	 este	 precursor	 lamentable‐


















lograrlo,	 debido	 a	 los	 controles	 existentes	 sobre	 esta	 sustancia,	 obtu‐
vieron	aceite	de	sasafrás	en	ese	país,	con	vistas	a	enviarlo	a	Alemania	
donde	 estaba	 previsto	 convertirlo	 en	 3,4‐metilendioxifenil‐2‐




estar	cambiando,	dado	que	nuevos	datos	 indican	un	 incremento	en	 los	últimos	cinco	
años	 en	 la	 disponibilidad	 de	 pastillas	 con	 alto	 contenido	 de	MDMA,	 lo	 cual	 también	











vigilada	permitió	 la	 identificación	de	 una	 red	que	desviaba	 pequeñas	
cantidades	 de	 este	 precursor	 desde	 hace	mucho	 tiempo	 en	 Sudáfrica	
para	su	utilización	en	la	fabricación	ilícita	de	MDMA.	En	este	caso	tiene	
que	 subrayarse	 que	 los	 traficantes	 estuvieran	 exportando	 legalmente	
el	safrol,	de	Francia	a	Sudáfrica,	utilizando	el	código	de	un	aceite	esen‐
cial	 (3302.90)	y	no	el	código	especifico	del	safrol	 (2932.94).	También	



















importante	 de	 safrol,	 alrededor	 de	 1,9	 toneladas.	 Esta	 incautación	 se	









llevó	 a	 cabo	 gracias	 a	 informaciones	 de	 inteligencia	 que	 habían	 sido	
iniciadas	a	partir	de	 la	 incautación	realizada	en	el	año	2002.	El	safrol	
había	sido	 importado	de	 los	Países	Bajos,	presentando	un	pedido	con	
documentación	 falsa	 para	 garantizar	 la	 exportación.	 Esta	 remesa	 los	








fabricación	 de	MDMA	y	 de	metanfetamina.	Destacamos	que	 como	 re‐
sultado	de	las	investigaciones	realizadas	en	este	caso	se	logro	desman‐


























ascendían	 a	 6,2	 toneladas	 de	 este	 precursor.	 Hay	 que	 destacar	 que	
normalmente	 existe	 disparidad	 entre	 las	 cifras	 del	 comercio	 interna‐
cional	 comunicadas	 por	 los	 países	 exportadores	 y	 las	 reportadas	 por	
los	países	importadores,	además	de	ser	la	información	poco	detallada.	
Precisamente	 la	 falta	 de	 información	 sobre	 esta	 sustancia	 fue	 una	de	

















intento	 de	 desviación	 de	 estas	 sustancias,	 esta	 investigación	 propor‐
cionó	un	valioso	panorama	del	comercio	internacional	de	estas	sustan‐











































víos	 de	 aceite	 de	 sasafrás	 por	 un	 total	 de	 1.900	 kilogramos.	 La	 JIFE	
mostraba	su	preocupación	por	 la	escasa	 información	que	suministran	
sobre	las	remesas	particulares	de	safrol,	incluido	el	safrol	en	forma	de	
aceite	de	sasafrás,	e	 isosafrol	en	el	marco	del	 comercio	 internacional.	
Además	este	desfase	se	evidenciaba	en	que	según	los	datos	del	comer‐










diente	 al	 año	2005,	 con	 respecto	 al	 safrol	 e	 isosafrol,	 hubo	13	países	
exportadores	 y	 10	 importadores,	 y	 el	 comercio	 anual	 notificado	para	
ambas	sustancias	sumó	126	toneladas.	En	todo	caso,	dado	que	el	safrol	
y	los	aceites	ricos	en	safrol	se	usan	ampliamente	con	fines	lícitos,	como	












día	31	de	octubre	del	2007	 se	 comunicaron	a	 la	 Junta	 el	 envío	de	24	







ron	 un	 laboratorio	 que	 elaboraba	 ilícitamente	 anfetamina	 y	MDMA	 a	
gran	escala,	dicho	laboratorio	había	sido	equipado	con	grandes	reacto‐























tes	 ricos	 en	 safrol,	 con	 una	 producción	 estimada	 de	 1.500	 toneladas	




dificultaba	 notablemente	 a	 las	 autoridades	 competentes	 la	 identifica‐
ción	de	las	distintas	remesas	de	safrol200.	





































diciones	 sospechosas	y	de	 incautaciones	de	esta	 sustancia	 catalogada	
asi	como	de	los	aceites	ricos	en	safrol	que	se	han	comunicado	a	la	Junta	
continúan	 siendo	 insignificantes	 en	 comparación	 con	 los	 niveles	 esti‐
mados	de	fabricación	ilícita	de	MDMA.	Durante	este	período	se	identifi‐
caron	 como	 sospechosas	dos	 transacciones	de	180	 litros	de	esta	 sus‐
tancia,	 con	 origen	 en	 los	 Estados	Unidos	 de	 América	 y	 con	 destino	 a	











                                                          
201		 También	en	Guinea	informaron	que	en	varias	localidades	de	Conakry	habían	realizado	
varias	incautaciones	de	productos	químicos,	entre	ellos	aceite	de	sasafrás,	y	materiales	
para	elaborar	drogas,	 lo	que	demuestra	que	en	África	Occidental	 se	están	 fabricando	
drogas	de	 tipo	anfetamínico.	Aprovechando	 las	organizaciones	delictivas	que	en	esas	
regiones	 las	 autoridades	 cuentan	 con	muy	poco	desarrollo	 y	 al	mismo	 tiempo	hacen	

















tes	de	Camboya	 informaron	el	 decomiso	de	 siete	 toneladas	 de	 safrol,	
sin	que	se	hubiera	demostrado	que	las	mismas	se	fueran	a	utilizar	para	




























lizaron	56	remesas	de	safrol,	 incluso	en	 forma	de	aceites	 ricos	en	sa‐




















internacional	 que	 existe	 de	 esta	 sustancia.	 A	 través	 del	 formulario	 D	
correspondiente	 al	 año	2012	 cuatro	 gobiernos	 reportaron	 la	 incauta‐
ción	de	safrol,	incluso	en	forma	de	aceites	ricos	en	safrol,	por	un	monto	
de	2.028	 litros.	Se	destaca	que	 las	autoridades	chinas	en	cooperación	






















lidad	del	 safrol	 en	 la	producción	 ilícita	de	MDMA.	En	 el	 formulario	D	
correspondiente	al	año	2013	un	total	de	cinco	países	(Australia,	los	Es‐
tados	Unidos	de	América,	Indonesia,	Lituania	y	los	Países	Bajos	repor‐
taron	 incautaciones	 de	 safrol	 o	 de	 aceites	 ricos	 en	 safrol	 de	 más	 de	
14.000	litros,	12.000	litros	más	que	el	año	anterior.	Destacamos	la	in‐




través	 del	 sistema	PEN	Online	 37	 notificaciones	 previas	 a	 la	 exporta‐
ción	 de	 remesas	 de	 safrol	 y	 aceites	 ricos	 en	 safrol	 por	 un	monto	 de	
4.000	litros	a	un	total	de	15	países	importadores,	cantidad	similar	a	los	
tres	 últimos	 años,	 debiéndose	 puntualizar	 que	 a	 diferencia	 de	 otros	
años	 sólo	 una	 pequeña	 parte	 del	 safrol	 comercializado	 consistió	 en	
aceites	ricos	en	safrol.	En	el	caso	del	isosafrol	hay	que	decir	que	en	este	
periodo	 no	 se	 envío	 ninguna	 notificación	 previa	 a	 la	 exportación.	 Sin	


















en	el	mundo,	 sólo	es	menor	el	 ácido	N‐acetilantranilico.	Lo	 cual	posi‐
blemente	 responde	 a	que	 los	narcotraficantes	 recurren	más	 al	 safrol,	
incluyendo	los	aceites	ricos	en	safrol	para	elaborar	de	forma	ilícita	3,4‐
MDP‐2‐P	y	MDMA.	Los	283	litros	de	este	precursor	fueron	incautados	
en	tres	países:	Australia	(262	 litros),	 los	Países	Bajos	(20	 litros)	y	 los	
Estados	Unidos	de	América	(1	litro)209.	
Una	situación	diferente	se	presenta	con	el	safrol	dado	que	del	año	2004	
al	 año	 2013	 se	 reportó	 a	 través	 del	 formulario	 D	 la	 incautación	 de	















                                                          
208		 Ibidem.,	p.	81.	
209		 Ibidem.,	 pp.	 71‐90.	 Precursores	 y	 sustancias	 químicas	 frecuentemente	 utilizados…,	 co‐
rrespondiente	a	2013…,	pp.	67‐84.	Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	uti‐
lizados…,	correspondiente	a	2009…,	pp.	37‐50,	51‐62.	En	España	desde	el	año	1993	has‐










miembros	 del	 Convenio	 de	 1988,	 aún	 existen	 serios	 problemas	 para	
determinar	 correctamente	el	nivel	de	 comercio	mundial	de	 safrol,	 in‐
cluyendo	los	aceites	ricos	en	safrol,	y	peor	aún	con	el	nivel	de	produc‐
ción	mundial	de	estas	sustancias	que	juegan	un	papel	sumamente	im‐





















Habiéndose	notificado	 incautaciones	de	esta	 sustancia	 en	China	en	el	








diente	a	2008…,	 p.	 10.	Precursores	y	productos	químicos	 frecuentemente	utilizados	co‐
rrespondiente	a	2010…,	pp.	10,	11.	Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	uti‐








































































porto	 el	 mayor	 nivel	 de	 decomisos	 de	 esta	 sustancia	 (1.400	 kilogra‐












kilogramos	 de	 éxtasis,	 lo	 que	 representa	 un	 total	 de	 280.000.000	 de	
dosis	callejeras.	Mientras	que	en	el	año	2014	los	Países	Bajos	reporta‐
ron	 tres	 incautaciones	 de	 piperonal,	 en	 almacenes	 donde	 guardaban	
precursores	de	varias	drogas,	a	 través	del	sistema	PICS.	Sin	embargo,	






mos	de	MDMA),	desglosado	de	 la	 siguiente	 forma:	16.864	kilogramos	
en	el	año	2004,	6.196	kilogramos	en	el	año	2005,	107	gramos	en	el	año	






na	 (13.278	kilogramos),	España	 (1.400	kilogramos),	Lituania	 (332	ki‐
logramos),	 Rumania	 (2.418	 kilogramos)	 y	 Australia	 (3.050	 kilogra‐
mos)222.	 Como	 ya	 señalamos	 antes	 los	 niveles	 de	 incautación	 de	 esta	
sustancia	son	prácticamente	insignificantes	(0.15%	anual	del	comercio	
internacional	 reportado)	 si	 se	 tiene	 en	 cuenta	 su	 nivel	 de	 comercio	
mundial	y	la	importancia	que	tiene	este	precursor	de	drogas	para	la	fa‐
bricación	 ilícita	de	MDMA.	Queremos	subrayar	que	no	 tenemos	cono‐
cimiento	de	que	 este	precursor	de	drogas	 se	 fabrique	 ilícitamente	 en	
laboratorios	 clandestinos,	 por	 tanto	 debemos	 considerar	 que	 todo	 el	

























había	 sido	 reetiquetado	y	enviado	nuevamente	a	Turquía.	La	 incauta‐

















tes	del	 sistema	nervioso	central	 similares	a	 las	anfetaminas	y	está	sujeto	a	abuso.	La	
metcatinona	posee	efectos	similares	menores	a	los	de	la	catinona	y	se	ha	sintetizado	en	












de	 China	 decomisaron	 diez	 toneladas	 de	 ácido	N‐acetilantranílico	 que	
también	es	un	precursor	de	la	droga	antes	mencionada226.	











rentemente	 la	 red	 de	 fabricación	 de	 esta	 droga	 en	 este	 país	 asiático	
había	sido	desarticulada227.	
	 En	el	año	2006	se	mantuvo	 la	 tendencia	de	 los	años	anteriores,	dado	









                                                          
junto	a	la	capacidad	de	ingerir	más	alcohol	de	lo	normal.	Tales	características	pueden	





































con	 anhídrido	 isatóico,	 una	 sustancia	 no	 fiscalizada.	 También	 fueron	
incautadas	otras	 sustancias	químicas,	pero	no	 se	 reportaron	a	 la	 JIFE	





















en	 este	mismo	periodo	 (1995‐2010)	 se	 decomisaron	 a	 nivel	mundial	
un	total	ded	34.844	kilogramos,	por	lo	que	fue	una	de	las	sustancias	del	
Cuadro	 II	 del	 Convenio	de	1988	 sobre	 las	que	 se	 realizaron	menores	
incautaciones.	De	 esta	 sustancia	 los	 decomisos	 son	muy	bajos,	 tan	 es	

























mediante	 el	 formulario	 D.	 En	 el	 formulario	 correspondiente	 al	 año	


















cala	 en	 Sudáfrica.	 La	 Junta	 asume	 que	 se	 encontró	 ácido	 antranílico,	







en	 que	 se	 produjeron:	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 (133	 kilogra‐
































de	 un	 laboratorio	 ilícito	 que	 fabricaba	 fenciclidina238,	 siendo	 este	 el	
primer	laboratorio	descubierto	fuera	de	los	Estados	Unidos	de	Améri‐
                                                          
237		 También	reportan	la	incautación	de	6,5	litros	de	ácido	N‐acetilantranilico	realizada	en	
Qatar	en	el	 año	2013	que	no	aparece	en	 las	 tablas.	Precursores	y	sustancias	químicas	
frecuentemente	utilizados…,	 correspondiente	a	2014…,	 pp.	 39,	 40,	 71‐90,	 93‐107.	Pre‐
cursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2013…,	pp.	




















cación	 de	 drogas	 constituye	 un	 recordatorio	 de	 que	 el	 desmantela‐





sobre	 la	 que	 se	han	 realizado	menores	decomisos.	 La	mayor	 incauta‐
ción	se	llevo	a	cabo	en	el	año	2012	en	los	Estados	Unidos	de	América	









                                                          
239		 Naciones	Unidas,	Treaty	Series,	vol.	1974,	N.º	33757.	Precursores	y	productos	químicos	
frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2003…,	pp.	32,	34.	
240		 De	1995	al	año	2013	sólo	se	habían	decomisado	en	 todo	el	mundo	un	 total	de	1.090	
kilogramos	(cantidad	con	la	que	podrían	fabricarse	10.900	kilogramos	de	fenciclidina).	
Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2014…,	
pp.	 93‐107.	 Precursores	 y	 sustancias	 químicas	 frecuentemente	 utilizados…,	 correspon‐
diente	 a	 2013…,	 pp.	 86‐99.	 Precursores	 y	 productos	 químicos	 frecuentemente	 utiliza‐
dos…,	correspondiente	a	2011…,	pp.	66‐100.	Precursores	y	productos	químicos	 frecuen‐
temente	utilizados…,	correspondiente	a	2010…,	pp.	16‐41.	Precursores	y	productos	quí‐
micos	 frecuentemente	 utilizados…,	 correspondiente	 a	 2006…,	 pp.	 38‐60.	 Precursores	 y	






















ácido	 lisérgico	 (LSD).	Empezamos	 refiriéndonos	a	una	 incautación	de	
ergotamina	que	se	produjo	en	el	año	2003	en	Eslovaquia,	donde	deco‐
misaron	seis	kilogramos	de	esta	sustancia	que	iba	a	ser	desviada	para	
su	utilización	 en	 la	 fabricación	de	LSD.	Aparentemente	 la	 ergotamina	
había	sido	ordenada	por	una	empresa	de	España,	las	investigaciones	de	
seguimiento	permitieron	determinar	que	diez	kilogramos	habían	sido	
inicialmente	 importados	 legalmente	 de	 la	 República	 Checa,	 de	 estos,	
seis	kilos	fueron	desviados	por	un	ciudadano	de	los	Países	Bajos	e	in‐
troducidos	de	contrabando	a	Eslovaquia.	Por	otra	parte	las	autoridades	





12	 kilogramos	 de	 esta	 sustancia.	 Hay	 que	 aclarar	 que	 los	 intentos	 de	
desviación	de	precursores	de	la	LSD	y	el	desmantelamiento	de	laborato‐
rios	clandestinos	que	se	dediquen	a	la	fabricación	de	esta	droga	son	poco	
                                                          
242		 Precursores	y	sustancias	químicas	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2014…,	
pp.	 93‐107.	 Precursores	 y	 sustancias	 químicas	 frecuentemente	 utilizados…,	 correspon‐









los	 pedidos	 de	 ergocristina,	 sustancia	 no	 catalogada	 que	 también	 se	
utiliza	en	la	elaboración	del	LSD,	por	lo	cual	solicitaron	la	asistencia	de	
la	 JIFE	para	 comprobar	 la	 legitimidad	de	determinados	envíos	de	esa	
sustancia.	 Producto	 de	 las	 investigaciones	 realizadas,	 al	 respecto,	 las	
autoridades	 panameñas	 incautaron	 un	 kilogramo	 de	 esa	 sustancia	 a	





















tos.	Los	principales	alcaloides	 con	propiedades	psicoactivas	 son:	el	ácido	 lisérgico,	 la	


















res.	 Además	 durante	 el	 período	 considerado	 hubo	 nueve	 remesas	 de	
ácido	lisérgico,	por	un	total	de	8,5	kilogramos.	Sobre	los	decomisos	de	
estas	sustancias	hay	que	decir	que	las	autoridades	de	Australia,	 la	Fe‐
deración	de	Rusia	 e	 Irlanda	 informaron	mediante	 el	 formulario	D	 in‐
cautaciones	de	ácido	 lisérgico	por	un	total	de	322	gramos,	de	 los	que	










mercializaron	el	 98%	del	 volumen	 total.	Mientras	que	 los	principales	






como	 ya	 hemos	 señalado	 anteriormente,	 son	 bastantes	 escasos,	 y	
cuando	se	producen	son	de	cantidades	muy	pequeñas,	que	no	parecen	
haber	sido	desviadas	del	comercio	internacional.	De	hecho	en	el	formu‐










ron	 información	sobre	 incautaciones	de	ácido	 lisérgico;	 la	Federación	
de	Rusia	(102,1	gramos)	y	Australia	(4,3	gramos)248.		
Un	 dato	 de	 sumo	 interés	 se	 reportó	 en	 el	mes	 de	 diciembre	 del	 año	























que	 se	 reportaron	 las	menores	 incautaciones.	 Lo	 cual	posiblemente	 se	deba	a	que	 la	
LSD	es	prácticamente	una	droga	de	consumo	residual.	El	problema	de	 la	drogodepen‐
dencia	en	Europa.	 Informe	anual	2012.	 Ed.	Observatorio	Europeo	de	 las	Drogas	 y	 las	
Toxicomanías.	Luxemburgo.	2012,	p.	54.	 Ibidem.,	 pp.	66‐100.	Precursores	y	productos	
químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2010…,	pp.	16‐41.	Precursores	y	









remesa	de	95	kilogramos	de	ergotamina,	 cantidad	 importante	 tratán‐
dose	de	este	 tipo	de	sustancia,	enviada	de	Chile	a	Honduras.	El	envío	
fue	 detenido	 porque	 las	 autoridades	 de	Honduras	 le	 informaron	 a	 la	















al	año	2012	para	comunicar	 incautaciones	del	ergot,	 las	mayores	 fue‐
ron:	México	(1,6	kilogramos	de	ergotamina)	y	Australia	(0.69	kilogra‐




informó	de	 incautaciones	 de	 esta	 sustancia	 en	 este	 año.	 En	 todos	 los	
casos,	las	cantidades	decomisadas	eran	inferiores	a	un	kilogramo.	






















en	 todo	 el	mundo	 2	 kilogramos	 con	 59	 gramos	 de	 este	 precursor	 de	
drogas,	con	esta	cantidad	se	podrían	fabricar	800	gramos	de	LSD.	Las	
incautaciones	se	realizaron	en	dos	países:	Australia	que	incautaron	59	




se	 podrían	 fabricar	 74,7	 kilogramos	 de	 LSD)255,	 distribuidas	 de	 la	 si‐
guiente	 manera:	 en	 el	 año	 2005	 (276.105	 gramos),	 en	 el	 año	 2006	
(5.022	gramos),	en	el	año	2007	(10.032	gramos)	en	el	año	2008	(300	
gramos),	 en	 el	 año	2010	 (79.0	 80	 gramos),	 en	 el	 año	2011	 (824	gra‐
mos),	en	el	año	2012	(1.650	gramos)	y	en	el	año	2013	(657	gramos).	
Los	 decomisos	 se	 realizaron	 en	 ocho	 países	 siendo	 estos:	 Panamá	
(5.000	 gramos),	 Venezuela	 (78.360	 gramos),	 México	 (1.630	 gramos),	
los	Estados	Unidos	de	América	 (11.449	gramos),	China	 (276.449	gra‐


















te	periodo	estas	 tres	sustancias	 (ergotamina,	ácido	 lisérgico	y	y	ergo‐
metrina),	del	Cuadro	I	del	Covenio	de	1998,	fueron	de	las	que	se	repor‐
taron	las	menores	incautaciones	a	nivel	mundial,	lo	cual	posiblemente	























































































que	 se	 logra	 incautar	 a	 nivel	 mundial	 aproximadamente	 el	 15%	 del	
permanganato	 de	 potasio,	 principal	 precursor	 destinado	 a	 la	 fabrica‐
ción	 ilícita	de	cocaína,	el	15%	del	anhídrido	acético,	principal	precur‐
sor	utilizado	para	la	elaboración	ilícita	de	heroína	y	el	20%	de	los	pre‐
cursores	de	drogas	destinados	a	 la	 fabricación	 ilícita	de	 las	anfetami‐
nas262.	Nosotros	 tomando	como	referencia	el	mayor	porcentaje	de	 in‐
                                                          


















fabrican	 ilícitamente,	 en	 España.	 Lo	 que	 nos	 permite	 suponer	 que	 es	
probable,	 tomando	 como	 referencia	 los	 14.000.000	 de	 kilogramos	de	
precursores	de	drogas	incautados	en	los	veintidós	años	evaluados,	que	
el	 tráfico	 ilícito	de	precursores	anual	podría	ser	de	aproximadamente	
de	 5.000.000	 kilogramos,	 y	 por	 ende	 el	mensual	 de	 424.000	 kilogra‐
mos.	 Siendo	 los	precursores	que	más	 se	desviarían	 los	 siguientes:	 to‐
lueno,	 ácido	 sulfúrico,	 acetona,	metiletilcetona,	 éter	 etílico,	 anhídrido	
acético,	 permanganato	de	potasio,	 ácido	 clorhídrico,	 efedrina,	pipero‐
nal	y	APAAN.	














rados	 para	 obtener	 los	 precursores	 que	 necesitan.	 En	 algunos	 casos	











mente	 se	 desvían	 hacia	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 drogas264,	 también	 la	
experiencia	 a	 demostrado	 que	 los	 traficantes	 de	 precursores	 utilizan	
empresas	legítimas	para	efectuar	transacciones	ilegítimas265.	
c)	 Introducción	 de	 las	 sustancias	 catalogadas	 de	 contrabando	 en	






troncos	 de	 una	 partida	 de	madera	 para	 introducir	 en	 ese	 lugar	 reci‐
pientes	con	anhídrido	acético,	introducir	anhídrido	acético	en	botellas	
de	 vodka	 o	 bien	 ocultar	 efedrina	 en	 el	 interior	 de	 los	 forros	 de	 cajas	
que	contenían	pasas	rojas	entre	otra	medidas	de	enmascaramiento266.	
d)	 Los	 informes	ponen	de	manifiesto	que	 las	sustancias	catalogadas	
se	 continúan	 desviando	 de	 los	 canales	 nacionales	 de	 distribución,	 de	
muchas	 formas,	 entre	 ellas;	 robos	de	pequeñas	 cantidades	 realizadas	
por	 empleados	 corruptos	 de	 las	 empresas	 de	 productos	 químicos,	 o	
bien	por	los	transportistas	de	las	sustancias,	así	como	por	robos	a	ma‐
no	 armada	 realizados	por	 los	 narcotraficantes	 a	 estas	 empresas,	 sus‐
tracción	 de	 medicamentos	 que	 contienen	 precursores	 en	 hospitales,	
etc.	Cuando	 la	desviación	 se	 realiza	 en	 los	 canales	de	distribución	 in‐
terna	en	un	país	diferente	al	país	en	que	se	realiza	la	fabricación	ilícita	
de	drogas	posteriormente	se	pasa	de	contrabando	a	dicho	país267.	






































res	 y	productos	químicos	 frecuentemente	utilizados…,	 correspondiente	a	2007…,	 p.	 18.	
Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2009…,	
pp.	 XII,	 17.	 Precursores	 y	 sustancias	 químicas	 frecuentemente	 utilizados…,	 correspon‐
diente	a	2012…,	p.	37.	Informe	de	la	Junta	Internacional	de	Fiscalización	de	Estupefacien‐
tes	correspondiente	a	2012.	Ed.	Naciones	Unidas.	Nueva	York.	2013,	pp.	33,	34,	52,	125.	
268		 Se	 han	 reportado	 incautaciones	 de	 3,4‐metilendioxifenil‐2‐propanona	 en	 los	 Países	



















no	existe	una	 legislación,	 o	bien	no	 cuentan	 con	 los	 recursos	adecua‐
dos,	que	permita	vigilar	y	fiscalizar	esas	actividades	de	los	intermedia‐





h)	 La	 elaboración	 del	 propio	 precursor	 de	 drogas	 en	 laboratorios	





na273,	 la	 seudoefedrina274	 la	 3,4‐MDP‐2‐P275,	 la	P‐2‐P276,	 del	 safrol277	 y	



























demos	 afirmar	 que	 las	 ocho	 sustancias	 catalogadas	más	 importantes,	
todas	del	Cuadro	I	del	Convenio	de	1988,	en	las	que	centran	todos	sus	
esfuerzos	el	Proyecto	Prima	y	el	Proyecto	Cohesión	se	fabrican	ilícita‐
mente,	 así	 como,	por	 lo	menos,	 cuatro	 sustancias	del	Cuadro	 II	 y	una	
cantidad	considerable	de	sustancias	no	catalogadas	que	se	utilizan	en	
la	elaboración	de	drogas279.	
i)	 Realizar	 la	 transferencia	de	 la	 sustancia	 catalogada	debidamente	
etiquetada	en	sus	envases	originales	a	envases	sin	etiquetar	o	con	eti‐
quetas	falsas,	tal	como	se	ha	descubierto	en	remesas	de	anhídrido	acé‐
tico,	 el	 3,4‐metilendioxifenil‐2‐propanona	 (3,4‐MDP‐2‐P),	 el	 perman‐
ganato	de	potasio	o	de	otros	precursores	de	drogas280.	
                                                          
274		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2008…,	
p.	9.	
275		 Ibidem.,	 p.	 10.	 Las	 autoridades	 de	 Luxemburgo	 reportaron	 a	 través	 del	 sistema	PICS	
decomisos	 de	 un	 nuevo	 “pre‐precursor”	 de	 la	MDMA,	 “la	 sal	 sódica	 de	 3,4‐MDP‐2‐P	
ácido	glicídico”,	que	puede	transformarse	en	3,4‐MDP‐2‐P	en	una	relación	práctica	de	2	



















de	 las	 remesas	 son	 los	 modus	 operandi	 principales	 que	 utilizan	 los	 traficantes	 de	
APAAN.	Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	











tar	 de	 prevenir	 desviaciones	 o	 interceptar	 envíos	 de	 contrabando	 de	




































infiltrar	 empleados	 de	 las	 empresas	 navieras,	 de	 transporte283,	 de	 la	
industria	 química	 o	 farmacéutica,	 así	 como	 funcionarios	 de	 aduanas,	
migración,	 patrullas	 fronterizas,	 agentes	 de	 policía	 y	 militares	 para	
asegurarse	que	las	remesas	de	precursores	circulen	por	los	puertos	in‐
ternacionales,	 aeropuertos,	 aduanas	 y	 fronteras	 terrestres	 sin	ningún	
percance.	Además	esta	labor	de	infiltración	les	permite	a	los	traficantes	




públicas,	 que	 se	 han	 visto	 desbordadas	 por	 los	 recursos	 desplegados	
por	estas	organizaciones	criminales284.	


































tanfetamina,	 sino	 también	 ergometrina,	 ergotamina	 y	 ácido	 lisérgico,	
para	 elaborar	 alucinógenos	 como	 la	 dietilamina	 del	 ácido	 lisérgico	
(LSD),	para	lo	cual	elaboran	falsas	declaraciones	de	expedición,	decla‐
rando	 el	 contenido	 como	 “medicinas”	 utilizando	 nombres	 de	marcas	
comerciales	reconocidas285.	







































industrias	 químicas	 y	 farmacéuticas	 para	 sustraerse	 de	 los	 controles	
existentes288.	









micos	 muy	 asequibles,	 sin	 que	 este	 procedimiento	 requiera	 conoci‐




de	 tipo	 anfetamínico	ofrece	 ventajas	potenciales	 a	 los	 traficantes	que	
desean	 expedir	 sustancias	 catalogadas	 a	 diferentes	 países.	 Dado	 que	
además	 de	 la	 modificación	 radical	 de	 las	 características	 físicas	 de	 la	
sustancia,	el	precursor	modificado	puede	eludir	las	medidas	nacionales	

















q)	 Reciclar	 los	 precursores	 de	drogas	 y	 sustancias	 no	 catalogadas	 lí‐
quidas	con	el	objetivo	de	evitar,	en	la	medida	de	lo	posible,	la	fabricación	
ilícita	de	precursores	de	drogas,	 asi	 como	su	desviación	de	 los	 canales	
nacionales	e	internacionales,	y	también	con	la	finalidad	de	reducir	al	mí‐
nimo	los	costes	de	producción	de	la	producción	ilícita	de	drogas290.	

































precursores	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 y	 sustancias	
psicotrópicas	 (artículo	 371	 del	 Código	 Penal),	 asumimos	 que	 resulta	
verdaderamente	 imprescindible	 en	 primer	 lugar	 establecer	 qué	 es	 lo	
que	 protege	 este	 tipo	 penal,	 es	 decir,	 qué	 bien	 o	 bienes	 jurídicos	 se	
están	 tutelando.	 Esto	 en	 atención	 a	 que,	 como	 es	 aceptado	 por	 la	
doctrina	mayoritaria,	la	ausencia	de	un	bien	jurídico	protegido	despoja	
a	 la	 norma	 penal	 de	 todo	 contenido	 material	 y	 por	 ende	 de	 toda	
legitimidad	 (nullum	 crimen	 sine	 iniuria)1,	 razón	 por	 la	 cual	 nos	
abocamos	a	 continuación	al	estudio	de	esta	 importante	categoría	que	
en	nuestra	opinión,	a	pesar	de	sus	inconcreciones,	continua	siendo	un	






                                                          
1		 DEMETRIO	 CRESPO,	 Eduardo,	 RODRÍGUEZ	 YAGÜE,	 Cristina.	Curso	 de	Derecho	Penal.	












experimentado	 la	humanidad).	Muchos	años	 tuvieron	que	 transcurrir	
para	 que	 se	 iniciara	 el	 necesario	 proceso	 de	 separación	 entre	 lo	 que	
debía	considerarse	inmoral	y	lo	que	debía	entenderse	delictivo,	en	de‐




		 En	este	 sentido	es	 innegable	en	nuestra	opinión	 la	 trascendencia	que	
ha	tenido,	y	tiene	en	la	actualidad	el	bien	jurídico,	la	cual	se	materializa	









                                                          
	2		 JAKOBS,	Günther.	Derecho	Penal.	Parte	General.	Fundamentos	y	Teoría	de	la	Imputación.	






ma	 ratio”.	 HIRSCH,	 Hans	 Joachim.	 “Acerca	 del	 estado	 actual	 de	 la	 discusión	 sobre	 el	
concepto	de	bien	jurídico”.	(Trad.	PASTOR,	Daniel	R.).	Modernas	tendencias	en	la	cien‐
cia	del	Derecho	Penal	 y	 la	Criminología.	Ed.	 UNED.	Madrid.	 2001,	 pp,	 371,	 372,	 376‐	
379.	Hassemer	en	sentido	opuesto	señala:	 “que	 la	 teoría	del	bien	 jurídico	se	sitúa	en	
una	tradición	de	la	formación	teórica	de	las	ciencias	penales	interesada	en	la	legalidad	
del	Derecho	Penal,	que	persigue	 como	objetivo	 la	proporcionalidad	de	 la	pena”,	 aña‐
diendo	que	está	tradición	“relaciona	la	dogmática	penal	con	la	política	criminal,	y	con	
el	Derecho	Penal	Constitucional,	y	alcanza	tanto	al	Derecho	Penal	material	como	al	De‐








senta	 serios	 problemas	 de	 concreción,	 constituyendo	uno	de	 los	 pro‐
blemas	de	la	dogmática	jurídico	penal	sobre	el	que	más	se	ha	escrito	y	
menos	claridad	se	ha	logrado;	por	ello,	es	prioritario	seguir	trabajando	
en	 la	 concreción	 del	 contenido	 material	 del	 bien	 jurídico,	 necesidad	
que	se	ve	reflejada	claramente	en	la	expansión	penal	que	se	ha	produ‐




tro	entorno,	 lo	que	ha	propiciado	 la	 creación	en	alguna	medida,	pues	










el	 delito	 con	 el	 pecado,	 propiciando	 tal	 situación	 que	 se	 cometieran	
tremendas	atrocidades	al	amparo	de	la	ley	(cacería	de	herejes,	brujas,	
endemoniados	y	similares),	como	resultado	de	la	confusión	Estado‐	Re‐





	 En	 España	 una	 rigurosa	 concordancia	 de	 la	 inmoralidad,	 o	 inconve‐
niencia	política	con	el	delito,	se	puede	observar	en	el	Código	de	1944,	
que	en	su	exposición	de	motivos	señalaba:	“el	Código	de	delitos	y	penas	
                                                          
3		 ZODER,	 Isabel.	 La	 protección	 personal	 del	 nasciturus.	 Tesis	 Doctoral.	 Universidad	 de	
Salamanca.	1997,	pp.	1,	2.	










la	 vida”.	Hay	que	 señalar	que	 la	 secularización	y	democratización	del	










Derecho	Penal.	 Sin	 embargo	 resulta	 innegable	que	 todavía	hoy	pode‐
mos	encontrar	residuos	inequívocamente	morales	y	religiosos	a	todas	




Código	 Penal	 Español	 vigente7o	 el	 artículo	 173	 del	 Código	 Penal	 ale‐
mán	que	regula	el	incesto	entre	parientes8.		
                                                          
5		 Afirmaba	Marino	Barbero	que	el	Código	de	1944	no	acogió	“in	totum	ninguna	concep‐
ción	científica”.	BARBERO	SANTOS,	Marino.	“La	reforma	penal	de	la	Monarquía	consti‐


















de	 la	 tristemente	 célebre	 escuela	 de	 Kiel	 encabezada	 por	 Dahm	 y	
Schaffstein9.	Ilustrando	este	acontecimiento	histórico	Fabián	Caparrós	
afirma	que:	“El	bien	jurídico	también	desfiló	triunfante	en	1945	por	las	




ción)	 “en	un	suicidio	 libremente	deseado	de	 forma	expresa	e	 inequívoca”.	Por	 lo	que	


















































cretas,	 sino	 también,	 y	 quizás	 en	 primera	 línea,	 de	 las	 concepciones	
morales	dominantes	en	la	sociedad”13.		





















		 Afortunadamente,	 en	 la	 actualidad	 podemos	 afirmar	 que	 la	 doctrina	
mayoritaria	 comparte	 los	 planteamientos	 que	 asumen	 que	 la	 misión	
del	Derecho	Penal	es	 la	protección	de	bienes	 jurídicos14	 (principio	de	




UBIETO,	 Emilio.	 GURDIEL	 SIERRA,	Manuel.	 CORTÉS	 BECHIARELLI,	 Emilio	 (Coords.).	
Estudios	 penales	 en	 recuerdo	 del	 profesor	Ruiz	Antón.	 Ed.	 Tirant	 lo	 Blanch.	 Valencia.	
2004,	pp.	895,	896.	











fesor	 Julio	B.	 J.	Maier.	 Ed.	 Editores	 del	 Puerto.	 Buenos	 Aires.	 2005,	 p.	 67.	 JESCHECK,	
Hans‐Heinrich.	Tratado	de	Derecho	Penal.	Parte	General.	 (Trad.	MANZANARES	SAMA‐
NIEGO,	 José	Luis).	Cuarta	edición.	Comares.	Granada.	1993,	pp.	1,	6,	42,	231.	KARGL,	





co.	Derecho	Penal.	Parte	General…,	op.	 cit.,	 pp.	 63‐75,	 88‐93.	NESTLER,	 Cornelius.	 “El	
principio	de	protección	de	bienes	jurídicos	y	la	punibilidad	de	la	posesión	de	armas	de	





Democrático	 de	Derecho”	 en	HORMAZÁBAL	MALARÉE	 (Coord.).	Estudios	de	Derecho	
Penal	en	memoria	del	Profesor	Juan	José	Bustos	Ramírez.	Ed.	Ubijus.	México	DF.	2011,	p.	
















salvadoreña15	 en	 su	 artículo	 3º	 regula:	 “no	 podrá	 imponerse	 pena	 o	
medida	de	seguridad	alguna,	si	 la	acción	u	omisión	no	 lesiona	o	pone	
en	peligro	efectivo	un	bien	jurídico	protegido	por	la	ley	penal”.	El	Códi‐
go	 Penal	 para	 el	Distrito	 Federal	 de	México	 en	 su	 artículo	 4º	 incluye	




significativa	un	bien	 jurídico	 tutelado	por	 la	Ley	penal”17.	En	 igual	di‐




en	 peligro	 de	 un	 bien	 jurídico,	 el	 juicio	 de	 antijuricidad	 carece	 total‐
mente	de	sentido”18,	en	el	mismo	sentido	se	ha	pronunciado	el	Tribunal	
Constitucional	Español19.	

























lación	a	 los	 fines	perseguidos	 con	ellas,	no	están	 sujetas	a	ningún	re‐
quisito	más	 estricto	 que	 vaya	más	 allá	 de	 la	 propia	 Constitución.	 En	
particular,	 dichas	 normas	 no	 pueden	 derivarse	 de	 la	 teoría	 jurídico‐
penal	 del	 bien	 jurídico.	 Ni	 siquiera	 existe	 unidad	 ya	 sobre	 el	 propio	
concepto	de	bien	jurídico.	Si	por	bien	jurídico	se	entiende,	en	el	sentido	






nes	 jurídicos	 legítimos	 únicamente	 determinadas	 circunstancias	 pre‐
viamente	dadas	de	 la	vida	social	o,	de	otra	manera,	partir	de	un	con‐
cepto	 suprapositivo	del	bien	 jurídico,	 este	 concepto	entendido	y	 apli‐
cado	como	elemento	del	parámetro	constitucional	de	revisión	o	super‐
visión‐entra	 en	 contradicción	 con	 el	 hecho	 de	 que	 conforme	 al	 orde‐




no	 puede	 ser	 restringida	 apelando	 a	 bienes	 jurídicos	 supuestamente	
preexistentes	o	reconocidos	por	instancias	diferentes	al	legislador,	sino	
que	 su	 límite	 se	halla	 en	 el	 ámbito	del	Derecho	Penal,	 y	 en	 cualquier	
otro	únicamente	en	 la	propia	Constitución,	siempre	y	cuando	ésta	ex‐
cluya	de	antemano	 la	persecución	de	un	 fin	determinado.	No	se	 trata	
aquí	de	juzgar	la	contribución	que	el	concepto	de	protección	de	bienes	
                                                          
les	Valdés	que	en	Italia	hay	quienes	entienden	que	el	principio	de	ofensividad	esta	regu‐
lado	en	los	artículos	40	y	43	de	su	Código	Penal,	otro	sector	de	la	doctrina	opina	que	este	







jurídicos	pudiera	aportar	para	 la	política	 jurídica	y	para	 la	dogmática	




(ex	 vicepresidente	 del	 Tribunal	 Constitucional),	 adjuntó	 a	 la	 opinión	










                                                          
20		 Hassemer	 afirmó	 que	 el	 artículo	 173.2,	 inciso	 2	 protege	 sólo	 concepciones	 morales	
existentes	o	supuestas,	pero	que	para	ese	fin	habría	otros	y	mejores	medios	que	el	De‐


























el	 bien	 jurídico	 en	 la	 teoría	 del	 delito,	más	 adelante	 realizaremos	 las	
observaciones	que	consideramos	pertinentes21.	
	 Queremos	 destacar	 en	 este	momento	 que	 lamentablemente	 en	 la	 ac‐
tualidad	en	el	marco	de	lo	que	se	conoce	como	Moderno	Derecho	Penal,	
se	observa	la	tendencia	de	utilizar	el	principio	de	protección	de	bienes	
jurídicos	 como	criterio	positivo	para	 justificar	decisiones	 criminaliza‐
doras,	perdiendo	por	tanto	el	criterio	negativo	que	tuvo	originalmente.	
Así	lo	que	clásicamente	se	formulo	como	“un	concepto	crítico	para	que	
el	 legislador	se	 limitara	a	 la	protección	de	bienes	 jurídicos,	se	ha	con‐






sin	 preguntarnos:	 ¿que	 son	 bienes	 jurídicos?,	 ¿como	 deben	 seleccio‐
narse?	y	¿que	función	cumplen	estos	en	el	sistema	penal?.	Advertimos	
que	 aunque	 este	 no	 es	 el	 objeto	 central	 de	 nuestra	 investigación,	 lo	


























desde	 nuestras	 modestas	 posibilidades,	 procuraremos	 establecer	 el	









peñar	 los	bienes	 jurídicos	penales,	 se	puede	 afirmar	que	hay	un	 con‐
















dico23.	 Es	 necesario	 aclarar,	 que	 aunque	 el	 bien	 jurídico	 cumple	 una	
función	esencial	en	este	sentido,	no	es	el	único	criterio	necesario	para	
fundamentar	 la	 sistemática	 de	 los	 códigos	 penales,	 ya	 que	 deben	 to‐
marse	 en	 cuenta	otros	 elementos	 como:	 la	 forma	de	 ataque	 al	 objeto	






		 Otra	 importante	 función	que	desempeña	el	bien	 jurídico	es	 la	 función	
interpretativa,	 la	cual	versa	sobre	la	 interpretación	teleológica	y	valo‐
rativa.	En	esta	dirección,	el	bien	jurídico	nos	ayuda	a	establecer	el	sen‐
tido	y	 la	 finalidad	protectora	de	 los	diferentes	tipos	penales	de	forma	
tal	 que	 posibilita	 excluir	 la	 tipicidad	 de	 conductas	 que	 parecen	 ade‐
cuarse	a	la	redacción	literal	del	tipo	pero	que	sin	embargo	no	lesionan	
ni	ponen	en	peligro	el	bien	jurídico	tutelado.	Tómese	como	ejemplo	de	
ello	 la	 interpretación	 jurisprudencial	 sobre	el	artículo	368	del	Código	
Penal	vigente,	que	determina	que	el	bien	jurídico	protegido	en	este	tipo	
penal	es	la	salud	pública.	Así,	aunque	la	donación	de	droga	en	principio	
es	 una	 forma	 de	 tráfico,	 a	 través	 de	 una	 interpretación	 restrictiva	 se	
puede	 considerar	 atípica	 aquella	 donación	 ocasional	 y	 para	 consumo	
personal	de	una	pequeña	cantidad	de	droga	a	una	persona	que	de	to‐










Queremos	 señalar	que	 sobre	esta	 función	 se	ha	generado	una	 impor‐
tante	discusión	entre	 los	principales	exponentes	de	 la	dogmática	 jurí‐
dica	penal	en	el	transcurso	de	varias	décadas,	la	cual	algunos	estudio‐
sos	 del	 Derecho	 han	 tildado	 de	 infructuosa;	 no	 obstante	 en	 nuestra	
modesta	opinión,	entendemos	que	esta	discusión	ha	retomado	una	im‐
portancia	 trascendental	 en	 la	 determinación	 del	 futuro	 del	 Derecho	
Penal,	compartiendo	en	este	sentido	el	criterio	expresado	por	el	profe‐
                                                          




















teriormente	 Birnbaum	 (iusnaturalismo)	 cuestionó	 “la	 escasa	 consis‐
tencia	de	esta	relación	si	el	derecho	subjetivo	no	se	concretaba	en	algo	
material,	un	bien”	(teoría	del	bien	jurídico)	incorporando	la	noción	de	
                                                          
26		 MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	Derecho	Penal	y	Control	Social.	Ed.	Fundación	Universitaria.	








27		 FERNÁNDEZ,	Gonzalo	D.	Bien	 jurídico…,	op.	cit.,	 pp,	 12‐	14.	 Feuerbach	al	 entender	 el	
delito	como	la	lesión	de	derechos	subjetivos,	se	vio	obligado	por	ello,	a	probar	en	cada	
precepto	penal	la	concurrencia	de	un	derecho	subjetivo	del	particular	o	del	Estado	co‐
mo	 objeto	 de	 protección.	 JESCHECK,	 Hans‐Heinrich:	Tratado	 de	Derecho	Penal	Parte	




como	objeto	de	protección)	 fue	dominante	hasta	 inicios	del	 siglo	XX.	MORALES	VAL‐

























                                                          
28		 BIRNBAUM.	Über	das	Erfordernis	 einer	Rechtsverletzung	 zum	Begriff	des	Verbrechens	






30		 BIRNBAUM,	 “Neues	 Archiv	 des	 criminalrechts”,15	 (1834),	 p.	 179,	 cit.	 por	 JESCHECK,	
Hans:	Tratado	de	Derecho	Penal	Parte	General.	(Trad.	MANZANARES	SAMANIEGO,	José	
Luis).	 Cuarta	 edición.	 Comares.	 Granada.	 1993,	 p.	 232.	 La	 idea	 de	 bien	 jurídico	 que	









La	 elaboración	 teórica	 realizada	 por	 Birnbaum	 sobre	 el	 bien	 jurídico	
dio	 origen	 a	 dos	 corrientes	 fundamentales,	 antagónicas	 entre	 sí.	 La	





















turaleza	 básicamente	 sancionadora	 de	 normas	 preexistentes	 a	 la	 ley	














penal,	por	 lo	tanto	 la	protección	de	bienes	 jurídicos	resultaba	equiva‐
lente	a	limitar	al	ordenamiento	penal	a	sancionar	los	ataques	a	bienes	
reconocidos	 en	 otras	 ramas	 del	 ordenamiento	 jurídico,	 hecho	 que	 es	
tan	discutible	 como	 la	 llana	naturaleza	 sancionadora	que	 le	 asignó	 al	
Derecho	Penal35.	Por	lo	tanto	para	él	el	bien	jurídico	carece	de	todo	po‐









siendo	 evidente	 que	 posiciones	 como	 las	mantenidas	 por	 el	 autor	 en	
mención	o	próximas	a	las	mismas	pueden	propiciar	sin	duda	alguna	el	
fortalecimiento	 ciego	 del	 poder	 político,	 independientemente	 de	 cual	
sea	su	naturaleza,	ya	que	todo	gira	alrededor	del	Estado	o	del	sistema,	
lo	 cual	 en	nuestra	opinión	obliga	 a	 renunciar	 totalmente	 a	 la	 función	





establecer	 una	 determinación	 general	 del	 delito	 a	 través	 de	 la	 teoría	
del	 bien	 jurídico.	 Tomando	 como	 argumento	 central	 que	 el	 Derecho	
existe	como	resultado	de	la	voluntad	humana,	aseguró	que	los	fines	del	
Derecho	no	podrían	ser	otros	que	 la	 tutela	de	 los	 intereses	vitales	de	
las	personas,	los	cuales	entendía	como	bienes	jurídicos.	De	ello	Afirmó	
                                                          
35		 MIR	PUIG,	Santiago.	“Bien	jurídico	y	Bien	jurídico‐penal	como	límites	del	ius	puniendi”	
en	Estudios	Penales	y	Criminológicos	XIV.	Santiago	de	Compostela.	1991,	p.	206.	
36		 BUNZEL,	 Michael.	 SCHMIDT,	 Juana.	 STOLLE,	 Peer.	 “Primera	 sesión.	 Teoría	 del	 bien	
jurídico	 y	 harm	 principle”.	 (Trad.	 ALCÁCER	 GUIRAO,	 Rafael).	 HEFENDEHL,	 Roland	
(Ed.).	La	teoría	del	bien	jurídico.	¿Fundamento	de	legitimación	del	Derecho	Penal	o	juego	











		 Compartimos	 plenamente	 con	 el	 profesor	 Luzón	 Peña	 la	 opinión	 de	
que	 con	Von	Liszt	 se	 inicia	 el	 desarrollo	de	una	posición	 crítica	 y	 re‐
formista	que	hoy	goza	de	cómoda	postura	en	la	doctrina,	basada	en	la	











































turalizando	 totalmente	su	contenido.	Así	 la	 lesión	o	puesta	en	peligro	
de	bienes	 jurídicos	 se	materializaba	en	 la	 infidelidad	y	desobediencia	






dificación	 fascista	 italiana	en	1930,	mediante	 la	marginación	del	bien	
jurídico	de	 la	 teoría	del	 injusto	 a	 través	de	 la	 implementación	 reduc‐
cionista	en	clave	meramente	interpretativa44.	
		 Fue	Hans	Welzel	quien	se	encargaría	de	revisar	de	forma	crítica	los	apor‐
tes	 realizados	por	 los	 neokantianos,	 llegando	 a	 concluir	 que	 la	 protec‐











modernas	y	 reflujos	 liberales”.	 (Trad.	RAGUÉS	VALLÉS,	Ramón),	 en	 SILVA	SÁNCHEZ,	






de	 conciencia	 de	 carácter	 ético‐social	 se	 protegen	 los	 bienes	 jurídicos,	
sosteniendo	de	esta	manera	que	la	misión	primordial	del	Derecho	Penal	
























del	 siglo	XIX	convierte	 la	 llamada	 función	protectora	en	un	postulado	absolutamente	
equivoco	y	ambiguo.	GARCIA‐	PABLOS	DE	MOLINA,	Antonio.	Introducción	al	estudio…,	
op.	cit.,	pp.	568,	569.	“Sin	embargo	Welzel	considera	incluida	la	protección	de	los	bie‐
nes	 jurídicos	concretos	dentro	de	 la	prioritaria	protección	de	 los	valores	elementales	
de	la	actitud	interna”.	ROXIN,	Claus.	Derecho	Penal.	P.G…,	op.	cit.,	p.	68.	La	idea	de	Wel‐
zel	es	que	Derecho	Penal	promociona	una	ética	colectiva.	QUINTERO	OLIVARES,	Gon‐























que	posteriormente,	 la	 teoría	del	 bien	 jurídico	 se	ha	 cuestionado	por	




te	 estas	 posturas	 no	 gozan	 de	 gran	 aceptación	 en	 la	 doctrina	 penal,	
prevaleciendo	en	la	actualidad	la	opinión	mayoritaria	de	asumir	que	la	
misión	 del	 Derecho	 Penal	 es	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 (acep‐
                                                          
47		 Hormazábal,	afirma	que	son	válidas	las	críticas	que	se	le	realizan	a	Welzel	en	lo	que	se	
refiere	 a	 la	mediatización	del	bien	 jurídico	por	 la	protección	de	valores	de	 acto	y	de	
hecho,	 entendiendo	que	 su	definición	de	bien	 jurídico,	 no	deja	de	 ser	 una	 definición	
formal,	que	no	expresa	lo	que	es	el	bien	jurídico	en	sentido	material.	Ibidem.,	pp.	87,	88.		


























La	 teoría	 funcionalista	 encuentra	 su	 origen	 en	Durkheim	 (La	división	
del	trabajo	social,	1893),	en	el	desarrollo	de	la	misma	sus	más	destaca‐
dos	 representantes	 son	 Parson	 y	 Merton.	 De	 la	 versión	 alemana	 del	
funcionalismo	hay	que	destacar	sin	lugar	a	dudas	a	Luhmann51,	que	con	
los	autores	anteriormente	citados	son	los	referentes	para	su	recepción	











NAVARRO,	Susana.	 “Concreción	y	 lesión	de	 los	bienes	 jurídicos	colectivos.	El	ejemplo	
de	los	delitos	ambientales	y	urbanísticos”	en	Anuario	de	Derecho	Penal	y	Ciencias	Pena‐


























“los	acontecimientos	disfuncionales,	 los	 fenómenos	sociales	que	 impi‐
den	o	dificultan	 al	 sistema	 social	 la	 superación	de	 los	problemas	que	
obstaculizan	 su	progreso”...,	 así	 “el	delito	 es	 sólo	un	 caso	especial	del	
                                                          
52		 La	concepción	funcionalista	de	la	sociedad,	considera	al	hombre,	aun	cuando	valora	la	
acción	humana	para	la	consecución	de	ciertos	fines,	como	un	ser	completamente	social,	


























clave,	común	a	 toda	 la	sociología	 funcionalista	que	sólo	puede	ser	re‐
suelto	mediante	la	introducción	de	elementos	externos	al	mismo,	pues	
al	 afirmar	 la	 funcionalidad	 o	 disfuncionalidad	 de	 un	 comportamiento	
con	 relación	 a	 un	 sistema,	 no	 se	 está	 efectuando	 ninguna	 valoración	
sobre	la	naturaleza	de	este	último,	lo	cual	representa	la	renuncia	al	eje	
liberal	de	 la	 teoría	del	bien	 jurídico	y	 su	procedencia	del	 individuo55,	






cas,	 pero	 no	 ofrece	 criterios	 de	 legitimación.	 SOTO	NAVARRO,	 Susana.	La	protección	
penal…,	op.	cit.,	p.	70.	
55		 BERDUGO	GÓMEZ	DE	LA	TORRE,	Ignacio.	Reflexiones	sobre	la	problemática…,	op.	cit.,	p.	




















tiva	 exclusivamente	 funcionalista	 como	 la	 propuesta	 por	 Amelung	 y	
posteriormente	secundada	con	algunas	matizaciones	por	Jakobs	entre	
otros	 autores,	 anula	 de	 hecho	 la	 eficacia	 limitadora	 del	 concepto	 de	
bien	 jurídico,	 ya	 que	 inclusive	 la	 protección	 de	 valores	 estrictamente	
morales	(como	estrategia	política),	puede	resultar	funcional	en	una	de‐
terminada	 sociedad,	 o	 si	de	 forma	contraria,	 determinadas	 conductas	
inmorales	resultaran	disfuncionales	al	sistema,	desde	esta	concepción,	
habría	que	dar	por	 sentado	que	 su	 criminalización	 estaría	 legitimada	
sin	más,	por	lo	que	entendemos	que	la	opción	propuesta	por	Amelung	










ral	 positiva	 que	 defiende	 la	 estabilización	 de	 las	 normas	mediante	 el	
                                                          
56		 MIR	PUIG,	Santiago.	“Límites	del	normativismo	en	el	Derecho	Penal”.	MIR	PUIG,	Santia‐




ne	en	peligro	es	 la	vigencia	de	 la	norma,	 lo	cual	debe	entenderse	como	un	retorno	al	
positivismo	jurídico	de	Binding,	que	niega	totalmente	la	teoría	del	bien	jurídico.	BUS‐















logista,	 incurre	 “en	 una	 versión	 normativista	 intransigente,	 radical	 y	
contradictoria”59.	

















		 Consideramos	 importante	 destacar	 que	 el	 funcionalismo	 o	 teoría	 sis‐
témica,	ha	suministrado	el	marco	teórico	para	una	nueva	fundamenta‐
ción	del	Derecho	Penal;	 la	 teoría	de	 la	prevención	positiva.	 La	 expre‐















la	 aprobación	 conforme	 a	 la	 Constitución	 de	 las	 leyes	 penales,	 y	 en‐
cuentra	su	legitimación	material	en	su	necesidad	para	el	mantenimien‐
to	de	la	forma	de	la	sociedad	y	el	Estado,	afirmando	además	que	el	sis‐
tema	 penal	 no	 posee	 en	 sus	 normas	 ningún	 contenido	 genuino,	 pues	
dichos	contenidos	se	rigen	por	el	contexto	de	regulación62.	Desde	esta	
perspectiva,	el	papel	del	Derecho	Penal	consiste	únicamente	en	asegu‐
rar	 el	 cumplimiento	de	 las	normas	 garantizando	que	 las	 expectativas	
imprescindibles	 para	 el	 buen	 funcionamiento	 de	 la	 vida	 social	 en	 la	
forma	establecida	legalmente	no	se	pierdan	en	caso	de	que	resulten	de‐
fraudadas,	por	lo	que	este	profesor	propone	que:	“se	debe	definir	como	




Como	 vemos,	 este	 autor	 no	 propone	 eliminar	 del	 lenguaje	 jurídico	 la	




el	 incumplimiento	 de	 un	 deber64.	 Esta	 posición	 nos	 parece	 bastante	
                                                          
62		 SOTO	NAVARO,	Susana.	La	protección	penal…,	op.	cit.,	p.	23.	










ra	 una	 teoría	 funcional	 del	 Derecho	 Penal.	 (Trad.	 CANCIO	 MELIA,	 Manuel.	 FEIJOO	













personas”65.	Avanzando	un	poco	más	en	 sus	objeciones	a	 la	 teoría	de	
bien	 jurídico	 Jakobs	 afirma	que	 esta	 favorece	 las	 anticipaciones	de	 la	







tiva	 de	 la	 sociedad,	 por	 lo	 que	 el	 Derecho	 Penal	 no	 debe	 reaccionar	
frente	a	un	hecho	en	cuanto	lesión	o	puesta	en	peligro	de	un	bien	jurí‐
dico,	 “sino	sólo	 frente	a	un	hecho	en	cuanto	quebrantamiento	de	una	




jurídico	 protegido	 por	 la	 norma,	 debiendo	 considerar	 también	 la	 antijuridicidad,	 ya	
que	el	contenido	material	de	esta	última	categoría	viene	también	dado	por	el	bien	jurí‐
dico,	 el	 cual	 vincula	 a	 la	 realización	 típica	 con	 el	 resto	 del	 ordenamiento	 jurídico	 y	
además	permite	 su	 valoración	por	 éste.	 BUSTOS	RAMÍREZ,	 Juan,	HORMAZÁBAL	MA‐
LARÉE,	 Hernán.	 Lecciones	 de	 Derecho	 Penal	 Vol.	 II.	 Ed.	 Trotta.	Madrid.	 1999,	 p.	 36.	















norma”,	 quebrantamiento	 “que	 no	 es	 un	 suceso	 natural	 entre	 seres	

















de	 que	 esto	 no	 debe	 de	 expresarse	 de	 “la	 dogmática	 real”	 de	 Jakobs,	
pues	 él	 no	 pretende	 explicar	 el	Derecho	Penal	 sobre	 las	 premisas	 de	
cualquier	 sistema	 sino	 “de	 la	mano	 de	 los	 objetivos	 de	 la	 legislación	
alemana	 de	 nuestro	 tiempo”69.	 Sobre	 este	 tema	 Silva	 Sánchez	 afirma	





nicación	 personal”	 presenta	 serios	 inconvenientes,	 pues	 son	 presu‐












puestos	 axiológicos	 para	 el	 establecimiento	 de	 la	 comunicación	 “la	
igualdad	y	 la	 libertad”,	 presupuestos	que	el	modelo	 funcional	 es	 apa‐
rentemente	incapaz	de	cumplir,	ya	que	“la	simple	funcionalidad	cuando	
no	persigue	la	igualdad	y	la	libertad,	no	puede	garantizar	una	sociedad	
en	 donde	 la	 comunicación	 personal	 sea	 una	 aspiración	 seria”.	 Como	
vemos,	Jakobs	plantea	una	propuesta	que	no	puede	proporcionarse	los	
medios	 necesarios	 para	 la	 consecución	 de	 los	 fines	 que	 persigue,	 ya	
que	un	sistema	penal	neutro	imposibilita	la	comunicación	entre	los	in‐
dividuos,	siendo	necesario	además	destacar	que	la	pura	estabilización	






materia	 a	 controlar	 crearía	 el	medio	 de	 control72,	 lo	 que	 obviamente	
deja	vacío	de	contenido	 tanto	al	bien	 jurídico	como	a	 la	norma	penal,	
transformándolos,	si	se	nos	permite	la	metáfora	en	un	cheque	en	blan‐

























sistema	 de	 producción	 y	 distribución	 que	 les	 permita	 seguir	 mante‐
niendo	aquella	posición	hegemónica”.	De	igual	manera	se	resistirían	a	
sancionar	aquellas	conductas	que	 les	 resultan	 funcionales,	 lo	que	evi‐
dentemente	no	constituye	un	verdadero	 límite	al	 ius	puniendi	estatal,	
pudiendo,	 además,	 propiciar	 un	 peligroso	 y	 antidemocrático	 inmovi‐









es	 una	 realidad	 y	 por	 ende,	 todos	 los	 ciudadanos	 aceptan	 de	 forma	
unánime	su	rol,	lo	cual	nos	resulta	un	tanto	utópico	y	peligroso	por	el	
exceso	de	confianza	que	deposita	en	la	bondad	del	Estado.	Con	esto,	no	
queremos	 afirmar	 que	 Jakobs	 quiera	 con	 sus	 posiciones	 posibilitar	 o	








                                                          
75		 OCTAVIO	DE	TOLEDO	Y	UBIETO,	Emilio.	“Función	y	límites…,	op.	cit.,	pp.	9,	21.	
76		 CADAVID	QUINTERO,	Alfonso.	 Introducción	a	 la	Teoría..,	op.	cit.,	 p.	 117.	 En	el	mismo	




























cionada	 por	 la	 aplicación	 de	 los	 principios	 de	 fragmentariedad	 y	 de	
subsidiaridad,	de	tal	forma	que	sólo	serán	dignos	de	protección	aque‐
                                                          





















sociedad,	pero	además	únicamente	 serán	objeto	de	 tutela	 las	modali‐
dades	de	ataque	más	graves	a	dichos	bienes.		




sive	personales	 en	 la	 formulación	de	 las	normas	 jurídicas,	por	 lo	que	
debe	ser	tarea	cotidiana	del	penalista	tratar	de	evitar	desde	sus	modes‐
tas	posibilidades	que	se	pervierta	tan	importante	labor,	como	es	la	de	
diseñar	 las	 reglas	 indispensables	para	 garantizar	 las	posibilidades	de	

















                                                          
80		 CADAVID	QUINTERO,	Alfonso.	 Introducción	a	 la	Teoría…,	op.	cit.,	p.	113.	GARCIA‐	PA‐
BLOS	DE	MOLINA,	Antonio.	Introducción	al	estudio…,	op.	cit.,	p.	573.	



















to	despenalizador	que	 se	estaba	produciendo	a	partir	de	 los	años	 se‐











temente	 políticos	 pueden	 estimarse	 funcionales	 en	 una	 sociedad	 de‐
terminada,	dado	que	la	exclusiva	referencia	a	la	disfuncionalidad	social	
entraña	el	peligro	de	atender	a	 las	necesidades	del	conjunto	social	en	
detrimento	del	 individuo.	Otra	objeción	que	 se	 realiza	 a	 quienes	 sos‐
tienen	estas	posturas	es	que	expresan	una	concepción	estática	del	bien	
jurídico84,	 porque	 pueden	 ser	 tildadas	 como	 tesis	 conservadoras,	 así,	
                                                          
ción	y	punición	como	delito”.	FERRAJOLI,	Luigi.	Derecho	y	razón…,	op.	cit.,	 p.	471.	La	













		 También	 es	 necesario	 destacar,	 como	 se	 afirmó	 anteriormente,	 que	 la	







solvieron	 el	 nivel	 de	 dañosidad	 social	 requerido	 para	 que	 la	 lesión	 o	
puesta	en	peligro	de	un	bien	jurídico	alcanzara	relevancia	penal86.		
El	profesor	Gómez	Benítez	cuestiona	las	teorías	que	él	denomina	espi‐








él	 la	 lesión	o	puesta	en	peligro	de	 los	bienes	 jurídico‐penales	es	 la	 le‐
sión	o	 la	posibilidad	de	afectar	un	bien	social,	 sin	que	medien	valora‐
ciones	 ajenas	 al	 significado	 exclusivamente	 social	 del	 Derecho	 Penal.	
Asumiendo	por	lo	tanto	que	el	Estado	únicamente	estará	legitimado	para	
prohibir	conductas	socialmente	dañosas,	constituyendo	esta	la	única	vía	
para	establecer	un	 límite	al	 ius	puniendi;	 ya	que	el	marco	de	actuación	
                                                          













y	no	 cuando	dicho	perjuicio	 sea	moral,	 cultural	 o	 ético.	Analizando	 los	
criterios	 para	 el	 establecimiento	 de	 lo	 que	 es	 perjudicial	 socialmente	






juicio	social	es	 la	 inclusión	de	 los	componentes	subjetivos	del	desvalor	








deramos	que	 conductas	 carentes	de	 relevancia	 social,	 no	deben	 estar	
dentro	del	campo	de	acción	del	Derecho	Penal,	así	como	que	no	pueden	
tener	cabida	dentro	del	ordenamiento	penal	los	valores	morales	impe‐
rantes	 en	 una	 sociedad,	 por	más	 extendidos	 que	 estén,	 sino	 revisten	
dañosidad	 social.	 Sin	 embargo,	 discrepamos	 de	 estos	 planteamientos	
de	Gómez	Benítez	en	cuanto	a	la	protección	predominante	que	entien‐
de	debe	otorgar	el	Derecho	Penal	al	 sistema	social,	pues	mediatiza	 la	





ción	de	 la	 función	del	Derecho	Penal	 como	protección	de	bienes	 jurídicos,	 sino	 com‐
plementar	 tal	 función	 como	 protección	 del	 funcionamiento	 de	 los	 sistemas	 sociales;	
protección	frente	a	perjuicios	sociales	y	no	frente	a	desvalores	morales,	espirituales	o	
culturales.	En	este	contexto,	los	concretos	bienes	jurídicos	han	de	ser	la	concreción	de	
los	 elementos	 de	 funcionalidad	 aludidos;	 así	 podrá	 decirse	 que	 la	 protección	 de	 esa	










tituya	 el	 concepto	 de	 función	 por	 el	 sustancialmente	 equivalente	 de	
bien	social89.		
Moccia,	 reflexionando	 acerca	de	 la	dañosidad	 social,	 estima	 la	misma	
como	condición	indispensable	para	que	la	sociedad	apruebe	la	incrimi‐
nación	de	una	conducta	por	parte	del	Estado,	sosteniendo	que	obviar	la	
dañosidad	 social,	 es	 decir,	 tener	 como	 correcta	 la	 incriminación	 de	
conductas	muy	lejanas	a	la	lesión	o	puesta	en	peligro	de	bienes	jurídi‐
cos,	nos	llevaría	a	castigar	de	forma	simple	la	infracción	de	normas	or‐







este	 profesor	 italiano	que	para	 la	 adaptación	del	Derecho	Penal	 a	 fe‐
nómenos	 nuevos	 impregnados	 de	 dañosidad	 social,	 no	 debe	 optarse	
por	una	adecuación	de	los	principios	a	las	exigencias	de	control,	sino	al	
revés,	por	lo	que	reivindica	la	función	de	garantía	del	bien	jurídico90.		
	 Sobre	 este	 tema	 se	 pronuncia	 Álvarez	 García,	 señalando	 que	 existen	




                                                          





90		 El	 profesor	 Moccia,	 sostiene	 que	 puede	 constatarse	 una	 mayor	 sensibilidad	 de	 los	
nuevos	 fenómenos	criminales	por	parte	de	 los	ciudadanos,	en	problemas	 tales	como;	













		 Silva	 Sánchez	 señala	 que	 las	 dificultades	 que	 presenta	 la	 dañosidad	
social	pueden	propiciar	que	el	Derecho	Penal	proteja	tanto	valores	mo‐









trapuestos	 que	 no	 son	 fácilmente	 resolubles,	 de	 ahí	 que	 estime	 más	
adecuado	 integrar	 en	una	 sola	 idea	 los	 aspectos	 de	 referencia	 indivi‐
dual	y	de	dañosidad	social;	afirmando	que	el	objeto	de	protección	jurí‐
dico	 penal	 necesariamente	 debe	 expresar	 las	 condiciones	 que	 hacen	
posible	un	libre	desarrollo	del	individuo	a	través	de	su	participación	en	





                                                          
91		 Este	autor	entiende	que	para	poder	establecer	límites	al	ius	puniendi	debe	recurrirse	al	
ordenamiento	constitucional,	y	no	a	posiciones	como	la	mantenida	por	Gómez	Benítez	







		 El	profesor	 Jakobs	sobre	 la	dañosidad	social	afirma	que	es	 imprescin‐
dible	introducirla	en	la	lesión	del	bien	desde	fuera,	pues	sólo	así	puede	
dársele	el	calificativo	de	lesión	de	bien	jurídico	porque	desde	su	pers‐
pectiva,	 que	 las	 unidades	 de	 funcionamiento	 puedan	 elevarse	 como	





pesar	de	 todas	 las	objeciones	que	realiza	a	 la	 teoría	del	bien	 jurídico,	
afirma	que	no	es	conveniente	rechazarla	tajantemente	y	realizar	la	de‐




















nal”.	 (Trad.	Miguel	Polaino‐	Orts)	 en	Cuadernos	de	Política	Criminal.	 Año	2010.	Núm.	
100,	pp.	39‐45.	Soto	Navarro	afirma	que	la	dañosidad	social	aunque	trata	de	ofrecer	un	
criterio	eficaz	para	la	concreción	de	los	contenidos	dignos	de	tutela	penal,	no	consigue	
superar	 las	deficiencias	de	 la	doctrina	del	 bien	 jurídico.	 Señalando	que	el	 criterio	de	
dañosidad	 social	 no	 integra	 el	 principio	de	ultima	 ratio.	 SOTO	NAVARRO,	 Susana.	La	
protección	penal…,	op.	cit.,	pp.	71,	72.	Recordemos	que	este	autor	no	se	propone	elimi‐
nar	del	vocabulario	jurídico	la	expresión	bien	jurídico,	sino	que	mantiene	una	concep‐



























nar	si	 los	bienes	 jurídico	penales	 (sobre	 los	que	existe	un	 importante	
consenso,	de	que	no	son	creados	por	el	legislador	sino	reconocidos	por	
éste),	 deben	 necesariamente	 extraerse	de	 la	 Constitución,	 o	 si	 por	 el	
contrario	tienen	que	encontrar	una	procedencia	diferente.	Como	todos	
sabemos	existen	básicamente	dos	teorías	que	se	han	ocupado	de	resol‐
ver	 este	 dilema;	 las	 teorías	 constitucionalistas,	 que	 se	 subdividen	 en	
estrictas	y	amplias,	y	las	teorías	sociológicas.	
De	 forma	general	podemos	decir	que	 las	 teorías	constitucionales	pre‐
tenden	 extraer	 de	 la	 Constitución	 los	 bienes	 que	 deben	 ser	 tutelados	






penalmente,	de	 tal	manera	que	 la	 constatación	de	 la	 relevancia	penal	
de	 un	 bien	 radicaría	 en	 su	 inclusión	 dentro	 del	 texto	 constitucional	
como	fuente	suprema	de	todo	el	ordenamiento	 jurídico.	Mientras	que	
las	teorías	sociológicas	tratan	de	determinar	los	bienes	que	deben	pro‐
tegerse	mediante	el	Derecho	Penal	a	 través	de	 la	 realidad	social,	más	




		 Las	 teorías	Constitucionalistas	en	general,	 con	el	propósito	de	encon‐
trar	una	fuente	más	segura	para	realizar	la	selección	de	los	bienes	jurí‐
dico‐penales	que	limiten	al	legislador	ordinario	en	la	creación	de	ilíci‐




nal;	por	 lo	 tanto	desde	esta	perspectiva	 la	coincidencia	de	 los	valores	
consagrados	en	las	leyes	penales	con	los	valores	contenidos	en	la	Cons‐
titución	es	obligada.	
	 Tiedemann	 manifiesta	 que	 en	 Alemania	 el	 vínculo	 entre	 el	 Derecho	
Penal	 y	el	Derecho	Constitucional	 es	 limitado	por	dos	 razones	 funda‐
mentales:	la	primera	de	ellas	se	materializa	en	el	hecho	de	que	el	orde‐
namiento	constitucional	de	valores	y	 la	 legislación	penal	 son	 creacio‐























das	 hace	muchos	 años,	 se	 especifican	 además	 de	 los	 procedimientos	
formales	para	el	desempeño	de	los	órganos	de	poder,	los	objetivos	que	










zación	de	 instrumentos	 e	 instituciones	 europeas,	 por	 tanto	 los	 daños	
que	se	producen	afectan	a	organismos	de	la	UE	específicos,	 lo	cual	da	
lugar	a	la	aparición	de	un	conjunto	de	bienes	jurídicos	europeos.	Estos	
bienes	 los	podemos	 clasificar	 en	dos	grupos;	 el	 primero	de	 ellos	 está	
integrado	por	bienes	 jurídicos	 europeos	 institucionales,	 tal	 es	 el	 caso	
de	la	actividad	funcional	de	la	misma	por	medio	de	sus	funcionarios	o	
de	 los	 recursos	 financieros	 de	 la	 UE.	 El	 segundo	 grupo	 está	 formado	
por	 bienes	 europeos	 que	 aparecen	 como	 resultado	 de	 la	 actividad	
                                                          
SEMER,	Winfried.	“Bienes	jurídicos…,	op.	cit.,	p.	66.	En	Alemania	entre	los	primeros	de‐
fensores	de	 la	 concepción	constitucional	del	bien	 jurídico	 figuran	Walter	Sax	y	Ernst	
Rudolphi.	ABANTO	VÁSQUEZ,	Manuel	A.	“Acerca	de	la	teoría…,	op.	cit.,	p.	8.		











miento	 del	mercado	 agrario	 entre	 otros.	 Estos	 bienes	 jurídicos	 euro‐
peos	tienen	que	ser	necesariamente	protegidos	mediante	los	sistemas	
de	 sanciones	 penales	 y	 administrativos	 de	 los	 estados	 miembros101.	
Tómese	como	muestra,	de	ello	el	artículo	309	del	Código	Penal	español	




ciones	mínimas	 de	 los	 elementos	 constitutivos	 de	 delitos	 y	 las	 penas	
aplicables	 en	 el	 ámbito	 del	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas”103.	 Otro	 ejemplo	




que	 al	menos	 en	 un	 sentido	mediato	 la	 Unión	 Europea	 es	 fuente	 de	 Derecho	 Penal.	















nacionales	mediante	 la	 incorporación	de	 los	delitos	contra	 la	Administración	Pública,	
entre	los	que	se	encuentra	el	delito	de	corrupción.	HEINE,	Günter.	“La	Ciencia	del	Dere‐
cho	Penal	ante	las	tareas	de	futuro”.	ESER,	Albin.	HASSEMER,	Winfried.	BURKHARDT,	
Björn.	 (Coordinadores	de	 la	versión	alemana).	MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	 (Coordina‐
dor	de	la	versión	española).	La	Ciencia	del	Derecho	Penal	ante	el	nuevo	milenio.	Ed.	Ti‐
rant	lo	Blanch.	Valencia.	2004,	pp,	430,	431.	









ropeo,	 con	 lo	que	se	sigue	abundando	en	 la	unificación	de	 las	 legisla‐
ciones	penales	de	 los	países	miembros	de	 la	Unión	Europea.	También	
hay	que	valorar	que	el	Derecho	Europeo	puede	actuar	sobre	estos	Es‐












































estricto,	 expresando	 que	 es	 la	mejor	 opción	 para	 delimitar	 en	 buena	




lo	 que	 se	 deduce	 que	 hay	 que	 reconocerle	 al	 concepto	 sustancial	 de	
bien	jurídico	un	soporte	real,	una	naturaleza	empírica	sobre	la	cual	se	
produce	la	valoración	del	legislador;	debiendo	cumplir	el	bien	tutelado	






                                                          















partida	el	valor	que	 la	Constitución	Española	otorga	a	 la	 libertad	per‐
sonal,	por	lo	que	sostiene	que	únicamente	ante	la	lesión	o	puesta	en	pe‐
ligro	de	“otro	bien	que	tenga	sino	igual,	semejante	relevancia	en	el	ám‐
bito	 normativo,	 resulta	 lícita	 la	 privación	 de	 libertad”,	 lo	 cual	 cobra	
sentido	si	se	parte	de	que	la	privación	de	libertad	sigue	siendo	la	prin‐
cipal	consecuencia	jurídica	del	ordenamiento	penal,	 lo	que	hace	acon‐





y	 la	 Constitución112.	 Esta	 ponderación	 propuesta	 entre	 las	 libertades	
restringidas	y	libertades	que	se	crean	o	se	protegen	nos	parece	muy	ra‐
                                                          
110		 ÁLVAREZ	GARCÍA,	Francisco	Javier.	“Bien	jurídico…,	op.	cit.,	pp.	21,	30,	31.	En	la	misma	













la	 legalidad”.	 ARROYO	 ZAPATERO,	 Luis	 A.	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 Ignacio	
(Dir).NIETO	MARTÍN,	Adán.	 (coord.).	Libro	homenaje	al	Dr.	Marino	Barbero	Santos	 in	
memorian.	 Vol.	 I.	 Ed.	 Universidad	 de	 Castilla	 La	 Mancha.	 Universidad	 de	 Salamanca.	
Cuenca.	2001,	pp.	130,	131.	Ver	en	este	sentido	“la	prohibición	del	exceso”	planteada	






















Queremos	 señalar	 que	 en	 la	 actualidad	 el	 constitucionalismo	 estricto	







                                                          








QUINTERO,	Alfonso.	 Introducción…,	op	 cit.,	 p.139.	 En	 el	mismo	 sentido.	 SOTO	NAVA‐
RRO,	Susana.	La	protección	penal…,	op.	cit.,	p.	51.		
114		 CARO	 CORIA,	 Dino	 Carlos.	 El	Derecho	 Penal	 del	 ambiente…,	 op.	 cit.,	 pp.	 37,	 38.	 Soto	























legislador,	dado	que	 resulta	 imprescindible	 en	esta	 labor	una	partici‐
pación	activa	de	la	sociedad117.		
                                                          
115		 BUSTOS	RAMÍREZ,	Juan.	Control	Social…,	op.	cit.,	p.	192.	
116		 La	 constitución	 española	 en	 su	 artículo	 1.1	 establece:	 “España	 se	 constituye	 en	 un	
Estado	Social	y	Democrático	de	Derecho”.	Es	necesario	precisar	que	 la	primera	Carta	
Magna	en	la	que	se	plasma	la	expresión	“Estado	Social	de	Derecho”,	 fue	la	Ley	funda‐





siones	políticas.	 Como	 todos	 sabemos	en	 la	 actualidad	existe	una	enorme	 concentra‐





























































niega	que	su	 instrumento	esencial,	 la	pena,	contribuya	mediante	 la	de‐
fensa	de	los	valores	básicos	a	la	estabilidad	del	propio	sistema121.		 	




servir	 de	 punto	 de	 relación	 conforme	 al	 sistema	 penal	 que	 se	 ha	 de	
construir,	 de	 tal	manera	 que	 en	 dicho	 sistema	 no	 se	 protejan	 bienes	
contrarios	a	 la	Constitución,	 así	 esta	 jugaría	un	papel	negativo	de	ex‐
clusión	de	determinados	 valores,	 rechazando	por	 tanto	 la	posibilidad	
de	otorgar	un	carácter	positivo	vinculante	 a	 la	Carta	Magna	en	 la	de‐


















planteamiento	 constitucional	 acertado	 es	 el	 que	 asume	 la	 Constitución	 como	 fuente	
que	ha	de	proporcionar	directivas	programáticas	de	protección,	y	no	parámetros	vin‐
culantes	 para	 el	 legislador.	 HORMAZÁBAL	MALARÉE,	Hernán.	Bien	 Jurídico…	op.	 cit.,	
pp.	129‐	131.	Méndez	Rodríguez	afirma	que	las	teorías	constitucionalistas	amplias	no	











la	 anteriormente	 señalada	 “no	 incompatibilidad”	 estriba	 en	 la	 posibili‐
dad	de	la	creación	de	normas	penales	que	protejan	bienes	o	intereses	no	
consagrados	 expresa,	 ni	 tácitamente	 en	 la	 Constitución,	 lo	 cual	 parece	









constitucional.	 Sin	 embargo	 afirma	 que	 no	 todos	 los	 bienes	 jurídicos	
que	protege	el	Derecho	Penal	tienen	directamente	el	carácter	de	dere‐




muy	 interesante	 la	 posición	 sostenida	 por	Bustos	Ramírez	 al	 afirmar	































Constitucional	y	de	 la	 ciencia	del	Derecho	Constitucional:	 “la	prohibi‐
ción	del	 exceso”	 (Übermaverbot)	 en	 que	 se	 pone	de	 relieve	 la	 tradi‐


















bien	 jurídico,	 ni	 es	 el	 Derecho	 Penal	 el	 único	medio	 protector	 de	 los	
mismos,	 independientemente	de	que	sean	estos	o	no	derechos	 funda‐
mentales.	Estimamos	necesario	recordar	que	los	bienes	jurídicos	como	

















tidianas	 que	 se	 dan	 en	 cualquier	 cuerpo	 legislativo	 para	 la	 búsqueda	
































necesidad	de	 tomar	como	punto	de	 referencia	 la	Constitución	para	 la	
determinación	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 penales.	 Si	 bien	 es	 cierto	 que	
ambas	 posturas	 tienen	 la	 intención	 de	 dotar	 de	 garantías	 al	 Derecho	
penal,	 así	 como	 la	de	permitir	 la	eficacia	 limitadora	 (función	crítica	o	
de	política	criminal)	del	bien	jurídico,	también	es	cierto	que	continúan	




cional	 es	 un	 criterio	 relevante	 para	 determinar	 la	 protección	 jurídica	
de	un	bien,	también	lo	es,	que	no	todas	aquellas	realidades	contempla‐










na).	MUÑOZ	 CONDE,	 Francisco.	 (Coordinador	 de	 la	 versión	 española).	La	Ciencia	del	
Derecho	Penal	ante	el	nuevo	milenio.	Ed.	Tirant	lo	Blanch.	Valencia.	2004,	p.	444.	







opina	 que	 aunque	 el	 reconocimiento	 constitucional	 es	 un	 criterio	 relevante	 para	 de‐
terminar	la	tutela	penal	de	un	bien,	también	pueden	protegerse	penalmente	bienes	ca‐
rentes	de	plasmación	constitucional,	tomando	como	base	un	notable	grado	de	consen‐








lismo	 y	 el	 interaccionismo131.	 Del	 funcionalismo	 sistémico	 (funciona‐
lismo	 radical	 o	 normativismo	 radical),	 ya	 nos	 hemos	 ocupado	 ante‐
riormente	con	cierta	amplitud,	por	lo	cual	en	este	momento,	nos	limi‐
tamos	a	ratificar	 las	críticas	extrasistemáticas	que	señalamos	antes	al	




dor,	 el	 cual,	 consideramos	 insuficiente	 para	 determinar	 el	 marco	 de	
protección	penal,	pues	paradójicamente	en	este	caso	la	materia	a	con‐
trolar	crearía	el	medio	de	control132.		
Otra	 crítica	 que	 nos	 parece	 conveniente	 rescatar	 en	 este	momento,	 es	
que	pretender	determinar	desde	una	perspectiva	funcionalista	el	campo	




al	 afirmar	 la	 funcionalidad	 o	 disfuncionalidad	 de	 un	 comportamiento	
con	relación	a	un	sistema	no	se	está	efectuando	ninguna	valoración	so‐
bre	la	naturaleza	de	este	último”133.	Marsal	ya	en	el	año	1977	se	pronun‐
ció	 al	 respecto,	manifestando	 en	 la	misma	 línea	que:	 “el	 funcionalismo	
sirve	para	legitimar	cualquier	modelo	social	industrial	avanzado”134.	
                                                          
131		 HORMAZÁBAL	MALARÉE,	Hernán.	Bien	Jurídico…,	op.	cit.,	p.	93.	
132		 CADAVID	QUINTERO,	Alfonso.	Introducción	a	la	Teoría…,	op.	cit.,	pp.	116,	117.	En	este	
sentido	García	 Cotarelo	 afirma:	 “que	 la	 idea	 principal	 de	 la	 teoría	 de	 los	 sistemas	 es	
unir	el	cambio	con	un	mecanismo	autorregulado;	esto	es,	la	teoría	acepta	el	cambio	en	











ción	 en	 aras	 del	 mantenimiento	 del	 sistema140.	 González	 Rus	 afirma	






















titucional,	 llevando	 el	 positivismo	 jurídico	hasta	 sus	 últimas	 consecuencias.	HORMA‐
ZÁBAL	MALARÉE,	Hernán.	Bien	Jurídico…,	op.	cit.,	pp.	102,	103.	Para	Luhmann	el	siste‐

















ciedad	como	un	conjunto	de	 interacciones	en	 la	que	el	criterio	 funda‐
mental	 para	 enjuiciar	 cualquier	 comportamiento	 estaría	 constituido	
por	 la	 “funcionalidad”,	de	 lo	cual	 se	deduce	que	 las	conductas	disfun‐
cionales	 serían	 delictivas	 por	 excelencia,	 dado	 que	 contradicen	 las	
normas	 que	 rigen	 el	 funcionamiento	 de	 la	 sociedad,	 lo	 que	 propicia,	
que	 el	 legislador	 perfectamente	pueda	 considerar	 como	delito	 lo	 que	
no	debería	serlo141.		
Otra	manifestación	de	 las	 teorías	sociológicas	 funcionalistas	es	 la	que	
comúnmente	 conocemos	 como	 “funcionalismo	 moderado”,	 corriente	
que	está	representada	fundamentalmente	por	el	profesor	Claus	Roxin	y	
sus	discípulos.	Asumimos	que	 la	diferenciación	más	relevante	de	esta	
tendencia	 con	el	 funcionalismo	radical	versa	 sobre	 la	 concepción	que	
mantienen	acerca	de	la	misión	que	está	 llamado	a	cumplir	el	Derecho	
Penal,	 así	 como	 por	 la	 asunción	 de	 principios	 y	 valores	 político‐
criminales142,	 lo	 cual	obliga	a	una	amplia	normativización	de	 los	 con‐
ceptos,	 pero	 proporciona	 la	 flexibilidad	 necesaria	 para	 hacer	 posible	

























que	 se	 encuentran	 en	 “mutua	 interrelación”	 asumiendo	 que	 “como	













nalidad	 como	un	 resultado	de	procesos	 de	 definición	 social	 y	 estatal,	














                                                          
144		 HORMAZÁBAL	MALARÉE,	Hernán.	Bien	Jurídico…,	op.	cit,	pp.	106,	107.	
145		 HASSEMER,	Winfried.	Crítica	al	Derecho	Penal	de	hoy.	 (Trad.	ZIFFER,	Patricia	 S.).	 Ed.	
Universidad	del	Externado	de	Colombia.	Bogotá.	1997,	pp.	51,	52.	Esta	teoría	otorga	re‐












































bien	 jurídico	 de	 corte	 sociológico	 y	 constitucionalmente	 orientado149,	
pues	entendemos	que	 “la	 concurrencia	entre	 las	posiciones	 sociológi‐
cas	 y	 constitucionales	 no	 es	 sólo	posible,	 sino	 absolutamente	necesa‐
ria”,	lo	que	nos	conduce	a	concluir	que	la	Constitución	es	un	marco	de	
referencia	 (compatibilidad)	 imprescindible	 pero	 insuficiente	 para	 la	
determinación	de	los	bienes	jurídico	penales	dada	la	complejidad	y	di‐
namismo	de	las	relaciones	sociales	que	existe	en	la	actualidad,	las	cua‐
les,	 bajo	 ningún	 concepto	 pueden	 ser	 ignoradas	 (dañosidad	 social).	
Otro	criterio	que	no	podemos	dejar	de	observar	es	la	necesaria	orien‐
tación	personal	en	el	entendido	de	que	el	Derecho	existe	por	y	para	los	





























dividuales,	así	como	a	 las	técnicas	para	 la	 formulación	de	 los	tipos	de	
peligro	encargados	de	su	protección,	estimamos	pertinente	detenernos	









trina	 alemana	 como	 en	 la	 española.	 En	 el	 caso	 de	 los	 denominados	




como	 la	 incapacidad	 epistemológica	 de	 su	 concepto,	 razones	 que	nos	
hacen	reflexionar	sobre	la	conveniencia	de	su	utilización	en	la	dogmá‐
tica	jurídico	penal156.		













cho	 subjetivo,	 sosteniendo	que	 representa	una	visión	burguesa	que	ha	 sido	utilizada	












material	 o	 inmaterial);	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales	 que	 constitu‐
yen	 las	bases	mínimas	para	 la	 existencia	del	 sistema,	 referidos	direc‐
tamente	a	la	persona	como	núcleo	fundamental,	a	partir	del	cual	se	ar‐
ticula	la	sociedad,	y	un	segundo	grupo	compuesto	por	los	bienes	jurídi‐
cos	colectivos	 los	cuales	“son	necesarios	para	el	 funcionamiento	de	 la	


















                                                          
bien	jurídico	para	dar	protección	a	derechos	antagónicos”.	SANTANA	VEGA.	Dulce	Ma‐
ría.	La	protección	penal…,	op.	cit.,	p.	38.		












		 El	segundo	grupo	corresponde	a	 los	bienes	 jurídicos	que	él	denomina	
“modernos	o	de	nueva	 generación”,	 los	 cuales	 constituyen	una	nueva	





la	 unas	 veces	 casi	 exclusivamente	 en	 la	 obligación	 constitucional	 de	
protegerlos	y	en	otras,	se	llega	al	extremo	de	apelar	tautológicamente	a	
su	propio	carácter	de	intereses	difusos,	lo	cual	no	sucede	con	los	bienes	











                                                          


























va	 con	mayor	 nitidez	 en	 los	 denominados	 “bienes	 jurídicos	 interme‐
dios”	o	“de	referente	individual”	en	los	que	se	vincula	de	forma	simul‐
tanea	 la	protección	de	bienes	 jurídicos	 individuales	y	bienes	 jurídicos	
colectivos	de	naturaleza	homogénea	o	situados	en	una	misma	línea	de	
ataque.	 Se	 produce	 en	 estos	 casos	 una	 relación	medial,	 en	 el	 sentido	

























otros	 bienes	 relacionados	 al	 funcionamiento	 del	 sistema	 de	 carácter	
macro‐social	 que	 aseguran	 materialmente	 las	 relaciones	 micro‐
sociales.	Este	segundo	grupo	de	bienes	jurídicos	tiene	tres	subdivisio‐
nes;	1‐	Los	bienes	jurídicos	institucionales	referidos	a	instituciones	bá‐
sicas	 para	 el	 funcionamiento	 del	 sistema	 (delitos	 contra	 la	 correcta	









                                                          
en	relación	a	depósitos	y	vertederos	(art.	326),	los	delitos	relativos	a	la	energía	nuclear	
y	a	las	radiaciones	ionizantes	(arts.	341‐	343),	los	supuestos	de	fabricación,	manipula‐





del	 art.	 362.1),	 la	 imitación	o	 simulación	de	medicamentos	 o	 sustancias	 beneficiosas	
para	 la	 salud	 (núm.	2	del	precepto	anterior),	 el	deposito,	 anuncio,	publicidad,	ofreci‐
miento,	 exhibición,	 venta,	 facilitación	 o	 utilización	 de	 los	 medicamentos	 anteriores	
(362	bis),	 los	 fraudes	alimentarios	nocivos	(art.	363),	 la	adulteración	de	sustancias	o	
bebidas	destinadas	al	 comercio	alimentario	 (art.	364.1),	 la	administración	de	sustan‐
cias	no	permitidas	a	animales	destinados	al	consumo	humano	(art.	364.2),	 la	conduc‐
ción	temeraria	(art.	381),	los	desórdenes	públicos	(art.	557).	Supuestos	dudosos,	ante	
la	 novedad	 que	 representan,	 serían	 los	 delitos	 relativos	 a	 la	 manipulación	 genética	
(arts.	159	y	ss.)	y	los	delitos	societarios	(art.	290	y	ss.).	MATA	Y	MARTÍN,	Ricardo	M.	




















	 Creemos	 importante	 destacar	 que	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 se	
les	cuestiona	de	cierta	manera	su	capacidad	para	ofrecer	una	base	ma‐









                                                          
164		 Bustos,	hace	énfasis	en	 la	necesidad	de	restringir	aún	más	cuando	se	 trata	de	bienes	
jurídicos	de	control,	dado	que	el	aparato	de	control	cuenta	con	poder	suficiente,	por	lo	
que	la	criminalización	de	hechos	en	su	contra	debe	realizarse	de	forma	muy	puntual,	




están	debidamente	 fundamentadas,	ya	que	su	 formulación,	en	no	pocas	ocasiones,	 se	
realiza	de	forma	muy	imprecisa,	citando	como	ejemplo	de	tal	afirmación,	que	se	habla	









la	 sociedad	 o	 de	 un	 colectivo	 en	 concordancia	 con	 el	 funcionamiento	
del	sistema	social166.		





sola	 ratio	 de	 la	 protección	 de	 los	 bienes	 jurídicos”167.	 Constituyendo	
una	preocupación	muy	extendida	en,	un	 sector	 importante	de	 la	doc‐
trina,	que	mediante	la	tutela	de	intereses	colectivos	de	forma	desmesu‐
rada	se	hipertrofie	el	ordenamiento	penal,	por	lo	que	le	parece	razona‐
ble	a	este	profesor	 alemán	que	en	 la	 selección	de	 los	bienes	 jurídico‐
penales	 (incluidos	 los	 colectivos)	 se	 exija	 que	 aquélla,	 se	 realice	 sólo	
sobre	aquellos	intereses	o	valores	cuya	lesión	o	puesta	en	peligro	pue‐
da	 ser	 reconducible	 directa	 o	 indirectamente	 al	 individuo	 en	 aras	 de	
propiciar	 una	mayor	 concreción	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 y	
por	ende,	su	transformación	en	delitos	de	peligro	concreto168.	En	esta	














168		 HASSEMER,	Winfried.	Persona,	mundo,	 responsabilidad…,	 op.	 cit.,	 p.	 69.	 A	 favor	 de	 la	
orientación	personalista	de	los	bienes	jurídicos	colectivos.	KARGL,	Walter.	“Protección	
































TRERAS,	Guillermo.	 “Principio	de	 intervención	mínima	y	Bienes	 jurídicos	 colectivos”,	
en	Cuadernos	de	Política	Criminal	Nº	39.	Madrid,	1989,	p.	745.	 SÁNCHEZ	GARCÍA	DE	
PAZ,	María	 Isabel.	El	moderno	Derecho	Penal	 y	 la	anticipación	de	 la	 tutela	penal.	 Ed.	
Universidad	de	Valladolid.	 1999,	pp.	 69,	 74‐76.	MU.	 “La	 criminalización	en	el	 ámbito	
























eses	 específicos	 de	 las	 personas,	 sino	 por	 “las	 condiciones	 ideales,	








autores	 sostienen	que	 el	 concepto	de	bien	 jurídico	en	el	denominado	
Derecho	Penal	moderno	únicamente	poseería	un	carácter	nominal171.	








                                                          
cos	propicia	el	adelantamiento	de	la	barrera	punitiva.	JAKOBS,	Günther.	Bases	para	una	
teoría…,	op.	cit.,	pp.	211,	212.		















conductas	 que	 ya	 estaban	 tipificadas	 como	 infracciones	 administrati‐
vas	de	urbanismo,	relaciones	laborales,	medio	ambiente	o	consumo.	De	
este	modo	se	ha	 incrementado	el	elenco	de	comportamientos	tipifica‐
dos	 simultáneamente	 como	 infracciones	 administrativas	 y	 delitos,	















































                                                          
174		 Algunos	representantes	de	la	escuela	de	Frankfurt	como	Hassemer,	Naucke	y	Albretch	











la	 escuela	 de	 Frankfurt	 se	 muestra	 Corcoy	 BIDÁSOLO,	 señalando	 que	 esta	 posición	
obedece	a	 la	voluntad	de	“proteger	de	 la	 intervención	penal	a	determinados	sectores	
de	la	sociedad”.	CORCOY	BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	184‐	187.	
175		 STRATENWERTH,	 Günter.	 “La	 criminalización	 en	 los	 delitos	 contra	 bienes	 jurídicos	

















nunciar	 al	 concepto	 de	 bien	 jurídico,	 pero	 en	 franca	 oposición	 a	 la	
orientación	personal	de	este,	asevera	que	esta;	“tiene	en	mayor	consi‐
deración	 a	 la	 más	 absurda	 apetencia	 del	 individuo	 egoísta	 que	 a	 las	
condiciones	de	vida	futuras”176.	A	 favor	de	una	plena	funcionalización	
del	Derecho	Penal	y	sus	categorías	fundamentales,	y	en	aras	de	propi‐
ciar	 la	 adaptación	 de	 las	 nuevas	 expectativas	 y	 tareas,	 especialmente	
las	que	 surgen	 en	 relaciones	de	 interacción	 en	 el	 ámbito	 colectivo	 se	
encuentran	los	profesores	Jakobs	y	Müssig177.	
	 En	Alemania	un	importante	sector	doctrinal	se	muestra	crítico	en	rela‐































global	 resultaría	 evidente178.	 Hassemer	 con	 la	 intención	 de	 dar	 una	
respuesta	a	este	problema	propone	 la	creación	de	un	“Derecho	de	 in‐
tervención”,	 sin	 las	 exigencias	 de	 atribución	 de	 responsabilidad	 pro‐
pias	del	Derecho	Penal,	aunque	 también	sin	 las	sanciones	propias	del	
mismo179.	 Silva	 Sánchez	 en	 similar	 dirección	 afirma	 que	 el	 problema	
radica	no	tanto	en	la	expansión	del	Derecho	Penal	en	general,	sino	en	la	
expansión	 del	 Derecho	 Penal	 de	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad,	 plan‐
teando	la	alternativa	del	denominado	“Derecho	Penal	de	dos	velocida‐
des”180.	Estas	propuestas	que	sin	lugar	a	dudas	persiguen	un	fin	loable,	
salvaguardar	 las	 garantías	penales	para	 todos	 aquellos	 ilícitos	que	 se	
sancionen	 con	 penas	 privativas	 de	 libertad,	 creemos	 que	 pueden	 ser	
resueltas,	 en	 buena	medida,	 por	 el	Derecho	Administrativo	 sanciona‐
dor	o	en	su	caso	por	las	sanciones	y	medidas	del	Derecho	Privado	(civi‐
les	y	mercantiles).	Sin	embargo	queremos	expresar	que	tal	afirmación	

































tutela	de	 los	 intereses	que	 la	sociedad	actual	considera	prevalentes,	y	
no	limitarse	a	la	protección	de	los	intereses	individuales	básicos	(Dere‐







ello	 casos	 ampliamente	 conocidos	 tales	 como	 Cotergan182,	 Leders‐
pray183,	Holzchutzmittel184	en	Alemania	y	el	aceite	de	Colza185	en	Espa‐
                                                          
181		 CORCOY	BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	187‐	189.	GRACIA	MAR‐





























tural,	 lo	 cual	 en	 su	opinión	propicia	que	bienes	 jurídicos	 individuales	
tales	como	la	vida,	la	salud	o	el	patrimonio	estén	constantemente	ame‐
nazados,	 lo	que	opina	evidencia	 la	 imposibilidad	de	hacer	 frente	a	di‐
chos	riegos	(sociedad	de	riesgo)	en	el	marco	del	Derecho	Penal	clásico	

















landesgericht	 (Tribunal	 Superior	de	 los	Länder	 alemanes)	de	Frankfurt	del	19	de	di‐
ciembre	de	1991.	MENDOZA	BUERGO,	Blanca.	El	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	p.	98.		
185		 En	el	mes	de	mayo	de	1981	se	produjo	una	epidemia	localizada	en	Madrid	y	Torrejón	
de	Ardoz,	 que	 posteriormente	 se	 extendió	 a	 otras	 zonas	 de	 España.	 Las	 lesiones	 co‐




autoridades	 administrativas	 ordenaban	 desnaturalizar	 los	 caracteres	 organolépticos	










miento	 del	 valor	 del	método	 de	 la	 imputación	 objetiva	 del	 resultado,	
entre	otras	construcciones	dogmáticas”	186.	
	 Queremos	 señalar	 para	 terminar	 este	 apartado	 que	 Roxin	 califica	 de	
“atrevidas”	 las	 críticas	 realizadas	por	 algunos	 autores	 a	 la	 escuela	de	
Frankfurt,	 basándose	para	ello	 en	que	 la	 “nueva	dogmática”	 que	pro‐
pugnan	quienes	comparten	estas	ideas,	no	es	reconocible	aún	ni	en	sus	






es	 la	 necesidad	 de	 desarrollar	 nuevos	 criterios	 de	 imputación,	 como	
también,	es	cierto	que	el	aporte	que	puede	realizar	el	Derecho	Penal	en	










































ría	de	personas	que	 viven	en	 los	mismos,	por	 lo	que	 asumimos	plena‐
mente	que	la	determinación	de	los	bienes	jurídicos	colectivos	debe	exigir	
necesariamente	la	constatación	como	mínimo	de	una	determinada	gra‐



























publica.	 Sin	 embargo,	 es	 “preciso	 concebir	 tales	 bienes	 en	un	 sentido	
instrumental	respecto	a	la	persona	humana”193.	
	 Cristina	Méndez194	analizando	el	problema	de	la	autonomía	de	los	bie‐









































cebidos	 con	 un	 carácter	muy	 amplio	 y	 por	 tanto	 vago,	 resulta	 difícil	
pensar	en	la	posibilidad	de	su	lesión,	sin	embargo	resulta	imaginable	si	
se	 define	 el	 bien	 jurídico	 colectivo	 de	 forma	más	 concreta,	 lo	 cual	 es	
coherente	 con	 el	 principio	 de	 lesividad,	 con	 el	 cual	 se	 cumple	 única‐
mente	si	el	bien	jurídico	puede	ser	verdaderamente	afectado.	Con	rela‐
ción	 a	 los	 tipos	 de	 peligro	 consideramos	 que	 un	 bien	 sólo	 podrá	 ser	
puesto	en	peligro	si	es	posible	su	lesión,	lo	cual	puede	expresarse	de	la	
siguiente	 manera	 “existen	 estados	 peligrosos	 porque	 estos	 pueden	
desembocar	en	lesión”.	Como	ejemplo	de	lesión	de	bienes	jurídicos	co‐
lectivos	nos	remitimos	a	los	delitos	conocidos	como	“fraudes	alimenta‐
rios”	donde	 la	 salud	pública	como	bien	 jurídico	 tutelado	ha	resultado	





la	 cadena	 alimentaria.	 También	 puede	 citarse	 como	 ejemplo	 en	 este	
sentido	la	conducción	temeraria	regulada	en	el	artículo	381	del	Código	
Penal	español196.		
                                                          
195		 Corcoy	Bidásolo	también	es	partidaria	de	la	autonomía	de	los	bienes	jurídicos	colecti‐















rídicos	 individuales,	 cuya	 protección,	 en	 último	 termino,	 es	 la	 que	 se	
pretende.	En	atención	a	lo	sostenido	hasta	aquí,	este	autor,	afirma	que	











forma	 individual	 tiene	 capacidad	 para	 disponer	 de	 dichos	 bienes,	 in‐
cluyendo	 en	 este	 sentido	 a	 las	 instituciones	 públicas	 (el	 Estado	 o	 la	
Administración).	 Por	 lo	 tanto	 la	 indisponibilidad	 de	 dichos	 bienes	 es	
trasladable	al	“conjunto	de	la	masa	que	la	ostentaría,	de	suyo,	imposi‐
ble	 de	 determinar	 a	 estos	 efectos”198.	 Un	 rasgo	 característico	 de	 los	
bienes	jurídicos	colectivos	muy	ligado	a	la	indisponibilidad	de	estos,	es	


















la	 indivisibilidad	 (que	 sólo	poseen	 los	bienes	 jurídicos	 colectivos),	 en	
este	 sentido	 Hefendehl	 apunta,	 que	 un	 bien	 jurídico	 será	 colectivo	
“cuando	 sea	 conceptual,	 fáctica	 o	 jurídicamente	 imposible	 dividir	 tal	
bien	en	partes	y	atribuirlas	de	forma	individual	en	porciones”199.	
	 Todo	lo	dicho	hasta	ahora	sobre	los	bienes	jurídicos	penales	colectivos	
nos	 lleva	 a	 afirmar	 que	 la	 legitimación	de	 estos,	 independientemente	







                                                          
199		 HEFENDEHL,	 Roland.	 “El	 bien	 jurídico	 como	 eje	material	 de	 la	 norma	 penal”.	 (Trad.	
MARTÍN	 LORENZO,	María)	 en	HEFENDEHL,	 Roland	 (Ed.).	La	 teoría	del	bien	 jurídico.	
¿Fundamento	 de	 legitimación	 del	Derecho	Penal	 o	 juego	 de	 abalorios	 dogmático?.	 Ed.	
Marcial	 Pons,	 ediciones	 jurídicas	 y	 sociales,	 S.A.	 Madrid.	 Barcelona.	 2007,	 188,	 189.	
Opina	lo	mismo.	SOTO	NAVARRO,	Susana.	La	protección	penal	de	los	bienes	jurídicos	co‐
lectivos	en	 la	sociedad	moderna.	Ed.	Comares.	Granada.	2003,	pp.	213,	228.	PAREDES	




200		 La	 autonomía	de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 es	 reivindicada	por	diversos	 autores	
entre	ellos	Caro	Coria,	quien	aclara	que	al	defender	la	autonomía	de	dichos	bienes,	no	
se	 refiere	 a	un	divorcio	de	 estos	 con	 los	bienes	 jurídicos	 individuales,	 pues	 entiende	
que	los	bienes	colectivos	tienen	su	incidencia	en	el	funcionamiento	del	sistema,	por	lo	
que	se	encuentran	al	servicio	de	bienes	micro‐	sociales,	como	la	vida	o	la	salud,	por	lo	















diciones	 esenciales	que	 todas	 las	personas	 consideradas	 tanto	 indivi‐
dual	como	colectivamente	necesitan	para	su	autorrealización	y	el	desa‐
rrollo	de	su	personalidad	en	la	vida	social),	de	sus	modalidades	de	ata‐










cal”,	 “funcionalismo	 extremo”	 o	 “normativismo	 radical”.	 Con	 el	 fin	 de	









ta	 en	 peligro	 de	 estos,	 afecte	 la	 realización	 personal	 de	 los	 individuos	
que	integran	la	sociedad,	siendo	imprescindible	para	ello,	sin	duda	algu‐
na,	el	reconocimiento	de	la	dignidad	humana	y	por	consiguiente,	el	libre	
desarrollo	de	 la	personalidad.	Queremos	hacer	 la	aclaración	de	que	 las	
condiciones	esenciales	a	las	que	nos	referimos	pueden	consistir	tanto	en	
objetos	materiales	 como	 inmateriales,	 relaciones,	 intereses	 o	 derechos	
que	necesariamente	deben	ser	socialmente	valiosos.	Las	condiciones	an‐
tes	 aludidas	 requieren	 tener	 además	 un	 titular	 concreto	 (las	 personas	
consideradas	tanto	individual	como	colectivamente)	203.		













criminalizarse204.	Asumida	 esta	 idea	nos	pronunciamos	 a	 favor	de	un	
concepto	de	bien	jurídico	trascendente	al	sistema,	en	los	términos	an‐
tes	 señalados,	 rechazando	de	 forma	 tajante	 aquellas	 concepciones	 in‐
manentes	que	dejan	relegado	al	bien	jurídico	a	un	simple	problema	in‐
terpretativo,	 lo	 cual	 nos	obligaría	 a	 buscar	 el	 contenido	de	 este	 en	 la	
misma	norma,	situación	que	consideramos	nos	conduciría	a	un	círculo	
vicioso,	pues	bastaría	con	la	simple	desobediencia	a	la	norma	para	jus‐
tificar	 la	 protección	 penal.	 De	 esta	 manera	 la	 desobediencia	 al	 Esta‐
do205	justificaría	sobradamente	la	incriminación	de	cualquier	conducta,	





























		 Continuando	 con	 el	 desarrollo	 de	 nuestras	 conclusiones,	 queremos	





ciales	 transformables	 en	bienes	 jurídico‐penales,	 y	que	en	esta	 trans‐
formación,	 no	 se	 reelaboren	 de	 forma	 errónea	 o	 no	 se	 perviertan	 en	
sus	elementos	esenciales	tales	intereses.	Es	preciso	aclarar	que	lo	afir‐
mado	 anteriormente	 no	 quiere	 decir	 que	 no	 exista	 riesgo	 de	 que	 no	
ocurra	así,	ni	de	que	dicho	riesgo	no	se	materialice	en	algunas	ocasio‐
nes,	pues	lo	que	queremos	evidenciar	es	que	el	modelo	de	ESDD	es	ne‐







las	que,	aun	cuando	aparentemente	se	 realice	 la	 conducta	 típica,	por	 las	especiales	o	
excepcionales	 circunstancias	 que	 concurren	 en	 el	 caso	 concreto,	 puede	 excluirse	 to‐
talmente	 la	 generación	 de	 riesgo	 alguno	 para	 el	 bien	 jurídico	 protegido”.	 STS	 (ROJ:	
4708/2003)	de	4	de	julio	de	2003.	Ponente:	D.	Cándido	Conde‐Pumpido	Touron.	“Esta	
Sala	viene	declarando,	 incluso	en	casos	de	tráfico	efectivo,	que	cuando	la	cantidad	de	
droga	 transmitida	es	 tan	 insignificante	que	resulta	 incapaz	de	producir	efecto	nocivo	
alguno	a	 la	salud,	carece	de	antijuridicidad	material	por	 falta	de	un	verdadero	riesgo	
para	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 el	 tipo”.	 STS	 (ROJ:	 5898/2001)	 de	 29	 de	 julio	 de	






























                                                          
209		 OCTAVIO	 DE	 TOLEDO	 Y	 UBIETO,	 Emilio.	 “Función	 y	 límites…,	 op.	 cit.,	 p.	 15.	 Para	 el	
























jurídico	 penal211.	 De	 lo	 sostenido	 en	 este	 párrafo	 se	 deduce	 que	 nos	
oponemos	a	las	leyes	penales	de	carácter	simbólico	que	no	sirven	para	
la	protección	de	bienes	 jurídicos,	 sino	que	persiguen	 fines	extrapena‐





debemos	 identificar	el	bien	 jurídico‐penal	 con	el	objeto	 jurídico	de	 la	
acción	o	del	delito,	pues	el	bien	jurídico	aunque	puede	poseer	un	sus‐
trato	 tanto	 material	 como	 inmaterial,	 este	 sustrato	 no	 constituye	 un	
bien	 hasta	 que	 se	 le	 agrega	 la	 consideración	 valorativa	 de	 estimarle	
esencial	para	el	desarrollo	del	individuo	en	la	sociedad,	mientras	que	el	
objeto	material	 es	 aquel	 sobre	 el	 que	 en	 algunos	 delitos	 recae	 la	 ac‐
ción213.	Tampoco	debemos	incurrir	en	el	error	de	confundir	los	bienes	
jurídico‐penales	con	los	derechos	fundamentales.	Aunque	existan	rea‐














213		 Para	diferenciar	 bien	 jurídico	del	 objeto	de	 la	 acción,	 podemos	 tomar	 como	ejemplo	
que	en	el	homicidio,	el	objeto	material	lo	constituiría	la	parte	del	cuerpo	humano	que	
recibe	 el	 impacto	de	un	proyectil,	mientras	 que	 el	 bien	 jurídico	 lo	 constituye	 la	 vida	
como	algo	individual	y	socialmente	dañoso.	LUZÓN	PEÑA,	Diego	Manuel.	Curso	de	De‐
recho	Penal…,	op.	cit.,	p.	328.	“El	concepto	de	bien	 jurídico,	como	todos	 los	conceptos	









		 Siempre	 con	 el	 fin	 de	 establecer	 un	 concepto	 de	 bien	 jurídico‐penal,	
podemos	afirmar	que	gozan	de	cómoda	postura	en	la	doctrina	las	posi‐
ciones	 que	 mantienen	 que	 las	 conductas	 inmorales,	 siempre	 que	 no	
sean	lesivas	para	los	derechos	de	los	demás,	deben	estar	excluidas	del	
Derecho	Penal214.	Como	ejemplo	de	ello	podemos	citar	la	homosexuali‐




estarán	 lesionando	 bienes	 jurídicos	 penales	 que	 puedan	 ser	 determi‐
nables.	Tampoco	son	admisibles	bienes	jurídicos	que	protejan	finalida‐














































modulación	 del	 sistema	 penal.	 La	 Constitución	 aparece	 así	 como	 un	
instrumento	 teórico	al	 servicio	de	 los	objetivos	de	 la	 reforma	penal	y	
en	consecuencia,	de	la	política	criminal220.	
Resulta	además	necesario	de	conformidad	con	el	principio	de	propor‐
cionalidad	 realizar	 una	 ponderación	 de	 intereses	 entre	 las	 libertades	
creadas	o	protegidas	por	el	Estado	y	las	que	se	restringen	con	la	impo‐
                                                          
218		 Silva	Sánchez	afirma	que	la	combinación	de	los	aspectos	de	afectación	de	los	individuos	y	















positivo.	 Además	 el	 Estado,	 está	 obligado	 a	 elegir	 siempre	 la	medida	




quial	 podría	 explicarse	 de	 la	 siguiente	manera;	 no	 puede	 de	 ninguna	
manera	 resultar	más	 grave	 para	 las	 personas	 el	medicamento	 que	 la	
propia	enfermedad.		








concordancia	 práctica	 y	 en	 armonizar	—bajo	 la	 garantía	 de	 dignidad	
humana—	la	protección	de	los	bienes	jurídicos	de	la	víctima	del	hecho,	
incluida	 la	comunidad,	y	 la	protección	de	 los	derechos	 fundamentales	
del	autor”	conforme	a	lo	establecido	a	tal	efecto	en	la	Ley	Fundamental,	
así	como	al	principio	de	proporcionalidad223.	
                                                          

















pación	 social)	 y	 la	 indispensable	 orientación	 constitucional,	 entende‐
mos	que	se	cumple	en	buena	medida	con	los	criterios	de	merecimiento	
de	pena,	lo	cual	nos	permite	establecer	qué	comportamientos	humanos	
merecen	 tutela	 penal.	 Pero	 aunque	 se	 cumplan	 las	 exigencias	 ante‐











































la	 concreción	 del	 concepto	 de	 bien	 jurídico‐penal,	 pero	 no	 obstante,	
consideramos	que	existe	un	consenso	importante	en	la	doctrina	sobre	
























                                                          






cho	 Penal228.	 No	 obstante,	 estimamos	 necesario	 destacar	 en	 este	mo‐
mento	 que	 el	 principio	 de	 estricta	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 no	
constituye	 el	 único	 límite	 que	 nos	 ofrece	 la	 dogmática	 jurídico‐penal	












psicotrópicos231.	 Advertimos	 que	 sobre	 la	 solución	 de	 este	 dilema	 no	
existe	unanimidad	en	la	doctrina.	Sin	embargo	es	preciso	señalar	que	la	
                                                          
228		 BUSTOS	RAMÍREZ,	 Juan.	HORMAZÁBAL	MALARÉE,	Hernan.	Lecciones	de	Derecho	Pe‐




que	Gimbernat.	Tomo	 I.	 EDISOFER.	Madrid.	 2008,	 pp.	 877,	 878.	 Kindhäuser	 sostiene	
que	el	concepto	de	bien	jurídico	racionaliza	al	Derecho	Penal,	ya	que	pregunta	por	el	
daño	 o	 menoscabo	 que	 puede	 ser	 evitado	 mediante	 el	 cumplimiento	 de	 la	 norma.	
MENDOZA	BUERGO,	Blanca.	El	Derecho	Penal...,	op.	cit.,	p.	169.	
229		 El	bien	 jurídico	es	un	 fundamento	necesario,	pero	no	suficiente	para	 limitar	el	poder	











do	 en	 estos	 delitos	 es	 la	 salud	 pública;	 no	 obstante,	 algunos	 autores	
mantienen	opiniones	diferentes	en	torno	al	problema	en	cuestión,	así,	
hay	 quienes	 entienden	 que	 se	 trata	 de	 delitos	 pluriofensivos,	 hasta	




	 Como	 señalamos	 anteriormente,	 la	 doctrina	 mayoritaria	 en	 España	
sostiene	que	es	la	salud	pública	o	colectiva	el	bien	jurídico	protegido	en	
los	delitos	relativos	al	tráfico	de	drogas	ilegales232,	lo	cual	ocurre	tam‐




de	 la	 Universidad	 Complutense	 de	Madrid	 Nº	 6	 (Monográfico).	 Madrid.	 1985,	 p.	 32.	
ARROYO	 ZAPATERO,	 Luis.	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 Ignacio.	 FERRÉ	 OLIVÉ,	
Juan	 Carlos.	 GARCÍA	 RIVAS,	 Nicolás.	 SERRANO	 PIEDECASAS,	 José	 Ramón.	 TERRADI‐
LLOS	BASOCO,	 Juan	María	 (Directores).	 Comentarios	 al	 Código	 Penal.	 Ed.	 Iustel.	Ma‐
drid.	2007,	p.	812.	“Como	se	desprende	de	forma	inequívoca	del	texto	legal	es	la	salud	
pública”	el	bien	jurídico	tutelado	en	los	delitos	relativos	a	las	drogas.	BACIGALUPO,	En‐




deraciones	 técnico‐jurídicas	 en	 torno	 al	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas”	 en	 FERNÁNDEZ	
ALBOR	y	otros	autores.	La	problemática	de	 la	droga	en	España	 (Análisis	y	propuestas	






DÁSOLO,	Mirentxu.	 MIR	 PUIG,	 Santiago	 (Dir.).	 Comentarios	 al	 Código	 Penal.	Reforma	

















Carmen	 (Dir.).	Derecho	Penal.	Parte	Especial.	 3ª	 edición.	 Colex.	 2005,	 p.	 502.	 LUZÓN	
PEÑA,	Diego	Manuel.	Problemas	del	tráfico	de	drogas	en	la	jurisprudencia.	Simposio	so‐
bre	 la	droga.	Aspectos	 jurídicos.	Ejemplar	mecanografiado.	Madrid	2‐6	de	 febrero	de	
1981,	p.	13.	MAGRO	SERVET,	Vicente.	Guía	práctica	de	la	casuística	existente	en	los	deli‐





S.L.	Madrid.	 1996,	 p.	 526.	MORILLAS	 CUEVAS,	 Lorenzo	 (Coord.).	 Sistema	de	Derecho	


















233		 El	 bien	 jurídico	 “salud	 pública”	 ha	 encontrado	 pleno	 reconocimiento	 en	 la	 doctrina	
italiana.	 CRUZ	 BLANCA,	María	 José.	 “Las	 sustancias	 estupefacientes	 en	 la	 legislación	
penal	italiana”	en	MORILLAS	CUEVA,	Lorenzo	(Coord.).	Estudios	jurídico‐penales	y	polí‐
tico‐criminales	sobre	tráfico	de	drogas	y	figuras	afines.	Ed.	Dykinson.	Madrid.	2003,	pp.	











mos	 recalcar	 que	 constantemente	 se	 hace	 énfasis	 en	 que	 es	 la	 salud	
pública	y	no	la	individual	el	bien	tutelado	por	el	riesgo	que	representan	
sus	formas	comisivas	para	la	colectividad236.	Bacigalupo	en	concordan‐





















del	bien	 jurídico…,	op.	 cit.,	p.	286.	 “Ha	sido	precisamente	 la	 llamada	salud	pública,	el	
supuesto	bien	jurídico	de	la	Ley	de	sustancias	estupefacientes,	 la	que	ha	reavivado	la	











ten	 formas	 consumadas	al	 estar	 configurados	 como	delitos	de	mera	actividad,	por	 lo	
que	no	se	requiere	de	un	resultado	concreto.	Esta	postura	ha	sido	sostenida	por	el	Tri‐



























Con	 el	 objetivo	de	 realizar	 una	primera	 aproximación	 al	 concepto	de	
salud	pública	 recurrimos	a	 la	 carta	 constitucional	de	 la	OMS	de	1946	
que	define	como	salud:	“el	estado	de	completo	bienestar	físico,	mental	
y	social,	y	no	solamente	la	ausencia	de	enfermedades	y	dolencias”.	En	















con	 su	 sentido	 actual	 que	 la	 tradicional”...,	 “la	 ausencia	 de	 enfermedades	 e	 invalide‐
	 CAPÍTULO	IV	–	BIEN	JURÍDICO,	DELITOS	COLECTIVOS	Y	TRÁFICO	DE…	 429	
 












de	 fragmentariedad,	 insignificancia,	 adecuación	 social,	 proporcionali‐
dad	y	última	ratio	entre	otros”,	Jubert	afirma	además,	que	la	conducta	
que	afecte	la	salud	pública	“no	tiene	porqué	lesionar	ni	inmediata	ni	di‐
rectamente,	 aunque	 sí	 de	 forma	 mediata	 e	 indirecta	 la	 salud	 indivi‐
dual”;	 concluyendo	 que	 la	 peligrosidad	 y	 gravedad	 de	 las	 conductas	
deben	materializarse	en	el	hecho	de	perjudicar	a	un	número	 indeter‐
minado	de	individuos,	 lo	que	puede	poner	en	grave	peligro	la	realiza‐






sus	 diversas	 acepciones	 y	 sus	 conexiones	 con	 otras	 áreas,	 sobre	 las	
cuales	también	se	proyecta240.	
                                                          
ces”...,	“pero,	por	otro	lado,	se	le	imputan	los	siguientes	inconvenientes:	la	exigencia	del	
inalcanzable	concepto	de	bienestar,	la	equiparación	de	bienestar	y	salud,	el	carácter	es‐
tático	del	que	se	dota	a	 la	salud	y	 la	omisión	del	aspecto	objetivo	de	 la	misma	(como	
capacidad	de	funcionamiento)”.	Realmente	nos	parece	poco	recomendable	la	introduc‐























es	 el	mismo	bien	 jurídico	 que	 la	 seguridad	 colectiva	 pero	 aplicada	 al	
consumo	público	(entiéndase	tráfico	de	drogas,	mercado	alimentario	y	
medicamentos	entre	otros)	241.		
Sobre	 este	 planteamiento	 nosotros	 compartimos	 la	 posición	 que	 en‐
tiende	la	referencia	que	se	hace	sobre	la	seguridad	colectiva	como	una	
fórmula	deliberadamente	amplia	para	dar	cabida	a	 los	diferentes	bie‐
nes	 que	 pueden	 ser	 afectados	 por	 las	 conductas	 típicas,	 de	 tal	 forma	
                                                          
prácticas	del	consumo	de	drogas	o	la	pluralidad	de	sujetos	que	pueden	verse	afectados	




































su	 contenido	 quedó	 establecido	 de	 forma	 definitiva	 hasta	 la	 actuali‐
dad244.	En	nuestros	días	la	legitimación	de	la	protección	de	la	salud	pú‐




lud	 pública	 a	 través	 de	 medidas	 preventivas	 y	 de	 las	 prestaciones	 y	
servicios	necesarios.	La	ley	establecerá	los	derechos	y	deberes	de	todos	
al	respecto”.		







                                                          
242		 DOVAL	PAIS,	Antonio.	Delitos	de	fraude	alimentario…,	op.	cit.,	p.	141.		
243		 DOVAL	PAIS,	Antonio.	Delitos	de	fraude	alimentario…,	op.	cit.,	p.	212.	



































lación	expresa	se	encuentra	 recogida	en	el	Capitulo	13	Titulo	21,	 “de	 la	 comida	y	 las	
drogas”,	 donde	 se	 realiza	 una	 minuciosa	 descripción	 de	 todos	 los	 comportamientos	
punibles.	 En	 el	 Capitulo	 13	 el	 legislador	 estadounidense	 tipifica	 todas	 las	 conductas	
que	afectan	la	“salud	pública”	como	consecuencia	de	la	alteración	o	manipulación	inco‐
rrecta	de	determinados	productos	alimenticios,	drogas	o	cosméticos.	MORILLAS	FER‐





















	 Entrando	 en	materia	 sobre	 el	 concepto	 de	 salud	 pública,	 nos	 encon‐
tramos	con	diferentes	puntos	de	vista.	A	continuación	destacamos	 los	
tres	más	importantes;	en	el	primer	grupo	enmarcamos	a	aquellos	que	
señalan	 que	 se	 trata	 de	 la	 “salud	 de	 todos	 en	 general”253,	 el	 segundo	




que	 garantizan	 y	 fomentan	 la	 salud”254,	 y	 un	 tercer	 grupo,	 que	 apun‐













254		 CÓRDOBA	RODA,	 Juan.	Comentarios	al	Código	Penal…,	 op.	 cit,	 pp.	 1554‐	 1556.	 CARO	








anterior	 no	 era	 coherente	 con	 la	 naturaleza	 de	 los	 tipos	 delictivos	
comprendidos	como	delitos	de	riesgo,	define	la	salud	pública	como	“la	




car	 que	 la	 segunda	 y	 tercera	 definición	 son	 las	 que	 más	 seguidores	


















RODRÍGUEZ	 RAMOS,	 Luis.	Compendio	 de	Derecho	Penal.	Parte	Especial.	 Primera	 edi‐
ción.	Trivium.	Madrid	1985,	p.	90.	VIVES	ANTÓN,	Tomas	y	VVAA.	Derecho	Penal	Parte	




















nes,	 no	 es	 lo	más	 adecuado	 erigir	 estas	 como	bien	 jurídico	protegido	






de	 garantizar	 las	 “condiciones”	 anteriormente	 señaladas	 responde	 al	
interés	en	la	protección	de	la	salud257.		
Hay	que	señalar	que	a	la	definición	de	salud	pública	como	“la	suma	de	
las	saludes	 individuales”	se	 le	cuestiona	que	 la	salud	del	colectivo	so‐
cial	es	algo	más	que	 la	suma	de	 las	saludes	 individuales258,	que	posee	







258		 GARCÍA	 ALBERO,	 Ramón.	 “LibroII:	 Título	 XVII”	 en	 QUINTERO	 OLIVARES,	 Gonzalo	
(Dir).	MORALES	PRATS,	Fermín	(Coord.).	Comentarios	al	nuevo	Código	Penal.	Ed.	Aran‐
zadi.	Navarra.	2005,	pp.	1854,	1855.	Dado	que	 la	 salud	ontológicamente	valorada,	 se	
halla	protegida	por	el	Derecho	Penal	en	una	doble	dimensión,	individual	y	colectiva,	las	
diferencias	 “sobre	 la	 entidad	 de	 dicha	 protección	 no	 pueden	 establecerse	 desde	 una	
observación	cuantitativa	del	bien	tutelado	en	razón	de	que	la	salud	del	colectivo	venga	
determinada	por	la	suma	de	la	de	cada	uno	de	los	miembros	que	la	integran.	Tampoco	


















la	 posibilidad	 de	 que	 alguno	 o	 algunos	 individuos	 que	 conforman	 tal	
colectividad	resulten	afectados	en	su	salud	personal259.		
	 Como	 podemos	 apreciar,	 ninguna	 de	 las	 fórmulas	 propuestas	 ante‐
riormente	 sobre	 salud	 pública	 se	 encuentra	 libre	 de	 objeciones.	 Sin	
embargo	 hay	 que	 adjudicarles	 a	 cada	 una	 de	 ellas	 sus	 méritos;	 así	
cuando	se	 refiere	a	esta	como	una	característica	de	 la	 colectividad	se	




































individual.	 Este	modo	de	 entender	 los	 delitos	 contra	 la	 salud	 pública	
consideramos	que	proporciona	un	referente	material	más	firme	para	la	
intervención	penal	en	esta	materia	así	como	para	la	interpretación	ilíci‐
tos	 penales	 y	 sus	 relaciones	 entre	 sí	 y	 con	 otras	 figuras	 del	 ordena‐
miento	penal262.		
	 Tomando	como	base	 lo	afirmado	hasta	aquí	se	puede	decir	que	es	 in‐
negable	que	la	salud	pública	constituye	una	condición	básica	de	posibi‐
lidad	para	garantizar	una	vida	humana	digna,	por	lo	que	se	asume	co‐




sario	destacar	 el	 hecho	de	que	 si	 la	 salud	pública,	 es	un	presupuesto	
básico	para	la	realización	personal,	“lo	es	en	la	medida	en	que	establece	
ciertas	condiciones	que	pueden	posibilitar	la	salud	individual”263.		
                                                          
261		 Ibidem.,	p.	215.	DOVAL	PAIS,	Antonio.	“Los	Delitos	de	fraude	alimentario…,	op.	cit.,	pp.	
140,	141.	MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	Derecho	Penal.	P.E…,	op.	cit.,	 pp.	 647,	672‐	674.	
CORCOY	 BIDÁSOLO,	 Mirentxu.	 Comentarios	 al	 Código	 Penal…,	 op.	 cit.,	 p.	 782,	 800.	








dual	dota	de	 contenido	a	 la	 salud	pública,	 y	 aunque	 las	modalidades	de	 conducta	de	
unos	 y	 otros	 delitos	 son	 exclusivas	 en	 sus	 elementos	 constitutivos,	 sería	 incorrecto	
438	 PARTE	II	–	PENALIZACIÓN	DEL	DELITO	DE	TRÁFICO	DE	PRECURSORES…	 	
 
	 Es	preciso	 señalar	que	 existe	unanimidad	 en	 el	 Tribunal	 Supremo	en	
asumir	que	el	bien	jurídico	protegido	en	los	delitos	relativos	al	tráfico	
de	drogas	es	la	salud	pública,	pronunciándose	sobre	este	tema	en	dife‐
rentes	 sentencias264.	 En	 éstas,	 lamentablemente	más	 que	 clarificar	 la	
definición	de	salud	pública,	lo	que	se	ha	hecho	es	proponer	expresiones	
sinónimas	a	la	misma	como;	“sanidad	colectiva”265,	“salud	colectiva	so‐
cial”266,	 “salud	 colectiva	 de	 los	 seres	 humanos	 en	 general”	 o	 “de	 la	
humanidad”267	y	con	“el	bienestar	colectivo”	o	 “bienestar	colectivo	de	
la	sociedad”268,	entre	otras.	Como	se	puede	apreciar,	estas	definiciones	
                                                          




tas,	 sino	 un	 bien	 jurídico	 suficientemente	 decantado	 históricamente	 que,	 por	mucho	
que	 complemente	 la	 salud	 individual,	 asume	 perfiles	 propios.	 QUINTERO	OLIVARES,	
Gonzalo	(Dir.).	MORALES	PRATS,	Fermín	(Coord.).	Comentarios	al	nuevo	Código	Penal.	





























mensa	 cantidad	de	 resoluciones	 sobre	delitos	 contra	 la	 salud	pública	
no	 han	 podido	 establecer	 en	 buena	medida	 las	 relaciones	 existentes	
entre	salud	individual	y	salud	pública,	lo	cual	se	debe	tal	vez	a	su	em‐







el	 que	 la	 defensa	 de	 este	 interés	 se	 hace	 sosteniendo	 el	 interés	 co‐
mún”270.	Esta	resolución	evidencia	que	el	TC	entiende	el	bien	 jurídico	
salud	pública	como	un	instrumento	de	protección	indirecta	de	la	salud	
individual,	 así	 la	 referencia	 al	 interés	 común	 se	 considera	 “un	medio	
necesario	al	que	acudir	en	determinados	supuestos	para	la	defensa	de	
la	salud	individual	(el	interés	personal)”,	lo	cual	pone	de	manifiesto	la	
relación	de	 complementariedad	del	bien	 jurídico	 salud	pública	 con	el	
bien	jurídico	salud	individual.	En	esta	misma	sentencia	afirman	que	“la	











de	 entenderse	 como	una	 fórmula	 legislativa	 adoptada	para	 sancionar	















respetar	 los	 límites	 que	 imponen	 los	 principios	 de	 subsidiaridad	 y	
fragmentariedad.	 Lo	 sostenido	 hasta	 este	momento	 nos	 permite	 afir‐
mar	que	el	concepto	de	salud	pública	se	puede	entender	como	un	ex‐
pediente	 de	 técnica	 legislativa	 empleado	 para	 la	 punición	 de	 ciertas	














                                                          
272		 Ibidem.,	pp.	237‐	253.		
273		 PRIETO	RODRÍGUEZ,	Javier	Ignacio.	El	Delito	de	Tráfico	Tráfico	y	el	Consumo	de	Drogas	
en	 el	Ordenamiento	 jurídico	penal	 español.	 Ed.	 Aranzadi.	 Segunda	 edición.	 Pamplona.	
1993,	p.	209.	
274		 CARBONELL	 MATEU,	 Juan	 Carlos.	 “Consideraciones	 técnico‐	 jurídicas…,	 op.	 cit.,	 p.	
















o	 sanitarios276.	En	 contra	de	esta	postura	 se	 argumenta	que	 las	 listas	
                                                          
275		 Son	 drogas	 ilícitas	 las	 establecidas	 en	 los	 Convenios	 internacionales:	 STS	 (ROJ:	
4252/1981)	 de	 22	 de	 junio	 de	 1981.	 Ponente:	 D.	 Juan	 Latours	 Brotons.	 STS	 (ROJ:	
4704/1981)	 de	 8	 de	 junio	 de	 1981.	 Ponente:	 D.	 Manuel	 García	 Miguel.	 STS	 (ROJ:	
1383/1984)	 de	 22	 de	 marzo	 de	 1984.	 Ponente:	 D.	 José	 Hijas	 Palacios,	 STS	 (ROJ:	








Madrid.	 1986,	p.	 121,	129‐	131.	El	 objeto	material	 del	 tipo	debe	de	determinarse	 en	
función	de	criterios	penales	como	el	bien	jurídico	tutelado,	actuando	la	normativa	ad‐
ministrativa	como	un	límite	y	no	como	fundamento	de	la	punición.	En	consecuencia	el	
artículo	 368	 no	 constituye	 una	 norma	 penal	 en	 blanco	 cuyo	 contenido	 punitivo	 se	



































en	 los	 convenios	 normativos	 ratificados	 por	 España277,	 a	 manera	 de	








constitucionalidad,	dado	que	 su	 supuesto	de	hecho	y	 su	 consecuencia	 jurídica	 se	 en‐
cuentran	perfectamente	delimitadas	en	el	 tipo,	además	señala	que	no	es	necesaria	 la	
elaboración	de	un	catálogo	de	sustancias	lesivas	a	modo	de	numerus	clausus	propuesto	




277		 MUÑOZ	CONDE,	 Francisco.	Derecho	Penal.	P.E…,	op.	 cit.,	 pp.	 672‐	 674.	 Como	ejemplo	
queremos	citar	el	caso	de	la	inclusión	de	la	Ketamina	entre	las	sustancias	sometidas	a	
fiscalización,	sustancia	que	 la	Comisión	de	estupefacientes	de	Naciones	Unidas,	en	su	
53	 período	 de	 sesiones	 celebrado	 en	 marzo	 de	 2010,	 aprobó	 la	 resolución	
E/CN.7/2010/L.9	titulada	«Cooperación	internacional	para	combatir	la	administración	
subrepticia	de	sustancias	psicoactivas	relacionadas	con	la	agresión	sexual	y	otros	actos	
delictivos»	mediante	 la	 cual,	 entre	otras	 recomendaciones,	 insta	a	 los	Estados	Miem‐
bros	a	que	consideren	la	posibilidad	de	que	en	su	legislación	nacional	o	sus	directrices	
pertinentes	se	prevean	circunstancias	agravantes	en	 los	casos	en	que	se	administren	









las	drogas	 sintéticas,	 hasta	2014	 se	detectaron	388	 sustancias	distin‐
tas,	frente	a	las	348	detectadas	que	habían	sido	detectadas	el	año	ante‐
rior.	La	mayoría	de	 las	sustancias	objeto	de	uso	 indebido	son	cannabi‐













dependencia,	 2)	 debido	 a	 la	 posibilidad	 de	 producir	 estupefacientes	
con	una	sustancia	o	con	empleo	de	una	sustancia,	o	3)	Para	la	seguri‐
dad	o	para	 los	controles	del	 tráfico	de	estupefacientes	o	de	otras	sus‐





cias	 incluidas	directamente	en	 las	 listas	anexas	de	 los	 correspondientes	Tratados	 In‐
























bo	 para	 la	 salud	 y	 su	 comercio,	 así	 como	 su	 consumo	 se	 encuentran	
permitidos.	 Pensemos	 por	 ejemplo,	 en	 el	masivo	 consumo	 de	 tabaco	
que	se	produce	en	la	mayoría	de	países	del	mundo	así	como	en	el	im‐





                                                          
280		 Es	más,	está	Ley	establece	que	en	casos	urgentes	para	la	seguridad	o	para	los	controles	
del	 tráfico	de	estupefacientes,	El	Ministro	Federal	de	Salud	está	 facultado	para	 incor‐






del	 Tratado	de	1971	 sobre	 sustancias	 psicotrópicas	 en	 su	 versión	 vinculante	para	 la	







cisco.	Derecho	 Penal.	 P:E…,	 op.	 cit.,	 p.	 673.	 La	 Agencia	 Sanitaria	 de	 Naciones	 Unidas	
afirma	 que	 el	 consumo	 de	 tabaco	 es	 la	 principal	 causa	 de	mortalidad	 evitable	 en	 el	






de	drogas	 ilícitas	ocupa	el	puesto	número	19	en	 la	 clasificación	de	 las	












medida	 la	posibilidad	de	 acceder	 a	 este	 tipo	de	drogas	 a	menores	de	
edad	o	disminuidos	mentales,	ya	que	como	todos	sabemos,	en	muchas	
ocasiones	 les	 es	más	 fácil	 acceder	 a	 las	 denominadas	 drogas	 ilegales	
que	al	alcohol	o	el	tabaco.	Creemos	que	para	regular	el	consumo	de	las	
denominadas	drogas	blandas,	podrían	adoptarse	medidas	de	 carácter	





nistrados	 por	 el	 programa	 de	Naciones	 Unidas	 para	 la	 fiscalización	 internacional	 de	











206,	208,	228,	229,	243‐246.	En	contra	de	 la	 legalización	de	 las	denominadas	drogas	
blandas	y	duras.	MANTOVANI,	Ferrando.	“Droga:	oscuro	mal	de	la	vida	y	de	la	libertad”.	




administrativo,	 para	 lo	 cual	 puede	 resultar	 muy	 interesante	 analizar	
las	medidas	adoptadas	recientemente	con	el	tabaco284	y	el	alcohol285.	
	 Continuando	con	la	 idea	de	lo	perjudicial	que	resulta	para	la	salud	de	
los	 consumidores	 la	prohibición	de	 las	drogas,	queremos	señalar	que	
drogas	 como	 la	 cocaína	 o	 subproductos	 de	 esta	 como	 el	 basuco286,	 la	
base	libre	y	el	crack287	contienen	además	de	varios	componentes	de	la	






2/2003,	de	27	de	 junio	de	Madrid;	 la	Ley	6/1997,	de	16	de	 junio	de	Murcia	y	 la	Ley	
3/1997,	de	16	de	junio	de	la	Comunidad	Valenciana		
286		 Durante	 la	 extracción	 de	 la	 base	 de	 cocaína	 se	 generan	 subproductos	 que	 contienen	
cantidades	variables	de	alcaloides,	residuos	vegetales	y	sustancias	químicas	utilizadas	
en	el	procesamiento.	El	basuco	es	conocido	con	varios	nombres,	entre	los	que	se	desta‐






a	 una	 sensación	 de	 tristeza	 y	malestar	 que	 obliga	 a	 consumir	 nuevamente.	 El	 poder	
adictivo	de	esta	droga	es	bastante	elevado	los	fumadores	compulsivos	 llegan	a	fumar	
























amonio),	 sales	 básicas	 (carbonato	 de	 sodio,	 bicarbonato	 de	 sodio),	
combustibles	 (gasolina,	 kerosene,	 petróleo),	 productos	 terminados	




procaína,	 aminopirina,	 fenacitina)	 de	 venta	 libre,	 estimulantes	 lícitos	




desomorfina,	 dihidrodesoximorfina	,	 “Permonid”,	 también	 conocida	
como	 “cocodrilo”,	 que	 los	 drogadictos	 utilizan	 como	 sustituto	 de	 la	
heroína.	 La	 desomorfina	es	 un	 análogo	 de	opiáceo	inventado	 en	 1932	
en	 la	Unión	 Soviética.	 Es	 un	 derivado	 de	 la	morfina,	 en	 el	 cual	 se	 ha	
eliminado	 el	 grupo	 6‐hidroxilo	 y	 se	 ha	 reducido	 el	 doble	 enlace	
7,8.2	posee	 efectos	sedantes	y	analgésicos,	 siendo	 entre	 8	 a	 10	 veces	
más	potente	que	la	morfina.	Esta	droga	ha	ganado	una	terrible	popula‐
ridad	al	 ser	 responsable	de	 la	producción	de	gravísimos	daños	en	 los	
tejidos	(flebitis	y	gangrena),	que	requiere	muchas	veces	la	amputación	
del	o	los	miembros	infectados,	produciendo	además	infecciones	en	los	






disolverse	 completamente	 en	 la	 sangre.	Estas	 acumulaciones	 necrosan	
los	 tejidos	 y	 se	 abren	 camino	 hacia	 lugares	 distantes	 del	 cuerpo	 am‐
pliando	el	daño	causado.	Además	el	efecto	de	esta	droga	es	bastante	efí‐
mero,	mientras	que	el	efecto	de	la	heroína	dura	varias	horas,	el	cocodrilo	








sario	 señalar	 que	 esta	 terrible	 droga	 se	 elabora	 utilizando	 cloruro	 de	









cierto,	 que	 a	 las	 personas	no	 se	 les	 debe	 imponer	normas	 represivas	








	 Para	 concluir	 este	 breve	 estudio	 sobre	 el	 concepto	 de	 salud	 pública,	







                                                          
289		 https://es.wikipedia.org/wiki/Desomorfina.	
290		 Frente	 a	 los	 menores	 o	 discapacitados	 mentales	 “no	 puede	 afirmarse	 el	 principio	 de	














estos	 tipos,	sosteniendo	que	 también	se	 tutelan	otros	bienes	 tales	co‐
mo;	 la	 salud	 individual,	 la	 juventud,	 la	 seguridad	 colectiva	o	 el	 orden	
público,	enfatizando	que	interesa	aún	más	la	seguridad	en	las	calles	(en	
su	opinión	auténtico	bien	jurídico	protegido)	que	la	propia	salud	públi‐




existen	 otros	 intereses	 tutelados,	 que	 ellos	 denominan	 de	 segundo	
















293		 Martínez	Burgos	afirma	que	 los	bienes	 jurídicos	protegidos	en	este	tipo	penal	son;	 la	






grado	 los	 cuales,	 asumen	 se	 reflejan	 de	 forma	muy	 clara	 en	 algunos	





bre	 “los	 problemas	 sanitarios	 que	 origina	 el	 uso	 indebido	 de	 ciertas	
sustancias”;	y	 finalmente	el	Convenio	de	20	de	diciembre	de	1988	co‐






	 En	nuestra	 opinión	 el	 problema	que	 conlleva	 afirmar	que	nos	 encon‐
tramos	ante	delitos	pluriofensivos	es	precisamente	la	identificación	del	
bien	 jurídico	protegido,	ya	que	para	afirmar	dicho	carácter	deberá	de	

















                                                          















salud	 pública,	 sino	 la	 libertad	 personal,	 ya	 que	 en	 su	 opinión	 el	 pro‐
blema	de	las	drogas	no	es	su	fabricación,	distribución	o	trafico,	sino	la	





libremente,	 y	 tras	 el	 continuo	 consumo	 de	 estas	 sustancias,	 queda	
atrapado	en	las	redes	de	la	dependencia	luchando	por	conseguir	su	do‐
sis	diaria”297.		
                                                          
der,	que	para	determinar	 la	naturaleza	pluriofensiva	de	un	delito,	se	requiere	en	pri‐
mer	 lugar	decidir	 la	cuestión	acerca	de	 la	entidad	de	 los	bienes	o	 intereses	afectados	






de	 sólo	 un	 interés,	 sino	 de	 una	 pluralidad	 de	 intereses,	 el	 objeto	 jurídico	 del	 delito,	
habrá	que	reconocer	que	estamos	frente	a	un	delito	pluriofensivo.	DOVAL	PAIS,	Anto‐
nio.	Delitos	de	fraude	alimentario.	..,	op.	cit.,	pp.	219,	220.	
296		 COBO	 DEL	 ROSAL,	 Manuel.	 “Consideraciones	 generales	 sobre	 el	 denominado	 tráfico	
ilegal	 de	 drogas	 tóxicas	 o	 estupefacientes”	 en	Delitos	 contra	 la	 salud	pública.	Tráfico	
ilegal	de	drogas	toxicas	o	estupefacientes.	Ed.	Universidad	de	Valencia.	1977,	pp.	161	y	
ss.	




















	 Por	 otra	 parte,	 hay	 quienes	 sostienen	 sin	 mucho	 acierto	 en	 nuestra	
opinión,	que	el	bien	 jurídico	defendido	en	 los	delitos	que	nos	ocupan	
son	los	intereses	fiscales,	afirmación	que	no	nos	convence	dado	que	en‐
tendemos	que	 los	 intereses	 fiscales	del	Estado	en	el	 tráfico	de	drogas	


































	 Para	hacernos	una	 idea	del	coste	económico	que	representa	el	 tráfico	




En	un	 informe	publicado	en	el	 año	2011	por	 el	National	Drug	 Intelli‐











cionados	 con	 el	 enfrentamiento	 a	 la	 actividad	 de	 narcotráfico	 10.700	
millones	de	dólares300.		



































y	 consumo	de	 las	 sustancias	anteriormente	aludidas	no	 tuvieron	más	
alternativa,	ante	el	rotundo	fracaso,	que	abolir	esta	prohibición	sin	sen‐
tido	que	provocó	30.000	muertes	y	100.000	víctimas	con	diversas	 le‐
siones	 por	 consumo	 de	 alcohol	 metílico302.	 Acertadamente,	 Betham	
                                                          
301		 PRIETO	RODRÍGUEZ,	Javier	Ignacio.	El	Delito	de	Tráfico…,	op.	cit.,	pp.	209‐	212.		
302		 El	origen	de	la	denominada	“Ley	Seca”,	podemos	encontrarlo	en	más	de	6	millones	de	












propósito	 de	 erradicar	males	 tales	 como	 el	 alcoholismo	 o	 la	 fornica‐
ción303.	Creemos	que	un	ejemplo	contundente	de	la	imposibilidad	real	
de	 la	 erradicación	 del	 tráfico	 y	 consumo	 de	 las	 denominadas	 drogas	









de	 amapola	 “cubren	 con	 preservativos	 (condones)	 los	 botones	 de	 la	





table)	 logran	proteger	 las	 plantaciones	 ilegales,	 el	 glifosato	 afecta	 se‐
riamente	a	la	flora	y	fauna	(que	nadie	se	molesta	en	proteger)	de	estos	
lugares.	Encontrándose	seriamente	afectado	el	parque	natural	 fronte‐
rizo	 ubicado	 entre	 el	 Valle	 y	 Tolima	 que	 abarca	 125.000	 hectáreas	
donde	nacen	alrededor	de	treinta	ríos	y	quebradas	que	conforman	un	







rían	 suficientes;	 y	 antes	que	haya	hecho	algún	progreso	que	merezca	 ese	nombre,	 el	
















nión	 de	 Alessandro	 Baratta,	 que	 sostenía	 que	 nos	 encontramos	 ante	
una	crisis	general	de	las	ideologías	positivas,	así	como	de	los	proyectos	




matización	 y	 represión	 de	 una	 minoría	 de	 consumidores	 de	 dichas	







gas”,	 internacionalización	 en	 que	 la	 mayoría	 de	 Estados	 han	 optado	
producto	de	 la	presión	 internacional	 (Convenios	 Internacionales)	por	
enfrentar	el	problema	casi	de	forma	exclusiva	a	través	del	Derecho	Pe‐
nal,	 situación	 que	 además	 de	 ser	 totalmente	 lamentable	 parece	 estar	
condenada	al	 fracaso	si	tomamos	en	cuenta	los	55	años	transcurridos	
de	 lucha	 infructuosa,	 o	 al	 menos	 no	 exitosa,	 contra	 las	 drogas	 ilega‐
les305.	Para	ver	un	amplio	desarrollo	sobre	la	influencia	religiosa	y	mo‐
ral	 en	 el	 prohibicionismo	 sobre	 las	 drogas	 en	 los	 Estados	 Unidos	 de	
                                                          
304		 BUSTOS	 VALENCIA,	 Alirio.	 La	 Ley	 del	Monte…,	 op.	 cit.,	 pp.	 43,	 44.	 Sobre	 el	 desastre	
ecológico	y	 humanitario	 en	Colombia,	 y	 otros	países	 productores	de	 cocaína,	 por	 las	





















dono	 involuntario	 del	 consumo	 de	 estas	 drogas”308.	 Señalamos	 como	
ejemplo	de	la	irracionalidad	de	la	lucha	contra	las	drogas	ilegales	en	el	


























Singapur,	 Arabia	 Saudita,	 Tailandia,	 Indonesia,	Malasia,	 Taiwán,	 Ban‐
gladesh,	Irak,	Kuwait,	Laos,	Omán	y	Vietnam.	Afortunadamente	la	Junta	
Internacional	 de	 Fiscalización	 en	 su	 informe	 correspondiente	 al	 año	
2014	recomendó	a	los	Estados	que	siguen	aplicando	la	pena	de	muerte	




	 Nosotros	 tenemos	el	 convencimiento	de	que	una	política	criminal	 co‐
herente	con	los	principios	que	inspiran	a	un	Estado	Social	y	Democráti‐
co	de	Derecho	debe	en	principio	excluir	a	los	consumidores	que	preci‐






mento	que	 la	mejor	política	penal	 es	 sin	 lugar	 a	dudas	una	adecuada	
política	social.		
	 Queremos	 destacar	 por	 su	 contenido	 el	 artículo	 5.7	 del	 Convenio	 de	
Viena	de	1988	relativo	al	decomiso	de	 los	materiales,	equipos	y	otros	
instrumentos	destinados	a	ser	utilizados	en	la	fabricación	de	drogas	ilí‐
citas	que	dispone	que	 “cada	una	de	 las	partes	considerara	 la	posibili‐




























dad	 a	 título	 de	 culpa,	 y	 que	 imponen	 la	 inversión	 de	 la	 carga	 de	 la	
prueba,	o	la	pura	responsabilidad	a	titulo	de	peligro313.	
		 En	 resumen	como	ya	hemos	manifestado	a	 lo	 largo	de	este	 apartado,	
nos	 inclinamos	 por	 asumir	 que	 la	 salud	 pública	 constituye	 el	 núcleo	
fundamental	de	los	delitos	relativos	al	tráfico	de	drogas,	y	es	por	lo	tan‐
to	el	bien	jurídico	protegido	en	los	delitos	relativos	al	tráfico	de	drogas	
estupefacientes	 y	 psicotrópicos	 en	 el	 ordenamiento	 penal	 español314.	
Para	concluir	esta	parte	del	trabajo	creemos	preciso	señalar	que	la	le‐
gislación	 vigente	 en	 España	 sobre	 el	 tráfico	 de	 drogas	 responde	 fun‐
damentalmente	a	una	política	criminal	represiva,	situación	que	es	simi‐























decidido	no	 sólo	 la	necesidad	de	 su	 ilegalización,	 sino	 también	 la	 cri‐
minalización	de	comportamientos	dirigidos	a	 incrementar	o	 fomentar	
dicho	 consumo,	 sancionando	 la	 realización	 de	 dichas	 conductas	 con	
penas	privativas	de	libertad	muy	duras,	que	en	muchos	casos	no	resul‐
tan	 justificadas	 ni	 eficaces.	 Pensamos	 que	 en	 atención	 a	 esta	 Política	
Criminal,	y	no	por	razones	dogmáticas,	las	distintas	figuras	penales	pa‐
ra	 enfrentar	 este	problema	 se	 construyen	en	principio	 como	 tipos	de	
peligro	abstracto315.	
V.	 EL	BIEN	 JURÍDICO	 PROTEGIDO	 EN	 EL	DELITO	TRÁFICO	DE	PRE‐




fundamentalmente	en	ajustar	 la	 legislación	penal	 interna	a	 los	Conve‐




ilegales	propiamente	dichas,	 sino	 también	sobre	 los	productos	quími‐
cos	necesarios	para	 la	producción	de	estas	sustancias.	Destacamos	en	
este	 sentido	 el	 Convenio	 del	 20	 de	 diciembre	 de	 1988	 celebrado	 en	
Viena316,	 que	 en	 su	 articulo	 3,	 1	 a)	 IV)	 impone	 a	 los	 Estados	Parte	 la	
                                                          
315		 CÓRDOBA	RODA,	Juan.	Comentarios	al	Código	Penal…,	op.	cit.,	pp	1552,	1553.	GARBERÍ	
LLOBREGAT,	 J.	 (Dir.).	Práctica	 jurisprudencial	del	Código	Penal.	Tomo	 III.	 Ed.	 BOSHC.	
Barcelona,	 pp.	 2234,	2235.	CARDONA	TORRES,	 Juan.	Derecho	Penal.	P.E…,	op.	cit,	 pp.	
435,	436.	
316		 Antes	de	que	la	Convención	de	Viena	regulara	de	forma	específica	el	tráfico	de	precur‐






















una	dependencia	 directa	 del	 artículo	 368)318,	 donde	 la	 posibilidad	de	
                                                          
das	para	la	fabricación	ilícita	de	sustancias	psicotrópicas”.	El	Convenio	de	Viena	de	del	













mica	y	 farmacéutica.	Exposición	de	motivos	de	 la	Ley	3/1996,	de	10	de	enero,	 sobre	
medidas	de	control	de	sustancias	químicas	catalogadas	susceptibles	de	desvío	para	la	
fabricación	ilícita	de	drogas	(España).	
318		 Sobre	 tráfico	 de	 precursores	 ver	 las	 sentencias	 de:	 STS	 (ROJ:	 2484/1999)	 de	 14	 de	





2013.	 Ponente:	 Alberto	 Gumersindo	 Jorge	 Barreiro.	 STS	 (ROJ:	 5672/2016)	 de	 23	 de	
diciembre	de	2016.	Ponente:	D.	Andrés	Palomo	del	Arco.	SAN	(ROJ:	4326/2002)	de	9	
de	 julio	 de	 2002.	 Ponente:	 Dña.	 Raimunda	 de	 Peñafort	 Lorente	Martínez.	 SAN	 (ROJ:	

















les	o	sustancias	enumeradas	en	el	Cuadro	 I	y	Cuadro	 II	de	 la	conven‐
ción	de	Naciones	Unidas,	hecha	en	Viena	el	20	de	diciembre	de	1988,	
sobre	el	 tráfico	 ilícito	de	estupefacientes	y	 sustancias	psicotrópicas,	y	
cualesquiera	otros	productos	adicionados	al	mismo	Convenio	o	que	se	
incluyan	 en	 otros	 futuros	Convenios	 de	 la	misma	naturaleza,	 ratifica‐
dos	por	España,	a	sabiendas	que	van	a	utilizarse	en	el	cultivo,	 la	pro‐
ducción	 o	 la	 fabricación	 ilícitas	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	
sustancias	psicotrópicas,	o	para	estos	fines,	será	castigado	con	pena	de	
prisión	de	 tres	a	 seis	años	y	multa	del	 tanto	al	 triplo	del	valor	de	 los	
géneros	o	efectos”.	En	su	artículo	12	esta	Convención	establece	los	me‐










estos	mismos	 delitos.	 CORCOY	 BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	
284‐286.	 SÁNCHEZ	 GARCÍA	 DE	 PAZ,	 Isabel.	 “La	 criminalización	 en	 el	 ámbito	 previo	
como	 tendencia	política‐criminal	 contemporánea”	en	QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo.	
MORALES	 PRATS,	 Fermín	 (Coordinadores).	El	nuevo	Derecho	Penal	 español.	Estudios	
penales	en	memoria	del	profesor	José	Manuel	Valle	Muñiz.	Ed.	Aranzadi.	Navarra.	2001,	
pp.	702‐	706.	
320		 La	 Ley	 orgánica	8/1992,	 no	 es	 simplemente	 el	 cumplimiento	de	 una	obligación	 con‐
traída	por	España	ante	 los	demás	Estados	parte	de	La	Convención	de	Viena	de	1998,	













to	 de	 realización	 de	 actos	 meramente	 preparatorios,	 inspirados	 por	
una	determinada	 finalidad	de	su	autor,	que	quedarían	 impunes	de	no	
ser	por	la	previsión	legal.	La	ratio	del	precepto	no	puede	ser	más	clara:	
















                                                          
321		 En	el	mes	de	enero	del	 año	2015	 (Decimocuarta	edición)	 la	 JIFE	actualizo	 la	 lista	de	





















reenvíos	 tremendamente	 generales	 a	 normas	 extrapenales,	 incluso	
hacia	el	futuro	que	entran	en	contradicción	con	principios	sumamente	
asentados	en	el	Derecho	Penal324.	 Sin	 embargo	queremos	puntualizar	
que	 en	 el	 caso	de	 la	 tenencia	 o	 fabricación	de	precursores	 de	 drogas	









op.	 cit.,	 p	 270.	 VALLE	MUÑIZ,	 José	Manuel,	MORALES	GARCÍA,	Oscar.	Libro	 II:	Titulo	
XVII	en	QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo	(Dir).	Comentarios	al	nuevo	Código	Penal	4ª	edi‐
ción.	Aranzadi.	Navarra.	2005,	p.	1928.	QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo	(Dir).	MORALES	
PRATS,	 Fermín	 (Coord.).	 Comentarios	 al	 Código	 Penal	 español.	 Tomo	 II.	 6ª	 edición.	









estarlo	 los	actos	preparatorios,	 en	 relación	con	estos	mismos	delitos.	CORCOY	BIDÁ‐
SOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	284‐	286.	SÁNCHEZ	GARCÍA	DE	PAZ,	
Isabel.	“La	criminalización	en	el	ámbito…”,	op.	cit.	,	pp.	702‐	706.	












P‐2‐P	o	 la	3,4‐MDP‐2‐P,	 la	posibilidad	de	menoscabo	del	bien	 jurídico	
salud	 pública,	 si	 se	 nos	 permite	 la	 expresión,	 parece	 un	 poco	menos	
distante,	pues	equivale	casi	a	tener	anfetamina,	metanfetamina	o	éxta‐
sis325.	 También	 queremos	 matizar	 que	 si	 bien	 la	 introducción	 de	 la	
comprobación	de	los	elementos	subjetivos,	en	el	artículo	371	CP,	“a	sa‐
biendas	 de”	 o	 “para	 estos	 fines”	 (elaboración	 de	 drogas	 ilícitas)	 no	















este	 tipo	 penal327	 o	 bien	 por	 la	 Ley	 de	 Represión	 del	 Contrabando	
                                                          
325		 Vid.,	el	Anexo	V	sobre	los	gráficos	de	elaboración	de	las	drogas	ilícitas.		
326		 SEQUEROS	 SAZATORNIL,	 Fernando.	 El	 tráfico	 de	 drogas…,	 op.	 cit.,	 pp.	 54‐57.	 No	 es	
















                                                          










noviembre	del	año	1989	 le	ocuparon	en	un	 registro	en	 su	vivienda	en	Villagarcía	de	
Arosa	“tres	hojas	tamaño	folio	escritas	a	mano,	en	las	que	se	describían	procedimientos	








































España	 está	 obligada	 a	 sancionar	 penalmente	 este	 tipo	 de	 comporta‐
miento	por	el	Convenio	de	Viena	de	1988	y	otras	normativas	comuni‐









tariamente	 realizan	 las	 conductas	 de	 desvío,	 transporte	 y	 fabricación	
ilícita	de	las	24	sustancias	catalogadas	son	auténticas	mafias	que	ope‐
ran	a	nivel	internacional,	con	mucho	éxito	debido	a	su	gran	capacidad	
económica	 y	de	 innovación,	 utilizando	 los	mismos	métodos	 y	medios	

















































nan	 estas	 conductas	 en	 sus	 ordenamientos	 penales	 internos	 (lo	 que	 representa	 el	













precursores	 del	 artículo	 373,	 dado	 que	 es	 un	 auténtico	 despropósito	
jurídico333.	Lamentablemente	creemos	que	esto	no	va	a	ocurrir,	pues	la	
tendencia	apunta	en	dirección	contraria.	









preparatorios	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas	 (elaboración	 de	 drogas	
tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas)	 que	 por	 decisión	
del	legislador	se	elevan	a	la	categoría	de	delito	autónomo,	de	hecho	es‐
tos	comportamientos	no	son	simples	infracciones	formales	porque	tie‐


































sanciona	 los	 actos	 preparatorios	 de	 este335.	 3)	 La	 salud	 pública	 al	 no	
























CIA,	 Oscar.	 “Libro	 II:	 Titulo	 XVII”	 en	 QUINTERO	 OLIVARES,	 Gonzalo	 (Dir.).	 MORALES	




























rídico	 protegido,	 aunque	 si	 la	 comprobación	 del	 elemento	 subjetivo	
adicional,	antes	señalado,	el	cual	se	realiza	generalmente	mediante	un	
juicio	de	inferencia	por	parte	del	Tribunal	competente336.		
Para	 terminar	 este	 apartado	 estimamos	 pertinente	 recordar,	 una	 vez	
más,	 que	 las	 diferentes	 sustancias	 que	 denominamos	 precursores	 de	
drogas	tóxicas,	estupefacientes	y	psicotrópicos	son	utilizadas	cotidiana‐
mente	para	la	elaboración	de	una	gran	cantidad	de	productos	necesarios	
para	 la	 sociedad,	muchos	de	 ellos	 imprescindibles	 como	 las	medicinas	
(precursores	que	se	emplean	como	materia	prima	de	analgésicos,	antipi‐
réticos	que	son	necesarios	para	la	elaboración	de	medicamentos	para	el	




debe	 estar	 dirigido	 a	 prevenir	 su	 desvío	 para	 la	 fabricación	 de	 drogas	
ilegales,	sin	perjudicar	el	necesario	desarrollo	de	 las	actividades	 indus‐
triales	que,	sin	lugar	a	dudas	requieren	de	las	mismas337.		
















afirmó	 en	 1919	 que	 el	 primer	 delito	 de	 peligro	 que	 existió	 fue	 el	
“incendio	peligroso”,	cuya	aparición	sitúa	en	el	siglo	XVIII1.	Schroeder	




la	 pena	 de	muerte	 la	 tenencia	 de	 veneno,	 advirtiendo	 que	 es	 no	 está	
                                                          
1		 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	 Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	 cit.,	 p.	 5.	 Peris	 Riera	 señala	
que	la	expansión	del	Derecho	Penal	no	es	una	cuestión	nueva,	dado	que	en	el	año	1883	
Rotering	 ya	 afirmaba	 que	 las	 infracciones	 de	 peligro	 suponían	 un	 incremento	 de	 la	
criminalidad	 “impuesta	por	el	progreso	 técnico	y	 la	 creciente	peligrosidad	de	 la	vida	
social”.	PERIS	RIERA,	Jaime	M.	“Delitos	de	peligro	y	sociedad	de	riesgo:	una	constante	
















claro	si	debía	de	probarse	 la	existencia	de	 la	 intención	homicida2.	Sin	
embargo,	se	puede	afirmar	que	es	a	partir	de	los	años	sesenta	cuando	
se	 produce	 la	 expansión	 de	 estos	 tipos	 penales	 en	 la	mayoría	 de	 los	
ordenamientos	 jurídicos	 de	 nuestro	 entorno,	 lo	 cual	 posiblemente	 se	
deba	 en	 gran	 parte,	 a	 la	 necesidad	 de	 enfrentar	 la	 creciente	
peligrosidad	 que	 entraña	 lo	 que	 comúnmente	 denominamos	 como	




corriente	 neoliberal	 que	 impera	 en	 nuestro	 tiempo,	 corriente	 que	
limita	cada	vez	más	al	Estado	Social	y	Democrático	de	Derecho	y	que	
encuentra	 su	 fundamento	 en	 “la	 búsqueda	 irrestricta	 del	 progreso”.	
Precisamente	 para	 paliar	 los	 efectos	 negativos	 de	 tal	 empresa	 los	
legisladores	 de	 prácticamente	 la	mayoría	 de	 países	 del	mundo,	 se	 han	
dado	a	la	tarea	de	“fortalecer”	la	protección	penal	de	los	bienes	jurídicos	
incrementando	 la	 pena	 de	 los	 bienes	 ya	 protegidos	 y	 ampliando	 el	
universo	de	bienes	tutelados	por	el	Derecho	Penal,	como	claro	ejemplo	
de	 ello	 nos	 permitimos	 señalar:	 los	 delitos	 contra	 la	 salud	 pública,	 el	
medio	 ambiente,	 la	 seguridad	 en	 el	 trabajo,	 el	 tráfico	 automotor	 y	 los	
delitos	socio‐económicos	entre	otros.		
Los	 delitos	 de	 peligro	 que,	 es	 el	 tema	 que	 nos	 ocupa,	 constituyen	 un	
claro	 adelantamiento	 de	 la	 barrera	 de	 intervención	 penal	 frente	 a	 la	
exigencia	 del	menoscabo	 efectivo	 para	 los	 bienes	 jurídicos	 tutelados.	
Estos	tipos	delictivos	hacen	intervenir	al	poder	punitivo	del	Estado	en	
momentos	 previos	 a	 la	 afectación	 efectiva	 del	 bien	 jurídico.	 Como	
todos	 sabemos	 el	 legislador	 para	 dar	 cumplimiento	 a	 su	 misión	 de	
protección	de	bienes	jurídicos,	puede	sancionar	conductas	a	través	de	
la	 técnica	 de	 los	 delitos	 de	 lesión,	 o	 bien	mediante	 la	 prohibición	 de	
puesta	en	peligro	de	un	bien,	para	lo	cual	no	hace	falta	que	el	compor‐
tamiento	 llegue	a	menoscabar	 el	 contenido	propio	del	objeto	 jurídico	
tutelado.	 Sin	 embargo	 como	 es	 aceptado	 por	 la	 doctrina	mayoritaria,	
                                                          
2		 SCHROEDER,	 Friedrich‐Christian.	 “La	 posesión	 como	 hecho	 punible”	 (Trad.	 Polaino‐
Orts,	Miguel)	en	Revista	de	Derecho	Penal	y	Criminología,	2º	Época,	número	14,	pp.	155,	
156.	
3		 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 Teresa.	 Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 p.	 6.	 SILVA	 SÁNCHEZ,	




toda	 conducta	 punible	 debe	 afectar	 un	 bien	 jurídico	 que	 por	 sus	
características	 tenga	 suficiente	 relevancia	 penal,	 pero	 el	 modo	 de	
dañar	o	perjudicar	puede	ser	diverso	según	estemos	frente	a	delitos	de	
lesión	 o	 delitos	 de	 peligro.	 Los	 delitos	 de	 lesión	 suponen,	 valga	 la	
redundancia,	la	efectiva	lesión	o	menoscabo	del	bien	jurídico,	mientras	






tratan	 de	 evitar,	 al	 igual	 que	 los	 delitos	 de	 lesión,	 el	 menoscabo	 de	
bienes	 jurídicos,	 afirmando	 que	 este	 adelantamiento	 del	 ámbito	 de	
protección	penal	no	 se	establece	 con	 los	 tipos	dolosos	de	 lesión,	 sino	
con	 los	 imprudentes,	 lo	 cual	ha	 llevado	al	 legislador	a	 su	punición	de	
forma	 expresa,	 sin	 esperar	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 lesivo,	
surgiendo	así	los	delitos	de	peligro	que	son	en	su	opinión	tentativas,	o	
bien	 formas	 de	 imperfecta	 ejecución,	 de	 delitos	 imprudentes4.	 En	 tal	
                                                          
4		 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	 Teresa.	Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 134,	 135.	 Sobre	 la	
punición	 de	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 imprudentes;	 Rudolphi	 con	 la	 idea	 de	 la	
asunción	del	 riesgo	 sostiene	que	el	 ámbito	de	 limitación	de	 estos	delitos	 a	 través	de	
una	reducción	teológica,	dotándolos	de	un	contenido	de	desvalor	de	acción,	 “debe	de	
hacerse	 mediante	 la	 exigencia	 de	 al	 menos	 imprudencia	 en	 relación	 con	 el	 hecho	
desvalorado.	 Horn	 afirma	 “se	 trata	 de	modalidades	 de	 delitos	 imprudentes”.	 Brehm	
dice	 que	 son	 tentativas	 imprudentes	 de	 lesión,	 con	 idéntico	 contenido	 de	 injusto	 y	
culpabilidad	 que	 los	 delitos	 imprudentes	 de	 lesión,	 diferenciándose	 tan	 sólo	 en	 los	





inmediata	al	bien	 jurídico.	La	mera	 infracción	dolosa	o	 imprudente	de	 la	norma	(por	
ejemplo,	de	la	que	ordena	no	incendiar	viviendas)	es	suficiente	en	los	delitos	de	peligro	
abstracto	 para	 fundamentar	 el	 injusto	 y	 la	 culpabilidad”.	 Idem,	 pp.	 280‐	 293.	 Corcoy	
sobre	 la	 incriminación	 de	 conductas	 imprudentes	 señala	 que	 desde	 una	 perspectiva	
garantista	esta	debería	negarse,	no	obstante	afirma	que	desde	una	perspectiva	política‐	
criminal	que	atienda	a	la	eficacia	y	utilidad,	así	como	a	las	finalidades	preventivas	y	de	
protección	 de	 bienes	 jurídicos	 “podría	 ser	 conveniente	 incriminar	 también	 las	
imprudentes,	aun	cuando	se	 limiten	a	 los	 supuestos	de	 imprudencia	grave”.	CORCOY		
BIDÁSOLO,	Mirentxu.	“Protección	de	bienes…,	op.	cit.,	pp.	389,	390.	Quintero	Olivares	




dirección	 apunta	 un	 sector	 importante	 de	 la	 doctrina	 española	 afir‐
mando	que	los	delitos	de	peligro	se	crean	con	la	finalidad	de	sancionar	
la	 ejecución	 de	 conductas	 peligrosas	 imprudentes	 respecto	 del	
eventual	 resultado	 lesivo	 (sin	que	sea	necesario	esperar	su	consuma‐
ción),	por	lo	que	este	adelantamiento	de	la	barrera	de	protección	penal	
en	 el	 ámbito	 del	 delito	 imprudente	 consiste	 en	 la	 criminalización	 de	
forma	excepcional	de	la	tentativa	imprudente	“ante	la	importancia	del	
bien	 puesto	 en	 peligro	 y	 la	 especial	 relevancia	 lesiva	 de	 la	 forma	 de	
ataque	 al	 mismo,	 en	 ciertos	 ámbitos	 en	 los	 que	 la	 naturaleza	 de	 la	
actividad	y	 la	experiencia	acumulada	han	permitido	tipificar	 la	norma	
de	cuidado	con	la	suficiente	precisión,	haciendo	posible	la	punición	de	
esa	 conducta	 peligrosa	 sin	 resultado,	 sin	menoscabo	 de	 la	 seguridad	
jurídica”5.	Lo	que	la	Ley	no	legitima	es	la	incriminación	de	la	tentativa	de	
los	 delitos	 de	 peligro,	 bien	 sea	 este	 real	 o	 potencial6,	 ni	 la	 de	 actos	






del	 bien	 jurídico,	 bastando	 con	 “la	 inseguridad	 y	 la	 probabilidad	 de	 lesión	 del	 bien	
jurídico”,	 lo	 cual	 representa	 un	 adelantamiento	 de	 la	 barrera	 punitiva	 a	 una	 fase	
precedente	 de	 la	 lesión,	 que	 normalmente	 procede	 de	 la	 expresa	 criminalización	 de	
una	 conducta	 imprudente,	 lo	 que	 supone	 una	 excepción	 a	 la	 regla	 general	 de	
impunidad	de	 las	 formas	 imperfectas	de	ejecución	en	 la	 imprudencia	o	 la	 tipificación	
de	 una	 actuación	 peligrosa	 con	 dolo	 eventual	 en	 la	 fase	 de	 tentativa.	 LUZÓN	 PEÑA,	
Diego	Manuel.	 Curso	 de	Derecho…,	 op.	 cit.,	 pp.	 313,	 314.	 Al	 no	 poderse	 sancionar	 la	
tentativa	 de	 delitos	 imprudentes	 el	 legislador	 ha	 introducido	 su	 punición	 expresa	 a	
través	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 en	 aquellos	 ámbitos	 de	 la	 vida	 en	 los	 cuales	 la	
experiencia	 ha	 demostrado	 que	 determinado	 comportamientos	 conllevan	 un	 gran	
riesgo	para	determinados	bienes	 jurídicos.	Cuando	no	 sea	así,	 el	 legislador	no	estará	
legitimado	para	 incriminar	 tales	delitos	de	peligro.	OCTAVIO	DE	TOLEDO	Y	UBIETO,	
Emilio.	 “Algunas	 cuestiones	 sobre	 autoría,	 participación,	 tentativa,	 peligro	 e	
imprudencia,	a	propósito	de	la	responsabilidad	penal	por	el	producto”	en	OCTAVIO	DE	
TOLEDO	Y	UBIETO,	Emilio.	GURDIEL	SIERRA,	Manuel.	CORTÉS	BECHIARELLI,	Emilio	
(Coordinadores).	 Estudios	 penales	 en	 recuerdo	 del	 profesor	 Ruiz	 Antón.	 Ed.	 Tirant	 lo	
Blanch.	Valencia.	2004,	pp.	840‐	843.	Algunos	autores	en	la	misma	línea	sostienen	que	
los	delitos	de	peligro	presentan	características	estructurales	que	 los	aproximan	a	 los	








legislativos	 en	 este	 sentido	 el	 artículo	 373	 del	 CPE	 que	 sanciona:	 la	
provocación,	la	conspiración	y	la	proposición	del	tráfico	de	precursores	
de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 y	 psicotrópicos,	 produciéndose	 de	
esta	 manera	 un	 adelantamiento	 de	 la	 barrera	 punitiva	 a	 todas	 luces	
insostenible	 con	 los	 principios	 que	 informan	 el	 Derecho	 Penal	 en	 un	
Estado	Social	y	Democrático	de	Derecho.	
De	la	tensión	que	se	produce	entre	seguridad	y	riesgo,	es	decir	de	esta	
ponderación	 de	 bienes	 o	 intereses,	 queremos	 destacar	 la	 experiencia	
general	 derivada	 de	 múltiples	 hechos	 lesivos	 de	 bienes	 jurídicos	
fundamentales,	como	efectivamente	lo	fueron	casos	muy	conocidos	por	
su	relevancia	como;	Contergan8,	Holtzschutzmittel9	y	Lederspray10	en	la	
                                                          
7		 Ibidem.,	pp.	396‐3	98,	401.		
8		 Caso	Contergan,	este	 también	es	conocido	como	caso	de	 la	 talidomida.	Se	trata	de	un	
tranquilizante	 cuyo	 componente	 principal	 es	 la	 talidomida,	 este	 producto	 estaba	
recomendado	para	mujeres	embarazadas.	El	caso	en	mención	sucedió	a	finales	de	los	
años	 50	 e	 inicios	 de	 los	 años	 60	 en	 la	 entonces	 República	 Federal	 Alemana,	 como	
consecuencia	 del	 consumo	 del	 tranquilizante	 antes	 señalado,	 se	 produjeron	 más	 de	
10.000	casos	de	abortos	y	graves	daños	en	los	sistemas	óseos	de	los	recién	nacidos,	los	
cuales	 morían	 al	 poco	 tiempo	 de	 nacer	 o	 sobrevivían	 con	 graves	 malformaciones,	
focomelias	o	extremidades	en	forma	de	aletas	de	foca,	así	como	lesiones	irreversibles.	
CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	 “Sociedades	 de	 riesgo…,	op.	 cit.,	 p.	 195.	Vid.	 Sentencia	 del	




presuntas	 lesiones	 interpuestas	 en	 1956	 y	 1963.	 En	 los	 años	 70	 se	 popularizo	 en	
Alemania	 el	 consumo	 de	 estos	 productos,	 “razón	 por	 la	 cual	 la	 citada	 empresa	
comercializo	 el	 protector	 Xyladecor	 200	 que,	 entre	 sus	 principales	 componentes,	
contenía	 la	 sustancia	 PCP	 y	 Lindano,	 estableciendo	 hasta	 1979	 la	 indicación	 de	
apropiado	 para	 usos	 interiores,	 pese	 a	 que	 ningún	 estudio	 avalaba	 su	 inocuidad	 en	
tales	 circunstancias”.	 Este	 producto	 fue	 el	 causante	 de	 la	muerte	 de	 una	 persona	 en	
1977,	y	de	 las	 lesiones	padecidas	por	un	gran	numero	de	consumidores,	consistentes	
en	daños	en	la	piel	y	mucosidades.	CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	“Sociedades	de	riesgo…,	
op.	cit.,	 p.	196.	Vid.	 Sentencia	del	Oberlandesgericht	 (Tribunal	Superior	de	 los	Länder	
alemanes)	de	Frankfurt	del	19	de	diciembre	de	1991.	MENDOZA	BUERGO,	Blanca.	El	
Derecho	Penal…,	op.	cit.,	p.	98.		
10		 Este	 también	 es	 conocido	 como	 el	 caso	Erdal,	 y	 consistió	 en	 la	 comercialización	 por	
mas	de	20	años	de	un	producto	(spray	o	 lederspray)	recomendado	para	la	protección	
de	zapatos	de	cuero	y	prendas	de	vestir	de	este	material,	como	consecuencia	de	su	uso	
la	 empresa	 productora	 recibió	 muchas	 reclamaciones	 de	 personas	 que	 usaron	 el	
478	 PARTE	II	–	PENALIZACIÓN	DEL	DELITO	DE	TRÁFICO	DE	PRECURSORES...	 	
 





principios	 fundamentales	 que	 constituyen	 la	 base	 de	 los	 actuales	
sistemas	penales	de	nuestro	entorno	jurídico12.	
B.)	 LOS	DELITOS	DE	PELIGRO	EN	EL	DERECHO	PENAL	MODERNO	
Hassemer	 señalo	 que	 actualmente	 en	 el	 Derecho	 Penal,	 tanto	 en	 la	
teoría	 como	 en	 la	 práctica,	 se	 está	 pasando	 de	 la	 formalización	 y	 la	
vinculación	 a	 principios	 valorativos	 a	 una	 tecnología	 social,	 que	
gradualmente	se	va	convirtiendo	en	un	instrumento	político,	situación	




                                                          
producto	 en	 la	 forma	 indicada	 y	 sufrieron	 dificultades	 respiratorias,	 náuseas,	
escalofríos	 o	 fiebre,	 detectándose	 en	 la	 mayoría	 de	 casos	 un	 edema	 pulmonar,	
produciéndose	 hasta	 el	 año	 1986	 casos	 similares.	 CARO	 CORIA,	 Dino	 Carlos.	
“Sociedades	 de	 riesgo…,	 op.	 cit.	 ,	 pp.	 195,	 196.	 Vid.	 Sentencia	 del	 Bundesgerichtshof	
(Tribunal	 Supremo	 Alemán)	 del	 6	 de	 julio	 de	 1990.	 MENDOZA	 BUERGO,	 Blanca.	 El	
Derecho	Penal…,	op.	cit.,	p.	98.		
11		 En	el	mes	de	mayo	de	1981	se	produjo	una	epidemia	localizada	en	Madrid	y	Torrejón	
de	 Ardoz,	 que	 posteriormente	 se	 extendió	 a	 otras	 zonas	 de	 España.	 Las	 lesiones	
correspondieron	a	una	neumonía	 intersticial,	 se	estudiaron	varias	hipótesis	 sobre	 su	
causa,	cobrando	fuerza	su	atribución	al	aceite	de	colza	desnaturalizado	con	anilina	al	
2%.	 Este	 producto	 se	 importo	 principalmente	 de	 Francia	 para	 actividades	
estrictamente	industriales	de	modo,	que	para	asegurarse	el	no	desvió	para	el	consumo	
de	 boca,	 las	 autoridades	 administrativas	 ordenaban	 desnaturalizar	 los	 caracteres	
organolépticos	del	aceite	mediante	anilina	al	2%	entre	otros	productos.	Sin	embargo,	
mediante	 una	 serie	 de	 intervenciones	 individuales	 y	 de	 empresas,	 como	 RAPSA	 y	
RAELCA,	 dicho	 aceite	 desnaturalizado	 fue	 refinado,	 y	 posteriormente	 comercializado	
(para	el	consumo	humano)	fundamentalmente	a	través	de	vendedores	ambulantes,	en	
muchas	 regiones	 de	 España,	 lo	 que	 propicio	 no	 menos	 de	 330	 muertes	 y	 15.000	
afectados	por	dicha	 sustancia.	 CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	 “Sociedades	de	 riesgo…,	op.	
cit.	,	pp.	195,	196.	Vid.	STS	(Roj:	20999/1992)	de	23	de	abril	de	1992.	Ponente:	Enrique	





de	presupuestos	de	 la	pena,	 tales	como	el	 resultado	o	 la	 causalidad	y	
posibilitan	 la	 imposición	de	una	 sanción	basándose	únicamente	 en	 la	
realización	de	una	conducta	peligrosa,	así	como	en	la	supresión	de	los	
diferentes	 grados	 de	 la	 imputación	 jurídico‐penal	 (tentativa,	
consumación,	 complicidad‐	 autoría)13.	 Desafortunadamente,	 la	 conse‐
cuencia	de	este	proceso,	como	claramente	puede	apreciarse	en	la	prác‐
                                                          
13		 Manifiesta	además	este	profesor	alemán	que	se	ha	producido	un	aumento	considerable	
de	 las	 penas	 con	 finalidades	 preventivo‐generales	 intimidatorias.	Mientras	 que	 en	 el	
campo	del	Derecho	Procesal	las	reformas	se	han	caracterizado	por	acortar,	abaratar	y	
desformalizar	 el	 proceso,	 así	 como	 por	 la	 eliminación	 de	 todos	 los	 obstáculos	 que	
puedan	perturbarlo.	HASSEMER,	Winfried.	Persona,	mundo,	 responsabilidad…,	op.	cit.,	
pp.	30,	31.	FERRAJOLI,	Luigi.	Derecho	y	Razón…,	op.	cit.,	pp.	468,	469.	Manteniendo	Una	
posición	 critica	 sobre	 la	 expansión	 desmesurada	 del	 Derecho	 Penal.	 GARCÍA	 ARÁN,	
Mercedes.	 “Constitución	 y	 Derecho	 Penal,	 veinte	 años	 después”	 en	 ARROYO	
ZAPATERO,	 Luis.	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 Ignacio	 (Dir.).	 NIETO	 MARTÍN,	
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funciones,	 sino	más	 bien	 que	 en	 estos	 ámbitos	 se	 produce	 un	 déficit	
considerable	 de	 ejecución	 lo	 que	 provoca,	 en	 muchos	 casos,	 efectos	
meramente	simbólicos,	pero	con	ello	“el	legislador	al	menos	obtiene	el	
rédito	político	de	haber	respondido	con	celeridad	a	los	miedos	y	gran‐
des	 perturbaciones	 sociales	 con	 los	 severos	 medios	 del	 Derecho	
Penal”14.	Esta	modificación	del	ordenamiento	penal	que	se	ha	desarro‐
llado	 a	 inicios	 de	 los	 años	 setenta	 se	 conoce	 como	 “Derecho	 Penal	
moderno”	 o	 “Derecho	 Penal	 del	 riesgo”,	 el	 cual	 se	 manifiesta	 funda‐
mentalmente	 en	 la	 parte	 especial	 de	 los	 Códigos	 Penales	 o	 en	 Leyes	
especiales	mediante	un	incremento	notable	de	nuevos	tipos	penales	o	
bien	 en	 la	 agravación	de	 las	 consecuencias	 jurídicas	de	 algunos	 tipos	
tradicionales15.	
                                                          
14		 HASSEMER,	Winfried.	Crítica	al	Derecho…,	op.	cit.,	pp.	54‐	56.	DONNA,	Edgardo	Alberto.	
“La	sociedad	de	riesgos	y	los	delitos	de	peligro	abstracto”	en	GARCÍA	VALDÉS,	Carlos,	
MATINEZ	 ESCAMILLA,	 Margarita,	 ALCÁCER	 GUIRAO,	 Rafael,	 VALLE	 MARISCAL	 DE	
GANTE,	Margarita	(Coord.).	Estudios	Penales	en	homenaje	a	Enrique	Gimbernat.	Tomo	I.	
EDISOFER.	Madrid.	 2008,	 pp.	 877,	 878.	HERZOG,	 Felix.	 “Sociedad	de	 riesgo,	Derecho	
Penal	 del	 riesgo,	 regulación	 del	 riesgo”.	 (Trad.	 DEMETRIO	 CRESPO,	 Eduardo)	 en	
ARROYO	ZAPATERO,	Luis.	NEUMANN,	Ulfrid.	NIETO	MARTÍN,	Adán	(Coord.).	Crítica	y	
justificación	 del	 Derecho	 Penal	 en	 el	 cambio	 de	 siglo.	 Ediciones	 de	 La	 Universidad	
Castilla‐La	 Mancha.	 Cuenca.	 2003,	 pp.	 249‐	 258.	 SANTANA	 VEGA,	 Dulce	 María.	 La	
protección	penal…,	op.	cit.,	pp.	171‐	176.	
15		 En	 la	 moderna	 ciencia	 del	 Derecho	 Penal	 alemana	 ha	 tenido	 una	 repercusión	




a	 los	 nuevos	 riesgos	 (manipulación	 genética,	 uso	 de	 la	 energía	 nuclear,	 actividades	
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delitos	 de	 peligro	 abstracto”	 en	Revista	 de	Derecho	Penal.	2001‐1.	 Buenos	 Aires,	 pp.	
727‐	733.	GRACIA	MARTÍN,	 Luis.	Prolegómenos	para	 la	 lucha	por	 la	modernización	y	
expansión	del	Derecho	Penal	y	para	 la	crítica	del	discurso	de	 resistencia.	 Ed.	Tirant	 lo	
Blanch.	 Valencia.	 2003,	 pp.	 57,	 58.	 Frente	 al	 “moderno	 Derecho	 Penal”	 existen	 dos	
posiciones	 que	 se	 ocupan	 de	 su	 evolución,	 tanto	 desde	 un	 punto	 de	 vista	 dogmático	
como	político	criminal:	1)	 “la	 teoría	del	aseguramiento	del	 futuro	con	 los	medios	del	
Derecho	Penal”	que	 se	muestra	partidaria	de	 la	 evolución	de	esta	 rama	del	Derecho,	
participando	 activamente	 en	 su	 construcción	 y	 desarrollo.	 2)	 “La	 teoría	 crítica	 del	
moderno	desarrollo	del	Derecho	Penal”	que	se	muestra	contraria	a	la	actual	tendencia	
expansiva	del	Derecho	Penal.	NAVARRO	CARDOSO,	Fernando.	“El	Derecho	Penal…,	op.	









sancionado	 penalmente,	 así	 todo	 ataque	 peligroso	 a	 un	 bien	 jurídico	
tiene	que	considerarse	socialmente	nocivo.	Desde	su	perspectiva	tomar	
como	punto	exclusivo	de	partida	el	bien	 jurídico	 conduce,	 sin	 lugar	a	
dudas,	 a	 un	 desbordamiento	 del	 Derecho	 Penal,	 pues	 el	 autor	 viene	
definido	únicamente	por	 el	hecho	de	que	puede	 constituir	un	peligro	
para	el	bien	 jurídico,	 con	el	añadido	de	que	cabe	anticipar,	potencial‐
mente	 sin	 límite	 alguno,	 el	 comienzo	 de	 tal	 peligro16.	 Sobre	 las	
discrepancias	 que	mantenemos	 con	 este	 autor,	 con	 relación	 al	 papel	
que	 desempeña	 el	 principio	 de	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 en	 la	




de	 forma	 más	 eficaz,	 por	 otros	 sectores	 del	 ordenamiento	 jurídico	
como	 el	 Derecho	 Civil,	 el	 Derecho	 Mercantil	 y	 especialmente	 por	 el	
Derecho	Administrativo	 sancionador.	No	hay	que	olvidar	que	 en	 este	
último	en	España	se	aplican	ya	algunos	principios	básicos	del	Derecho	
Penal	 como	 el	 principio	 de	 legalidad,	 el	 de	 la	 irretroactividad	 de	 las	
leyes	desfavorables,	el	de	la	retroactividad	de	las	leyes	favorables	y,	de	
                                                          






define	 al	 autor	 como	 enemigo,	 sin	 un	 ámbito	 externo”.	 JAKOBS,	 Günther.	Bases	para	
una	 teoría	 funcional	 del	 Derecho	 Penal.	 (Trad.	 CANCIO	 MELIA,	 Manuel.	 FEIJOO	
SÁNCHEZ,	 Bernardo.	 PEÑARANDA	 RAMOS,	 Enrique.	 SANCINETTI,	 Marcelo.	 SUAREZ	
GONZALEZ,	 Carlos).	 Ed.	 Palestra	 Editores.	 Lima.	 2000,	 pp.	 211‐	 215,	 247.	 JAKOBS,	
Günther.	Estudios	de	Derecho	Penal.	(Trad.	PEÑARANDA	RAMOS,	Enrique).	Ed.	Civitas.	
Madrid.	1997,	pp.	294,	295.	“Hasta	los	delitos	de	peligro	menos	graves	y	los	delitos	de	
peligro	presunto	podrían	aferrarse	 a	un	bien	 jurídico	de	 especial	 trascendencia	para	




forma	 parcial	 el	 principio	 de	 culpabilidad,	 lo	 cual	 es	 lógico	 dado	 que	
entre	el	ilícito	penal	y	el	ilícito	administrativo	en	muchos	casos	existen	
únicamente	 diferencias	 cuantitativas17.	 También	 puede	 contribuir	 co‐
mo	un	filtro	en	estos	ilícitos	(medio	ambientales,	socioeconómicos,	de	
tráfico	 viario	 o	 contra	 la	 salud	 pública)	 la	 determinación	 del	 nivel	
máximo	de	riesgo	permitido,	lo	cual	en	nuestra	opinión	puede	resultar	
de	gran	utilidad	tanto	para	el	legislador	como	para	los	operadores	del	
Derecho.	 Sobre	 este	 tema	 se	 puede	 consultar	 el	 excelente	 trabajo	
realizado	por	el	profesor	Paredes	Castañón18.		
Corcoy		Bidásolo	sostiene	que	un	factor	que	influye	decisivamente	en	la	
aparición	 de	 un	 “nuevo	 Derecho	 Penal”	 procede	 de	 una	 concepción	
utilitarista	de	esta	rama	del	Derecho,	dado	que	la	mayoría	de	Estados	




protegidas	 sin	 necesidad	 de	 que	 sus	 derechos	 fundamentales	 sean	
lesionados).	Otro	 factor	sustancial	que	sustenta	 la	 transformación	del	
Derecho	 Penal,	 desde	 su	 perspectiva,	 radica	 en	 la	 aparición	 de	 los	
nuevos	 riesgos	 propios	 de	 la	 sociedad	 tecnológica,	 así	 como	 el	
complejo	 sistema	 económico	 social	 que	 demanda	 la	 intervención	 del	
ordenamiento	 jurídico‐penal,	 lo	 cual	 ha	 llevado	 al	 legislador	 “a	
proteger	 nuevos	 bienes	 jurídicos,	 a	 la	 doctrina	 y	 jurisprudencia	 a	
reinterpretar	 el	 sentido	 de	 algunos	 bienes	 jurídico‐penales	 tradicio‐
nales	 y,	 por	 último,	 al	 sistema	 judicial	 a	 perseguir	 efectivamente	 y	 a	
condenar	 por	 la	 comisión	 de	 delitos	 de	 peligro	 sin	 esperar	 a	 que	 se	
                                                          
17		 CEREZO	MIR,	 José.	 “Los	delitos	 de	peligro…,op.	 cit.,	p.	 732.	GARCÍA	ALVERO,	Ramón.	
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profesor	José	Manuel	Valle	Muñiz.	Ed.	Aranzadi.	Navarra.	2001,	pp.	343‐	354.	Para	ver	
las	 diversas	 teorías	 sobre	 el	 tema.	 Idem.	 pp.	 326‐	 376.	MATA	y	MARTÍN,	Ricardo	M.	
Bienes	jurídicos	intermedios…,	op.	cit.,	pp.	77,	78.		
18		 PAREDES	CASTAÑÓN,	 José	Manuel.	El	 riesgo	permitido	en	el	Derecho	Penal	 (Régimen	
jurídico‐penal	 de	 las	 actividades	 peligrosas).	 Ed.	 Ministerio	 de	 Justicia	 e	 Interior.	





asume	 que	 el	 moderno	 Derecho	 Penal	 cumple	 su	 función	 de	 confor‐
midad	a	la	realidad	social	sobre	la	que	se	proyecta,	en	el	entendido	de	
que	 si	 las	 sociedades	modernas	 son	 sociedades	 de	 riesgo,	 el	Derecho	
Penal	se	encuentra	 funcionalmente	 legitimado	para	actuar	en	defensa	
de	la	seguridad	y	de	la	prevención	frente	a	los	peligros,	en	este	sentido	






individuales,	 por	 otro	 en	 que	 tendría	 preponderancia	 el	 peligro	 abs‐
                                                          
19		 Esta	profesora	hace	énfasis	en	la	necesidad	de	que	en	este	nuevo	Derecho	Penal	debe	
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Profesor.	Doctor.	Don	José	Cerezo	Mir.	Ed.	Tecnos.	Madrid.	2002,	pp.	350,	351.	387‐	393.	
GRACIA	MARTÍN,	 Luis.	Prolegómenos	para	 la	 lucha	por	 la	modernización	y	expansión	
del	 Derecho	 Penal	 y	 para	 la	 crítica	 del	 discurso	 de	 resistencia.	 Ed.	 Tirant	 lo	 Blanch.	
Valencia.	 2003,	pp.	 189‐	216.	 “En	 cualquier	 caso,	 el	 legislador	 resulta	 absolutamente	
impermeable	a	cualquier	crítica:	 la	producción	de	Derecho	Penal	y	de	cualquier	otro	
derecho	 coercitivo,	 entendida	 como	 prueba	 de	 presencia	 y	 activismo	 político,	 es	
buscada	con	decisión”.	MAZZACUVA,	Nicola.	“El	futuro	del	Derecho	Penal”	en	ARROYO	
ZAPATERO,	 Luis.	 NEUMANN,	 Ulfrid.	 NIETO	 MARTÍN,	 Adán	 (Coord.).	 Crítica	 y	
justificación	 del	Derecho	 Penal	 en	 el	 cambio	 de	 siglo.	Ediciones	 de	 la	 Universidad	 de	
Castilla‐La	Mancha.	Cuenca.	2003,	p.	232.	A	favor	de	la	protección	de	los	nuevos	bienes	




20		 SUÁREZ	 GONZÁLEZ,	 Carlos	 J.	 “Derecho	 Penal	 y	 riesgos	 tecnológicos”	 en	 ARROYO	
ZAPATERO,	 Luis.	 NEUMANN,	 Ulfrid.	 NIETO	 MARTÍN,	 Adán	 (Coord.).	 Crítica	 y	








medida,	 tal	 es	 el	 caso	 de	 los	 principios	 de	 proporcionalidad	 y	





eficacia	 preventiva	 de	 los	 tipos	de	 peligro	 abstracto	 para	 la	 tutela	 de	
bienes	 jurídicos	 colectivos	 poco	 delimitados.	 Es	 necesario	 destacar	
además	 que	 el	 balance	 de	 la	 eficacia	 del	 Derecho	 Penal	 en	 las	 áreas	
donde	se	producen	las	presiones	de	criminalización	es	poco	alentador,	
dado	que	el	éxito	es	 tan	escaso,	que	 incluso	 los	partidarios	más	entu‐
siastas	 de	 la	 intervención	 penal	 en	 estos	 ámbitos	 (medio	 ambiente,	
drogas	 ilícitas,	 economía,	 criminalidad	 organizada)	 aceptan	 que	 hay	
una	 evidente	 crisis	 de	 efectividad	 en	 estos	 sectores.	 Prittwitz	 afirma	
que	 si	 a	 esta	 crisis	 de	 efectividad	 le	 sumamos	 otra	 de	 legitimidad,	 el	
resultado	 del	 fracaso	 Derecho	 Penal	 de	 control	 global	 resultaría	
evidente22.		
La	 resistencia	 a	 una	 desmesurada	 expansión	 del	 Derecho	 Penal	




el	 Derecho	 Penal.	 En	 nuestra	 opinión	 no	 debemos	 asumir	 sin	mayor	
                                                          
21		 GRACIA	MARTÍN,	 Luis.	Prolegómenos	para	 la	 lucha	por	 la	modernización	y	expansión	
del	 Derecho	 Penal	 y	 para	 la	 crítica	 del	 discurso	 de	 resistencia.	 Ed.	 Tirant	 lo	 Blanch.	
Valencia.	2003,	pp.	134‐	136.	MAZZACUVA,	Nicola.	“El	futuro	del	Derecho	Penal”.	(Trad.	





264,	 278‐	 283.	 En	 el	 sector	 doctrinal	 que	 mantiene	 esta	 posición	 podemos	 citar	 a:	





reparo	 que	 “cuanto	 más	 importante	 es	 un	 problema	 más	 legítima	
aparece	 la	 utilización	 del	 Derecho	 Penal”23,	 pues	 como	 bien	 decía	
Sófocles	 “para	quien	 tiene	miedo	 todos	son	ruidos”24.	En	este	 sentido	
Albrecht	 apunta	 la	 necesidad	 de	 recurrir	 a	 eficaces	 políticas	
estructurales	 propias	 del	 Derecho	 Administrativo25	 o	 de	 otras	 ramas	
del	Derecho	como	el	civil	o	el	mercantil,	esto	es	así,	en	nuestra	opinión,	
pues	como	sostiene	 la	doctrina	mayoritaria	a	 la	existencia	de	un	bien	




abstracto	 están	 dotados	 de	 una	 alta	 definición	 tanto	 en	 las	
circunstancias	 del	 hecho	 como	 en	 la	 acción	 típica	misma,	 lo	 cual	 los	
hace	 más	 conformes	 con	 el	 mandato	 de	 determinación	 del	 tipo	 en	
cuanto	exigencia	material	del	principio	de	legalidad,	de	lo	que	puedan	
serlo	 los	 tradicionales	 tipos	 imprudentes	 de	 resultado26.	 Tiedemann	
siguiendo	la	misma	línea	argumental	sostiene	que	la	legitimidad	de	los	
delitos	de	peligro	abstracto,	no	se	encuentra	reñida	con	los	principios	
de	 proporcionalidad	 y	 de	 última	 ratio27.	 Para	 Gracia	 Martín	 la	
modernización	 del	 Derecho	 Penal	 es	 “la	 lucha	 por	 integrar	 en	 el	
discurso	 penal	 a	 la	 criminalidad	 material	 de	 las	 clases	 sociales	
poderosas	que	estas	mismas	han	podido	excluir	hasta	ahora	de	aquel	
gracias	 a	 su	 posición	 de	 poder	 de	 disposición	 absoluto	 sobre	 el	
                                                          
23		 PRITTWITZ,	Cornelius.	“Sociedad	de	riesgo…,	op.	cit.,	p.	279.		
24		 GÓMEZ	RUFO,	Antonio.	 “El	 futuro	ya	está	aquí”	en	El	Mundo.	Madrid.	17	de	mayo	de	
2008,	 p.	 4.	 Nuestra	 sociedad	 puede	 definirse	 como	 “la	 sociedad	 de	 la	 inseguridad	
sentida”	o	como	“la	sociedad	del	miedo”.	SILVA	SÁNCHEZ,	Jesús	María.	La	expansión	del	
Derecho…,	op.	cit.,	p.	32.	
25		 GARCÍA‐PABLOS	 de	 Molina,	 Antonio.	 “Tendencias	 actuales	 del	 Derecho	 Penal”	 en	
CEREZO	 MIR,	 José	 (Dir.).	Modernas	 tendencias	 en	 la	 Ciencia	 del	 Derecho	 Penal	 y	 la	
Criminología.	Ed.	UNED.	Madrid.	2001,	pp.	57‐	59.	NAVARRO	CARDOSO,	Fernando.	“El	
Derecho	Penal…,	op.	cit.,	p.	1340‐	1345.		
26		 SCHÜNEMANN,	 Bernd.	 Consideraciones	 críticas…,	 op.	 cit.,	 pp.	 29‐	 34.	 En	 el	 mismo	
sentido	 se	 pronuncia	 en	 la	 doctrina	 española.	 CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	 Mirentxu.	
“Protección	de	bienes…,	op.	cit.,	pp.	384‐	386.	
27		 GRACIA	MARTÍN,	 Luis.	Prolegómenos	para	 la	 lucha	por	 la	modernización	y	expansión	













efectiva	 un	 bien	 jurídico	 penalmente	 tutelado,	 estos	 tipos	 delictivos	
requieren,	sin	lugar	a	dudas,	de	la	creación	de	una	situación	de	riesgo	
para	 la	 incolumidad	 de	 dicho	 bien	 jurídico,	 lo	 cual	 no	 entra	 en	
contradicción	 con	 la	 función	 protectora	 de	 bienes	 jurídicos	 que	 debe	
cumplir	 el	 Derecho	 Penal,	 ya	 que	 como	 todos	 sabemos	 el	 modo	 de	
afectación	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 puede	 ser	 diverso	 según	 se	 trate	 de	
delitos	 de	 lesión	 o	 delitos	 de	 peligro30.	 Resultando	 en	 estos	 últimos,	
imprescindible	la	existencia	de	al	menos	la	afección	potencial	efectiva	
del	 bien,	 pues	 como	 es	 generalmente	 aceptado	 por	 la	 doctrina	
mayoritaria	 el	 Derecho	 Penal	 no	 debe	 intervenir	 cuando	 no	 exista	
referencia	 alguna	 a	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos,	 pues	 la	
intervención	del	ordenamiento	penal	sin	la	debida	constatación	de	que	
la	probabilidad	de	menoscabo	del	bien	jurídico	verdaderamente	se	ha	
producido	 (delitos	 de	 peligro	 abstracto	 sin	 ofensividad)	 vulnera	 el	
principio	de	intervención	mínima31.	
	 Frente	 a	 la	 idea	 de	 una	 expansión	 penal	 desmedida,	 que	 se	 pudiera	















existe	 de	 que	 el	 uso	 de	 estas	 técnicas	 de	 tipificación	 no	 permiten	
obtener,	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 criminalización	 secundaria	 la	 deseada	
protección	de	bienes	 jurídicos,	sino	 la	mera	 instrumentalización	de	 la	
reacción	 penal	 con	 fines	 simbólicos32.	 En	 este	 sentido	 señala	 Herzog	
que	“el	Derecho	Penal	del	peligro	supone	una	respuesta	muy	limitada,	
y	 sobre	 todo	 a	 limitar	 para	 las	 situaciones	 de	 peligro	 de	 la	 vida	
moderna”33,	pues	como	es	sabido	por	todos	se	carece	de	un	exhaustivo	
desarrollo	dogmático	de	esta	 técnica,	 lo	 cual	pensamos	ha	propiciado	
su	 desordenada	 expansión	 en	 el	 Derecho	 Penal,	 así	 como	 su	
asistemática	interpretación	jurisprudencial,	lo	cual	en	nuestra	opinión	
no	 niega	 de	 forma	 alguna	 la	 necesidad	 de	 tutelar	 bienes	 jurídicos	
mediante	 las	 técnicas	 de	 peligro,	 siempre	 que	 se	 respeten	 los	
principios	 político	 criminales	 que	 sustentan	 el	 Estado	 Social	 y	
Democrático	de	Derecho.		
	 Mendoza	 Buergo	 destaca	 que	 hay	 un	 grupo	 de	 autores	 que	 adoptan	
sobre	 este	 tema	 una	 posición	 intermedia,	 se	 pueden	 agrupar	 aquí	
quienes	 plantean	 vías	 que	 no	 defienden	 el	 “Derecho	 Penal	 de	 la	
seguridad”	 ni	 de	 adaptación	 funcional	 a	 cualquier	 demanda	 de	
protección,	sino	que	aceptan,	con	ciertas	limitaciones,	 la	asunción	por	
el	 Derecho	 Penal	 de	 los	 ámbitos	 de	 regulación	 constituidos	 por	 los	
nuevos	 riesgos,	 pero	 exigiendo	 que	 esta	 tutela	 se	 realice	 con	 total	
respeto	 a	 los	 principios	 básicos	 de	 garantía	 del	 Derecho	 Penal	 del	
Estado	de	Derecho	y	 a	 las	estructuras	 clásicas	de	 la	 imputación	de	 la	
                                                          
32		 CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	p.	405.	Un	precepto	
penal	 que	 solo	 tenga	 un	 valor	 simbólico	 ha	 de	 rechazarse.	 CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	
Mirentxu.	“Protección	de	bienes…,	op.	cit.,	p.	400.	Destacados	juristas	como	Seelmann,	
Block	o	Hassemer	advierten	que	el	efecto	simbólico	una	vez	descubierto,	conduce	a	la	
ineficacia.	 MENDOZA	 BUERGO,	 Blanca.	 El	 Derecho	 Penal…,	 op.	 cit.	 ,	 pp,	 46,	 47.	
NAVARRO	CARDOSO,	Fernando.	“El	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	p.	1331,	1332.	
33		 En	 el	mismo	 sentido	 se	 pronuncian	Hassemer,	Albrecht	 y	 Lüderssen.	HERZOG,	 Felix.	
“Sociedad	del	riesgo,	Derecho	Penal	del	riesgo,	regulación	del	riesgo‐perspectivas	más	
allá	 del	 Derecho	 Penal”	 (Trad.	 CRESPO,	 Eduardo	 Demetrio)	 en	 ARROYO	 ZAPATERO,	
Luis.	 NEUMANN,	 Ulfrid,	 NIETO	 MARTÍN,	 Adán.	 (Coord.).	 Crítica	 y	 justificación	 del	
Derecho	Penal	en	el	cambio	de	siglo.	Ediciones	de	la	Universidad	de	Castilla‐La	Mancha.	
Cuenca.	2003,	pp,	249‐	251,	254‐	257.	HERZOG,	Felix.	“Límites	al	control	penal	de	los	
riesgos	 sociales.	 Una	 perspectiva	 crítica	 ante	 el	 Derecho	 Penal	 en	 peligro”	 (Trad.	




responsabilidad	 penal.	 En	 su	 opinión	 así	 podrían	 clasificarse	 las	
posturas	de	profesores	como	Roxin,	Hirsch,	Frisch,	Köhler	y	Prittwitz	
en	 la	 doctrina	 alemana.	 En	 la	 doctrina	 española	 con	 importantes	





homogéneo,	 dado	 que	 en	 todos	 ellos	 se	 trataría	 de	 la	 realización	 de	
comportamientos	 que	 representarían,	 sólo	 como	 máximo,	 un	 simple	
peligro	abstracto	para	bienes	jurídicos	principalmente	individuales.	Un	
sector	de	la	doctrina	considera	que	este	ámbito	del	moderno	Derecho	
Penal	 sería	 consecuencia	 del	 modo	 político	 en	 que	 el	 Estado	 decide	






general”	 que	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 objeto	 de	 nuestro	





35		 Producto	 del	 desarrollo	 científico	 y	 tecnológico,	 industrial	 y	 económico	 actual	 se	
realizan	una	cantidad	de	actividades	que	originan	nuevos	riesgos,	generalmente	como	
consecuencias	 no	 deseadas.	 Como	 característica	 de	 estos	 nuevos	 riesgos	 se	 puede	
señalar	 sus	 grandes	dimensiones	y	 la	 indeterminación	del	número	de	personas	 a	 las	
que	potencialmente	amenazan.	GRACIA	MARTÍN,	Luis.	Prolegómenos	para	la	lucha	por	
la	 modernización	 y	 expansión	 del	 Derecho	 Penal	 y	 para	 la	 crítica	 del	 discurso	 de	
resistencia.	Ed.	Tirant	lo	Blanch.	Valencia.	2003,	pp.	60‐	65.	MENDOZA	BUERGO,	Blanca.	
“Gestión	del	riesgo	y	política	criminal	de	seguridad	en	la	sociedad	del	riesgo”	en	DIAZ‐	
MAROTO	Y	VILLAREJO,	 Julio.	 (Dir.).	Derecho	y	 justicia	penal.	En	homenaje	al	profesor	
Antonio	 González‐	 Cuellar	 García.	 Ed.	 Colex.	 Madrid.	 2006,	 pp.	 351‐	 356.	 Navarro	
Cardoso	señala	que	en	relación	al	principio	de	estricta	protección	de	bienes	jurídicos,	
“el	Derecho	Penal	del	riesgo”	contribuye	de	forma	decidida	a	la	consolidación	de	este	




estudio,	 en	 el	 Código	 Penal	 anterior36	 estaba	 regulado	 en	 el	 Título	 V	
Capítulo	 II	que	comprendía	 “los	delitos	de	riesgo	en	general”37,	que	a	
partir	 de	 la	 publicación	 del	 Código	 Penal	 de	 1995	 se	 refiere	 a	 “los	
delitos	contra	la	seguridad	colectiva”;	a	esta	categoría	al	igual	que	a	su	
antecesora	no	se	le	atribuye	en	general	otra	función	que	la	sistemática.	
Sin	 embargo	 en	 opinión	 de	 Doval	 Pais	 es	 un	 concepto	 fecundo	 en	
consecuencias	 si	 se	 proyecta,	 materialmente,	 sobre	 las	 estructuras	
típicas	de	los	delitos	de	peligro	que	comprende,	pues	la	generalidad	del	
peligro	 exige	 una	 colectividad	 expuesta	 al	 peligro,	 de	 lo	 cual	 se	
desprenden	 consecuencias	 prácticas	 como	 la	 imposibilidad	 de	 poder	
apreciar	en	determinados	casos	un	concurso	de	delitos	cuando	exista	
un	 peligro	 para	 una	 pluralidad	 de	 individuos,	 señalando	 además	 que	
únicamente	los	bienes	jurídicos	vida,	 integridad	física	o	salud	pública,	
pueden	 dada	 su	 importancia	 integrar	 los	 denominados	 delitos	 de	
riesgo	 general,	 afirmando	 también	 que	 si	 la	 indeterminación	 de	
personas	es	una	característica	de	los	delitos	de	riesgo	general	(delitos	
contra	 la	 seguridad	 colectiva),	 lo	 es	 también	 “la	 indeterminación	
numérica	de	los	bienes	jurídicos	afectados	por	el	peligro”38.		
Como	 todos	 sabemos,	 el	 Título	 XVII	 contiene	 muchos	 delitos	 de	
diferente	 naturaleza	 entre	 estos	 podemos	 citar:	 los	 delitos	 de	 riesgo	
catastrófico,	 los	 relativos	 a	 la	 energía	 nuclear	 y	 a	 las	 radiaciones	
ionizantes,	 los	 delitos	 de	 estragos,	 de	 incendios,	 así	 como	 los	 delitos	
contra	 la	 salud	 pública	 y	 contra	 la	 seguridad	 del	 tráfico.	 Estos	 tipos	






Código	 Penal	 de	 1995,	 la	 rúbrica	 en	 mención	 tiene	 su	 origen	 en	 la	 elaboración	
dogmática	 del	 Derecho	 Penal	 alemán	 de	 la	 categoría	 del	 “peligro	 común”	 como	




38		 Este	 autor	 afirma	 que	 los	 delitos	 de	 riesgo	 o	 peligro	 general	 comportarán	
obligatoriamente	 una	 amenaza	 para	 una	 pluralidad	 de	 bienes	 jurídicos	 (iguales	 u	
homogéneos)	 en	 número	 indeterminado,	 lo	 que	 estima	 no	 se	 debe	 a	 que	 el	 bien	




penales	 tienen	 por	 denominador	 común	 que	 afectan	 la	 “seguridad	
colectiva”.	En	estos	delitos	de	lo	que	se	trata	es	de	adelantar	la	barrera	
punitiva	 para	 poder	 sancionar	 penalmente	 conductas	 peligrosas	 que,	
cuando	 se	 producen	 en	 estos	 ámbitos,	 deben	 sancionarse	 por	 la	
trascendencia	 de	 los	 daños	 que	 pueden	 ocasionar	 a	 bienes	 jurídicos	
individuales	 (vida,	 integridad	 física,	 salud	 o	 patrimonio)	 o	 a	 bienes	
jurídicos	colectivos	(medio	ambiente,	salud	pública),	de	ahí	que	se	haga	
referencia	 a	 “delitos	 de	 peligro	 general”,	 “delitos	 contra	 la	 seguridad	
colectiva”	 o	 bien	 de	 “peligro	 común”.	 En	 definitiva,	 se	 puede	 afirmar	
que	 estos	 ilícitos	 se	 caracterizan	 por	 estar	 referidos	 directamente	 a	
bienes	 jurídicos	 colectivos	 e	 indirectamente	 a	 bienes	 jurídicos	




se	 deba	 a	 que	 en	 estos	 en	 el	 momento	 de	 consumación	 no	 se	
encuentran	 concretados	 o	 determinados	 los	 sujetos	 portadores	 del	
bien	jurídico40.		
A	 manera	 de	 conclusión	 podemos	 afirmar	 que	 el	 peligro	 general	 se	
caracteriza	 en	 primer	 lugar,	 porque	 una	 pluralidad	 de	 personas	 se	
encuentra	 amenazada	por	un	peligro	 y,	 en	 segundo	 lugar,	 porque	 los	
sujetos	expuestos	al	peligro	han	de	ser	indeterminados,	lo	cual	no	debe	
conducirnos	 a	 pensar,	 que	 toda	 puesta	 en	 peligro	 de	 una	 pluralidad	
personas	indeterminadas	constituya	un	peligro	general,	ya	que	este	no	
es	 únicamente	 un	 peligro,	 sino	 un	 peligro	 común,	 compartido	 que	
afecta	a	todos	y	al	mismo	tiempo	a	ninguno	en	especial,	otro	elemento	














a	 tener	 en	 cuenta	 será	 el	 ánimo	del	 autor41.	 Para	 ilustrar	un	poco	 tal	
afirmación	 podemos	 pensar	 en	 un	 sujeto	 que	 sube	 a	 la	 azotea	 de	 un	
edifico	 con	un	 fusil	 automático,	 y	 empieza	a	disparar	 indiscriminada‐
mente	 contra	 las	 personas	 que	 se	 encuentran	 en	 una	 plaza	 muy	
concurrida,	en	este	ejemplo	se	puede	apreciar	a	pesar	de	ser	los	sujetos	
pasivos	 indeterminados:	 tentativa	 del	 delito	 de	 lesiones,	 homicidio	 o	
bien	 asesinato	 de	 varias	 personas,	 así	 como	 de	 delitos	 de	 peligro	
tipificados	fuera	de	los	delitos	de	peligro	del	Título	XVII	(Delitos	contra	
la	 seguridad	 colectiva)	del	Código	Penal,	 que	deben	 resolverse	por	 la	
vía	concursal.	Otro	ejemplo	a	 tener	en	cuenta	podría	ser	el	abandono	
simultáneo	de	varios	niños	tipificado	en	el	artículo	229	del	CPE,	lo	cual	
evidencia	 que	 no	 sólo	 los	 delitos	 de	 peligro	 general	 representan	 un	
riesgo	para	una	pluralidad	de	sujetos42.		





b)	 Los	de	peligro	general	 individual,	 cuando	existe	peligro	para	una	
pluralidad	 indeterminada	 de	 individuos,	 de	 los	 que	 sólo	 uno	 de	
ellos	es	objetivamente	susceptible	de	lesión43.		
Nos	 parece	 importante	 precisar	 que	 actualmente	 goza	 de	 cómoda	
postura	en	la	doctrina	la	opinión	que	sostiene	que	el	objeto	del	peligro	
                                                          
41		 De	 cara	 a	 la	 afirmación	 del	 peligro	 general	 se	 requiere	 por	 lo	 tanto	 que	 el	 colectivo	







estarán	 incluidos	 en	 esta	 categoría	 sistemática,	 pues	 el	 legislador	 puede	 optar	 por	
otorgar	autonomía	sistemática	a	determinadas	conductas	que	se	dirijan	contra	un	bien	
singularizado	(de	carácter	intermedio)	que	posea	suficiente	relevancia	como	sucede	en	




común	 es	 la	 colectividad,	 lo	 que	 sin	 embargo	 no	 significa	 de	 forma	
alguna	que	deba	ponerse	en	peligro	a	una	pluralidad	de	individuos,	ya	
que	 la	 pluralidad	 a	 la	 que	 se	 alude	 puede	 estar	 representada	




acosado	 por	 el	 peligro,	 para	 que	 todos	 y	 cada	 uno	 de	 ellos	 sean	
amenazados	por	 la	eventualidad	del	daño44.	También	creemos	que	es	
necesario	aclarar	que	aunque	puede	parecer	que	el	Tribunal	Supremo	
español	 considera	 sólo	 delitos	 de	 peligro	 general	 a	 los	 delitos	 de	
peligro	abstracto	(STS	del	29	de	mayo	de	1993	RJ	1993	4282)	esto	no	
es	así,	dado	que	se	puede	afirmar	que	en	los	delitos	de	peligro	concreto	
se	 produce	 la	 puesta	 en	 peligro	 de	 una	 pluralidad	 indeterminada	 de	











obras,	 lo	 cual	 se	 debe	 en	 gran	 medida	 a	 que	 este	 asunto	 no	 atañe	





modo	 que,	 si	 bien	 riesgo	 colectivo,	 plural	 o	 general,	 significa	 que	 el	 peligro	 ha	 de	
implicar	 a	 un	 conjunto	 de	 personas,	 ello	 no	 supone,	 sin	 embargo,	 que	 hayan	 de	 ser	
todas	 ellas	 quienes	 pudieran	 sufrir	 el	 daño	 que	 podría	 derivar	 de	 la	 conducta	





únicamente	 a	 los	delitos	de	peligro,	 sino	que	 es	un	 concepto	 toral	de	
diversas	 instituciones	 de	 la	 teoría	 del	 delito,	 tal	 es	 el	 caso	 de	 la	
imputación	 objetiva,	 la	 tentativa,	 el	 riesgo	 permitido,	 los	 delitos	
imprudentes	o	las	causas	de	justificación46.	Queremos	destacar	en	este	
momento	la	importancia	que	reviste	el	estudio	de	la	configuración	del	
concepto	 de	 peligro	 (estructura	 y	 requisitos),	 pues	 precisamente	 del	
contenido	de	 este	depende	 la	 amplitud	o	 restricción	de	 la	protección	
concedida	 a	 los	 diferentes	 bienes	 jurídicos,	 y	 del	 éxito	 en	 el	
establecimiento	 de	 los	 requisitos	 requeridos	 para	 comprobar	 la	
subsistencia	o	no	del	peligro,	dependerá	la	efectividad	de	esta	técnica	
de	tutela47.	
Como	 sabemos,	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 penal	 español	 no	 se	
especifica	 el	 contenido	 del	 peligro	 de	 los	 denominados	 delitos	 de	
peligro.	 La	 ausencia	 de	 una	 definición	 legal,	 siendo	 más	 explícitos	
jurídico	 penal,	 parece	 afectar	 la	 seguridad	 jurídica.	 Sin	 embargo	 este	
silencio	 legislativo	 es	 valorado	 por	 algunos	 autores	 positivamente,	
dado	 que	 asumen	 que	 dicho	 silencio	 evita	 el	 estancamiento	 del	
concepto	 de	 peligro,	 lo	 cual	 posibilita	 su	 desarrollo	 a	 través	 de	 la	
dogmática	 y	 la	 jurisprudencia48.	 Estimamos	 preciso	 aclarar	 que	 no	
pretendemos	 en	 este	 trabajo	 construir	 un	 concepto	 universal	 de	
peligro	ajustable	a	todos	los	ámbitos	en	que	este	opera,	sino	intentar	el	
establecimiento	 de	 un	 concepto	 de	 peligro	 que	 resulte	 válido	 para	
determinar	 la	 existencia	 de	 un	 riesgo	 típico	 y	 penalmente	 relevante,	
pues	de	más	está	decir	que	pretender	obtener	un	concepto	de	peligro	
que	 sea	 válido	 para	 todas	 las	 instituciones	 del	 Derecho	Penal	 excede	
con	 creces	 el	 marco	 de	 este	 trabajo49,	 para	 lograr	 este	 objetivo	
                                                          
46		 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	p.	21.	Hirsch	señala	que	
en	la	discusión	sobre	el	concepto	de	peligro	se	produce	una	incorrecta	distinción	entre	
el	 “peligro”	 en	 que	 se	 encuentra	 el	 bien	 jurídico	 y	 la	 concreta	 “peligrosidad”	 de	 una	
conducta.	Sosteniendo	que	el	“peligro”	se	produce	una	vez	que	“un	objeto	entra	en	el	













	 Sobre	el	asunto	en	cuestión	en	 la	doctrina	alemana	a	 finales	del	 siglo	
XIX	se	desarrollaron	dos	posiciones	en	apariencia	contradictorias:	por	
una	parte	los	defensores	de	la	teoría	subjetiva	del	peligro	y,	por	el	otro	
los	 seguidores	 de	 la	 teoría	 objetiva	 del	 peligro.	 A	 continuación	
realizaremos	 un	 breve	 repaso	 sobre	 ellas.	 Sin	 embargo	 queremos	
señalar,	desde	este	momento,	que	a	ambas	tendencias	se	les	cuestiona	
que	 tienen	 como	 denominador	 común	 confundir	 “el	 peligro	 como	
situación	con	el	peligro	como	juicio”50.		
A.)		 TEORÍAS	SUBJETIVAS:	CONCEPCIÓN	DEL	PELIGRO	COMO	JUICIO	
Iniciamos	 este	 apartado	 abordando	 la	 teoría	 subjetiva	 del	 peligro,	 la	
cual	 asumía	 el	 entendimiento	 del	 peligro	 como	 un	 producto	 de	 la	
mente,	 entre	 sus	 partidarios	 podemos	 ubicar	 a	 los	 positivistas	 más	
radicales	y	a	 los	neoidealistas.	A	grosso	modo	podemos	decir	que	 los	
primeros	 únicamente	 aceptaban	 como	 realidad	 al	 mundo	 físico	
fenoménico	y	 las	 leyes	que	 lo	regulaban,	basándose	especialmente	en	
el	principio	de	causalidad,	por	 lo	que	el	peligro	para	ellos	“sólo	podía	
concebirse	 como	 una	 mera	 impresión	 psicológica	 (entendida	 bien	
como	juicio	de	orden	subjetivo,	o	como	impresión	subjetiva	por	parte	
del	sujeto	pasivo	del	hecho	delictivo)”.	Mientras	que	 los	neoidealistas	
afirmaban	 que	 la	 realidad	 era	 obra	 del	 conocimiento	 operado	 por	 el	
sujeto,	 de	 tal	 manera	 que	 el	 peligro	 era	 una	 creación	 de	 la	 mente	
humana.	 Entre	 los	 neokantianos	 destacamos	 el	 pensamiento	 de	
Radbruch,	quien	sostuvo	que	“las	premisas	filosóficas	de	la	ciencia	del	
Derecho,	 se	 basan	 en	 el	 reconocimiento	 de	 un	 orden	 axiológico	













lo	 regulaban.	 Por	 ello	 Von	 Liszt	 asumía	 que	 la	 realidad	 supone	 la	
confirmación	 del	 principio	 de	 necesidad	 que	 regula	 los	 aconteci‐
mientos	que	se	producen	en	el	mundo.	Esta	afirmación	del	principio	de	
necesidad	 condiciona	 su	manera	 de	 concebir	 el	 peligro,	 dado	 que	 de	
acuerdo	 con	 este	 principio,	 cualquier	 resultado	 que	 se	 produzca,	 se	
producirá,	 porque	 así	 tenía	 que	 suceder,	 lo	 que	 implica	 que	 si	 dicho	
resultado	no	acontece,	es	porque	precisamente	no	podía	producirse	de	
ninguna	 forma.	 Como	 se	 puede	 apreciar	 esta	 posición	 no	 deja	 lugar	
para	 la	 posibilidad	 o	 bien	 a	 la	 probabilidad	 de	 la	 lesión	 de	 un	 bien	
jurídico,	 pues	 desde	 esta	 perspectiva	 el	 peligro	 tiene	 que	 ser	
necesariamente	 un	 juicio	 originado	 por	 una	 impresión	 de	 orden	
subjetivo52.		
Nos	 parece	 importante	 señalar,	 que	 un	 sector	 de	 los	 subjetivistas	
percibían	el	 juicio	de	peligro	como	una	 impresión	subjetiva	por	parte	
del	sujeto	pasivo	del	hecho	delictivo,	es	decir	como	un	estado	de	temor,	
de	 esta	manera	 los	 partidarios	 de	 estas	 tesis	 atribuyen	 al	 peligro	 un	
desvalor	 autónomo.	 No	 obstante	 en	 detrimento	 de	 la	 objetividad	 de	
dicho	 desvalor,	 Horn	 manifestó	 su	 oposición	 a	 este	 planteamiento	
argumentando	 a	 nuestro	 parecer,	 acertadamente,	 que	 el	 resultado	
típico	subsiste	al	margen	de	la	consideración	de	la	víctima	porque	está	
dotado	 de	 un	 contenido	 objetivo53.	 En	 opinión	 de	 este	 autor	 se	
produciría	 un	 resultado	 de	 peligro	 “cuando	 las	 circunstancias	
concurrentes	 tendrían	 que	 haber	 dado	 lugar	 a	 la	 producción	 del	











resultado	 delictivo,	 de	 acuerdo	 con	 las	 leyes	 causales	 conocidas”,	 es	
decir,	cuando	el	resultado	no	haya	acontecido	de	modo	inexplicable54.	
Uno	de	 los	máximos	exponentes	del	positivismo	y	de	 la	de	 la	defensa	
de	 la	 ley	 de	 causalidad	 fue	 Finger,	 quien	 desde	 una	 posición	
subjetivista	parte	de	que	 los	hombres	no	conocen	verdaderamente	el	
mundo,	 pues	 asume	 que	 lo	 que	 se	 percibe	 de	 esté	 es	 una	 imagen	







es	 una	 conclusión	 generalizadora	 por	 analogía.	 Pero,	 puesto	 que	 ese	
juicio	se	funda	en	un	conocimiento	parcial”...	“constituye	algo	subjetivo,	
un	 acto	 emocional,	 dependiente	 de	 la	medida	 del	 saber	 ontológico	 y	
nomológico	 aunque	 con	 pretensiones	 de	 validez	 general	 y	 con	 una	
fuerte	influencia	del	juzgador”55.	Se	le	cuestiona	a	esta	postura	al	igual	
que	las	restantes	teorías	subjetivistas	que	no	proponen	un	concepto	de	
peligro,	 sino	más	bien	una	definición	del	 juicio	de	peligro,	por	 lo	que	




del	 mundo,	 por	 lo	 tanto	 para	 él	 sólo	 existe	 “la	 causalidad	 y	 la	 no	
causalidad”.		
También	 en	 el	 plano	 de	 las	 teorías	 subjetivas	 sobre	 la	 noción	 del	
peligro,	Hertz	desde	una	perspectiva	mucho	más	escéptica,	 calificó	 al	
                                                          
54		 Para	 Cerezo	 el	 intento	 de	 Horn	 de	 determinar	 el	 concepto	 de	 resultado	 de	 peligro	
desde	 un	 punto	 de	 vista	 ex	 post	 y	 con	 base	 en	 la	 concepción	 de	 causalidad	 como	
condición	 conforme	 a	 una	 ley	 no	 tiene	 sentido,	 señalando	 que	 de	 esta	 forma	 se	
restringiría	demasiado	el	concepto	de	resultado	de	peligro,	lo	cual	desde	en	su	opinión	
resulta	insatisfactorio	desde	el	punto	de	vista	político‐criminal,	añadiendo	que	“es	muy	







la	 posibilidad	 de	 establecer	 un	 concepto	 de	 peligro	 mediante	 las	
relaciones	objetivas57.		
Queremos	 terminar	 este	 apartado	 recordando	 que	 se	 señala	
comúnmente	 en	 la	 doctrina	 que	 la	 principal	 contradicción	 de	 en	
entender	el	peligro	como	juicio,	consiste	en	la	vulneración	del	principio	
de	certeza	 jurídica,	ya	que	de	esta	manera	el	peligro	se	agotaría	en	el	
juicio	 subjetivo	 de	 quien	 le	 corresponda	 valorar	 la	 existencia	 del	





que	 desde	 esta	 perspectiva	 tendríamos	 que	 negar	 el	 peligro,	 lo	 cual	
resulta	claramente	insostenible58.	
B.)	 TEORÍAS	OBJETIVAS	
Las	 teorías	 objetivas,	 referente	 a	 los	 delitos	 de	 peligro,	 comparten	 el	
mismo	punto	de	partida	de	las	teorías	subjetivas,	que	es	el	principio	de	
necesidad	causal.	Kries	digno	exponente	de	las	teorías	objetivas,	define	
el	 peligro	 como	 “la	 posibilidad	 objetiva	 de	 un	 resultado	 lesivo,	 que	
presupone	 el	 conocimiento	 de	 las	 conexiones	 causales	 generales”,	
afirmando	“que	sólo	es	posible	hablar	de	peligro	en	relación	a	ciertas	
condiciones	 determinadas	 de	 forma	 general,	 que	 abarcan	 una	
pluralidad	 de	 formas	 de	 conducta”,	 por	 lo	 cual	 “podría	 denominarse	
                                                          
57		 Carlos	 Caro	 expresa	 que	 en	 el	 seno	 de	 las	 teorías	 subjetivas	 del	 peligro	 se	 pueden	
apreciar	 dos	 tendencias:	 la	 primera	 de	 ellas	 “el	 subjetivismo	 moderado”	 que	 tiene	
como	 unos	 de	 sus	 principales	 exponentes	 a	 Finger	 que	 manifiesta	 que	 los	
conocimientos	empíricos	relativos	al	mundo	fáctico	pueden	propiciar	la	realización	de	
una	“prognosis	futura”	mediante	un	espectador	objetivo,	de	manera	que	el	juicio	sobre	
la	 peligrosidad	 de	 una	 acción	 es	 un	 juicio	 medio	 que	 es	 realizado	 ex	 ante,	 así	 un	
comportamiento	puede	valorarse	de	peligroso	si	no	pudiera	establecerse	 los	motivos	
por	 los	 que	 ex	 post	 el	 resultado	 lesivo	 no	 se	 produce.	 La	 segunda	 tendencia	 la	
denomina	“subjetivismo	extremo	o	radical”	la	cual	esta	representada	por	Hertz	y	Janka,	
se	caracteriza	por	negar	de	 forma	total	 la	existencia	de	una	base	objetiva	útil	para	 la	






elevada	 probabilidad	 de	 producción	 de	 un	 resultado	 lesivo”	 59.	 Esta	
postura	admite	que	el	peligro	 se	materializa	en	 la	posibilidad	 real	de	
producción	de	afectar	a	bienes	jurídicos.	Sin	embargo	se	les	cuestiona	a	
los	 defensores	 de	 estas	 teorías	 que	 tampoco	 logran	 un	 concepto	
satisfactorio	 de	 peligro,	 ya	 que	 la	 básica	 referencia	 probabilística	 ex	
ante	 fundamentada	 en	 las	 leyes	 causales	 queda	 sin	 lugar,	 ante	 la	
necesaria	 consideración	 ex	 post	 del	 efectivo	 desenvolvimiento	 del	
curso	 causal,	 además	 de	 cuestionársele	 el	 no	 aportar	 una	 escala	




	 En	opinión	de	algunos	 autores	 la	diferencia	 esencial	 entre	 las	 teorías	
anteriormente	 señaladas	 consiste	 en	 el	 carácter	 que	 se	 le	 concede	 al	
juicio	de	peligro:	así	la	teoría	subjetiva	como	niega	la	existencia	real	del	
peligro,	 el	 juicio	 de	 peligro	 posee	 un	 carácter	 constitutivo.	 Mientras	
para	 los	defensores	de	 la	 teoría	objetiva,	 el	peligro	 tiene	una	entidad	
propia	 en	 el	 mundo	 externo,	 con	 independencia	 de	 la	 persona	 que	
emite	el	juicio,	por	lo	que	este	tiene	un	carácter	meramente	declarativo	




                                                          




de	posibilidad	 a	 la	 relación	de	 causalidad,	 ante	 la	 imposibilidad	del	 conocimiento	de	
todas	 las	circunstancias	y	 las	 leyes	de	 la	naturaleza	del	caso	concreto,	no	es	correcto	
emitir	 juicios	 de	 necesidad,	 lo	 cual	 hace	 necesario	 investigar	 que	 posibilidad	
representa	 una	 acción	 para	 la	 producción	 de	 un	 resultado,	 así	 la	 acción	 que	




62		 Entre	 ellos	 citamos	a	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	 p.	




to	 objetivo	 de	 peligro	 pero	 con	 algunas	 matizaciones63.	 Al	 respecto	
Méndez	 Rodríguez	 opina	 que	 aunque	 resulta	 innegable	 que	 se	 debe	
adoptar	un	concepto	objetivo	de	peligro,	que	no	dependa	de	la	impre‐
sión	subjetiva	del	 juzgador,	también	es	evidente	que	el	peligro	no	po‐
see	 autonomía	 por	 sí	 mismo	 sino	 que	 depende	 de	 la	 entidad	 que	
adjetiva64.	
C.)		 EL	CONCEPTO	NORMATIVO	DEL	PELIGRO	
Precisamente	 con	 el	 propósito	 de	 superar	 las	 limitaciones	 que	
presentaban	las	diferentes	posiciones	adscritas	a	las	teorías	objetivas,	
Hippel	 introdujo	 la	 idea	de	un	 concepto	normativo	de	peligro,	 el	 que	
posteriormente	 fue	 desarrollado	 por	 Demuth	 y	 Schünemann	 entre	
otros	autores	que	a	continuación	expondremos65.	Pero	antes	queremos	
señalar	que	la	idea	de	optar	por	un	concepto	normativo	de	peligro	goza	
de	 cómoda	 postura	 en	 la	 doctrina.	 En	 España	 autores	 que	 se	 han	
ocupado	particularmente	del	tema	como	Méndez	Rodríguez,	Rodríguez	
Montañés,	 García	Rivas,	 Corcoy	 	 Bidásolo	 y	Doval	 Pais	 entre	 otros	 se	
decantan	 también	 por	 desarrollar	 un	 concepto	 normativo	 de	 peligro	
que	 toma	 como	 fundamento	 “la	 falta	 de	 dominio	 sobre	 la	 posible	
realización	del	riesgo	en	el	resultado	lesivo”66.		




puramente	 objetivo,	 entendiendo	 que	 el	 peligro	 es	 algo	 valorativo.	 Lo	 cual	 no	
contradice	 que	 para	 realizar	 esa	 valoración	 previamente	 debe	 existir	 el	 peligro.	
CORCOY		BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	36,	37.	
64		 Esta	 autora	 afirma	 que	 debe	 de	 rechazarse	 la	 concepción	 subjetiva	 del	 peligro.	
Debiendo	 optarse	 por	 un	 concepto	 objetivo	 de	 peligro	 cuya	 existencia	 no	 esté	




la	 denominada	 teoría	 normativa	 de	 peligro,	 pues	 opina	 que	 se	 da	 una	 restricción	
excesiva	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 político‐criminal	 al	 ámbito	 de	 los	 comportamientos	
punibles.	CEREZO	MIR,	José.	“Los	delitos	de	peligro…,op.	cit.,	pp.	723,	724.	
66		 CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	pp.	446,	447.	CORCOY		





cuidado	 debido	 en	 el	 sentido	 de	 los	 delitos	 imprudentes”,	 plantea‐
miento	que	 ella	 considera	acertado	por	 cuanto,	desde	 “la	perspectiva	
del	 injusto	típico,	el	tipo	objetivo	supone,	en	todo	caso,	 la	creación	de	
un	 riesgo	 grave	 para	 un	 bien	 jurídico	 penal	 (o	 el	 no	 control	 de	 un	
riesgo	equiparable	a	su	creación)”.	Por	lo	tanto,	la	comprobación	de	la	




en	 la	 doctrina	 ya	 que	 se	 siguen	 usando	 los	 dos	 términos	 de	 forma	
indistinta,	señalando	que	desde	una	perspectiva	científica	“el	peligro	se	
concibe	como	la	capacidad	intrínseca	de	una	circunstancia,	sustancia	o	
agente	 para	 provocar	 efectos	 adversos,	 mientras	 que	 el	 riesgo	 es	 la	
probabilidad	 de	 que	 ese	 efecto	 adverso	 ocurra”,	 de	 esta	 manera	 el	
riesgo	entendido	como	probabilidad	de	lesión,	en	su	opinión,	puede	ser	




poner	 en	 relación	 el	 peligro	objetivo	 real	 con	 el	 objetivo	 aparente	 ex	




lesión	 en	 el	 caso	 concreto,	 atendiendo	 a	 los	 bienes	 jurídico	 penales	
potencialmente	puestos	 en	peligro	 y	 al	 ámbito	de	 actividad	donde	 se	
desarrolla	 esa	 situación”,	 debiendo	 suponer	 la	probabilidad	de	 lesión	
                                                          
peligroso	 en	 sentido	 jurídico	 cuando	 se	 crea	 una	 situación,	 subsumible	 en	 la	 ley	 de	
frecuencia	en	abstracto,	en	el	 tipo	penal	del	peligro	cuyo	desarrollo	escapa	al	control	
del	agente.	En	palabras	de	Ostendorf	se	trata	de	la	“imposibilidad	de	dominar	el	curso	
del	 peligro”.	MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	 Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro…,	op.	 cit.,	 pp.	 117‐	







una	 entidad	 cercana	 a	 la	 seguridad	 de	 lesión	 para	 que	 se	 encuentre	
legitimada	 la	 consideración	 de	 típica	 de	 esa	 conducta69.	 Por	 tanto	
calificar	el	concepto	de	peligro	como	un	concepto	normativo,	responde	
a	 la	 necesidad	 de	 dejar	 claro	 que	 para	 el	 Derecho	 Penal,	 ni	 siquiera	
como	 indicio,	 es	 válido	 un	 peligro	 objetivo	 estadístico	 analizado	 en	
abstracto	 respecto	 de	 una	 determinada	 clase	 de	 conducta.	 “La	
determinación	del	peligro	exige	una	valoración,	y	esta	valoración,	aun	
cuando	 tenga	como	base	 leyes	estadísticas	de	probabilidad,	no	puede	
ser	 ontológica	 sino	 normativa,	 puesto	 que	 la	 norma	 penal	 sólo	
pretende	prohibir	peligros	que	pudieran	ser	conocidos	por	el	autor	en	
el	 momento	 concreto”,	 esto	 si	 entendemos	 que	 la	 posibilidad	 de	




                                                          
69		 Entiende	 Corcoy	 que	 el	 grado	 de	 peligrosidad	 exigible	 es	 el	 que	 determina,	 en	 un	
primer	 momento,	 la	 idoneidad	 de	 ese	 peligro	 para	 lesionar	 un	 bien	 jurídico.	 Pero	
determinar	 el	 grado	 de	 peligrosidad	 en	 abstracto	 es	 utópico	 por	 diferentes	 razones,	
siendo	la	principal	de	ellas	que	el	peligro	no	posee	una	existencia	independiente	de	un	
comportamiento	 situado	 en	 un	 momento	 concreto,	 el	 cual	 surge	 por	 diversas	
circunstancias.	 Por	 esta	 razón	 no	 es	 correcto	 decantarse	 por	 una	 teoría	 objetiva	 o	
subjetiva	de	peligro,	dado	que	el	peligro	que	nos	importa	“es	el	peligro	como	adjetivo	
calificativo	 de	 un	 comportamiento	 que	 puede	 ser	 objeto	 de	 prohibición	 penal”.	
CORCOY		BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.cit.,	pp.	45‐	47,	51,	52.	Con	una	
postura	menos	restrictiva	sobre	el	peligro	Cerezo	Mir	señala	que	“si	la	producción	del	
resultado	 aparece	 como	 no	 absolutamente	 improbable	 la	 acción	 era	 peligrosa”.	
CEREZO	MIR,	José.	“Los	delitos	de	peligro…,op.	cit.,	pp.	721,	722.		
70		 Por	ello,	el	peligro	objetivo	que	llega	a	ser	conocido,	con	posterioridad	a	los	hechos	no	
debe	 tener	 ninguna	 relevancia	 como	 substrato	 del	 juicio	 de	 peligro,	 aun	 cuando	
ontológicamente	 ya	 existiera	 en	 ese	 momento.	 “Tampoco	 pueden	 formar	 parte	 del	








probabilidad	 no	 puede	 determinarse	 en	 abstracto,	 ya	 que	 este	 se	
encuentra	 supeditado	 a	 la	 clase	 de	 bien	 jurídico	 de	 que	 se	 trate,	 así	
como	al	entorno	del	peligro	y	otros	factores	que	establecen	el	nivel	de	
riesgo	permitido,	de	tal	 forma	que	el	propio	tipo	ofrece	criterios	para	
establecer	 el	 grado	de	peligro	exigible.	Además	 sostiene	que	 aquellas	
causas	 salvadoras	 que	 impiden	 la	 producción	 del	 resultado	 que	 no	
respondan	al	desarrollo	normal	del	curso	causal,	deben	ser	valoradas	
como	 inadecuadas	para	 eximir	 de	 responsabilidad	penal	 al	 indiciado,	
por	 lo	 que	 en	 consecuencia	 únicamente	 aquellos	 medios	 salvadores	
dominables	por	el	autor	excluyen	la	responsabilidad	de	la	acción,	y	de	
ninguna	forma	la	mera	casualidad	o	el	azar72.	En	esta	misma	dirección	
basada	 en	 la	 falta	 de	 dominabilidad	 por	 parte	 del	 autor	 de	 la	
producción	del	resultado	se	pronuncian	Cramer73	y	Roxin74.		
                                                          
71		 Como	 ejemplo	 de	 esa	 mera	 casualidad	 a	 la	 que	 hace	 alusión	 este	 autor,	 señala	 un	
adelantamiento	 peligroso	 en	 una	 curva,	 donde	 la	 colisión	 con	 el	 otro	 vehículo	 no	 se	
produzca	por	 la	especial	capacidad	del	otro	conductor	o	bien	ya	sea	por	un	golpe	de	
viento	repentino.	Son	circunstancias	con	 las	que	no	se	debe	contar,	y	por	 lo	 tanto	no	
excluyen	el	peligro.	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	p.	35.	
Frisch	 sostiene	 que	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 posee	 mayor	 relevancia	 “el	
contenido	del	presupuesto	de	 imputación	entendido	como	 idoneidad	ex	ante”,	por	 lo	
que	asume	que	estos	tipos	delictivos	son	delitos	de	aptitud,	que	valga	la	redundancia,	
acentúan	 la	aptitud	ex	ante	de	 la	conducta	para	provocar	 los	resultados	que	hay	que	
evitar.	CORCOY		BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	p.	41.	
72		 Schünemann	 se	 aparta	 en	 alguna	medida	 de	 la	 exigencia	 de	 la	 concurrencia	 de	 una	
infracción	del	deber	objetivo	de	cuidado,	al	declarar	que	lo	relevante	es	“la	infracción	
del	deber	subjetivo	de	cuidado,	así,	los	delitos	de	peligro	aparecen	como	supuestos	de	
tentativas	 imprudentes	 sin	 que	 sea	 preciso	 que	 el	 peligro	 objetivo	 sea	 idóneo	 para	
producir	 un	 resultado	 lesivo.	 CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	
cit.,	 p.	 41.	 “La	 idea	 fundamental	 de	peligro	deriva	de	 si	 el	 agente	podía	 confiar	 en	 la	
eficacia	de	una	determinada	causa	salvadora	o	en	la	no	realización	del	evento	lesivo	a	






las	 circunstancias	 excepcionales	 que	 no	 dependen	 del	 autor	 no	 le	 eximen	 de	
responsabilidad	por	la	producción	del	delito	de	peligro,	citando	como	ejemplo	de	ello	
el	 caso	del	 conductor	 temerario	que	realiza	un	adelantamiento	en	una	curva	cerrada	
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.	 Demuth	 elabora	 su	 concepto	 de	 peligro	 tomando	 como	 punto	 de	
partida	 las	 funciones	 que	 desempeña	 el	 resultado	 de	 peligro	 y	 el	





jurídicos”,	 funciones	 que	 solamente	 podrán	 ser	 cumplidas,	 si	 la	
producción	 de	 dicho	 peligro	 genera	 una	 impresión	 de	 desvalor	
semejante	 a	 la	 de	 lesión	 tanto	 para	 la	 sociedad	 como	 para	 el	 propio	
autor.	Este	sentimiento	o	impresión	de	desvalor	se	produce	cuando	el	





práctico	 de	 peligro	 desarrollado	 por	 Kindhäuser,	 que	 es	 también	 un	
concepto	 normativo	 de	 peligro,	 para	 este	 profesor	 el	 concepto	 de	
                                                          
invadiendo	el	 carril	 contrario,	 resultando	que	no	 se	 produce	 la	 colisión	 con	el	 coche	
que	circula	en	dirección	contraria	producto	de	una	repentina	ráfaga	de	viento	o	de	la	
especial	destreza	del	otro	conductor.	Señala	que	en	este	caso	no	se	le	debe	de	eximir	de	
responsabilidad	al	 autor	de	 esta	 conducta	pues	 se	 trata	de	 circunstancias	 en	 las	que	
nadie	 debe	 confiar.	 ROXIN,	 Claus.	Derecho	Penal.	P.	G…,	op.	 cit.,	 pp.	 405,	 406.	Muñoz	
Conde	en	la	misma	línea	sostiene	que	el	peligro	es	un	concepto	normativo	por	cuanto	
se	basa	 en	un	 juicio	de	probabilidad	de	que	un	bien	 jurídico	determinado	pueda	 ser	
afectado	por	un	comportamiento,	aunque	dicha	lesión	después	no	se	produzca.	Señala	
además	que	quien	realiza	el	 juicio	de	peligro	(juzgador)	debe	conocer	 la	situación	de	
hecho	 en	 que	 se	 produjo	 la	 acción,	 así	 como	 las	 leyes	 de	 la	 naturaleza	 y	 de	 la	
experiencia	a	través	de	 las	cuales	se	puede	concluir	que	la	acción	analizada	realizada	
en	 esa	 forma	 determinada	 y	 bajo	 las	 mismas	 circunstancias	 pueda	 generalmente	







op.	 cit.,	 pp.	 36,	 37.	 En	 el	 mismo	 sentido	 se	 pronuncia	 Caro	 Coria,	 quien	 señala	 que	
Demuth	aporto	la	definición	sobre	el	contenido	de	peligro	mejor	lograda	hasta	el	día	de	




peligro	 no	 puede	 definirse	 como	 causa	 hipotética	 de	 daño	 a	 un	 bien,	
puesto	 que	 su	 naturaleza	 no	 es	 empírico‐teórica,	 sino	 teleológica‐
práctica,	afirmando	que	un	comportamiento	comporta	peligro	cuando	




peligro	 posee	 una	 naturaleza	 normativa	 (dado	 que	 su	 objeto	 de	
referencia	 lo	 constituye	 el	 bien	 jurídico),	 también	 es	 cierto	 que	 el	
fundamento	del	peligro	no	es	únicamente	de	naturaleza	normativa,	ya	
que	toma	como	base	una	regla	de	experiencia	que	es	sintetizada	en	un	
tipo	 penal.	 Por	 ello	 asume	 que	 se	 trata	 de	 “una	 regla	 de	 frecuencia	
abstracta	basada	en	un	principio	de	probabilidad”,	 que	 cobra	 sentido	
en	 la	 configuración	 del	 tipo	 penal	 pero	 no	 en	 el	 análisis	 del	 caso	
concreto,	ya	que	no	es	correcto	aplicar	sin	más	la	teoría	matemática	de	
la	probabilidad	a	las	conductas	humanas77.		




un	 conjunto	 de	 hechos	 o	 circunstancias	 objetivas	 y	 externas,	
pertenecientes	a	la	realidad	física78.	No	se	trata	por	lo	tanto	de	que	un	
individuo	 determinado	 se	 sienta	 en	 una	 situación	 de	 peligro,	 sino	 de	
identificar	 que	 verdaderamente	 se	 producen	 ciertas	 circunstancias	
específicas,	asumiendo	que	el	concepto	de	peligro	más	que	describir	el	
                                                          
76		 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	36,	37.	
77		 Afirma	 que	 “El	 tipo	 penal	 de	 peligro	 no	 hace	 otra	 cosa	 que	 recoger	 una	 regla	 de	
experiencia:	se	penalizan	ciertas	acciones	que	provocan	resultados	de	peligro	porque,	
precisamente	 en	 estos	 casos,	 se	ha	demostrado	que	 la	 lesión	es	 frecuente”.	MÉNDEZ	
RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	117‐	119.	BUSTOS	RAMÍREZ,	
Juan.	 Control	 social…,	 op.	 cit.,	 p.	 323.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 Juan	 Maria.	 “Peligro	




que	 limita	 de	 forma	 considerable	 el	 concepto	 de	 peligro	 haciéndolo	más	 funcional	 y	




peligro,	 lo	 que	 hace	 es	 valorar	 una	 situación	 de	 hecho	 determinada,	
valoración	 que	 debe	 formularse	 de	 acuerdo	 con	 ciertas	 reglas	 que	
suministran	los	procesos	inductivos	a	partir	de	la	experiencia79.	
	 Como	se	ha	podido	apreciar	en	el	desarrollo	de	este	apartado	existen	
diversas	 definiciones	 de	 peligro.	 Destacamos	 entre	 estas	 la	 expuesta	
por	 Demuth,	 quien	 asume	 que	 el	 peligro	 es	 “una	 situación	 que	
representa	 una	 amenaza	 exteriorizada	 para	 un	 bien	 jurídico	 ya	 no	
controlable	 con	 los	 medios	 normales,	 y	 que	 crea	 un	 sentimiento	 de	
inseguridad,	 porque	 la	 no	 producción	 de	 la	 lesión	 no	 puede	 ser	
controlada	 con	 las	 medidas	 normales	 de	 evitación	 de	 daños”80.	
También	resulta	digno	de	mención	el	concepto	práctico	de	Kindhäuser,	
quien	afirma	que	“una	conducta	es	peligrosa	cuando	el	autor	no	está	ya	
en	 situación	 de	 excluir	 con	 certeza	 la	 entrada	 de	 circunstancias	
relevantes	 para	 la	 lesión...”	 de	 tal	 manera	 que	 “lo	 relevante	 para	 el	
peligro	es	la	incapacidad	de	prevención	o	evitación”	por	parte	del	autor	
de	 la	 lesión	 de	 un	 bien	 jurídico81.	 Como	 puede	 observarse,	 estos	 dos	
autores	 suscriben	 conceptos	 normativos	 de	 peligro	 que	 presentan	
como	común	denominador	dos	elementos;	la	ausencia	de	dominio	de	la	
situación	por	parte	del	autor,	y	la	causalidad	como	factor	decisivo.		
	 Es	 importante	 señalar	 que	 a	 pesar	 de	 que	 existen	 importantes	
diferencias	doctrinales	sobre	el	concepto	de	peligro,	podemos	afirmar	
que	actualmente	 existe	un	 significativo	 consenso	 sobre	determinados	
presupuestos	 indispensables	 para	 la	 formulación	 del	 mismo	 que	 a	
continuación	detallamos:	
		 a)	 No	 parece	 acertado	 pretender	 formular	 un	 concepto	 de	 peligro	
válido	 para	 todo	 el	 ordenamiento	 jurídico,	 por	 lo	 que	 se	 estima	
aconsejable	trabajar	en	la	delimitación	de	una	definición	que	atienda	a	
los	principios	 limitadores	del	 ius	puniendi,	y	más	aún,	como	 la	noción	
de	peligro,	sin	lugar	a	dudas,	ejerce	un	notable	influjo	en	la	dogmática	
de	 la	 imprudencia,	 la	 tentativa,	 la	 imputación	 objetiva,	 el	 riesgo	
                                                          
79		 Doval	afirma	que	de	la	observación	de	cómo	se	suceden	los	fenómenos	en	la	realidad	
pueden	extraerse	algunas	regularidades	causales	que	permitirán	en	adelante	realizar	







un	 concepto	 de	 peligro	 que	 responda	 a	 la	 necesidad	 de	 tutelar	
anticipadamente	 los	 bienes	 jurídico	 penales	 que	 nos	 permita	 contar	
con	una	noción	de	peligro	ajustada	a	los	delitos	de	peligro82.	
b)	 Es	necesario	que	en	la	formulación	de	la	noción	de	peligro	adquie‐
ran	 una	 notable	 trascendencia	 los	 criterios	 de	 imputación	 objetiva83.	
Para	 poder	 entender	 el	 peligro	 como	 criterio	 normativo	 desde	 una	




c)	 Una	 vez	 aceptada	 la	 necesidad	 de	 contar	 con	 una	 noción	 de	
peligro	que	permita	determinar	la	legitimidad	de	los	delitos	de	peligro,	
y	 la	 trascendencia	 de	 la	 imputación	 objetiva	 en	 tal	 realización,	 no	
únicamente	en	el	ámbito	de	la	imprudencia,	sino	también	en	los	delitos	
dolosos	 y	 de	 mera	 actividad,	 es	 factible	 abandonar	 “la	 concepción	
ontológica	o	causal	naturalista	del	 injusto	sustentada	en	la	afirmación	
de	 las	 leyes	 de	 certeza,	 y	 avanzar	 hacia	 su	 entendimiento	 normativo	
desde	 una	 perspectiva	 teleológica,	 es	 decir,	 acorde	 con	 las	 leyes	
                                                          




análisis	 particularizado,	 especialmente	 de	 los	 conceptos	 de	 peligro	 concreto	 y	
abstracto”.	MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	51,	52.	
83		 Se	 trata	 de	 la	 imputación	 objetiva	 desde	 dos	 niveles.	 El	 primero	 de	 ellos	 le	 da	
contenido	al	desvalor	de	la	acción	y	se	materializa	a	través	de	la	creación	de	un	riesgo	
típicamente	relevante	(perspectiva	ex	ante),	lo	que	supone	la	superación	del	limite	del	
riesgo	 penalmente	 permitido	 por	 la	 conducta	 del	 sujeto	 activo,	 la	 cual	 es	 capaz	 de	





84		 Ibidem.,	 p.	 463.	 Sobre	 la	 necesidad	 de	 aplicar	 el	 primer	 nivel	 de	 los	 criterios	 de	




probabilísticas	 y	 en	 función	 del	 criterio	 de	 la	 previsibilidad	 como	
condición	para	la	imputación	típica”	85.	
d)	 Hay	 que	 reconocer	 que	 no	 se	 pueden	 establecer	 reglas	 para	
determinar	de	forma	unitaria	el	riesgo	mínimo	requerido	para	apreciar	
la	 relevancia	 penal,	 ya	 que	 este	 se	 encuentra	 condicionado	 a	 un	
concreto	 tipo	 de	 injusto;	 así	 “el	 peligro	 típico	 debe	 graduarse	 en	
función	del	riesgo	permitido	que	varía	dependiendo	de	la	clase	de	bien	
jurídico	o	de	la	intensidad	del	riesgo	requerido	según	la	naturaleza	del	
área	 vital	 en	 juego”,	 para	 lo	 cual	 es	 preciso	 reconocer	 la	 realidad	del	
peligro	 y	 por	 ende	 la	 posibilidad	 de	 explicar	 el	 mundo	 en	 virtud	 de	
leyes	de	probabilidad86.		
f)	 Otro	 elemento	 a	 tener	 en	 cuenta,	 es	 que	 el	 peligro	 no	 posee	 un	
carácter	 autónomo,	 ya	 que	 el	 legislador	 no	 sanciona	 la	 puesta	 en	
peligro	 como	 un	 fin	 en	 sí	 mismo,	 dado	 que	 la	 relevancia	 penal	 del	
riesgo	 creado	 radica	 en	 la	 posibilidad	 de	 afectar	 a	 un	 bien	 jurídico	
penal,	 o	 sea	 que	 el	 merecimiento	 y	 necesidad	 de	 pena	 para	
criminalización	 de	 estos	 sucesos	 peligrosos	 consiste,	 en	 que	 estos	





los	 cuales	 se	 caracterizan	 en	 lo	 subjetivo	 por	 estar	 integrados	 por	 el	
denominado	dolo	de	peligro,	el	cual	“compone	un	concepto	fronterizo	
entre	 el	 dolo	 y	 la	 culpa”	 que	 ha	 surgido	 forzado	 por	 necesidades	
político‐criminales	de	adelantar	la	barrera	de	protección	penal.	Afirma	
este	 profesor	 que	 sólo	 violentando	 el	 sentido	 de	 las	 palabras	 se	 ha	
superado	la	diferencia	de	dolo	entre	delitos	de	resultado	y	de	resultado	
                                                          
85		 ROXIN,	 Claus.	 La	 problemática	 de	 la	 imputación	 objetiva.	 (Trad.	 CASAS	 BARRERO,	







de	 peligro,	 ya	 que	 la	 similitud	 entre	 una	 puesta	 en	 peligro	 y	 una	
efectiva	lesión	de	un	bien	jurídico	sin	lugar	a	dudas,	“puede	declararlo	
el	jurista	pero	no	la	realidad”,	agregando,	en	este	sentido,	que	aunque	
la	 sensación	 de	 peligro	 es	 perceptible	 por	 los	 sentidos	 no	 es	
comparable	 a	 la	 lesión.	Concluye	Quintero	 señalando	que	 la	 razón	de	
incorporar	 a	 las	 leyes	 penales	 los	 delitos	 de	 peligro,	 responde	 a	 la	




sumo	 se	 estará	 ante	 una	 culpa	 con	 o	 sin	 previsión,	 “caracterizada	
porque	 atañe	 a	 bienes	 muy	 importantes	 y	 viola	 normas	 de	 especial	
rigor	en	sus	medidas	preventivas”88.		
	 Rodríguez	 Montañés	 también	 se	 inclina	 por	 asumir	 que	 el	 dolo	 de	
peligro	no	constituye	de	manera	alguna	una	clase	especial	de	dolo,	sino	
el	 concepto	 común	 referido	 a	 una	 determinada	 clase	 de	 delitos,	 dolo	
que	por	lo	tanto	está	integrado	por	el	elemento	intelectivo	y	el	volitivo	
de	la	realización	de	los	elementos	objetivos	del	tipo	(principalmente	la	
acción	 peligrosa	 y	 el	 resultado)89.	 El	 conocimiento	 o	 elemento	




produzca	 la	 lesión	del	bien	 jurídico,	esta	decisión	responde	a	criterios	de	prevención	
general.	 QUINTERO	 OLIVARES,	 Gonzalo.	 Parte	 General…,	 op.	 cit.,	 pp.	 336,	 356,	 357.	
QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo.	“Los	delitos	de	riesgo…,	op.	cit.,	pp.	246,	247.	
89		 Las	 exigencias	 mínimas	 de	 la	 representación	 que	 se	 alude	 son	 las	 siguientes:	 “1‐	
Conocimiento	fáctico	de	la	posibilidad	de	una	concreta	lesión,	lo	que	supone	en	primer	
lugar,	 la	 percepción	 del	 objeto	 susceptible	 de	 ser	 lesionado	 y	 de	 su	 entrada	 en	 el	
ámbito	de	eficacia	de	la	acción	peligrosa.	El	concreto	peligro	exige	un	concreto	objeto	
de	ataque,	que	el	 autor	debe	 representarse	 como	cierto	 (dolo	directo	de	2º	grado)	o	
como	 posible	 (dolo	 eventual).	 El	 grado	 de	 concreción	 en	 la	 representación	 de	 dicho	
objeto	viene	determinado	por	la	redacción	del	tipo.	En	segundo	lugar,	la	percepción	de	
las	 circunstancias	 que	 convierten	 la	 acción	 en	 peligrosa.	 Y,	 en	 tercer	 lugar,	 cierta	
proximidad	física	e	inmediatez	temporal	de	la	posible	lesión”.	2‐	El	juicio	de	peligro.	Es	
necesario	 aclarar	 que	 al	 afirmar	 el	 dolo	 de	 peligro	 por	 el	 hecho	 de	 que	 el	 autor	 se	
represente	 el	 peligro	 concreto	 y	 aún	 así	 continúe	 actuando,	 no	 significa	 que	 se	
prescinda	del	elemento	volitivo,	“sino	tan	sólo	que	su	mínimo	exigible	viene	implícito	
en	la	actuación	pese	a	 la	representación”.	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	








de	 forma	 segura	 la	 lesión,	 siendo	 coherente	 con	 las	 leyes	 de	 la	 expe‐
riencia,	 incluyendo	 el	 juicio	 de	 peligro	 el	 conocimiento	 nomológico.	
Mientras	que	el	elemento	volitivo	en	el	dolo	de	peligro	se	caracteriza	






en	estos	delitos	es	básicamente	 la	misma	que	en	 los	delitos	de	 lesión,	
dado	 que	 aunque	 el	 autor	 de	 un	 delito	 de	 peligro	 puede	 que	 no	 sea	
consciente	 o	 no	 se	 represente	 la	 posibilidad	 de	 la	 lesión	 de	 un	 bien	
jurídico,	si	es	conocedor	de	que	con	su	actuación	genera	una	situación	
de	 peligro	 que	 puede	 menoscabar	 la	 integridad	 de	 diversos	 bienes	
jurídicos;	 piénsese	 por	 ejemplo	 en	 el	 vertido	 de	 sustancias	 contami‐
nantes	a	un	río,	o	en	 la	violación	de	medidas	de	seguridad	durante	 la	
construcción	 de	 un	 edificio	 de	 varias	 plantas	 en	 una	 zona	 muy	
transitada91.	
	 Una	vez	expuestas	las	ideas	de	estos	docentes	españoles	sobre	el	dolo	
de	 peligro	 queremos	 recordar	 que	 la	 doctrina	 mayoritaria	 tanto	 en	
Alemania	como	en	España	sostiene	que	el	dolo	en	los	delitos	de	lesión	y	
en	los	delitos	de	peligro	no	puede	tener	un	contenido	distinto92.	Sobre	
                                                          
lesión,	 sino	 sólo	 la	puesta	en	peligro	del	bien	 jurídico,	 con	 lo	que	 se	pone	en	primer	
plano	 el	 elemento	 cognoscitivo	 del	 dolo.	 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 Juan.	 HORMAZÁBAL	
MALARÉE,	 Hernán.	 Lecciones	 de	 Derecho	 Penal…,	 op.	 cit.,	 p.	 249.	 La	 doctrina	












peligro	 doloso	 es	 preciso	 demostrar	 que	 el	 sujeto	 conocía	 el	 peligro	
objetivo	idóneo	presente.	Así	el	dolo	en	los	delitos	de	peligro	no	puede	
tener	 un	 contenido	 distinto	 del	 que	 se	 predique	 sobre	 los	 delitos	 de	




aquellas	 que	 ponen	 el	 acento	 en	 el	 elemento	 cognitivo	 del	 dolo,	
concebido	 como	 conocimiento	 de	 la	 situación	 de	 peligro	 típica.	 Esta	
autora	 piensa	 que	 si	 se	 debe	 diferenciar	 el	 dolo	 de	 los	 delitos	 de	
peligro,	 “en	 cuanto	 delitos	 en	 los	 que	 se	 protegen	 bienes	 jurídicos	
supraindividuales,	y	el	dolo	de	peligro	propiamente	dicho,	puesto	que	
este	 último	 sólo	 tiene	 sentido	 en	 relación	 con	 los	 delitos	 de	 peligro	
concreto”.	Por	lo	tanto	para	Corcoy	la	identidad	del	dolo	en	los	delitos	
de	peligro	y	en	los	delitos	de	lesión	no	obedece,	solamente,	al	concepto	




del	 propio	 dolo;	 si	 se	 considera	 que	 la	 producción	 del	 resultado	 no	
pertenece	 al	 injusto,	 el	 resultado	 no	 será	 objeto	 del	 dolo	 y,	 si	 se	
entiende	que	el	resultado	forma	parte	del	injusto,	naturalmente	el	dolo	
deberá	 abarcar	 la	 producción	 del	 resultado,	 afectando	 la	 distinta	
comprensión	de	la	ubicación	del	resultado	a	las	diferencias	entre	dolo	
de	peligro	y	dolo	de	lesión,	en	la	concepción	tradicional.	Sí	el	resultado	
forma	parte	 del	 injusto,	 y	 por	 lo	 tanto	 es	 objeto	 del	 dolo,	 “el	 dolo	 de	
lesión	 será	 sustancialmente	 distinto	 del	 dolo	 de	 peligro	 porque	
comprenderá	 el	 conocimiento	 y	 la	 producción	 del	 resultado”.	 Si	 en	












sentido	opuesto,	 se	 sostiene	que	 el	 resultado	no	pertenece	 al	 injusto,	
sino	de	la	punibilidad,	para	que	exista	dolo	de	lesión	basta	con	que	el	
sujeto	conozca	el	exacto	peligro	típico	creado	con	su	conducta	(lo	cual	
implica	 que	 conoce	 su	 eficacia	 para	 producir	 el	 resultado).	 En	 dicho	
caso	 tendría	 el	 mismo	 contenido	 que	 en	 un	 delito	 de	 peligro,	 “por	
consiguiente,	 el	 fundamento	de	 la	 identidad	conceptual	 entre	dolo	de	
peligro	 y	 dolo	 de	 lesión	 no	 depende	 de	 que	 se	 defienda	 una	 teoría	
volitiva	 o	 una	 cognitiva	 sino,	 básicamente,	 de	 que	 la	 producción	 del	
resultado	 sea	 o	 no	 objeto	 del	 dolo”94.	 No	 queremos	 concluir	 este	





	 Para	 introducir	 este	 apartado	 queremos	 recordar	 que	 existen	
fundamentalmente	 dos	 clases	 de	 delitos	 de	 peligro:	 1)	 los	 delitos	 de	
peligro	 concreto,	 que	 exigen	 la	 concreta	 puesta	 en	 peligro	 del	 bien	
jurídico	de	tal	forma	que	el	peligro	concreto	es	un	resultado	típico	(la	
realización	 del	 tipo	 presupone	 que	 el	 objeto	 de	 la	 acción	 se	 haya	
encontrado	realmente	en	peligro	en	el	caso	 individual),	por	tanto	son	




peligrosa	 sin	 exigir	 que	 en	 el	 caso	 concreto	 se	 haya	 puesto	
efectivamente	en	peligro	un	bien	jurídico,	en	estos	delitos	el	legislador	
describe	 una	 conducta	 que,	 según	 la	 experiencia,	 suele	 ser	 peligrosa	
para	 un	 bien	 jurídico.	 Por	 ello	 el	 peligro	 no	 es	 un	 elemento	 del	 tipo,	
sino	 la	 razón	 de	 la	 incriminación	 de	 ese	 comportamiento.	 Es	
importante	 señalar	 que	 es	 aceptado	 de	 forma	 muy	 extendida	 en	 la	
doctrina	 penal	 que	 un	 criterio	 válido	 para	 diferenciar	 los	 delitos	 de	
peligro	abstracto	de	 los	de	peligro	concreto	consiste	en	determinar	si	
es	suficiente	establecer	el	desvalor	de	acción	(acción	desaprobada	por	
el	 ordenamiento	 jurídico),	 o	 si	 es	 preciso	 determinar	 además	 un	






Nosotros	 compartimos	 el	 razonamiento	 que	 sostiene	 que	 para	 la	
estructuración	de	los	delitos	de	peligro	resulta	esencial	el	desvalor	del	







rechazarse	 aquellas	 posturas	 subjetivistas	 que	 abogan	 por	
fundamentar	la	antijuricidad	en	el	desvalor	de	la	acción,	y	adjudican	el	
desvalor	 del	 resultado	 al	 azar	 o	 la	 casualidad.	 Por	 ello	 consideramos	
que	 siendo	 consecuentes	 con	 los	 fines	 del	 Derecho	 Penal	 debe	
entenderse	 que	 tanto	 el	 desvalor	 de	 acción	 como	 el	 desvalor	 de	
resultado	 son	 igualmente	 importantes	 en	 la	 determinación	 de	 la	
antijuricidad,	 dado	 que	 resulta	 impensable	 su	 consideración	 por	
separado.	Así,	se	entiende	que	sólo	aceptando	la	vinculación	del	injusto	
al	 desvalor	 del	 resultado	 se	 solventa	 con	 utilidad	 el	 principio	 de	
estricta	 protección	 de	 bienes	 jurídicos,	 el	 de	 proporcionalidad	 y	 de	
última	 ratio,	 y	 que	 de	 no	 ser	 así	 ya	 no	 constituiría	 materia	 de	
prohibición	 la	 realización	 de	 aquellas	 conductas	 ex	 ante	 peligrosas,	
pero	que	ex	post	no	han	significado	una	puesta	en	riesgo	o	la	lesión	de	
algún	interés	penalmente	tutelado,	de	lo	cual	se	infiere	que	el	autor	del	











Dino	 Carlos.	Derecho	 Penal	 del	 Ambiente…,	 op.	 cit.,	 pp.	 197,	 406‐	 415,	 480.	 BUSTOS	
RAMÍREZ,	 Juan.	 HORMAZÁBAL	MALARÉE,	 Hernán.	 Lecciones	 de	Derecho	 Penal…,	 op.	
cit.,	pp.	 181,	 182,	 186,	 187,	 244,	 245.	 CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	Mirentxu.	 “Protección	 de	
bienes…,	 op.	 cit.	 ,	 pp.	 392,	 393.	 HUERTA	 TOCILDO,	 Susana.	 Sobre	 el	 contenido	 de	 la	
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mención	 es	 que	 el	 profesor	 Hirsch	 introduce	 un	 tercer	 elemento:	 “el	
desvalor	sobre	el	estado	de	las	cosas”,	que	entiende,	es	más	amplio	que	






del	 bien	 jurídico97.	 En	 todo	 caso	 queremos	 aclarar	 que	 esta	 última	
clasificación	propuesta	por	Hirsch	no	está	consolidada	en	la	doctrina,	la	




Es	necesario	destacar	que	precisamente	 se	 les	 cuestiona	 a	 los	delitos	
de	peligro	abstracto	 su	 legitimidad	por	no	exigir	 la	puesta	 en	peligro	
efectivo	del	bien	 jurídico	 tutelado	 (desvalor	de	resultado)	y	por	ende	
infringir	 el	 principio	 de	 lesividad,	 habiendo	 por	 ellos	 varios	 autores	
propuesto	 su	 eliminación	 del	 ordenamiento	 penal.	 No	 obstante	 es	
                                                          
antijuricidad.	Ed.	Tecnos.	Madrid.	1984,	pp.	67‐	73.	LAURENZO	COPELLO,	Patricia.	El	
resultado…,	op.	cit.,	pp.	51‐60.	MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro	y	
sus	Técnicas	de	Tipificación.	 Ed.	 Universidad	 Complutense.	Madrid.	 1993,	 pp.	 89‐	 94.	
MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	Derecho	Penal.	Parte	General…,	op.	cit.,	pp.	327‐329.	PAZ	Y	
PAZ	 BAILEY,	 Claudia.	 Tesis	 Doctoral.	 La	 protección	 penal	 de	 los	 pueblos.	 Especial	
consideración	 del	 delito	 de	 genocidio.	 Salamanca.	 2005,	 pp.	 296‐	 298.	 RODRÍGUEZ	
MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	 cit.,	 pp.	 129,	 130.	ROXIN,	 Claus.	Derecho	
Penal.	P.	G…,	op.	cit.,	pp.	319‐	326.	
97		 Hirsch	 afirma	 que	 el	 concepto	 de	 desvalor	 de	 acción	 no	 puede	 determinarse	
desvinculado	del	contenido	y	el	alcance	de	la	acción,	dado	que	una	acción	consumada	




la	 consumación	 del	 tipo:	 en	 los	 delitos	 dolosos	 de	 resultado,	 hasta	 el	 resultado;	 en	
otros	 delitos	 dolosos,	 hasta	 el	 correspondiente	 criterio	 de	 consumación	 requerido.	
HIRSCH,	Hans	Joachim.	“Los	conceptos	de	desvalor	de	acción	y	desvalor	de	resultado	o	
sobre	el	estado	de	las	cosas”.	(Trad.	DEMETRIO	CRESPO,	Eduardo)	en	DIEZ	RIPOLLES,	






peligro	 abstracto.	 De	 hecho	 el	 profesor	 Muñoz	 Conde	 en	 la	 última	
edición	 de	 su	 manual	 de	 parte	 general	 lo	 hace	 distinguiendo	 en	 los	
delitos	 de	 peligro	 tres	 grupos:	 los	 delitos	 de	 peligro	 concreto,	 los	
delitos	 de	 peligro	 abstracto	 y	 los	 delitos	 de	 peligro	 hipotético	 o	 de	
peligro	abstracto‐concreto.	En	 los	delitos	de	peligro	abstracto	estarán	
comprendidos	 aquellos	 delitos	 en	 que	 la	 punibilidad	 no	 depende	 de	
una	 puesta	 en	 peligro	 real	 del	 bien	 jurídico	 tutelado,	 sino	 que	 es	
suficiente	que	el	comportamiento	sea	peligroso	en	general	para	el	bien	
jurídico	aunque	en	el	caso	concreto	no	 llegue	a	ponerlo	en	peligro	de	
lesión,	 se	 trata	 en	 definitiva	 de	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 puros.	
Mientras	 que	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 hipotético	 “la	 acción	 típica,	 en	
general	peligrosa,	 tiene	que	ser	 idónea	en	el	caso	concreto	para	crear	
una	situación	de	riesgo”98.	Sobre	estos	delitos	el	profesor	Torio	López	
sostiene	 que	 el	 tipo	 reclama	 una	 acción	 idónea	 para	 producir	 un	
peligro	sobre	el	bien	 jurídico	 “como	elemento	material	 integrante	del	
tipo	de	delito”,	 tratándose	por	tanto	de	delitos	de	peligro	posible,	por	
ello	 “son	 atípicas,	 las	 acciones	que,	 desde	 la	perspectiva	del	 juicio	de	
peligrosidad,	 aparecen	 como	 accidentales	 o	 irrelevantes,	 pese	 a	
hallarse	 formalmente	 comprendidas	 en	 la	 descripción	 típica”.	
Concluyendo	 que	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 hipotético	 es	 necesario	
“acreditar	la	peligrosidad	de	la	acción	(desvalor	real	de	la	acción)	y	la	
posibilidad	 del	 resultado	 peligroso	 (desvalor	 potencial	 de	 resultado).	
Por	 ello,	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 en	 la	 medida	 en	 que	 se	
correspondan	 con	 la	 tipología	 propuesta	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	




penalizando	 un	 acto	 de	 mera	 desobediencia	 (delito	 de	 peligro	
abstracto	 puro)	 ajeno	 a	 los	 límites	 del	 Derecho	 Penal	 que	 debe	
prevalecer	en	un	Estado	Democrático99.	
                                                          
98		 MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	Derecho	Penal.	Parte	General…,	op.	cit.,	pp.	325‐327.	
99		 TORÍO	 LÓPEZ,	 Ángel.	 “Los	 delitos	 de	 peligro	 hipotético…,	 op.	 cit.,	 pp.	 828,	 838,	 839,	
840,	846,	847.	TERRADILLOS	BASOCO,	Juan	Maria.	“Peligro	abstracto…,	op.	cit.,	p.	792.	
Una	 concepción	 dualista	 de	 lo	 injusto	 personal	 no	 conduce	 necesariamente	 a	 la	
duplicación	 del	 concepto	 de	 resultado,	 lo	 cual	 se	 logra	 sosteniendo	 que	 la	 lesión	 o	
puesta	en	peligro	de	 los	bienes	 jurídicos	 (desvalor	de	resultado)	 “no	necesariamente	
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	 En	 una	 dirección	 diferente	 se	 pronuncian	 autores	 como	 Armin	
Kaufmann,	Zielinski	o	Sancinetti,	quienes	afirman	que	para	calificar	un	
hecho	como	injusto	“bastaría	con	apreciar	en	él	un	desvalor	de	acción	
(que	 se	 identifica	 de	 manera	 predominante	 con	 la	 voluntad	
antinormativa	del	autor),	quedando	relegado	el	desvalor	de	resultado	a	
un	 papel	 secundario,	 fuera	 del	 injusto”,	 como	 una	 simple	 condición	
objetiva	 de	 punibilidad.	 El	 resultado	 desde	 esta	 perspectiva	 queda	
supeditado	 en	 gran	 medida	 a	 la	 casualidad	 o	 el	 azar.	 Este	 modo	 de	
explicar	 el	 ilícito	 penal	 se	 denomina	 “doctrina	 monista	 subjetiva”	 la	





                                                          
exige	 un	 efecto	 separable	 de	 la	 acción	 y	 atribuible	 a	 ésta	 a	 través	 de	 la	 causalidad.	
Desvalor	de	resultado	y	el	resultado	estructural	se	convierten	así	en	dos	conceptos	con	
contenido	 propio	 y	 funciones	 diversas”.	 Desde	 esta	 perspectiva	 en	 los	 delitos	 de	
peligro	hipotético	“el	contenido	del	injusto,	aunque	no	sería	idéntico	al	de	los	tipos	de	





cit.,	 p.	 291.	 En	 la	 misma	 línea	 en	 sentencia	 del	 Tribunal	 Supremo	 se	 declara	 que	
“tratándose	 de	 un	 delito	 de	 peligro,	 aun	 cuando	 sea	 abstracto,	 dicho	 peligro,	 como	
riesgo	 de	 futura	 lesión	 del	 bien	 jurídico,	 debe	 contenerse	 en	 la	 acción,	 quedando	
excluidas	 aquellas	 totalmente	 inadecuadas	 para	 lesionar	 o	 poner	 en	 peligro,	 aun	
potencialmente,	la	salud	pública.	STS	(Roj:	4708/2003)	de	4	de	julio	de	2003.	Ponente:	
Cándido	 Conde‐	 Pumpido	 Ferreiro.	 En	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto‐concreto	 o	 de	
peligro	 hipotético	 la	 acción	 típica	 generalmente	 es	 peligrosa,	 es	 idónea	 en	 el	 caso	
concreto	para	crear	una	situación	de	riesgo,	cuya	existencia	efectiva	no	tiene	que	ser	
comprobada.	 MUÑOZ	 CONDE,	 Francisco.	Derecho	 Penal.	 Parte	 General…,	 op.	 cit.,	 pp.	
326,	 327.	 GUISASOLA	 LERMA,	 Cristina.	 “Principio	 de	 legalidad	 y	 estructura	 de	 los	
delitos	 de	 peligro	 abstracto.	 A	 propósito	 de	 la	 STC	 42/1999”	 en	Revista	 de	Derecho	
Penal.	Año	2002,	Núm.	7,	pp.	52‐55.	
100		 DEMETRIO	CRESPO,	Eduardo.	Curso	de	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp,	198,‐200.	Zielinski,	
afirma	 que	 “el	 ilícito	 consiste	 exclusivamente	 en	 la	 acción”,	 de	 tal	 manera	 que	 el	
resultado	desde	su	perspectiva	esta	supeditado	en	gran	medida	a	la	casualidad.	En	la	
misma	dirección	toma	postura	Sancinetti.	Lo	cual	en	opinión	de	Caro	Coria	no	es	más	
que	atribuirle	a	 la	casualidad	mayor	trascendencia	que	 la	que	en	realidad	tiene	en	 la	







consiste	 precisamente	 en	 rechazar	 todos	 aquellos	 resultados	 que	 no	
pertenecen	 a	 la	 acción	 del	 autor,	 sino	 que	 son	 producto	 del	 azar.	 En	
definitiva,	consideramos	que	entender	el	resultado	estrictamente	como	
obra	de	la	casualidad	o	en	el	peor	de	los	casos	del	destino	está	reñido	
tanto	 con	 la	 experiencia	 general	 como	 con	 la	 capacidad	 humana	 de	
prever	y	controlar	las	consecuencias	de	su	comportamiento,	y	además	
se	encuentra	en	clara	contradicción	con	el	principio	de	culpabilidad,	es	
por	 ello	 que	 se	 afirma	 que	 debe	 entenderse	 por	 azar	 aquello	 que	
resulta	 verdaderamente	 imprevisible	 tanto	 desde	 una	 perspectiva	 ex	
ante,	 como	 ex	 post.	 En	 atención	 a	 lo	 dicho	 hasta	 aquí	 creemos	
adecuado	afirmar	que	“la	exclusión	del	resultado	del	núcleo	del	injusto	
se	opone	al	significado	mismo	del	principio	del	bien	jurídico”,	lo	cual	se	




los	 delitos	 de	 peligro	 el	 desvalor	 de	 acción	 ni	 la	 exigencia	 de	 un	




Isabel.	El	moderno	Derecho…,	 op.	 cit.,	pp.	 20,	 21,	 44‐	 47.	 SÁNCHEZ	 GARCÍA	 DE	 PAZ,	
Isabel.	“La	criminalización	en	el	ámbito	previo…,	op.	cit.,	p.	713.	LAURENZO	COPELLO,	
Patricia.	El	resultado…,	op.	cit.,	pp.	35‐37.	En	los	delitos	de	peligro	abstracto‐concreto	o	
de	peligro	hipotético	 la	 acción	 típica	generalmente	es	peligrosa,	 es	 idónea	en	el	 caso	
concreto	para	crear	una	situación	de	riesgo,	cuya	existencia	efectiva	no	tiene	que	ser	




desvalor	 de	 acción	 y	 desvalor	 de	 resultado.	 SANTANA	 VEGA,	 Dulce	 María.	 “La	
fundamentación	del	injusto	a	la	luz	de	sus	teorías	y	de	los	principios	informadores	del	








Los	 delitos	 de	 peligro	 concreto	 se	 distinguen	 por	 que	 en	 ellos	 el	
legislador	manifiesta	la	posibilidad	de	que	determinadas	acciones	sean	
peligrosas	 para	 el	 bien	 jurídico	 tutelado,	 dejando	 en	 manos	 del	
intérprete	la	apreciación	de	sí,	en	el	caso	específico,	el	bien	ingreso	en	
el	 radio	 de	 acción	 del	 peligro	 (apreciación	 del	 peligro	 ex	 post	 facto,	
valorando	todas	las	circunstancias	del	hecho)103,	lo	que	implica	que	los	
delitos	 de	 peligro	 concreto	 exigen	 que	 en	 el	 caso	 puntual	 se	 haya	
generado	un	peligro	real	para	el	objeto	tutelado	por	el	tipo	respectivo,	
debiendo	crearse	por	lo	tanto	“un	peligro	de	resultado”	en	el	sentido	de	
un	 riesgo	 adecuado	 de	 lesión	 que	 no	 esté	 permitido.	 Para	 la	
                                                          
102		 Los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 deben	 constituir	 una	 categoría	 específica	 cuya	
particularidad	reside	en	que,	si	bien	no	exigen	un	resultado	estructural,	si	presuponen	
una	cierta	vinculación	con	el	bien	 jurídico	protegido,	de	donde	se	puede	deducir	que	
contienen	 un	 desvalor	 potencial	 de	 resultado.	 LAURENZO	 COPELLO,	 Patricia.	 El	
resultado…,	op.	cit.,	p.	181.	QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo.	Parte	General…,	op.	cit.,	pp	
280‐	282.	Sobre	la	aceptación,	por	la	doctrina	dominante,	de	un	resultado	intermedio	
en	 la	 tentativa	como	presupuesto	del	 injusto.	ROXIN,	Claus.	Derecho	Penal.	P.	G…,	op.	
cit.,	pp.	325,	326.	ACALE	Sánchez	señala	que	el	resultado	jurídico	no	puede	faltar	jamás	
en	 un	 tipo	 penal,	 agregando	 que	 el	 desvalor	 de	 resultado,	 consistente	 en	 la	 lesión	 o	
puesta	en	peligro	de	bienes	 jurídicos,	se	da	tanto	en	los	delitos	de	resultado	material	




103		 DEMETRIO	 CRESPO,	 Eduardo.	 Curso	 de	 Derecho	 Penal…,	 op.	 cit.,	 pp,	 213,	 214.	 Los	
delitos	de	peligro	concreto	desde	el	punto	de	vista	dogmático	son	delitos	de	resultado.	
CEREZO	MIR,	José.	“Los	delitos	de	peligro…,op.	cit.,	p.	720.	DOVAL	PAIS,	Antonio.	Delitos	
de	 Fraude	 Alimentario…,op.	 cit.,	 p.	 337.	 GOERNER,	 Gustavo.	 “Los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto	 y	 las	 garantías	 constitucionales”	 en	 Revista	 de	Derecho	 Penal.	 2002‐2,	 pp.	
565,	 566.	 En	 la	 clasificación	 que	 propone	 Hirsch	 los	 delitos	 de	 peligro	 concreto	 se	
corresponden	con	los	delitos	de	“peligro”.	Los	delitos	de	peligro	abstracto	son	delitos	
de	peligrosidad.	HIRSCH,	Hans	 Joachim.	 “Peligro	 y	 peligrosidad”…,op.	 cit.,	pp.	 67‐	 69.	
Ver	 diferenciación	 entre	 delitos	 de	 peligro	 concreto	 y	 abstracto	 propuesta	 por	





comprobación	 de	 este	 peligro	 en	 concordancia	 con	 los	 criterios	 de	
imputación	se	exige	“una	prognosis	objetivo‐	posterior”104.	A	pesar	de	
que	 existe	 poca	 claridad	 en	 determinar	 como	 debe	 de	 estar	
configurado	 y,	 como	 debe	 comprobarse	 ese	 resultado	 de	 peligro	
concreto,	 es	 posible	 afirmar	 que	 existen	 dos	 presupuestos	 de	 los	
delitos	 de	 peligro	 concreto	 que	 son	 generalmente	 reconocidos	 por	 la	
doctrina	mayoritaria:	 el	 primero	de	 ellos	 consiste	 en	 la	 necesidad	de	
que	exista	un	objeto	de	la	acción	y	que	este	haya	entrado	en	el	ámbito	
operativo	 de	 quien	 lo	 pone	 en	 peligro;	 el	 segundo	 presupuesto	 exige	
que	 la	 acción	 que	 se	 incrimina	 tiene	 que	 haber	 creado	 un	 peligro	




                                                          
104		 Como	 sabemos	 la	 teoría	 de	 la	 adecuación	 se	 ha	 ido	perfeccionando	 a	 lo	 largo	de	 los	
años.	 Así	 actualmente	 se	 afirma	 que	 una	 condición	 es	 adecuada	 (o	 sea	 adaptada	 al	




tercero?,	 ¿sobre	 que	 base	 científica?)	 que	 debía	 adoptarse	 para	 realizar	 el	 juicio	 de	
adecuación.	 Discusión	 que	 condujo	 a	 elegir	 el	 “pronóstico	 (prognosis)	 objetivo	
posterior”,	 el	 cual	 establece	 que	 “el	 juez	 debe	 colocarse	 posteriormente	 (o	 sea	 en	 el	
proceso)	en	el	punto	de	vista	de	un	observador	objetivo	que	juzgue	antes	del	hecho	y	
disponga	 de	 los	 conocimientos	 de	 un	 hombre	 inteligente	 del	 correspondiente	 sector	
del	tráfico	y	además	del	saber	especial	del	autor”.	ROXIN,	Claus.	Derecho	Penal	P.	G…,	






peligro	 concreto	 son	 delitos	 de	 resultado,	 así	 la	 puesta	 en	 peligro	 concreta	 del	 bien	
jurídico	constituye	el	resultado	típico	exigido	por	el	delito.	MATA	Y	MARTÍN,	Ricardo	
M.	 Bienes	 jurídicos	 intermedios…,	 op.	 cit.,	 p.	 53.	 MÉNDEZ	 RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	










entra	 en	 el	 ámbito	 de	 eficacia	 de	 la	 acción	 peligrosa,	 y	 deja	 de	 ser	






que	esta	 idea	 resulta	poco	afortunada,	pues	 resulta	 totalmente	viable	
entender	que	en	 los	delitos	de	peligro	concreto,	 se	produce	 la	puesta	
en	 peligro	 de	 una	 pluralidad	 indeterminada	 de	 sujetos,	 por	 lo	 cual	
entendemos	injustificada	la	exclusión	de	los	delitos	de	peligro	concreto	
del	ámbito	de	los	delitos	de	peligro	general109.	
	 Como	 se	 ha	 puesto	 de	manifiesto	 ya	 en	 este	 apartado,	 los	 delitos	 de	
peligro	concreto	se	configuran	de	forma	dual,	dado	que	abarcan	tanto	
el	desvalor	de	acción	como	el	de	resultado,	por	lo	cual	no	prohíben	la	
simple	 conducta	 peligrosa,	 ni	 la	 mera	 realización	 de	 resultados,	 se	
precisa	por	tanto	que	el	riesgo	se	realice	en	un	resultado	de	peligro	que	
representa	un	nivel	de	ataque	al	bien	jurídico	menor	que	el	resultado	
lesivo,	 aunque	 mayor	 al	 del	 peligro	 abstracto,	 lo	 que	 supone	 que	 la	
categoría	de	delitos	de	peligro	concreto,	como	ya	señalamos	antes,	es	
una	categoría	de	delitos	de	resultado110,	dado	que	únicamente	cuando	
                                                          
107		 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	p.	37.	
108		 CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	p.	475.	




los	 elementos	 del	 tipo	 a	 la	 hora	 de	 configurar	 un	 delito	 de	 peligro	 concreto;	 la	 nota	
realmente	 relevante	 es	 que	 se	 trate	 de	 un	 resultado	 de	 puesta	 en	 peligro”.	MÉNDEZ	
RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	 Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 227,	 228.	 DOVAL	 PAIS.	
Antonio.	 Delitos	 de	 Fraude	 Alimentario…,	 op.	 cit.,	 pp.	 337,	 338.	 MATA	 Y	 MARTÍN,	
Ricardo	M.	Bienes	jurídicos	intermedios…,	op.	cit.,	p.	53.	ACALE	Sánchez	sostiene	que	el	
paso	 de	 un	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 a	 un	 delito	 de	 peligro	 concreto	 (Proyecto	 de	
1980	y	Anteproyecto	de	1983	donde	se	decide	que	un	delito	de	peligro	concreto	deja	
de	 ser	 de	 mera	 actividad)	 no	 determina	 que	 deje	 de	 ser	 de	 mera	 actividad	 y	 se	













conocidas	 por	 este	 y	 las	 que	 estaba	 obligado	 a	 conocer	 (según	 el	
ámbito	 específico	 de	 la	 actividad	 que	 realiza)	 en	 el	 momento	 de	 la	
acción.	Esto	en	atención	a	 la	 función	motivadora	de	 la	norma,	ya	que	
para	 poder	 acatar	 el	 mandato	 de	 la	 norma	 es	 presupuesto	
indispensable	 que	 el	 sujeto	 se	 encuentre	 en	 capacidad	 de	 prever	 las	
consecuencias	que	pueden	generar	tanto	sus	acciones	como	omisiones,	
por	ello	el	grado	de	previsibilidad	exigible	estará	en	función	de	lo	que	







el	 bien	 jurídico,	 lo	 cual	 implica	 comprobar	 si	 en	 el	 caso	 concreto	 el	
desarrollo	 del	 riesgo	 no	 podría	 dominarse	 mediante	 los	 medios	
normales	 de	 prevención,	 por	 lo	 que	 la	 verificación	 de	 este	 segundo	
nivel	 de	 imputación	 objetiva	 no	 deberá	 realizarse	 a	 través	 de	 la	
perspectiva	 ex	 ante,	 situada	 en	 el	 momento	 que	 se	 realiza	 la	 acción	
peligrosa,	 sino	ex	post,	que	nos	permite	determinar	si	 el	 riesgo	se	ha	
realizado	en	un	resultado	peligroso,	lo	cual	no	significa	que	el	juicio	ex	
                                                          
peligro	y,	finalmente	de	resultado	y	lesión.	ACALE	SÁNCHEZ,	María.	El	tipo	de	injusto…,	
op.	cit.,	pp.	152‐	158.	
111		 Entendiéndose	 de	 que	 no	 tendrán	 por	 ende	 trascendencia	 alguna	 aquellos	 datos,	
hechos	o	circunstancias	que,	desde	una	perspectiva	ex	ante	no	fueron	cognoscibles	por	
el	autor,	lo	que	incluye	tanto	los	conocidos	en	el	momento	del	resultado	peligroso,	tras	





post	 deba	 extenderse	 hasta	 la	 producción	 o	 no	 de	 la	 lesión	 del	 bien	
jurídico,	ya	que	como	sabemos,	goza	de	cómoda	postura	en	la	doctrina	
entender	que	el	resultado	lesivo	no	pertenece	al	núcleo	del	injusto	del	
resultado	 de	 peligro.	 Por	 lo	 tanto	 en	 este	 estudio	 lo	 fundamental	 es	
establecer	si	el	riesgo	creado	se	materializa	en	un	resultado	peligroso,	
es	decir,	si	el	bien	jurídico	entra	en	el	radio	de	acción	peligrosa,	si	ello	
no	 sucede,	 entonces	 quedará	 negado	 el	 peligro.	 Aun	 así	 es	 necesario	
recordar	que	 “el	peligro	para	 el	bien	 jurídico	no	 se	 elimina	por	 la	no	
concurrencia	del	daño”112.	Dado	que	el	bien	 jurídico	en	 los	delitos	de	
peligro,	 tanto	 cualitativa	 como	 cuantitativamente,	 se	 encuentra	 en	 el	
mismo	estado	antes	y	después	del	hecho113.	
	 Fiandaca	afirma	que	el	mayor	defecto	de	los	delitos	de	peligro	concreto	
radica	 en	 “la	 dificultad	 de	 formular	 una	 definición	 del	 peligro	 que	
resulte,	 al	mismo	 tiempo,	 científicamente	 fundamentada	 y	 fácilmente	
utilizable	en	la	praxis	aplicativa”.	Otra	de	las	principales	objeciones	que	
efectúa	a	esta	modalidad	de	tipos	delictivos,	es	 la	 imposibilidad	de	su	
utilización	 para	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	
proponiendo	 que	 estos	 se	 refieran	 exclusivamente	 a	 bienes	 jurídicos	
individuales,	 pues	 en	 su	 opinión	 son	 los	 únicos	 que	 permiten	 la	
individualización	 material	 de	 la	 lesión	 y	 los	 únicos	 que	 pueden	 ser	
                                                          
112		 CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	pp.	482‐	484.	García	
Rivas	en	este	 sentido	asevera	que	 cualquier	 interrupción	del	normal	discurrir	de	 los	
acontecimientos	 impedirá	 referirse	 a	 un	 resultado	 de	 peligro.	 Sin	 embargo	 “la	










del	 bien	 jurídico	 en	 términos	 puramente	 materiales),	 dado	 que	 la	 amenaza	 de	
perturbación	puede	verse	ya	como	una	perturbación	actual	que	sufre	el	bien	 jurídico	
tutelado	y,	por	lo	tanto,	como	una	lesión	del	mismo.	Si	es	así,	el	peligro	puede	llegar	a	
igualarse	 conceptualmente	 con	 la	 lesión	 allí	 donde	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 sea	




afectados	 por	 la	 acción	 peligrosa	 del	 sujeto.	 En	 el	 mismo	 sentido	 se	
pronuncia	también	Pedrazzi114.		
	 Como	 respuesta	 a	 la	 idea	 anterior	 es	 importante	 destacar	 que	 la	
posibilidad	de	verificar	el	peligro	depende	en	gran	medida	del	nivel	de	
concreción	del	bien	jurídico,	pues	cuanto	más	delimitado	se	encuentre	
este,	 mayor	 será	 la	 posibilidad	 de	 establecer	 la	 efectiva	 puesta	 en	
peligro	y	menores	inconvenientes	planteará	el	recurso	a	los	delitos	de	
peligro	 concreto.	 Así	 la	 respuesta	 a	 la	 interrogante	 ¿son	 los	 bienes	
jurídicos	 colectivos	 entidades	 susceptibles	 de	 ser	 lesionadas?,	 en	
nuestra	opinión	debe	responderse	que	depende	precisamente	del	nivel	
de	 concreción	 alcanzado	 en	 la	 definición	 del	 bien	 jurídico,	 de	 tal	
manera	 que	 la	 posibilidad	 de	 su	 lesión	 estará	 condicionada	 por	 el	
contenido	 de	 su	 definición,	 por	 lo	 tanto	 cuando	 se	 trate	 de	 bienes	
jurídicos	 concebidos	 con	 un	 carácter	 muy	 amplio	 y	 por	 tanto	 vago,	
resulta	difícil	pensar	en	 la	posibilidad	de	 su	 lesión,	 sin	embargo,	 esta	
resulta	imaginable	si	se	define	el	bien	jurídico	colectivo	de	forma	más	
concreta,	lo	cual	es	coherente	con	el	principio	de	lesividad,	con	el	cual	
se	 cumple	 únicamente	 si	 el	 bien	 jurídico	 puede	 ser	 afectado	
verdaderamente.	En	todo	caso	queremos	manifestar	que	consideramos	
que	un	bien	sólo	podrá	ser	puesto	en	peligro	si	es	posible	su	lesión,	es	
decir,	 si	 “existen	 estados	 peligrosos	 es	 porque	 estos	 pueden	 desem‐
bocar	en	lesión”115.		
	 Otro	 aspecto	 que	 es	 necesario	 abordar,	 antes	 de	 culminar	 este	
apartado,	 es	 que	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 el	 contenido	 del	 injusto	
                                                          
114		 Méndez	Rodríguez	es	de	 la	opinión	que	emplear	 la	dificultad	de	individualización	de	 la	
ofensa	 para	 argumentar	 la	 incapacidad	 del	 peligro	 concreto,	 no	 es	 correcto,	 pues	 el	
mismo	 problema	 se	 presenta	 en	 los	 delitos	 de	 resultado	 lesivo,	 dado	 que	 la	
indeterminación	del	bien	jurídico	colectivo	posiblemente	se	deba	a	la	dimensión	de	este	o	
bien	 o	 la	 legitimidad	 del	 bien	 jurídico.	 MÉNDEZ	 RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	 Delitos	 de	
Peligro…,	op.	cit.,	pp.	216‐	221.	En	contra	del	planteamiento	realizado	por	Fiandaca.	Vid	
también	MATA	Y	MARTÍN,	Ricardo	M.	Bienes	jurídicos	intermedios…,	op.	cit.,	pp.	81‐	84.	
115		 MÉNDEZ	 RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	 Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 p.	 236.	 MATA	 Y	
MARTÍN,	 Ricardo	M.	Bienes	 jurídicos	 intermedios…,	 op.	 cit.,	 pp.	 81,	 82.	 Al	 analizar	 la	
lesividad	propia	de	 los	delitos	contra	bienes	 jurídicos	colectivos,	 “advertíamos	que	 la	
lesión	no	puede	confundirse	con	destrucción,	sino	que	equivale	a	afectación”.	CORCOY		
BIDÁSOLO,	 Mirentxu.	 Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp	 233‐	 235.	 El	 legislador	 debe	
esforzarse	 en	 crear	 tipos	 suficientemente	 concretos,	 sin	 caer	 en	 la	 técnica	 legislativa	




expresado	 en	 sus	 dos	 componentes	 desvalor	 de	 acción	 y	 desvalor	 de	
resultado,	 presenta	 como	 característica	 que	 en	 ellos	 se	 intensifica	 el	
desvalor	 de	 acción	 frente	 al	 papel	 del	 desvalor	 de	 resultado	 en	 el	
conjunto	del	injusto	ya	que	la	materia	de	prohibición	de	los	delitos	de	
peligro	 se	 nutre	 de	 los	 momentos	 precedentes	 a	 la	 lesión	 del	 bien	




Iniciamos	 este	 apartado	 recordando	 que	 en	 la	 teoría	 de	 las	 normas	
propuesta	 por	 Binding	 existen	 tres	 tipos	 de	 normas:	 a)	 las	 que	
penalizan	 una	 lesión,	 b)	 las	 que	 criminalizan	 un	 peligro	 que	 produce	
una	 modificación	 en	 el	 mundo	 jurídico	 y	 c)	 las	 que	 prohíben	 la	
realización	 de	 acciones	 que	 podrían	 causar	 resultados	 no	 deseables,	
aunque	en	el	caso	concreto	no	las	causen.	Las	conductas	comprendidas	
en	 este	 último	 grupo	 de	 normas	 son	 punibles	 desde	 su	 perspectiva	
porque	 “suponen	 una	 amenaza	 una	 desobediencia	 por	 sí	 mismas	
dentro	de	la	cual	se	esconde	la	lesión	al	bien	jurídico”.	Como	podemos	
observar	este	profesor	alemán	pese	a	advertir	la	posibilidad	de	que	las	






Torío,	 sin	 embargo,	 entiende	 que	 Binding	 niega	 la	 existencia	 de	 los	
delitos	 de	 peligro	 abstracto	 entendidos	 en	 el	 sentido	 anteriormente	
señalado,	puesto	que	en	su	exposición	ofrecida	en	“las	normas”117	exige	
como	 momento	 conceptual	 propio	 de	 los	 delitos	 de	 peligro,	 “la	
posibilidad	 de	 un	 contacto	 entre	 la	 acción	 peligrosa	 y	 el	 objeto	 de	
                                                          
116		 MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	150,	151.		
117		 BINDING,	Karl.	Die	Normen	und	 ihre	Übertretung.	 I:	Norm	und	Strafgesetzse.	Segunda	




protección”	 lo	 que	 refleja	 la	 necesidad	 de	 “la	 producción	 del	 peligro	
para	el	bien	 jurídico	protegido”,	dado	que	para	Binding	 los	delitos	de	
peligro	 abstracto	 son	 delitos	 de	 peligro	 posible,	 por	 lo	 que	 afirmaba	
que	 ante	 la	 imposibilidad	 de	 contacto	 entre	 la	 acción	 peligrosa	 y	 el	
objeto	 protegido	 la	 tipicidad	 queda	 excluida,	 lo	 que	 también	 ocurre	




una	 conducta,	 por	 lo	 que	 no	 los	 entiende	 conectados	 a	 los	 delitos	 de	
peligro118.	
Una	 vez	 realizadas	 estas	 breves	 puntualizaciones	 sobre	 la	 idea	 del	
peligro	abstracto	de	Binding,	procedemos	a	señalar	que	generalmente	
se	dice	que	por	delitos	de	peligro	abstracto	debemos	entender	aquellos	




                                                          
118		 Como	 ya	 señalamos	 antes	 el	 profesor	 Torío	 López	 piensa	 que	 la	 noción	 de	 peligro	
propuesta	por	Binding	ha	sido	mal	entendida,	dado	que	él	considera	que	está	es	una	de	
las	 contribuciones	más	brillantes	 de	 la	 teoría	 del	 delito.	 Puesto	que	Binding	niega	 la	
existencia	de	 los	delitos	de	peligro	 abstracto.	Entendiendo	por	peligro	 la	 acción	que,	
según	 un	 juicio	 de	 probabilidad,	 en	 caso	 de	 producirse	 un	 contacto	 entre	 ambos,	 es	
idónea	 para	 producir	 una	 lesión	 en	 el	 bien	 jurídico	 protegido”	 por	 tanto	 “la	 misma	
acción	 peligrosa	 es	 caracterizable	 como	 peligro”.	 Torío	 opina	 que	 aunque	 esta	
construcción	 ha	 sido	 criticada	 por	 la	 doctrina,	 hay	 que	 reconocerle	 que	 “aunque	
comprenda	en	una	unidad	genérica	superior	el	desvalor	de	acción‐	la	acción	peligrosa‐	
y	el	desvalor	de	resultado‐	la	consecuencia	peligrosa‐	contribuye	a	una	delimitación	de	
la	 responsabilidad	 digna	 de	 consideración”.	 TORÍO	 LÓPEZ,	 Ángel.	 “Los	 delitos	 de	
peligro	 hipotético…,	 op.	 cit.,	 pp.	 828‐	 842.	 Para	 Rodríguez	 Montañés	 el	 esfuerzo	 de	
Binding	 por	 reconducir	 todos	 los	 delitos	 de	 peligro	 al	 peligro	 concreto	 no	 resulta	
satisfactorio,	 pues	 al	 exigir	 siempre	 el	 dolo	 de	 poner	 en	 peligro	 quedarían	 impunes	
múltiples	casos	en	que,	pese	a	cometerse	dolosamente	el	comportamiento	no	hay	dolo	
de	peligro,	 lo	cual	 también	ocurriría	en	todos	 los	supuestos	de	comisión	 imprudente.	
RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	263,	264.	Sobre	“los	
delitos	 que	 la	 doctrina	 llama	 de	 peligro	 hipotético	 o	 posible;	 en	 ellos	 es	 necesaria,	
aunque	también	suficiente	la	ejecución	de	una	acción	peligrosa,	 idónea	para	producir	
un	 peligro	 para	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 y	 la	 imposibilidad	 de	 la	 producción	 del	






el	 caso	 concreto	 la	 acción	 “no	 hubiera	 dado	 lugar	 a	 un	 auténtico	
peligro,	 razón	por	 la	 cual	 se	afirma	que	en	estos	delitos	el	peligro	no	
constituye	un	elemento	del	 tipo	de	 injusto,	por	 lo	cual	se	parte	de	un	
juicio	de	probabilidad	estadística,	en	el	que	no	se	pronostica	un	daño	
concreto,	 sino	 una	 relación	 estadística	 entre	 un	 cierto	 tipo	 de	
comportamientos	y	un	resultado	lesivo119.	Otra	forma	de	fundamentar	
los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 es	 “la	 teoría	 de	 la	 peligrosidad	
abstracta”.	 Esta	 asume	 que	 el	 legislador	 define	 en	 el	 tipo	 formas	 de	
comportamiento	consideradas	peligrosas	porque	poseen	 las	condicio‐
nes	mínimas	 suficientes	 para	 causar	 un	daño.	 La	 relevancia	 lesiva	de	
estas	conductas	no	se	basa	en	un	proceso	deductivo	sobre	la	base	de	la	
frecuencia	 con	 que	 las	 mismas	 producen	 resultados	 lesivos,	 sino	
inductivos:	es	decir	a	partir	de	unas	condiciones	mínimas	que	pueden	
                                                          
119		 DEMETRIO	CRESPO,	Eduardo.	Curso	de	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp,	213,	214.	CEREZO	
MIR,	 José.	 “Los	 delitos	 de	 peligro…,op.	 cit.,	 p.	 719.	 DOVAL	 PAIS.	 Antonio.	Delitos	 de	
Fraude	 Alimentario…,	 op.	 cit.,	 pp.	 330‐	 332.	 GOERNER,	 Gustavo.	 “Los	 delitos	 de	
peligro…,op.	cit.,	pp.	560,	564,	565.	Como	no	se	exige	que	realmente	se	ponga	en	peligro	
el	 bien	 jurídico,	 lo	 que	 sucede	 es	 la	 introducción	 de	 una	 presunción	 de	 peligrosidad	
(iuris	 et	 de	 iure)	 que	 se	 basa	 en	 una	 consideración	 estadística.	 MATA	 Y	 MARTÍN,	





peligroso,	 este	 artículo	 se	 pone	 en	 relación	 con	 los	 artículos	 27.3	 y	 25	 de	 la	
Constitución	 de	 ese	 país,	 sin	 embargo	 a	 partir	 de	 los	 años	 70	 la	 doctrina	 empieza	 a	
interpretar	 el	 principio	de	 ofensividad	de	 forma	más	 elástica,	 llegando	 a	 justificar	 la	




tutela.	 MÉNDEZ	 RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	 Delitos	 de	 Peligro…,	 pp.	 138‐	 141,	 156.	
NAVARRO	CARDOSO,	Fernando.	“El	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp.	1334,	1335.	Se	trata	de	
un	juicio	de	probabilidad	estadística,	en	el	que	no	se	pronostica	un	daño	concreto,	sino	
una	 relación	estadística	entre	determinadas	 clases	de	acciones	y	un	 resultado	 lesivo.	
Esta	es	la	doctrina	mayoritaria	en	Alemania.	En	tre	sus	defensores	se	encuentran:	von	
Wanjek,	 Rotering,	 von	 Buri,	 A.	 Merkel,	 Beling,	 A.	 Kohler,	 von	 Hippel,	 R.	 Schmidt,	 H.	
Mayer,	 Engisch,	Welzel,	 Gallas,	 Schmidhäuser,	 Stratenwerth,	 Schroeder,	 Blei,	 Weber,	






señalarse	 como	 causa	 de	 eventuales	 resultados	 lesivos,	 se	 establece	
que	 toda	 conducta	 que	 reúna	 esas	 condiciones	 es	 peligrosa	 en	
abstracto.	 En	 definitiva	 se	 sostiene	 que	 todo	 comportamiento	 típico	
posee	 la	 relevancia	 típica,	 aun	 en	 el	 caso	 de	 absoluta	 ausencia	 de	
peligrosidad	en	concreto,	creándose	una	presunción	del	peligro	iuris	et	
de	iure120.	Por	ello,	la	prevención	de	peligros	concretos	y	de	lesiones	a	
bienes	 jurídicos	 constituye	únicamente	el	motivo	del	 legislador,	dado	
que	ambas	teorías	prescinden	de	toda	referencia	al	peligro	en	el	caso	
concreto	 para	 la	 creación	 de	 estos	 tipos	 penales	 sin	 que	 su	
concurrencia	sea	requisito	del	tipo.	Se	trata	como	puede	apreciarse	de	
delitos	 de	 mera	 actividad121,	 pero	 sin	 embargo	 hay	 que	 aclarar	 que	
                                                          
120		 En	Alemania	es	una	tesis	minoritaria,	la	siguen;	Finger,	Frank,	Bermer,	Miricka,	Mezger,	
Henkel,	 Bassenge	 y	Maurach	 entre	 otros,	mientras	 que	 en	 España	 e	 Italia	 ha	 tenido	
mayor	 acogida,	 en	 España:	 Jiménez	 de	 Asua,	 Lorca	 García,	 Quintano,	 Beristain,	
Rodríguez	 Morullo,	 del	 Rosal,	 Rodríguez	 Ramos,	 Morillas	 Cueva,	 Sainz	 Cantero.	
RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	241‐	245.	GIL	Y	GIL,	









resultado	 de	 lesión	 del	 bien	 jurídico.	 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 Juan.	 HORMAZÁBAL	
MALARÉE,	Hernán.	Lecciones	de	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp.	246,	247.	A	partir	de	 los	
años	70	 sé	 a	 impuesto	 en	 la	doctrina	 europea	 la	 equiparación	 entre	delitos	 de	mera	
actividad	 y	 delitos	 de	 peligro	 abstracto.	 GARCÍA	 RIVAS,	 Nicolás.	 Delito	 ecológico.	
Estructura	 y	 aplicación	 judicial.	 Ed.	 Praxis:	 Wolters	 Kluwer.	 Barcelona.	 1998,	 p.	 53.	
ACALE	 Sánchez	 afirma	 que	 los	 delitos	 de	mera	 actividad	 no	 siempre	 son	 de	 peligro	
abstracto,	 citando	 como	 ejemplo	 de	 ello	 el	 artículo	 202	 del	 CPE	 que	 regula	 el	
allanamiento	de	morada,	que	es	un	delito	de	mera	actividad	y	de	resultado.	En	segundo	
lugar	afirma	que	los	delitos	de	mera	actividad	no	son	delitos	formales	pues	precisan	de	
un	 bien	 jurídico	 que	 tutelar,	 en	 caso	 contrario	 lo	 que	 cabe	 es	 simplemente	 la	
despenalización	de	la	conducta	para	darle	cumplimiento	al	principio	de	ofensividad.	Lo	
que	 sí	 podría	 afirmarse	 es	 que	 los	 delitos	 de	 mera	 actividad	 suelen	 ser	 delitos	 de	
peligro	abstracto	o	viceversa.	ACALE	SÁNCHEZ,	María.	El	tipo	de	injusto…,	op.	cit.,	pp.	3‐	
5,	 16,	 17,	 22,	 23,	 29‐34,	 215,	 227.	 Stratenwerth	 señala:	 “habría	 delitos	 de	 mera	
peligrosidad	 y	 de	 peligro,	 de	 mera	 actividad	 y	 lesión,	 de	 resultado	 y	 de	 peligro	 y,	
finalmente	 de	 resultado	 y	 lesión.	 STRATENWERTH,	 Günter.	 Derecho	 Penal.	 Parte	
General.	 I.	 El	 hecho	 punible.	 (Traducción	 de	 la	 segunda	 edición	 alemana	 de	 1976.	
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estos	 tipos	 de	 ilícitos	 también	 tienen	 un	 resultado122	 en	 los	 que	 el	




de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes,	 sustancias	 psicotrópicas	 o	 de	
bebidas	 alcohólicas123.	 También	 es	 un	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 el	
tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 objeto	 de	 este	 trabajo	 que	 está	
regulado	 en	 el	 artículo	 371	 del	 Código	 Penal,	 que	 prohíbe	 la	
fabricación,	 transporte,	 distribución,	 comercio	 o	 tenencia	 de	 equipos,	
materiales	 o	 sustancias	 enumeradas	 en	 el	 cuadro	 I	 y	 cuadro	 II	 de	 la	
Convención	 de	 Naciones	 Unidas,	 realizada	 en	 Viena	 el	 día	 20	 de	
diciembre	 de	 1988,	 cuando	 dichas	 sustancias	 vayan	 a	 destinarse	 a	 la	
elaboración	de	drogas	ilícitas124.		




123		 En	 este	 tipo	 penal	 es	 irrelevante	 que	 el	 sujeto	 activo	 haya	 tenido	 la	 fortuna	 de	 no	
encontrarse	 con	 nadie	 en	 el	 camino	 de	 vuelta	 a	 casa,	 y	 por	 tanto,	 no	 lesionara	 ni	







Penal	 español	 es	 un	 delito	 de	 “peligro	 de	mera	 actividad”,	 “sin	 que	 sea	 necesaria	 la	
producción	de	un	resultado	separado	en	el	tiempo”.	GOMÉZ	PAVÓN,	Pilar.	El	delito	de	
conducción	bajo	la	influencia	de	bebidas	alcohólicas,	drogas	toxicas	y	estupefacientes.	Ed.	




de	 febrero	 de	 2005.	 Ponente:	 D.	 Miguel	 Colmenero	 Menéndez	 de	 Luarca,	 STS	 (ROJ:	
3843/2004)	 de	 3	 de	 junio	 de	 2004.	 Ponente:	 D.	 Miguel	 Colmenero	 Menéndez	 de	
Luarca,	 STS	 (ROJ:	 5254/2003)	 de	 21	 de	 julio	 de	 2003.	 Ponente:	 D.	 Julián	 Artemio	
Sánchez	Melgar	y	STS	(ROJ:	6197/2004)	de	5	de	octubre	de	2004.	Ponente:	D.	Diego	
Antonio	Ramos	Gancedo.	
124		 En	 opinión	 de	 Cerezo	Mir,	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 es	 un	 claro	
ejemplo	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto‐	 concreto	 al	 igual	 que	 los	 demás	 tipos	





Penal	 anterior,	 a	 conductas	 que	 ya	 estaban	 tipificadas	 como	
infracciones	 administrativas	 de	 urbanismo,	 relaciones	 laborales,	
medioambiente	o	consumo.	De	este	modo	se	incrementó	el	catálogo	de	
conductas	 tipificadas	 simultáneamente	 como	 infracciones	administra‐
tivas	y	delitos,	dando	 lugar	a	 importantes	problemas	de	delimitación,	
tanto	 prácticos	 como	 teóricos,	 por	 ello	 se	 afirma	 con	 razón,	 en	 este	
sentido,	 que	 el	 actual	 Código	 Penal	 ha	 invertido	 la	 tendencia	
despenalizadora	 observada	 desde	 finales	 de	 los	 años	 setenta,	 que	
transformó	en	infracciones	administrativas	varios	delitos	o	faltas.	Esta	
expansión	 penal	 se	 debe	 fundamentalmente	 a	 dos	 elementos:	 el	
primero	 de	 ellos	 responde	 a	 las	 propias	 deficiencias	 del	 régimen	
administrativo	 sancionador;	 el	 segundo	 elemento	 está	 vinculado	 a	 la	
función	 simbólica	 que	 está	 cumpliendo	 el	 Derecho	 Penal	 en	 una	
sociedad	 sometida	 a	 la	 influencia	 de	 los	medios	 de	 comunicación,	 lo	
cual	conlleva	a	que	la	penalización	de	no	pocas	conductas	se	realiza,	no	
porque	 así	 se	 vaya	 a	 resolver	 realmente	 algún	 problema	 social,	 sino	
porque	se	aparenta	que	se	va	a	resolver125.	
                                                          
legitimidad	de	los	delitos	de	peligro	abstracto,	sólo	puede	ser	resuelto	por	el	legislador,	
transformando	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 puros	 en	 delitos	 de	 aptitud	 para	 la	








de	 peligro	 abstracto	 (tráfico	 de	 drogas)	 no	 esta	 legitimada,	 mucho	 menos	 pueden	
estarlo	 los	 actos	 preparatorios,	 en	 relación	 con	 estos	 mismos	 delitos.	 Por	 lo	 cual	
sostiene	que	debe	de	exigirse	la	comprobación	del	destino	inmediato	de	las	sustancias	
catalogadas	 para	 la	 elaboración	 de	 drogas	 ilícitas.	 CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	 Mirentxu.	
Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp	 283‐286.	 En	 el	 mismo	 sentido.	 MENDOZA	 BUERGO,	
Blanca.	El	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp.	95‐	97.	
125		 CARBONELL	MATEU,	 Juan	Carlos.	 “Reflexiones	sobre	el	abuso	del	Derecho	Penal	y	 la	
banalización	de	la	legalidad”	en	ARROYO	ZAPATERO,	Luis	A.	BERDUGO	GÓMEZ	DE	LA	
TORRE,	 Ignacio	 (Dir).	 NIETO	MARTÍN,	 Adán.	 (Coord.).	Libro	 homenaje	 al	Dr.	Marino	
Barbero	Santos	in	memorian.	Vol.	I.	Ed.	Universidad	de	Castilla	La	Mancha.	Universidad	
de	Salamanca.	Cuenca.	2001,	pp.	137,	138.	De	igual	opinión.	JAREBORG,	Nils.	“Derecho	
Penal	 e	 ideología”	 en	 ESER,	 Albin.	 HASSEMER,	 Winfried.	 BURKHARDT,	 Björn.	
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Jakobs	 afirma	 que	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 están	 formulados	
como	delitos	de	desobediencia,	lo	que	supone	la	exigencia	al	autor	de	la	
obediencia	 de	 la	 norma	 aun	 cuando	 esté	 descartada	 la	 puesta	 en	
peligro	 concreto,	 lo	 cual	 en	 su	 opinión	 ocurre	 en	 la	 mayoría	 de	 los	
casos	 en	 determinados	 ámbitos	 del	 tráfico	 rodado.	 Como	 ejemplo	 de	
ello	 señala	 al	 conductor	 que	 conduce	 un	 vehículo	 de	 noche,	 con	 una	
proporción	 de	 alcohol	 en	 la	 sangre	 del	 1,3	 por	 1.000	 centímetros	
cúbicos	 en	 sangre,	 unos	 cuantos	metros	 en	 una	 carretera	 secundaria	
muy	apartada,	que	evidentemente	se	halla	vacía	del	todo.	En	este	caso	
pese	a	la	indiscutible	falta	de	peligrosidad,	el	simple	hecho	de	ejecutar	
la	 desobediencia	 tiene	 un	 sentido,	 pues	 hay	 que	 ejercitar	 la	
observancia	 de	 la	 regla126.	 Sin	 embargo,	 en	 sentido	 contrario,	 un	
importante	sector	de	la	jurisprudencia	en	España	se	decanta	por	exigir,	
por	lo	menos	hasta	hace	poco	tiempo,	que	la	ingestión	de	alcohol	o	las	
drogas	 influya	 de	 forma	 efectiva	 en	 la	 conducción127.	 En	 la	 misma	
                                                          
(Coordinadores	de	la	versión	alemana).	MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	(Coordinador	de	la	
versión	 española).	 La	 Ciencia	 del	Derecho	 Penal	 ante	 el	 nuevo	milenio.	 Ed.	 Tirant	 lo	
Blanch.	Valencia.	2004,	p.	444.	QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo.	Parte	General…,	op.	cit.	
del	Derecho	Penal.	Ed.	Thomson‐Aranzadi.	Navarra.	2005,	p.	270.	SUAY	HERNÁNDEZ,	
Cecilia.	 “Los	delitos	contra	 la	salubridad	y	seguridad	del	consumo	en	el	marco	de	 las	
relaciones	entre	el	Derecho	Penal	y	el	Derecho	Administrativo	 sancionador”	en	PICÓ	
LORENZO,	 Celsa.	 (Coord.).	Las	 fronteras	del	Código	Penal	y	el	Derecho	Administrativo	
sancionador.	 Ed.	 Consejo	 General	 del	 Poder	 Judicial.	 Madrid.	 1997,	 pp.	 126‐	 138.	
TERRADILLOS	BASOCO,	Juan	Maria.	“Peligro	abstracto…,	op.	cit.,	pp.	794‐796.	
126		 JAKOBS,	Günther.	Derecho	Penal.	Parte	General.	Fundamentos	y	Teoría	de	la	Imputación.	





Ponente:	 D.	 José	 Hermenegildo	 Moyna	 Menguez:	 “El	 elemento	 nuclear	 del	 delito	 no	
consiste	 en	 la	 presencia	 de	 un	 determinado	 grado	 de	 impregnación	 alcohólica	 en	 la	
sangre,	 sino	 en	 la	 conducción	 de	 un	 vehículo	 a	 motor	 bajo	 la	 influencia	 de	 bebidas	
alcohólicas,	 sin	 que	 la	 prueba	 quede	 restringida	 a	 determinados	medios”.	 STS	 (ROJ:	
8150/1989)	del	19	de	mayo	de	1989.	Ponente:	D.	José	Hermenegildo	Moyna	Mengues	y	
STS:	(ROJ:	4052/1989)	de	7	de	julio	de	1989.	Ponente:	D.	Luis	Román	Puerta	Luis:	“no	








dirección	 se	 pronuncia	 el	 Tribunal	 Constitucional128	 y	 la	 doctrina	
mayoritaria129.	
                                                          
de	impregnación	alcohólica	que	padece	el	sujeto	activo,	y	otro	subjetivo	que	se	refiere	
a	 la	 influencia	que	 tal	grado	de	 impregnación	alcohólica	determina	en	 la	conducción.	
Ahora	bien,	tal	influencia	no	tiene	por	que	exteriorizarse	en	una	flagrante	infracción	de	
las	normas	de	tráfico	visible	e	inmediata	(delito	de	peligro	concreto),	apreciada	por	el	
agente	 actuante,	 o	 en	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 lesivo,	 sino	 basta	 el	 delito	 de	
peligro	 {in	 abstracto},	 practicándose	 la	 correspondiente	 prueba	 de	 detección	
alcohólica,	 y	 apreciándose	 por	 lo	 agentes	 los	 signos	 externos	 de	 donde	 puede	
deducirse	 después	 (mediante	 prueba	 indirecta)	 ese	 grado	 de	 influencia	 en	 la	
conducción”.	STS	(ROJ:	5324/2006)	de	15	de	septiembre	de	2006.	Ponente:	D.	Andrés	




oportunas	periciales,	en	 tanto	que	el	 ilícito	penal	 supera	esa	 trasgresión	 formal	para	
exigir	 la	 acreditación	 de	 un	 peligro	 real	 para	 la	 seguridad	 del	 tráfico,	 esto	 es,	 la	




la	 conducción	 de	 un	 vehículo	 de	motor	 bajo	 influencia	 de	 bebidas	 alcohólicas”.	 STC	
(148/1985)	 de	 30	 de	 octubre	 de	 1985.	 Ponente:	 Dña.	 Gloria	 Begué	 Cantón:	 “la	
influencia	de	bebidas	alcohólicas	constituye	un	elemento	normativo	del	tipo	penal	que,	
consecuentemente,	requiere	una	valoración	del	juez	en	la	que	éste	deberá	comprobar	




conducción”.	 STC	 (188/2002)	 de	 14	 de	 octubre	 de	 2002.	 Dña.	 María	 Emilia	 Casas	
Baamonde:	“el	delito	no	consiste	en	un	determinado	grado	de	impregnación	alcohólica,	
sino	 en	 la	 conducción	 de	 un	 vehículo	 de	 motor	 bajo	 la	 influencia	 de	 bebidas	
alcohólicas”.	 STC	 (200/2004)	 del	 15	 de	 noviembre	 de	 2004.	 Ponente:	D.	 Eugeni	 Gay	
Montalvo:	 “no	basta	 con	comprobar	a	 través	de	 la	pertinente	prueba	de	 alcoholemia	
que	el	conductor	a	ingerido	alcohol	o	alguna	otra	de	las	sustancias	mencionadas	en	el	
mismo,	 sino	 que	 es	 necesario	 que	 se	 acredite	 que	 dicha	 ingestión	 ha	 afectado	 a	 la	
capacidad	 psicofísica	 del	 conductor	 y,	 como	 consecuencia	 de	 ello,	 a	 la	 seguridad	 del	
tráfico,	que	es	el	bien	protegido	por	dicho	delito”.	
129		 BARBERO	SANTOS,	Marino.	“Contribución	al	estudio…,	op.	cit.,	p.	493.	CORDOBA	RODA,	
Juan.	 “Les	 delits	 de	 mis	 en	 danger”	 en	 Informe	 nacional	 presentado	 al	 coloquio	












corresponde	 a	 la	 de	 los	 delitos	 de	 mera	 actividad	 carentes	 de	 un	
resultado	 estructural,	 ya	 que	 el	 tipo	 se	 entiende	 realizado	 cuando	 el	
autor	 realiza	 una	 conducta	 ex	 ante	 peligrosa,	 sin	 que	 sea	 necesario	
verificar	que	esta	 conducta	ha	dado	 lugar	 a	un	 resultado	penalmente	
relevante.	Claro	ejemplo	de	ello	es	el	delito	tipificado	en	el	artículo	379	
CP	 (conducción	bajo	 los	efectos	del	 alcohol	u	otras	drogas)	el	 cual	 se	
considera	 de	 mera	 actividad	 por	 lo	 cual	 no	 precisa	 de	 un	 resultado	
concreto	para	su	consumación131.	Sin	embargo,	hay	autores	que	sostie‐
                                                          
HUERTA	 TOCILDO,	 Susana.	 Derecho	 Penal.	 Parte	 General.	 Segunda	 edición.	 Madrid.	
1986,	 p.	 165.	 PÉREZ	 ALVAREZ,	 Fernando.	 Protección	 penal	 del	 Consumidor.	 Salud	
Pública	 y	 alimentación.	 Ed.	 Praxis.	 Barcelona.	 1991,	 p.	 60.	 QUINTERO	 OLIVARES,	
Gonzalo.	 MORALES	 PRATS,	 Fermín.	 Parte	 General	 del	 Derecho	 Penal.	 Ed.	 Thomson‐
Aranzadi.	 Navarra.	 2005,	 pp.	 272,	 273.	 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 Teresa.	 Delitos	 de	
peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 323‐	 337.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 Juan.	 Delitos	 de	 peligro	 y	






fuera	 de	 toda	 duda.	 GRACIA	 MARTÍN,	 Luis.	 “Contribución	 al	 esclarecimiento	 de	 los	












infracción	 formal	del	 tipo.	De	modo	que	es	necesario	establecer	 la	peligrosidad	de	 la	
acción,	así	quedarán	fuera	de	la	esfera	de	acción	penal	todas	aquellas	conductas	que	ex	
ante	resulten	 inidoneas	para	poner	en	peligro	algún	bien	 jurídico,	 tal	es	el	caso	de	 la	
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nen	que	 las	objeciones	que	se	pueden	 formular	en	 la	actualidad	a	 los	
delitos	 de	 peligro	 abstracto	 ya	 no	 deberían	 consistir	 en	 señalar	 la	
ausencia	de	peligrosidad	de	la	acción,	en	el	entendido	de	la	creación	de	
un	 riesgo	 penalmente	 relevante,	 sino	 en	 la	 falta	 de	 un	 resultado	
peligroso	que	revele	la	lesividad	de	la	conducta	prohibida.		
Sobre	 la	 naturaleza	 del	 peligro	 de	 los	 delitos	 relativos	 al	 tráfico	 de	
drogas	Conde‐Pumpido	Ferreiro	señala	que	el	peligro	abstracto,	al	que	
se	hace	referencia	en	estos	tipos	de	delito,	no	debe	de	confundirse	con	
el	 peligro	 presunto,	 de	 forma	 que	 cualquier	 acción	 que	 cumpla	
objetivamente	la	hipótesis	legal	se	entienda	ya,	per	se,	sin	admisión	de	
prueba	o	estimación	en	contrario,	 integradora	del	delito	pues	 tal	 tipo	
de	presunción	vulneraría	el	derecho	constitucional	a	la	presunción	de	
inocencia.	En	su	opinión	peligro	abstracto	sólo	quiere	decir	que	en	el	
momento	 de	 la	 consumación	 anticipada,	 con	 que	 el	 legislador	 ha	
configurado	 el	 tipo,	 no	 están	 concretados	 o	 determinados	 los	 sujetos	
portadores	del	bien	 jurídico	protegido,	 cuya	 salud	va	 a	 ser	puesta	 en	
peligro	 o	 afectada	 por	 el	 agotamiento	 de	 la	 acción.	 Pero	 lo	 que	 sí	 es	
preciso	es	que	 tal	peligro,	 como	riesgo	de	 futura	 lesión	de	aquel	bien	
jurídico,	 se	 encuentre	 realmente	 presente	 en	 la	 acción	 para	 que	 ésta	
incluya	en	sí	el	contenido	de	la	antijuricidad	material	y	la	adecuación	al	
tipo	necesarios	para	su	ilicitud	penal	(STS	del	29	de	mayo	de	1993)132.	
                                                          
conducción	bajo	 influencia	de	drogas	en	un	 lugar	completamente	deshabitado.	CARO	












132		 CONDE‐PUMPIDO	 FERREIRO,	 Cándido.	 Código	 Penal	 Comentado.	 3ª	 Ed.	 Bosch.	
Barcelona.	 2012,	 p.	 1300.	 STS	 (Roj:	 3499/1993)	 de	 29	 de	 mayo	 de	 1993.	 Ponente:	
Cándido	 Conde‐Pumpido	 Ferreiro.	 (Tráfico	 de	 drogas	 y	 naturaleza	 de	 los	 delitos	 de	
peligro	 abstracto).	 Sobre	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 como	 delito	 de	 peligro	





plantean	 ningún	 problema	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 del	 principio	 de	
legalidad,	 pues	 en	 este	 sentido	 resultan	 más	 satisfactorios	 que	 los	
delitos	imprudentes	de	resultado133.	No	obstante	son	varios	los	reparos	
desde	la	perspectiva	del	Derecho	Penal	clásico	que	se	le	plantean	a	esta	





principio	 de	 culpabilidad134.	 Pérez	 Álvarez	 afirma	 que	 los	 delitos	 de	
peligro	 abstracto	 al	 contener	 una	 presunción	 ipso	 iure	 relativa	 a	 la	
producción	del	peligro,	presunción	que	no	admite	prueba	en	contrario,	
vulnera	 la	 presunción	 de	 inocencia	 consagrada	 en	 el	 artículo	 24	
párrafo	segundo	de	la	Constitución	Española135.	
Tal	 vez	 el	 ejemplo	 más	 característico	 de	 delito	 de	 peligro	 abstracto	
puro	 puede	 observarse	 en	 el	 artículo	 384	 del	 CPE	 que	 íntegra	 y	
literalmente	dice:	“El	que	condujere	un	vehículo	a	motor	o	ciclomotor	
en	los	casos	de	pérdida	de	vigencia	del	permiso	o	licencia	por	pérdida	




asume	 que	 atendiendo	 las	 tendencias	 actuales	 ya	 no	 es	 correcto	 cuestionar	 la	
legitimidad	de	los	delitos	de	peligro	abstracto	desde	la	consideración	de	que	en	ellos	se	
criminaliza	 la	mera	 desobediencia	 o	 únicamente	 un	 desvalor	 de	 conciencia,	 para	 tal	
afirmación	se	basa	en	la	formulación	propuesta	por	el	profesor	Torío	López	de	“negar	
la	 tipicidad	 cuando	 en	 el	 caso	 concreto	 se	 comprueba	 que,	 dada	 una	 conducta,	 el	
peligro	para	el	bien	jurídico	quedo	excluido	de	antemano”.	Así	este	autor	deja	sentado	
que	 se	 distancia	 de	 las	 “criticas	 radicales”	 que	 en	 la	 doctrina	 alemana	 realizan	 los	
seguidores	de	la	escuela	de	Frankfurt	contra	estos	tipos	delictivos.	CARO	CORIA,	Dino	
Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	,	pp.	501‐	503.	
134		 MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro	y	 sus	Técnicas	de	Tipificación.	 Ed.	
Universidad	Complutense.	Madrid.	1993,	pp.	89‐	94.	CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	









prisión	de	 tres	 a	 seis	meses	o	 con	 la	de	multa	de	doce	a	 veinticuatro	
meses	 y	 trabajos	 en	 beneficio	 de	 la	 comunidad	 de	 treinta	 y	 uno	 a	
noventa	 días.	 Las	 mismas	 penas	 se	 impondrán	 al	 que	 realizare	 la	
conducción	 tras	 haber	 sido	 privado	 cautelar	 o	 definitivamente	 del	
permiso	o	licencia	por	decisión	judicial,	y	al	que	condujere	un	vehículo	
de	motor	o	ciclomotor	sin	haber	obtenido	nunca	permiso	o	licencia	de	
conducción”136.	 Como	 vemos	 en	 este	 caso,	 se	 trata	 de	 un	 delito	 de	
peligro	 abstracto	 basado	 en	 la	 ausencia	 o	 infracción	 de	 una	
autorización	o	control	administrativo,	que	en	nuestra	opinión	debería	
cumplir	con	la	exigencia	que	plantea	que	el	núcleo	de	la	acción	punible	
consista	 en	 algo	 más	 que	 una	 infracción	 de	 normas	 administrativas,	
pues	de	no	ser	así	se	diluye	notablemente	el	instituto	de	la	pena137.		
Siempre	 sobre	 el	 tema	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 Schröder	
señala	 que	 resulta	 impensable	 la	 construcción	 del	 Derecho	 de	
circulación	exclusivamente	mediante	la	técnica	de	los	delitos	de	peligro	
concreto,	 pues	 tal	 intento	 estaría	 abocado	 al	 fracaso	 porque	 las	
dificultades	 de	 prueba	 pondrían	 en	 duda	 su	 practicabilidad138.	 Roxin	
también	 refrenda	 esta	 idea	 al	 expresar	 que	 donde	 “una	 conducta	
peligrosa	prohibida	está	claramente	descrita	y	si	es	claramente	visible	
su	 referencia	 al	 bien	 jurídico	 y	 tampoco	 se	 vulnera	 el	 principio	 de	
culpabilidad,	 entonces	 son	 inobjetables	 incluso	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto”,	 citando	 como	 ejemplo	 de	 ello	 el	 artículo	 316	 del	 Código	
Penal	 alemán	 que	 sanciona	 la	 conducción	 de	 vehículos	 a	motor	 bajo	
influencia	de	bebidas	alcohólicas139.	
                                                          
136		 BOE	 núm.	 288.	 Sábado	 1	 de	 diciembre	 de	 2007.	 Ley	 orgánica	 15/	 2007,	 de	 30	 de	
noviembre,	por	 la	que	se	modifica	 la	Ley	orgánica	10/1995,	de	23	de	noviembre,	del	
Código	Penal	en	materia	de	seguridad	vial.		




acciones	 que	 supongan	 un	 peligro	 típico	 para	 intereses	 protegidos	 jurídicamente”.	
SCHRÖDER.	Die	Gefährdungsdelikte	im	Srafrecht.	ZStW.	1969,	p	16,	en	igual	sentido	se	






En	 lo	 que	 respecta	 a	 la	 jurisprudencia	 española,	 sobre	 los	 delitos	 de	
peligro	 abstracto	 hay	 que	 decir	 que	 tradicionalmente	 se	 han	
considerado	como	ilícitos	meramente	formales140,	aunque	poco	a	poco	
se	ha	venido	 imponiendo	con	mejor	criterio,	el	 requerimiento	de	una	
cierta	 aptitud	 de	 los	 comportamientos	 para	 dar	 lugar	 a	 la	 lesión	 del	
bien	 jurídico	 tutelado141	 así	 se	 afirma	 que	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	
                                                          
tráfico	viario	e	inclusive	propone	que	algunos	tipos	penales,	seguridad	e	higiene	en	el	
trabajo,	 que	 están	 regulados	 en	 el	 Código	 Penal	 español	 como	 delito	 de	 peligro	
concreto	 se	 configuren	 como	 delitos	 de	 peligro	 abstracto.	 CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	
Mirentxu.	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	226‐	228.	En	contra	de	la	automatización	y	el	
estricto	 cumplimiento	de	 las	normas	en	materia	de	 tráfico.	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	
Teresa.	 Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 323‐	 337.	 En	 la	 misma	 dirección.	 ACALE	
SÁNCHEZ,	María.	El	tipo	de	 injusto…,	op.	cit.,	pp.	207‐	210.	En	el	mismo	sentido	CARO	
CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	p.	469.	
140		 “El	 delito	 contra	 la	 salud	 pública	 del	 artículo	 344	 del	 Código	 Penal,	 en	 cuanto	 a	 su	
naturaleza,	 es	 un	 delito	 de	 peligro,	 de	 carácter	 formal,	 en	 el	 que	 la	 conducta	 y	 su	





de	 enero	 de	 1983.	 Ponente:	 D.	 Mariano	 Gómez	 de	 Liaño	 Cobaleda,	 STS	 (ROJ:	
1007/1984)	de	24	de	mayo	de	1984.	Ponente:	D.	Mariano	Gómez	de	Liaño	Cobaleda,	
STS	 (ROJ:	 1111/1985)	 de	 18	 de	 marzo	 de	 1985.	 Ponente:	 D.	 Benjamín	 Gil	 Sáez.	 La	
antijuricidad	 formal	 no	 es	 más	 que	 la	 oposición	 entre	 un	 hecho	 y	 el	 ordenamiento	





que	 conlleva	 la	 exigencia	 de	 comprobación	 de	 que	 la	 conducta	 era	 potencialmente	
idónea	para	la	creación	de	un	riesgo	para	el	bien	jurídico	protegido,	que	en	el	supuesto	
típico	 no	 es	 otro	 que	 la	 salud	 pública,	 y	 cuya	 aprehensión	 supone	 un	 análisis	
meticuloso	 en	 cada	 caso	 concreto,	 poniendo	 en	 función	 las	 connotaciones	 de	 la	
conducta,	 la	 clase	de	droga	y	demás	circunstancias	concomitantes	que	puedan	poner	
en	evidencia	la	realidad	de	que	la	conducta	es	capaz	de	provocar	el	peligro	potencial	o	
abstracto	 a	 la	 salud	pública,	 con	 la	 obligada	 consecuencia	 de	que	 sí	 la	 acción	no	 era	









abstracto,	dicho	peligro,	como	riesgo	de	 futura	 lesión	al	bien	 jurídico,	
debe	 contenerse	 en	 la	 acción,	 quedando	 excluidos	 aquellos	
comportamientos	 totalmente	 inadecuados	 para	 lesionar	 o	 poner	 en	
peligro,	aún	de	forma	potencial,	que	en	el	caso	de	los	delitos	relativos	al	
tráfico	 de	 drogas	 es	 la	 salud	 pública.	 Como	 lo	 que	 se	 sanciona	 es	 la	
puesta	 en	 peligro	 de	 un	 bien	 jurídico,	 deben	 quedar	 excluidas	 de	 la	
punición	aquellas	conductas	en	las	que,	aun	cuando	aparentemente	se	
realice	 la	 conducta	 típica,	 por	 las	 especiales	 o	 excepcionales	
circunstancias	 que	 concurren	 en	 el	 caso	 concreto,	 puede	 excluirse	
totalmente	 la	 generación	 de	 riesgo	 alguno	 para	 el	 bien	 jurídico	
tutelado142.	 Sobre	 esta	 cuestión	 la	 doctrina	 mayoritaria	 exige	 la	
presencia	de	una	auténtica	aptitud	lesiva	de	la	acción	de	estos	delitos,	
que	se	materialice	en	que	la	conducta	posea	la	idoneidad	objetiva	para	
lesionar	 un	 bien	 jurídico143.	 Nos	 parece	 necesario	 destacar	 en	 este	
                                                          
que	vulneraria	la	presunción	de	inocencia,	que	“peligro	abstracto	solo	quiere	decir	que	
en	el	momento	de	 la	consumación	anticipada…	no	están	concretados	o	determinados	
los	 sujetos	 portadores	 del	 bien	 tutelado,	 cuya	 salud	 va	 a	 ser	 puesta	 en	 peligro	 o	
afectada	por	el	agotamiento	de	 la	acción.	Pero	 lo	que	sí	es	preciso	es	que	 tal	peligro,	
como	riesgo	de	 futura	 lesión	de	aquel	bien	 jurídico,	se	encuentre	realmente	presente	
en	 la	 acción”.	 STS	 (ROJ:	 3499/1993)	 de	 29	 de	 mayo	 de	 1993.	 Ponente:	 D.	 Cándido	
Conde‐Pumpido	Ferreiro.	
142		 STS	 (ROJ:	 4708/2003)	 de	 4	 de	 julio	 de	 2003.	 Ponente:	 D.	 Cándido	 Conde‐Pumpido	
Tourón.	
143		 Entre	estos	BACIGALUPO,	Enrique.	 “Problemas	dogmáticos	del	delito	de	 tráfico	 ilegal	
de	 drogas”.	 La	 problemática	 de	 la	 droga	 en	 España	 (análisis	 y	 propuestas	 político‐	
criminales).	 Ed.	 Edersa.	Madrid.	 1986,	 p.	 100	 y	 ss.	 BERDUGO	GÓMEZ	DE	 LA	 TORRE,	
Ignacio	 y	 otros.	 Curso	 de	 Derecho	 Penal.	 Parte	 General.	 Ed.	 Experiencia.	 Barcelona.	






RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	 Delitos	 de	 Peligro	 y	 sus	 Técnicas	 de	 Tipificación.	 Ed.	
Universidad	Complutense.	Madrid.	1993,	pp.	 43	y	 ss.	QUINTERO	OLIVARES,	Gonzalo.	
Parte	 General	 del	 Derecho…,	 op.	 cit.,	 pp.	 284‐291.	 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 Teresa.	
Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp,	298	y	ss.	TORÍO	LÓPEZ,	Ángel.	 “Los	delitos	de	peligro	
hipotético…,	 op	 cit.,	 pp.	 827,	 828	 y	 838.	 DOVAL	 PAIS.	 Antonio.	 Delitos	 de	 Fraude	
Alimentario…,	op.	cit.,	pp.	339‐	341.	SUAY	HERNÁNDEZ,	Cecilia.	 “Los	delitos	contra	 la	









1.	 Esfuerzos	 doctrinales	 por	 dotar	 de	 legitimidad	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto	
Queremos	señalar	que	dada	la	imposibilidad	de	dotar	de	un	resultado	
estructural	 a	 estos	 delitos,	 se	 gesta	 una	 nueva	 línea	 de	 investigación	
centrada	en	el	desvalor	de	la	acción	precisamente,	en	la	peligrosidad	de	
la	 acción	 como	 elemento	 característico	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto,	 resultando	 que	 lo	 principal	 a	 efectos	 del	 injusto	 es	 que	 la	
acción	típica,	valorada	ex	ante	exprese	la	peligrosidad	que	fundamenta	
su	criminalización	y	en	la	que	radica	su	referencia	al	bien	jurídico.	Volz	
en	 esta	 dirección	 nos	 propone	 como	 criterio	 rector	 del	 injusto	 y	 la	
culpabilidad	de	estos	delitos	el	principio	de	“asunción	del	riesgo”,	con	




delitos	 de	 peligro	 abstracto.	 Argumentando	 este	 autor	 que	 como	 en	
estos	 delitos	 “la	 asunción	 del	 riesgo”	 representa	 el	 contenido	 del	
injusto,	 la	 exclusión	del	 riesgo	ha	de	 excluir	 el	 injusto.	En	opinión	de	
Rodríguez	Montañés	 el	 principal	 acierto	 de	 esta	 teoría,	 pese	 a	 que	 la	
solución	propuesta	en	su	opinión	no	resulta	satisfactoria,	es	que	busca	




abstracto	 (“un	 peligro	 de	 resultado	 sin	 necesidad	 de	 un	 resultado	 de	 peligro”).	 B)	




bien	 jurídico	 intermedio	 espiritualizado	 (no	 es	 preciso	 que	 en	 el	 caso	 concreto	 sean	
puestos	en	peligro	por	una	acción	subsumible	en	los	tipos	respectivos.	Y	sin	embargo	




la	 fundamentación	 del	 peligro	 abstracto	 en	 su	 relación	 con	 el	 bien	
jurídico	no	en	el	resultado,	de	lesión	o	de	peligro,	sino	en	la	acción145.		
Rudolphi	tomando	como	punto	de	partida	la	tesis	de	Volz,	señala	que	la	
limitación	 del	 ámbito	 de	 aplicación	 de	 estos	 delitos	 mediante	 una	
reducción	teleológica,	dotándolos	de	un	contenido	de	 injusto	material	
en	forma	de	desvalor	de	acción,	debe	realizarse	a	través	de	la	exigencia	
de	 “al	 menos	 imprudencia”	 en	 relación	 con	 el	 hecho	 desvalorado,	
postura	 que	 posteriormente	 desarrollará	 Horn	 fundamentando	 la	
punibilidad	de	estos	ilícitos	en	“la	 infracción	del	cuidado	objetivo”,	en	
relación	a	la	lesión	o	el	concreto	peligro	del	bien	jurídico	tutelado.	Este	
profesor	 llega	 a	 esta	 conclusión	 porque	 para	 él,	 se	 trata	 de	
“modalidades	 de	 delitos	 imprudentes”	 que	 se	 diferencian	 de	 los	
propios	 delitos	 imprudentes	 únicamente	 en	 que	 no	 requieren	 del	
resultado	lesivo;	en	la	misma	dirección	Brehm	sostiene	que	los	delitos	
de	 peligro	 abstracto	 son	 tentativas	 de	 delitos	 imprudentes	 de	 lesión	
que	 se	 diferencian	 de	 los	 delitos	 imprudentes,	 propiamente	 dichos,	
solamente	 en	 los	 presupuestos	 de	 responsabilidad,	 afirmando	 que	 la	
antijuricidad	 en	 estos	 delitos	 exige,	 además	 de	 la	 realización	 de	 la	
descripción	 típica,	 de	 la	 infracción	 del	 deber	 de	 conducta,	 lo	 cual	
implica	 que	 la	 acción	 ex	 ante	 debe	 ser	 apta	 para	 lesionar	 el	 bien	
jurídico,	 y	 que	de	 no	 ser	 así	 se	 estarían	 castigando	 comportamientos	
meramente	formales.	Esta	interpretación	de	la	antijuricidad	se	traduce	
también	en	la	culpabilidad,	pues	ha	de	comprobarse	que	al	autor	se	le	
podía	 reprochar	 la	 infracción	 del	 deber	 conforme	 a	 sus	 facultades	
individuales146.	
                                                          
145		 A	la	tesis	defendida	por	Volz	se	le	critica	que	su	definición	de	“asunción	del	riesgo”	no	




MIR	 PUIG,	 Santiago.	 Derecho	 Penal.	 Parte	 General.	 7ª	 edición.	 Reppertor.	 S.	 L.	
Barcelona.	 2005,	 pp.	 231‐	 233.	 Reivindicando	 el	 papel	 fundamental	 que	 juega	 el	
resultado	de	peligro	en	 la	 legitimación	de	 la	anticipación	de	 la	 tutela	penal.	MÉNDEZ	




146		 Esta	 tesis	 no	 puede	 aplicársele	 a	 todos	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 sino	 sólo	 a	








tutela	 de	 bienes	 jurídicos	 como	 fin	 de	 toda	 norma	 penal.	 Esta	
peligrosidad	 de	 la	 acción	 consiste	 en	 un	 juicio	 sobre	 su	 capacidad	
lesiva,	el	cual	debe	realizarse	ex	ante,	tomando	como	base	fáctica	todas	
las	circunstancias	presentes	en	el	momento	de	la	acción,	incluyendo	los	
posibles	 conocimientos	 superiores	 que	 pudiera	 tener	 el	 autor,	





de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 este	 plantea	 la	 necesidad	 de	 una	
imputación	 subjetiva	 de	 la	 misma,	 así	 el	 sujeto	 activo	 debe	 haber	
conocido	 o	 haber	 podido	 conocer	 el	 desvalor	 de	 la	 peligrosidad,	
señalando	 en	 consecuencia	 que	 tanto	 en	 los	 delitos	 dolosos	 como	 en	
los	 imprudentes	 basta	 la	 imputación	 a	 título	 de	 imprudencia	 de	 la	
peligrosidad	 de	 la	 acción,	 incluso	 en	 los	 delitos	 denominados	
dolosos147.	
                                                          
diferencian	 de	 las	 acciones	 lesivas.	 Es	 preciso	 señalar	 que	 a	 favor	 de	 la	 tesis	 de	 la	
imprudencia	 en	 ciertos	 grupos	de	delitos	 se	 encuentran;	 Schünemann,	Hoyer,	Roxin,	
Jakobs	y	Silva	Sánchez.	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	
281‐	285.	El	profesor	Jakobs,	desde	una	perspectiva	eminentemente	funcionalista,	para	





que	 la	 Ley	 puede	 reducir	 del	 ámbito	 de	 lo	 privado	 lo	 que	 le	 corresponde	 a	 un	
comportamiento	abstractamente	peligroso,	pero	esto	 tiene	que	suceder	 sin	 tomar	en	
cuenta	 el	 contexto	 de	 planificación	 del	 sujeto.	 JAKOBS,	 Günther.	Estudios	de	Derecho	
JAKOBS,	Günther.	Derecho	Penal	pp.	309‐	313.	
147		 Esta	 tesis	 ha	 sido	 acogida	 en	 la	 doctrina	 española	por:	 Escrivá	Gregori,	 Torío	 López,	
Gómez	 Pavón	 y	 Laurenzo	 Copello	 entre	 otros.	 Para	 Rodríguez	Montañés	 se	 produce	
con	 la	 propuesta	 de	Meyer	 una	 transformación	 contra	 legem	de	 todos	 los	 delitos	 de	
peligro	abstracto	en	delitos	de	aptitud,	cuando	la	voluntad	de	la	ley	ha	sido	exigir	sólo	
en	 ciertos	 tipos	 la	 expresa	 verificación	 de	 su	 aptitud	 lesiva	 ex	 ante	 RODRÍGUEZ	
540	 PARTE	II	–	PENALIZACIÓN	DEL	DELITO	DE	TRÁFICO	DE	PRECURSORES...	 	
 
Torío	 López	 señala	 que	 la	 teoría	 convencional	 caracteriza	 estos	 tipos	
penales	de	forma	negativa	introduciendo,	en	esta	especie	de	“cajón	de	
sastre”,	 todos	 los	delitos	que	no	 son	de	 lesión	ni	de	peligro	 concreto,	
que	tampoco	precisan	de	un	ataque	efectivo	al	bien	jurídico,	dado	que	
la	 producción	 del	 peligro	 es	 sólo	 el	 motivo	 del	 legislador	 para	
sancionar	penalmente	dichos	comportamientos148,	debido	a	esto,	se	les	
cuestiona	 a	 éstos	 tipos	 penales	 el	 estar	 reñidos	 con	 el	 principio	 de	
lesividad,	 y	 de	 estricta	 protección	 de	 bienes	 jurídicos149.	 Ante	 esta	
situación	diversos	 sectores	de	 la	doctrina	 tradicional,	 por	 la	 ausencia	
de	 un	 bien	 jurídico,	 han	 propuesto	 su	 desaparición	 (in	 dubio	 pro	
libertate),	 optando	 por	 la	 despenalización	 de	 tales	 conductas150,	 sin	
embargo	 el	 profesor	 Torío	 discrepa	 de	 tal	 planteamiento,	 pues	
entiende	 que	 debe	 de	 realizarse	 una	 distinción	 de	 las	 diferentes	
especies	de	delitos	de	peligro	abstracto,	proponiendo	la	siguiente:	
1.	 Los	delitos	 consistentes	 en	 la	violación	de	 reglas	ético	 sociales	o	
ético‐religiosas.	
2.	 Los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 identificables	 como	 delitos	 de	
desobediencia,	 delitos	 de	 policía	 o	 injustos	 administrativos	
sometidos	a	pena	criminal.	
3.	 Los	delitos	de	peligro	abstracto	que	él	define	como	delitos	peligro	
hipotético,	 en	 los	que	el	 tipo	penal	no	exige	 la	producción	de	un	
peligro	efectivo	“pero	sí	una	acción	apta	para	producir	un	peligro	
al	 bien	 jurídico	 como	 elemento	 material	 integrante	 del	 tipo	 de	
                                                          
MONTAÑÉS,	 Teresa.	Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 293‐	 297.	 Ver	 objeciones	 a	 los	
planteamientos	de	Meyer	en	CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	
op.	cit.,	pp.	496‐	498.	
148		 TORÍO	 LÓPEZ,	 Ángel.	 “Los	 delitos	 de	 peligro	 hipotético…,	 op.	 cit.,	 p.	 827.	 Cristina	
Méndez	 afirma	que	 los	 delitos	 de	peligro	 abstracto	 se	 ha	 convertido	 en	un	 concepto	
residual,	“apto	para	todo	lo	que	no	sea	lesión	o	peligro	concreto	para	un	bien	jurídico”,	
sosteniendo	además	que	 los	delitos	de	peligro	abstracto	están	 condicionados	por	 las	











de	 eliminar	 los	 denominados	 delitos	 de	 peligro	 hipotético	 carece	 de	
fundamento,	 ya	 que	 considera	 que	 estos	 tipos	 no	 se	 encuentran	 en	
contradicción	 con	 los	 principios	 rectores	 que	 legitiman	 al	 Derecho	
Penal,	señalando	que	lo	decisivo	en	los	delitos	de	peligro,	y	por	ende	en	
los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 lo	 constituye	 “la	 valoración	 del	 caso	
                                                          
	151		 En	 los	 delitos	 de	 peligro	 hipotético	 “es	 necesaria,	 aunque	 también	 suficiente,	 la	
ejecución	de	una	acción	peligrosa,	idónea	para	producir	un	peligro	para	el	bien	jurídico	
protegido”.	 Este	 autor	 entiende	 que	 están	 comprendidos	 dentro	 de	 los	 delitos	 de	




op.	 cit.,	 pp.	 179‐181.	 SEQUEROS	 SAZATORNIL,	 Fernando.	El	 tráfico	de	drogas	ante	 el	
ordenamiento	 jurídico.	Ed.	La	Ley.	Madrid.	2000,	p.	291.	En	 la	misma	 línea.	STS	(ROJ:	
4708/2003)	de	4	de	julio	de	2003.	Ponente:	D.	Cándido	Conde‐	Pumpido	Tourón.	STS	
(ROJ:	 1046/1985)	de	12	de	noviembre	de	1985.	 Ponente:	D.	Martín	 Jesús	Rodríguez	
López,	 STS	 (ROJ:	 1985/1993)	 de	 25	 de	marzo	 de	 1993.	 Ponente:	D.	 Cándido	 Conde‐
Pumpido	Ferreiro	y	STS	(ROJ:	1046/1985).	Ponente:	D.	Martín	Jesús	Rodríguez	López.	
En	estos	tipos	delictivos	es	mucho	mayor	la	gravedad	del	desvalor	de	acción.	Para	que	
la	 acción	 tenga	 relevancia	 penal	 es	 preciso	 que,	 desde	 un	 punto	 de	 vista	 ex	 ante,	
aparezca	como	no	absolutamente	 improbable	que	de	ella	 se	derive	 la	 lesión	del	bien	
jurídico,	en	estos	tipos	penales	el	dolo	deberá	comprender	consecuentemente	no	sólo	
la	conciencia	y	voluntad	de	realización	de	 la	acción,	sino	también	de	su	peligrosidad.	
CEREZO	MIR,	 José.	 “Los	 delitos	 de	 peligro…,op.	 cit.,	p.	 737.	 La	 doctrina	 suele	 citar	 la	
obra	de	Schröder	como	punto	de	partida	en	la	configuración	dogmática	de	la	categoría	
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de	 la	 realización	 de	 una	 acción	 que	 en	 relación	 al	 bien	 jurídico,	 es	
idónea	para	producirlo153.		
Muestra	 alguna	 reserva	 a	 la	 propuesta	 de	 Torío	 López	 la	 profesora	
Méndez	Rodríguez,	en	el	entendido	de	que	su	planteamiento	 consiste	
en	 extender	 la	 teoría	 del	 fin	 de	 la	 norma	 y	 de	 la	 adecuación	 típica,	
elaborada	para	los	tipos	de	resultados	a	todos	los	tipos,	asumiendo	no	
obstante	 que	 el	 intento	 de	 restricción	 que	 se	 intenta	 realizar	 es	muy	
importante	 salvo	 en	 un	 punto:	 estos	 expedientes	 dogmáticos	 han	
cumplido	una	función	clave	porque	han	supuesto	una	limitación	de	la	
responsabilidad	en	casos	en	los	que	ya	se	había	causado	un	resultado,	
situación	que	no	sucede	en	 los	 ilícitos	propuestos,	por	 lo	que	no	cree	
que	sean	utilizables	los	criterios	de	la	imputación	objetiva	a	supuestos	
                                                          




12	 de	 noviembre	 de	 1985.	 Ponente:	 MARTÍN	 Jesús	 Rodríguez	 López.	 DEMETRIO	
CRESPO,	Eduardo.	Curso	de	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp,	213,	214.	
153		 En	esta	dirección	se	pronuncia	también	Rodríguez	Montañés.	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	
Teresa.	 Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 p.	 291.	 MENDOZA	 BUERGO,	 Blanca.	 Límites	
dogmáticos…,	 op.	 cit.,	 pp.	 38‐52,	 409‐	 420.	 PORTILLA	 CONTRERAS,	 Guillermo.	 “La	
supuesta	 crisis…,	 op.	 cit.,	 pp.	 918‐	 920.	 Los	 delitos	 de	 acción	 peligrosa	 (o	 de	 peligro	
abstracto‐concreto	 y	 otras	 denominaciones	 alternativas),	 constituyen	 un	 buen	
instrumento	 político‐criminal,	 siempre	 que	 no	 se	 recurra	 a	 ellos	 en	 exceso,	 para	 la	
intervención	 de	 Derecho	 Penal	 en	 relación	 con	 ciertas	 actividades	 vinculadas	 con	 la	
denominada	“Sociedad	de	riesgo”.	ROMEO	CASABONA,	Carlos	María.	“La	peligrosidad	y	
el	peligro	en	 la	estructura	del	 tipo	del	delito	 imprudente”.	DIEZ	RIPOLLES,	 José	Luis.	
ROMEO	 CASABONA,	 Carlos	 María.	 GRACIA	 MARTÍN,	 Luis.	 HIGUERA	 GUIMERÁ,	 Juan	
Felipe.	 (Editores).	La	Ciencia	del	Derecho	Penal	ante	el	nuevo	siglo.	Libro	homenaje	al	
Prof.	Dr.	 José	Cerezo	Mir.	 Ed.	 Tecnos.	Madrid,	 2002,	 pp.	 961,	 962.	 El	 profesor	Romeo	
Casabona	divide	los	delitos	de	peligro	abstracto	en	delitos	de	acción	peligrosa	(delitos	
de	 peligro	 abstracto‐	 concreto	 y	 definiciones	 similares)	 y	 delitos	 de	 peligrosidad	
(delitos	 de	 peligro	 abstracto	 propios),	 ambos	 casos	 considera	 que	 han	 quedado	
equiparados	en	su	contenido	desde	la	entrada	en	vigor	del	Código	Penal	de	1995,	por	
lo	 cual	 siempre	 ha	 de	 verificarse	 la	 peligrosidad	 de	 la	 acción	 para	 considerar	 la	
relevancia	 pp.	 77,	 78.	Dando	 argumentos	 sobre	 la	 peligrosidad	 de	 la	 conducta	 como	
mínimo	de	 gravedad	 exigible	 para	 sancionar	penalmente.	 SOLA	RECHE,	 Esteban.	 “La	





en	 los	 que	 se	 les	 niega	 la	 existencia	 material	 de	 un	 resultado154.	 Sin	
embargo	reconociendo	la	labor	de	Torío	afirma	que	esta	propuesta	es	
un	serio	intento	de	limitación	de	la	responsabilidad	ya	que	propone	la	
descriminalización	 de	 los	 demás	 supuestos	 de	 peligro	 abstracto	
consistentes	 en	 violaciones	 éticas	 e	 injustos	 administrativos,	
procurando	 evitar	 de	 esta	 manera	 que	 bajo	 esta	 forma	 de	 tutela	
anticipada	se	engloben	acciones	que	ni	tan	siquiera	son	peligrosas	para	
el	 bien	 jurídico,	 y	 además	 trata	 de	 adecuar	 los	 delitos	 de	 peligro	
hipotético	 a	 las	 elaboraciones	 dogmáticas	 más	 recientes	 que	 han	
supuesto	 la	 superación	 de	 la	 doctrina	 finalista,	 por	 lo	 que	 esta	
construcción	en	su	opinión	adquiere	el	valor	de	constituirse	en	la	única	
referente	a	los	delitos	de	peligro	abstracto155.	






principio	 de	 ofensividad	 requiere	 que	 el	 bien	 jurídico	 sea	 realmente	 afectado.	 Sin	
embargo	pone	de	relieve	que	ni	siquiera	en	los	delitos	de	peligro	concreto	se	exige	la	
realización	 efectiva	 de	 un	 resultado	 de	 peligro,	 lo	 cual	 se	 resuelve	 con	 “la	 relevante	
probabilidad	de	lesión	del	bien	jurídico”.	MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	
Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 135‐138,	 153,	 182‐	 186.	 “La	 idea	 de	 “desvalor	 potencial	 de	
resultado”	carece	de	identidad	propia,	en	el	sentido	de	que	no	constituye	una	categoría	
intermedia	entre	el	resultado	de	peligro	y	la	acción	peligrosa	sino	que	se	identifica	con	
está	última,	por	 lo	que	 constituye	un	mero	 recurso	 lingüístico	que	materialmente	no	
aporta	nada,	 salvo	 confusión,	 a	 la	dogmática	de	 los	delitos	de	peligro”.	 CARO	CORIA,	
Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	pp.	470,	471.	La	conversión	de	los	
delitos	 de	 peligro	 abstracto	 en	 delitos	 de	 peligro	 hipotético	 o	 presunto	 infringe	 el	
principio	de	 lesividad	o	antijuricidad	material	e	 impide	diferenciar	entre	 infracciones	
administrativas	y	penales.	CORCOY		BIDÁSOLO,	Mirentxu.	“Protección	de	bienes…,	op.	
cit.,	pp.	382‐	386.	Señala	sin	estar	en	contra	de	esta	propuesta,	algunos	problemas	de	
carácter	 operativo	 que	 presentan	 los	 denominados	 delitos	 de	 peligro	 hipotético.	
MENDOZA	 BUERGO,	 Blanca.	 Límites	 dogmáticos…,	 op.	 cit.,	 pp.	 419,	 420.	 Muestra	 su	
desacuerdo	 a	 las	 teorías	 que	 partiendo	 de	 las	 estructuras	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto	 ven	 en	 el	 desvalor	 de	 resultado	 la	 idea	 de	 “potencialidad	 de	 resultado”,	
porque	 desmaterializa	 de	 alguna	 forma	 el	 bien	 jurídico	 y	 se	 convierten	 sólo	 en	
proposiciones	teóricas	imposibles	de	demostración	en	el	caso	concreto.	BARRIENTOS	
PÉREZ,	Deisy	Janeth.	“Lesividad	en	los	bienes	jurídicos	colectivos	y	delitos	de	peligro.	






de	 peligro	 hipotético	 (similar	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto‐
concreto	 o	 delitos	 de	 aptitud	 para	 producir	 un	 daño),	 valga	 la	
redundancia,	consiste	en	que	“el	delito	requiere	una	acción	que	por	sus	
propiedades	materiales	 sea	 susceptible	 de	 ser	 considerada	 según	 un	
juicio	 de	 pronóstico	 como	 peligrosa	 para	 el	 objeto	 de	 protección;	 el	
juez	debe	además	verificar	 si	en	 la	 situación	concreta	ha	sido	posible	
un	contacto	entre	acción	y	bien	jurídico,	en	cuya	virtud	hubiera	podido	
producirse	 un	 peligro	 efectivo	 para	 éste”.	 Ha	 de	 plantear,	 pues,	 la	
hipótesis	 de	 si	 la	 acción	 comprobadamente	 peligrosa	 hubiera	 podido	
determinar	 un	 resultado	 peligroso,	 siendo	 preciso	 por	 lo	 tanto	
acreditar	 la	peligrosidad	de	 la	acción	 (desvalor	 real	de	 la	acción)	y	 la	




que	 básicamente	 son	 injustos	 administrativos	 o	 contravenciones	 al	
orden	 de	 la	 comunidad,	 que	 deberían	 ser	 objeto	 de	 descriminali‐
zación156.	 En	 este	 sentido	 Jescheck	 afirma	 que	 “la	 ausencia	 de	 toda	
posibilidad	 de	 puesta	 en	 concreta	 peligro	 puede	 servir,	 sin	 embargo,	
para	prescindir	de	la	punibilidad	si	la	concurrencia	del	peligro	para	los	
                                                          
156		 TORÍO	LOPEZ,	Ángel.	 “Los	delitos	de	peligro	hipotético…,	op.	cit.,	pp.	846,	847.	Sobre	
los	delitos	de	peligro	hipotético	o	delitos	de	peligro	abstracto‐concreto.	Los	delitos	de	
peligro	 hipotético	 se	 corresponden	 con	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto‐	 concreto	
propuestos	 por	 Schröder	 o	 los	 de	 aptitud	 para	 producir	 un	 daño	 propuestos	 por	
Escrivá	 Gregori.	 Estos	 ilícitos	 penales	 en	 opinión	 de	 Cerezo	 son	 delitos	 de	 peligro	
abstracto.	 CEREZO	MIR,	 José.	 “Los	 delitos	 de	 peligro…,op.	 cit.,	 p.	 720,	 745,	 746.	 Los	








en	 Actualidad	 Penal.	 Nº	 26.	 1994,	 pp,	 481‐	 488.	 MARTÍNEZ‐	 BUJÁN	 PÉREZ,	 Carlos.	





objetos	 de	 protección	 conforme	 al	 tipo	 resulta	 excluida	 de	 modo	
absoluto”157.	
Señala	 Laurenzo	 Copello	 que	 esta	 interpretación	 de	 los	 delitos	 de	
peligro	abstracto	 como	delitos	 sin	 resultado	estructural	pero	 con	 “un	
desvalor	potencial	de	resultado”,	permite	su	integración	a	un	Derecho	







no	únicamente	 frente	 a	 un	 ilícito	 sin	 resultado	 sino	 también,	 ante	un	
comportamiento	punible	sin	referencia	alguna	al	desvalor	de	resultado,	
por	 lo	 tanto	 delitos	 de	 mera	 desobediencia	 carentes	 de	 toda	
legitimidad158.	
Queremos	poner	de	relieve	la	idea	que	sostiene	Mir	Puig	de	realizar	un	





                                                          
157		 JESCHECK,	 Hans‐Heinrich.	 Tratado	 de	 Derecho	 Penal.	 Parte	 General.	 (Trad.	
MANZANARES	 SAMANIEGO,	 José	 Luis).	 Cuarta	 edición.	 Comares.	 Granada.	 1993,	 pp.	
209‐212,	238,	239.	“la	aparición	de	un	injusto	penal	requiere	que	desvalor	de	acción	y	
desvalor	de	resultado	se	vinculen	recíprocamente”.	LAURENZO	COPELLO,	Patricia.	El	
resultado…,	 op.	 cit.,	 pp.	 180,	 181.	 DEMETRIO	 CRESPO,	 Eduardo.	 Curso	 de	 Derecho	
Penal…,	op.	cit.,	pp.	198‐200.	
158		 El	 resultado	 como	 efecto	 separable	 de	 la	 acción	 tiene	 un	 papel	 importante	 en	 los	
delitos	de	peligro,	pues	a	partir	de	este	elemento	se	pueden	diferenciar	los	delitos	de	











concurrir	 en	 ella	 la	 inidoneidad	 y	 producirse	 por	 su	 virtud	 el	 delito,	
señalando	 que	 la	 apariencia	 de	 idoneidad	 implica	 la	 realidad	 de	 la	
peligrosidad	estadística	del	hecho,	lo	que	le	lleva	a	concluir	que	se	trata	
por	ello	de	un	peligro	abstracto	a	diferencia	del	peligro	 concreto	que	
concurre	en	 la	 tentativa	 idónea,	 señalando	que	 se	 trata	de	un	peligro	











el	 principio	 de	 ofensividad.	 En	 esta	 línea	 se	 ubican	 los	 trabajos	 de	
Angioni	y	Canestrati	quienes	concluyen	que	los	elementos	descriptivos	
usados	 por	 el	 legislador	 para	 delinear	 el	 tipo	 son	 tan	 densos	 de	
significado	que	parece	difícil	realizar	una	hipótesis	de	un	hecho	típico	
que	no	sea	al	mismo	tiempo	concretamente	peligroso	o	 lesivo	para	el	
bien	 tutelado.	 Estos	 autores	 se	 basan	 en	 la	 caracterización	 de	 estos	
ilícitos	 de	 su	 carga	 semántica:	 “quien	 causa	 un	 desastre	 ferroviario”,	
“quien	 causa	 una	 epidemia	 mediante	 la	 difusión	 de	 gérmenes	
patógenos”,	 afirmando	 que	 poniendo	 el	 acento	 en	 el	 dato	 lexical	 se	
asegura	 la	 tipicidad	 únicamente	 a	 los	 hechos	 ofensivos	 del	 interés	
protegido,	salvando	de	esta	manera	el	principio	de	ofensividad,	sin	que	
sea	precisa	la	conversión	de	los	delitos	de	peligro	abstracto	en	delitos	
de	 peligro	 concreto,	 porque	 “el	 desvalor	 intrínseco	 en	 el	 dato	
expresaría	 necesariamente	 la	 sucesiva	 puesta	 en	 peligro	 del	 interés	
protegido”.	 Se	 les	 objeta	 a	 estos	 juristas	 que	 la	 diferencia	 entre	 los	
delitos	de	peligro	abstracto	clásicos	y	los	ejemplos	aportados	por	ellos,	
en	 los	 que	 se	 individualizan	 situaciones	 generalmente	 peligrosas,	 no	
parece	tan	grande	como	para	justificar	su	empleo	e	 incluso	promover	
                                                          








distinción	 del	 peligro	 en	 que	 se	 halla	 el	 bien	 jurídico	 y	 la	 acción	 o	
conducta	peligrosa,	obedece	en	gran	medida	a	que	en	las	conclusiones	
obtenidas	 de	 la	 discusión	 sobre	 el	 concepto	 de	 “peligro”	 y	 de	 los	
“delitos	de	peligro”	no	han	sido	suficientemente	analizadas	sistemática	
ni	 terminológicamente	 estabilizadas,	 siendo	 solo	 fraccionariamente	
abordadas	sus	consecuencias	en	las	distintas	obras	que	tratan	el	tema,	
objetando	 en	 este	 sentido	 que	 aún	 se	 sigue	 hablando	 de	 delitos	 de	
peligro	abstracto	y	concreto,	lo	que	conlleva	a	que	se	crea	que	se	trata	
de	 un	 único	 e	 idéntico	 concepto	 como	 punto	 de	 partida	 para	 todo	 el	
entorno,	 y	 que	 simplemente	 el	 peligro	 se	 tiene	 que	 realizar	 en	 unos	
casos	de	forma	concreta	y	en	otros	de	forma	abstracta161.	
Hirsch	afirma	que	la	diferencia	fundamental	se	da	entre	los	delitos	de	








requiere	 una	 peligrosidad	 real	 (concreta)	 y	 2)	 peligrosidad	 abstracta	
cuando	basta	con	una	peligrosidad	general	 (típica).	Los	denominados	
delitos	 de	 peligro	 abstracto	 por	 ello	 son	 considerados	 delitos	 de	
peligrosidad	 abstracta,	 porque	 no	 es	 el	 resultado	 de	 peligro	 sino	 la	
peligrosidad	de	una	conducta	el	 contenido	de	 la	abstracción162.	 Sobre	
las	 reservas	 expresadas	 en	 referencia	 a	 los	 delitos	 de	 peligrosidad	
                                                          
160		 MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	175.		
161		 HIRSCH,	 Hans	 Joachim.	 “Peligro	 y	 peligrosidad”…,op.	 cit.,	 p.	 71.	 Ya	 en	 el	 año	 1961	







abstracta	 por	 varios	 autores,	Hirsch	 señala	 que	 se	 decanta	 por	 exigir	
“una	 peligrosidad	 concreta	 de	 la	 conducta”	 por	 ser	 la	 opción	 más	
ajustada	a	derecho	tanto	penal	como	procesalmente163.	
Al	 respecto	 Von	 Hirsch	 y	 Wohlers	 nos	 proponen	 la	 siguiente	
clasificación:	1)	Delitos	preparatorios	que	consisten	en	conductas	cuyo	
potencial	 de	 riesgo	 radica	 en	que	 la	 propia	persona	que	 actuó	u	otra	
pueden	apoyarse	en	el	resultado	de	la	conducta	previa	en	cuestión.	Se	
trata	 como	 vemos	 de	 comportamientos	 en	 principio	 inocuos	 que	
pueden	servir	de	base	para	conductas	lesivas	de	bienes	jurídicos,	como	
por	ejemplo	la	posesión	de	armas	o	de	sustancias	peligrosas	hasta	que	
estas	 se	 utilizan	 por	 otras	 personas.	 2)	 Los	 delitos	 acumulativos	 que	
aglutinan	comportamientos	que	sólo	pueden	producir	menoscabos	con	
relevancia	jurídica	si	se	producen	de	forma	acumulada	y	3)	Delitos	de	
peligrosidad	 concreta:	 con	 los	 que	 se	 sancionan	 conductas	
potencialmente	 peligrosas	 para	 los	 bienes	 jurídicos	 en	 cuanto	 tales	
como	 la	 conducción	 de	 vehículos	 en	 el	 tráfico	 viario	 cuando	 se	 ha	
consumido	 alcohol.	 Para	 determinar	 la	 relevancia	 penal	 de	 los	
diferentes	grupos	de	delitos	proponen	una	serie	de	criterios	como:	el	
principio	 de	 responsabilidad	 personal,	 la	 irrelevancia	 de	 la	
previsibilidad	o	 imprevisibilidad	 conectada,	 la	 implicación	normativa,	
la	 coordinación	 de	 conductas	 mediante	 estándares	 de	 conductas	
vinculantes	o	el	merecimiento	de	pena	de	comportamientos	potencial‐
mente	peligrosos164.	
                                                          
163		 Ibidem.,	pp.	83,	84.	Cerezo	en	 los	delitos	de	peligro	abstracto	diferencia	aquellos	que	
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en	 el	 Derecho	 Penal	 únicamente	 pueden	 existir	 tipos	 penales	 que	
representen	 un	 ataque	 material	 frente	 a	 intereses	 jurídicamente	
protegidos,	lo	que	implica	la	exigencia	en	todo	caso	de	un	resultado	de	
lesión	 o	 de	 peligro.	 Sostiene	 que	 este	 resultado	 debe	 producirse	
realmente	para	que	se	dé	el	tipo	penal,	por	lo	que	“en	todos	los	delitos	
de	 peligro	 ha	 de	 constatarse	 en	 el	 proceso	 la	 peligrosidad	 de	 la	
conducta	del	autor	para	imponer	la	pena”,	entendiendo	de	esta	manera	





esta	 formulación	es	 criticada	por	 adolecer	de	una	 falta	de	 congruencia	




denominado	 delito	 de	 peligro	 abstracto‐concreto	 que	 consisten	 en	
aquellos	casos	en	el	que	el	peligro	aparece	como	un	elemento	del	tipo,	
pero	 en	 los	 que	 resulta	 dudoso	 que	 el	 peligro	 tenga	 exactamente	 el	




la	 limitación	 de	 los	 criterios	 para	 la	 comprobación	 del	 peligro	 en	 el	
caso	 concreto	 que	 impide	 considerar	 el	 peligro	 como	un	 resultado	 y,	
por	lo	tanto	tratar	estos	delitos	como	de	peligro	concreto.	Estos	ilícitos	
también	 son	 conocidos	 como	 delitos	 de	 aptitud166.	 Sostiene	 este	
profesor	 alemán	 que	 en	 ciertos	 casos	 la	 suposición	 jurídica	 no	 es	
irrefutable,	 y	 que	 es	 tarea	 del	 juez	 efectuar	 la	 verificación	 de	 la	
                                                          
Derecho	Penal	o	 juego	de	abalorios	dogmático?.	Ed.	Marcial	Pons,	ediciones	jurídicas	y	
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qué	 delitos	 debe	 realizarse	 la	 comprobación	 señala	 como	 pauta	 la	
siguiente:	 si	 el	delito	de	peligro	 abstracto	 sirve	 a	 la	protección	de	un	
cierto	 objeto	 determinado,	 respecto	 del	 que	 se	 puede	 afirmar	 con	
seguridad	 en	 el	 caso	 concreto	 sí	 ha	 sido	 puesto	 en	 peligro	 o	 no,	 es	
admisible	 la	 prueba	 en	 contrario	 (por	 ejemplo	 en	 los	 delitos	 de	
incendio,	 que	 protegen	 la	 vida).	 Cuando	 esto	 no	 sea	 así,	 sino	 que	 el	
peligro	legalmente	previsto	sea	indeterminado	(y	pone	como	ejemplos,	
la	 infracción	 de	 preceptos	 de	 tráfico	 o	 la	 tenencia	 ilícita	 de	 armas	 o	
sustancias	explosivas...)	no	es	admisible168.	
En	 la	 doctrina	 española	 se	 pronuncian	 sobre	 la	 necesidad	 de	
comprobar	la	idoneidad	de	la	acción	en	los	delitos	de	peligro	abstracto	
Barbero	 Santos169	 y	 Terradillos	 Basoco170.	 Nos	 parece	 adecuado	
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opina	 que	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto‐concreto,	 como	 sostiene	 la	 doctrina	
mayoritaria,	son	delitos	de	peligro	abstracto,	señalando	que	esta	categoría	propuesta	









dañe	o	ponga	en	peligro	de	manera	 significativa	un	bien	 jurídico	 tutelado	por	 la	Ley	
penal”.	 En	 igual	 dirección	 el	 Código	 Penal	 del	 Salvador	 en	 su	 artículo	 3	 relativo	 al	
principio	 de	 lesividad	 del	 bien	 jurídico	 preceptúa	 que:	 “no	 podrá	 imponerse	 pena	 o	
medida	 de	 seguridad	 alguna,	 si	 la	 acción	 u	 omisión	 no	 lesiona	 o	 pone	 en	 peligro	
efectivo	un	bien	jurídico	protegido	por	la	Ley	penal”.	
170		 A	 favor	 de	 la	 presunción	 iuris	 tantum.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 Juan	 Maria.	 “Peligro	
abstracto…,	op.	cit.,	pp.	791‐	794.	TERRADILLOS	BASOCO,	Juan.	Delitos	de	peligro…,	op.	




cuestionamientos:	 la	 primera	 de	 ellas	 es	 que	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto‐concreto	no	representan	un	compendio	de	las	características	
generales	de	ambas	categorías,	sino	una	especie	de	híbrido	que	reúne	
parte	 de	 las	 notas	 que	 definen	 a	 los	 dos	 tipos	 básicos.	 Otro	
señalamiento	que	 se	 le	hace	es	que	no	 resulta	nada	claro	 las	 razones	
que	le	llevan	a	comparar	y	a	analizar	ilícitos	en	los	que	el	peligro	no	es	
mencionado	por	el	legislador,	con	otros	en	los	que	sí	se	menciona,	así	
como	 que	muchos	 de	 los	 supuestos	 propuestos	 por	 este	 profesor	 no	
son	en	realidad	delitos	de	peligro	abstracto‐concreto,	no	obstante,	de	
los	diferentes	señalamientos	que	se	 le	hacen	a	 la	 categoría	propuesta	






de	 peligro	 abstracto‐concreto	 no	 parecen	 encontrar	 correspondencia	
con	ninguna	de	 las	 definiciones	 clásicas,	 sin	 embargo	 sostiene	que	 el	
hecho	de	que	el	legislador	deje	en	manos	del	juez	la	verificación	de	la	
peligrosidad	 de	 la	 acción	 en	 el	 caso	 concreto,	 no	 los	 convierte	 en	
delitos	de	peligro	concreto,	ni	tampoco	en	un	tipo	mixto	de	delitos	de	
peligro	 abstracto‐concreto,	 sino	 que	 los	 considera	 una	 segunda	
variante	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 porque	 le	 resulta	
indiferente	que	sea	el	 juez	o	el	 legislador	el	que	decida	si	 la	acción	en	
cuestión	representa	una	fuente	de	peligro	típica,	pues	en	ambos	casos	
                                                          
152,	 152.	 Méndez	 Rodríguez	 opina	 que	 procurar	 resolver	 la	 inconsistencia	 de	 los	
delitos	de	peligro	abstracto	mediante	la	exigencia	de	la	prueba	del	peligro	es	un	intento	





concreto	 y	 para	 Gallas	 de	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 esta	 discrepancia	 se	 debe,	
fundamentalmente,	al	hecho	que	en	los	delitos	de	peligro	concreto	en	la	construcción	
de	Gallas	 se	exige	un	 resultado	de	peligro	efectivo,	mientras	que	Schröder	mantiene,	
también,	 en	 estos	 supuestos,	 el	 juicio	 ex	 ante	 constituido	 por	 la	 prognosis	 sobre	 la	






conducta	 “la	 probabilidad	 de	 lesión	 a	 un	 bien	 jurídico	 de	 un	
determinado	 tipo	 se	 ha	 incrementado	 de	 forma	 apreciable”.	 A	 la	
postura	 sostenida	 por	 Gallas	 se	 le	 cuestiona	 que	 no	 parece	 acertado	
afirmar	que	estos	 ilícitos	 sean	delitos	de	peligro	abstracto	en	 sentido	
estricto,	 dado	 que	 se	 produce	 la	 verificación	 judicial	 del	 peligro	 que	
comporta	 la	acción,	 lo	 cual	 tradicionalmente	 se	 les	ha	negado	a	estos	
ilícitos,	 produciéndose	 de	 este	 modo	 una	 aproximación	 de	 estos	
últimos	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 concreto.	 Situación	 que	 lo	 lleva	 a	






por	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 (bienes	 jurídicos	 intermedios),	 en	
los	 cuales	 está	 en	 primera	 línea	 un	 bien	 jurídico	 colectivo	 que	 es	
afectado	 o	 lesionado	 por	 la	 conducta	 descrita	 en	 el	 tipo	 y	 en	 un	
segundo	orden	se	encuentra	un	bien	jurídico	individual	(mediatamente	
protegido),	como	ejemplo	de	estos	cita	 los	delitos	contra	 la	seguridad	
del	 tráfico	 viario	 o	 contra	 la	 salud	 pública.	 El	 segundo	 grupo	 se	
encuentra	 integrado	 por	 los	 “bienes	 jurídicos	 supraindividuales”	 que	
tienen	 un	 carácter	 autónomo,	 tal	 es	 el	 caso	 de	 los	 delitos	 contra	 la	
Administración	 Pública	 o	 contra	 la	 Administración	 de	 Justicia.	 Para	
solventar	 los	 problemas	 de	 legitimidad	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto,	 propone	 reforzar	 el	 contenido	 de	 injusto	 material	 de	 los	
mismos,	 lo	 que	 en	 su	 opinión	 se	 puede	 lograr	 si	 el	 legislador	
transforma	los	delitos	de	peligro	abstracto	puros	en	delitos	de	aptitud	
para	 la	 producción	 de	 un	 daño	 o	 de	 peligro	 abstracto‐concreto,	
afirmando	que	el	legislador	en	el	Código	Penal	de	1995	ha	seguido	este	
camino,	transformando	los	delitos	de	peligro	abstracto	contra	la	salud	
pública	 en	 delitos	 de	 aptitud	 para	 la	 producción	 de	 un	 daño	 o	 de	
peligro	abstracto‐concreto	en	los	artículos	359,	360,	363,	364,	365,	368	
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jurídicos	 supraindividuales	 entiende	 que	 debe	 ser	 punible	 la	 simple	
realización	 de	 acciones	 “que	 generalmente	 ponen	 en	 peligro	 al	 bien	
jurídico,	es	decir	la	simple	realización	del	comportamiento	descrito	en	el	
tipo,	señalando	como	ejemplo	el	delito	de	cohecho	o	de	falso	testimonio,	
ya	 que	 en	 tales	 casos	 el	 sujeto	 no	 puede	 enjuiciar	 cuando	 la	 dádiva	 o	
promesa,	 en	 el	 delito	 de	 cohecho,	 pone	 en	 peligro	 la	 confianza	 de	 los	
ciudadanos	en	la	pureza	de	la	gestión	administrativa,	ni	cuando	el	falso	
testimonio	crea	el	peligro	de	que	se	dicten	sentencias	injustas174.	
	 En	 opinión	 de	 Mata	 y	 Martín	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 de	
carácter	intermedio	o	de	referente	individual,	donde	se	tutela	un	bien	
jurídico	colectivo	asociado	a	otro	individual,	produce	la	transformación	
de	 un	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 en	 un	 delito	 de	 peligro	 concreto	 al	
exigirse	 la	puesta	 en	peligro	del	bien	de	 carácter	personal	 y	 la	 lesión	
del	bien	jurídico	colectivo,	pues	el	comportamiento	debe	concentrarse	
en	un	momento	más	próximo	a	los	bienes	de	los	particulares	que	la	que	
pudiera	 representar	 el	 peligro	 abstracto.	 Ejemplo	 de	 ello	 es	 en	 su	
opinión	 la	 reforma	 operada	 en	 el	 supuesto	 de	 expedición	 de	
medicamentos	deteriorados	(artículo	361)	en	el	Código	Penal.	Pues	en	
el	 anterior	 texto	 legal	 (artículo	 343,	 CP	 1973)	 no	 se	 requería	 ningún	
peligro	 para	 las	 personas,	 bastando	 el	 mero	 hecho	 de	 facilitar	
medicamentos	 deteriorados	 o	 su	 sustitución	 de	 unos	 por	 otros	 para	
que	 el	 comportamiento	 punible	 estuviera	 presente,	 por	 lo	 que	 debía	
entenderse	que	estábamos	frente	a	un	delito	de	peligro	abstracto,	pero	
en	el	actual	artículo	361	CP	se	ha	introducido	la	necesidad	de	que	los	
que	realicen	el	 comportamiento	 “pongan	en	peligro	 la	vida	o	 la	 salud	
de	 las	 personas”,	 por	 lo	 que	 la	 puesta	 en	 peligro	 exigida	 en	 el	 tipo	
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tal	 planteamiento	 se	manifiestan	 algunos	 autores	 que	 entienden	 que	
asumir	 tal	 posición	 niega	 la	 autonomía	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
colectivos176.	
	 A	 diferencia	 de	 lo	 sostenido	 anteriormente	 por	Mata	 y	Martín,	 Doval	
Pais	 asume	 que	 la	 protección	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 de	
referente	 individual	 (bienes	 jurídicos	 intermedios)	 se	 realiza	a	 través	
de	 los	 delitos	 de	 peligro,	 y	 esto	 se	 hace,	 muchas	 veces	 mediante	 la	
técnica	de	peligro	abstracto,	negando	de	esta	manera	que	 la	 tutela	de	
estos	 bienes	 siempre	 deba	 de	 realizarse	 mediante	 delitos	 de	 peligro	
concreto177.	 Carlos	 Coria	 afirma	 que	 el	 concepto	 de	 “bien	 jurídico	
intermedio”	 sostenido	 por	 Mata	 y	 Martín	 es	 similar	 al	 de	 bienes	
jurídicos	 colectivos	 orientados	 a	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	
individuales	 o	 suficientemente	 determinables,	 se	 trata	 por	 tanto	 de	
bienes	 colectivos	 tutelados	 de	 forma	 conjunta	 con	 bienes	 de	 los	
particulares,	 estando	 situados	 ambos	 en	 la	 misma	 línea	 de	 ataque.	
Entre	 los	 que	 se	 produce	 una	 relación	 de	 complementariedad,	 esta	
tesis	no	coincide	con	la	construcción	de	Schünemann	“delitos	con	bien	
                                                          





asumir	 una	 reconversión	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 que	 afecten	 a	 bienes	
jurídicos	 individuales	 en	 delitos	 de	 lesión	 contra	 un	 bien	 jurídico	 colectivo.	 CARO	
CORIA,	 Dino	 Carlos.	Derecho	Penal	 del	Ambiente…,	 op.	 cit.,	 p.	 510,	 513.	 En	 el	mismo	
sentido	se	pronuncia	Soto	Navarro,	afirmando	que	la	interpretación	de	Mata	y	Martín	
niega	 la	 autonomía	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 además	 señala	 que	 la	
construcción	propuesta	por	este	profesor	de	los	bienes	jurídicos	intermedios	induce	a	
confusión,	 pues	 no	 guarda	 relación	 con	 la	 tesis	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 intermedios	
formulada	 por	 Schünemann,	 que	 se	 refiere	 a	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 que	 se	
caracterizan	 precisamente	 por	 todo	 lo	 contrario,	 esto	 es,	 por	 no	 ser	 reconducibles	 a	
bienes	jurídicos	individuales.	Para	él	los	bienes	jurídicos	intermedios	son	inmateriales,	
por	 lo	 que	 es	 necesario	 recurrir	 a	 otro	bien	 jurídico	que	 los	 represente	 en	un	plano	
menos	 abstracto.	 Ese	 bien	 jurídico	 intermedio	 resultara	 lesionado	 con	 la	 mera	
realización	de	la	conducta	subsumible	en	el	tipo,	 lo	que	fundamentaría	por	sí	solo	un	
injusto	específico	merecedor	de	pena,	quedando	fuera	del	tipo	únicamente	los	ataques	





jurídico	 intermedio	espiritualizado”,	dado	que	al	perseguirse	 la	 tutela	
de	 un	 bien	 colectivo	 asociado	 a	 intereses	 individuales,	 a	 través	 de	
delitos	 lesión‐peligro,	 tan	sólo	se	está	proponiendo	 la	 instauración	de	
delitos	 pluriofensivos	 con	 un	 desvalor	 múltiple,	 pero	 lo	
verdaderamente	 preocupante	 en	 su	 opinión,	 es	 que	 mediante	 la	
exigencia	de	un	peligro	concreto	para	bienes	individuales,	“se	pretenda	
legitimar	 interpretaciones	 tributarias	 de	 la	 criticable	 teoría	 persona‐
lista	 del	 bien	 jurídico‐penal	 de	Hassemer”,	 con	 lo	 cual	 se	 produce	un	
retraso	en	la	protección	penal	de	los	bienes	jurídicos	colectivos178.	
Rodríguez	 Montañés	 sostiene	 que	 para	 definir	 el	 tipo	 del	 injusto	 y	
determinar	 el	 contenido	 del	 dolo	 y	 la	 imprudencia	 de	 los	 delitos	 de	
peligro	 abstracto,	 siendo	 coherentes	 con	 los	 principios	 informadores	
del	 Derecho	 Penal,	 se	 pueden	 extraer	 las	 siguientes	 conclusiones:	 1)	
Que	se	trata	de	delitos	en	que	lo	relevante	es	la	peligrosidad	ex	ante	de	
la	conducta,	en	la	cual	debe	fundamentarse	la	antijuricidad	material.	2)	
No	 es	 posible	 dar	 un	 tratamiento	 homogéneo	 a	 todos	 estos	 delitos,	
siendo	 preciso	 diferenciar	 clases	 en	 función	 del	 bien	 jurídico	
protegido179.	 3)	 En	 los	 supuestos	 en	 que	 se	 tutelan	 bienes	 jurídicos	
                                                          








de	 las	 barreras	 de	 tutela	 penal,	 lo	 que,	 permite	 reconducirlos	 a	 la	 estructura	 de	 la	
tentativa	 imprudente	 (al	 respecto	 es	 preciso	 ver	 la	 imputación	 subjetiva	 de	 la	
infracción	del	cuidado	en	el	delito	doloso	y	la	imputación	subjetiva	de	la	infracción	del	
cuidado	 en	 el	 delito	 imprudente).	 Mientras	 que	 los	 segundos	 que	 protegen	 bienes	
jurídicos	 supraindividuales,	 institucionalizados	o	espiritualizados,	o	 intereses	difusos	
no	 reconducibles	a	bienes	 individuales,	 como	 los	delitos	 contra	 la	Administración	de	
justicia,	los	delitos	socio‐	económicos	o	inclusive	los	delitos	contra	el	medio	ambiente	
cuando	 se	 opta	 por	 su	 tipificación	 como	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 la	 técnica	 que	
parece	 más	 recomendable	 es	 la	 tipificación	 a	 través	 de	 la	 afectación	 a	 “un	 bien	
intermedio	 con	 función	 representativa”.	 Por	 tanto,	 aquí	 no	 se	 trata	 de	 anticipar	 la	
protección	de	bienes	esenciales,	sino	de	tutelar	otros	bienes	cuya	peculiar	naturaleza	
exige	el	empleo	de	esta	técnica,	que	encontrará	su	justificación	en	la	medida	en	que	el	
bien	 protegido	 tenga	 suficiente	 entidad	 como	 para	 ser	 merecedor	 de	 tutela	 penal.	
Siendo	 así	 resulta	 legítima	 la	 criminalización	 de	 toda	 acción	 típica	 sin	 necesidad	 de	
comprobar	 la	 peligrosidad	 en	 relación	 con	 el	 bien	 inmaterial	 que	 mediatamente	 se	
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esenciales	 individualizables,	 la	 exigencia	 de	 la	 antijuricidad	 material	
pasa	por	la	reconducción	a	la	imprudencia180.	4)	En	los	delitos	con	bien	
jurídico	 intermedio	 con	 función	 representativa	 que	 protegen	 bienes	
jurídicos	supraindividuales	de	carácter	inmaterial	o	institucionalizado	
no	 es	 necesario	 comprobar	 su	 peligrosidad	 en	 relación	 con	 el	 bien	
inmaterial	que	mediatamente	protege,	dado	que	formalmente	estamos	
ante	 delitos	 de	 lesión	 de	 este	 bien	 interpuesto	 con	 función	
representativa.	En	estos	casos,	sólo	los	ataques	mínimos	determinaran	
la	atipicidad	del	comportamiento181.	5)	En	los	delitos	de	aptitud,	en	los	
que	 el	 legislador	 incorpora	 al	 tipo	 elementos	 de	 valoración	 sobre	 la	
potencialidad	 lesiva	 del	 comportamiento,	 el	 dolo	 debe	 abarcarlos,	 al	
menos	eventualmente.	El	autor	ha	de	ser	consciente	de	la	aptitud	lesiva	
de	su	conducta	en	los	términos	descritos	en	la	ley.	
                                                          
protege,	 pues	 formalmente	 estamos	 ante	 delitos	 de	 lesión.	 Únicamente	 en	 los	
supuestos	 de	 ataques	 mínimos	 la	 conducta	 será	 atípica	 en	 virtud	 del	 principio	 de	
insignificancia.	En	cuanto	a	las	exigencias	del	tipo	subjetivo,	basta	con	la	lesión	del	bien	
representante,	 y	 con	 qué	 el	 dolo	 o	 la	 imprudencia	 se	 refieran	 a	 ella.	 RODRÍGUEZ	
MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	297,	298,	299‐	323.		
180		 A	 estos	 los	 denomina	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 “propios”,	 pues	 forman	 un	 cuerpo	
homogéneo	con	los	delitos	de	peligro	concreto,	ha	de	poder	establecerse	una	relación	








–mayor	 legitimidad,	 por	 tanto,	 en	 caso	 de	 tutela	 de	 salud	 que	 del	 patrimonio‐,	 la	
efectiva	idoneidad	de	la	regla	de	comportamiento	que	se	ha	establecido	para	su	tutela,	
la	 frecuencia	 con	 que	 se	 realice	 la	 conducta	 de	 peligro	 y	 la	 imposibilidad	 de	 tutelar	
correctamente	el	bien	jurídico	a	través	de	otras	técnicas	de	tipificación	como	el	peligro	










Esta	 profesora	 opina	 que	 tomando	 en	 consideración	 las	 bases	
anteriormente	 expuestas	 pueden	 hacerse	 compatibles	 los	 delitos	 de	
peligro	 abstracto	 con	 la	 exigencia	 de	 antijuricidad	 material,	 con	 el	
principio	 de	 ofensividad	 y	 demás	 principios	 limitadores	 del	 ius	




de	 forma	 categórica	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 “con	 función	
meramente	organizativa”182.		
Bustos	 Ramírez	 manifiesta	 que	 afirmar	 la	 indeterminación	 de	 los	
bienes	jurídicos	colectivos	carece	de	una	fundamentación	ontológica	y	
normativa,	 y	más	 aún,	 constituye	una	 renuncia	 a	 la	 propia	 noción	de	
bien	 jurídico	 penal,	 ya	 que	 resulta	 totalmente	 incorrecto	 proteger	
penalmente	 un	 interés	 cuyo	 contenido	 y	 lesividad	 se	 tienen	 por	
inciertos,	 lo	 cual	 lo	 conduce	 a	 sostener	 que	 “el	 alegato	 de	 la	 difícil	
concreción	de	la	lesividad	exigible	a	la	conducta	individual	respecto	del	
bien	 colectivo,	 no	 constituye	 más	 que	 un	 evidente	 pretexto	 a	 fin	 de	
legitimar	 la	 criminalización	 de	 las	 meras	 conductas	 peligrosas	 o	 de	
peligro	 abstracto”,	 violándose	 de	 esta	 manera	 el	 principio	 de	
ofensividad.	Bustos	 afirma	que	 aunque	 la	 característica	 de	 los	 bienes	
jurídicos	 colectivos	 es	 su	 carácter	 complementario	 respecto	 a	 los	
bienes	 jurídicos	 individuales,	 ello	 no	 implica	 que	 los	 delitos	 que	 se	
configuren	 para	 su	 tutela	 hayan	 de	 ponerse	 en	 relación	 a	 éstos	 para	
definir	su	estructura;	sin	embargo,	esto	es	lo	que	comúnmente	sucede,	
pero	no	existe	necesidad	de	recurrir	a	los	delitos	de	peligro	abstracto,	





                                                          
182		 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 Teresa.	 Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 338‐340.	 Sobre	 la	






En	 esta	misma	 línea	 algunos	 autores	manifiestan	que	 la	 tutela	 de	 los	
bienes	 jurídicos	 colectivos	 se	 debe	 de	 realizar	 a	 través	 de	 delitos	
construidos	 en	 función	 de	 un	 “objeto	 con	 función	 representativa”,	 el	
cual	resultará	 lesionado	o	puesto	en	peligro	concreto	por	 la	conducta	
típica	 individual,	 sin	 que	 sea	 necesaria	 la	 verificación	 de	 esa	 efectiva	
lesividad	 para	 el	 bien	 colectivo	 mediatamente	 tutelado,	 ya	 que	 la	
peligrosidad	 abstracta	 de	 la	 conducta	 típica	 para	 este	 último	 se	
fundamenta	 en	 la	 lesión	 o	 en	 el	 peligro	 concreto	 “reiterado	 y	
generalizado	 para	 el	 objeto	 representante”.	 Consecuentemente	 con	
ello,	para	la	realización	de	la	imputación	subjetiva	bastará	que	el	dolo	o	
bien	 la	 imprudencia	 del	 autor	 comprendan	 únicamente	 el	
conocimiento	de	 los	 elementos	 típicos,	 o	 sea:	 la	 afectación	del	 objeto	
con	función	representativa	inmediatamente	protegido,	sin	que	exista	la	
exigencia	 de	 verificar	 el	 conocimiento	 sobre	 el	 bien	 jurídico	
colectivo184.		
                                                          
183		 Sobre	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 Bustos	 señala	 que	 el	 legislador	 no	 debe	 crear	
delitos	de	peligro	sin	peligro	(de	mera	desobediencia).	Afirmando	que	 la	verificación	
del	 peligro	 debe	 de	 realizarla	 el	 juez,	 caso	 por	 caso,	 para	 lo	 cual	 debe	 utilizar	 los	
criterios	matemáticos	 y	 estadísticos	 con	 que	 la	 ciencia	 ha	 elaborado	 el	 concepto	 de	
probabilidad,	teniendo	que	tomar	en	cuenta	además	las	circunstancias	propias	del	caso	
y	 la	 experiencia	 social	 sobre	 el	 tema	 en	 cuestión.	 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 Juan.	 Control	
social…,	 op.	 cit.,	 pp.	 198,	 327‐	 340.	 En	 este	 mismo	 sentido	 se	 pronuncian.	 MÉNDEZ	
RODRÍGUEZ,	 Cristina.	 Los	Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 40,	 43,	 154‐163,	 234‐236.	
CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	pp.	406,	466‐471,	508,	
509,	 470,	 522‐525.	 SOTO	NAVARRO,	 Susana.	La	protección	penal…,	op.	 cit.,	 pp.	 178,‐	
180,	185,	186,	306,	307.	PERIS	RIERA,	Jaime	M.	“Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	691,	
692.	 ACALE	 SÁNCHEZ,	 María.	 El	 tipo	 de	 injusto…,	 op.	 cit.,	 pp.	 191‐	 195.	 Los	 bienes	
jurídicos	 supraindividuales,	 como	 la	 salud	 pública,	 deben	 de	 ser	 analizados	 desde	 la	
estructura	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 concreto	 y	 de	 lesión	 (peligro	 concreto	 para	 el	
referente	individual	y	de	lesión	para	el	bien	jurídico	supraindividual).	Entendiendo	la	
lesión	de	la	función	que	cumple	el	bien	jurídico	supraindividual	por	medio	del	peligro	
al	 referente	 individual.	BARRIENTOS	PÉREZ,	Deisy	 Janeth.	 “Lesividad	en	 los	bienes…,	
op.	cit.,	pp.	105,	106,	117,	118.	“Sólo	la	lesión	o	puesta	en	peligro	concreto	de	un	bien	




técnica,	 que	 estará	 justificada	 en	 la	medida	que	 el	 bien	protegido	 tenga	 la	 suficiente	
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	 Concluimos	 este	 repaso	 sobre	 los	 esfuerzos	 doctrinales	 por	 dotar	 de	
legitimidad	 a	 los	delitos	de	peligro	 abstracto	 señalando	que	nosotros	
pensamos	 que	 la	 generalización	 del	 Derecho	 Penal	 del	 peligro,	 y	
especialmente	 del	 peligro	 abstracto,	 no	 siempre	 proporciona	 los	me‐
dios	adecuados	para	tutelar	los	bienes	jurídicos	colectivos.	Protección	
que	se	puede	optimizar	si	se	parte	de	una	correcta	determinación	del	
bien	 jurídico,	 lo	 cual	 evitaría	 tipificar	 con	 tanta	 frecuencia	 conductas	
abstractamente	 peligrosas,	 dado	 que	 la	 correcta	 determinación	 del	




bienes	 jurídicos	 complementados	 (individuales),	 sino	 de	 los	 bienes	
jurídicos	complementarios	(colectivos).	En	todo	caso	nosotros	reitera‐
mos	 nuestra	 posición	 de	 que	 cuando	 se	 tenga	 que	 recurrir,	 por	 no	
existir	otra	opción	a	 los	delitos	de	peligro	abstracto,	debe	exigirse	un	
desvalor,	 al	 menos	 potencial,	 de	 resultado,	 solución	 que	 en	 nuestra	




El	 profesor	 Kratzsch	 que	 es	 un	 pionero	 en	 la	 defensa	 de	 la	 actual	
tendencia	 expansiva	 del	 Derecho	 Penal,	 entiende	 el	 ordenamiento	
penal	como	medio	para	una	óptima	reducción	de	perturbaciones	“en	el	
que	 no	 se	 deje	 ninguna	 posibilidad	 al	 azar”.	 Desde	 su	 concepción	 el	






                                                          
entidad	 como	 para	 ser	merecedor	 de	 tutela	 penal.	 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	 Teresa.	
Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	301,	302.	
185		 La	protección	total	de	bienes	jurídicos	propuesta	por	Kratzsch,	desborda	con	creces	la	
misión	 tradicional	del	Derecho	Penal	de	 tutelar	bienes	 jurídicos	 sólo	ante	 la	 lesión	o	




se	 muestra	 partidario	 de	 la	 utilización	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto,	justificando	el	empleo	de	los	mismos	por	la	vía	de	la	defensa	
del	 efecto	 preventivo	 general	 de	 la	 amenaza	 penal,	 aunque	 sea	
limitado,	como	también	por	la	vía	del	recurso	a	la	idea	de	la	prevención	
general	 positiva.	 Muy	 llamativa	 resulta	 su	 teoría	 sobre	 los	
Kumulationsdelikte	 en	 el	 ámbito	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente,	 a	 propósito	 del	 artículo	 324	 del	 Código	 Penal	 alemán	
relativo	a	la	contaminación	de	las	aguas,	argumentando	que	se	trata	de	
una	 estructura	 típica	 nueva	 que,	 en	 base	 a	 la	 relación	más	 o	 menos	
estrecha	 entre	 acción	 y	 bien	 jurídico,	 estaría	 secuencialmente	 por	
debajo	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 señalando	 que	 su	
justificación	 radica	 en	 el	 problema	 del	 gran	 número,	 esto	 es,	 en	 la	
consideración	del	peligro	que	se	produciría	si	todos	hicieran	lo	mismo,	
así	 Kuhlen	 entiende	 que	 es	 posible	 sancionar	 penalmente	 un	
comportamiento	individual	no	peligroso186.		
El	 profesor	 García‐Pablos	 de	 Molina,	 sobre	 los	 delitos	 acumulativos,	
señala	que	la	particularidad	más	novedosa	de	estas	figura	delictivas,	es	
la	de	no	exigir	 la	 lesión	ni	el	peligro	concreto	para	el	bien	 jurídico,	es	
más	 ni	 peligro	 abstracto,	 sino	 operar	 con	 el	 denominado	 “peligro	
global”,	que	no	es	más	que	un	peligro	presunto	o	estadístico	derivado	
del	 “daño	 acumulativo”	 o	 “efecto	 sumativo”	 que	 representa	 el	 temor	
del	 legislador,	 pero	 que	 en	 definitiva	 es	 una	 conducta	 inocua,	 en	 sí	
misma	 considerada,	 que	 se	 incrimina	 por	 el	 riesgo	 global	 estadístico	
que	 significaría	 su	 generalización,	 con	 la	 consiguiente	 quiebra	 del	
                                                          
131‐132.	 Critico	 con	 la	 idea	 de	 una	 expansión	 desmesurada	 del	 Derecho	 Penal	 del	











sin	 paliativos	 a	 la	 utilización	 de	 la	 técnica	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 para	 la	




principio	 de	 culpabilidad,	 al	 responder	 el	 autor	 ex	 iniuria	 tertii187.	
Nosotros	 pensamos	 que	 tal	 formulación	 vulnera	 además	 de	 forma	
evidente	 el	 principio	 de	 lesividad	 y	 de	 proporcionalidad,	 al	 no	 exigir	
una	valoración	de	la	gravedad	de	la	acción	individual188.		
Kindhäuser	 sostiene	 que	 estos	 tipos	 delictivos	 poseen	 una	 lesividad	
propia,	 dado	 que	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 no	 tutelan	 la	
integridad	de	los	bienes	 jurídicos,	sino	la	disposición	sin	riesgo	de	los	
mismos,	 utilizando	 para	 fundamentar	 la	 relevancia	 lesiva	 del	
comportamiento	 del	 autor	 la	 perspectiva	 de	 la	 víctima189.	 A	 este	








disponga	 de	 los	 conocimientos	 de	 un	 hombre	 inteligente	 del	 corres‐
                                                          
187		 GARCÍA‐PABLOS	DE	MOLINA,	Antonio.	Introducción	al	estudio…,	op.	cit.,	p.	577.	PÉREZ	
CEPEDA,	Ana	Isabel.	“De	la	sociedad	neoliberal…,	op.	cit.,	pp.	164,	165.	
188		 FEIJOO	 SÁNCHEZ,	 Bernardo.	 “Sobre	 la	 administrativización	 del	 Derecho	 Penal	 en	 la	
sociedad	 del	 riesgo”	 en	 DIAZ‐	MAROTO	 Y	 VILLAREJO,	 Julio.	 (Dir.).	Derecho	 y	 justicia	
penal.	 En	 homenaje	 al	 profesor	 Antonio	 González‐	 Cuellar	 García.	 Ed.	 Colex.	 Madrid.	










una	 carretera	 estrecha	 no	 autorizada	 para	 tal	 fin	 a	 altas	 horas	 de	 la	 noche.	
Presentándose	 la	 situación	 de	 que	 este	 conductor	 producto	 del	 cansancio	 y	 de	 las	







los	 conocimientos	 especiales	 del	 autor	 desde	 una	 perspectiva	 ex	
ante191.		
El	profesor	Kindhäuser	clasifica	 los	delitos	de	peligro	abstracto	en:	a)	
supuestos	 de	 protección	 especial	 (protección	 de	 la	 disposición	 de	
riesgos	de	bienes	de	una	persona	determinada)	donde	se	precisa	de	la	





“la	 no	 peligrosidad”.	 Es	 preciso	 recordar	 que	 para	 este	 autor	 estas	
normas	 no	 protegen	 la	 integridad	 de	 bienes	 jurídicos,	 sino	 “la	
disposición	 sin	 riesgos	 sobre	 los	 mismos”,	 a	 favor	 de	 esta	 tesis,	 en	
relación	 a	 los	 delitos	 contra	 la	 salud	 pública,	 se	 pronuncia	 Corcoy		
Bidásolo192	 asumiendo	 que	 estos	 tipos	 no	 están	 destinados	 a	 evitar	
resultados	lesivos	de	bienes	jurídico‐penales,	sino	que	comportan	una	
lesividad	 sui	 generis	 que	 consiste	 en	 “que	 la	 acción	 prohibida	
menoscaba	 las	condiciones	de	seguridad	que	son	 indispensables	para	
la	 disposición	 sin	 riesgo	 de	 los	 bienes	 jurídicos”,	 lo	 cual	 desde	 su	
                                                          
191		 Al	 respecto,	 Torío	 señala	 que	 “una	 ley	 que	 no	 prestara	 atención	 a	 las	 medidas	 de	
seguridad	adoptadas	por	el	autor	y	estableciese	una	presunción	iures	et	de	iure	de	que	
la	ejecución	de	la	acción,	externamente	caracterizada,	implica	un	peligro	consumado	o	




192		 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 Teresa.	 Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 257,	 260.	 CORCOY		
BIDÁSOLO,	Mirentxu.	 “Resultado	de	muerte	y	 lesiones	como	consecuencia	de	un	delito	
contra	 la	 salud	 pública”	 en	Anuario	de	Derecho	Penal	 y	Ciencias	Penales.	 1989,	 p.	 337.	
Siempre	deberá	probarse	que	en	el	caso	concreto,	ex	post	la	conducta	era	efectivamente	
peligrosa,	objetivamente	idónea,	“y	lesionaba	la	seguridad	y	la	confianza	del	ciudadano”.	
CORCOY	 	 BIDÁSOLO,	 Mirentxu.	 Delitos	 de	 Peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 24‐	 27,	 227.	 CORCOY		
BIDÁSOLO,	Mirentxu.	“Protección	de	bienes…,	op.	cit.,	pp.	393‐	395.	Sostiene	Kindhaüser	
que	 los	delitos	de	peligro	abstracto	 “no	están	para	proteger	bienes	 jurídicos,	 sino	para	
garantizar	seguridad,	entendiendo	que	el	bien	jurídico	no	es	punto	de	referencia	ni	para	
el	 reproche	 del	 injusto	 ni	 para	 el	 de	 culpabilidad.	 GOERNER,	 Gustavo.	 “Los	 delitos	 de	
peligro…,op.	 cit.,	 p.	 573.	 En	 contra	 de	 este	 planteamiento	 de	 Corcoy	 	 Bidásolo.	 SOTO	





to.	Esta	 tesis	en	nuestra	opinión	parece	 tener	por	pretensión	 librar	 a	
estos	 tipos	 delictivos	 de	 las	 críticas	 referidas	 a	 la	 ausencia	 de	 un	
desvalor	de	resultado	que	exprese	la	puesta	en	peligro	de	un	bien	jurí‐






pena	 (ya	 que	 lo	 contrario	 significaría	 erigir	 al	 Derecho	 Penal	 en	 la	
primera	ratio	del	control	social).	Dicho	esto,	se	puede	sostener	que	la	
noción	 de	 seguridad	 no	 posee	 la	 suficiente	 entidad	 jurídica	 para	
fundamentar	el	 injusto	penal,	dado	que	 tal	 situación	nos	conduciría	a	
establecer	“un	sistema	de	delitos	de	peligro	con	lesión	presunta”194.		
Hoyer	desde	una	posición	próxima	a	Kindhäuser,	opina	que	mediante	
los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 es	 preciso	 prohibir	 sin	 excepciones	
ciertas	 conductas	 con	 el	 fin	 de	 no	 dejar	 “el	 bien	 jurídico	 a	 la	
competencia	del	enjuiciamiento	del	autor”,	constituyendo	por	lo	tanto	
el	 fundamento	 de	 la	 criminalización	 de	 tales	 conductas	 “el	 riesgo	 de	
error”.	 Desde	 esta	 perspectiva	 las	 conductas	 peligrosas	 abstractas	
menoscaban	 la	 seguridad	 del	 bien	 jurídico	 en	 mayor	 intensidad	 en	
cuanto	sea	mayor	el	riesgo	de	que	el	autor	fracase	en	el	aseguramiento	
de	 su	 conducta,	 así	 mientras	 mayor	 número	 de	 medidas	 de	
aseguramiento	tome	el	autor	menor	es	su	“riesgo	de	error”,	de	lo	cual	
depende	la	relevancia	penal	de	la	conducta195.		
Algunos	 autores	 entre	 los	 que	 destacamos	 a	 Tiedemann	 afirman	 que	
para	la	protección	de	los	bienes	jurídicos	colectivos	(supraindividuales	
o	intermedios),	particularmente	en	el	área	de	acción	del	Derecho	Penal	
económico,	 resulta	 imprescindible	 recurrir	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 y	
fundamentalmente	a	los	delitos	de	peligro	abstracto,	siendo	partidarios	
                                                          
193		 CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	Derecho	Penal	del	Ambiente…,	op.	cit.,	p.	505.		
194		 Ibidem.,	p.	506.	La	prohibición	de	conductas	peligrosas	no	es,	por	tanto,	un	fin	en	sí	mismo,	






como	 fundamento	 de	 esta	 que	 el	 funcionamiento	 de	 los	 sistemas	
económicos	únicamente	puede	lograrse	mediante	el	mantenimiento	de	
determinadas	 garantías	 que	 aseguran	 una	 confianza	 abstracta	 que	
constituiría	 el	 contenido	 y	 condición	 de	 tal	 funcionamiento.	 En	
atención	 a	 ello	 afirman	que	 el	 uso	de	 esta	 técnica	 (peligro	 abstracto)	
debe	 prevalecer	 en	 las	 legislaciones	 contra	 la	 “criminalidad	
económica”,	 tanto	por	 la	 facilidad	probatoria	que	ofrece,	 como	por	 la	
necesidad	de	 tutelar	bienes	 jurídicos	 colectivos,	para	 cuya	protección	
les	resulta	 imprescindible	esta	configuración	típica.	Sin	embargo,	este	
profesor	 alemán	 aclara	 que	 no	 es	 únicamente	 la	 facilidad	 para	 la	
prueba	lo	que	ha	conducido	a	optar	por	los	delitos	de	peligro	abstracto	
sino	 fundamentalmente,	 la	 necesidad	 de	 proteger	 intereses	 jurídicos	
supraindividuales	“para	cuya	efectiva	tutela	no	resulta	imaginable	otra	
configuración	 típica”196.	 En	 la	 misma	 línea	 Fiandaca	 afirma	 que	 para	
algunos	 supuestos,	 “el	 instrumento	 más	 adecuado	 es	 el	 delito	 de	
peligro	abstracto,	precisamente	porque	 la	 intervención	penal	es	tanto	
más	 eficaz	 cuanto	 menos	 está	 condicionada	 por	 la	 verificación	 (en	
parte	siempre)	accidental	del	resultado	dañoso”197.	También	comparte	
estos	 planteamientos	 Pedrazzi198;	 nosotros	 suscribimos	 la	 idea	 de	
Méndez	Rodríguez	quien	señala	que,	es	precisamente	la	comodidad	y	la	
supuesta	 eficacia	 que	 supone	 la	 tipificación	 de	 acciones	 en	 general	 y	
                                                          
196		 TIEDEMANN,	Klaus.	Poder	Económico	y	Delito.	(Trad.	MANTILLA	VILLEGAS,	Amelia).	1ª	





que	Schünemann	se	opone	 tajantemente	a	 la	 anatemización	de	 los	delitos	de	peligro	
abstracto,	considerando	como	posición	reaccionaria	la	que	critica	la	utilización	masiva	
actual	 de	 este	 modelo	 delictivo	 por	 entender	 que	 se	 opone	 a	 la	 modernización	 del	
Derecho	Penal.	MENDOZA	BUERGO,	Blanca.	El	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp.	150‐	152.	
197		 Este	autor	señala	que	“respecto	a	la	vida	y	a	la	incolumidad	pública,	la	creación	de	tipos	
de	 peligro	 abstracto	 constituye	 el	 instrumento	 más	 eficaz”.	 FIANDACA,	 Giovanni.	 Il	
reato	 commissivo	mediante	 omissione.	Milan.	 1979,	 p.	 58.	 Idem.	 “La	 tipizzazione	 del	
pericolo”.	Dei	Delitti	 e	delle	pene.	1984,	 pp.	 445‐	 451.	 Cit.	 por	MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	
Cristina.	Los	Delitos	de	Peligro…,	op.	cit.,	pp.	81,	158,	216‐	220.	
198		 PEDRAZZI.	 “Problemi	 di	 técnica	 legislativa”.	 AAVV.	 Comportamienti	 economici	 e	




abstractamente	 peligrosas,	 el	motivo	 de	 la	 utilización	 indiscriminada	
de	 los	delitos	de	peligro	abstracto	en	el	ámbito	económico,	 lo	cual	en	
algunas	 ocasiones	 tiene	 como	 única	 finalidad	 la	 protección	 de	
directrices	económicas199.		
Mata	 y	 Martín	 señala	 que	 en	 los	 casos	 mencionados	 en	 el	 párrafo	
anterior,	la	protección	en	vez	de	realizarse	en	el	sentido	de	lesión	para	
el	 bien	 jurídico	 colectivo	 y	 peligro	 para	 el	 bien	 jurídico	 individual	 se	
realiza	 de	 forma	 inversa,	 es	 decir,	 de	 lesión	 para	 el	 bien	 jurídico	 de	
carácter	 personal	 y	 únicamente	 peligro	 para	 el	 bien	 colectivo,	
produciéndose	 un	 ensanchamiento	 del	 segmento	 de	 la	 conducta	 que	
resulta	 comprendido	 en	 la	 prohibición	 penal,	 pues	 ya	 no	 se	 exige	 la	
lesión	 del	 bien	 jurídico	 colectivo,	 lo	 cual	 lógicamente	 entra	 en	




la	 acción	debe	 avanzar	 hasta	producir	 el	menoscabo	 real	 (lesión)	del	
bien	 individual,	 y	 no	 el	mero	peligro,	 como	 sucedía	 en	 los	 anteriores	
supuestos	 de	 lesión‐peligro,	 generándose	 de	 esta	manera	 una	mayor	
indeterminación	de	 la	 conducta	punible,	pues	si	 como	 todos	sabemos	
existe	 una	 gran	 dificultad	 para	 poder	 fijar	 el	 momento	 de	 lesión	 del	
bien	 jurídico	 colectivo,	 mucho	 mayor	 problema	 representa	 poder	
determinar	el	momento	de	su	puesta	en	peligro,	donde	la	conducta	se	
desdibuja	en	extremo200.		
		 Este	 adelantamiento	 de	 la	 intervención	 penal	 como	 ya	 señalamos	
anteriormente	en	nuestra	opinión	obedece,	entre	otros	factores,	a	que	
es	 una	 vía	 relativamente	 cómoda,	 barata	 y	 aparentemente	 rentable	
política	 y	 socialmente	 para	 el	 Estado,	 pero	 también	 de	 manera	 muy	
importante	 a	 que	 es	 demandado	 como	 el	 instrumento	 de	 reacción	
jurídica	 que,	 aparentemente,	 ofrece	más	 confianza	 a	 la	 población,	 no	
sólo	para	resolver	la	sensación	de	inseguridad	como	potencial	víctima,	
                                                          






situación	 que	 sin	 embargo	 genera	 un	 problema	 de	 mucha	 trascen‐
dencia,	 el	 cual	 se	 presenta	 cuando,	 posteriormente,	 se	 demuestra	 su	
ineficacia	 en	 la	 prevención	 y	 la	 represión	 de	 los	 hechos	 que	 quieren	
prevenirse.	 El	 efecto	 simbólico	 de	 procurar	 sólo	 de	 modo	 aparente	
sensación	de	seguridad	a	la	población	y	de	estar	dando	respuesta	a	los	
problemas	 puede	 acabar	 provocando	 en	 muchos	 casos	 desconfianza	
hacia	el	propio	sistema.	Resultando	este	efecto	simbólico	finalmente,	al	
menos	 en	 algunos	 casos,	 disfuncional	 para	 el	 conjunto	 del	 sistema	
penal202.	 Otro	 aspecto	 a	 destacar	 en	 este	 sentido	 es	 que	 nos	 encon‐
tramos,	en	un	modelo	de	sociedad	dirigido	a	 “una	restricción	progre‐
siva	 de	 las	 esferas	 de	 actuación	 arriesgada”,	 lo	 cual	 puede	 verse	
reflejado	en	algunos	casos	de	desarrollo	doctrinal	y	 jurisprudencial,	y	
más	 aún,	 esto	 se	 pone	 de	manifiesto	 también	 en	 la	 sociedad	 en	 una	
resistencia	psicológica	frente	la	aceptación	del	caso	fortuito,	lo	cual	se	
materializa	 en	 una	 creciente	 tendencia	 hacia	 la	 transformación	 del	
accidente	 fortuito	 en	 injusto	 penal	 provocando	 el	 incremento	 de	
infracciones	 de	 deberes	 de	 cuidado,	 así	 como	 de	 la	 tipificación	 de	
delitos	 de	 peligro,	 lo	 que	 nos	 lleva	 a	 un	 aumento	 significativo	 del	
ámbito	de	intervención	del	Derecho	Penal203.	
Para	 concluir	 este	 apartado	 queremos	 señalar	 que	 para	 justificar	 la	
ampliación	de	los	delitos	de	peligro	abstracto	en	el	“moderno	Derecho	
Penal”,	 se	 ha	 propuesto	 “el	 principio	 de	 precaución”	 que	 trata	 del	
riesgo	ciertamente	sospechado	pero	no	previsible,	por	ser	inciertos	los	
soportes	 científicos	 que	 podrían	 identificarlo	 y	 describirlo.	 Como	
sabemos,	en	la	idea	de	prevención	que	justifica	los	delitos	de	peligro	se	
parte	 de	 la	 idea	 de	 la	 previsibilidad,	 mientras	 que	 el	 principio	 de	
precaución	parte	de	 la	sospecha	de	riesgos	graves	e	 irreversibles	que	
puede	 comportar	una	 actividad	determinada,	 en	 supuestos	 en	que	 se	
desconocen	las	leyes	causales,	se	trata	por	tanto	de	una	incertidumbre	
                                                          
201		 Uno	 de	 los	 rasgos	 más	 significativos	 de	 la	 sociedad	 de	 la	 era	 postindustrial	 es	 la	








sobre	 los	 procesos	 causales	 que	 puedan	 desencadenar	 dichas	
actividades.	 Es	 preciso	 señalar	 que	 los	 principales	 campos	 de	
aplicación	del	principio	de	precaución	 serían	 la	protección	del	medio	
ambiente	y	de	la	salud	pública.	Para	nosotros	la	idea	de	ampliación	de	
los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 tomando	 como	 base	 el	 principio	 de	





En	 opinión	 de	 Hassemer	 “el	 moderno	 Derecho	 penal”	 sólo	 de	 forma	
indirecta	tiene	que	ver	con	las	personas	consideradas	individualmente,	
pues	este	se	refiere	directamente	a	la	sociedad	o	bien	al	Estado,	de	esta	
manera	 la	 tutela	 de	 bienes	 jurídicos	 es	 cada	 vez	más	 una	 protección	
institucional,	 afirmando	 que	 estos	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 se	
caracterizan	porque	son	formulados	de	forma	vaga	y	a	grandes	rasgos,	
citando	 como	 ejemplo	 de	 ello	 a	 la	 salud	 pública	 o	 las	 subvenciones	
públicas.	 Además	 afirma	 que	 otro	 elemento	 que	 utiliza	 “el	 moderno	
Derecho	 Penal”	 para	 argumentar	 su	 capacidad	 de	 intervención	 es	 la	
técnica	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 siendo	 esta	 su	 forma	más	
representativa,	lo	cual	facilita	enormemente	la	actividad	judicial,	dado	
que	 únicamente	 hace	 falta	 probar	 la	 acción	 incriminada,	 cuya	
peligrosidad	no	tiene	que	ser	verificada	por	el	juez,	ya	que	sólo	ha	sido	
el	 motivo	 por	 el	 que	 el	 legislador	 la	 ha	 incriminado.	 Así	 el	 Derecho	
Penal	pasa	de	ser	un	instrumento	de	reacción	frente	a	las	lesiones	más	
graves	 de	 la	 libertad	 de	 los	 ciudadanos,	 para	 convertirse	 en	 un	
instrumento	de	política	de	seguridad205.	
                                                          
204		 CEREZO	MIR,	José.	“Los	delitos	de	peligro…,op.	cit.,	pp.	734‐	736.	
205		 HASSEMER,	Winfried.	Persona,	mundo,	 responsabilidad.	…,	op.	 cit.,	 pp.	 53‐	 56,	 68,	 69.	
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317‐	 321.	 MENDOZA	 BUERGO,	 Blanca.	 Límites	 dogmáticos…,	 op.	 cit.,	 pp.	 340‐	 361.	
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Este	 profesor	 alemán	 sostiene	 que	 el	 hecho	 de	 utilizar	 el	 Derecho	
Penal,	 no	 como	 última	 ratio	 sino,	 como	 primera	 o	 peor,	 como	 única	
ratio	haciéndolo	 intervenir,	en	contra	del	principio	de	subsidiariedad,	
siempre	que	parezca	rentable	políticamente,	coincide	con	la	pretensión	
de	 hacer	 de	 este	 un	 elemento	 de	 transformación.	 Afirmando	 además	
que	 también	 en	 las	 sociedades	 complejas	 puede	 fundamentarse	 el	
Derecho	desde	un	punto	de	vista	personalista,	por	tanto	afirma	que	en	
“el	Derecho	Penal,	 la	parte	que	más	 incide	en	 la	 libertad	humana,	 los	
bienes	 jurídicos	 universales	 se	 deben	 de	 precisar	 del	 mejor	 modo	
posible,	 y	 funcionalizarse	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 los	 bienes	
jurídicos	individuales”206.	
Otra	objeción	que	se	realiza	a	los	delitos	de	peligro	abstracto	es	que	no	
deben	 entenderse	 como	 sinónimos	 la	 peligrosidad	 de	 la	 acción	 y	 la	
afección	al	bien	jurídico,	ya	que	el	principio	de	ofensividad	exige	que	el	
bien	 jurídico	 sea	 “realmente	 afectado”,	 lo	 cual	 es	 coherente	 con	 los	
lineamientos	 que	 dicta	 la	 Constitución	 española,	 en	 el	 sentido	 de	
limitar	 la	 intervención	 penal	 a	 la	 protección	 exclusiva	 de	 bienes	
jurídicos	de	su	lesión	o	puesta	en	peligro207,	condición	que	estimamos	
no	se	cumple	al	establecer	simplemente	la	peligrosidad	de	la	conducta	
tomando	 como	base	 la	 experiencia	 general.	Arthur	Kaufmann	en	este	
sentido	 expresó	 que	 el	 injusto	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	
encuentra	 su	 fundamento	 en	 “la	 probabilidad	 de	 la	 probabilidad”	 de	
lesión	del	bien	jurídico208	y	Cramer	en	un	intento	de	compatibilizar	los	
delitos	 de	 peligro	 abstracto	 con	 el	 principio	 de	 culpabilidad,	 los	
interpreta	 como	 tentativas	 de	 delitos	 de	 peligro	 concreto,	 lo	 cual	 lo	
lleva	a	definir	los	delitos	de	peligro	abstracto	como	“la	probabilidad	de	
peligro	concreto”,	por	lo	cual	entiende	que	en	estos	casos	el	legislador	
                                                          
MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	GARCÍA	ARÁN,	Mercedes.	Derecho	Penal.	Parte	General.	6ª	
edición.	 Titrant	 lo	 Blanch.	 Valencia.	 2004,	 pp.	 302,	 303.	 Tomando	 distancia	 de	 las	
criticas	que	realiza	Hassemer	contra	los	delitos	de	peligro	abstracto.	CARO	CORIA,	Dino	
Carlos.	 Derecho	 Penal	 del	 Ambiente…,	 op.	 cit.,	 pp.	 501,	 502.	 Critica	 ante	 la	 postura	












sentido	 nosotros	 pensamos	 que	 cuando	 los	 comportamientos	 no	
afecten	 verdaderos	 bienes	 jurídico‐penales	 es	 mejor	 recurrir	 a	 las	
sanciones	de	carácter	administrativo,	u	otras	ramas	del	ordenamiento	
jurídico,	 que	no	precisan	del	 resultado	de	peligro,	 aunque	 sea	 este	 al	
menos	potencial	que	se	ha	destacado	antes	en	este	trabajo.		
Queremos	 señalar	 que	 un	 importante	 sector	 en	 la	 doctrina	 española	
sostiene	 que	 para	 decidir	 si	 se	 debe	 optar	 por	 el	 Derecho	 Penal	 o	 el	
Derecho	 Administrativo	 sancionador,	 se	 deberá	 atender	 a	 la	




peligro	 abstracto	 denominados	 de	 peligro	 hipotético,	 de	 peligro	
abstracto‐concreto	o	de	aptitud,	dejando	para	el	Derecho	Administra‐
tivo	 sancionador	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 puros,	 así	 como	 las	
formas	de	imperfecta	realización	de	tipos	de	puesta	en	peligro,	lo	cual	
no	significa	rechazar,	de	forma	absoluta,	la	tipificación	de	los	ilícitos	de	




dentro	 del	 marco	 social	 debiendo	 cumplirse	 con	 las	 exigencias	
derivadas	de	los	principios	de	merecimiento,	necesidad	e	idoneidad	de	
pena,	lo	cual	nos	lleva	a	concluir	en	este	sentido	que	el	Derecho	Penal	
deberá	 seguir	 tutelando	 los	 bienes	 jurídicos	 más	 importantes	 (las	
condiciones	 esenciales	 que	 todas	 las	 personas	 consideradas	 tanto	
individual	como	colectivamente	necesitan	para	su	autorrealización	y	el	
                                                          
209		 RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	Teresa.	Delitos	de	peligro…,	op.	cit.,	pp.	271‐	275.	En	contra	de	
la	 postura	 de	 Cramer	 de	 exigir	 que	 se	 dé	 “la	 probabilidad	 de	 la	 producción	 de	 un	
peligro	concreto”,	pues	supondría	la	introducción	en	el	tipo	de	un	requisito	ajeno	a	los	
delitos	de	peligro	abstracto.	CEREZO	MIR,	José.	“Los	delitos	de	peligro…,op.	cit.,	pp.	741,	
742.	 El	 profesor	 Roxin	 es	 de	 la	 opinión	 que	 entender	 el	 peligro	 abstracto	 como	 la	







principios	 de	 subsidiaridad,	 fragmentariedad	 y	 ultima	 ratio.	 En	 los	




“los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 puros”	 violar	 el	 principio	 de	 estricta	
protección	de	bienes	 jurídicos	y	su	correlato	el	principio	de	lesividad,	





que	 se	 dice	 que	 la	 antijuricidad	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	
refiriéndonos	a	los	“puros”,	carece	de	contenido	material;	así	el	injusto	
penal	 se	 fundamenta	 en	 la	 violación	de	 reglas	de	 comportamiento,	 lo	
cual	nos	conduciría	a	entender	que	la	misión	del	Derecho	Penal	ya	no	
sería	 la	 tutela	 de	 bienes	 jurídicos	 sino	 la	 de	 asegurar	 funciones	 o	
determinados	 valores	 éticos	 o	 morales211.	 En	 este	 sentido	 Bustos	
                                                          




GARCÍA	 DE	 PAZ,	 María	 Isabel.	 El	moderno	 Derecho…,	 op.	 cit.,	 pp.	 44‐	 47.	 SÁNCHEZ	
GARCÍA	DE	PAZ,	Isabel.	“La	criminalización	en	el	ámbito	previo…,	op.	cit.,	pp.	706‐	709,	
722.	El	profesor	Gómez	Tomillo	sostiene	que	a	pesar	de	todas	las	objeciones	que	se	le	
realizan	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 puros,	 y	 la	 conveniencia	 de	 su	
transformación	 en	 delitos	 de	 peligro	 hipotéticos,	 una	 política	 criminal	 realista	 no	











Ramírez212	 sostiene	 en	 contra	 de	 los	 tipos	 de	 abstracta	 peligrosidad,	
que	 estos	 responden	 a	 una	 errónea	 configuración	 del	 injusto,	 que	 se	
realiza	 sobre	 la	 base	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales,	 y	 no	 en	
función	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 que	 se	 pretende	 tutelar,	
afirmando	 que	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 contradicen	 los	
principios	 rectores	 del	 Derecho	 Penal,	 y	 en	 definitiva	 no	 hace	 falta	
recurrir	 a	 ellos	 dado	 que	 “desde	 una	 debida	 caracterización	 del	 bien	




de	estos	 tipos	delictivos	es	 la	 supresión	de	 la	 verificación	 judicial	del	
peligro,	 dado	 que	 este	 ya	 se	 ha	 determinado	 en	 abstracto	 por	 el	
legislador	 (presunción	 de	 peligro)214,	 por	 lo	 que	 también	 se	 objeta	 a	
estos	tipos	penales	la	violación	del	principio	de	responsabilidad	por	el	
                                                          
212		 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 Juan.	 Control	 Social…,	 op.	 cit.,	 p.	 198.	 HORMAZÁBAL	 MALARÉE,	
Hernán.	 “Consecuencias	 político	 criminales	 y	 dogmáticas	 del	 principio	 de	 exclusiva	
protección	 de	 bienes	 jurídicos”.	 PEREZ	 ALVAREZ,	 Fernando	 (Editor).	 Serta	 in	
memoriam	Alexandri	Baratta.	Ed.	Universidad	de	Salamanca.	2004,	pp.	1085‐	1087.	En	
la	 misma	 línea	 se	 pronuncia	 Méndez	 Rodríguez	 afirmando	 que	 con	 el	 fin	 de	 ser	
coherentes	 con	el	principio	de	 legalidad,	 impidiendo	que	el	 legislador,	 al	 amparo	del	
mismo,	pueda	establecer	como	delito	cualquier	tipo	de	actividad	que	quiera	reprimir,	
es	 necesario	 reconocer	 conjuntamente	 con	 el	 principio	 de	 legalidad	 el	 principio	 de	
ofensividad,	 ya	 que	 desde	 esta	 perspectiva,	 no	 cabe	 duda	 que	 la	 presunción	 de	 la	
afección	 al	 bien	 jurídico	 que	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 implican,	 resulta	
incompatible	 con	 el	 principio	 de	 estricta	 protección	 de	 bienes	 jurídicos.	 Afirmando	
además	esta	autora	que	en	los	delitos	de	peligro	abstracto	 la	posibilidad	de	 lesión	es	
indeterminable	y	por	ende	resulta	aún	más	indeterminable	el	peligro.	Lo	cual	conduce	








la	 referencia	 a	 los	 bienes	 jurídicos,	 así	 se	 castigan	 ciertas	 conductas	 porque	





hecho,	 y	 en	 el	 ámbito	 del	 Derecho	 Procesal	 Penal	 se	 habla	 de	 la	
presunción	 de	 culpabilidad	 en	 detrimento	 de	 la	 presunción	 de	
inocencia215.	Queremos	destacar	que	el	señalamiento	más	grave	que	en	




la	 peligrosidad	 de	 la	 acción	 a	 la	 necesaria	 verificación	 judicial”216.	 Al	
respecto,	Schröder217	manifiesta	que	la	vía	para	impedir	que	los	delitos	
de	 peligro	 abstracto	 sean	 delitos	 de	mera	 desobediencia	 radica	 en	 la	
admisión	de	 la	prueba	en	contrario	de	 la	 “no	peligrosidad”	en	el	caso	
concreto,	lo	que	nos	conduciría	a	la	exclusión	del	tipo	penal	cuando	se	
compruebe	 que	 el	 hecho	 no	 ha	 producido	 una	 puesta	 en	 peligro.	 Es	
preciso	 aclarar	 que	 esta	 tesis	 tuvo	 por	 objeto	 transformar	 la	
presunción	 iuris	 et	 de	 iure	 en	 una	 presunción	 iuris	 tantum.	 Sin	
embargo,	no	ha	encontrado	mayor	aceptación,	pues	 se	 considera	que	
no	 es	 compatible	 con	el	 principio	 in	dubio	pro	 reo,	 dado	que	 si	no	 se	
logra	 acreditar	 la	 ausencia	 del	 peligro,	 si	 el	 procesado	 corre	 con	 la	
carga	de	 la	prueba,	 la	presunción	operaria	en	perjuicio	del	autor,	y	si	
por	el	contrario	como	propone	Schröder	el	juez	corre	con	la	carga	de	la	
prueba,	 se	 entiende	 que	 se	 estaría	 desnaturalizando	 la	 voluntad	 del	
legislador218.	
                                                          









218		 A	 la	 propuesta	 de	 Schröder	 se	 le	 objeta	 que	 si	 el	 indiciado	 corre	 con	 la	 carga	 de	 la	
prueba,	 se	 estaría	 violando	 el	 principio	 in	 dubio	 pro	 reo,	 siempre	 que	 no	 se	 lograra	
probar	la	ausencia	del	peligro.	Si	se	exige	como	lo	hace	este	profesor	alemán	que	sea	la	
acusación	 o	 el	 juez	 los	 que	 corran	 con	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 se	 introduce	
subrepticiamente	 en	 el	 tipo	 la	 exigencia	 de	 un	 resultado	 de	 peligro,	 lo	 cual	 implica	






un	 contenido	 de	 injusto	 propio	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 así	
como	 aceptar	 la	 autonomía	 de	 las	 prohibiciones	 de	 poner	 en	 peligro	






exigir	 la	 presencia	 de	 un	 desvalor,	 al	 menos	 de	 carácter	 potencial	 de	
resultado	en	los	comportamientos	constitutivos	de	un	hecho	punible	no	
lesivo	 para	 el	 bien	 jurídico,	 lo	 cual	 no	 supone,	 de	 manera	 alguna,	 un	
rechazo	absoluto	a	la	técnica	de	los	delitos	de	peligro	abstracto,	pero	sí	
de	 mantener	 un	 recurso	 a	 la	 misma	 en	 el	 ámbito	 de	 lo	 excepcional,	
siendo	 necesario	 que	 concurran	 razones	 político‐criminales	 que	
fundamenten	de	forma	adecuada	su	utilización220.	
	 En	franca	oposición	a	los	delitos	de	peligro	abstracto	nos	encontramos	
con	 planteamientos	 como	 los	 sostenidos	 por	 Herzog,	 quien	 entiende	
que	el	origen	de	estos	se	encuentra	en	 la	 “inseguridad	social”,	en	 “las	
necesidades	de	seguridad”	y	de	“prevención	de	la	esencia	del	Estado”,	
lo	 cual	 transformaría	 al	 Derecho	 Penal	 en	 un	 instrumento	 de	
ordenación	política,	haciéndolo	perder	su	legitimidad	al	abandonar	los	
presupuestos	 básicos	 del	 Derecho	 Penal	 liberal221.	 Mendoza	 Buergo	
sostiene	 que	 actualmente	 existe	 una	 tendencia	 de	 sustituir	 o	 incluso	
evitar	 los	 delitos	 de	 peligro	 concreto	 a	 favor	 de	 la	 técnica	 de	 delito	
abstracto	que	soslaya	 los	difíciles	problemas	probatorios	de	aquellos.	
Manifiesta	 que	 esta	 tendencia	 en	 España	 aún	 no	 está	 tan	 acentuada	
                                                          
219		 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 Teresa.	 Delitos	 de	 peligro…,	 op.	 cit.,	 pp.	 267,	 270.	 “Sólo	 la	
individualización	de	un	resultado	de	peligro	para	el	bien	jurídico	nos	permite	entender	











como	 en	 Alemania,	 pero	 en	 su	 opinión	 se	 trata	 de	 una	 cuestión	 de	
grado	 de	 evolución	 de	 sistema,	 por	 lo	 cual	 el	 ordenamiento	 jurídico	
penal	 español	 pronto	 llegará	 al	 nivel	 del	 país	 germano,	 donde	
prácticamente	 ya	 no	 se	 utilizan	 los	 delitos	 de	 peligro	 concreto	 en	 las	
reformas	penales222.	
	 Al	 moderno	 Derecho	 Penal	 se	 le	 cuestiona	 en	 conjunto,	 que	 con	 el	
adelantamiento	 de	 la	 barrera	 de	 intervención	 penal	 y	 con	 la	
configuración	de	nuevos	bienes	jurídicos	relativos	al	sistema,	así	como	
con	la	flexibilización	de	las	estructuras	y	principios	del	Derecho	Penal	
consustanciales	 al	 Estado	 de	Derecho,	 se	 está	 ampliando	 en	 diversos	
sentidos	la	estructura	de	la	imputación	penal	orientada	básicamente	a	
la	 idea	 de	 daño	 o	 lesión.	 Creando	 de	 esta	 manera	 un	 derecho	
preventivo	simbólico	que	a	la	larga	resulta	ineficaz	y	contraproducente	
por	 falta	 de	 autoridad	 y	 de	 suficiente	 legitimidad	 desde	 el	 punto	 de	
vista	de	los	principios	informadores	del	Estado	de	Derecho223.	Resulta	
muy	importante	en	nuestra	opinión	recordar	que	hay	muchos	autores	
que	no	 forman	parte	 de	 las	 corrientes	 enfrentadas	 en	 este	 tema	que,	
por	 su	 carácter	 crítico	 y	 en	 parte	 conciliador	 con	 la	 necesidad	 de	
buscar	 soluciones	 a	 los	 nuevos	 problemas,	 aceptan,	 con	 algunas	
reservas,	la	asunción	por	el	Derecho	Penal	de	los	ámbitos	de	regulación	
constituidos	 por	 los	 nuevos	 riesgos,	 pero	 defendiendo	 la	 puesta	 en	
práctica	 de	 tal	 tutela,	 en	 su	 caso,	 con	 total	 respeto	 a	 los	 principios	
básicos	de	garantía	del	 “Derecho	Penal	del	Estado	de	Derecho	y	a	 las	
estructuras	clásicas	de	la	imputación	de	la	responsabilidad	penal”224.		
                                                          
222		 Uno	 de	 los	 rasgos	 que	 mejor	 caracteriza	 al	 moderno	 Derecho	 Penal	 es	 la	 creciente	
utilización	de	los	delitos	de	peligro	abstracto,	así	como	los	delitos	de	emprendimiento	
o	 de	 consumación	 anticipada	 y	 la	 punición	 especifica	 de	 actos	 preparatorios.	
Pretendiendo	con	este	adelantamiento	de	la	barrera	de	protección	penal	obtener	una	












VII.	 EL	 TRÁFICO	 DE	 PRECURSORES	 DE	 DROGAS	 COMO	 DELITO	 DE	
PELIGRO	ABSTRACTO		
	 Iniciamos	 este	 apartado	 recordando	 que	 por	 delitos	 de	 peligro	
abstracto	debemos	entender	aquellos	en	los	que	el	legislador	decide	su	
sanción	tomando	como	base	la	experiencia,	 la	peligrosidad	general	de	
determinadas	 conductas	 (teoría	 de	 la	 peligrosidad	 general)	 para	 el	
bien	 jurídico	 tutelado,	 de	 tal	manera	 que	basta	 con	 la	 realización	del	
comportamiento	típico	para	cometer	el	delito	de	forma	consumada,	así	
el	 autor,	 será	 castigado	 aun	 cuando	en	el	 caso	 concreto	 la	 acción	 “no	
hubiera	dado	lugar	a	un	auténtico	peligro,	razón	por	la	cual	se	afirma	





material	 de	 un	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 no	 basta	 con	 un	 mero	
desvalor	de	acción	que	se	materializa	en	la	peligrosidad	de	la	conducta,	
pues	sin	la	presencia	del	desvalor	de	resultado,	debiendo	diferenciarse	




manifestarse	 como	 idónea	 para	 afectar	 a	 un	 bien	 jurídico,	 lo	 que	
supone	no	 colocar	 a	 este	 en	una	 situación	que	no	quedaría	 explicada	
por	 la	 contemplación	 solamente	 de	 la	 acción,	 por	 lo	 tanto	 hay	 que	
concluir	 que	 la	 peligrosidad	 de	 la	 acción,	 incluso	 en	 los	 delitos	 de	
peligro	abstracto,	debe	comportar	un	riesgo	de	menoscabo	que,	por	lo	
menos	 a	 nivel	 lógico,	 se	 pueda	 distinguir	 de	 la	 acción	 propiamente	
dicha.	Como	 todos	 sabemos	un	 sector	muy	 importante	de	 la	doctrina	
española	exige	la	presencia	de	una	auténtica	aptitud	lesiva	de	la	acción	
de	 estos	 delitos,	 que	 se	 materialice	 en	 que	 la	 conducta	 posea	 la	
idoneidad	objetiva	para	 lesionar	o	poner	en	peligro	 concreto	un	bien	
jurídico	 colectivo.	 Sin	 embargo	 como	 todos	 sabemos	 la	discusión	que	







a	 conclusiones	 reconocidas	 de	 forma	 general,	 no	 obstante	 existe	 un	
consenso	significativo	sobre	la	necesidad	de	distinguir	distintos	grupos	
de	casos	con	problemas	configurados	de	forma	diferente.		
	 Nosotros	 queremos	 centrarnos	 particularmente	 en	 tres	 de	 las	
posiciones	 desarrolladas	 en	 la	 doctrina	 española	 para	 otorgar	
legitimidad	a	 los	delitos	de	peligro	abstracto,	 la	primera	de	ellas	es	 la	
que	 planteara	 el	 profesor	 Bustos	 Ramírez	 que	 sostiene	 que	 la	
protección	 se	 puede	 optimizar	 si	 se	 parte	 de	 una	 correcta	
determinación	 del	 bien	 jurídico,	 lo	 cual	 evitaría	 tipificar	 conductas	
abstractamente	 peligrosas,	 dado	 que	 la	 correcta	 determinación	 del	




bienes	 jurídicos	 complementados	 (individuales),	 sino	 de	 los	 bienes	
jurídicos	 complementarios	 (colectivos).	 Desde	 esta	 perspectiva	 se	
puede	asumir	que	las	conductas	comprendidas	en	los	delitos	relativos	
al	 tráfico	 de	 drogas	 tipificadas	 en	 el	 artículo	 368	 CP,	 sobre	 todo	 las	
relativas	 al	 tráfico	 o	 favorecimiento	 del	 consumo	 ilegal	 de	 estas	
sustancias	ilícitas	tales	como	el	almacenamiento	y	deposito,	transporte,	
exportación,	 importación,	 tránsito	 y	 sobretodo	 la	 enajenación	 y	 la	




                                                          
225		 En	 el	 caso	 del	 cultivo	 y	 la	 elaboración	 de	 drogas	 ilícitas	 nos	 encontramos	 ante	
actividades	preparatorias	encaminadas	a	 la	producción	de	 la	droga,	 “que	 la	previsión	
del	 legislador	 ha	 tipificado	 como	 delito	 en	 sí,	 en	 cuanto	 constituye	 antecedente	
necesario	 para	 la	 obtención	 del	 producto	 cuyo	 destino	 al	 tráfico	 se	 vislumbra”.	 No	
importando	que	el	tráfico	aparezca	como	algo	remoto	si	se	prevé	como	posible.	SOTO	








	 Entendemos	 que	 la	 protección	 de	 este	 bien	 jurídico,	 desde	 esta	
perspectiva,	 a	 través	 del	 artículo	 371	 CP	 en	 principio	 no	 estaría	
justificada,	 pues	 este	 tipo	 penal	 sanciona	 la	 fabricación,	 distribución,	
comercio	o	tenencia	de	precursores	de	drogas	a	sabiendas	de	que	van	a	
utilizarse	en	la	elaboración	de	drogas	ilícitas	o	para	estos	fines,	lo	cual	
a	 pesar	 del	 plus	 de	 peligrosidad	 que	 le	 aportan	 la	 obligación	 de	
comprobar	 los	 elementos	 subjetivos	 “a	 sabiendas	 de”	 o	 “para	 estos	
fines”	por	parte	del	juzgador,	no	representa	un	peligro	concreto	para	el	
bien	jurídico	tutelado.	No	obstante	queremos	poner	de	manifiesto	que	
en	 el	 caso	 de	 la	 tenencia	 de	 precursores	 de	 los	 estimulantes	 de	 tipo	
anfetamínico	tales	como	la	efedrina,	la	seudoefedrina,	la	norefedrina,	la	
P‐2‐P,	el	ácido	fenilacético,	la	3,4‐MDP‐2‐P,	piperonal,	el	ácido	lisérgico,	
la	 ergotamina,	 la	 ergometrina,	 el	 ácido	 N‐acetilantranílico	 o	 la	
piperidina226	en	nuestra	opinión	la	posibilidad	de	menoscabo	del	bien	




pues	 equivale	 a	 tener	 en	 estos	 una	 remesa	 de	 hojas	 de	 coca,	 incluso	
pasta	 de	 coca,	 o	 el	 latex	 de	 la	 adormidera	 listas	 para	 proceder	 a	
fabricar	 cocaína	 o	 heroína,	 por	 lo	 tanto	 podrían	 equiparase	 a	 la	 fase	
final	del	cultivo	de	drogas	o	a	la	inicial	de	la	elaboración	de	las	mismas.	
Sin	 embargo	 queremos	 precisar	 que	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores	 de	 drogas	 se	 exige	 a	 través	 del	 elemento	 subjetivo	
adicional	el	 conocimiento	por	parte	del	autor	o	de	 los	autores	de	que	
dichas	sustancias	serán	utilizadas	en	 la	 fabricación	 ilícita	de	drogas	o	
para	 estos	 fines,	 mientras	 que	 las	 conductas	 preceptuadas	 en	 el	
artículo	 368	 CP	 se	 requiere,	 algo	 más,	 que	 el	 autor	 o	 los	 autores	
                                                          
226		 Estos	 12	 precursores	 (11	 del	 Cuadro	 I	 y	 1	 del	 Cuadro	 II)	 del	 Convenio	 de	Naciones	
Unidas	de	1988	 son	 la	materia	 prima	principal	 para	 la	 elaboración	de	 los	 siguientes	
estimulantes	 de	 tipo	 anfetamínico:	 la	 anfetamina,	 la	 metanfetamina,	 el	 MDA	
(tenamfetamina	 o	 píldora	 del	 amor),	 MDMA	 (éxtasis),	 MDE	 (Eva),	 N‐hidroxi‐MDA	
(Hidroxilamina),	ácido	lisérgico,	metacualona,	meclocualona	y	fenciclidina.	De	las	otras	
cinco	 sustancias	 catalogadas	 del	 Cuadro	 I	 del	 Convenio	 antes	 citado	 tres	 se	 utilizan	
para	 elaborar	 precursores	 de	 drogas	 en	 los	 laboratorios	 clandestinos,	 el	 safrol	 para	
fabricar	isosafrol,	piperonal	y	3,4‐MDP‐2‐P,	el	isosafrol	para	elaborar	piperonal	y	3,4‐
MDP‐2‐P,	 y	 el	 APAAN	 para	 fabricar	 P‐2‐P.	 Mientras	 que	 el	 Anhídrido	 acético	 y	 el	




pretendan	 “la	 difusión	 del	 consumo	 ilegal”227.	 Excluyendo	 de	 esta	




	 En	 caso	 del	 artículo	 373	 del	 CP	 en	 que	 sanciona;	 la	 provocación,	 la	
conspiración	 y	 la	 proposición	 del	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	
tóxicas,	estupefacientes	y	psicotrópicos,	no	podemos	decir	otra	cosa,	se	
produce	 un	 adelantamiento	 de	 la	 barrera	 punitiva	 a	 todas	 luces	
insostenible,	 pues	 se	 sancionan	 los	 actos	 preparatorios	 de	 los	 actos	
preparatorios	de	tráfico	de	drogas	o	en	el	mejor	de	los	casos	los	actos	
preparatorios	 de	 la	 tentativa	 del	 tráfico	 de	 drogas,	 por	 lo	 cual	 la	
posibilidad	 de	 poner	 en	 peligro	 concreto	 el	 bien	 jurídico	
complementario	 (la	 salud	 pública)	 es	más	 que	 remota	 y	 por	 lo	 tanto	
carece	totalmente	de	legitimidad.	
La	 otra	 idea	 que	 queremos	 destacar	 es	 la	 sostenida	 por	 el	 profesor	
Torío	López	quien	propuso	que	cuando	se	 tenga	que	 recurrir,	por	no	
existir	 otra	 opción,	 a	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 debe	 exigirse,	
además	 del	 desvalor	 de	 acción,	 un	 desvalor	 al	 menos	 potencial	 de	





Por	 tanto	 el	 delito	 requiere	 una	 acción	 que	 por	 sus	 propiedades	
















de	 tipo	 anfetamínico	 en	un	 local	 cercano	 al	 laboratorio	 ilícito	 o	 en	 el	
mismo	 donde	 tengan	 previsto	 elaborar	 anfetamina,	 metanfetamina,	
éxtasis	y	similares,	LSD,	metacualona,	meclocualona	o	fenciclidina.		
En	 este	 momento	 cabe	 recordar	 que	 el	 artículo	 371	 CP	 a	 través	 del	
elemento	subjetivo	adicional	“a	sabiendas	de”	o	“para	estos	fines”	exige	




que	 los	 delitos	 de	 peligro	 nunca	 reclaman	 un	 grado	 determinado	 o	
coeficiente	matemático	exacto	de	peligrosidad	del	comportamiento,	así	
como	 que	 las	 conductas	 comprendidas	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores	 de	 drogas	 la	 mayoría	 de	 las	 veces	 son	 realizadas	 por	
auténticas	 mafias	 que	 operan	 a	 nivel	 internacional	 (criminalidad	
organizada),	con	bastante	éxito	debido	a	su	gran	capacidad	económica	
y	 de	 innovación,	 utilizando	 los	 mismos	 métodos	 y	 medios	 que	 usan	
para	el	tráfico	de	drogas.	No	obstante	entendemos	las	reservas	que	un	
sector	 muy	 importante	 de	 la	 doctrina	 tiene	 al	 respecto,	 pues	 la	
incriminación	de	la	tentativa	de	los	delitos	de	peligro,	bien	sea	este	real	
o	 potencial	 no	 debe	 estar	 legitimada229	 sin	 más,	 y	 por	 ende,	 mucho	
menos	la	de	actos	preparatorios	de	delitos	de	peligro”230.	En	el	caso	del	
artículo	 373	 CP	 desde	 esta	 perspectiva	 se	 puede	 concluir	 que	 su	






conductas	 comprendidas	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas	estarían	justificadas	sin	mayores	problemas.	En	este	sentido	se	









pronuncia	 un	 sector	 importante	 de	 la	 jurisprudencia	 en	 España	
afirmando	que	“el	peligro	abstracto	no	debe	de	ser	confundido	con	el	
peligro	 presunto,	 de	 forma	 que	 cualquier	 acción	 que	 cumpla	
objetivamente	la	hipótesis	legal,	se	entienda	ya	per	se,	sin	admisión	de	
prueba	o	estimación	en	contrario,	 integradora	del	delito,	pues	tal	tipo	








presente	 en	 la	 acción	 para	 que	 ésta	 incluya	 en	 sí	 el	 contenido	 de	 la	
antijuricidad	 penal	 y	 la	 adecuación	 al	 tipo	 necesario	 para	 su	 ilicitud	
penal”231.	
		 Una	 vez	que	hemos	 realizado	 estas	puntualizaciones,	 queremos	decir	
que	 nosotros	 pensamos	 que	 una	 política	 criminal	 de	 protección	
autónoma	 de	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 no	 precisa	 en	 términos	 de	
eficacia,	 recurrir	 siempre	 a	 la	 punición	 del	 peligro	 abstracto.	 Nos	
parece	necesario	también	señalar	que	la	tutela	autónoma	de	los	bienes	
colectivos	 no	 excluye	 de	 ninguna	 manera	 la	 relación	 de	
complementariedad	 con	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales	 ni	 su	
exoneración	 de	 las	 exigencias	 que	 se	 derivan	 de	 los	 criterios	 de	
merecimiento	 y	 necesidad	 de	 pena.	 También	 es	 preciso	 recordar	 en	
este	 momento	 el	 papel	 que	 debe	 desempeñar	 el	 principio	 de	




                                                          
231		 STS	 (ROJ:	 3499/1993)	de	29	de	mayo	de	1993.	 Ponente	D.	Cándido	Conde‐Pumpido	
Ferreiro.	Deben	quedar	excluidas	de	sanción	aquellas	conductas	en	que	a	pesar	de	 la	
apariencia	de	realizar	 la	conducta	 típica,	pueda	descartarse	 totalmente	 la	posibilidad	
de	 generación	 de	 riesgo	 para	 el	 bien	 jurídico	 tutelado.	 SEQUEROS	 SAZATORNIL,	
Fernando.	El	tráfico	de	drogas…,	op.	cit.,	p.	72.	
232		 “Es	evidente	que	nada	favorece	tanto	la	criminalidad	como	la	penalización	de	cualquier	




de	 determinadas	 actividades	 peligrosas	 a	 través	 de	 ellos,	 pues	 no	 es	
esta	 una	 función	 propia	 del	 Derecho	 Penal,	 y	 mucho	menos	 se	 debe	
tratar	 de	 asignarle	 esta	 misión	 sacrificando	 los	 principios	 que	 lo	
legitiman233.	
De	 lo	 expuesto	 hasta	 ahora	 en	 este	 capítulo	 se	 deduce	 que	 nos	
oponemos	 de	 forma	 categórica	 a	 la	 creación	 de	 delitos	 de	 peligro	
abstracto	que	tengan	como	base	una	función	meramente	organizativa,	
como	ocurre	en	aquellos	ilícitos	basados	en	la	ausencia	o	infracción	de	
una	 autorización	 o	 control	 administrativo,	 los	 cuales	 en	 nuestra	
opinión	deben	cumplir	con	la	exigencia	que	plantea	que	el	núcleo	de	la	
acción	 punible	 debe	 consistir	 en	 algo	 más	 que	 una	 infracción	 de	
normas	administrativas,	dado	que	de	no	ser	así	se	diluye	notablemente	
el	 instituto	de	 la	pena,	por	 lo	cual	reivindicamos	que	ante	 la	ausencia	
de	un	peligro,	al	menos	de	carácter	potencial,	para	un	bien	jurídico	de	
suficiente	entidad,	 tales	supuestos	deben	de	sancionarse	en	el	ámbito	
del	 Derecho	 Administrativo	 sancionador,	 o	 bien	 en	 otra	 área	 del	
Derecho	 según	 corresponda.	 Igual	 opinión	 mantenemos	 sobre	 la	
penalización	de	los	denominados	delitos	acumulativos	que	vulneran	de	
forma	 indudable	 el	 principio	 de	 lesividad	 y	 de	 proporcionalidad	 al	
desentenderse	 totalmente	 de	 realizar	 la	 respectiva	 valoración	 de	 la	
gravedad	de	la	acción	individual.		
Por	 todos	 los	 problemas	 que	 se	 han	 señalado	 sobre	 los	 delitos	 de	




deberá	 optarse	 por	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 que	 además	 de	
acreditar	 la	 peligrosidad	 de	 la	 conducta	 (desvalor	 de	 acción)	
comporten	un	desvalor	de	resultado,	al	menos	potencial	o	intermedio,	
en	el	que	si	bien	no	se	exige	un	resultado	estructural,	si	sea	necesaria	











a	 bienes	 jurídicos	 de	 la	 mayor	 importancia	 para	 que	 esta	 extrema	
tutela	 esté	 justificada,	 lo	 que	 de	 ninguna	 manera	 significa	 dar	 la	
espalda	a	la	realidad	social,	pues	entendemos	que	las	transformaciones	
económicas	 y	 tecnológicas	 que	 han	 hecho	 surgir	 nuevas	 entidades	
(bienes	 colectivos)	 que	 cumplen	 con	 los	 criterios	 anteriormente	
señalados	deben	ser	objeto	de	protección	del	Derecho	Penal.	
Para	concluir	este	capítulo	es	necesario	decir	que	en	el	caso	del	delito	
de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 como	 ya	 señalamos	 antes,	
pensamos	 que	 atendiendo	 a	 principios	 y	 criterios	muy	 asentados	 en	
teoría	 del	 delito	 tales	 como:	 el	 principio	 de	 lesividad,	 de	
fragmentariedad,	 subsidiaridad	y	ultima	 ratio	 las	 conductas	previstas	
en	este	tipo	penal	no	tienen	la	suficiente	entidad	para	su	protección	de	
forma	autónoma	en	el	Derecho	Penal	mediante	la	técnica	de	los	delitos	
de	 peligro	 abstracto,	 a	 pesar	 de	 que	 tutela	 un	 bien	 jurídico	 de	 suma	
importancia	como	la	salud	pública,	que	como	todos	sabemos	es	un	bien	
jurídico	que	merece	protección	penal,	 la	 cual	 se	encuentra	 justificada	
en	 la	mayoría	de	 supuestos	establecidos	en	 los	delitos	 relativos	al	de	
tráfico	 de	 drogas,	 pero	 no	 se	 puede	 decir	 lo	mismo	 en	 el	 caso	 de	 las	
conductas	 contempladas	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas,	dado	que	 la	posibilidad	de	afectación	de	este	bien	 jurídico	es	
más	lejana.	Recordemos	que	se	trata	de	actos	preparatorios	del	delito	
de	 tráfico	 de	 drogas	 que	 por	 decisión	 del	 legislador	 se	 elevan	 a	 la	
categoría	de	delito	autónomo,	de	hecho	estos	comportamientos	no	son	
simples	 infracciones	 formales	porque	 tienen	 incorporado	el	 elemento	
subjetivo	adicional	“a	sabiendas	de”	o	“para	estos	fines”,	de	no	ser	así	el	
artículo	 371	 CP	 tendría	 que	 ser	 declarado	 inconstitucional	 en	 los	
mismos	términos	que	lo	fue	el	artículo	509	del	anterior	Código	Penal.	
No	 obstante	 creemos	 que	 la	 introducción	 del	 elemento	 subjetivo	
adicional	 antes	 mencionado	 permite	 que	 no	 se	 pueda	 afirmar	 con	
propiedad	que	se	trate	de	un	delito	de	peligro	presunto	que	castiga	un	
acto	 de	 mera	 desobediencia,	 pues	 los	 comportamientos	 de	 fabricar,	
transportar,	distribuir,	comerciar	o	tener	en	su	poder	las	24	sustancias	
catalogadas	 como	precursores	 de	drogas	 con	 la	 finalidad	de	 elaborar	
drogas	 ilícitas	 aunque	 no	 representan	 la	 producción	 de	 un	 peligro	
efectivo	 para	 el	 bien	 jurídico	 salud	 pública,	 sí	 constituyen	 acciones	
aptas	para	producir	un	peligro	a	este	bien	jurídico,	se	trata	por	lo	tanto	
de	 la	posibilidad	y	no	de	 la	 realidad,	del	peligro	para	el	bien	 jurídico	
tutelado,	 lo	 cual	 podría	 permitir	 apreciar	 de	 alguna	 manera	 un	
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desvalor	 potencial	 de	 resultado,	 como	 señalamos	 antes,	 no	 libre	 de	
críticas	por	un	sector	importante	de	la	doctrina	española.		
En	 este	 sentido	 es	 importante	 destacar	 que	 la	 doctrina	 mayoritaria	
sostiene,	esgrimiendo	argumentos	de	peso,	que	el	delito	de	 tráfico	de	
precursores	de	drogas	en	principio	no	tiene	la	suficiente	entidad	para	
su	protección	de	 forma	autónoma	en	 el	Derecho	Penal	 al	 ser	un	 acto	




una	 figura	 de	 poca	 eficacia,	 no	 reduciría	 de	 manera	 significativa	 la	
protección	del	bien	jurídico	tutelado	por	este	tipo	penal,	puesto	que	en	
los	supuestos	más	graves	de	tráfico	de	precursores	de	drogas	se	podría	
recurrir	 al	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas	 mediante	 el	 empleo,	 para	
sancionar	 dichas	 conductas,	 de	 las	 reglas	 previstas	 para	 la	 autoría	 y	
participación,	así	como	las	de	las	formas	de	imperfecta	ejecución,	pues	
de	hecho	ya	se	hacía	antes	de	la	aprobación	de	este	tipo	penal234	y	en	




en	 el	 artículo	 344	 del	 Código	 Penal,	 pues	 podían	 perseguirse	 como	 tentativa	 de	 los	
tipos	que	ahí	se	recogen”.	RODRÍGUEZ	DEVESA,	José	María.	SERRANO	GÓMEZ,	Alfonso.	
Derecho	Penal	Español.	Parte	Especial.	 Decimoctava	 edición.	Dykinson.	Madrid.	 1995,	




tipificación	del	 objeto	material	 sino	que	adelanta	 la	barrera	punitiva	hasta	 cualquier	
acto	 de	 la	 cadena	 de	 producción,	 de	 esta	 manera	 bastará	 con	 la	 realización	 de	
cualquiera	de	 los	 pasos	 tendentes	 a	 la	 obtención	de	 la	 droga,	 siendo	 completamente	
equivalente	 cualquier	 aportación	 a	 la	 cadena	 de	 elaboración.	 QUINTERO	 OLIVARES,	
Gonzalo	(Dir).	MORALES	PRATS,	Fermín	(Coord.).	Comentarios	al	Código	Penal	Español.	
Tomo	II.	6ª	edición.	Aranzadi/Thomson	Reuters.	Navarra.	2011,	p.	935.	Es	preciso	decir	
que	 antes	 de	 la	 aprobación	 en	 la	 legislación	 española	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores	de	drogas	en	el	Código	Penal,	artículos	344	bis	g)	y	344	 j),	a	partir	de	 la	
Ley	Orgánica	8/1992	de	23	de	diciembre,	podía	sancionarse	por	el	delito	de	tráfico	de	
drogas	 la	 tenencia	 de	 precursores	 sin	 que	 se	 encontraran	 ni	 siquiera	 residuos	 de	
alguna	 droga	 ilícita,	 ni	materia	 prima	 básica	 para	 su	 fabricación,	 tal	 es	 el	 caso	 de	 la	
Sentencia	del	Tribunal	Supremo	del	día	13	de	mayo	de	1996	que	condena	como	autor	





los	 casos	de	menor	 relevancia	podrían	 sancionarse,	 como	ya	 se	hace,	
con	 las	 infracciones	 previstas	 en	 la	 Ley	 4/2009	 de	 control	 de	
precursores	 de	 drogas235	 (Derecho	 Administrativo)	 donde	 sí	 se	
encuentra	plenamente	justificada	la	protección	de	este	bien	jurídico.	
Sin	 embargo	 somos	 conscientes	 de	 que	 existen	 muy	 pocas	
posibilidades	 de	 que	 se	 produzca	 un	 cambio	 de	 orientación	 en	 la	
política	 criminal	 sobre	 este	 ilícito	 (que	 tiene	 ya	 casi	 25	 años	 de	
vigencia),	pues	España	está	obligada	a	sancionar	penalmente	este	tipo	
de	 conductas	 para	 darle	 cumplimiento	 a	 sus	 compromisos	
internacionales	 tales	 como	 el	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988	 y	 otras	
normativas	 comunitarias	 como	 la	 Decisión	 Marco	 2004/757/JAI	 del	
Consejo,	de	24	de	octubre	que	señala	de	forma	expresa	la	necesidad	de	
que	 los	 Estados	 miembros	 sancionen	 con	 penas	 máximas	 de	 5	 a	 10	
                                                          
ocuparon	en	un	registro	en	su	vivienda	en	Villagarcía	de	Arosa	“tres	hojas	tamaño	folio	
escritas	a	mano,	en	las	que	se	describían	procedimientos	relativos	a	la	transformación	
de	 diversos	 productos,	 en	 cocaína,	 mediante	 el	 uso	 de	 sustancias	 químicas.	
Encontrando	después	en	un	alpendre,	una	botella	de	ácido	clorhídrico,	otra	de	ácido	
sulfúrico,	 otra	 de	 éter	 etílico,	 un	 frasco	 de	 permanganato	 potásico	 (precursores	 de	
drogas),	un	frasco	de	agua	fuerte	y	otra	de	amoniaco	(sustancias	no	catalogadas).	STS	






pasta	 base	 de	 esta	 sustancia.	 Para	 lo	 cual	 se	 dieron	 a	 la	 tarea	 de	 adquirir	 pequeñas	
cantidades	de	algunos	precursores	en	la	zona,	los	que	posteriormente	les	decomisaron,	
siendo	 estos	 ácido	 sulfúrico,	 acetona	 y	 ácido	 clorhídrico	 y	 de	 otras	 sustancias	 no	
catalogadas	 como	 el	 etanol,	 así	 como	 dos	 ollas	 express	 y	 un	 manuscrito	 donde	
aparecían	 un	 listado	 de	 sustancias	 y	 equipos	 necesarios	 que	 podrían	 servir	 para	
elaborar	la	droga.	El	laboratorio	clandestino,	rudimentario,	lo	pensaban	montar	en	un	
remolque	 en	 las	 afueras	 de	 la	 ciudad,	 ahí	 estaban	 reunidos	 sin	 empezar	 a	 fabricar	
“basuco”	o	cocaína	y	sin	tener	la	necesaria	pasta	base	(materia	prima),	cuando	fueron	
detenidos	por	dos	oficiales	de	la	Guardia	Civil.	Los	cinco	acusados	fueron	condenados	
por	 el	 Tribunal	 de	 Instancia	 como	autores	 responsables	 de	 un	delito	 contra	 la	 salud	
pública	del	artículo	344	del	Código	Penal,	en	grado	de	conspiración,	sin	la	concurrencia	









en	 el	 seno	 de	 una	 organización	 criminal.	 Además	 es	 necesario	
puntualizar	 que	 quienes	 mayoritariamente	 realizan	 las	 conductas	
preceptuadas	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 son	
organizaciones	criminales	que	operan	a	nivel	internacional,	con	mucho	






precursores	 que	 se	 utilizan	 para	 la	 elaboración	 de	 la	 cocaína	 y	 la	
heroína,	y	el	20%	de	los	estimulantes	de	tipo	anfetamínico,	lo	cual	nos	
hace	 dudar	 sí	 podría	 enfrentarse	 esta	 área	 de	 la	 narcoactividad	 en	
buena	 medida	 sin	 la	 intervención	 del	 Derecho	 Penal,	 y	 de	 su	 tutela	
adelantada	 mediante	 un	 delito	 de	 peligro	 abstracto,	 sumamente	
cuestionado,	como	el	preceptuado	en	el	artículo	371	del	Código	Penal,	
y	 de	 la	 aplicación	 de	 medidas	 como	 la	 entrega	 vigilada,	 el	 uso	 de	
agentes	encubiertos	o	las	intervenciones	telefónicas	ajenas	al	Derecho	
Administrativo.	 En	 todo	 caso	 nosotros	 ante	 la	 imposibilidad	 real	 de	
derogación	del	delito	antes	mencionado	nos	proponemos	trabajar	en	el	
capítulo	 correspondiente	 al	 tipo	 objetivo	 en	 aras	 de	 ofrecer	 unas	
pautas	de	 interpretación	 lo	más	 seguras	posibles	y	 respetuosas	 tanto	
de	 los	 principios	 básicos	 de	Derecho	Penal,	 como	del	 Estado	 Social	 y	
Democrático	 de	 Derecho236,	 que	 parten	 de	 la	 exigencia	 de	 la	




al	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988	 y	 demás	 normas	 comunitarias	 sobre	 el	 tráfico	 de	
precursores.	 Para	 que	 nos	 hagamos	 una	 idea	 del	 alcance	 de	 la	 aplicación	 de	 este	
Convenio	 internacional	 hay	 que	 decir	 que	 un	 total	 de	 189	 Estados	 o	 territorios	 del	
mundo	 sancionan	 estas	 conductas	 en	 sus	 ordenamientos	 penales	 internos	 (lo	 que	
representa	 el	 95.45%	 del	 total	 de	 países	 o	 territorios).	 Precursores	 y	 sustancias	
químicas	 frecuentemente	 utilizados	 para	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 y	
sustancias	 sicotrópicas.	 Informe	 de	 la	 Junta	 Internacional	 de	 Fiscalización	 de	
Estupefacientes	 correspondiente	 a	 2014	 sobre	 la	 aplicación	 del	 artículo	 12	 de	 la	
Convención	de	Naciones	Unidas	contra	el	Tráfico	 Ilícito	de	Estupefacientes	y	Sustancias	
Sicotrópicas	 de	 1988.	 JUNTA	 INTERNACIONAL	 DE	 FISCALIZACIÓN	 DE	
ESTUPEFACIENTES.	Ed.	Naciones	Unidas.	New	York.	2015,	p.	7.	Sobre	la	legitimidad	de	
los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 Roxin	 señala	 que	 donde	 “una	 conducta	 peligrosa	




un	 contacto	 entre	 la	 acción	y	 el	 bien	 jurídico,	 en	 cuya	 virtud	hubiera	
podido	producirse	un	peligro	efectivo	a	éste,	o	al	menos	como	un	mal	
menor	un	peligro	de	carácter	potencial237.	
                                                          
jurídico	y	 tampoco	se	vulnera	el	principio	de	culpabilidad,	entonces	son	 inobjetables	
incluso	los	delitos	de	peligro	abstracto”,	citando	como	ejemplo	de	ello	el	artículo	316	
del	 Código	 Penal	 alemán	 que	 sanciona	 la	 conducción	 de	 vehículos	 a	 motor	 bajo	 la	
influencia	 de	 bebidas	 alcohólicas.	 ROXIN,	 Claus.	Derecho	 Penal.	 P.	G…,	 op.	 cit.,	 p.	 60.	












diciembre	de	1988,	 ratificando	dicho	 instrumento	 internacional	 en	 el	
ordenamiento	 jurídico	 interno	 el	 día	 30	 de	 julio	 de	 1990	 (BOE	 núm.	
270),	 ajustando	 de	 esta	 manera	 la	 legislación	 española	 a	 las	 obliga	
ciones	 internacionales	 que	 impone	 este	 Convenio,	 así	 como	 a	 los	 re‐
glamentos	y	directivas	comunitarias	sobre	el	tema.	La	parte	correspon‐
diente	 al	 tráfico	 de	 precursores	 de	 este	 Convenio	 se	 incorporó	 en	 el	
ordenamiento	español	en	el	Derecho	Administrativo	en	la	Ley	3/1996,	
sobre	 medidas	 de	 control	 de	 sustancias	 químicas	 catalogadas,	
susceptibles	 de	 desvío	 para	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 drogas1,	 y	 en	 el	
ordenamiento	penal	en	los	artículos	344	bis	g)	y	344	bis	j)	del	Código	
Penal	 anterior	 (a	 partir	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 8/1992,	 del	 23	 de	
diciembre)2,	y	que	actualmente	se	encuentra	preceptuado	en	el	artículo	
371	del	Código	Penal	vigente,	que	establece:	
                                                          
1		 Como	antecedentes	de	esta	norma	en	el	ordenamiento	jurídico	español	queremos	citar	
por	 su	 importancia	 la	 Orden	 del	 10	 de	 diciembre	 de	 1991	 (RLC	 11991/2969),	 del	
Ministro	de	Relaciones	con	 las	Cortes	y	de	 la	Secretaría	del	Gobierno,	 la	 cual	 se	creó	
con	 la	 finalidad	de	 regular	 algunos	 aspectos	de	 competencia,	 como	 los	 referidos	 a	 la	
designación	 de	 la	 autoridad	 competente	 para	 el	 otorgamiento	 y	 supervisión	 de	 las	
autorizaciones	 de	 exportación	 de	 las	 sustancias	 catalogadas.	 Esta	 Orden	
posteriormente	 fue	 derogada	 por	 la	 Orden	 del	 15	 de	 noviembre	 de	 1994	 (RLC	
1994/3244),	 del	 Ministro	 de	 la	 Presidencia,	 por	 la	 que	 se	 regula	 el	 control	 de	 los	
precursores	de	drogas,	donde	se	desarrolla	ya	de	mejor	forma	los	requisitos	y	trámites	
para	 la	 importación,	 exportación	 y	 tránsito	 de	 los	 precursores	 de	 drogas.	
Posteriormente	 la	 Ley	 3/1996	 fue	 derogada	 por	 la	 Ley	 4/2009,	 de	 15	 de	 junio,	 de	
control	de	precursores	de	drogas.	
2		 El	 artículo	 344	 bis	 g)	 integra	 y	 literalmente	 dice:	 “El	 que	 fabricare,	 transportare,	
distribuyere,	 comerciare	 o	 tuviese	 en	 su	 poder	 los	 equipos,	 materiales	 o	 sustancias	
enumeradas	en	el	cuadro	I	y	Cuadro	II	de	la	Convención	de	Naciones	Unidas,	hecha	en	
Viena	 el	 20	 de	 diciembre	 de	 1988,	 sobre	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 estupefacientes	 y	
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“1.	 El	 que	 fabrique,	 transporte,	 distribuya,	 comercie	 o	 tenga	 en	 su	 poder	
equipos,	materiales	 o	 sustancias	 enumeradas	 en	 el	 Cuadro	 I	 y	 Cuadro	 II,	 de	 la	
Convención	 de	 Naciones	 Unidas,	 hecha	 en	 Viena	 el	 20	 de	 diciembre	 de	 1988,	








2.	 Se	 impondrán	 las	 penas	 privativas	 de	 libertad,	 en	 su	mitad	 superior	 (de	
cuatro	 años	 y	 seis	 meses	 a	 seis	 años),	 cuando	 las	 personas	 que	 realicen	 los	
hechos	 descritos	 en	 el	 apartado	 anterior	 pertenezcan	 a	 una	 organización	
dedicada	a	los	fines	en	él	señalados,	y	la	pena	superior	en	grado	(de	seis	a	nueve	
años)	 cuando	 se	 trate	 de	 jefes,	 administradores	 o	 encargados	 de	 las	 referidas	
organizaciones	o	asociaciones”.	
                                                          
sustancias	 psicotrópicas,	 y	 cualesquiera	 otros	 productos	 adicionados	 al	 mismo	
Convenio	 o	 en	 otros	 futuros	 Convenios	 o	 Convenciones,	 ratificados	 por	 España,	 a	
sabiendas	de	que	van	a	utilizarse	en	el	cultivo,	la	producción	o	la	fabricación	ilícitas	de	
drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas,	 o	 para	 estos	 fines,	 será	
castigado	con	las	penas	de	prisión	menor	y	multa	de	uno	a	cien	millones	de	pesetas”.	
Como	se	puede	apreciar	este	artículo	se	corresponde	al	apartado	1	del	actual	artículo	
371,	 siendo	 los	 supuestos	 de	 hechos	 prácticamente	 iguales,	 lo	 cual	 no	 ocurre	 con	 la	
parte	correspondiente	a	la	consecuencia	jurídica,	pues	la	prisión	menor	consistía	en	la	










de	4	años	y	medio	a	6	años)	 ,	 siendo	 la	pena	superior	en	grado	(de	6	años	a	9	años,	
tanto	 en	 el	 Código	 Penal	 anterior	 como	 en	 el	 actual)	 que	 correspondía	 a	 los	 jefes,	
administradores	o	encargados	de	las	referidas	organizaciones	o	asociaciones.	En	tales	
casos	 los	 Jueces	o	Tribunales	 imponían,	además	de	 las	penas	correspondientes,	 la	de	
inhabilitación	especial	y	las	demás	medidas	previstas	en	el	artículo	344	bis	b)”,	siendo	
estas:	 a)	 disolución	 de	 la	 organización	 o	 clausura	 definitiva	 de	 sus	 locales	 o	 de	 los	
establecimientos	 abiertos	 al	 público,	 b)	 suspensión	 de	 las	 actividades	 de	 la	
organización	o	clausura	de	los	establecimientos	abiertos	al	público	por	tiempo	de	seis	









medidas	 no	 se	 pueden	 aplicar	 porque	 dicho	 apartado	 fue	 suprimido	
por	el	artículo	único	105	de	la	Ley	Orgánica	5/2010,	de	22	de	junio4.	
                                                          
3		 El	apartado	2	del	artículo	369	se	suprime	por	mandato	de	la	Ley	Orgánica	5/2010,	de	
22	 de	 junio,	 por	 lo	 cual	 la	 última	 parte	 del	 inciso	 2	 del	 artículo	 371	 que	 dice	 “y	 las	
demás	 medidas	 previstas	 en	 el	 artículo	 369.2”	 no	 tiene	 ninguna	 validez.	 El	 artículo	
369.2	establecía	que	debía	de	realizarse	el	comiso	de	los	bienes	objeto	del	delito	y	de	
los	 productos	 y	 beneficios	 obtenidos	 directa	 o	 indirectamente	 del	 acto	 delictivo	 y,	
además,	 la	autoridad	 judicial	podría	decretar	alguna	de	 las	siguientes	medidas:	1ª	La	
pérdida	de	 la	posibilidad	de	obtener	subvenciones	o	ayudas	públicas	y	del	derecho	a	
gozar	de	beneficios	o	incentivos	fiscales	o	de	la	seguridad	social,	durante	el	tiempo	que	
dure	 la	mayor	de	 las	 penas	 privativas	 de	 libertad	 impuestas.	 2ª	 La	 aplicación	 de	 las	
medidas	 previstas	 en	 el	 artículo	 129	 de	 este	 Código:	 que	 preceptúa	 que	 el	 Juez	 o	
Tribunal,	en	los	supuestos	previstos	en	este	Código,	y	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	
el	artículo	31	del	mismo,	previa	audiencia	del	Ministerio	Fiscal	y	de	los	titulares	y	sus	
representantes	 legales	 podría	 imponer,	motivadamente	 las	 siguientes	 consecuencias:	
a)	 clausura	 de	 la	 empresa,	 sus	 locales	 o	 establecimientos,	 con	 carácter	 temporal	 o	
definitivo.	 La	 clausura	 temporal	 no	podrá	 exceder	de	 cinco	 años,	 b)	 disolución	de	 la	
sociedad,	 asociación	 o	 fundación,	 c)	 suspensión	 de	 las	 actividades	 de	 la	 sociedad,	
empresa,	fundación	o	asociación	por	un	plazo	que	no	podrá	exceder	los	cinco	años,	d)	
prohibición	de	realizar	en	el	futuro	actividades,	operaciones	mercantiles	o	negocios	de	





369.2	 como	 el	 artículo	 129	 se	 corresponden	 a	 la	 modificación	 realizada	 por	 la	 Ley	
Orgánica	15/2003	la	cual	estuvo	en	vigor	hasta	el	día	22	de	diciembre	del	año	2010.		
4		 LAMARCA	 PÉREZ,	 Carmen	 (Coord.).	Derecho	Penal.	Parte	Especial.	 6ª	 edición.	 Colex.	
Madrid.	 2011,	 p.	 565.	 El	 último	 párrafo	 ya	 no	 será	 aplicable	 al	 haber	 quedado	 sin	




la	 pena	 a	 imponer	 en	 determinados	 casos	 puede	 ser	 la	 establecida	 en	 este	 Capítulo.	
MARTÍNEZ	 PARDO,	 Vicente	 José.	 Los	 Delitos	 de	 Tráfico	 de	 Drogas:	 Estudio	











perseguidos,	 trasforman	 estos	 ilícitos	 administrativos	 en	 ilícitos	
penales5.	La	doctrina	mayoritaria,	en	esta	línea,	sostiene	que	se	trata	de	










                                                          
XII	del	Libro	II,	bajo	la	rúbrica	“De	las	organizaciones	y	grupos	criminales”	y,	por	tanto	
la	 pena	 a	 imponer	 en	 determinados	 casos	 pude	 ser	 la	 establecida	 en	 este	 capítulo.	
Circular	 nº	 3/2011	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 Penal	 efectuada	 por	 la	 ley	 Orgánica	
5/2010,	 de	 22	 de	 junio,	 en	 relacion	 con	 los	 delitos	 de	 tráfico	 ilegal	 de	 drogas	 y	 de	
precursores.	
5		 SEQUEROS	SAZATORNIL,	Fernando.	El	tráfico	de	drogas…,	op.	cit.,	p.	263.		
6		 MUÑOZ	 CONDE,	 Francisco.	 Derecho	 Penal.	 Parte	 Especial.	 18ª	 edición.	 Ed.	 Tirant	 lo	
Blanch.	Valencia.	2010,	p.	676.	VIVES	ANTÓN,	Tomas	S.	y	otros	autores.	Derecho	Penal.	
Parte	Especial.	Ed.	Tirant	lo	Blanch.	Valencia.	2010,	pp.	611,	612.	Esta	opción	legislativa	
supone	 el	 adelantamiento	 de	 la	 barrera	 punitiva	 del	 bien	 jurídico	 colectivo	 salud	
pública	mediante	la	creación	de	una	figura	de	peligro,	la	cual	debe	ser	contemplada	con	
mucha	 cautela	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 dogmático.	 FABIÁN	 CAPARRÓS,	 Eduardo	 A.	
“Consideraciones	 de	 urgencia…,	 op.	 cit.,	 pp.	 594,	 595.	 LAMARCA	 PÉREZ,	 Carmen.	
Derecho	Penal.	P.E…,	op.	cit.,	p.	564.	LAMARCA	PÉREZ,	Carmen	(Coord.).	Delitos	y	Faltas.	
La	 Parte	 Especial	 del	 Derecho	 Penal.	 Ed.	 Colex.	 Madrid.	 2012,	 p.	 643.	 En	 el	
ordenamiento	jurídico	penal	peruano	el	tráfico	de	precursores	de	drogas	está	regulado	
en	el	artículo	296.	Sobre	este	tipo	penal	Peña	Cabrera	señala	que	el	legislador	tipifico	
con	 carácter	 autónomo	 y	 específico	 un	 acto	 anterior	 a	 la	 fabricación	 o	 al	 tráfico	 de	
drogas.	 Se	 trata	 de	 actos	 preparatorios	 que	 por	 razones	 de	 prevención	 general	 son	
criminalizados	 de	 modo	 independiente.	 PEÑA	 CABRERA	 FREYRE,	 Alonso.	 R.	 Tráfico	







los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 como	 principal	 fórmula	 para	 dar	
respuesta	al	problema,	y	b)	la	introducción	de	sanciones	que	se	desvin‐
culan	de	 la	 responsabilidad	a	 título	de	 culpa	y	que	 imponen	 la	 inver‐
sión	de	la	carga	de	la	prueba,	o	bien	la	pura	responsabilidad	a	título	de	
peligro7.	
Como	 ya	 hemos	 señalado	 antes,	 las	 24	 sustancias	 catalogadas	 como	
precursores	de	drogas8	por	el	Convenio	de	Viena	de	1988	se	utilizan	de	
forma	ilícita	para	la	elaboración	o	fabricación	de	la	cocaína,	heroína	y	
de	 los	estimulantes	de	tipo	anfetamínico	tales	como:	 la	anfetamina,	 la	
metanfetamina,	el	MDMA	(y	sustancias	análogas),	el	LSD,	el	fentanilo,	la	
metacualona	y	la	meclocualona	entre	otras	drogas	de	diseño.	De	hecho	








del	 empleo	 de	 éter	 etílico,	 ácido	 clorhídrico	 y	 acetona	 para	 la	
                                                          
7		 ALBRECHT,	Hans‐	Jörg.	Criminalidad	Transnacional,	Comercio	de	Narcóticos	y	lavado	de	
Dinero.	 (Trad.	 GUERRERO	 PERALTA,	 Oscar	 Julián).	 Ed.	 Universidad	 Externado	 de	
Colombia.	 Bogotá.	 2001,	 pp.	 68,	 69.	 Queremos	 destacar	 en	 este	 sentido	 que	 en	 el	
artículo	 5.7	 del	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988	 relativo	 al	 decomiso	 de	 los	 materiales,	
equipos	y	otros	instrumentos	destinados	a	ser	utilizados	en	la	producción	de	drogas,	se	
estipula	que	“cada	una	de	las	partes	considerara	la	posibilidad	de	invertir	la	carga	de	la	
prueba	 respecto	 del	 origen	 ilícito	 del	 supuesto	 producto	 u	 otros	 bienes	 sujetos	 a	
decomiso,	 en	 la	 medida	 que	 ello	 sea	 compatible	 con	 los	 principios	 de	 su	 derecho	
interno	y	 con	 la	naturaleza	de	 sus	procedimientos	 judiciales	 y	otros	procedimientos.	
ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	 Javier	 (Dir.).	 MANJÓN‐CABEZA	 OLMEDA,	 Araceli.	 VENTURA	
PÜSCHEL,	 Arturo.	 (Coord.).	 Derecho	 Penal	 Español.	 Parte	 Especial.	 II.	 Ed.	 Tirant	 lo	




por	decisión	unánime	de	 la	Comisión	de	Estupefacientes,	 es	 sustancia	 catalogada	del	
Cuadro	I	de	la	Convención	de	1988,	por	lo	cual	pasan	a	ser	24	sustancias	catalogadas	
como	 precursores	 de	 drogas.	 Precursores	 y	 sustancias	 químicas	 frecuentemente	





España9,	 o	 la	 utilización	 de	 acetona,	metiletilcetona	 y	 ácido	 sulfúrico	
para	 la	 extracción	 de	 cocaína	 impregnada	 en	 cloruro	 de	 polivinilo	
flexible	triturado	proveniente	de	Venezuela10	o	el	uso	de	acetona,	éter	
etílico,	 ácido	 clorhídrico	 para	 extraer	 cocaína	 de	 virutas	 de	 madera	
triturada11,	 incluso	 hay	 que	 puntualizar	 que	 se	 han	 incautado	
precursores	 como	 la	 acetona,	 el	 ácido	 clorhídrico	 y	 la	metiletilcetona	
en	 laboratorios	donde	únicamente	se	dedicaban	a	 la	modificación	del	
índice	 de	 riqueza	 de	 la	 cocaína	 (corte)	 para	 elevar	 su	 nivel	 de	 bene‐
ficios12.	 No	 obstante,	 queremos	 recordar	 una	 vez	 más	 que	 todas	 las	
sustancias	catalogadas	como	precursores	juegan	un	papel	fundamental	
en	el	desarrollo	de	las	distintas	ramas	de	la	industria,	tratándose	por	lo	
tanto	 de	 sustancias	 necesarias	 para	 la	 vida	 de	 las	 personas	 de	 las	
cuales	 no	 podemos	 prescindir,	 destacamos	 en	 este	 sentido:	 el	 ácido	
antranílico,	 el	 ácido	N‐acetilantranilico,	 el	 ácido	 fenilacético,	 el	 ácido	
lisérgico,	el	anhídrido	acético,	 la	efedrina,	 la	seudoefedrina,	 la	norefe‐
drina,	 la	ergometrina,	 la	ergotamina,	la	piperidina	y	el	piperonal	que	se	





368	 que	 sanciona	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas,	 es	 superior	 a	 la	
preceptuada	 para	 el	 tráfico	 de	 las	 denominadas	 drogas	 blandas	 y	 la	
misma	 con	 la	 que	 se	 sanciona	 el	 tráfico	 de	 las	 drogas	 duras,	 lo	 cual	
evidentemente	resulta	desproporcionado	al	ser	el	tráfico	de	sustancias	
catalogadas	un	acto	preparatorio	del	delito	de	tráfico	de	drogas,	y	no	es	




Marcos.	 SAN	 (ROJ:	 6508/2006)	 de	 21	 de	 julio	 de	 2006.	 Ponente:	 D.	 Juan	 Francisco	
Martel	Rivero.	
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como	 la	 efedrina.	 En	 atención	 a	 la	 menor	 gravedad	 objetiva	 de	 la	
conducta	de	conformidad	al	principio	de	proporcionalidad.	Este	 tema	




	 Como	 ya	 señalamos	 en	 el	 cuarto	 capítulo	 de	 este	 trabajo,	 la	 doctrina	
mayoritaria	sostiene	que	es	la	salud	pública	o	colectiva	el	bien	jurídico	
tutelado	 en	 los	 delitos	 relativos	 al	 tráfico	 de	 drogas13,	 postura	 que	
                                                          
13		 En	 esta	 línea	 SERRANO	GÓMEZ,	 Alfonso,	 SERRANO	MAÍLLO,	 Alfonso.	Derecho	Penal.	
Parte	Especial.	Ed.	 Dykinson.	Madrid.	 2010,	 pp.	 697,	 715.	 ARROYO	 ZAPATERO,	 Luis.	
“Aspectos	 Penales	 del	 Tráfico	 de	 Droga”	 en	 Revista	 de	 la	 Facultad	 de	Derecho	 de	 la	
Universidad	 Complutense	 de	Madrid	Nº	 6	 (Monográfico).	 Madrid.	 1985,	 p.	 32.	 VIVES	
ANTÓN,	 Tomas	 S.	 Derecho	 Penal.	 P.E…,	 op.	 cit.,	 p.	 608.	 MUÑOZ	 CONDE,	 Francisco.	
Derecho	Penal.	P.E…,	op.	cit.,	pp.	672‐	674.	ARROYO	ZAPATERO,	Luis.	BERDUGO	GÓMEZ	
DE	LA	TORRE,	 Ignacio.	FERRÉ	OLIVÉ,	 Juan	Carlos.	GARCIA	RIVAS,	Nicolás.	 SERRANO	
PIEDECASAS,	 José	 Ramón.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 Juan	 María	 (Directores).	
Comentarios	 al	 Código	 Penal.	 Ed.	 Iustel.	 Madrid.	 2007,	 pp.	 812,	 820.	 BACIGALUPO,	
Enrique.	Estudios	sobre	la	Parte	Especial	del	Derecho	Penal.	Segunda	edición.	Akal/iure.	





de	 Tráfico	 de	 Estupefacientes.	…,	 op.	 cit.,	 p.	 138.	 JOSHI	 JUBERT,	 Ujala.	 Los	 delitos	 de	
tráfico	de	drogas	 I.	Un	estudio	analítico	del	art.	368.	Ed.	 J.	M	Bosch	Editor.	Barcelona.	
1999,	p.	40.	GARCÍA‐PABLOS	de	MOLINA,	Antonio.	“Bases	para	una	política	criminal	de	
la	 droga”	 La	 problemática	 de	 la	 droga	 en	 España.	 (Análisis	 y	 propuestas	 político‐








368	 del	 CP.	 Con	 la	 particularidad	 que	 en	 el	 caso	 del	 tráfico	 de	
precursores	 el	 grado	en	que	 se	afecta	el	bien	 jurídico	 tutelado	 “salud	
pública”	es	más	abstracto	que	el	que	se	sanciona	en	los	artículos	368	y	
369	CP,	pues	se	trata	de	conductas	más	distantes	en	el	tiempo	al	propio	
                                                          
Madrid	 2‐6	 de	 febrero	 de	 1981,	 p.	 13.	 CARBONELL	 MATEU,	 Juan	 Carlos.	







Carmen	 (Coord.).	Derecho	 Penal.	 P.E…,	 op.	 cit.	 pp.	 508,	 509,	 545.	 LAMARCA	 PÉREZ,	
Carmen	(Coord.).	Delitos	y	Faltas.	…,	op.	cit.,	pp.	619,	620.	CORREA	DE	CARVALHO,	José	
Theodoro.	 Tráfico	 de	 Drogas:	 Prueba	 Penal	 y	 Medidas	 Restrictivas	 de	 Derechos	
Fundamentales.	Ed.	 Jurua.	Lisboa.	2010,	pp.	61,	62.	BLANCO	LOZANO,	Carlos.	Tratado	
de	Derecho	Penal	Español.	Tomo	 II.	El	Sistema	de	 la	Parte	Especial.	Volumen	2.	Delitos	
contra	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos.	 J.M.	 Bosch.	 Editor.	 Barcelona.	 2005,	 p.	 386.	
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CLIMENT	 DUTANT,	 Carlos.	 Código	 Penal.	 Jurisprudencia	 sistematizada.	 4ª	 Edición.	
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Parte	 Especial.	 Editorial	 Bosch.	 S.A.	 Barcelona.	 2010,	 pp.	 426,	 437.	 PABON	 PARRA,	
Pedro	 Alfonso.	 Manual	 de	 Derecho	 Penal.	 Tomo	 II.	 Parte	 Especial.	 Octava	 Edición.	
Ediciones	 Doctrina	 y	 Ley.	 Ltda.	 Bogotá.	 2011,	 p.	 749.	 ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	 Javier.	
Derecho	Penal	Español.	…,	op.	cit.,	pp.	1258‐	1264.	ÁLVAREZ	GARCIA,	F.	Javier	(Dir.).	El	
Delito	 de	 Tráfico	 de	 Drogas.	 Ed.	 Tirant	 lo	 Blanch.	 Valencia.	 2009,	 pp.	 21‐25.	





y	Ciencias	Penales,	 tomo	 XLVI,	 fasc.	 2.	 Madrid,	mayo‐agosto	 1993,	 p.	 594.	 CÓRDOBA	
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como	 la	 efedrina,	 la	 seudoefedrina,	 la	 norefedrina,	 la	 P‐2‐P,	 el	 ácido	
fenilacético,	la	3,4‐MDP‐2‐P,	piperonal,	el	ácido	lisérgico,	la	ergotamina,	
la	ergometrina,	el	ácido	N‐acetilantranílico	o	la	piperidina14	en	nuestra	
opinión	 la	 posibilidad	 de	 menoscabo	 del	 bien	 jurídico	 salud	 pública	
resulta	un	poco	menos	distante,	 pues	 estas	 sustancias	 son	 la	materia	





lo	 tanto	 podrían	 equiparase	 a	 la	 fase	 final	 del	 cultivo	 de	 drogas	
(recolección)	 o	 incluso	 a	 la	 inicial	 de	 la	 elaboración	 de	 las	 mismas	
(acopio	 de	 las	 sustancias	 necesarias	 en	 el	 laboratorio	 para	 iniciar	 la	
producción).	Sin	embargo	queremos	destacar	que	en	el	delito	de	tráfico	
de	 precursores	 de	 drogas	 como	 todos	 sabemos	 se	 exige	 a	 través	 del	
elemento	subjetivo	adicional	el	conocimiento	por	parte	del	autor	o	de	
los	autores	de	que	dichas	sustancias	serán	utilizadas	en	la	fabricación	




                                                          
14		 Estos	 12	 precursores	 (11	 del	 Cuadro	 I	 y	 1	 del	 Cuadro	 II)	 del	 Convenio	 de	Naciones	
Unidas	de	1988	 son	 la	materia	 prima	principal	 para	 la	 elaboración	de	 los	 siguientes	
estimulantes	 de	 tipo	 anfetamínico:	 la	 anfetamina,	 la	 metanfetamina,	 el	 MDA	
(tenamfetamina	 o	 píldora	 del	 amor),	 MDMA	 (éxtasis),	 MDE	 (Eva),	 N‐hidroxi‐MDA	
(Hidroxilamina),	ácido	lisérgico,	metacualona,	meclocualona	y	fenciclidina.	De	las	otras	
cinco	 sustancias	 catalogadas	 del	 Cuadro	 I	 del	 Convenio	 antes	 citado	 tres	 se	 utilizan	
para	 elaborar	 precursores	 de	 drogas	 en	 los	 laboratorios	 clandestinos,	 el	 safrol	 para	
fabricar	isosafrol,	piperonal	y	3,4‐MDP‐2‐P,	el	isosafrol	para	elaborar	piperonal	y	3,4‐
MDP‐2‐P,	 y	 el	 APAAN	 para	 fabricar	 P‐2‐P.	 Mientras	 que	 el	 Anhídrido	 acético	 y	 el	
permanganato	 de	 potasio	 son	 los	 precursores	 principales	 para	 elaborar	 heroína	 y	
cocaína	respectivamente.	






sus	 formas	 comisivas	 para	 la	 colectividad16.	 Bacigalupo	 en	 concor‐
dancia	con	lo	expuesto	hasta	aquí,	sostiene	que	los	delitos	relativos	al	
tráfico	 de	 drogas	 son	 considerados	 en	 forma	 general	 como	 delitos	
contra	 la	 salud	 pública,	 lo	 cual	 es	 y	 ha	 sido	 plenamente	 compartido	
tanto	por	 la	 jurisprudencia	 como	por	 la	 doctrina	mayoritaria	 sin	 que	
haya	 sido	 afectada	 esta	 postura	 por	 los	 diferentes	 textos	 que	 se	 han	
aplicado,	destacando	que	en	 todos	 los	casos	 la	realización	del	 tipo	no	
ha	 requerido	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 concreto	 lesivo	 del	 bien	
jurídico17.	
	 En	este	momento	nos	parece	conveniente	recordar,	por	las	similitudes	
que	 hay	 con	 la	 legislación	 sobre	 el	 tráfico	 de	 drogas,	 la	 tristemente	
célebre	historia	de	 la	 implementación	de	 la	denominada	 “Ley	 seca”	o	
Volstead	 (denominada	 así	 en	 honor	 al	 senador	 Andrew	 Volstead)	 en	
los	Estados	Unidos	de	América,	que	estuvo	vigente	del	día	17	de	enero	
                                                          
16		 Así	 Mora	 Alarcón	 sostiene	 que	 en	 los	 delitos	 relativos	 al	 tráfico	 de	 drogas	 no	 se	
sancionan	 las	 conductas	 en	 función	 del	 daño	 concreto	 causado	 a	 una	 persona	







de	 un	 acto	 exterior	 correspondiente	 a	 cualquiera	 de	 las	 acciones	 típicas	 previstas	







y	 consumación	 anticipada,	 es	 obvio	 que	 esta	 naturaleza	 debe	 de	 recaer	 sobre	 una	
sustancia	 que	 tenga	 una	 aptitud	 de	 provocar	 un	 riesgo	 a	 la	 salud	 pública,	 pues	 caso	
contrario	 se	 estaría	 en	 una	 situación	 de	 inexistencia	 de	 antijuricidad	 material	 por	
imposibilidad	 de	 ataque	 al	 bien	 jurídico	 tutelado	 por	 la	 norma.	 CORCOY	 BIDÁSOLO,	
Mirentxu,	MIR	PUIG,	Santiago	(Dir.).	Comentarios	al	Código	Penal.	Reforma	L.O.	5/2010.	





de	 1920	 al	 día	 5	 de	 diciembre	 de	 1933.	 Esta	 norma	 estableció	 la	
prohibición	 de	 vender	 bebidas	 alcohólicas	 en	 todo	 el	 país.	 Al	 ser	
aprobada	declaró	Volstead:	“el	demonio	de	la	bebida	hace	testamento.	
Se	 inicia	una	era	de	 ideas	claras	y	 limpios	modales.	Los	barrios	bajos	
serán	 pronto	 cosa	 del	 pasado.	 Las	 cárceles	 y	 los	 correccionales	
quedarán	 vacíos;	 los	 transformaremos	 en	 graneros	 y	 fábricas.	 Todos	
los	hombres	volverán	a	caminar	erguidos,	sonreirán	todas	las	mujeres	
y	 reirán	 todos	 los	 niños.	 Se	 cerraron	 para	 siempre	 las	 puertas	 del	
infierno”.	Lamentablemente	en	 los	 trece	años	de	vigencia	de	esta	Ley	
no	 se	 logró	 más	 que	 propiciar	 que	 aumentara	 vertiginosamente	 el	
consumo	 de	 esas	 sustancias,	 además	 de	 posibilitar	 el	 desarrollo	 y	
fortalecimiento	de	la	criminalidad	organizada	en	ese	país	alrededor	del	
tráfico	ilícito	de	las	bebidas	alcohólicas.	Y	para	colmo	de	males,	aún	y	
con	 toda	 la	 política	 represiva	 que	 se	 desarrolló	 para	 acabar	 con	 el	
tráfico	 y	 consumo	de	 las	 sustancias	 antes	 señaladas	 no	 tuvieron	más	
alternativa,	 ante	 el	 rotundo	 fracaso,	 que	 abolir	 esta	 prohibición	 sin	
sentido.	 De	 forma	 acertada	 Bentham	 mucho	 tiempo	 atrás	 había	
afirmado	 que	 no	 tenía	 ningún	 sentido	 legislar	 con	 el	 propósito	 de	
erradicar	males	 tales	 como	 el	 alcoholismo	 o	 la	 fornicación.	 Nosotros	
opinamos	que	un	 ejemplo	 contundente	 de	 la	 imposibilidad	 real	 de	 la	
erradicación,	o	por	lo	menos	de	lograr	una	disminución	importante,	del	
tráfico	y	consumo	de	las	denominadas	drogas	ilegales	 lo	constituye	el	
hecho	 irrefutable	 de	 que	ni	 en	 las	 cárceles,	 donde	 se	 produce	 el	más	
férreo	 control	 sobre	 las	 personas,	 se	 ha	 podido	 erradicar	 el	 tráfico	 y	
consumo	de	estas	sustancias	ilegales18.		
	 Nils	Christie	 señala,	 en	nuestra	opinión	de	 forma	acertada,	que	no	 se	
debe	seguir	manteniendo	la	idea	“de	que	la	guerra	contra	los	estupefa‐
                                                          
18		 Bentham,	 sobre	 las	 posibilidades	 de	 erradicar	 conductas	 no	 deseables	 como	 el	
alcoholismo	manifestó	que	“ni	siquiera	todas	las	torturas	que	el	ingenio	puede	inventar	
serían	suficientes;	y	antes	que	haya	hecho	algún	progreso	que	merezca	es	nombre,	el	
castigo	habrá	producido	una	 tal	 cantidad	de	daño,	que	excederá	más	de	mil	 veces	el	
peor	 agravio	 producido	 por	 la	 ofensa”.	 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 Juan.	Manual	 de	Derecho	
Penal.	Parte	Especial.	Segunda	Edición.	Ariel.	Barcelona.	1991,	pp.	232,	233.	ÁLVAREZ	
GARCÍA,	F.	Javier.	Derecho	Penal	Español…,	op.	citpp.	1253,	1254.	El	primer	decenio	de	
la	 aplicación	 de	 la	 Ley	 Volstead	 arrojó	 el	 siguiente	 balance:	 a)	 medio	 millón	 de	
detenciones,	b)	penas	de	prisión	por	un	total	de	33.000	años,	c)	2.000	muertos	en	 la	
guerra	 del	 aguardiente	 de	 los	 gangsters	 y	 e)	 35.000	 víctimas	 de	 intoxicación	 por	




cientes	 legitima	 la	adopción	y	puesta	en	práctica	de	cualquier	 tipo	de	
medidas	represivas,	y	lo	que	es	más,	no	puede	afirmarse	que	el	Estado	
pueda	imponer	a	los	ciudadanos	sus	propios	cánones	de	salud	pública,	
forzándolos	 a	 un	 abandono	 involuntario	 del	 consumo	 de	 estas	 dro‐
gas”19.	Queremos	citar	como	un	ejemplo	de	la	irracionalidad	de	la	lucha	
contra	 las	 drogas	 ilegales	 en	 el	 mundo,	 la	 legislación	 antidrogas	 de	
Irán,	 que	 sanciona	 la	 producción,	 exportación,	 entrega,	 venta,	 ofreci‐
miento	de	venta,	o	compra	de	opio	y	sus	derivados	cuando	exceda	de	
cinco	kilos	con	pena	de	muerte,	constando	en	los	registros	judiciales	de	











grandes	 esfuerzos	 realizados	 tanto	 a	 nivel	 nacional	 como	mundial,	 lo	
cual	responde	en	gran	medida,	a	la	complejidad	que	se	presenta	en	el	
terreno	criminológico21.		
	 Entrando	 propiamente	 en	 el	 tema	 que	 nos	 ocupa	 en	 este	 apartado	
queremos	señalar	que	la	doctrina	mayoritaria	en	España	considera	que	
                                                          
19		 Este	autor	 también	destaca	 la	 importancia	del	necesario	 cambio	de	mentalidad	en	 la	
lucha	 contra	 las	 drogas,	 afirmando	 que	 la	 adopción	 de	 medidas	 de	 carácter	 no	





20		 SHAMS	 NATERI,	 Mohammad	 Ebrahim.	 “Política	 criminal	 de	 Irán	 en	 materia	 de	
narcóticos,	drogas	y	sustancias	psicotrópicas”.	(Trad.	PIFARRE	DE	MONER,	María	José)	
en	Revista	Penal.	Nº	7,	Ed.	La	Ley.	2001,	pp.	90‐98.	
21		 SERRANO	 GÓMEZ,	 Alfonso.	 Derecho	 Penal.	 P.E…,	 op.	 cit.,	 pp.	 711‐713.	 Es	 opinión	






calificarse	 como	 conspiración,	 tentativa,	 o	 incluso	 como	 un	 ilícito	
consumado,	de	los	delitos	previstos	en	el	artículo	368	del	Código	Penal	
español,	 dada	 la	 amplitud	 con	 la	 que	 son	 definidas	 las	 conductas	
típicas,	de	hecho	cabe	recordar	que	se	hacía,	en	algunos	casos,	antes	de	
que	España	ratificara	el	Convenio	de	Viena	de	1988.	Por	ello,	un	sector	
importante	 de	 la	 doctrina	 valora	 de	 innecesario	 el	 recurso	 a	 su	
punición	mediante	el	artículo	371	CP	[antes	344	bis	g)	y	344	bis	j)]22.	
                                                          
22		 Es	 preciso	 decir	 que	 antes	 de	 la	 aprobación	 en	 la	 legislación	 española	 del	 delito	 de	
tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 en	 el	 Código	 Penal,	 artículos	 344	 bis	 g)	 y	 344	 j),	 a	
partir	de	la	Ley	Orgánica	8/1992	de	23	de	diciembre,	podía	sancionarse	por	el	delito	
de	 tráfico	 de	 drogas	 la	 tenencia	 de	 precursores	 sin	 que	 se	 encontraran	 ni	 siquiera	
residuos	de	alguna	droga	 ilícita,	ni	materia	prima	básica	para	su	 fabricación,	 tal	es	el	
caso	de	 la	Sentencia	del	Tribunal	Supremo	del	día	13	de	mayo	de	1996	que	condena	
como	autor	de	un	delito	de	elaboración	de	drogas,	de	 las	que	causan	grave	daño	a	 la	




la	 transformación	 de	 diversos	 productos,	 en	 cocaína,	 mediante	 el	 uso	 de	 sustancias	
químicas.	Encontrando	después	en	un	alpendre,	una	botella	de	ácido	clorhídrico,	otra	
de	 ácido	 sulfúrico,	 otra	 de	 éter	 etílico,	 un	 frasco	 de	 permanganato	 potásico	
(precursores	de	drogas),	un	 frasco	de	agua	 fuerte	y	otra	de	amoniaco	 (sustancias	no	
catalogadas).	Sustancias,	respecto	a	 las	cuales,	el	 Instituto	Nacional	de	Toxicología,	al	
serles	 remitidos	 con	 los	 citados	 folios,	 informo	 que	 son	 los	 indicados	 para	 la	
producción	 ilícita	 de	 cocaína”.	 Cabe	 destacar	 que	 no	 se	 hace	 mención	 alguna	 en	 la	
sentencia	a	la	ocupación	de	materia	prima	(hojas	de	coca	o	pasta	base	de	cocaína),	así	
como	de	materiales	o	equipos	para	su	procesamiento.	STS	(ROJ:	2847/1996)	de	13	de	
mayo	 de	 1996.	 Ponente:	 D.	 José	 Augusto	 de	 Vega	 Ruiz.	 También	 el	 tráfico	 de	
precursores	se	castigaba	algunas	veces	como	un	delito	de	tráfico	de	drogas	en	grado	de	
conspiración.	 Así	 lo	 ratifico	 el	 Tribunal	 Supremo	 en	 su	 Sentencia	 de	 30	 de	 junio	 de	
1995	 en	 el	 caso	 de	 cinco	 personas	 que	 en	 el	mes	 de	 noviembre	 de	 1990	 en	Murcia	
tomaron	la	decisión	de	fabricar	y	comercializar	algunos	de	los	derivados	de	la	cocaína	
como	el	“basuco”	o	clorhidrato	de	cocaína	el	cual	elaborarían	a	partir	de	pasta	base	de	
esta	 sustancia.	 Para	 lo	 cual	 se	 dieron	 a	 la	 tarea	 de	 adquirir	 pequeñas	 cantidades	 de	
precursores	 en	 la	 zona,	 los	 que	 posteriormente	 les	 decomisaron,	 siendo	 estos	 ácido	
sulfúrico,	 acetona	 y	 ácido	 clorhídrico	 y	 de	 otras	 sustancias	 no	 catalogadas	 como	 el	
etanol,	 así	 como	 dos	 ollas	 express	 y	 un	 manuscrito	 donde	 aparecían	 un	 listado	 de	
sustancias	 y	 equipos	 necesarios	 que	 podrían	 servir	 para	 fabricar	 la	 droga.	 Los	
precursores	 y	 las	 sustancias	 no	 catalogadas	 fueron	 adquiridos	 por	 uno	 de	 los	
integrantes	del	grupo	que	trabajaba	dándole	mantenimiento	a	piscinas	por	lo	que	tenía	





que	 consiste	 en	 criminalizar	 la	 fabricación,	 transporte,	 distribución	 o	




penal,	 resulte	bastante	distante.	Lo	que	parece	 indicar	que	 la	 incrimi‐
nación	 de	 este	 tipo	 de	 comportamientos	 puede,	 en	 principio,	 estar	
reñido	con	el	principio	de	lesividad,	por	lo	que	en	opinión	de	una	parte	
significativa	 de	 la	 doctrina	 española	 se	 trata	 de	 un	 delito	 de	 peligro	
presunto	 que	 encuentra	 su	 legitimidad	 en	 un	 acto	 de	 mera	 desobe‐
diencia23.	 Sobre	 este	 asunto	 queremos	 recordar	 que	 el	 tráfico	 de	
precursores,	al	igual	que	el	tráfico	de	drogas,	en	opinión	de	la	doctrina	
                                                          
empezar	 a	 fabricar	 “basuco”	 o	 cocaína	 y	 sin	 tener	 la	 necesaria	 pasta	 base	 (materia	
prima),	 cuando	 fueron	 detenidos	 por	 dos	 oficiales	 de	 la	 Guardia	 Civil	 que	 tenían	
montado	a	500	metros	del	lugar	un	puesto	de	vigilancia	para	la	persecución	de	la	caza	
furtiva.	 Los	 cinco	 acusados	 fueron	 condenados	 por	 el	 Tribunal	 de	 Instancia	 como	
autores	responsables	de	un	delito	contra	 la	salud	pública	del	artículo	344	del	Código	
Penal,	en	grado	de	conspiración,	sin	la	concurrencia	de	circunstancias	modificativas	de	
la	 responsabilidad	 criminal	 a	 la	 pena	 de	 cuatro	meses	 y	 un	 día	 de	 arresto	mayor	 y	
accesorias	 de	 suspensión	 de	 todo	 cargo	 público	 y	 derecho	 de	 sufragio	 durante	 el	










a	 la	Parte	Especial	del	Derecho	Penal.	Ed.	 Aranzadi.	 Navarra.	 2002,	 p.	 1023.	 ARANA,	
Xabier.	 MARKEZ,	 Iñaki	 (Coords.).	 Los	 agentes	 sociales	 ante	 las	 drogas.	 Ed.	 Dykinson.	
1998,	p.	260.	SUÁREZ	LOPEZ,	José	María.	El	tráfico	de	precursores.	Propuestas	de	lege	
ferenda.	 MORILLAS	 CUEVA,	 Lorenzo	 (Coord.).	 Estudios	 Jurídico‐penales	 y	 político‐
criminales	 sobre	 tráfico	de	drogas	 y	 figuras	afines.	 Ed.	Dikinson.	Madrid.	 2003,	 p.	 72.	
CORREA	DE	 CARVALHO,	 José	 Theodoro.	Tráfico	 de	Drogas….,	 op.	 cit.,	p.	 61.	 CORCOY	
BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Comentarios	al	Código	Penal….,	op.	cit.,	p.	816.	El	delito	de	tráfico	
de	drogas	y	por	ende	el	de	tráfico	de	precursores	no	forman	parte	de	los	denominados	





y	 la	 jurisprudencia	 dominante	 es	 un	 delito	 de	 peligro	 abstracto,	 de	
mera	actividad	y	de	consumación	anticipada,	por	lo	cual	basta	con	que	
las	sustancias	catalogadas	se	encuentren	bajo	el	dominio	funcional	del	
sujeto	 activo,	 siempre	 que	 se	 cumpla	 con	 el	 elemento	 subjetivo	




en	 principio,	 no	 tiene	 la	 suficiente	 entidad	 para	 su	 tutela	 de	 forma	
autónoma	en	el	Derecho	Penal,	a	pesar	de	proteger	un	bien	jurídico	de	
suma	 importancia	 como	 lo	 es	 la	 salud	 pública,	 la	 cual	 se	 encuentra	
justificada	 en	 la	 mayoría	 de	 supuestos	 establecidos	 en	 los	 delitos	
relativos	al	de	tráfico	de	drogas,	pero	no	se	puede	decir	lo	mismo	en	el	
caso	 de	 las	 conductas	 contempladas	 en	 artículo	 371	 CP,	 dado	 que	 la	
posibilidad	 de	 afectación	 o	 menoscabo	 de	 este	 bien	 jurídico	 es	 más	
distante,	recordemos	que	se	tratan	de	actos	preparatorios	del	delito	de	
                                                          
24		 CORCOY	BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Comentarios	al	Código	Penal.	….,	op.	 cit.,	pp.	 803,	 816.	
CONDE‐PUMPIDO	 FERREIRO,	 Cándido.	 Código	 Penal…,	 op.	 cit.,	 p.	 697.	 CLIMENT	
DUTANT,	 Carlos.	 Código	 Penal….,	 op.	 cit.,	 p.	 1777.	 Sobre	 el	 concepto	 de	 tenencia	 o	
posesión	 pre	 ordenada	 al	 tráfico	 de	 drogas,	 o	 bien	 la	 tenencia	 de	 sustancias	
catalogadas	a	 sabiendas	de	que	van	a	utilizarse	en	 la	elaboración	de	drogas	 ilícitas	o	
para	estos	fines,	se	señala	que	con	independencia	del	concepto	civil	de	posesión,	en	los	
delitos	contra	la	salud	pública	la	tenencia	material	no	agota	los	supuestos	de	posesión	
punible,	pudiendo	ejercerse	dicha	 tenencia	por	 la	misma	persona	que	 tiene	 la	cosa	o	
disfruta	 el	 derecho,	 o	 por	 otra	 en	 su	 nombre.	 Se	 adquiere	 tal	 disponibilidad	 por	 la	
ocupación	 de	 la	 cosa	 o	 derecho	 poseído,	 o	 por	 el	 hecho	 de	 quedar	 éstos	 sujetos	 a	
nuestra	voluntad;	en	consecuencia,	no	es	necesaria	la	tenencia	material	de	 la	droga	o	
de	 las	 sustancias	 catalogadas	 como	precursores	de	drogas,	 pudiendo	 la	 posesión	 ser	





tenga	 para	 ello	 la	 droga,	 o	 bien	 alguno	 o	 algunos	 de	 sus	 precursores,	 otro	 sujeto	
(servidor	 de	 la	 posesión).	 STS	 (Roj:	 6124/2009)	 de	 7	 de	 octubre	 de	 2009.	 Ponente:	
Juan	Ramón	Berdugo	Gómez	de	la	Torre.	SAAVEDRA	RUIZ,	Juan.	Código	Penal….,	op.	cit.,	
p.	 1140.	 CARDONA	 TORRES,	 Juan.	 Derecho	 Penal….,	 op.	 cit.,	 p.	 437,	 443.	 ÁLVAREZ	
GARCÍA,	 F.	 Javier.	 Derecho	 Penal	 Español…,	 op.	 cit.,	 p.	 1354.	 FABIÁN	 CAPARRÓS,	
Eduardo	A.	 “Consideraciones	de	urgencia…,	op.	cit.,	 pp.	594,	595.	A	 favor	de	apreciar	







incorporado	 el	 elemento	 subjetivo	 adicional	 “a	 sabiendas	 de”	 que	 se	
van	a	utilizar	para	 la	 fabricación	 ilícita	de	drogas	o	“para	estos	 fines”,	
de	no	ser	así	el	artículo	371	CP	 tendría	que	ser	declarado	 inconstitu‐
cional	 en	 los	mismos	 términos	que	 lo	 fue	el	 artículo	509	del	 anterior	
Código	Penal.	No	 obstante	 creemos	 que	 la	 introducción	del	 elemento	
subjetivo	adicional	antes	mencionado	propicia	que	no	se	pueda	afirmar	





un	 delito	 contra	 la	 salud	 pública	 del	 artículo	 371	 CP,	 sin	 la	 concu‐
rrencia	de	circunstancias	modificativas	de	la	responsabilidad	criminal,	
a	la	pena	para	cada	uno	de	ellos,	de	cuatro	años	y	seis	meses	de	prisión	
por	 haber	 adquirido	 en	 diversas	 empresas	 del	 sector	 radicadas	 en	






la	 cocaína	 camuflada	 en	 virutas	 de	madera	 proveniente	 de	 Colombia	
(10.152,6	 gramos	 de	 cocaína	 pura),	 “a	 sabiendas	 de”	 que	 estos	
precursores	 los	 utilizarían	 para	 la	 obtención	 de	 la	 droga	 antes	
mencionada25.	 Si	 tomamos	como	referencia	 la	 cantidad	de	permanga‐
nato	 de	 potasio	 incautado,	 principal	 precursor	 de	 drogas	 en	 la	











de	9	de	 julio	del	 año	2002,	 que	 condenó	a	 tres	 sujetos	 como	autores	
por	 el	 delito	de	 tráfico	de	precursores	de	drogas,	 que	 importaron	un	
cargamento	 de	 unos	 12.000	 kilogramos	 de	 permanganato	 de	 potasio	
(envasados	 en	 bidones	 de	 50	 kilogramos),	 con	 el	 fin	 de	 exportarlo	 a	
Colombia.	Esta	remesa	les	fue	suministrada	por	la	empresa	“Innochem”	
que	 tiene	 su	 sede	 en	 la	 localidad	belga	de	Meerhort.	 Los	 condenados	
antes	de	exportar	el	permanganato	de	potasio	 a	Colombia	decidieron	
camuflar	 la	 mercancía	 y	 para	 este	 propósito	 adquirieron	 6.000	
kilogramos	 de	 dióxido	 de	 manganeso	 (sustancia	 no	 catalogada,	 pero	
que	 también	 se	 utiliza	 en	 la	 elaboración	 ilícita	 de	 permanganato	 de	
potasio	en	países	de	América	del	Sur),	trasvasando	para	ello	40	kilos	de	
permanganato	 de	 potasio	 en	 bolsas	 de	 basura,	 a	 cada	 uno	 de	 los	
nuevos	bidones	 (355)	 recibidos,	 completando	el	peso	de	50	kilos	por	
unidad	 con	 10	 kilos	 de	 dióxido	 de	manganeso,	 y	 tras	 precintar	 cada	
bidón	 y	 ponerle	 una	 nueva	 etiqueta	 referida	 a	 esta	 última	 sustancia,	
destruyeron	las	etiquetas	originales	del	permanganato	de	potasio.	Una	
vez	 concluido	 el	 trabajo	 antes	 mencionado,	 tras	 el	 llenado	 en	 las	
formas	mencionadas	de	355	bidones,	 estos	 fueron	cargados	el	día	12	
de	marzo	de	1999	en	el	contenedor	con	número	de	identificación	SEAU	
822620‐9	de	 la	empresa	Sea‐Land	 y	 transportados	hasta	el	puerto	de	
Algeciras,	que	el	día	17	de	marzo	de	1999	se	cargan	en	el	buque	Grete	
Maeks	 con	 destino	 al	 puerto	 de	 Cartagena	 de	 Indias	 en	 Colombia,	
donde	 llega	 el	 cargamento	 el	 día	 14	 de	 abril	 de	 1999,	 siendo	
interceptado	 por	 la	 policía	 colombiana.	 Hay	 que	 puntualizar	 que	 el	
permanganato	de	potasio	que	se	exportó	a	Colombia	alcanzaba	el	peso	
total	 de	 11.611	 kilogramos,	 casi	 la	 mitad	 que	 necesitan	 y	 compran	
todas	las	empresas	legales	de	Colombia	en	un	mes,	cantidad	con	la	que	





cocaína,	 en	 España.	 Este	 laboratorio	 fue	 el	 mayor	 y	 más	 avanzado	
                                                          





descubierto	 hasta	 la	 fecha	 en	 Europa.	 El	 mismo	 le	 pertenecía	 a	 Ana	
María	Cameno	conocida	como	“la	reina	de	 la	coca	o	 la	 tetas”	y	estaba	
ubicado	 en	 una	 granja	 en	 Villanueva	 de	 Perales,	 cerca	 de	Madrid.	 El	
operativo	policial	se	denominó	Operación	Colapso.	En	dicho	 laborato‐
rio	 se	 decomisaron	 33	 toneladas	 de	 sustancias	 químicas	 esenciales,	
entre	 ellas	 11.345	 litros	 de	 tolueno,	 8.060	 litros	 de	 metiletilcetona,	
6.400	litros	de	acetona,	350	litros	de	ácido	sulfúrico,	300	litros	de	ácido	
clorhídrico	 y	 otras	 sustancias	 no	 catalogadas	 que	 se	 utilizan	 en	 la	
elaboración	 de	 la	 cocaína.	 Con	 estos	 precursores	 podrían	 haberse	
elaborado	 aproximadamente	 unos	 756	 kilogramos	 de	 clorhidrato	
cocaína28.	 Durante	 la	 operación	 se	 produjo	 la	 detención	 de	 cinco	
personas,	 cuatro	 colombianos	 y	 un	 español,	 debiendo	 puntualizarse	
que	los	ciudadanos	de	nacionalidad	colombianos	fueron	los	encargados	
de	 montar	 el	 laboratorio,	 y	 quienes	 se	 encargarían	 de	 elaborar	 la	
cocaína	 (cocineros)	 mientras	 que	 el	 español	 se	 hacía	 cargo	 de	 la	
custodia	 de	 la	 finca29.	 En	 nuestra	 opinión	 los	 comportamientos	





la	 actividad	 propia	 del	 narco	 menudeo.	 En	 este	 sentido	 queremos	






en	 los	 supuestos	 más	 graves	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 se	
podría	recurrir	al	delito	de	tráfico	de	drogas	mediante	el	empleo,	para	
                                                          









sancionar	 dichas	 conductas,	 de	 las	 reglas	 previstas	 para	 la	 autoría	 y	
participación,	 así	 como	 las	 de	 las	 formas	 de	 imperfecta	 ejecución,	 de	
hecho	ya	se	hacía	antes,	en	algunos	casos,	de	la	aprobación	de	este	tipo	
penal31	o	bien	por	la	Ley	de	Represión	del	Contrabando	cuando	se	trate	
de	 la	 exportación,	 expedición,	 importación	 o	 introducción	 de	 las	
sustancias	catalogadas	(cuya	legitimidad	también	cabria	cuestionar)32,	
y	 en	 los	 casos	 de	menor	 relevancia	 podrían	 sancionarse,	 como	 ya	 se	
hace,	 con	 las	 infracciones	 previstas	 en	 la	 Ley	 4/2009	 de	 control	 de	
precursores	de	drogas33	(Derecho	Administrativo)	donde	sí	se	encuen‐
tra	 plenamente	 justificada	 la	 protección	 de	 este	 bien	 jurídico34.	 Sin	
embargo	somos	conscientes	de	que	existen	muy	pocas	posibilidades	de	
                                                          
31		 SUÁREZ	LÓPEZ,	José	María.	“El	tráfico	de	precursores…,	op.	cit.,	pp.	76,	77.	Refiriéndose	
a	 la	 aprobación	 de	 344	 bis	 g)	 Rodríguez	 Devesa	 manifiesta	 que	 se	 adapta	 de	 esta	
manera	el	Código	Penal	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	3	c),	ii)	del	Convenio	de	Viena	de	




1087.	 En	 el	 m	 ismo	 sentido.	 REY	 HUIDOBRO,	 Luis	 Fernando.	 El	 delito	 de	 tráfico	 de	
drogas.	…,	op.	cit.,	p.	273.	Sancionando	la	tenencia	de	precursores	como	autoria	de	un	
delito	 de	 elaboración	 de	 drogas,	 de	 las	 que	 causan	 grave	 daño	 a	 la	 salud.	 STS	 (ROJ:	
2847/1996)	de	13	de	mayo	de	1996.	Ponente:	José	Augusto	de	Vega	Ruiz.	También	el	
tráfico	de	precursores	se	castigaba	algunas	veces	como	un	delito	de	tráfico	de	drogas	
en	 grado	 de	 conspiración.	 STS	 (ROJ:	 3860/1995)	 de	 30	 de	 junio	 de	 1995.	 Ponente:	
Joaquín	Martín	Canivell.	
32		 Morales	García	señala,	en	relación	a	 la	ejecución	de	 los	actos	de	elaboración	ilegal	de	
drogas	 preceptuado	 en	 el	 artículo	 368	 CP,	 que	 el	 legislador	 no	 se	 conforma	 con	 la	
tipificación	del	 objeto	material	 sino	que	adelanta	 la	barrera	punitiva	hasta	 cualquier	
acto	 de	 la	 cadena	 de	 producción,	 de	 esta	 manera	 bastará	 con	 la	 realización	 de	
cualquiera	de	 los	 pasos	 tendentes	 a	 la	 obtención	de	 la	 droga,	 siendo	 completamente	
equivalente	 cualquier	 aportación	 a	 la	 cadena	 de	 elaboración.	 QUINTERO	 OLIVARES,	
Gonzalo	 (Dir.).	 MORALES	 PRATS,	 Fermín	 (Coord.).	 Comentarios	 al	 Código	 Penal	





jurídicos	 colectivos,	 que	 esta	 no	 debe	 fundarse	 únicamente	 en	 el	 bajo	 nivel	 de	
persecución	 de	 estos	 delitos	 ni	 en	 la	 frecuencia	 de	 su	 comisión,	 sino	 que	 debería	
también	examinarse	el	efecto	preventivo	que	se	produce	sobre	potenciales	infractores.	




un	 cambio	 de	 orientación	 en	 la	 política	 criminal	 desarrollada	 a	
mediano	 o	 incluso	 a	 largo	 plazo	 sobre	 este	 ilícito	 (que	 en	 el	mes	 de	
diciembre	de	este	año	cumplirá	25	años	de	vigencia),	pues	España	está	
obligada	 a	 sancionar	penalmente	este	 tipo	de	 comportamiento	por	 el	
Convenio	de	Viena	de	1988	y	otras	normativas	comunitarias35.	Además	
queremos	 señalar	 que	 un	 argumento	 a	 favor	 de	 no	 suprimir	 del	
ordenamiento	 penal	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	
podemos	 encontrarlo	 en	 las	 modalidades	 de	 ataque	 al	 bien	 jurídico	
salud	 pública,	 pues	 quienes	mayoritariamente	 realizan	 las	 conductas	
de	 desvío,	 transporte	 y	 fabricación	 ilícita	 de	 las	 24	 sustancias	
catalogadas	son	auténticas	mafias	que	operan	a	nivel	internacional,	con	
mucho	 éxito	 debido	 a	 su	 gran	 capacidad	 económica	 y	 de	 innovación,	
utilizando	 los	mismos	métodos	 y	medios	 que	 usan	 para	 el	 tráfico	 de	
drogas,	lo	cual	dificulta	aún	más	un	cambio	de	orientación	de	la	política	
criminal	en	el	plano	internacional	(Organización	de	Naciones	Unidas	y	
Unión	Europea),	 organismos	 donde	 están	 convencidos	 que	 no	 podría	
enfrentarse	 esta	 área	 de	 la	 narcoactividad	 en	 buena	 medida	 sin	 la	
intervención	del	Derecho	Penal,	y	de	su	tutela	adelantada	mediante	un	
delito	de	peligro	abstracto,	así	como	de	la	implementación	de	medidas	
tales	 como	 la	 entrega	 vigilada	 de	 precursores	 de	 drogas36,	 el	 uso	 de	




pensamos	 que	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 no	 se	
puede	 decir	 que	 sea	 un	 delito	 de	 peligro	 presunto	 que	 encuentre	 su	
legitimidad	en	un	acto	de	mera	desobediencia,	pues	la	peligrosidad	de	
los	 comportamientos	 preceptuados	 en	 este	 tipo	 comportan	 un	 riesgo	
de	menoscabo	del	bien	jurídico	salud	pública	que,	por	lo	menos	a	nivel	
lógico,	se	puede	distinguir	de	la	acción	propiamente	dicha	y	aunque	lo	
                                                          













optarse	 por	 delitos	 de	 peligro	 abstracto	 que	 además	 de	 acreditar	 la	




principio	 de	 exclusiva	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 y,	 al	 menos	 en	
cierta	 medida,	 a	 su	 correlato	 el	 principio	 de	 ofensividad,	 debiendo	
tratarse	por	tanto	de	delitos	en	los	que	sea	posible	identificar	el	objeto	
de	tutela,	lo	cual	creemos	sucede	en	el	caso	del	artículo	371	CP.		






la	 3,4‐MDP‐2‐P,	 el	 piperonal,	 el	 ácido	 lisérgico,	 la	 ergotamina,	 la	
ergometrina,	el	ácido	N‐acetilantranílico	y	 la	piperidina	 la	posibilidad	
de	menoscabo	 del	 bien	 jurídico	 salud	 pública	 resulta	 un	 poco	menos	
distante,	pues	estas	 sustancias	 son	 la	materia	prima	principal	para	 la	
elaboración	 de	 drogas	 de	 síntesis,	 más	 aún	 si	 está	 se	 realiza	 en	
emplazamiento	cercanos	a	 los	 laboratorios	o	en	 los	propios	 laborato‐
rios	 donde	 se	 elaborará	 la	 droga,	 pues	 equivale	 a	 tener	 en	 estos	 una	
remesa	de	hojas	de	coca,	pasta	de	coca	o	el	latex	de	la	adormidera	listas	
para	 proceder	 a	 fabricar	 cocaína	 o	 heroína,	 por	 lo	 tanto	 podrían	
equiparase	 a	 la	 fase	 final	 del	 cultivo	 de	 drogas	 o	 a	 la	 inicial	 de	 la	
elaboración	de	las	mismas.	También	cabe	que	las	conductas	compren‐
didas	en	el	artículo	371	CP	la	mayoría	de	las	veces	son	realizadas	por	
auténticas	 mafias	 que	 operan	 a	 nivel	 internacional	 (criminalidad	
organizada),	con	bastante	éxito	debido	a	su	gran	capacidad	económica	
y	 de	 innovación,	 utilizando	 los	 mismos	 métodos	 y	 medios	 que	 usan	
para	 el	 tráfico	 de	 drogas.	 De	 hecho	 pese	 a	 todo	 el	 esfuerzo	 que	 se	
realiza	 a	 nivel	 mundial,	 haciendo	 uso	 del	 ordenamiento	 penal,	 del	
administrativo	 sancionador	 y	 de	 una	 parte	muy	 importante	 de	 todos	
los	recursos	de	los	cuerpos	y	fuerzas	de	seguridad,	sólo	logra	confiscar	









entrega	 vigilada,	 el	 uso	 de	 agentes	 encubiertos	 o	 las	 intervenciones	






	 El	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 tipificado	 en	 el	 artículo	
371	del	Código	Penal	español	es	un	delito	de	peligro	abstracto,	de	mera	
actividad	y	de	consumación	anticipada	o	en	la	que	la	respuesta	penal	se	
adelanta	 al	 momento	 de	 realización	 de	 los	 actos	 preparatorios	 del	
delito	de	tráfico	de	drogas,	específicamente	de	la	elaboración	de	drogas	
ilícitas.	 Sobre	 la	 naturaleza	 del	 peligro	 de	 este	 tipo	 delictivo	 la	
jurisprudencia	mayoritaria	sostiene	que	el	peligro	abstracto,	al	que	se	
hace	 referencia	 en	 este	 tipo	de	delito,	 no	debe	de	 confundirse	 con	 el	
peligro	presunto,	de	 forma	que	cualquier	acción	que	cumpla	objetiva‐
mente	la	hipótesis	legal	se	entienda	ya,	per	se,	sin	admisión	de	prueba	o	
estimación	 en	 contrario,	 integradora	 del	 delito	 pues	 tal	 tipo	 de	
presunción	 vulneraría	 el	 derecho	 constitucional	 a	 la	 presunción	 de	
inocencia.	En	su	opinión	peligro	abstracto	sólo	quiere	decir	que	en	el	
momento	 de	 la	 consumación	 anticipada,	 con	 que	 el	 legislador	 ha	
configurado	 el	 tipo,	 no	 están	 concretados	 o	 determinados	 los	 sujetos	
portadores	del	bien	 jurídico	protegido,	 cuya	 salud	va	 a	 ser	puesta	 en	
peligro	 o	 afectada	 por	 el	 agotamiento	 de	 la	 acción.	 Pero	 lo	 que	 sí	 es	
preciso	es	que	 tal	peligro,	 como	riesgo	de	 futura	 lesión	de	aquel	bien	
jurídico,	 se	 encuentre	 realmente	 presente	 en	 la	 acción	 para	 que	 ésta	
incluya	en	sí	el	contenido	de	la	antijuricidad	material	y	la	adecuación	al	
tipo	necesarios	para	su	ilicitud	penal	(STS	del	29	de	mayo	de	1993)38.	
                                                          
38		 CONDE‐PUMPIDO	 FERREIRO,	 Cándido.	 Código	 Penal…,	 op.	 cit.,	 p.	 1300.	 STS	 (ROJ:	
3499/1993)	 de	 29	 de	 mayo	 de	 1993.	 Ponente:	 Cándido	 Conde‐Pumpido	 Ferreiro.	






del	 elemento	 subjetivo	 ”a	 sabiendas	 de”	 o	 “para	 estos	 fines”,	 cabría	
aplicarle	los	criterios	deducibles	de	la	sentencia	del	Tribunal	Constitu‐
cional	del	8	de	junio	de	1988	al	artículo	37139,	o	en	el	artículo	400	CP	
                                                          
LAMARCA	 PÉREZ,	 Carmen	 (Coord.).	 Derecho	 Penal.	 P.E…,	 op.	 cit.,	 pp.	 508,	 509.	
ÁLVAREZ	GARCIA,	F.	Javier.	El	Delito	de	Tráfico…,	op.	cit.,	pp.	25‐29.	
39		 CONDE‐PUMPIDO	FERREIRO,	Cándido.	Código	Penal…,	op.	cit.,	pp.	1328‐1331.	Sobre	el	
artículo	 509	 CP	 “se	 han	 enfrentado	 dos	 posible	 variantes	 de	 la	 interpretación	 del	
precepto	 sobre	 las	 que	 nuestro	 análisis	 deberá	 versar,	 sin	 excluir	 la	 posibilidad	 de	
otras	diferentes,	que	no	es	posible	enjuiciar,	porque	no	han	sido	objeto	de	debate:	a)	…,	
la	sola	tenencia	de	instrumentos	idóneos	para	ejecutar	un	delito	de	robo	hace	presumir	
el	 especial	 destino	 a	 tal	 ejecución,	 a	 menos	 que	 el	 acusado	 facilite	 mediante	 el	
correspondiente	 descargo	 la	 prueba	 en	 contrario,	 b)	 …,	 la	 posesión	 de	 los	
instrumentos,	 como	 la	 idoneidad	de	 estos	 para	un	delito	 de	 fuerza	 en	 las	 cosas,	 y	 la	





tesis	 mantenidas	 en	 el	 presente	 recurso	 considera	 como	 una	 especial	 causa	 de	
justificación,	 aun	 cuando	 probablemente	 sea	 más	 exacto	 calificarla	 de	 libertad	 del	




inocencia,	 lo	 que	 no	 ocurre	 en	 cambio,	 con	 la	 segunda	 de	 las	 interpretaciones.	 La	
primera	de	ellas,	es	como	decíamos,	contraria	al	art.	24.2	Contiene	una	presunción	en	
contra	 del	 reo	 que	 es	 la	 presunción	 del	 mal	 uso	 o	 la	 presunción	 de	 la	 tendencia	 o	
finalidad,	 que	 se	 considera	 además	 como	 iuris	 tantum,	produciendo	una	 traslación	o	
inversión	de	la	carga	de	la	prueba,	de	suerte	que	la	destrucción	o	desvirtuación	de	tal	
presunción	corresponde	al	acusado	a	través	del	descargo.	Llegados	a	este	punto	parece	
obligado	 concluir	 que	 la	 disposición	 de	 la	 Ley	 enjuiciada	 no	 es	 en	 sí	 misma	
inconstitucional,	pero	que	si	lo	es	alguna	de	las	interpretaciones	de	que	ha	sido	y	puede	
ser	todavía	objeto.	Ello	impone	la	conveniencia	de	llegar	a	una	sentencia	constitucional	
de	 carácter	 interpretativo,	 que	 tome,	 sobre	 todo,	 en	 consideración	 el	 principio	 de	
conservación	 de	 las	 disposiciones	 legales,	 en	 cuanto	 a	 las	 mismas	 pueden	 ser	
interpretadas	 y	 aplicadas	 de	 conformidad	 con	 la	 Constitución.	 En	 virtud	 de	 todo	 lo	
expuesto,	 el	Tribunal	Constitucional,	 por	 la	 autoridad	que	 le	 confiere	 la	Constitución	
española,	ha	decidido	declarar	inconstitucional	el	art.	509	del	Código	Penal	en	cuanto	
se	interprete	que	la	posesión	de	instrumentos	idóneos	para	ejecutar	el	delito	de	robo	
presume	 que	 la	 finalidad	 y	 el	 destino	 que	 les	 da	 su	 poseedor	 es	 la	 ejecución	 de	 tal	
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vigente	 (otro	 acto	 preparatorio	 elevado	 a	 la	 categoría	 de	 delito	
autónomo)	 que	 sanciona	 la	 fabricación,	 recepción,	 obtención	 o	
tenencia	de	útiles,	materiales,	instrumentos,	sustancias,	datos	y	progra‐
mas	 informáticos,	 aparatos,	 elementos	 de	 seguridad,	 u	 otros	 medios	
específicamente	destinados	a	la	comisión	de	los	delitos	de	fabricación	





injusto,	 como	 son	 en	 ésta	 sede	 los	 fines	 de	 cultivo,	 producción	 o	
fabricación	ilícita	de	drogas.	En	este	sentido	señalan	que	si	la	apertura	
de	 las	 conductas	 contenidas	 en	 el	 artículo	 368	 del	 Código	 Penal	
merecen	 ya	 un	 juicio	 negativo	 de	 valoración	 sobre	 su	 desmesurado	
alcance,	con	mayor	motivo	 lo	suscita	 la	retracción	del	 reproche	penal	
hasta	conductas	que	en	sí	mismas	ni	siquiera	son	capaces	de	promover,	
favorecer	o	facilitar	el	consumo	ilegal,	como	la	fabricación	de	equipos	y	
materiales,	 supuestos	 de	 los	 que	 ya	 se	 hacía	 difícil	 predicar	 su	 vin‐
culación	al	objeto	jurídico	de	tutela,	manifestando	además	que	posible‐
mente	 hubiese	 resultado	 más	 acertado,	 de	 lege	 ferenda,	 el	 manteni‐
miento	de	las	conductas	enunciadas	en	el	artículo	371	del	Código	Penal	
en	 la	 órbita	 de	 la	 cooperación	 necesaria	 para	 la	 realización,	
únicamente,	 de	 algunos	 comportamientos	 del	 tipo	 básico	 (concreta‐
mente,	en	cuanto	a	 la	elaboración	de	drogas	 tóxicas)	si	bien	para	ello	
hubiera	 sido	 igualmente	necesaria	 la	 construcción	de	 éste	 en	 torno	 a	
                                                          
delito”.	STC	(105/1988)	de	8	de	junio	de	1988.	Ponente:	D.	Luis	Díez‐Picazo	y	Ponce	de	
León.	
40		 SEQUEROS	 SAZATORNIL,	 Fernando.	El	 tráfico	de	drogas…,	op.	 cit.,	p.	 290.	 El	 artículo	
400	 del	 Código	 Penal	 no	 es	 un	 delito	 formal	 ni	 de	 mera	 sospecha	 ya	 que	 el	 tipo	
requiere	de	forma	expresa	que	la	tenencia	o	fabricación	lo	sean	de	útiles	destinados	a	
la	 comisión	 de	 falsedades	 punibles,	 por	 lo	 que	 las	 acusaciones	 deben	 probar	 la	
finalidad	delictiva	de	 los	 instrumentos	enumerados.	Además	hay	que	decir	que	en	 lo	
concerniente	al	tipo	subjetivo,	se	integra	por	el	dolo,	que	debe	abracar	la	aptitud	de	los	
medios	 y	 útiles	 para	 la	 realización	 de	 falsificaciones	 y	 al	 elemento	 finalista	 de	 tener	
intención	 de	 utilizarlos	 o	 de	 proporcionarlos	 para	 su	 uso	 ilícito.	 CONDE‐PUMPIDO	






estructuras	 ajenas	 a	 la	 evidente	 equiparación	 entre	 autoría	 y	 partici‐
pación41.	 Queremos	 señalar	 que	 en	 nuestra	 opinión	 la	 fabricación,	
transporte,	distribución,	 comercio	o	 tenencia	de	equipos	y	materiales	
no	está	comprendida	en	el	artículo	371	del	Código	Penal	por	no	estar	
enumeradas	en	el	Cuadro	 I	 y	 II	de	 la	Convención	de	Naciones	Unidas	
del	20	de	diciembre	de	1988.	









cultivo,	 la	 producción	 o	 la	 fabricación	 ilícitas	 de	 drogas	 tóxicas,	
estupefacientes	o	sustancias	psicotrópicas,	o	para	estos	 fines.	Se	trata	
de	un	tipo	delictivo	de	mera	actividad,	puesto	que	su	elemento	objetivo	
se	 realiza	 por	 el	 mero	 hecho	 de	 tener	 en	 propio	 poder	 los	 equipos,	
materiales	o	sustancias	referidos,	en	el	que	el	dolo	no	sólo	debe	cubrir	
la	acción	típica	sino	otras	a	las	que	ésta	sirve	de	antesala	o	presupues‐
to.	A	 esto	 se	 refiere	 el	precepto	 cuando	exige,	para	 la	 integración	del	
tipo,	 que	 el	 poseedor	 actúe	 «a	 sabiendas»	 de	 que	 los	 equipos,	
materiales	o	sustancias	van	a	ser	utilizados	en	el	cultivo,	la	producción	
o	 la	 fabricación	 de	 tóxicos,	 estupefacientes	 o	 psicotrópicos.	 No	
estamos,	pues,	ante	un	delito	de	«sospecha»	porque	la	mera	posesión,	
aún	 no	 autorizada,	 no	 es	 suficiente	 para	 la	 incriminación.	 Y	 como	
difícilmente	se	puede	«saber»‐no	solamente	sospechar‐	cuál	va	a	ser	el	
destino	 de	 una	 cosa	 sino	 cuándo	 dicho	 destino	 se	 lo	 va	 a	 dar	 quien	
posee	u	otra	persona	con	la	que	aquél	está	concertado,	puede	decirse	
que	 el	 delito	 descrito	 en	 la	 norma	 cuestionada	 es	 un	 tipo	 «de	
imperfecta	 realización»,	 esto	 es,	 un	 tipo	 en	que	 la	 respuesta	 penal	 se	
adelanta	 al	 momento	 de	 la	 realización	 de	 actos	 meramente	











actos	 preparatorios,	 en	 relación	 con	 el	 cultivo	 y	 la	 fabricación	 de	
productos	tóxicos	o	estupefacientes	o	sustancias	psicotrópicas,	porque	
ha	querido	concertar	con	la	comunidad	internacional	los	instrumentos	
jurídicos	 orientados	 a	 la	 represión	 de	 determinadas	 actividades	
definidas	 como	 singularmente	 amenazadoras	 y	 perjudiciales	 para	 el	
bienestar	de	 los	pueblos.	El	adelantamiento	de	 la	protección	penal	ha	
supuesto,	 en	 este	 caso,	 considerar	 como	 objeto	 de	 delito	 no	 sólo	 las	
drogas	 ya	 elaboradas	 sino	 los	 productos	 que	 se	 denominan	 sus	
«precursores».	 Ahora	 bien,	 así	 como	 la	 posesión	 de	 drogas	 sólo	 es	
punible	 cuando	 está	 acompañada	 del	 propósito	 de	 difundirlas,	 la	
posesión	 de	 los	 precursores	 sólo	 lo	 es	 cuando	 se	 tiene	 conciencia	 de	
que	 van	 a	 ser	 ilícitamente	 utilizados	 en	 el	 cultivo,	 la	 producción	 o	 la	
fabricación	de	drogas	cuyo	consumo	se	quiere	atajar”42.	
	 Muñoz	Conde	afirma	al	respecto	que,	al	igual	que	en	el	delito	de	tráfico	
de	 drogas,	 en	 el	 de	 tráfico	 de	 precursores	 se	 presenta	 una	 extensión	




adelantamiento	 de	 la	 barrera	 punitiva	 hace	 que	 los	 límites	 entre	 la	
infracción	 criminal	 y	 el	 comportamiento	 penalmente	 irrelevante	 por	
atípico	 queden	 así	 muy	 difuminados,	 haciendo	 intervenir	 en	muchas	
                                                          
42		 STS	 (ROJ:	 2497/2001)	 de	 26	 de	marzo	 de	 2001.	 Ponente:	 D.	 José	 Jiménez	 Villarejo.	
CORCOY	BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Comentarios	al	Código	Penal.	….,	op.	 cit.,	pp.	 816,	 817.	
TERRADILLOS	BASOCO,	Juan	María.	Lecciones	materiales…,	op.	cit.,	p.	63.	Algunas	leyes	
penales	modernas	 han	 puesto	 el	 acento	 en	 sancionar	 la	 posesión	 de	 objetos,	 lo	 cual	
plantea	considerables	problemas,	entre	ellos	podemos	citar	la	posesión	de	explosivos,	
armas	de	fuego,	de	drogas,	de	precursores	de	drogas,	de	pornografía	infantil	y	de	otros	
muchos	 objetos.	 En	 el	 Derecho	 Penal	 alemán	 existen	 más	 de	 cien	 preceptos	 que	
conminan	con	pena	la	posesión	de	objetos.	Es	preciso	decir	que	sancionar	este	tipo	de	
conductas	 no	 es	 una	 novedad,	 como	 ejemplo	 de	 ello	 se	 puede	 citar	 la	 Ley	 romana	
contra	bandidos	y	envenenadores	del	año	81	antes	de	Cristo	que	castigaba	con	la	pena	
de	muerte	la	tenencia	de	veneno;	siendo	poco	claro	si	debía	de	probarse	la	existencia	
de	 la	 intensión	homicida.	 SCHROEDER,	Friedrich‐Christian.	 “La	posesión	como	hecho	




ocasiones	 al	 Derecho	 Penal	 en	 estadios	 muy	 alejados	 de	 la	 simple	
puesta	 en	 peligro	 del	 bien	 jurídico	 tutelado,	 situación	 que	 se	





tráfico	 de	 sustancias	 catalogadas	 como	 precursores	 en	 atención	 al	
principio	 de	 lesividad	 no	 comporta	 la	 suficiente	 entidad	 para	 su	
protección	 en	 el	 orden	 penal	 como	 delito	 autónomo,	 por	 lo	 cual	 las	
conductas	sancionadas	por	este	tipo	penal	no	deberían	trascender	del	
ámbito	administrativo	o	a	lo	sumo	algunas	de	estas	conductas	deberían	
sancionarse	 como	 formas	 de	 imperfecta	 ejecución	 o	 actos	 preparato‐





cumplimiento	 al	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988	 y	 demás	 normas	
comunitarias	 relativas	 a	 el	 tráfico	 de	 precursores45.	 Para	 que	 nos	
hagamos	 una	 idea	 del	 alcance	 de	 la	 aplicación	 de	 este	 convenio	
internacional	hay	que	decir	que	un	 total	de	189	Estados	o	 territorios	
del	mundo	 sancionan	 estas	 conductas	 en	 sus	 ordenamientos	 penales	
internos	 (lo	 que	 representa	 el	 95.45%	 del	 total	 de	 países	 o	 territo‐






es	 el	 subjetivo	 de	 saber	 que	 los	 precursores	 que	 se	 poseen	 o	 se	 manejan	 están	
destinados	 a	 la	 ulterior	 producción,	 propia	 o	 de	 un	 tercero,	 de	 drogas	 ilícitas	 en	 el	
marco	del	delito	de	tráfico	de	drogas,	o	sea	para	el	consumo	ilícito.	ÁLVAREZ	GARCÍA,	
F.	Javier.	Derecho	Penal	Español.	…,	op.	cit.,	pp.	1355,	1356.	





rios)46.	 En	 todo	 caso	 queremos	 terminar	 este	 apartado	manifestando	
que	 resulta	 evidente	 que	 la	 situación	 se	 vuelve	 insostenible	 con	 la	
incorporación	 del	 artículo	 373	 del	 Código	 Penal	 que	 sanciona	 la	
provocación,	la	conspiración	y	la	proposición	para	cometer	el	tráfico	de	
precursores	de	drogas.	Castigando	de	esta	forma	“los	actos	preparato‐
rios	 de	 los	 actos	 preparatorios	 del	 tráfico	 de	 drogas,	 es	 decir	 la	
preparación	 de	 la	 preparación”	 dado	 que	 además	 de	 criminalizar	 el	
tráfico	de	precursores,	también	se	sanciona	los	actos	preparatorios	de	
este47.	 Es	 preciso	 señalar	 que	 sobre	 la	 necesidad	 imperiosa	 de	
eliminación	 de	 este	 despropósito	 legislativo	 hay	 unanimidad	 en	 la	
doctrina	 española,	 situación	que	dudamos	 se	 produzca	 en	 la	 práctica	
legislativa,	a	mediano	e	inclusive	a	largo	plazo,	pues	la	tendencia	va	en	
sentido	 opuesto.	Afortunadamente	 podemos	decir	 que	 no	 conocemos	
de	 la	 existencia	 de	 ninguna	 sentencia	 sobre	 la	 provocación,	 la	




El	objeto	material	del	 tipo	delictivo	está	 constituido	 según	el	 artículo	
371	del	Código	Penal	español,	por	los	equipos,	materiales	o	sustancias	
enumeradas	en	el	Cuadro	I	y	Cuadro	II	de	 la	Convención	de	Naciones	
Unidas	 celebrada	 en	 Viena	 el	 día	 20	 de	 diciembre	 de	 1988,	 sobre	 el	
tráfico	 ilícito	 de	 estupefacientes	 y	 sustancias	 psicotrópicas,	 y	 cuales‐





371	 del	 Código	 Penal	 castiga	 con	 las	 correspondientes	 penas,	 entre	
otras	 conductas,	 una	 serie	 de	 actividades	 (fabricación,	 transporte,	
                                                          
46		 Únicamente	no	son	estados	partes	de	la	Convención	de	1988	un	total	de	nueve,	de	los	
198	 Estados	 que	 existen,	 siendo	 estos:	 Guinea	 Ecuatorial,	 Somalia,	 Sudán	 del	 Sur,	










futuros	 Convenios	 de	 la	 misma	 naturaleza	 ratificados	 por	 España,	 a	
sabiendas	 de	 que	 van	 a	 utilizarse	 en	 el	 cultivo,	 la	 producción	 o	 la	
fabricación	 ilícitas	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	
psicotrópicas,	 o	 para	 estos	 fines,..,	 de	 modo	 que	 constituye,	 por	 una	
parte,	 una	 norma	 penal	 en	 blanco,	 que	 ha	 de	 ser	 integrada	 con	 las	
correspondientes	 normas	 extrapenales,	 y,	 por	 otra,	 es	 un	 delito	 de	
mera	actividad”48.		
De	la	redacción	de	la	parte	que	establece	el	objeto	material	de	este	tipo	
penal	 hay	 que	 decir	 que	 resulta	 bastante	 confusa,	 pues	 se	 hace	
referencia	 a	 equipos,	 materiales	 o	 sustancias	 enumeradas	 en	 los	
Cuadros	I	y	II	de	la	Convención	de	Naciones	Unidas	de	1988,	cuando	en	
realidad	 estos	 cuadros	 no	 contienen	 ninguna	 lista	 de	 materiales	 o	
equipos,	sino	únicamente	de	sustancias.	La	única	referencia	que	hace	el	
Convenio	 a	 los	 materiales	 y	 equipos	 destinados	 a	 la	 producción	 o	
fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 y	 sustancias	 psicotrópicas	 se	
encuentra	 el	 artículo	13	de	 la	Convención,	que	 literalmente	dice:	 “las	
partes	adoptarán	las	medidas	que	consideren	adecuadas	para	impedir	
el	 comercio	 y	 la	 desviación	 de	 materiales	 y	 equipos	 destinados	 a	 la	




exclusivamente	 a	 estas	 últimas.	 Sobre	 este	 tema	 existen	 diferentes	
opiniones,	 Sequeros	 Sazatornil	 señala	 que	 es	 necesario	 destacar	 la	
diferencia	 existente	 en	 la	naturaleza	de	 los	 objetos	que	 conforman	 el	
objeto	material	del	delito.	Mientras	que	 las	sustancias,	constituyen	en	
sí	 la	 razón	 primera	 de	 la	 sanción	 de	 la	 conducta	 al	 recaer	 sobre	 los	
precursores	propiamente	dichos,	los	equipos	y	materiales	que	también	
lo	 integran	 hacen	 alusión	 a	 las	 herramientas	 con	 la	 cual	 se	 pueden	
                                                          
48		 STS	 (ROJ:	 89/2003)	 de	 16	 de	 enero	 de	 2003.	 Ponente:	 D.	 Luis	 Román	 Puerta	 Luis.	
Todos	 los	 delitos	 contra	 la	 salud	 pública	 están	 estructurados	 como	 leyes	 penales	 en	





producir	 o	 fabricar	 drogas	 ilícitas49.	 Mientras	 que	 Rey	 Huidobro	
sostiene	 que	 el	 legislador	 ha	 querido	 incluir	 tanto	 los	 materiales	 y	
equipos	a	que	se	hace	referencia	en	el	artículo	13	del	Convenio,	como	
las	 sustancias	 de	 los	 Cuadros	 I	 y	 II,	 pero	 al	 haber	 efectuado	 una	
redacción	 legal	 inadecuada,	 no	 ha	 sabido	 plasmarlo	 en	 la	 letra	 de	 la	
Ley,	 por	 lo	 que	 en	 base	 al	 respeto	 de	 los	 principios	 de	 legalidad	 y	
seguridad	 jurídica,	 la	 interpretación	 restrictiva	 es	 la	 que	 debería	
prevalecer	 en	 este	 tema,	 con	 lo	 cual	 se	 evitaría	 caer	 en	 posibles	
interpretaciones	 extensivas	 o	 analógicas	 en	 perjuicio	 del	 reo50	 en	 tal	
caso	los	equipos	y	materiales	quedarían	fuera	de	la	órbita	del	artículo	
                                                          
49		 SEQUEROS	 SAZATORNIL,	 Fernando.	 El	 tráfico	 de	 drogas…,	 op.	 cit.,	 p.	 285.	 Fabián	
Caparrós	 señala	 que	 “en	 principio,	 el	 tipo	 objetivo	 no	 establece	 ninguna	 clase	 de	
limitación	en	relación	con	los	«equipos»	y	los	«materiales»,	aspecto	que	nos	hace	temer	
por	un	campo	de	aplicación	potencial	de	este	precepto	excesivamente	amplio.	Sólo	 la	
exposición	de	motivos	de	 la	 Ley	 indica	que	han	de	 resultar	 «indispensables»	para	 el	
cultivo,	producción	y	 fabricación	 ilícita	de	drogas,	 criterio	que	debería	de	haber	 sido	
incorporado	a	la	redacción	del	precepto.	Si	lo	hace	con	respecto	a	las	«sustancias»,	para	
las	 cuales	exige	 su	previa	 inclusión	en	 la	propia	Convención	de	Viena	o	en	 cualquier	
otro	 Tratado	 internacional	 del	 que	 pueda	 ser	 parte	 nuestro	 Estado”.	 Este	 autor	
considera	que	la	inclusión	del	elemento	subjetivo	“a	sabiendas	de”	o	“para	estos	fines	
en	 la	 artículo	 371	 CP	 ayuda	 a	 solventar	 la	 absoluta	 indeterminación	 con	 la	 que	 son	
mencionados	 los	 equipos	 y	 materiales.	 Afirmando	 que	 de	 este	 modo,	 no	 podrá	 ser	
objeto	 del	 delito	 todo	 bien	 susceptible	 de	 ser	 utilizado	 de	 cualquier	 modo	 para	 el	
cultivo,	 la	 producción	 o	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 como	 fertilizantes,	
combustibles,	etc.	Sino	únicamente	aquellos	que	sean	especialmente	 idóneos	para	 tal	
objetivo	 (instrumental	 especializado,	 etc.).	 Lo	 que	 confirma	 la	 interpretación	 del	
criterio	antes	mencionado	recogido	en	 la	exposición	de	motivos.	FABIÁN	CAPARRÓS,	
Eduardo	 A.	 “Consideraciones	 de	 urgencia…,	 op.	 cit.,	 pp.	 595,	 596.	 El	 concepto	 de	
precursor	 puede	 dar	 lugar	 fácilmente	 a	 una	 ampliación	 sin	 fin	 de	 las	 listas	 a	 ellos	
alusivas,	 y	 los	 equipos	 y	 materiales,	 al	 no	 constituir	 un	 catálogo	 cerrado,	 permiten	
abarcar	cualquier	cosa	a	partir	exclusivamente	de	la	siempre	problemática	referencia	
subjetiva.	 Como	 los	 equipos	 y	materiales	 no	 se	 encuentran	 enumerados	 en	 las	 listas	
hace	 falta	 realizar	 una	 interpretación	 teleológica	 para	 comprender	 este	 defectuoso	
precepto.	 DIEZ	 RIPOLLES,	 José	 Luis.	 “Tendencias	 político‐criminales	 en	 materia	 de	
drogas”	 en	 Jueces	 para	 la	 democracia.	 Año	 1993.	 Número	 19,	 pp.	 39,	 46.	 CÓRDOBA	
RODA,	Juan.	Comentarios	al	Código	Penal	pp.	1660‐1662.	Vid.,	en	el	Anexo	IV	la	lista	de	
precursores	de	drogas,	así	como	sus	características	y	uso	legales	e	ilegales.	
50		 REY	HUIDOBRO,	 Luis	 Fernando.	El	delito	de	 tráfico	de	 estupefacientes.	…,	op.	 cit.,	 pp.	









en	 el	 cultivo	 marihuana	 (Cannabis	 sativa),	 los	 arbustos	 de	 coca	
(Erythroxylum	 coca)	 o	 de	 la	 adormidera	 (Papaver	 somniferum).	
Prácticamente	 cualquier	 material	 de	 labranza	 estaría	 comprendido	
como	equipo	siempre	que	se	demostrara	el	elemento	subjetivo	del	tipo,	
por	 lo	 tanto	 palas,	 picos,	 azadones,	machetes,	 barretones,	 escardillas,	
guadañas,	 horcas,	 hoces,	 hachas,	 rastrillos,	 regaderas,	 tijeras,	 trans‐
plantadores	 y	 toda	una	 gran	 variedad	de	 abonos,	 fertilizantes	 y	plás‐
ticos	serían	precursores	de	drogas.	
También	 hay	 que	 decir	 que	 algunas	 sentencias	 no	 hacen	 más	 que	
sembrar	confusión	sobre	el	objeto	material	del	 tráfico	de	precursores	
de	drogas,	como	en	el	caso	de	la	SAP	de	Madrid	de	14	de	junio	de	2010	
que	 integra	 y	 literalmente	dice:	 “a	propósito	de	 los	precursores	debe	
de	señalarse	que	son	sustancias	utilizadas	como	reactivos,	disolventes	
o	 catalizadores,	 en	 los	 procesos	 químicos	 necesarios	 para	 la	
producción	o	elaboración	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes	o	sustan‐
cias	psicotrópicas,	enumeradas	en	 los	Cuadros	I	y	 II	de	 la	Convención	
de	Naciones	Unidas	hecha	en	Viena	el	20	de	diciembre	de	1988,	sobre	
                                                          
51		 Que	en	su	artículo	número	73	preceptúa	que	“se	impondrá	pena	de	prisión	de	ocho	a	
quince	 años	 a	 quien	 produzca,	 fabrique,	 prepare,	 distribuya,	 transporte,	 almacene,	
importe	 o	 exporte	 precursores	 u	 otros	 productos	 químicos	 incluidos	 en	 esta	
regulación,	además	de	máquinas	y	accesorios,	para	utilizarlos	en	la	comisión	de	alguno	






controlarán	 la	 importación,	 comercialización	 y	 fabricación	 de	máquinas	 y	 accesorios	
que	 se	 utilicen	 para	 el	 entabletado,	 encapsulado	 y	 comprimido	 de	 estupefacientes,	
sustancias	 psicotrópicas	 u	 otras	 de	 efecto	 semejante”,	 que	 únicamente	 deben	 de	
cumplir	la	condición	de	ser	utilizados	en	la	comisión	de	alguno	de	los	delitos	tipificados	
en	esta	Ley.	Ley	7786	sobre	estupefacientes,	sustancias	psicotrópicas,	drogas	de	uso	no	





quiera	 otros	 productos	 adicionados	 al	 mismo	 Convenio	 o	 en	 otros	
futuros	Convenios	ratificados	por	España,	y	entre	ellos	se	encuentran	
por	 ejemplo,	 el	 ácido	 clorhídrico	 y	 la	 fenacetina”52.	 Como	 todos	
sabemos	 el	 ácido	 clorhídrico	 es	 un	 precursor	 que	 se	 encuentra	 en	
Cuadro	 II	 de	 dicho	 Convenio.	 Pero	 la	 fenacetina	 no	 se	 encuentra	 en	
ninguno	de	los	cuadros.	De	hecho	es	un	analgésico	muscular,	similar	al	
paracetamol,	 que	 fue	 retirado	 del	 mercado	 europeo	 en	 el	 año	 1984	
porque	 afecta	 gravemente	 los	 riñones	 y	 el	 hígado.	 La	 fenacetina	 se	
añade	como	adulterante	para	potenciar	el	sabor	amargo	de	la	cocaína	y	
mejorar	 su	 aspecto,	 dándole	 un	 tono	más	 brillante	 a	 la	 droga.	 Por	 lo	
tanto	 es	 una	 sustancia	 de	 corte	 o	 adulterante	 de	 la	 cocaína	 muy	
utilizado	en	España	al	igual	que	el	levamisol,	la	cafeína,	la	lidocaína	y	el	
manitol.	 Es	 necesario	precisar	que	 la	 tenencia	 o	 tráfico	de	 fenacetina	
no	 es	 subsumible	 en	 el	 artículo	 371	 CP	 pues	 como	 hemos	 señalado	
antes	no	es	ninguna	de	las	24	sustancias	catalogadas	como	precursores	
de	drogas	por	Naciones	Unidas.	Lo	mismo	ocurre	con	la	Sentencia	de	la	






es	 necesario	 que	 se	 realice	 una	 enumeración	 exhaustiva	 que	 debe	
incluirse	 en	 el	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988,	 como	 un	 nuevo	 anexo,	 o	
mejor	por	una	remisión	a	un	cuadro	al	efecto	en	una	Ley	interna,	como	




del	 artículo	 371	 del	 Código	 Penal54.	 En	 la	 misma	 dirección	 parece	










apuntar	Morales	 García	 al	 señalar	 que	 la	 remisión	 a	 los	 Cuadros	 del	
Convenio	 de	 1988	 plantea	 un	 problema	 de	 orden	 político	 criminal,	
pues	no	entiende	acertado	que	el	tipo	limite	su	extensión	al	ámbito	de	
los	convenios	 internacionales,	 restringiendo	de	esta	manera	el	paso	a	
posibles	 regulaciones	 contenidas	 en	 nuestro	 derecho	 interno	 cuyo	
objeto	 abarca	 sustancias	 igualmente	 susceptibles	 de	 ser	 utilizadas	
como	 precursores	 para	 la	 elaboración	 de	 drogas	 tóxicas55.	 Nosotros	
creemos,	 como	 ya	 lo	 hemos	 señalado	 antes,	 que	 al	 no	 encontrarse	
enumerado	ningún	equipo	o	material	en	el	Convenio	antes	citado	o	en	
sus	 anexos,	 la	 tenencia,	 transporte,	 distribución	 o	 comercio	 de	
cualquier	 equipo	 o	material	 idóneo	 para	 cultivar,	 fabricar	 o	 elaborar	
drogas	 ilícitas	 no	 podrá	 subsumirse	 en	 el	 artículo	 371,	 pero	 sin	
embargo	 entendemos	 que	 este	 tipo	 de	 conductas	 si	 pueden	 tener	
cabida	 en	 el	 artículo	 368	 por	 la	 excesiva	 amplitud	 con	 que	 esta	
redactadas	 las	 conductas	punibles,	 lo	 cual	 también	puede	ocurrir	 con	
las	 denominadas	 sustancias	 no	 catalogadas	 que	 se	 utilizan	 para	 la	
elaboración	 de	 drogas	 ilícitas.	 En	 todo	 caso	 es	 preciso	 decir	 que	
afortunadamente,	 el	 término	 “precursores”	 establecido	 en	 la	 Decisión	
Marco	 2004/757/JAI	 del	 Consejo,	 de	 25	 de	 octubre	 de	 2004,	 es	 más	
restringido,	 ya	 que	 excluye	 tales	 “equipos	 o	 materiales”,	 limitando	 el	
concepto	a	las	referidas	“sustancias”,	ahora	delimitadas	por	la	disciplina	
comunitaria	en	el	desarrollo	del	referido	artículo	número	1256.	
                                                          
u	otras	disposiciones	de	carácter	general,	sobre	 las	medidas	de	control	de	sustancias	
químicas	catalogadas	susceptibles	de	desvío	para	la	fabricación	ilícita	de	drogas,	o	en	
los	 cuadros	 I	 y	 II	 de	 la	 Convención	 de	 Naciones	 Unidas,	 hecha	 en	 Viena	 el	 20	 de	
diciembre	de	1988,	sobre	el	tráfico	ilícito	de	estupefacientes	y	sustancias	psicotrópicas,	
a	sabiendas	de	que	van	a	utilizarse	en	el	cultivo,	la	producción	o	la	fabricación	ilícitas	
de	drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas,	 o	 para	 estos	 fines	 será	
castigado	con	 la	pena	de	prisión	de	seis	meses	a	 tres	años”.	El	artículo	2	del	artículo	
371	 mantiene	 su	 redacción	 actual.	 SUÁREZ	 LÓPEZ,	 José	 María.	 El	 tráfico	 de	
precursores…,	 op.	 cit.,	 p.	 74.	 “Son	 equipos	 o	 materiales	 las	 balanzas	 de	 precisión	 o	
dinamómetros,	 alambiques,	 pequeñas	 prensas,	 molinillos	 de	 café	 con	 restos	 de	
sustancias	 ilícitas,	 bolsitas	 de	 plástico	 y	 cualesquiera	 otros	 objetos	 o	 productos	
empleados	en	 la	 fabricación,	corte,	mezcla	o	 fragmentación	de	 las	drogas”.	LAMARCA	








	 Hay	que	 recordar	 que	producto	de	 las	 imprecisiones	 antes	 señaladas	
en	 la	 redacción	 de	 este	 tipo	 penal	 algunos	 autores	 como	 Queralt	
Jiménez	 llegaron	a	 considerar,	 en	algún	momento,	que	 si	 aparecieran	
nuevas	 sustancias	 que	 pudieran	 cumplir	 el	 cometido	 de	 los	
denominados	precursores	de	drogas,	estas	podrían	considerarse	como	
tales	 sin	 necesidad	 de	 esperar	 un	 consenso	 internacional57.	 Sin	
embargo	 tal	 situación	no	es	posible	ya	que	el	artículo	371	del	Código	
Penal	 español	 se	 refiere	 exclusivamente	 a	 los	 equipos,	 materiales	 o	
sustancias	incluidas	en	los	Cuadros	I	y	II	de	la	Convención	de	Viena	de	
1988,	y	cualesquiera	otros	productos	adicionados	al	mismo	Convenio	o	
a	 otros	 futuros	 convenios	 de	 la	 misma	 naturaleza	 ratificados	 por	
España.	Es	decir,	que	de	esta	manera	no	sólo	se	declara	la	automática	
aplicación	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 interno	 de	 las	 sustancias	
contenidas	en	este	Convenio	o	futuros	convenios	internacionales,	sino	
que	se	priva	al	legislador	español	de	la	posibilidad	de	incluir	sustancias	
en	 el	 artículo	 371	 que	 no	 se	 hallen	 reconocidas	 previamente	 como	
precursores	 en	 el	 ámbito	 internacional58.	 Para	 poder	 hacerlo	 el	
                                                          
de	diciembre	de	1988,	y	cualesquiera	productos	agregados	al	mismo	Convenio	u	otros	
convenios	de	la	misma	naturaleza,	ratificados	por	España,	sin	recurrir	en	ningún	caso	a	
la	normativa	 interna.	De	esta	manera	el	 tipo	objetivo	no	establece	de	 forma	clara,	 la	
necesaria	limitación	de	los	“equipos”	y	“materiales”	comprendidos	en	el	tipo	penal,	 lo	
cual	propicia	que	el	ámbito	de	aplicación	de	este	precepto	sea	excesivamente	amplio	e	
impreciso;	 con	 ello,	 “el	 legislador	 ha	 demostrado	 su	 inequívoca	 voluntad	 de	
incorporarse	a	un	programa	de	lucha	al	narcotráfico	que	supera	las	fronteras	internas;	
pero	 también	 ha	 formalizado	 una	 suerte	 de	 autolimitación	 a	 la	 hora	 de	 determinar	




pese	 a	 ello	 de	 inconstitucionalidad.	 LAMARCA	 PÉREZ,	 Carmen	 (Dir.).	Derecho	 Penal.	
Parte	Especial.	3ª	edición.	Colex.	Madrid.	2005,	p.	516.	En	el	mismo	sentido	que	Fabián	
Caparrós.	SUÁREZ	LÓPEZ,	José	María.	“El	tráfico	de	precursores.	…,	op.	cit.,	pp.	72,	73.	
57		 QUERALT	 JIMÉNEZ,	 J.	 J.	Derecho	Penal	Español.	Parte	Especial.	 Tercera	 edición.	 J.	M.	
Bosch.	Barcelona.	1996,	p.	814.		
58		 REY	HUIDOBRO,	Luis	Fernando.	El	delito	de	tráfico	de	estupefacientes.	…,	op.	cit.,	p.	278.	
En	el	mismo	sentido	Fabián	Caparrós	 señala	que	el	 legislador	además	de	mostrar	 su	
inequívoca	 intensión	 de	 incorporarse	 a	 un	 programa	 de	 ámbito	 internacional,	 “ha	
formalizado	una	suerte	de	autolimitación	a	la	hora	de	determinar	cuáles	han	de	ser	en	





legislador	 español	 tendría	 que	 reformar	 este	 artículo.	 Afortunada‐
mente	 no	 conocemos	 de	 la	 existencia	 de	 ninguna	 sentencia	 que	
sancione	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 la	
fabricación,	distribución,	comercio	o	tenencia	de	materiales	o	equipos	
que	puedan	utilizarse	para	la	elaboración	de	drogas	ilícitas.	
	 Díez	 Ripollés	 en	 su	momento	 censuró	 la	 desmesurada	 extensión	 que	
otorga	 el	 precepto	 al	 objeto	 material	 de	 este	 tipo	 penal,	 pues	 no	 se	
conforma	con	aludir	a	las	sustancias	químicas	incluidas	en	las	listas	de	
la	Convención,	 o	 con	 sumar	 a	 éstas	 las	que	 se	 añadan	en	un	 futuro	a	
dichas	 listas	 según	 el	 procedimiento	 previsto	 en	 el	mismo,	 sino	 que,	
ampliando	de	por	sí	la	peligrosa	técnica	de	la	ley	penal	en	blanco	hasta	
límites	desconocidos	hasta	ahora,	 incluye	también	aquellos	productos	
que	 se	 adicionen	 en	 otros	 futuros	 convenios	 de	 la	misma	 naturaleza	
ratificados	 por	 España.	 Esto	 en	 su	 opinión	 posibilita	 que	 se	 pueda	
producir	 una	 ampliación	 sin	 fin	 de	 las	 listas	 de	 las	 sustancias	
catalogadas	 como	 precursores,	 lo	 que	 conlleva,	 según	 esta	 tesis,	 una	
grave	 indeterminación	 del	 tipo,	 afectando	 con	 ello	 al	 principio	 de	
certeza	y	seguridad	jurídica59.	Dichosamente	en	los	26	años	de	vigencia	






drogas	 o	 estupefacientes	 abarcados	 por	 el	 artículo	 368	 del	 Código	 Penal,	 además	 se	
señala	que	tampoco	lo	pueden	sancionar	por	tráfico	de	precursores	porque	ninguna	de	
las	 cuatro	 sustancias	 pertenecen	 al	 listado	 de	 las	 23	 sustancias	 catalogadas	 en	 los	
Cuadros	I	y	II	del	Convenio	de	Viena	de	1988.	También	hay	que	decir	que	no	se	hace	
ninguna	 referencia	 sobre	 la	 posibilidad	 de	 considerar	 la	 balanza	 de	 cocina	 como	 un	
instrumento	que	se	usa	para	elaborar	drogas.	STS	(ROJ:	4232/2010),	de	23	de	junio	de	
2010.	Ponente:	Adolfo	Prego	de	Oliver	Tolivar.	
59		 DIEZ	 RIPOLLES,	 José	 Luis.	 “Tendencias	 político‐criminales…,	 op.	 cit.,	 p.	 46.	 REY	
HUIDOBRO,	Luis	Fernando.	El	delito	de	 tráfico	de	estupefacientes.	…,	op.	cit.,.	 1987,	p.	
278.	Sobre	este	 tema	Mendoza	Buergo	sostiene	que	en	el	artículo	371	se	 realiza	una	
remisión	 hacia	 el	 futuro,	 cuando	 menos	 sorprendente	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 del	
principio	 de	 legalidad,	 a	 cualquier	 otro	 producto	 que	 pueda	 adicionarse	 a	 este	
Convenio	 o	 que	 pueda	 incluirse	 en	 otros	 futuros	 Convenios	 o	 Convenciones,	 de	 la	
misma	naturaleza,	ratificados	por	España.	BAJO	FERNÁNDEZ,	Miguel	(Dir.).	Compendio	





que	 tiene	 el	 Convenio	 de	 Viena	 de	 1988	 sólo	 se	 ha	 pasado	 de	 las	 12	
sustancias	 originales	 contenidas	 en	 los	 cuadros	 a	 las	 24	 que	 están	
catalogadas	 actualmente,	 lo	 cual	 aunque	 representa	 un	 aumento	
notable	 (100%),	 en	 nuestra	 opinión	 no	 se	 puede	 tildar	 de	 desme‐
surado.	Por	el	contrario	también	se	le	cuestionaba	a	esta	técnica	legis‐




por	 la	 rapidez	 y	 frecuencia	 de	 los	 cambios	 sociales60,	 lo	 cual	
efectivamente	 sucede,	 ejemplo	 de	 ello	 es	 que	 para	 trasladar	 el	 ácido	
fenilacético	 del	 Cuadro	 II	 al	 Cuadro	 I	 del	 Convenio,	 y	 por	 ende	
incrementar	 las	 medidas	 de	 control	 sobre	 esta	 sustancia	 a	 nivel	
mundial,	se	demoraron	cuatro	años61.	Situación	que	ha	ido	mejorando	
en	 alguna	 medida	 pues	 para	 incorporar	 el	 APAAN	 al	 Cuadro	 I	 de	 la	
Convención	solo	demoraron	un	año	y	siete	meses62.		
	 Queremos	 citar	 a	 manera	 de	 ejemplo,	 con	 una	 redacción	 bastante	
diferente	 a	 la	 legislación	 española	 sobre	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas,	la	Ley	de	control	de	insumos	químicos	y	productos	fiscalizados,	
Ley	Nº	28305	de	la	República	del	Perú,	del	29	de	julio	del	año	2004	que	
en	 su	artículo	número	4	establece	una	 lista	de	27	 sustancias	que	 son	
consideradas	 insumos	químicos	o	productos	 fiscalizados	(precursores	
de	 drogas).	 De	 estas	 sustancias	 sólo	 12	 pertenecen	 a	 los	 cuadros	
incluidos	 en	 la	 Convención	de	Viena	de	 1988	 (5	 del	 Cuadro	 I	 y	 7	 del	
Cuadro	 II).	 Las	 otras	 15	 sustancias	 enumeradas	 en	 la	 lista	 son	
sustancias	 no	 catalogadas	 que	 se	 usan	 frecuentemente	 en	 la	 elabo‐
ración	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 y	 psicotrópicos.	 Es	 impor‐
tante	destacar	que	en	este	mismo	artículo	se	establece	que	esta	lista	se	
                                                          






1‐fenil‐2‐propanona	 (P‐2‐P)	 que	 se	 utiliza	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 anfetamina	 y	





de	 estos,	 mediante	 Decreto	 Supremo	 para	 el	 cual	 se	 requiere	 un	
informe	 técnico	 del	 Comité	 de	 Coordinación	 Interinstitucional	 e	
informe	favorable	del	Ministerio	de	la	Producción	y	del	Ministerio	del	
Interior.	 El	 citado	 Decreto	 Supremo	 debe	 ser	 refrendado	 por	 los	
titulares	 de	 ambos	 ministerios63.	 En	 Argentina	 la	 Ley	 23.737	 en	 su	
artículo	número	24	establece	que	 los	precursores,	y	productos	quími‐








II	 de	 la	 Convención	 de	 Naciones	 Unidas	 contra	 los	 Estupefacientes	 y	




consisten	 en	 la	 fabricación,	 transporte,	 distribución,	 comercio	 o	
tenencia	de	equipos,	materiales	o	sustancias	enumeradas	en	el	Cuadro	
I	y	Cuadro	II,	de	la	Convención	de	Naciones	Unidas,	celebrada	en	Viena	
el	 día	 20	 de	 diciembre	 de	 1988,	 sobre	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 estupefa‐
                                                          
63		 Las	sustancias	de	los	Cuadros	que	se	consideran	precursores	en	el	Perú	son:	anhídrido	
acético,	 permanganato	 de	 potasio,	 piperonal,	 safrol	 e	 isosafrol	 (Cuadro	 I)	 y	 acetona,	
ácido	 sulfúrico,	 ácido	 clorhídrico,	 éter	 etílico,	 metiletilcetona,	 tolueno	 y	 ácido	
antranílico	(Cuadro	II).	“Se	trata	de	un	precepto	penal	parcialmente	en	blanco,	con	un	
elemento	normativo	que	se	integra	por	remisión	a	la	normativa	internacional”.	La	Ley	
Nº	28305,	 fue	modificada	por	 la	 Ley	29037	del	 uno	de	 junio	del	 2007,	 se	 encuentra	
desarrollada	por	el	Reglamento	de	la	Ley	28305	Ley	de	control	de	insumos	químicos	y	
productos	fiscalizados.	Reglamento	que	fue	aprobado	mediante	el	Decreto	supremo	Nº	
053‐2005‐PMC,	 del	 27	 de	 julio	 del	 año	 2005.	 PEÑA	 CABRERA	 FREYRE,	 Alonso.	 R.	
Tráfico	ilícito	de	drogas…,	op.	cit.,	pp.	443,	444,	467‐543.	
64		 SARAVIA	TOLEDO,	Rogelio.	Curso	de	Derecho….,	op.	cit.,	pp.	975,	976,	1005,	1006.	




cientes	 y	 sustancias	 psicotrópicas,	 y	 cualesquiera	 otros	 productos	
adicionados	 al	 mismo	 Convenio,	 o	 que	 se	 incluyan	 en	 otros	 futuros	
convenios	de	la	misma	naturaleza,	ratificados	por	España,	a	sabiendas	
de	 que	 van	 a	 utilizarse	 en	 el	 cultivo,	 la	 producción	 o	 la	 fabricación	










caben	 comportamientos	 omisivos,	 y	 además	 debe	 conocerse	 que	 el	
tráfico	 de	 estas	 sustancias	 está	 destinado	 a	 la	 elaboración	 ilícita	 de	
drogas,	 también	 hay	 que	 decir	 que	 no	 hace	 falta	 demostrar	 en	 el	
proceso	el	ánimo	de	lucro	dado	que	este	tipo	penal	no	lo	exige.	
	 Como	ya	señalamos	antes	el	delito	de	tráfico	de	precursores	de	drogas	
está	 integrado	 por	 cinco	 verbos	 rectores:	 “fabricar”,	 “transportar”,	
“distribuir”,	 “comerciar”	 y	 “tener”	 las	 sustancias	 catalogadas	 para	 la	
elaboración	ulterior	de	drogas	ilícitas,	careciendo	de	relevancia	que	el	
sujeto	lleve	a	cabo	uno	o	varios	de	los	actos	típicos.	Debiendo	ajustarse	
su	 interpretación	 jurídica	a	 la	dimensión	semántica	de	 su	 significado,	
por	lo	tanto:		
1)	 Por	 “fabricar”	 habrá	 que	 entender	 la	 producción	 de	 objetos	 en	
serie,	usando	generalmente	medios	mecánicos.	Está	conducta	consiste	









cada	 ordenamiento	 jurídico,	 lo	 cual	 así	 se	 establece	 en	 el	 artículo	 3.1	 c)	 ii)	 de	 este	




en	 la	 elaboración	o	 fabricación	mediante	un	 conjunto	de	operaciones	
de	síntesis	químicas,	pudiendo	utilizar	para	ello	diversos	métodos,	de	
cualquiera	 de	 las	 24	 sustancias	 catalogadas	 como	 precursores	 de	
drogas	en	los	cuadros	I	y	II	del	Convenio	de	1988.	En	el	caso	de	que	el	
resultado	no	se	lograse	por	razones	ajenas	a	la	voluntad	del	autor	o	los	
autores,	 es	 decir	 que	 no	 se	 haya	 concluido	 el	 proceso	 de	 fabricación	
ilícita,	por	ejemplo	de	la	efedrina	o	el	permanganato	de	potasio	al	tenor	
de	 la	 redacción	 del	 tipo	 podrían	 apreciarse	 formas	 de	 imperfecta	




proceso	 de	 fabricación	 ilegal	 de	 precursores	 generalmente	 se	 realiza	
en	 emplazamientos	 cercanos	 a	 los	 laboratorios	 ilícitos	 o	 bien	 en	 los	
propios	laboratorios.	Cuando	se	produce	este	último	supuesto	general‐
mente	una	vez	que	se	termina	la	elaboración	del	precursor	se	procede	
casi	 de	 forma	 inmediata	 a	 la	 fabricación	 de	 la	 droga	 ilícita,	 de	 esta	
manera	 se	 presenta	 la	 particularidad	 de	 que	 el	 acto	 de	 fabricar	 la	
sustancia	catalogada,	que	en	principio	sería	la	conducta	más	distante	a	
la	 de	 elaboración	 de	 drogas	 ilegales,	 pasa	 a	 ser	 la	 más	 cercana.	
Queremos	 subrayar	 que	 se	 sancionara	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores	 cuando	 se	 ocupen	 estas	 sustancias,	 siempre	 que	 no	 se	
haya	iniciado	la	elaboración	de	la	droga,	en	el	caso	de	los	estimulantes	
de	 tipo	 anfetamínico,	 o	 bien	 cuando	 en	 el	 laboratorio	 se	 encuentren	
precursores	pero	no	materia	prima	 (latex	de	 adormidera,	 opio,	 pasta	
de	 coca	 o	 cocaína	 base)	 para	 la	 elaboración	 de	 drogas	 o	 alguna	
cantidad	significativa	de	estupefacientes	ya	terminados.	
2)	 Por	 “transportar”	 debe	 comprenderse	 la	 acción	 de	 trasladar	 las	
sustancias	catalogadas	en	 los	cuadros	 I	y	 II	del	Convenio	de	Viena	de	
                                                          
67		 JOSHI	 JUBERT	sostiene	que	sólo	deben	apreciarse	 formas	de	 imperfecta	ejecución	en	




salud	pública	al	 ser	 fases	previas	a	 la	consumación	material,	especialmente	previstas	
en	la	parte	especial,	lo	cual	en	nuestra	opinión	cobra	aún	más	sentido	en	el	caso	de	las	





1988	 de	 un	 lugar	 a	 otro	 dentro	 del	 territorio	 nacional,	 de	 este	 a	 un	
tercer	país,	 de	un	 tercer	país	 al	 territorio	nacional	 o	 simplemente	de	
tránsito	 por	 el	 Estado.	 Esta	 actividad	 se	 puede	 ejecutar	 usando	
cualquier	medio	de	 transporte	 (aéreo,	 naval	 o	 terrestre),	 inclusive	 se	
puede	 realizar	 a	 pie	 (porteadores)	 o	 a	 través	 de	 servicios	 postales.	
Cabe	 recordar	 que	 la	 mayoría	 de	 las	 veces	 para	 transportar	 los	
precursores	 de	 drogas	 estos	 se	 enmascaran	 o	 camuflan	 dentro	 de	
diversos	 objetos	 de	 uso	 cotidiano	 o	 en	 sustancias	 no	 sometidas	 a	
fiscalización	 para	 evitar	 su	 detección	 por	 los	 Cuerpos	 y	 Fuerzas	 de	
seguridad,	así	como	que	muchas	veces,	con	el	mismo	fin,	los	traficantes	
utilizan	rutas	por	países	distintos	de	aquellos	por	los	que	el	envío	está	




elaboración	 ilícita	 de	 drogas	 estaríamos	 ante	 un	 caso	 de	 autoría	
mediata,	en	el	cual	el	comportamiento	del	autor	material	debe	quedar	






clandestinos	 donde	 serán	 utilizados	 para	 la	 elaboración	 ilícita	 de	
drogas.	
4)	 Por	“comerciar”	deberá	comprenderse	el	acto	de	comprar,	vender	
o	 permutar	 géneros,	 en	 el	 caso	 que	 nos	 ocupa	 los	 precursores	 de	
drogas.	Debiendo	aclarase	en	este	sentido	que	no	se	requiere	la	validez	
y	eficacia	civil	de	estas	operaciones,	pues	como	todos	sabemos	para	la	
adquisición	 de	 estas	 sustancias	 los	 traficantes	 normalmente	 utilizan	
una	serie	de	subterfugios	como	el	uso	sociedades	ficticias	o	documen‐
tación	 falsificada	 de	 empresas	 o	 instituciones	 reales.	 Sin	 embargo	
entendemos	 que	 no	 se	 debería	 sancionar	 el	 simple	 “acuerdo	 consen‐
suado”	respecto	del	precursor	y	el	precio,	aunque	ni	 la	una	ni	el	otro	
                                                          
68		 Al	ser	el	bien	jurídico	tutelado	la	salud	pública	en	general	es	irrelevante	que	el	tráfico	






las	 sustancias	 catalogadas,	 también	 cabe	 la	 posibilidad	 de	 apreciar	
casos	 de	 autoría	 mediata,	 así	 como	 de	 sancionarlo,	 si	 corresponde,	




precursores)	 en	 una	 inmediata	 relación	 con	 el	 cuerpo,	 sino	 que	 es	
suficiente	 con	que	posea	 la	disponibilidad	de	hecho	de	 la	 sustancia	 a	
través	 de	 la	 atracción	 de	 la	 misma	 al	 ámbito	 de	 la	 propia	 esfera	 de	
custodia,	 sin	 que	 sea	 necesaria	 la	 presencia	 del	 sujeto	 en	 el	 lugar	 en	
que	se	encuentra	la	cosa	y	mucho	menos	que	tal	lugar	le	pertenezca.	Se	
debe	destacar	 que	 las	 conductas	 antes	 señaladas	 para	 que	 adquieran	
relevancia	penal	deben	de	realizarse	a	 sabiendas	de	que	se	utilizarán	
para	 la	 elaboración	de	drogas	 ilícitas	 o	para	 estos	 fines	de	no	 ser	 así	
pueden	apreciarse	casos	de	autoría	mediata,	así	como	que	la	posesión	
puede	 ser	 bastante	 prologada	 pues	 un	 método	 utilizado	 por	 los	
traficantes	de	estas	sustancia	es	dejar	los	precursores	de	drogas,	como	
ha	 ocurrido	 en	 muchas	 ocasiones,	 en	 almacenes	 durante	 un	 largo	




propios	 laboratorios	 donde	 se	 elaboran	 las	 drogas.	 Es	 necesario	
destacar	que	el	castigo	de	la	posesión	de	precursores	no	venía	necesa‐




	 Como	 se	 puede	 observar	 el	 legislador	 al	 hacer	 alusión	 de	 forma	
expresa	a	los	actos	de	fabricación,	transporte,	distribución,	comercio	y	
posesión,	 otorga	 al	 ámbito	 de	 los	 comportamientos	 típicos	 una	 gran	
generalidad,	que	hace	que	sea	punible	a	título	de	autor,	prácticamente	
todo	 comportamiento	 relacionado	 con	 aquellos.	 Así	 hasta	 la	 más	




mínima	 contribución	 a	 la	 producción	 o	 difusión	 de	 una	 sustancia	
incluida	en	los	cuadros,	siempre	que	se	tenga	conocimiento	de	que	va	a	
ser	 utilizada	 en	 la	 elaboración	 ilícita	 de	 drogas,	 estupefacientes	 o	
sustancias	 psicotrópicas,	 estará	 sin	 más	 comprendida	 en	 el	 artículo	
371	 CP.	 Queremos	 recordar	 una	 vez	 más	 que	 ninguna	 de	 las	 24	
sustancias	 catalogadas	 se	 utiliza	 en	 el	 cultivo	 de	 drogas	 ilegales,	 así	






	 Como	 todos	 sabemos	 a	 este	 tipo	 penal,	 al	 igual	 que	 el	 artículo	 368,	
relativo	 al	 tráfico	 de	 drogas,	 estupefacientes	 y	 psicotrópicos,	 la	
doctrina	mayoritaria	 les	critica	su	excesiva	amplitud,	al	entender	que	
tan	 amplia	 y	 ambigua	 redacción	 podría	 vulnerar	 los	 principios	
constitucionales	de	 legalidad	y	 seguridad	 jurídica.	En	primer	 lugar	 se	
señala	que	podría	entenderse	que,	 siendo	 los	hechos	 constitutivos	de	
tráfico	 de	 precursores	 susceptibles	 de	 ser	 calificados	 como	 una	
tentativa	del	delito	previsto	en	el	artículo	368	(especialmente,	habida	
cuenta	 de	 la	 amplitud	 con	 la	 que	 se	 encuentra	 descrita	 la	 conducta	




Se	 cuestiona	 también	 que	 el	 artículo	 373	 del	 CP	 sancione	 la	
provocación,	la	conspiración	y	la	proposición	para	cometer	entre	otros,	
el	 tráfico	 estas	 sustancias	 catalogadas,	 resultando	 con	 ello,	 que	 se	
castigan	“los	actos	preparatorios	de	los	actos	preparatorios	del	tráfico	
de	drogas”,	es	decir,	“la	preparación	de	la	preparación”,	sancionándose	
de	 esta	 manera	 no	 sólo	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 sino	
                                                          
70		 En	este	sentido	SUÁREZ	LOPEZ,	José	María.	El	tráfico	de	precursores.	…,	op.	cit.,	p.	72.	
Vidales	 Rodríguez	 sostiene	 que	 la	 introducción	 del	 artículo	 344	 bis	 g)	 y	 344	 bis	 j),	
actual	 artículo	 371,	 resultaba	 innecesaria	 al	 tenor	 del	 contenido	 del	 artículo	 344	




también	 de	 forma	 específica,	 los	 actos	 preparatorios	 a	 él	 referidos71,	
con	lo	que	“parece	que	tal	regulación	renuncia	a	los	principios	penales	
básicos,	 algunos	 constitucionales,	 aceptados	 de	 forma	 general	 por	 la	
doctrina	y	la	jurisprudencia”72.	En	este	sentido	con	razón	se	afirma	que	
dicho	precepto	 opera	 como	 excepción	 al	modelo	 de	 incriminación	 de	
los	actos	preparatorios	consagrados	en	los	artículos	16	(tentativa),	17	
y	 18	 (actos	 preparatorios)	 del	 Código	 Penal73.	 Es	 necesario	 recordar	
que	 el	 legislador	 español	 incorpora	 la	 sanción	 de	 la	 conspiración,	 la	






principio	 de	 legalidad,	 ya	 que	 su	 núcleo	 central	 está	 constituido	 por	








                                                          
71		 REY	HUIDOBRO,	 Luis	 Fernando.	El	delito	de	 tráfico	de	 estupefacientes.	…,	op.	 cit.,	 pp.	
273,	 274.	 ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	 Javier.	 Derecho	 Penal	 Español…,	 op.	 cit.,	 p.	 1353.	
MORILLAS	 CUEVAS,	 Lorenzo	 (Coord.).	 Sistema	 de	 Derecho	 Penal	 Español.	 Parte	
Especial.	Ed.	Dikinson,	S.	L.	Madrid,	2011,	pp.	824,	825.	
72		 JOSHI	 JUBERT,	 Ujala.	 “Sobre	 el	 concepto	 de	 organización	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	




tipificar	 como	 delitos	 penales	 en	 su	 derecho	 interno,	 cuando	 se	 cometan	
intencionalmente,	 a	 reserva	 de	 sus	 principios	 constitucionales	 y	 de	 los	 conceptos	
fundamentales	de	su	ordenamiento	jurídico:	La	participación	en	la	comisión	de	alguno	
de	 los	 delitos	 tipificados	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo,	 la	





to	 anteriormente	 sostiene	 que	 sólo	 existe	 una	 forma	 de	 entender	 el	
artículo	371	del	CP	de	acuerdo	con	la	cual,	la	posesión	de	instrumentos	
y	 sustancias	 en	 él	 descritos,	 como	 su	 idoneidad	 para	 la	 comisión	 del	
delito	de	tráfico	a	través	de	su	desvío,	y	su	especial	destinación	por	su	
poseedor	para	 la	 ejecución	de	éste,	 corresponderá	 siempre	probarlas	
como	 cualquier	 otro	 elemento	 inculpatorio	 a	 la	 parte	 acusadora,	 sin	
que	 por	 exigencias	 de	 la	 ley	 tenga	 el	 acusado	 que	 realizar	 prueba	
alguna	sobre	dichos	particulares,	siendo	libre	el	procesado	de	emitir	en	
su	 descargo	 exculpación	 alguna	 así	 como	 de	 alegar	 y	 probar	 una	
finalidad	diferente76.	Sin	embargo	no	parece	ser	ese	siempre	el	criterio	
que	 mantiene	 el	 Tribunal	 Supremo,	 a	 manera	 de	 ejemplo	 citamos	 la	
sentencia	 del	 14	 de	 abril	 de	 1999	 que	 anuló	 la	 sentencia	 absolutoria	
dictada	por	la	Audiencia	Provincial	de	San	Sebastián	en	que	se	absolvía	
a	 dos	 sujetos	 tanto	 de	 los	 delitos	 contra	 la	 salud	 pública,	 en	 la	
modalidad	 de	 sustancias	 que	 causan	 grave	 daño	 a	 la	 salud	 y	 en	 can‐
tidad	de	notoria	importancia	de	los	artículos	y	369.3	del	Código	Penal,	





conductas	 descritas	 agoten	 los	 preliminares	 al	 tráfico	 de	 drogas	
tóxicas,	estupefacientes	y	sustancias	psicotrópicas,	no	especificando	el	
tipo	 básico	 sobre	 si	 dichos	 actos	 de	 tráfico	 se	 pueden	 realizar	 por	 el	
infractor	inicial	o	por	un	tercero.	Posiblemente	la	actividad	más	común	
                                                          








sea	 convincente,	 al	 no	 concretar	 la	 causa	 de	 las	 mismas,	 pues	 no	 se	 envían	 dichas	
sumas	 importantes,	 aunque	 sea	 un	 amigo	 el	 receptor	 de	 aquéllas”.	 STS	 (ROJ:	









sustancias	 catalogadas	 en	 los	 Cuadros	 I	 y	 II	 del	 Convenio	 del	 20	 de	
diciembre	 de	 1988	 se	 utilizan	 para	 elaborar	 las	 denominadas	 drogas	
duras.	 En	 opinión	 de	 Sequeros	 normalmente	 el	 supuesto	más	 común	
corresponderá	a	las	drogas	más	gravemente	dañosas	que	necesitan	de	
procesos	 químicos	 o	 sintéticos	 para	 su	 fabricación.	 No	 obstante,	
aunque	el	proceso	para	producir	 las	drogas	blandas	suele	ser	natural	
como	 el	 de	 la	 marihuana,	 en	 otras	 se	 hace	 imprescindible	 el	 uso	 de	
materiales	 y	 equipos	 (prensa	 y	 aprietes),	 como	 ocurre	 con	 sus	
derivados	 el	 hachís	 o	 el	 aceite	 de	 hachís.	 En	 este	 sentido	 queremos	
recordar,	una	vez	más,	que	en	los	Cuadros	I	y	II	del	Convenio	de	1988	
no	 existe	 ninguna	 lista	 de	materiales	 y	 equipos,	 ni	 tampoco	 ninguna	
sustancia	catalogada	que	se	use	en	el	procesamiento	de	las	sustancias	
antes	señaladas78,	razón	por	la	cual	creemos	que	si	se	encontraran	los	
materiales	 o	 equipos	 en	 el	 curso	 de	 una	 investigación,	 sin	 hallar	
ninguna	de	las	sustancias	catalogadas,	no	podría	sancionarse	a	quienes	
las	 tuviesen	 como	 autores	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas	ilegales,	lo	cual	no	niega	que	si	pueda	hacerse,	dada	la	amplitud	
de	 la	 redacción	 del	 tipo,	 por	 el	 articulo	 368	 en	 grado	 de	 tentativa	 o	
incluso	 de	 autoría,	 si	 se	 realiza	 una	 interpretación	muy	 generosa	 de	
este	artículo79.		
Lo	mismo	ocurre	con	las	denominadas	sustancias	no	catalogadas,	que	
pueden	 ser	 desde	 un	 total	 de	 52	 si	 se	 toman	 en	 cuenta	 las	 que	 se	
encuentran	 incluidas	 en	 la	 lista	 limitada	 de	 vigilancia	 especial	
internacional	 de	 sustancias	 no	 incluidas	 en	 los	 cuadros	 hasta	 150	
sustancias	de	las	cuales	tiene	conocimiento	la	JIFE	que	varios	estados	
realizan	 diversos	 tipos	 de	 fiscalización	 por	 su	 uso	 frecuente	 en	 la	
                                                          
78		 SEQUEROS	SAZATORNIL,	Fernando.	El	tráfico	de	drogas…,	op.	cit.,	p.	292.		
79		 Sobre	la	posibilidad	de	castigar	otros	actos	preparatorios	que	no	estén	recogidos	en	los	




elaboración	 de	 drogas	 ilícitas80.	 A	 manera	 de	 ejemplo	 citamos	 la	
Sentencia	del	Tribunal	Supremo	de	23	de	junio	de	2010	que	absuelve	
como	autor	de	un	delito	 intentado	contra	 la	salud	pública	a	un	sujeto	
colombiano	 sin	 residencia	 legal	 en	España	 al	 que	 se	 le	 ocuparon	una	
bolsa	de	0.96	gramos	de	cocaína	con	una	pureza	base	del	12.9%	que	no	
consta	 que	 no	 fuera	 para	 autoconsumo,	 así	 como	 5	 kilogramos	 de	
sustancias	de	 corte	 (fenacetina,	 lidocaína,	 levamisol	 y	 ácido	bórico)	 y	
una	 balanza	 de	 cocina	 en	 su	 domicilio.	 Señalando	 el	 Tribunal	 que	
ninguna	de	esas	sustancias	son	drogas	o	estupefacientes	abarcados	por	
el	artículo	368	del	Código	Penal,	además	se	expresa	en	esta	sentencia	
que	 tampoco	 lo	 pueden	 sancionar	 por	 tráfico	 de	 precursores	 porque	
ninguna	 de	 las	 cuatro	 sustancias	 pertenecen	 al	 listado	 de	 las	 24	
sustancias	catalogadas	en	 los	Cuadros	 I	y	 II	del	Convenio	de	Viena	de	
198881.	 Sin	 embargo	 dada	 la	 amplitud	 del	 artículo	 368	 CP	 pudieron	
condenar	a	una	persona	como	autor	de	un	delito	de	tráfico	de	drogas	a	
cuatro	años	de	prisión	y	multa	de	18.000	euros	por	venderles	a	unos	
traficantes	 unos	 cuantos	 kilos	 de	 fenacetina	 para	 cortar	 cocaína	
teniendo	pleno	conocimiento	de	su	destino,	señalando	el	Tribunal	“que	
no	 obstante	 la	 inocuidad	 de	 la	 fenacetina	 (sustancia	 no	 catalogada	
como	precursor	de	drogas),	esta	era	adquirida	por	el	recurrente	para	
entregarla	a	 los	otros	condenados,	a	 sabiendas	que	era	destinada	por	
ellos	 como	 sustancia	 de	 corte	 de	 la	 cocaína,	 que	 tenían	 y	 les	 fue	
ocupada,	para	incrementar	su	peso	y	por	tanto	sus	ganancias.	En	este	
escenario	 es	 claro	 que	 el	 recurrente	 actuaba	 como	 promovedor	 del	
ilícito	 de	 tráfico,	 vista	 la	 amplitud	 del	 tipo	 penal	 del	 artículo	 368	 del	
Código	Penal,	 y	por	 tanto	no	puede	 cuestionarse,	desde	el	 respeto	de	
los	 hechos	 probados	 la	 aplicación	 del	 tipo	 penal”82.	 Lo	 que	 pone	 de	
                                                          
80		 Precursores	y	productos	químicos	frecuentemente	utilizados…,	correspondiente	a	2011…,	
p.	35.	La	lista	de	vigilancia	internacional	especial	limitada	de	sustancias	no	incluidas	en	
los	 cuadros	 se	 creó	 dándole	 cumplimiento	 a	 la	 resolución	 1996/29	 del	 Consejo	
Económico	y	Social,	paso	de	tener	26	sustancias	en	el	año	1998,	cuando	fue	creada,	a	
52	 sustancias	 en	 el	 año	 2012.	 Precursores	 y	 sustancias	 químicas	 frecuentemente	
utilizados…,	correspondiente	a	2012…,	pp.	35,	36.	Vid.,	en	el	Anexo	V	la	lista	de	sustancia	
químicas	 no	 catalogadas	 que	 más	 se	 utilizan	 a	 nivel	 mundial	 en	 la	 elaboración	 de	
drogas	ilícitas.	








Para	 terminar	 este	 apartado	 queremos	 señalar	 que	 en	 el	 caso	 de	
fármacos	 como	 el	Rohipnol,	Buprex	 (este	 opiáceo	 ha	 tenido	 diferente	
tratamiento	 en	 la	 jurisprudencia),	Trankimanzin,	 o	 las	 benzodeacepi‐
nas	 en	 general,	 que	 de	 forma	 mayoritaria	 son	 considerados	 como	
psicotrópicos	 que	 no	 causan	 grave	 daño	 a	 la	 salud	 por	 el	 Tribunal	
Supremo	 Español83,	 no	 tenemos	 conocimiento	 de	 que	 se	 utilicen	
ninguna	de	las	24	sustancias	catalogadas	como	precursores	de	drogas	
en	su	elaboración,	por	 lo	que	tampoco	el	tráfico	de	las	sustancias	que	
se	 utilizan	 para	 elaborar	 dichos	 fármacos	 debe	 sancionarse	 como	 un	
delito	de	tráfico	de	precursores	de	drogas.		
E.)	 EL	DOLO	Y	EL	ELEMENTO	SUBJETIVO	DEL	INJUSTO	
	 En	 la	 vertiente	 subjetiva	 del	 tipo,	 el	 dolo	 en	 este	 caso	 exige	 que	 el	
sujeto	 activo	 tenga	 conocimiento	 de	 que	 las	 sustancias	 que	 fabrica,	
transporta,	 distribuye,	 comercie	o	 posee,	 sean	precursores	 de	 drogas	
tóxicas,	 estupefacientes	 o	 psicotrópicos,	 y	 no	 obstante	 de	 esta	
comprensión,	 realice	 voluntariamente	 los	 actos	 prohibidos.	 Hay	 que	
puntualizar	que	se	trata	de	un	tipo	de	injusto	que,	además	del	elemento	
                                                          
83		 STS	(ROJ:	8957/1992)	de	9	de	diciembre	1992.	Ponente:	D.	José	Antonio	Martín	Pallin,	
STS	(ROJ:	3187/1998)	de	18	de	mayo	de	1998.	Ponente:	D.	Gregorio	García	Ancos.	STS	
(ROJ:	 9361/1992)	 de	 24	 de	 diciembre	 de	 1992.	 Ponente:	D.	 Joaquín	Delgado	García.	
STS	(ROJ:	2644/1998)	de	27	de	abril	de	1998.	Ponente:	D.	José	Antonio	Martín	Pallín.	





las	 personas,	modificando	 la	 doctrina	 anterior.	 Las	 razones	 que	 se	 exponen	 para	 no	
considerar	 estas	 sustancias	 como	 no	 causantes	 de	 grave	 daño	 a	 la	 salud	 son	 las	
siguientes:	 1.	 Se	 trata	 de	 fármacos	 que	 pueden	 ser	 dispensados	 sin	 apenas	














Es	 importante	destacar	que	 la	doctrina	mayoritaria,	a	 la	que	nosotros	
nos	adherimos,	 sostiene	que	el	 tipo	exige	siempre	 la	existencia	de	un	
dolo	directo84.	Aunque	a	 juicio	de	algunos	autores	como	Díez	Ripollés	
se	 trata	 de	 un	 defecto	 de	 técnica	 legislativa,	 pues	 se	 reiteran	 de	 un	
modo	 incongruente	 las	 exigencias	 subjetivas	 en	 un	 mismo	 tipo	
respecto	a	las	mismas	conductas,	primero	la	posibilidad	de	cometerse	
con	dolo	eventual	“a	sabiendas	de”	y	luego	con	dolo	directo	de	primer	
grado	 “para	 estos	 fines”	 y	 consecuentemente	 se	 castiga,	 de	 un	modo	
poco	realista,	la	posesión	en	supuestos	de	dolo	eventual85.		
Sobre	este	tema,	Morales	García	afirma,	en	nuestra	opinión	con	razón,	
que	 tal	 redacción	 responde	 a	 que	 las	 conductas	 de	 fabricación,	
transporte,	 distribución,	 comercio	 o	 tenencia	 se	 proyecten	 sobre	 el	
                                                          
84		 REY	 HUIDOBRO,	 Luis	 Fernando.	 El	 Delito	 de	 Tráfico	 de	 Drogas.	 …,	 op.	 cit.,	 p.	 279.	
SUÁREZ	LOPEZ,	José	María.	El	tráfico	de	precursores…,	op.	cit.,	pp.	74,	75.	El	elemento	
subjetivo	del	 injusto	distinto	del	dolo,	únicamente	podrá	quedar	demostrado	a	través	




BAJO	 FERNÁNDEZ,	 Miguel.	 Compendio	 de	 Derecho…,	 op.	 cit.,	 p.	 689.	 Sobre	 la	
imposibilidad	 de	 apreciar	 dolo	 eventual.	 FABIÁN	 CAPARRÓS,	 Eduardo	 A.	
“Consideraciones	 de	 urgencia…,	 op.	 cit.,	 pp.	 595,	 596.	 Los	 casos	 de	 dolo	 eventual	




Código	 Penal…,	 op.	 cit.,	 p.	 1662.	MOLINA	MANSILLA,	María	 del	 Carmen.	El	Delito	 de	
Narcotráfico.	…,	op.	cit.,	pp.	229,	230.	En	la	legislación	peruana	el	tráfico	de	precursores	
de	 drogas	 (artículo	 296	 del	 Código	 Penal),	 al	 igual	 que	 en	 España,	 el	 tipo	 subjetivo	
requiere	 siempre	 la	 concurrencia	 de	 dolo,	 dado	 que	 el	 sujeto	 activo	 debe	 actuar	 a	
sabiendas	 que	 los	 insumos	o	materias	 primas	 serán	 empleados	 en	 la	 elaboración	 de	










de	 simples	 incumplimientos	 de	 la	 Ley	 4/2009,	 como	 la	 caducidad	 de	
las	 licencias,	 la	 ausencia	 de	 la	 declaración	 de	 las	 sustancias	
comercializadas,	 etc.,	 cuando	 la	 aludida	 finalidad	 no	 consiga	 inferirse	
del	conjunto	de	circunstancias	que	rodeen	el	hecho.	En	el	segundo	de	
los	casos	sostiene	que	tales	fines	deben	integrar	el	elemento	cognitivo	
del	 dolo	 siendo	 suficiente,	 en	 tal	 caso,	 la	 simple	 prognosis	 sobre	 la	
probabilidad	 de	 utilización	 de	 las	 sustancias	 catalogadas	 como	
precursores	 en	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 drogas,	 admitiendo	 de	 esta	
manera	este	autor	la	comisión	de	este	delito	con	dolo	eventual87.	
	 Por	lo	tanto	la	simple	posesión	de	las	sustancias	recogidas	en	este	tipo	
penal,	 no	 es	 delictiva	 per	 se	 en	 ningún	 caso,	 sino	 únicamente	 si	 esa	
tenencia	está	pre	ordenada	a	 la	producción	de	drogas	 ilícitas.	Así,	 los	
actos	 a	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 371	 CP,	 desligados	 de	 las	
finalidades	 legalmente	 determinadas,	 son	 actos	 que	 no	 comportan	
ninguna	relevancia	penal.	Ello	planteará	a	veces	especiales	dificultades	
probatorias	a	la	hora	de	su	incriminación,	pues	los	órganos	que	ejercen	
la	 acusación	 deberán	 demostrar	 que	 concurre	 el	 elemento	 subjetivo	
antes	mencionado88,	lo	cual	normalmente	se	acredita	mediante	prueba	
                                                          
86		 Ver	STS	(ROJ:	2484/1999)	de	14	de	abril	de	1999.	Ponente:	D.	Eduardo	Moner	Muñoz.	
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CASTRO	 CUENCA,	 Carlos	 G.	 (Coord.).	Manual	de	Parte	Especial.	…,	 op.	 cit.,	p.	 603.	 Se	
absuelve	 por	 no	 poder	 establecer	 con	 certeza	 el	 elemento	 subjetivo	 a	 los	 cuatro	
procesados	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 (dos	 británicos	 y	 dos	
españoles),	 por	 haber	 introducido	 a	 España	 1.495	 kilogramos	 de	 efedrina	 siendo	 su	
posterior	destino	una	empresa	radicada	en	Marruecos,	utilizando	para	ello	su	empresa	
“Alborán	Farma”	sin	tener	las	preceptivas	autorizaciones.	Hay	que	decir	que	aunque	se	
absuelve	 a	 los	 procesados,	 los	 1.495	 kilogramos	 de	 efedrina	 se	 decomisaron	 y	 se	
destruyeron.	 Señalando	 el	 Tribunal	 que	 al	 ser	 “la	 efedrina	 una	 sustancia	 sometida	 a	
control	 en	 sus	 distribución,	 independientemente	 del	 pronunciamiento	 absolutorio,	
pero	 al	 no	 constar	 las	 preceptivas	 autorizaciones,	 ni	 su	 utilización	 a	 fines	 legítimos,	
procede	acordar	el	comiso	y	destrucción”.	SAN	(ROJ:	3347/2013)	de	3	de	julio	de	2013.	
Ponente:	 D.	 Fernando	 Grande‐Marlaska	 Gómez.	 Sobre	 el	 decomiso	 de	 los	 1.500	
kilogramos	de	 efedrina	que	 se	 produjo	 en	España.	 Las	 autoridades	que	 investigaban	
irregularidades	y	discrepancias	en	los	documentos	descubrieron	una	sociedad	ficticia	
en	Marruecos	que	 se	dedicaba	a	 importar	 cantidades	 considerables	de	 efedrina	para	
luego	 enviarlas	 de	 contrabando	 a	 Marruecos.	 España	 informo	 sobre	 el	 incidente	 a	
través	del	sistema	PICS	y,	tras	recibir	la	alerta,	las	autoridades	del	Canadá	entablaron	
contacto	 con	 las	 autoridades	 españolas	mediante	 el	 sistema	 PICS	 para	 intercambiar	
información	relativa	a	un	caso	parecido	de	efedrina	en	el	que	parecía	estar	involucrado	
el	 Canadá.	 Precursores	 y	 productos	 químicos	 frecuentemente	 utilizados…,	
correspondiente	a	2013…,	pp.	13‐15.	De	esta	investigación	judicial	hay	que	decir	que	se	
puede	valorar	de	“muy	pobre”	dada	la	cantidad	exorbitante	de	efedrina	ocupada	a	los	
procesados:	 1.495	 kilogramos	 en	 diciembre	 del	 año	 2011	 en	 el	 puerto	 de	 Algeciras.	
Cuando	la	cantidad	de	“efedrina	necesaria	o	movilizada	en	España	durante	el	periodo	
de	 un	 año	 no	 sería	 superior	 a	 45	 kilogramos”.	 Se	 echa	 en	 falta	 los	 resultados	 de	 las	
coordinaciones	con	las	autoridades	correspondientes	de	Canadá	y	Marruecos,	así	como	




para	 Marruecos.	 Siendo	 la	 efedrina	 uno	 de	 los	 precursores	 más	 controlados	
internacionalmente	 por	 la	 importancia	 que	 tiene	 en	 la	 producción	 mundial	 de	
metanfetamina.	Era	de	esperarse	un	mejor	desarrollo	de	la	investigación	tomando	en	















la	 Sentencia	 del	 Tribunal	 Constitucional	 de	 8	 de	 junio,	 sobre	 dicho	
artículo90.	En	este	sentido	pensamos	que	el	artículo	371	si	no	 tuviera	
incorporado	 el	 elemento	 subjetivo	 adicional	 “a	 sabiendas	de”	 o	 “para	
estos	 fines”	 tendría	que	 ser	declarado	 inconstitucional	 en	 los	mismos	
términos	que	lo	fue	el	artículo	509	del	anterior	código	Penal.	
	 Es	necesario	precisar	que	valorar	el	móvil	anímico	exigido	por	el	tipo,	
como	 un	 elemento	 subjetivo	 del	 injusto,	 en	 cuanto	 resulta	
imprescindible	 para	 determinar	 la	 antijuricidad	 de	 la	 conducta	
legalmente	descrita	en	el	artículo	371	del	CP,	forma	parte,	dentro	de	la	
clasificación	que	de	estos	delitos	se	hace,	de	los	denominados	“delitos	
de	 intención”,	 también	 denominados	 “de	 tendencia	 interna	
trascendente”,	 y	 dentro	 de	 estos,	 de	 los	 llamados	 “de	 resultado	
cortado”,	porque	el	tipo	exige	una	finalidad	o	motivo,	el	saber	que	las	





por	 terceras	 personas	 en	 un	 laboratorio	 clandestino	 donde	 extraían	 la	 cocaína	
impregnada	 en	 pedidos	 de	 polivinilo	 flexible	 triturado	 que	 importaban	 desde	
Venezuela.	SAN	(ROJ:	6508/2006)	de	21	de	julio	de	2006.	Ponente:	D.	Juan	Francisco	
Martel	 Rivero.	 Schroeder	 señala	 que	 los	 delitos	 de	 posesión	 que	 exigen	 junto	 a	 la	
posesión,	 una	 intensión	 de	 utilización	 del	 objeto,	 merecen	 menos	 críticas	 que	 los	
delitos	puros	de	posesión.	Sobre	los	primeros	afirma	que	la	intensión	debe	constatarse	
en	el	proceso.	Sin	embargo,	como	ningún	sospechoso	reconocerá	que	tenía	la	intención	
de	 cometer	 un	 delito,	 la	 intensión	 se	 debe	 deducir	 en	 el	 proceso	 penal	 mediante	
indicios	 externos,	 y	 como	 tal	 indicio	 sirve	 de	 nuevo	 a	 la	 posesión.	 Con	 ello,	 le	
proporciona	 el	 elemento	 de	 la	 intensión	 al	 sospechoso	 únicamente	 la	 posibilidad	 de	
refutar	tal	efecto	indiciario	de	la	posesión	a	través	de	la	referencia	a	otro	fin	distinto.	
SCHROEDER,	Friedrich‐Christian.	“La	posesión…,	op.	cit.,	p.	163.	
90		 CONDE‐PUMPIDO	 FERREIRO,	 Cándido.	 Código	 Penal…,	 op.	 cit.,	 pp.	 1293,	 1330.	
RODRÍGUEZ	 RAMOS,	 Luis.	 Código	 Penal	 comentado	 y	 con	 jurisprudencia.	 Segunda	
edición.	La	Ley.	Madrid.	2007,	pp.	868,	869.	El	elemento	subjetivo	del	injusto,	distinto	














el	 tráfico	 de	 precursores	 es	 para	 el	 auto	 consumo	 no	 debería	 tener	
relevancia	penal,	igual	que	ocurre	con	las	conductas	sancionadas	en	el	
368	CP.	
Sobre	 la	 Ley	 4/2009,	 de	 15	 de	 junio,	 de	 control	 de	 precursores	
queremos	destacar	que	en	su	artículo	8	f)	se	establece	como	infracción	
muy	grave	 “realizar	operaciones	 con	sustancias	 catalogadas	 sobre	 las	
que	 se	 tenga	 certeza	 o	 sospecha	 razonable	 de	 que	 dichas	 sustancias	
pueden	 desviarse	 hacia	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 o	 de	
sustancias	psicotrópicas,	sin	haber	notificado	tal	certeza	o	sospecha	a	
las	autoridades	competentes,	o	antes	de	que	éstas	hayan	respondido	a	
la	 notificación	 previa	 del	 operador”.	 Sobre	 este	 inciso	 deseamos	
puntualizar	 que	 si	 la	 conducta	 consiste	 en	 realizar	 operaciones,	 bien	
puede	 ser	 una	 sola	 o	 varias,	 con	 sustancias	 catalogadas	 teniendo	 la	
certeza	de	que	dichas	sustancias	“pueden	desviarse”	para	la	fabricación	
ilícita	 de	 drogas,	 sin	 haber	 notificado	 tal	 certeza	 a	 las	 autoridades	
competentes,	 posiblemente	 en	 la	 práctica	 judicial	 podría	 subsumirse,	
aunque	 no	 sería	 correcto,	 en	 el	 artículo	 371.1	 del	 Código	 Penal	 que	
sanciona	la	comercialización	de	dichas	sustancias	“a	sabiendas	de”	que	
van	 a	 utilizarse	 en	 el	 cultivo,	 la	 producción	 o	 la	 fabricación	 ilícita	 de	
drogas,	 pues	 la	 frontera	 en	 este	 tipo	 de	 comportamientos	 entre	 la	
norma	administrativa	y	penal	es	a	veces	muy	tenue.	Hay	que	recordar	
que	estamos	hablando	de	“certeza”	y	no	de	“sospecha”,	 lo	cual	podría	
llegar	 a	 interpretarse	 como	 una	 conducta	 dolosa	 de	 comercializar	
precursores	 de	 drogas	 con	 una	 persona	 física	 o	 jurídica	 que	 va	 a	
elaborar	drogas	con	dichas	sustancias.	Es	preciso	recordar	que	el	delito	
de	tráfico	de	precursores	de	drogas	no	exige	la	obtención	de	un	lucro	
especial	 o	 excepcional	 en	 este	 sentido,	 por	 lo	 cual	 las	 sustancias	
podrían	 facturarse	 incluso	 a	 precio	 de	 mercado.	 Sin	 embargo	 la	
                                                          






diferencia	 entre	 la	 conducta	 que	 sanciona	 en	 este	 caso	 la	 norma	
administrativa	y	la	norma	penal	es	que	en	la	primera	se	tiene	la	certeza	
de	 que	 la	 sustancia	 catalogada	 “se	 puede	 utilizar”	 por	 un	 tercero	 (el	
comprador)	para	la	elaboración	de	drogas	ilícitas	(dolo	eventual)	y	en	
la	norma	penal	se	sabe	“que	se	va	a	utilizar”	la	sustancia	por	un	tercero	
en	 la	elaboración	de	drogas	 ilícitas”	 (dolo	directo).	Queremos	señalar	
que	esta	es	 la	conducta	de	la	Ley	4/2009	más	próxima	al	 ilícito	penal	
regulado	 en	 el	 artículo	 371,	 las	 restantes	 tienen	 un	 claro	 contenido	
formal,	 propio	 de	 los	 ilícitos	 administrativos.	 Creemos	 preciso	
recordar,	 en	 este	 momento,	 que	 en	 la	 tramitación	 parlamentaria	 del	
artículo	 344	bis	 g)	 el	 grupo	parlamentario	 IU‐IC	 propuso	 incluir	 este	






que	 la	 jurisprudencia	 es	 bastante	 escasa,	 nosotros	 hemos	 logrado	
encontrar	un	 total	de	17	sentencias	 (siete	del	Tribunal	Supremo,	 tres	
de	 la	 Audiencia	 Nacional	 y	 siete	 de	 Audiencias	 Provinciales	 en	 el	
periodo	 1993‐2016)93.	 A	 continuación	 abordamos	 el	 estudio	 de	 dos	
                                                          
92		 FABIÁN	CAPARRÓS,	Eduardo	A.	“Consideraciones	de	urgencia…,	op.	cit.,	p.	595.	
93		 STS	 (ROJ:	2484/1999)	de	14	de	abril	de	1999.	Ponente:	Eduardo	Moner	Muñoz.	 STS	
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583/2004)	de	3	de	febrero	de	2004.	Ponente:	D.	Enrique	Bacigalupo	Zapater.	STS	(ROJ:	
1748/2009)	 de	 18	 de	marzo	de	 2009.	 Ponente:	D.	 Carlos	Granados	Pérez.	 STS	 (ROJ:	
232/2013)	de	18	de	enero	de	2013.	Ponente:	D.	Alberto	Gumersindo	 Jorge	Barreiro.	
STS	 (ROJ:	 5672/2016)	 de	 23	 de	 diciembre	 de	 2016.	 Ponente:	 D.	 Andrés	 Palomo	 del	




de	 2003.	 Ponente:	 D.	 Adrián	 Varillas	 Gómez.	 Absuelven	 porque	 no	 se	 demuestra	 el	
elemento	 subjetivo.	 SAP	 de	 Guadalajara	 (ROJ:	 71/2007)	 de	 7	 de	 marzo	 de	 2007.	
Ponente:	 Dña.	 María	 Ángeles	 Martínez	 Domínguez.	 Absuelven	 porque	 no	 se	 puede	
demostrar	 el	 elemento	 subjetivo.	 SAP	 de	 Madrid	 (ROJ:	 15967/2005)	 de	 17	 de	
noviembre	 de	 2005.	 Ponente:	 D.	 Juan	 Francisco	Martel	 Rivero.	 SAP	 de	Madrid	 (ROJ:	
2827/2009)	 de	 16	 de	marzo	 de	 2009.	 Ponente:	 Jesús	 Ángel	 Guijarro	 López.	 SAP	 de	






		 La	 primera	 es	 la	 STS	 de	 14	 de	 abril	 de	 1999,	 que	 versa	 sobre	 dos	
sujetos,	Francisco	de	nacionalidad	española	(con	antecedentes	penales	
por	 tráfico	 de	 drogas	 en	 Francia)	 y	 Jorge	 Omar	 de	 nacionalidad	
colombiana	 de	 quienes	 la	 policía	 tenía	 información	 de	 que	 podrían	
tener	montado	en	la	localidad	de	Irún	un	laboratorio	para	transformar	
pasta	de	coca	en	clorhidrato	de	cocaína	a	los	que	les	fueron	registrados	
dos	 inmuebles	en	 localidades	ubicadas	en	el	municipio	de	 Irún	por	 la	
policía.	 En	 el	 primer	 inmueble,	 se	 incautaron	 una	 placa	 con	 dos	
lámparas	 infrarrojas,	 un	 horno	 microondas,	 dos	 pesas	 electrónicas	
(instrumentos),	dos	bidones	de	hexano	(sustancia	no	catalogada)	y	dos	
bidones	 de	 metiletilcetona	 y	 otro	 de	 ácido	 clorhídrico	 (sustancias	
catalogadas),	 tres	 botes	 de	manitol,	 un	 bote	 de	 etanol	 (sustancias	 no	
catalogadas)	diferentes	barreños,	 cinco	papeles	 secantes	blancos,	una	
garrafa	con	disolvente,	una	malla	metálica,	vasos	de	medida,	así	como	
una	 piel	 de	 vaca	 (instrumentos),	 tomándose	 de	 algunos	 de	 estos	
objetos	 diversas	 muestras	 que	 pericialmente	 analizadas	 resultaron	
tener	 un	 compuesto	 no	 cumplidamente	 acreditado.	 En	 el	 segundo	
inmueble	 registrado	 se	 encontraron	 cinco	 garrafas	 de	 ácido	
clorhídrico,	 cinco	 garrafas	 de	 ácido	 sulfúrico,	 cuatro	 garrafas	 de	
acetona,	 cinco	 garrafas	 de	 éter	 etílico	 (todas	 sustancias	 catalogadas),	
tres	botes	de	carbón	activo,	dos	botes	de	ácido	oxálico	2‐hidrato,	 tres	




trapos	 blancos,	 una	 espátula,	 una	 brocha,	 un	 cuchillo,	 una	 llana,	 una	
malla	 metálica,	 tres	 recipientes	 pequeños	 de	 plástico,	 una	 probeta	
graduada,	 dos	 vasos	 de	 plástico	 graduados,	 un	 colador,	 dos	 rodillos	
metálicos,	 dos	 cubos	 y	 un	 microscopio	 (instrumentos).	 Como	 ya	
señalamos	 en	 el	 desarrollo	 del	 proceso,	 los	materiales	 anteriormente	
relacionados	 fueron	 analizados,	 resultando	 que	 contenían	 “un	







de	 habitación	 de	 Francisco	 un	 total	 485.000	 pesetas	 (2.914	 euros).	
Estando	 detenido	 el	 Juez	 de	 Instrucción	 se	 enteró	 que	 Francisco	 le	
pidió	a	su	mujer	que	cogiera	un	dinero	que	tenía	debajo	de	la	televisión	
en	la	casa	de	su	padre	y	que	le	pidiera	a	este	que	se	lo	guardara	en	la	
cocina,	 por	 lo	 cual	 ordenó	 un	 registro	 en	 la	 casa	 del	 padre	 de	 este	
procesado,	 donde	 encontraron	 5.700.000	 pesetas	 (34.257	 euros)	 y	
52.000	 francos	 franceses	 (7.927	 euros),	 sumando	 un	 total	 de	 45.098	





los	 productos	 químicos	 elaborados	 en	 el	 factum,	 estaban	 catalogados	
como	susceptibles	de	desvío	para	la	fabricación	ilícita	de	drogas,	pero	
sin	 embargo	 no	 estimó	 probado	 que	 en	 el	 cobertizo	 de	 referencia	 se	
hallara	 montado	 un	 laboratorio	 para	 la	 transformación	 de	 pasta	 de	
coca	en	clorhidrato	de	cocaína,	ni	que	los	productos	encontrados	en	el	
otro	 inmueble	 fueran	 a	 utilizarse	 con	 tal	 fin.	 Sin	 embargo,	 estimaron	




importancia	 de	 los	 artículos	 368	 y	 369.3	 del	 Código	 Penal,	 y	
contrabando,	de	 los	artículos	2.1	d)	y	3.1	párrafo	2º,	 inciso	nº	2	de	 la	
Ley	 de	 contrabando,	 como	 del	 artículo	 371.1	 del	 Código	 Penal,	 en	
relación	 con	 el	 Convenio	 de	Naciones	Unidas	 del	 20	de	diciembre	de	
1988,	 que	 se	 les	 imputaba	 por	 el	 Ministerio	 Fiscal,	 acordando	 en	 la	
inmediata	puesta	en	libertad	de	los	procesados,	así	como	la	devolución	
a	 sus	 titulares	 de	 todo	 lo	 intervenido	 en	 la	 causa.	 Esta	 sentencia	 fue	
recurrida	por	el	Ministerio	Fiscal	en	recurso	de	casación	por	infracción	
de	 Ley	 (única	 y	 exclusivamente	 por	 infracción	 del	 artículo	 371.1	 del	
Código	Penal).	
	 La	 Sala	 Segunda	 del	 Tribunal	 Supremo	 declaró	 procedente	 el	 recurso,	







de	 indicios	 tales	 como:	 llamadas	 telefónicas	a	Colombia,	 remisiones	de	
dinero	a	ese	país,	alto	nivel	de	vida	de	uno	de	los	procesados,	así	como	
que	 los	 imputados	no	pudieron	demostrar	 que	 estaban	 elaborando	un	
disolvente	 para	 eliminación	 de	manchas,	 en	 este	 sentido	 cabe	pregun‐
tarse	 porque	 tendrían	 que	 demostrar	 los	 procesados	 tal	 extremo94,	 a	
partir	 de	 ello	 esta	 Sala	 concluyó	 que	 la	 inferencia	 efectuada	 por	 el	
Tribunal	de	instancia	fue	contraria	al	criterio	humano,	a	la	lógica,	y	a	los	
principios	 de	 común	 experiencia,	 pues	 en	 conjunción	 todos	 los	
elementos	de	prueba	directa	e	indiciaria	conducen	al	convencimiento	de	
que	 la	 tenencia	 de	 materiales	 y	 productos	 químicos	 intervenidos,	








dictados	 del	 art.	 24.2	 de	 la	 Constitución	 y,	 en	 especial,	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 del	
principio	 de	 que	 todos	 los	 ciudadanos	 tienen	 derecho	 a	 la	 presunción	 de	 inocencia.	
Este	 derecho	 fundamental	 ha	 sido	 definido	 y	 desarrollado	 por	 una	 extensa	
jurisprudencia	 de	 este	 Tribunal	 que	 no	 es	 necesario	 reiterar	 aquí	 con	 detalle.	 Baste	
señalar	que,	como	es	manifiesto,	el	art.	24.2	de	la	Constitución	significa	que	se	presume	
que	los	ciudadanos	no	son	autores	de	hechos	o	conductas	tipificadas	como	delito	y	que	
la	 prueba	 de	 la	 autoría	 y	 la	 prueba	 de	 la	 concurrencia	 de	 los	 elementos	 de	 tipo	
delictivo,	 corresponden	 a	 quienes,	 en	 el	 correspondiente	 proceso	 penal,	 asumen	 la	
condición	de	parte	 acusadora,	 sin	 que	pueda	 imponerse	 al	 acusado	o	procesado	una	




cargo	 suficiente,	 realizada	 a	 través	 de	 medios	 de	 prueba	 que	 merezcan	 un	
enjuiciamiento	 favorable	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 su	 legitimidad	 constitucional.	





indirecta	 o	 indiciaria,	 en	 la	 cual,	 mediante	 un	mecanismo	 lógico	 complejo	 se	 puede	
llegar	a	afirmar	la	realidad	de	un	hecho	mediante	el	razonamiento	construido	sobre	la	







del	 artículo	 371	 CP	 es	 la	 SAN	 de	 3	 de	 julio	 de	 2013	 en	 la	 que	 son	
procesados	 dos	 ciudadanos	 británicos	 (Fructuoso	 y	 Manuel)	 y	 dos	
ciudadanos	 españoles	 (Romualdo	 y	 Luis	 Manuel),	 por	 haber	 intro‐
ducido	en	España	1.495	kilogramos	de	efedrina	en	el	mes	de	diciembre	
del	 año	2011	provenientes	del	 puerto	de	Halifax	 (Canadá),	 siendo	 su	
posterior	destino	 la	 empresa	TRIMIDEX	SARL	radicada	en	Marruecos	




julio	 del	 año	 2011	 había	 realizado	 la	 misma	 operación	 con	 500	
kilogramos	 de	 efedrina,	 así	 como	 que	 las	 necesidades	 legítimas	 de	
España	 de	 esta	 sustancia	 en	 un	 año	 es	 sólo	 de	 45	 kilogramos	 y	 la	
empresa	de	mayor	implantación	no	requiere	de	más	de	19	kilogramos	





sentencias	 de	 23	 de	 mayo	 y	 5	 de	 octubre	 de	 1997,	 en	 términos	 reiterados	 en	 las	
sentencias	de	14	de	mayo,	8	de	junio	y	30	de	noviembre	de	1998.	Tales	requisitos	son:	
A)	que	 los	 indicios	 estén	plenamente	 acreditados;	 sean	plurales,	 o	 excepcionalmente	
sea	único	pero	de	una	singular	potencia	acreditativa;	sean	concomitantes	al	hecho	que	
se	 trata	 probar;	 y	 estén	 interrelacionados,	 cuando	 sean	varios,	 reforzándose	 entre	 sí	
(sentencias	de	12	de	julio	y	16	de	diciembre	1996,	entre	otras).	B)	Que	a	partir	de	esos	
indicios	 se	 deduzca	 el	 hecho	 consecuencia	 como	 juicio	 de	 inferencia	 razonable,	 es	
decir,	 que	 no	 solamente	 no	 sea	 arbitrario,	 absurdo	 o	 infundado,	 sino	 que	 responda	
plenamente	a	las	reglas	de	la	lógica	y	de	la	experiencia,	de	manera	que	de	los	hechos	
base	 acreditados	 fluya,	 como	 conclusión	 natural,	 el	 dato	 precisado	 de	 demostración,	




llega	 a	 la	 convicción	 sobre	 el	 acaecimiento	 del	 hecho	 punible	 y	 la	 participación	 del	
acusado.	En	definitiva,	se	exige	que	el	razonamiento	se	apoye	en	elementos	de	hecho	y	
que	 éstos	 sean	 varios,	 estén	 debidamente	 acreditados,	 se	 relacionen	 reforzándose	







de	 efedrina.	 Este	 caso	 fue	 instruido	 por	 el	 Juzgado	 Central	 de	





como	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 especial	 por	 un	 periodo	 de	 tres	 años	






igualmente	 lo	 fue	meses	atrás	 sin	que	 saltaran	 las	alarmas,	 y	ante	un	
vacío	complementario	sobre	su	destino	final,	no	podemos	concluir	con	




en	 aplicación	 del	 principio	 in	 dubio	 pro	 reo,	 procede	 dictar	 un	
pronunciamiento	 absolutorio”.	 No	 obstante	 los	 1.495	 kilogramos	 de	
efedrina	se	decomisaron	y	se	destruyeron.	Señalando	el	Tribunal	que	al	
ser	 “la	 efedrina	 una	 sustancia	 sometida	 a	 control	 en	 sus	 distribución,	
independientemente	 del	 pronunciamiento	 absolutorio,	 pero	 al	 no	
constar	las	preceptivas	autorizaciones,	ni	su	utilización	a	fines	legítimos,	
procede	acordar	el	comiso	y	destrucción”96.	Hay	que	subrayar	que	esta	
fue	 la	 mayor	 incautación	 de	 efedrina	 en	 Europa	 en	 ese	 año,	 que	
representó	 el	 65%	 de	 las	 incautaciones	 realizadas	 por	 18	 países	 de	
Europa,	 así	 como	 que	 con	 la	 cantidad	 incautada	 se	 hubiese	 podido	
elaborar	 aproximadamente	 una	 tonelada	 de	 metanfetamina,	 lo	 que	
representa	unos	30	millones	de	dosis	callejeras	de	30	miligramos97.		
	 En	todo	caso	hay	que	señalar	que	la	Empresa	Alboran	Farma	cometió	
una	 infracción	 muy	 grave	 de	 conformidad	 al	 artículo	 8	 b)	 de	 la	 Ley	
4/2009,	de	15	de	junio,	de	control	de	precursores	de	drogas	al	realizar	






actividades	 con	 sustancias	 catalogadas	 sin	 haber	 obtenido	 la	 licencia	
de	 actividad	 requerida.	 Por	 lo	 cual	 debió	 ser	 sancionada	 al	 tenor	 del	
artículo	13,	 de	 la	misma	Ley,	 con	una	multa	de	 entre	6.000	y	60.000	
euros,	 así	 como	 con	 la	 retirada	 o	 la	 no	 concesión	 de	 la	 licencia	 de	
actividad	 y	 la	 cancelación	de	 la	 inscripción	 en	 el	 Registro	General	 de	
Operadores	 de	 Sustancias	 Químicas	 Catalogadas	 y/o	 el	 Registro	 de	
Operadores	 de	 Comercio	 de	 Sustancias	 Químicas	 Catalogadas	 por	 un	
periodo	de	hasta	cinco	años.		
Queremos	terminar	este	apartado	señalando	que	en	el	delito	de	tráfico	
de	precursores	en	 la	vertiente	 subjetiva	del	 tipo,	 el	dolo	en	este	 caso	
exige	que	el	sujeto	activo	tenga	conocimiento	de	que	las	sustancias	que	
fabrica,	 transporta,	distribuye,	comercie	o	posee,	 sean	precursores	de	
drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	o	psicotrópicos,	 y	no	obstante	de	esta	
comprensión,	 realice	 voluntariamente	 los	 actos	 prohibidos.	Debiendo	
puntualizarse	 que	 se	 trata	 de	 un	 tipo	 de	 injusto	 que,	 además	 del	
elemento	subjetivo	general	integrado	por	el	dolo,	se	caracteriza	por	ser	
portador	de	un	particular	elemento	subjetivo	adicional,	consistente	en	
que	 las	 sustancias	 relacionadas	 en	 el	 artículo	 371	 sean	 fabricadas,	
transportadas,	 poseídas	 o	 comercializadas,	 a	 sabiendas	 de	 que	 van	 a	
utilizarse	(por	un	tercero)	en	el	cultivo,	 la	producción	o	la	fabricación	





clase	 de	 error,	 ya	 sea	 este	 de	 tipo	 o	 de	 prohibición,	 en	 los	 delitos	
relativos	 al	 tráfico	 drogas	 principalmente	 por	 la	 notoriedad	 de	 la	
prohibición	 sobre	 las	 drogas	 ilícitas.	 Lo	 que	 hace	 verdaderamente	
complicado	 que	 el	 autor	 pueda	 demostrar,	 no	 que	 desconocía	 la	
prohibición,	 sino	 que	 no	 podía	 conocerla.	 Nosotros	 pensamos	 que	
debería	 resultar	 quizás	 un	 poco	 menos	 complicado	 en	 el	 caso	 del	
tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 pues	 estas	 sustancias	 no	 son	 tan	
conocidas	 por	 la	 mayoría	 de	 las	 personas	 como	 lo	 son	 las	 drogas,	
                                                          




estupefacientes	 o	 psicotrópicos,	 además	 hay	 que	 recordar	 que	 las	 24	
sustancias	catalogadas	como	precursores	tienen	múltiples	usos	lícitos.	
Así	 como	 que	 este	 ilícito	 incluye	 el	 elemento	 subjetivo	 adicional	 que	
exige	 que	 el	 sujeto	 activo	 debe	 de	 actuar	 con	 el	 ánimo	 de	 fabricar,	
transportar,	distribuir,	comerciar	o	tener	en	su	poder	 los	precursores	
de	 drogas	 para	 elaborar	 él	 mismo	 las	 drogas	 ilícitas	 o	 bien	 para	
proporcionárselas	 a	 un	 tercero	 a	 sabiendas	 de	 que	 este	 las	 utilizará	
para	 elaborar	 las	 mismas.	 Lamentablemente	 en	 la	 práctica	 la	
posibilidad	de	que	los	tribunales	aprecien	error	es	bastante	difícil,	pero	
no	 imposible.	 A	 manera	 de	 ejemplo	 queremos	 citar	 la	 sentencia	 del	
Tribunal	supremo	de	16	de	enero	de	200399.	
La	misma	 trata	 de	 dos	 ciudadanos	 españoles	 (Gaspar	 y	 José	 Ignacio)	
que	 tenían	 constituida	 una	 empresa	 importadora	 “Quindifar	 S.A.”	 a	
través	 de	 la	 cual	 adquirieron	 un	 total	 de	 12.000	 kilogramos	 de	
permanganato	 de	 potasio	 (precursor	 de	 drogas)	 proveniente	 de	
Bélgica	con	el	fin	de	enviarla	a	Colombia	para	vendérsela	a	un	cartel	de	
ese	 país	 que	 se	 dedicaba	 a	 la	 fabricación	 ilícita	 de	 cocaína.	 Gaspar	 y	
José	Ignacio	antes	de	exportar	el	permanganato	de	potasio	a	Colombia	
decidieron	 camuflar	 la	 mercancía	 y	 para	 este	 propósito	 adquirieron	
6.000	kilogramos	de	dióxido	de	manganeso	 (sustancia	no	 catalogada,	
pero	que	también	se	utiliza	en	 la	elaboración	 ilícita	de	permanganato	
de	 potasio	 en	 países	 de	 América	 del	 Sur),	 Y	 a	 los	 mismo	 fines	 de	
camuflaje	 encargaron	 a	 Miguel	 (tercer	 sujeto	 condenado	 en	 esta	
sentencia),	hijo	de	José	Ignacio,	trasvasar	40	kilos	de	permanganato	de	
potasio	 en	bolsas	de	basura,	 a	 cada	uno	de	 los	nuevos	bidones	 (355)	
recibidos,	completando	el	peso	de	50	kilos	por	unidad	con	10	kilos	de	
dióxido	de	manganeso,	y	tras	precintar	cada	bidón	ponerle	una	nueva	
etiqueta	 referida	 a	 esta	 última	 sustancia,	 destruyera	 las	 etiquetas	













destino	 al	 puerto	de	Cartagena	de	 Indias	 en	Colombia,	donde	 llega	el	
cargamento	 el	 día	 14	 de	 abril	 de	 1999,	 siendo	 interceptado	 por	 la	
policía	colombiana.		
Los	cuatro	sujetos	fueron	condenados	por	la	Sección	Cuarta	de	la	Sala	
Penal	 de	 la	 Audiencia	Nacional	 como	 autores	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores	de	drogas.	Sin	embargo	Tribunal	Supremo	en	su	sentencia	
absolvió	 a	 Rubén	 por	 que	 no	 existía	 ninguna	 prueba	 de	 cargo	 que	
acreditara	que	conociera	la	naturaleza	de	las	sustancias	que	trasvaso	ni	
la	concurrencia	del	elemento	subjetivo	del	tipo	del	artículo	371	CP,	que	
requiere	 que	 las	 actividades	 recogidas	 se	 realicen	 “a	 sabiendas”	 del	
destino	 del	 producto	 para	 el	 narcotráfico.	 Nosotros	 creemos	 que	
igualmente,	 de	 haber	 sido	 condenados,	 hubiesen	 sido	 absueltos	 los	
empleados	que	transportaron	en	los	camiones	los	bidones	al	puerto	de	
Algeciras,	pues	actuaron	convencidos	de	estar	realizando	una	actividad	
lícita.	 La	de	 transportar	 18.000	kilogramos	de	dióxido	de	manganeso	
(una	sustancia	no	catalogada	debidamente	etiquetada	en	355	bidones)	
por	encargo	de	una	empresa	legal.		
Es	 preciso	 recordar	 que	 el	 error	 sobre	 cualquiera	 de	 los	 elementos	
típicos,	 ya	 sean	 descriptivos,	 o	 normativos,	 dará	 lugar	 a	 un	 error	 de	
tipo,	 en	 el	 que	 la	 vencibilidad	 o	 no	 del	 mismo	 va	 a	 dar	 lugar	 a	 la	
impunidad,	 pues	 no	 procede	 castigar	 esta	 modalidad	 delictiva	 en	 su	
forma	imprudente.	Este	tipo	de	error	puede	provenir	de	una	deficiente	
percepción	sensorial	o	de	una	 incorrecta	valoración	 jurídica100.	Mien‐
tras	 que	 el	 error	 de	 prohibición	 puede	 referirse	 a	 la	 existencia	 de	 la	
norma	 prohibida	 como	 tal	 (error	 de	 prohibición	 directo)	 o	 bien	 a	 la	
existencia,	 límites	 o	 presupuestos	 objetivos	 de	 una	 causa	 de	 justifi‐
cación	 (error	 de	 prohibición	 indirecto)	 que	 permita	 tal	 comporta‐
miento,	generalmente	prohibido101.	
                                                          
100		 TERRADILLOS	BASOCO,	Juan	María.	Lecciones	materiales…,	op.	cit.,	p.	64.	En	el	mismo	
sentido.	CÓRDOBA	RODA,	Juan.	GARCÍA	ARÁN,	Mercedes.	Comentarios	al	Código	Penal.	









	 En	materia	de	 tentativa	 y	 consumación	 la	 jurisprudencia	 configura	 el	
delito	previsto	en	el	artículo	368	como	un	delito	de	peligro	abstracto	
hipotético	que	requiere	 la	potencialidad	de	 la	conducta	para	crear	un	
peligro	 al	 bien	 jurídico	 (STS	 del	 20	 de	 febrero	 de	 1985),	 y	 como	 un	
delito	de	consumación	anticipada,	por	lo	que	generalmente	no	aprecia	
formas	 imperfectas	 de	 ejecución102.	 Sin	 embargo	parte	 de	 la	 doctrina	
opina	 que	 deben	 apreciarse	 casos	 de	 tentativa103,	 existiendo	 además	
                                                          
conocimiento	 estricto	 y	 pormenorizado	 de	 los	 procedimientos	 legales,	 sino	 con	 una	
valoración	 paralela	 en	 la	 esfera	 del	 profano	 sobre	 el	 carácter	 de	 la	 ilicitud	 de	 la	
conducta.	Más	 particularmente,	 la	 valoración	 que	 exige	 el	 error	 de	 prohibición	 debe	
centrase	en	un	 juicio	de	 “recognoscibilidad”	de	 la	antijuricidad	del	hecho,	 tratándose	
por	 lo	tanto	de	valorar	si	el	sujeto	pudo,	en	una	circunstancia	concreta	y	respecto	de	
una	 determinada	 prohibición	 penal,	 reconocer	 la	 antijuricidad	 del	 hecho.	 Siendo	
necesario	para	enjuiciamiento	del	error	de	prohibición	tener	en	cuenta	las	condiciones	
psicológicas	y	culturales	del	procesado,	así	como	las	posibilidades	que	se	le	ofrecieran	
de	 instrucción	 y	 asesoramiento	 o	 de	 acudir	 a	medios	 que	 le	 permitieran	 conocer	 la	
trascendencia	 jurídica	 de	 su	 comportamiento.	 QUINTERO	 OLIVARES,	 Gonzalo	 (Dir.),	
MORALES	 PRATS,	 Fermín	 (Coord.).	 Comentarios	 al	 Código	 Penal…,	 op.	 cit…,	 pp.	 151,	
152.	 No	 basta	 con	 alegar	 la	 existencia	 del	 error	 sino	 que	 éste	 ha	 de	 quedar	
suficientemente	 acreditado,	 empleándose	 para	 ello	 criterios	 que	 se	 refieren	
básicamente	 a	 la	 posibilidad	 del	 autor	 de	 informarse	 sobre	 el	 derecho.	 STS	 (ROJ:	
758/2005)	de	10	de	febrero	de	2005.	Ponente:	Juan	Saavedra	Ruiz.	
102		 STS	(ROJ:	278/1985)	de	20	de	febrero	de	1985.	Ponente:	D.	Juan	Latour	Brotons.	STS	
(ROJ:	 1748/2009)	 de	 18	 de	 marzo	 de	 2009.	 Ponente:	 D.	 Carlos	 Granados	 Pérez.	








Código	Penal.	Actualizado	por	LO	5/2010.	 Ed.	 La	 Ley.	Madrid.	 2010,	 p.	 815.	MOLINA	
MANSILLA,	María	del	Carmen.	El	Delito	de	Narcotráfico…,	op.	cit.,	pp.	122,	123.	También	
a	 favor	 de	 apreciar	 casos	 de	 tentativa	 o	 actos	 preparatorios	 incluso	 en	 el	 delito	 de	
tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas.	 SEQUEROS	 SAZATORNIL,	 Fernando.	 El	 tráfico	 de	
drogas…,	op.	cit.,	p.	293.	En	contra	de	esta	posición	se	afirma	que	por	razones	político‐










junio	 de	 2008,	 de	 12	 de	 diciembre	 del	 año	 2001,	 de	 5	 de	 marzo	 de	
2001,	de	21	de	junio	de	1999,	de	10	de	marzo	de	2010	y	de	29	de	junio	
de	2010,	que	 si	 lo	hacen,	 castigando	 como	 tentativa	 los	 supuestos	 en	
los	que	él	acusado	no	ha	llegado	a	tener	disponibilidad	sobre	la	droga,	
que	 no	 ha	 estado	 en	 su	 posesión	 de	 forma	 mediata	 o	 inmediata;	
bastando	 la	 acción	 de	 concurrir	 al	 lugar	 donde	 se	 debía	 recoger	 la	
droga,	 en	 ejecución	 de	 un	 plan	 previamente	 concertado,	 cuando	 la	
tenencia	no	 se	 alcanza	por	 razones	 ajenas	 a	 su	 voluntad106,	 debiendo	
encuadrarse	 en	 los	 supuestos	 punibles	 de	 tentativa,	 los	 casos	 que	
podrían	calificarse	de	 idoneidad	relativa,	es	decir,	aquellos	en	que	 los	
medios	 utilizados	 “objetivamente	 valorados	 ex	 antes	 y	 desde	 una	
                                                          
104		 STS	 (ROJ:	 45/1985)	de	4	de	 febrero	de	1985.	Ponente:	D.	 José	Hermenegildo	Moyna	
Menguez.	STS	(ROJ:	2995/1986)	de	3	de	junio.	Ponente:	D.	Ramón	Montero	Fernández.	




Barreiro.	 STS	 (ROJ:	 1155/2009)	 de	 19	 de	 noviembre	 de	 2009.	 Ponente:	 D.	 Miguel	





1701/2001)	 de	 5	 de	 marzo	 de	 2001.	 Ponente:	 D.	 José	 Jiménez	 Villarejo.	 STS	 (ROJ:	
4373/1999)	de	21	de	junio	de	1999.	Ponente:	D.	Cándido	Conde‐Pumpido	Touron.	STS	
(ROJ:	1413/2010)	de	10	de	marzo	de	2010.	Ponente:	D.	Andrés	Martínez	Arrieta.	STS	
(ROJ:	 4065/2010)	 de	 29	 de	 junio	 de	 2010.	 Ponente:	 D.	 Carlos	 Granados	 Pérez.	 STS	
(ROJ:	1112/1995)	de	27	de	febrero	de	1995.	Ponente:	D.	Ramón	Montero	Fernández‐
Cid.	“Si	la	intervención	del	acusado	tiene	lugar	después	de	que	la	droga	se	encuentre	ya	
en	 nuestro	 país,	 habiéndose	 solicitado	 su	 colaboración	 por	 un	 tercero,	 sin	 haber	
participado	en	 la	operación	previa,	 sin	ser	destinatario	de	 la	mercancía	y	sin	 llegar	a	
















los	 dos	 ciudadanos	 españoles	 regresaron	 a	 España	 sin	 la	 droga.	 Por	
esta	 actividad	 ambos	 fueron	 condenados	 como	 autores	 responsables	
de	 un	 delito	 contra	 la	 salud	 pública	 en	 la	 modalidad	 de	 tráfico	 de	
drogas	que	causan	grave	daño	a	la	salud,	en	grado	de	tentativa,	con	la	
circunstancia	 de	 notoria	 importancia,	 y	 pertenencia	 a	 organización,	
imponiéndoseles	la	pena	de	dos	años,	cuatro	meses	y	un	día	de	prisión	
menor	 y	 multa	 de	 un	 millón	 de	 pesetas	 (6.000	 euros),	 sin	 declarar	
responsabilidad	civil	derivada	del	delito.	La	defensa	de	 los	 imputados	
en	 su	 recurso	 sostuvo	 que	 al	 haber	 resultado	 frustrado	 el	 viaje	 a	
Turquía	y	no	haberse	llegado	a	posesionar	los	recurrentes	de	la	droga,	
no	cabía	apreciar	tentativa	sino	unos	meros	deseos	o	 intenciones	que	
son	 jurídicamente	 irrelevantes,	 señalando	 además	 que	 atendiendo	 a	
criterios	civiles	la	tentativa	sólo	es	posible	cuando	se	ha	perfeccionado	
la	posesión	de	 la	droga.	Hay	que	destacar	que	durante	 el	proceso	 los	
imputados	 negaron	 tener	 conocimiento	 de	 que	 lo	 que	 tenían	 que	
recoger	en	Turquía	era	heroína	(elemento	subjetivo),	sosteniendo	que	
ellos	 creían	 que	 iban	 a	 transportar	 algún	 objeto	 de	 contrabando.	 El	
Tribunal	 Supremo	 a	 través	 de	 un	 juicio	 de	 inferencia	 más	 la	
declaración	inculpatoria	de	otro	procesado	que	los	acompañó	en	parte	
del	 viaje,	 llegó	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 dicha	 actividad	 constituye	 una	
operación	 que	 supera	 ampliamente	 las	 meras	 intenciones	 o	 deseos,	
configurándose	 claramente	 como	 una	 colaboración	 voluntaria	 y	
efectiva	 al	 tráfico	 de	 drogas,	 manifestada	 directamente	 por	 actos	
exteriores,	 recordando	 la	 sentencia	 que	 se	 ha	 admitido	 de	 forma	
reiterada	por	la	jurisprudencia	que	“el	intento	de	lograr	la	tenencia	de	








excepcionalmente	 la	 tentativa	 cuando	 el	 acusado	 no	 ha	 llegado	 en	
momento	 alguno	 a	 tener	 disponibilidad,	 ni	 aun	 potencial,	 sobre	 la	
droga,	 que	 no	 ha	 estado	 en	 su	 posesión,	 ni	 mediata	 ni	 inmediata”.	
Siendo	este	el	criterio	aplicado	de	forma	benévola	en	este	caso	por	el	
Tribunal	 de	 instancia.	 En	 la	 sentencia	 para	 desestimar	 el	 recurso	 se	
argumenta	 que	 el	 artículo	 16	 del	 Código	 Penal	 ha	 redefinido	 la	
tentativa,	 añadiendo	 la	expresión	objetivamente	 (practicando	 todos	o	
parte	de	 los	actos	que	objetivamente	deberían	producir	el	 resultado).	
Por	 lo	 tanto	 se	 trata	 de	 supuestos	 en	 los	 que	 la	 sanción	 penal	 está	
justificada	 porque	 el	 autor	 ha	 decidido	 vulnerar	 el	 bien	 jurídico	
protegido,	 a	 través	de	una	acción	que	no	 resulta	 ajena	a	 la	órbita	del	
tipo	y	utilizando	medios	generalmente	idóneos	aun	cuando	no	lo	sean	
en	el	caso	concreto,	razón	por	la	que	no	cabe	apreciar	la	inidoneidad	de	
la	 conducta	 aunque	 no	 conste	 efectivamente	 en	 el	 proceso	 que	 la	
heroína	 hubiese	 llegado	 a	 estar	 en	 Estambul	 a	 disposición	 de	 los	
recurrentes108.	 Sobre	 esta	 sentencia	 Córdoba	 Roda	 y	 García	 Arán	







pesetas	 (300.500	 euros	 con	 5	 céntimos)	 a	 cada	 uno	 de	 ellos	 por	
participar	en	una	operación	 fallida	de	 tráfico	de	drogas,	en	el	que	 les	
entregaron	 cuatro	 paquetes,	 de	 un	 kilogramo	 cada	 uno,	 que	
supuestamente	 contenían	 cocaína	 y	 resultaron	 ser	 libros.	 La	 defensa	
alegó	que	de	ninguna	manera	cabría	construir	una	tentativa	de	delito	
contra	 la	salud	pública	en	cantidad	de	notoria	 importancia	cuando	no	
se	 ocupó	 cantidad	 alguna	 de	 drogas,	 quedando	 en	 este	 caso	 en	 el	
terreno	de	las	intenciones.	El	Tribunal	Supremo	desestimó	los	recursos	
                                                          





argumentando	 que	 “el	 juicio	 sobre	 la	 idoneidad	 en	 un	 delito	 de	
actividad	o	de	peligro	abstracto,	sólo	se	debe	referir	a	la	aptitud	de	la	
acción	para	la	realización	del	tipo,	sin	ninguna	vinculación	a	un	posible	
resultado	 proveniente	 causalmente	 de	 la	 acción”…,	 “es	 decir,	 que	
obrando	 con	 un	 dolo	 completo,	 realizaron	 acciones	 que	 les	 hubieran	
permitido	 conseguir	 la	 droga,	 si	 el	 proveedor	 se	 la	 hubiera	
proporcionado”,	señalando	que	la	tentativa	inidónea	era	expresamente	
punible	en	el	artículo	52	del	código	Penal	de	1973	y	sigue	siéndolo,	en	
la	 medida	 que	 la	 punibilidad	 de	 la	 tentativa	 no	 está	 excluida	 en	 el	
artículo	62	CP110.	
Afortunadamente,	en	la	 jurisprudencia	del	Tribunal	Supremo	español,	
de	 la	 Audiencia	 Nacional	 o	 de	 las	 Audiencias	 Provinciales	 no	 hemos	
encontrado	 ninguna	 sentencia	 que	 aprecie	 formas	 de	 imperfecta	
realización	del	artículo	371	CP111,	 lo	cual	tiene	lógica,	pues	se	trata	de	
actos	 preparatorios	 elevados	 a	 la	 categoría	 de	 delito,	 por	 lo	 tanto	 se	
trataría	 de	 la	 tentativa	 de	 un	 acto	 preparatorio,	 lo	 que	 a	 todas	 luces	
sería	 un	 adelantamiento	 desmesurado	 de	 la	 barrera	 de	 intervención	
penal112.	 Aunque	 pensamos	 que	 por	 los	 criterios	 que	 mantiene	 la	
                                                          
110		 STS	 (ROJ:	 1966/2000)	 de	 13	 de	 marzo	 de	 2000.	 Ponente:	 D.	 Enrique	 Bacigalupo	
Zapater.	




kilogramos	 de	 sustancias	 de	 corte	 (fenacetina,	 lidocaína,	 levamisol	 y	 ácido	 bórico)	 y	
una	balanza	de	cocina	en	su	domicilio,	porque	ninguna	de	esas	sustancias	son	drogas	o	
estupefacientes	abarcados	por	el	 artículo	368	del	Código	Penal,	 además	 se	 señala	en	
esta	 sentencia	 que	 tampoco	 lo	 pueden	 sancionar	 por	 tráfico	 de	 precursores	 porque	
ninguna	de	las	cuatro	sustancias	pertenecen	al	listado	de	las	23	sustancias	catalogadas	
en	los	Cuadros	I	y	II	del	Convenio	de	Viena	de	1988.	STS	(ROJ:	4232/2010)	de	23	de	
junio	 de	 2010.	 Ponente:	 D.	 Adolfo	 Prego	 de	 Oliver	 Tolivar.	 Sobre	 la	 tentativa	 en	 el	
Derecho	Penal	español.	MIR	PUIG,	Santiago.	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp.	353‐364	
	 112	 JOSHI	 JUBERT	sostiene	que	sólo	deben	apreciarse	 formas	de	 imperfecta	ejecución	
en	 las	 conductas	de	 tráfico,	promoción,	 facilitación	y	 favorecimiento	del	 artículo	368	
CP	pues	estos	comportamientos	lesionan	efectivamente	el	bien	jurídico	“salud	pública”.	
Lo	 cual	 en	 su	 opinión	 no	 es	 legítimo	 en	 las	 conductas	 de	 cultivo,	 elaboración	 y	
posesión,	del	mismo	precepto	penal,	ya	que	en	estas	 fases	sólo	se	pone	en	peligro	el	
bien	 jurídico	 salud	 pública	 al	 ser	 fases	 previas	 a	 la	 consumación	 material,	
especialmente	previstas	en	la	parte	especial.	Lo	cual	en	nuestra	opinión	cobra	aún	más	
sentido	 en	 el	 caso	 de	 las	 conductas	 previstas	 en	 el	 tráfico	 de	 precursores	 donde	 la	
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jurisprudencia	 nada	 impide	 apreciarlos	 al	 ser	 un	 delito	 autónomo.	 A	
favor	de	poder	configurar	casos	de	tentativa	o	actos	preparatorios	en	el	




y	 ahí	 adquiere	20	 litros	de	 aceite	de	 sasafrás	 (que	 contiene	 safrol),	 y	
que	se	usa	bastante	en	los	laboratorios	clandestinos	de	metanfetamina	
de	ese	país,	el	cual	envía	por	correo	a	un	primo	que	reside	en	Ávila	sin	
que	 este	 tenga	 conocimiento	 del	 envío	 ni	 de	 la	 actividad	 ilegal	 que	
realiza	el	sujeto	en	mención.	Una	vez	de	vuelta	en	España,	este	sujeto	
se	 pone	 en	 contacto	 con	 su	 primo	 explicándole	 que	 él	 elabora	
metanfetamina	 y	 que	 le	 realizó	 un	 envío	 de	 20	 litros	 de	 aceite	 de	








contenido	 rico	 de	 safrol	 (precursor	 de	 drogas)	 se	 encuentre	 ya	 en	
nuestro	país,	habiéndose	solicitado	su	colaboración	por	un	tercero,	sin	
haber	 participado	 en	 la	 operación	 previa	 y	 sin	 llegar	 a	 tener	
disponibilidad	 efectiva	 del	 precursor	 intervenido	 por	 ser	 detenido	
justo	 cuando	 le	 habían	 entregado	 el	 paquete	 o	 cuando	 se	 lo	 iban	 a	
entregar,	 queremos	 destacar	 que	 aunque	 el	 sujeto	 propuesto	 en	 este	
ejemplo	 era	 el	 destinatario	 la	 sustancia	 que	 contenía	 el	 precursor	 de	
drogas	no	tenía	conocimiento	previo	de	ello114.	2)	Otro	ejemplo	podría	
ser	 el	 de	 una	 persona,	 que	 tiene	 una	 pequeña	 empresa	 que	
comercializa	 fertilizantes,	 que	 intenta	 comprar	 en	 una	 empresa,	
digamos	SILMAR	S.A.,	ubicada	en	 la	 localidad	de	 Igualada	(Barcelona)	









de	 forma	 enmascarada,	 con	 otra	 sustancia	 como	 el	 manganato	 de	
potasio	a	Ecuador	donde	la	utilizarían	para	elaborar	cocaína,	sin	lograr	
comprar	la	sustancia,	porque	en	dicha	empresa	sospecharon	de	él,	por	
no	 ser	 cliente	 habitual	 y	 resultarles	 sospechoso	 su	 comportamiento,	
por	 lo	 cual	 informaron	 a	 la	 policía	 quien	 procedió	 a	 detenerlo,	 por	
error,	 antes	 de	 adquirir	 el	 precursor	 en	 la	 tienda.	 Creemos	 que	 este	
supuesto	 se	 podría	 llegarse	 a	 sancionar	 como	 tentativa	 porque	 el	
sujeto	 activo	no	 tuvo	disponibilidad	 efectiva	 sobre	 los	 40	 kilogramos	
de	permanganato	de	potasio115.	 3)	 El	 caso	de	 un	 sujeto	 que	 teniendo	
conocimiento	 de	 que	 en	 su	 barrio	 hay	 un	 grupo	 de	 personas	 que	
trafican	 cocaína,	 que	 él	 cree	 que	 además	 realizan	 el	 proceso	 de	
transformación	 de	 pasta	 base	 a	 clorhidrato	 de	 cocaína,	 se	 decide	
acopiar	 una	 gran	 cantidad	de	 frascos	de	 acetona	 (unos	 treinta	 litros)	
que	 compra	 en	 diferentes	 supermercados	 y	 tiendas	 de	 chinos,	 con	 la	
esperanza	de	 lograr	contactar	con	estos	para	vendérselas	a	un	precio	
superior	al	que	ha	pagado,	para	obtener	así	algún	beneficio	económico.	
Siendo	 detenido	 cuando	 contacta	 de	 forma	 infructuosa	 con	 los	
traficantes	 de	 cocaína	 en	 el	 puesto	 de	 venta	 ilícito,	 lográndose	
establecer	por	las	autoridades	que	estos	no	se	dedican	a	la	fabricación	
ni	 refinamiento	 de	 la	 droga	 sino	 únicamente	 a	 traficar	 con	 cocaína	
(narcomenudeo),	de	manera	que	solo	necesitan	sustancias	para	cortar	
esta	droga	como	 la	 fenacetina,	 levamisol,	 cafeína,	 lidocaína	y	manitol,	
por	 lo	 cual	 no	 tenían	 ningún	 interés	 en	 adquirir	 acetona.	 Como	 se	
puede	 apreciar	 en	 este	 caso	 el	 sujeto	 activo	 tiene	 disponibilidad	 real	
sobre	 el	 precursor	 y	 piensa	 que	 su	 destino	 será	 la	 elaboración	 de	
cocaína,	 por	 lo	 que	 cumpliría	 con	 el	 elemento	 subjetivo	 que	 exige	 el	
artículo	 371,	 razón	 por	 la	 cual	 podría	 llegar	 a	 justificarse	 que	 se	
sancionase	 como	 una	 tentativa	 acabada	 del	 delito	 tráfico	 de	
precursores	 de	 drogas,	 bajo	 el	 argumento	 de	 que	 el	 sujeto	 activo	 ha	
decidido	vulnerar	el	bien	jurídico	tutelado,	mediante	una	acción	que	no	
resulta	 ajena	 a	 la	 órbita	 del	 tipo	 y	 utilizando	 medios	 generalmente	
idóneos	aun	cuando	no	lo	sean	en	el	caso	concreto116.	4)	Una	persona	









en	 su	 piso	 del	 barrio	 San	 José	 de	 Salamanca	 donde	 elabora	
metanfetamina,	viaja	de	Salamanca	a	Pontevedra,	bajo	la	promesa	de	la	
remuneración	 de	 1.500	 euros,	 para	 encontrarse	 con	 un	 sujeto	 que	
trabaja	 en	 una	 farmacia	 el	 cual	 le	 debe	 entregar	 500	 gramos	 de	
seudoefedrina	 a	 cambio	 de	 2.500	 euros,	 conociendo	 el	 sujeto	 en	
mención	que	dicha	 sustancia	 se	 utilizara	 en	 la	 elaboración	de	drogas	




domicilio	de	quien	 se	 lo	 encargó	 cuando	ambos	 son	detenidos	por	 la	
policía,	 ocupando	 la	 policía	 en	 el	 inmueble	 300	 gramos	 de	
metanfetamina	 con	 una	 riqueza	 del	 82,4%,	 utensilios	 para	 la	
fabricación	 de	 dicha	 droga	 con	 restos	 de	 ácido	 clorhídrico	 y	
seudoefedrina	por	lo	que	condenan	al	amigo	por	tráfico	de	drogas	que	
causan	grave	daño	a	 la	 salud	y	 al	 sujeto	en	mención	por	 tentativa	de	
trafico	 de	 precursores	 de	 drogas117.	 5)	 A	 un	 sujeto	 que	 tiene	 un	
pequeño	 laboratorio	 ilícito	 de	metanfetamina	 en	 el	 barrio	 Tejares	 de	
Salamanca	 la	 policía	 en	 un	 registro	 en	 dicho	 inmueble	 lo	 detiene	
cuando	 se	 disponía	 a	 elaborar	 APAAN	 (precursor	 de	 drogas)	
manipulando	 para	 tal	 efecto	 800	 gramos	 de	 fenilacetonitrilo	 y	 500	
gramos	de	acetato	de	etilo	 (sustancias	no	catalogadas)	con	 las	que	se	
elabora	el	alfa‐fenilacetoacetonitrilo	más	conocido	como	APAAN	que	se	
utiliza	 frecuentemente	 en	 los	 laboratorios	 clandestinos	 en	 la	
elaboración	 de	 1‐fenil‐2‐propanona	 (P‐2‐P)	 sustancia	 catalogada	 que	
es	 la	 materia	 prima	 con	 la	 cual	 se	 fabrica	 tanto	 anfetamina	 como	
metanfetamina,	sin	que	las	autoridades	encuentren	en	el	local	ninguna	




delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 pues	 prácticamente	
cualquier	comportamiento:	 fabricar,	 transportar,	distribuir,	comerciar	
o	 tener	 en	 su	 poder	 equipos,	materiales	 o	 sustancias	 enumerados	 en	
los	Cuadros	 I	 y	 II	 del	 Convenio	de	Naciones	Unidas	de	1988	 siempre	
                                                          





se	 realizaba	 a	 sabiendas	 de	 que	 las	 sustancias	 van	 a	 utilizarse	 en	 el	
cultivo	 (ningún	 precursor	 sirve	 para	 ello),	 la	 producción,	 o	 la	
fabricación	 ilícita	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	
psicotrópicas,	 o	 para	 estos	 fines,	 será	 sancionado	 como	 un	
comportamiento	 consumado.	 No	 obstante	 queremos	 poner	 de	
manifiesto,	 que	 en	 cualquiera	 de	 los	 casos,	 resultara	más	 beneficioso	
para	 el	 reo	 ser	 sancionado	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas	en	 grado	de	 tentativa	 (pena	 inferior	 en	uno	o	dos	grados	a	 la	
señalada	 como	 delito	 consumado),	 aunque	 suponga	 un	 adelanto	




las	 Partes	 adoptará	 las	 medidas	 que	 sean	 necesarias	 para	 tipificar	
como	 delito	 penal	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 en	 su	 derecho	
interno,	 cuando	 se	 cometa	 intencionalmente	 y	 a	 reserva	 de	 sus	
principios	 constitucionales	 y	 de	 los	 conceptos	 fundamentales	 de	 su	
ordenamiento	 jurídico	 deberá	 también	 sancionarse	 la	 asociación	 y	 la	
confabulación	para	cometerlo,	la	tentativa	de	cometerlo,	y	la	asistencia,	
la	 incitación,	 la	 facilitación	 o	 el	 asesoramiento	 en	 relación	 con	 su	
comisión.	
H.)	 AUTORÍA	Y	PARTICIPACIÓN	
	 Para	 iniciar	 este	 apartado	 queremos	 recordar,	 de	 forma	 muy	 breve	
porque	 ya	 lo	 hicimos	 en	 el	 apartado	 II	 inciso	 D.)	 de	 este	 capítulo,	
referido	 a	 las	 conductas	 típicas,	 que	 autores	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	




de	 1988,	 sobre	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 estupefacientes	 y	 sustancias	
psicotrópicas,	 y	 cualesquiera	 otros	 productos	 adicionados	 al	 mismo	
Convenio,	 o	 que	 se	 incluyan	 en	 otros	 futuros	 convenios	 de	 la	misma	






el	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas,	 hay	 que	 decir	 que	 por	 la	 amplitud	 de	
términos	empleados	por	el	legislador	para	definir	la	conducta	típica,	la	
jurisprudencia,	 prácticamente	 de	 forma	 unánime,	 durante	 muchos	
años	sanciono	a	autores	y	partícipes	con	la	misma	pena,	estableciendo	










(…),	 pues	 constituyen	 actos	 que	 de	 algún	modo	 promueven,	 favorecen	 o	 facilitan	 el	
consumo	 ilegal.	 STS	 (ROJ:	 2712/2002)	 de	 17	 de	 abril	 de	 2002.	 Ponente:	 D.	 Miguel	
Colmenero	Menéndez	de	Luarca.	MUÑOZ	CONDE,	Francisco.	Derecho	Penal.	P.E…,	op.	
cit.,	pp.	678,	679.	“Tiene	declarado	esta	sala,	como	son	exponentes	las	sentencias	de	2	
de	 noviembre	 de	 1988	 y	 28	 de	 noviembre	 de	 1994,	 que	 todo	 acto	 de	 auxilio	 al	
poseedor	 de	 la	 droga	 con	 destino	 al	 tráfico	 encaja	 en	 alguno	 de	 los	 supuestos	 del	
artículo	 368	 del	 Código	 Penal,	 en	 calidad	 de	 autoría	 directa,	 dado	 en	 los	 amplios	
términos	en	que	aparece	configurada	esta	clase	de	infracción	penal,	pues	constituyen	
actos	 que	 de	 algún	 modo	 promueven,	 favorecen	 o	 facilitan	 el	 consumo	 ilegal	 de	
sustancias	 estupefacientes.	 Es	 cierto	 que	 algunas	 sentencias	 han	 admitido	 la	
complicidad	 en	 casos	 de	 colaboración	 mínima	 de	 favorecimiento	 al	 favorecedor	 del	
tráfico	 tales	 como	 la	 mera	 indicación	 y	 el	 acompañamiento	 hasta	 el	 lugar	 donde	 se	
vendía	 la	 droga,	 pero	 no	 cuando	 existe	 un	 previo	 acuerdo	 seguidos	 de	 actos	 que	
facilitan	 la	venta	de	 tales	sustancias	estupefacientes,	 lo	que,	según	reiterada	doctrina	
de	esta	sala,	convierte	en	autores	a	todos	los	concertados	para	la	actividad	de	tráfico	de	
droga,	 cualquiera	 que	 sea	 el	 rol	 concreto,	 siempre	 que	 su	 colaboración	 contribuya,	
como	 establece	 el	 artículo	 368	 del	 Código	 Penal,	 a	 promover,	 favorecer	 o	 facilitar	 el	
tráfico	 ilícito	 de	 drogas	 tóxicas	 o	 estupefacientes	 o	 de	 sustancias	 psicotrópicas”.	 STS	











asumimos	que	 es	perfectamente	 trasladable	 al	 tráfico	de	precursores	
de	 drogas.	 De	 hecho	 nada	 impide	 al	 tenor	 del	 artículo	 29	 del	 Código	




En	 este	 sentido	 hay	 que	 decir	 que	 Cooperador	 necesario	 es	 quien	
coopera	en	la	ejecución	de	un	hecho	delictivo	con	un	acto	sin	el	cual	no	
se	 hubiera	 efectuado	 (aportación	 esencial).	 El	 autor	 ejecuta	 el	 hecho	
(solo,	en	unión	de	otros	o	por	medio	de	otro);	en	cambio,	el	cooperador	
es	un	colaborador	que	precisa	de	la	existencia	de	un	hecho	ajeno	al	que	
aporta	 algún	 elemento	 relevante.	 Mientras	 que	 para	 determinar	 los	
casos	 de	 cooperación	 no	 necesaria,	 deberá	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 se	
trata	 de	 conductas	 auxiliares	 que	 benefician	 a	 aquel	 que	 es	 el	
verdadero	traficante,	“es	decir	que	no	favorecen	directamente	al	tráfico	
aunque	favorecen	al	favorecedor”.	Para	establecer	el	tipo	de	complici‐
dad	 es	 preciso	 examinar	 las	 conductas	 enjuiciadas	 desde	 la	 doble	
perspectiva	 de	 los	 bienes	 escasos	 y	 del	 dominio	 funcional	 del	 hecho,	
con	 el	 objetivo	 de	 verificar	 si	 la	 conducta	 aparece	 en	 el	 caso	 como	
claramente	periférica	y	de	mínima	colaboración	o	bien	si	trata	de	una	
aportación	esencial121.		
                                                          
A	 partir	 del	 año	 1995	 con	 la	 aprobación	 del	 Código	 Penal	 se	 empezó	 a	 distinguir	 a	
efecto	de	penas	entre	autores	y	partícipes.	ARROYO	ZAPATERO,	Luis.	Comentarios	al	
Código	 Penal.	 …,	 op.	 cit.,	 p.	 812.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 Juan	 María.	 Lecciones	
materiales…,	 op.	 cit.,	 p.	 56.	 SUÁREZ‐MIRA	 RODRÍGUEZ,	 Carlos	 (Coord.).	 Manual	 de	
Derecho	 Penal.	 Tomo	 II.	 Parte	 Especial.	 Sexta	 Edición.	 Aranzadi/Thomson	 Reuters.	
Navarra.	2011,	pp.	433,	434.	MORILLAS	CUEVAS,	Lorenzo.	Sistema	de	Derecho…,	op.	cit.,	
p.	828.	
120		 A	 la	 imputada,	 compañera	 sentimental	 del	 principal	 condenado	 por	 tráfico	 de	
precursores	 de	 drogas,	 se	 le	 atribuye	 el	 papel	 de	 auxiliar	 de	 este	 al	 atender	 algunas	
llamadas	 telefónicas	 de	 los	 traficantes	 de	 drogas	 a	 los	 que	 les	 proporcionaban	 los	
precursores.	 Al	 no	 obtenerse	 pruebas	 suficientes	 de	 su	 participación	 criminal	 le	
absuelven.	SAP	de	Madrid	(Roj:	15967/2005)	de	17	de	noviembre	de	2005.	Ponente:	
Juan	Francisco	Martel	Rivero.	
121		 CORCOY	BIDÁSOLO,	Mirentxu.	Comentarios	al	Código	Penal.	….,	op.	 cit.,	pp.	 803,	 816.	
CONDE‐PUMPIDO	 FERREIRO,	 Cándido	 (Coord.).	 Código	 Penal...,	 op.	 cit.,	 p.	 1305.	
SERRANO	GÓMEZ,	Alfonso.	Derecho	Penal.	…,	op.	cit.,	p.	723.	STS	(ROJ:	6202/2001)	de	
16	 de	 julio	 de	 año	 2001.	 Ponente:	 Cándido	 Conde‐Pumpido	 Tourón.	 STS	 (ROJ:	
5207/2000)	 de	 26	 de	 junio	 de	 2000.	 Ponente:	 Joaquín	 Giménez	 García.	 STS	 (ROJ:	
7672/2000)	 de	 24	 de	 octubre	 2000.	 Ponente:	 Enrique	 Abad	 Fernández.	 STS	 (ROJ:	
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	 Creemos	 que	 es	 posible	 sancionar	 como	 cooperadores	 necesarios,	 y	
por	ende	a	la	misma	pena	que	a	los	autores,	de	este	delito	a	miembros	
de	 los	 cuerpos	 de	 seguridad,	 así	 como	 a	 funcionarios	 de	 puertos,	
aeropuertos,	 puestos	 fronterizos,	 retenes	 y	 aduanas,	 entre	 otros,	 que	
estando	encargados	de	enfrentar	el	tráfico	de	precursores	no	lo	hagan	
por	 estar	 confabulados	 con	 los	 traficantes	 de	 estas	 sustancias.	
Pensamos	que	estas	conductas	pueden	tener	cabida	fundamentalmente	
en	 las	 conductas	 referidas	 al	 transporte	 y	 tenencia	 de	 precursores.	
Ejemplo	de	ello	pueden	ser:	a)	el	policía	que	estando	encargado	en	el	
aeropuerto	de	Bilbao	de	revisar	el	equipaje	de	pasajeros	sospechosos	
de	 transportar	 drogas,	 sus	 precursores	 u	 otras	 sustancias	 u	 objetos	
ilícitos	no	lo	haga	a	conciencia,	con	un	sujeto	que	trae	dos	maletas	con	






destinado	 a	 la	 elaboración	 ilícita	 de	 heroína	 en	 unos	 laboratorios	
ilícitos	en	Estambul.	Si	una	vez	 realizada	 la	 inspección,	el	 funcionario	
declara	 que	 no	 existe	 tal	 lote	 en	 este	 almacén,	 pese	 a	 haberlo	
encontrado,	por	haber	recibido	la	cantidad	de	3.000	euros	de	parte	del	
operador	encargado	del	depósito	aduanero.	
Para	 valorar	 la	 posibilidad	 de	 apreciar	 casos	 de	 complicidad	 en	 el	
tráfico	de	precursores	de	drogas	utilizaremos	la	Sentencia	del	Tribunal	
Supremo	 del	 16	 de	 enero	 del	 año	 2003122,	 se	 trata	 de	 la	 sentencia	
recurrida	de	la	Audiencia	Nacional,	sección	cuarta	del	9	de	julio	del	año	
                                                          
7500/2005)	 de	 28	 de	 noviembre	 de	 2005.	 Ponente:	 José	 Manuel	 Maza	 Martín.	 STS	
(ROJ:	 1748/2009)	 de	 18	 de	 marzo	 de	 2009.	 Ponente:	 Carlos	 Granados	 Pérez.	
SAAVEDRA	 RUIZ,	 Juan.	 Código	 Penal	 comentado….,	 op.	 cit.,	 pp.	 1141,	 1142.	 La	
jurisprudencia	 ha	 reducido	 la	 complicidad	 a	 los	 casos	 de	 participación	 accesoria	
accidental	 no	 necesaria,	 de	 quien	 no	 tiene	 el	 dominio	 del	 hecho	 o	 es	 fácilmente	
sustituible	 al	 no	 tratarse	 de	 un	 bien	 escaso,	 de	manera	 que	 los	 hechos	 se	 hubieran	
producido	 de	 la	 misma	 manera	 sin	 su	 colaboración.	 LAMARCA	 PÉREZ,	 Carmen	
(Coord.).	 Derecho	 Penal.	 P.E…,	 op.	 cit.,	 pp.	 559,	 560.	 VAZQUEZ	 IRUZUBIETA,	 Carlos.	







(los	 dos	 primeros)	 que	 importaron	 un	 cargamento	 de	 unos	 12.000	
kilogramos	de	permanganato	de	potasio	(envasados	en	bidones	de	50	
kilogramos),	 con	 el	 fin	de	 exportarlo	 a	Colombia.	 Esta	 remesa	 les	 fue	
suministrada	 por	 la	 empresa	 “Innochem”	 que	 tiene	 su	 sede	 en	 la	
localidad	belga	de	Meerhort.	Gaspar	y	José	Ignacio	antes	de	exportar	el	
permanganato	de	potasio	a	Colombia	decidieron	camuflar	la	mercancía	
y	 para	 este	 propósito	 adquirieron	 6.000	 kilogramos	 de	 dióxido	 de	
manganeso	(sustancia	no	catalogada,	pero	que	también	se	utiliza	en	la	
elaboración	 ilícita	 de	 permanganato	 de	potasio	 en	países	 de	América	
del	Sur),	dicha	remesa	se	las	proporciono	la	empresa	R.	Orts	Simo	S.A.	
de	 Aldaya	 (Valencia),	 ajena	 a	 estos	 hechos,	 así	 como	 365	 etiquetas	 y	
144	 bidones	 de	 plástico	 opaco	 con	 sus	 correspondientes	 precintos	
comprados	 a	 la	 empresa	 Reyde	 S.A,	 de	 Sant	 Boi	 de	 Llobregat	
(Barcelona)	 también	 ajena	 a	 estos	 hechos,	 para	 realizar	 el	 camuflaje	
encargaron	a	Miguel	(tercer	sujeto	condenado	en	esta	sentencia),	hijo	
de	 José	 Ignacio,	 trasvasar	 40	 kilos	 de	 permanganato	 de	 potasio	 en	
bolsas	 de	 basura,	 a	 cada	 uno	 de	 los	 nuevos	 bidones	 recibidos,	
completando	el	peso	de	50	kilos	por	unidad	con	10	kilos	de	dióxido	de	
manganeso,	y	 tras	precintar	cada	bidón	y	ponerle	una	nueva	etiqueta	
referida	 a	 esta	 última	 sustancia,	 destruyendo	 las	 etiquetas	 originales	
del	permanganato	de	potasio.	Para	que	le	ayudara	en	esta	tarea	Miguel	
contrató	 a	 su	 amigo	 Rubén.	 Una	 vez	 concluido	 el	 trabajo	 antes	
mencionado,	 tras	 el	 llenado	 en	 las	 formas	 mencionadas	 de	 355	
bidones,	 que	 fueron	 cargados	 el	 día	 12	 de	 marzo	 de	 1999	 en	 el	
contenedor	 con	 número	 de	 identificación	 SEAU	 822620‐9	 de	 la	
empresa	Sea‐Land	y	transportados	hasta	el	puerto	de	Algeciras,	que	el	
día	 17	 de	marzo	 de	 1999	 se	 cargaron	 en	 el	 buque	 Grete	 Maeks	 con	
destino	 al	 puerto	de	Cartagena	de	 Indias	 en	Colombia,	donde	 llega	el	
cargamento	 el	 día	 14	 de	 abril	 de	 1999,	 siendo	 interceptado	 por	 la	
policía	 colombiana.	 Hay	 que	 puntualizar	 que	 el	 permanganato	 de	
potasio	 que	 se	 exportó	 a	 Colombia	 alcanzaba	 el	 peso	 total	 de	 11.611	
kilogramos	 y	 su	 valor	 económico	 ascendía	 a	 la	 suma	 de	 3.607.491	
pesetas	es	decir	21.681	euros	con	46	céntimos.	
La	 Audiencia	 Nacional	 condenó	 como	 coautores	 por	 el	 delito	 de	














únicamente	 consistió	 en	 trasvasar	 el	 permanganato	 de	 potasio	 a	 los	
nuevos	bidones	(40	kilogramos	en	cada	bidón)	con	diez	kilogramos	de	
dióxido	 de	 manganeso.	 Y	 porque	 en	 el	 proceso	 no	 se	 acredito	 que	
conociera	 que	 estaba	 trasvasando	 una	 sustancia	 catalogada	





elaboración	 de	 cocaína,	 perfectamente	 podría	 haber	 sido	 condenado	
como	 cómplice	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas.	 No	
obstante	 hay	 que	 aclarar	 que	 en	 la	 práctica	 es	 muy	 probable	 que	 lo	
pudieran	condenar	como	coautor	o	cooperador	necesario	de	un	delito	
tipificado	en	el	artículo	371.1	del	Código	Penal.		
Otro	 ejemplo	 que	 podemos	 utilizar	 es	 la	 sentencia	 de	 la	 Audiencia	
Provincial	de	Madrid	del	día	17	de	noviembre	de	2005124.	En	esta	causa	
el	 Ministerio	 Fiscal	 solicitó	 que	 a	 María	 Teresa	 una	mujer	 de	 origen	
africano,	 cónyuge	 de	 Luis	 Enrique,	 ciudadano	 español	 que	 fue	
condenado	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas125,	 se	 le	
sancionara	 como	 autora	 del	mismo	 delito,	 solicitando	 una	 pena	 de	 4	
años	de	prisión,	accesorias	y	costas.	El	compañero	sentimental	de	esta	
señora	 era	 titular	 de	 una	 empresa	 denominada	 Laboratorio	 Técnico	
Labortec	 S.	 L.	 con	 sede	 en	 Collado	 de	 Villalba	 y	 posteriormente	 en	
Becerril	 de	 la	 Sierra	 (domicilio	de	 la	pareja).	Esta	 “empresa	pantalla”	
obtenía	 una	 gran	 cantidad	 de	 sustancias	 químicas	 (precursores	 y	
                                                          
123		 STS	(ROJ:	89/2003)	del	16	de	enero	del	año	2003.	Ponente:	Luis	Román	Puerta	Luis.	





sustancias	 no	 catalogadas)	 y	 material	 de	 laboratorio	 en	 diversas	
empresas	del	 sector	 radicadas	en	Madrid	por	 encargo	de	 “Guillermo”	
de	 nacionalidad	 colombiana,	 quien	 en	 compañía	 de	 otros	 sujetos,	
recogían	las	sustancias	y	materiales	del	Chalet	de	becerril	de	la	Sierra,	
después	 que	 Víctor	 Manuel	 y	 Gerardo	 (también	 condenados	 por	 el	
mismo	 delito),	 empleados	 de	 la	 pareja	 de	María	 Teresa,	 quitaran	 las	
etiquetas	 de	 origen	 de	 la	 mercancía	 y	 las	 cambiaran	 por	 otras	 en	
blanco	donde	sólo	 figuraba	el	nombre	del	producto	en	cuestión,	para	
trasladarlas	 a	 un	 chalet	 situado	 en	 La	 Navata	 (Galapagar)	 donde	
Guillermo	 un	 laboratorio	 ilícito	 para	 la	 extracción	 de	 cocaína	 que	 se	
encontraba	 camuflada	 en	 viruta	 de	 madera	 para	 su	 posterior	
distribución	en	el	mercado	ilícito	de	drogas.	
El	Ministerio	 Fiscal	 deduce	 el	 conocimiento	 y	 participación	 de	María	
Teresa	en	 las	actividades	 ilícitas	que	 se	desarrollaban	en	el	domicilio	




acerca	 del	 conocimiento	 por	 la	 acusada	 de	 la	 actividad	 delictiva	 que	
realizaba	 su	 compañero	 sentimental,	 adoptando	 ella	 la	 posición	 de	
auxiliar	de	él,	pues	bajo	 sus	órdenes	 contactaba	con	 los	clientes	y	 les	
decía	 cuando	 podían	 venir	 a	 recoger	 la	 mercancía	 encargada	
previamente”.	 Sin	 embargo,	 del	 resultado	 de	 la	 práctica	 probatoria	
desplegada	no	se	 llega	a	 la	conclusión	condenatoria	 interesada	por	 la	
parte	 acusadora,	 porque	 aunque	 la	 acusada	 contactaba	 telefónica‐
mente	 con	 los	 clientes	 que	 requerían	 los	 precursores,	 sustancias	 no	
catalogadas	 y	 equipos,	 y	 les	 indicaba	 a	 estos	 cuando	 podían	 llegar	 a	
retirarlos,	de	las	declaraciones	de	los	policías	que	intervinieron	en	las	
investigación	 y	 demás	 pruebas	 presentadas	 en	 el	 proceso	 no	 pudo	
deducirse	de	manera	categórica	la	contribución	criminal	de	la	acusada,	
por	 lo	 que	 la	 absuelven	 del	 delito	 contra	 la	 salud	 pública	 ,	 en	 su	
modalidad	de	tráfico	de	precursores126.	Nosotros	pensamos	que	si	en	el	
                                                          
126		 Ningún	 testigo	 vio	 o	 escucho	 a	 María	 Teresa	 encargar	 productos	 destinados	 a	 ser	









ciones	de	Luis	Enrique,	con	 los	 traficantes	de	drogas,	o	bien	 les	reali‐
zara	recomendaciones	de	seguridad	para	llegar	a	buscar	las	sustancias	
catalogadas	o	recibiera	pedidos	de	estas	sustancias	por	los	traficantes,	
siempre	 que	 se	 estableciera	 el	 conocimiento	 de	 contri‐bución	 al	 acto	
ilícito,	perfectamente	habrían	podido	condenarla	como	cómplice	de	un	
delito	 contra	 la	 salud	 pública	 del	 artículo	 371	 del	 Código	 Penal.	
Queremos	señalar	que	la	posibilidad	de	apreciar	casos	de	cooperación	
no	 necesaria	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 es,	 sin	
lugar	 a	 dudas,	 favorable	 al	 reo	 pues	 el	 artículo	 63	 del	 Código	 Penal	
establece	que	a	 los	 cómplices	de	un	delito	 consumado	o	 intentado	se	
les	 impondrá	 la	pena	 inferior	 en	grado	a	 la	 fijada	por	 la	Ley	para	 los	
autores	del	mismo	delito.	
Queremos	 destacar	 que	 últimamente,	 algunos	 años	 después	 de	 la	
aprobación	 del	 Código	 Penal	 de	 1995,	 se	 observa	 cierta	 tendencia	
jurisprudencial	 que	 diferencia	 la	 complicidad	 de	 la	 autoría	 en	 los	
delitos	relativos	al	tráfico	de	drogas.	Calificando	como	complicidad	los	
comportamientos	 de	 menor	 relevancia,	 los	 casos	 de	 colaboración	
mínima	o	de	 favorecer	o	 facilitar	el	 favorecimiento,	 cuando	se	realiza	
una	aportación	de	escasa	entidad,	o	de	 carácter	ocasional,	 sin	 formar	
parte	 que	 quienes	 ejecutan	 la	 operación	 de	 tráfico	 de	 drogas.	 En	 tal	
sentido	 citamos	 las	 sentencias	 del	 Tribunal	 Supremo	 de	 18	 de	
septiembre	 de	1995,	 26	de	 junio	 del	 año	 2000,	 de	 24	de	 octubre	del	
año	2000,	de	10	de	julio	del	año	2001,	de	16	de	julio	del	año	2001,	de	





octubre	 de	 2009127.	 En	 dichas	 sentencias,	 de	 forma	 general,	 se	 han	







6202/2001)	 de	 16	 de	 julio	 de	 2001.	 Ponente:	 Cándido	 Conde‐Pumpido	 Tourón,	 STS	
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sancionado	 como	 cómplices	 a:	 a)	 quien	 realiza	 la	 mera	 indicación	 y	
acompañamiento	hasta	el	 lugar	donde	se	vendía	 la	droga,	 siempre	que	
no	exista	un	acuerdo	previo	y	se	trate	de	actos	que	faciliten	la	venta,	b)	
quien	 recibe	 y	 descifra	 los	 mensajes	 en	 clave	 en	 una	 operación	 de	
narcotráfico,	c)	quien	realiza	la	ocultación	ocasional	y	de	poca	duración	
de	 una	 pequeña	 cantidad	 de	 droga	 que	 otro	 poseía,	 d)	 la	 cesión	 del	
domicilio	a	los	autores	por	pura	amistad	para	no	levantar	sospechas,	e)	
la	facilitación	del	domicilio	de	venta	y	precio	de	la	droga,	f)	la	realización	
de	 llamadas	 telefónicas	 para	 convencer	 y	 acordar	 con	 un	 tercero	 el	
transporte	 de	 la	 droga,	 g)	 acompañar	 y	 trasladar	 en	 su	 vehículo	 a	 un	
familiar	o	amigo	en	sus	contactos	y	h)	encargarse	de	 los	pasos	previos	
para	 la	 recepción	 de	 la	 droga	 enviada	 desde	 el	 extranjero,	 sin	 ser	
destinatario	ni	tener	la	disponibilidad	efectiva	de	la	misma128.		
Los	 requisitos	 que	 establece	 el	 Tribunal	 Supremo	 para	 apreciar	
complicidad	en	los	delitos	contra	la	salud	pública	son	los	siguientes:	a)	
la	 comisión	del	 ilícito	delictivo	por	una	o	varias	personas	que	 con	 su	
conducta	 asuman	 el	 papel	 principal	 de	 autoría,	 frente	 a	 otros	 que	
desarrollen	una	participación	secundaria,	b)	el	conocimiento	por	parte	
del	cómplice	de	su	contribución	a	un	acto	ilícito,	pues	de	otra	forma	su	
participación	 sería	 impune,	 c)	 que	 su	 comportamiento	 sea	 de	
naturaleza	secundaria	y	sometida	a	los	actos	principales	de	tráfico,	que	
realiza	 el	 autor	 o	 coautores,	 d)	 que	 ,	 por	 ello,	 no	 tenga	 carácter	
imprescindible	 en	 la	 ejecución	 del	 delito,	 e)	 que	 la	 colaboración	 del	




7737/2003)	 de	 3	 de	 diciembre	 de	 2003.	 Ponente:	 Miguel	 Colmenero	 Menéndez	 de	
Luarca,	 STS	 (ROJ:	 1849/2004)	 de	 17	 de	 marzo	 de	 2004.	 Ponente:	 Joaquín	 Giménez	
García,	 STS	 (ROJ:	 5639/2004)	 de	 13	 de	 septiembre	 de	 2004.	 Ponente:	 Luis	 Román	
Puerta	Luis,	STS	(ROJ:	7500/2005)	de	28	de	noviembre	de	2005.	Ponente:	José	Manuel	
Maza	Martín.	STS	(ROJ:	STS	2398/2007)	de	20	de	abril	de	2007.	Ponente:	José	Ramón	
Soriano	 Soriano,	 STS	 (ROJ:	 2804/2010)	 de	 7	 de	 mayo	 de	 2010.	 Ponente:	 Alberto	


















con	 actos	 anteriores	 o	 simultáneos130.	 No	 obstante	 pueden	 existir	
supuestos	de	hecho	muy	concretos	en	los	que	cabría	construir	la	figura	
del	encubrimiento	en	la	modalidad	de	ocultar	o	inutilizar	los	efectos	o	
instrumentos	 del	 delito	 para	 impedir	 su	 descubrimiento,	 relegando	 a	
esta	modalidad	aquellas	conductas	consistentes	en	destruir	la	droga,	o	
bien	 los	 precursores	 de	 drogas,	 con	 el	 fin	 de	 frustrar	 o	 dificultar	 la	




                                                          
129		 SAP	 (ROJ:	 SAP	 TO	 865/2009)	 de	 14	 de	 octubre	 de	 2009.	 Ponente:	 Urbano	 Suarez	
Sánchez.	SAP	de	Madrid	(ROJ:	11904/2010)	de	14	de	junio	de	2010.	Ponente:	Pascual	
Fabia	Mir.	
130		 Se	 condena	 como	 cómplice	 de	 un	 delito	 contra	 la	 salud	 pública	 a	 un	 ciudadano	 de	
nombre	Alberto	a	la	pena	de	cuatro	años	y	seis	meses	de	prisión.	El	condenado	estuvo	
presente	 en	 una	 nave	 industrial	 donde	 pudo	 comprobar,	 sin	 tener	 ninguna	
participación	 previa,	 la	 extracción	 de	 unos	 paquetes	 de	 cocaína	 de	 unas	 lavadoras	




beneficio	 o	 lucro	 económico	 derivada	 de	 su	 aportación	 al	 tráfico.	 STS	 (ROJ:	
5008/2001)	de	12	de	junio	de	2001.	Ponente:	José	Antonio	Martín	Pallín.	Ver	también	
STS	 (ROJ:	 7737/2003)	 de	 3	 de	 diciembre	 de	 2003.	 Ponente:	 Miguel	 Colmenero	
Menéndez	 de	 Luarca.	 STS	 (ROJ:	 6737/1996)	 de	 28	 de	 noviembre	 de	 1996.	 Ponente:	
José	Luis	Manzanares	Samaniego.	
131		 En	este	caso	se	sanciona	a	dos	personas	Regina	y	Luis	Manuel	como	responsables	de	
un	 delito	 de	 encubrimiento	 con	 causa	 en	 un	 delito	 contra	 la	 salud	 pública,	 en	 su	
modalidad	 de	 sustancias	 que	 causan	 grave	 daño	 a	 la	 salud,	 en	 concepto	 de	
encubridores	 a	 un	 año	 de	 prisión.	 Ambos	 fueron	 sorprendidos	 junto	 con	 otros	 dos	
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Vamos	 a	 usar	 el	 mismo	 ejemplo	 de	 Luis	 Enrique,	 que	 tenía	 una	
“empresa	pantalla”	 con	 sede	 en	 su	propio	 domicilio	 en	Becerril	 de	 la	
Sierra	y	suministraba	precursores	de	drogas,	sustancias	no	catalogadas	
y	 equipos	 a	 un	 grupo	 de	 traficantes	 que	 en	 un	 chalet	 situado	 en	 La	
Navata	(Galapagar),	que	tenían	un	laboratorio	ilícito	para	la	extracción	
de	 cocaína	 que	 se	 encontraba	 camuflada	 en	 viruta	 de	 madera	 y	 su	
posterior	distribución	en	el	mercado.	Para	ello	nos	situamos	en	el	día	
24	 de	 junio	 de	 1999	 a	 las	 14:20	 horas	 en	 el	 chalet	 de	 Becerril	 de	 la	
Sierra	 cuando	 se	 procede	 a	 practicar	 la	 entrada	 y	 registro	 en	 dicho	
inmueble,	 donde	 se	 ocuparon	 7,5	 litros	 de	 ácido	 clorhídrico,	 cuatro	
litros	de	ácido	 sulfúrico	y	75	 litros	de	metiletilcetona,	 así	 como	otras	
sustancias	 no	 catalogadas	 que	 se	 utilizan	 para	 transformar	 la	 pasta	
base	de	cocaína	en	clorhidrato	de	cocaína132.	En	dicho	inmueble	fueron	
capturados,	 y	posteriormente	 condenados	por	 tráfico	de	precursores,	
Luis	Enrique	y	sus	dos	empleados	Víctor	Manuel	y	Gerardo.	Suponga‐
mos	 que	 si	 además	 de	 estas	 personas	 se	 hubiese	 encontrado	 en	 el	
chalet	un	sujeto	de	nombre	Mario,	 íntimo	amigo	de	Luis	Enrique,	que	
no	tenía	ninguna	participación	en	la	actividad	ilícita	antes	mencionada,	





la	 sustancia	 antes	 mencionada	 podría	 haber	 sido	 condenado	 como	
responsable	 de	 un	 delito	 de	 encubrimiento	 en	 un	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores,	 pues	 su	 conducta	 consiste	 en	 destruir	 el	 precursor	 de	
drogas,	 con	 el	 fin	 de	 frustrar	 o	 dificultar	 la	 intervención	 de	 las	
autoridades	competentes	en	un	delito	que	ya	se	había	consumado.	
                                                          
acusados	cuando	intentaban	sacar	al	exterior	desde	un	garaje	varios	paquetes	y	bolsas	
de	 gran	 tamaño,	 en	 cuyo	 interior	 se	 encontró	hachís,	 cocaína	y	moldes	para	prensar	





impugnación	 por	 parte	 del	 Fiscal	 ante	 el	 Tribunal	 de	 Instancia.	 Lo	 cual	 obliga	 a	







	 El	 legislador	 ha	 establecido	 como	 pena	 básicas	 para	 las	 conductas	
descritas	en	el	tipo	del	artículo	371	CP	la	pena	privativa	de	libertad	de	
prisión	de	tres	a	seis	años,	y	una	multa	del	tanto	al	triplo	del	valor	de	
los	 géneros	 o	 efectos	 (probablemente	 en	 consideración	 a	 la	











este	 precepto,	 correspondía	 un	 mayor	 castigo	 a	 quien	 trafica	 con	
precursores	de	drogas	que	a	quien	lo	hace	con	drogas	blandas,	cuando	
cabe	 suponer	 que,	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 la	 tutela	 de	 la	 salud	
pública,	 la	 posibilidad	 de	 lesión	 de	 este	 bien	 jurídico	 es	mayor	 en	 el	
delito	de	tráfico	de	drogas	que	en	el	 tráfico	de	precursores	de	drogas	
(aunque	 estos	 lo	 sean	 de	 drogas	 duras),	 y	 desde	 el	 punto	 de	 vista	
económico	también	es	más	rentable.	Por	ello,	se	afirmaba,	que	político‐
criminalmente	 este	 desfase	 en	 la	 penalidad	 distaba	 mucho	 de	 ser	
acertado133,	 entendiendo	 que	 de	 esta	 manera	 se	 atentaba	 contra	 el	
principio	 de	 proporcionalidad.	 Además	 era	 destacable	 que	 cuando	 se	
trataba	 de	 los	 jefes,	 administradores	 o	 encargados	 de	 las	 referidas	
organizaciones	se	imponía	la	pena	superior	en	grado,	que	era	de	seis	a	
nueve	 años	 de	 prisión,	 pena	 que	 concordaba	 con	 el	 límite	 máximo	
establecido	por	el	artículo	368	CP	para	 los	sujetos	que	traficaban	con	
drogas	duras.		
La	 desproporcionalidad	 que	 se	 produce	 en	 la	 pena	 a	 imponer	 por	 el	
delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 en	 el	 ordenamiento	 español	 se	 vio	
                                                          






que	 causan	 grave	 daño	 a	 la	 salud	 establecida	 en	 el	 artículo	 368	 del	
Código	Penal	de	 tres	a	seis	años,	manteniéndose	 la	multa	del	 tanto	al	
duplo	del	valor	de	la	droga	objeto	del	delito	(inferior	a	la	del	tráfico	de	
precursores	 que	 es	 del	 tanto	 al	 triplo	 del	 valor	 de	 los	 géneros	 y	
efectos)134.	 De	 esta	 manera	 en	 la	 actualidad	 la	 pena	 privativa	 de	
libertad	 es	 exactamente	 la	 misma	 prevista	 para	 el	 artículo	 371	 CP.	
Equiparando	por	 tanto	 la	 conducta	del	 tráfico	de	drogas	duras	con	 la	




el	 anhídrido	 acético,	 el	 ácido	 fenilacético,	 la	 norfedrina,	 la	 P‐2‐P,	 la	
efedrina,	la	seudoefedrina,	el	piperonal,	el	safrol	o	la	3,4‐MDP‐2‐P.	Pero	
este	 despropósito	 legislativo	 va	 más	 allá,	 pues	 en	 esta	 reforma	 se	
preceptúa	que	los	tribunales,	en	el	caso	de	los	delitos	tipificados	en	el	
368,	podrán	 imponer	 la	pena	 inferior	en	grado	 (de	un	año	y	medio	a	
tres	años)	a	las	señaladas	en	atención	a	la	escasa	entidad	del	hecho	y	a	
las	 circunstancias	 personales	 del	 culpable,	 lo	 cual	 no	 se	 encuentra	
previsto	para	el	artículo	371135,	con	lo	cual	se	puede	presentar	el	caso	
de	que	 inclusive	 se	 sancione	 con	una	pena	menor	a	 las	personas	que	
trafican	 con	 drogas	 duras,	 que	 aquellas	 que	 trafican	 con	 los	
precursores	de	estas	drogas,	aunque	en	este	tipo	delictivo	la	puesta	en	
peligro	 del	 bien	 jurídico	 salud	 pública	 sea	 mucho	 más	 distante.	
Queremos	 aclarar	 que	 para	 nosotros	 la	 reducción	 de	 penas	 realizada	
para	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas	 debe	 tener	 sin	 lugar	 a	 dudas	 una	
                                                          
134		 VIVES	ANTÓN,	 Tomas	 S.	Derecho	Penal.	P.E…,	op.	 cit.,	p.	 611.	 SAAVEDRA	RUIZ,	 Juan.	
Código	Penal	comentado….,	op.	cit.,	pp.	1138,	1139.	Debe	reconocerse	que	la	rebaja	de	
pena	 del	 tipo	 básico	 cuando	 se	 trata	 de	 drogas	 que	 causan	 grave	 daño	 a	 la	 salud	
producirá	efectos	muy	beneficiosos	para	alcanzar	penas	menos	desproporcionadas,	no	
sólo	en	el	tipo	básico,	sino	también	en	los	tipos	agravados	de	los	artículos	369	y	370	
(no	 así	 en	 el	 caso	 del	 artículo	 369	 bis).	 ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	 Javier.	 Derecho	 Penal	
Español…,	op.	cit.,	p.	1257.	MORILLAS	CUEVAS,	Lorenzo.	Sistema	de	Derecho…,	op.	cit.,	p.	
829.	No	sólo	es	necesario	que	pueda	culparse	al	autor	del	delito	de	aquello	que	motiva	
la	 pena,	 sino	 que	 además	 que	 la	 gravedad	 de	 esta	 resulte	 proporcionada	 al	 hecho	
cometido.	MIR	PUIG,	Santiago.	Derecho	Penal…,	op.	cit.,	pp.	127,	128.	





no	 abarcara	 también	 a	 las	 penas	 establecidas	 para	 el	 tráfico	 de	
precursores	de	drogas.	






o	 asociaciones.	 En	 tales	 casos,	 los	 jueces	 o	 tribunales	 impondrán,	
además	de	las	penas	correspondientes,	la	de	inhabilitación	especial	del	
reo	para	el	 ejercicio	de	 su	profesión	o	 industria	por	 tiempo	de	 tres	a	
seis	 años,	 y	 las	 demás	 medidas	 previstas	 en	 el	 artículo	 369.2,	 que	
                                                          
136		 Los	 elementos	 que	 integraban	 la	 nota	 de	 organización	 de	 forma	 sintetizada	 son	 los	
siguientes:	a)	existencia	de	una	estructura	más	o	menos	normalizada	y	establecida;	b)	
empleo	 de	 medios	 de	 comunicación	 no	 habituales;	 c)	 pluralidad	 de	 personas	
previamente	 concertadas;	 d)	 distribución	 diferenciada	 de	 tareas	 o	 reparto	 de	
funciones;	 e)	 existencia	 de	 una	 coordinación;	 f)	 debe	 tener	 finalmente	 la	 estabilidad	
temporal	 suficiente	 para	 la	 efectividad	 del	 resultado	 jurídico	 apetecido.	 Señala	 esta	
sentencia	que	la	organización	requiere	que	“los	autores	hayan	actuado	dentro	de	una	
estructura	 caracterizada	 por	 un	 centro	 de	 decisiones	 y	 diversos	 niveles	 jerárquicos,	
con	posibilidad	de	 sustitución	de	unos	u	otros	mediante	una	 red	de	 reemplazos	que	
asegura	 la	 supervivencia	 del	 proyecto	 criminal	 con	 cierta	 independencia	 de	 las	
personas	 integrantes	de	 la	organización	y	que	dificultan	de	manera	extraordinaria	 la	
persecución	 de	 los	 delitos	 cometidos,	 aumentando	 al	mismo	 tiempo	 el	 daño	 posible	
causado”.	STS	(ROJ:	1905/2000)	de	10	de	marzo	de	2000.	Ponente:	D.	Adolfo	Prego	de	
Oliver	 Tovar.	 STS	 (ROJ:	 4580/1995)	 de	 18	 de	 septiembre	 de	 1995.	 Ponente:	 D.	 Luis	
Román	 Puerta	 Luis.	 STS	 (ROJ:	 3020/2003)	 de	 5	 de	mayo	 de	 2003.	 Ponente:	 D.	 José	
Antonio	Marañón	Chavarri.	 Aplica	 la	 agravante	 de	 organización.	 SAP	de	 Ciudad	Real	
(ROJ:	 617/2011)	 de	 20	 de	 julio	 de	 2011.	 Ponente:	 D.	 Alfonso	 Moreno	 Cardoso.	 En	
casación	 elimina	 la	 agravante	 de	 organización	 de	 la	 Audiencia	 Provincial	 de	 Ciudad	
Real	modificando	la	sentencia.	STS	(ROJ:	4207/2012)	de	29	de	mayo	de	2012.	Ponente:	
D.	Miguel	Colmenero	Menéndez	de	Luarca.	SAP	de	Madrid	(ROJ:	11904/2010)	de	14	de	
junio	 de	 2010.	 Ponente:	 D.	 Pascual	 Fabia	 Mir.	 STS	 (ROJ:	 5856/2011)	 de	 27	 de	
septiembre	de	2011.	D.	Ponente:	 Juan	Ramón	Berdugo	Gómez	de	 la	Torre.	No	puede	









establecía	 que	 debía	 de	 realizarse	 el	 comiso	 de	 los	 bienes	 objeto	 del	
delito	 y	 de	 los	 productos	 y	 beneficios	 obtenidos	 directa	 o	 indirecta‐
mente	del	acto	delictivo	y,	además,	 la	autoridad	judicial	podría	decre‐
tar	alguna	de	las	siguientes	medidas:	1ª	La	pérdida	de	la	posibilidad	de	
obtener	 subvenciones	 o	 ayudas	 públicas	 y	 del	 derecho	 a	 gozar	 de	
beneficios	 o	 incentivos	 fiscales	 o	 de	 la	 seguridad	 social,	 durante	 el	
tiempo	 que	 dure	 la	 mayor	 de	 las	 penas	 privativas	 de	 libertad	
impuestas;	2ª	la	aplicación	de	las	medidas	previstas	en	el	artículo	129	
de	este	Código	dirigidas	a	sancionar	a	las	personas	jurídicas137.		
Pero	 como	 todos	 sabemos	 el	 artículo	 369.2	 CP	 fue	 suprimido	 por	 el	
artículo	centésimo	quinto	del	artículo	único	de	la	Ley	Orgánica	5/2010	
del	día	22	de	junio,	por	 lo	cual	este	no	tiene	ninguna	vigencia.	Lo	que	
                                                          
137		 El	 artículo	 129	 de	 este	 Código:	 preceptúa	 que	 el	 Juez	 o	 Tribunal,	 en	 los	 supuestos	
previstos	en	este	Código,	y	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	31	del	mismo,	
previa	 audiencia	 del	Ministerio	 Fiscal	 y	 de	 los	 titulares	 y	 sus	 representantes	 legales	
podrá	 imponer,	 motivadamente	 las	 siguientes	 consecuencias:	 a)	 clausura	 de	 la	
empresa,	sus	locales	o	establecimientos,	con	carácter	temporal	o	definitivo.	La	clausura	
temporal	 no	 podrá	 exceder	 de	 cinco	 años,	 b)	 disolución	 de	 la	 sociedad,	 asociación	o	
fundación,	 c)	 suspensión	 de	 las	 actividades	 de	 la	 sociedad,	 empresa,	 fundación	 o	
asociación	por	un	plazo	que	no	podrá	exceder	los	cinco	años,	d)	prohibición	de	realizar	
en	el	futuro	actividades,	operaciones	mercantiles	o	negocios	de	la	clase	de	aquellos	en	
cuyo	 ejercicio	 se	 haya	 cometido,	 favorecido	 o	 encubierto	 el	 delito.	 Está	 prohibición	
podrá	 tener	 carácter	 temporal	 o	 definitivo.	 Si	 tuviere	 carácter	 temporal,	 el	 plazo	 de	
prohibición	 no	 podrá	 exceder	 de	 cinco	 años.	 La	 intervención	 de	 la	 empresa	 para	
salvaguardar	 los	 derechos	 de	 los	 trabajadores	 o	 de	 los	 acreedores	 por	 el	 tiempo	
necesario	y	sin	que	exceda	de	un	plazo	máximo	de	cinco	años.	El	texto	anterior	a	dicha	
modificación	operada	por	la	Ley	Orgánica	15/2003	estipulaba	que:	“en	tales	casos,	los	
jueces	 y	 tribunales	 impondrán	 además	 de	 las	 penas	 correspondientes,	 la	 de	
inhabilitación	 especial	 del	 reo	 para	 el	 ejercicio	 de	 su	 profesión	 o	 industria,	 por	 un	
tiempo	de	 tres	 a	 seis	 años,	 y	 las	 demás	medidas	previstas	 en	 el	 artículo	370”.	Dicho	
artículo	 establecía	 que:	 “los	 Jueces	 o	 Tribunales	 impondrían	 las	 penas	 privativas	 de	
libertad	superiores	en	grado	a	las	señaladas	en	el	artículo	anterior	y	multa	del	tanto	al	
séxtuplo	cuando	las	conductas	en	él	definidas	sean	de	extrema	gravedad,	o	cuando	se	
trate	de	 los	 jefes,	administradores	o	encargados	de	 las	organizaciones	o	asociaciones	
mencionadas	 en	 su	 número	 6.	 En	 este	 último	 caso,	 así	 como	 cuando	 concurra	 el	
supuesto	previsto	en	el	número	2	del	mencionado	artículo,	la	autoridad	judicial	podrá	
decretar,	además	alguna	de	las	medidas	siguientes:	a)	disolución	de	la	organización	o	
clausura	 definitiva	 de	 sus	 locales	 o	 de	 los	 establecimientos	 abiertos	 al	 público,	 b)	






directamente	 comporta	 un	 incumplimiento	 de	 la	 Decisión	 Marco	
2004/757/JAI	del	Consejo	de	24	de	octubre	de	2004,	ya	que	esta	exige	
establecer,	igual	que	para	el	delito	de	tráfico	de	drogas,	la	responsabi‐
lidad	de	 las	personas	 jurídicas.	Este	 incumplimiento	parece	deberse	a	








que	debe	de	solventarse	cambiando	 la	 redacción	del	 segundo	párrafo	
del	artículo	371.2	que	podría	quedar	de	 la	siguiente	manera:	en	 tales	
casos,	 los	 jueces	 y	 tribunales	 impondrán	 además	 de	 las	 penas	
correspondientes,	la	de	inhabilitación	especial	del	reo	para	el	ejercicio	
de	 su	profesión	o	 industria,	 por	un	 tiempo	de	dos	a	 cinco	años,	 y	 las	
demás	medidas	previstas	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	369	bis139	o	
                                                          
138		 CONDE‐PUMPIDO	FERREIRO,	Cándido.	Código	Penal…,	op.	cit.,	pp.	1329‐1331.	Una	vez	
más	se	pone	de	manifiesto	la	miopía	del	legislador,	por	cuanto,	con	la	reforma	llevada	a	
cabo	 por	 la	 Ley	 5/2010,	 se	 ha	 suprimido	 el	 apartado	 2	 del	 artículo	 369,	 y	 luego	 se	
mantiene	aún	su	aplicación	en	el	artículo	371	al	remitir	a	dicho	precepto	ya	derogado.	
Lógicamente,	 si	 ya	 no	 existe	 dicho	 precepto,	 resulta	 sin	 sentido	 la	 remisión	 a	 él.	 Lo	
correcto	 hubiera	 sido	 suprimir	 también	 dicha	 referencia	 y	 aplicar	 aquí	 el	 nuevo	
artículo	 31	 bis	 sobre	 la	 responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas	 jurídicas	 y	 el	 artículo	
129,	en	el	que	se	prevé	la	aplicación	de	las	consecuencias	accesorias	que	pretendía	el	
artículo	 371,	 quedando	 ahora	 sin	 efectividad	 alguna	 su	 publicación.	 CARDONA	
TORRES,	 Juan.	Derecho	 Penal….,	 op.	 cit.,	 p.	 444.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 Juan	 María.	
Lecciones	materiales…,	 op.	 cit.,	 pp.	 64,	 65.	 Lo	 que	 se	 ha	 producido,	 de	 facto,	 es	 un	
beneficio	no	deseado	por	el	legislador	al	desaparecer,	sin	ser	sustituidas,	algunas	de	las	
medidas	 antes	 contempladas	 para	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	
agravado.	ÁLVAREZ	GARCÍA,	F.	Javier.	Derecho	Penal	Español…,	op.	cit.,	p.	1351.	
139		 Cuando	de	 acuerdo	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 31	 bis	 una	 persona	 jurídica	 sea	
responsable	de	 los	delitos	 recogidos	en	 los	dos	artículos	anteriores,	 se	 le	 impondrán	
las	siguientes	penas:	
a)		 Multa	 de	 dos	 a	 cinco	 años,	 o	 del	 triple	 al	 quíntuple	 del	 valor	 de	 la	 droga	 cuando	 la	
cantidad	resultante	fuese	más	elevada,	si	el	delito	cometido	por	la	persona	física	tiene	
prevista	una	pena	de	prisión	de	más	de	cinco	años.	b)	Multa	de	uno	a	tres	años,	o	del	





bien	 reformando	 el	 tercer	 párrafo	 de	 este	 artículo	 que	 quedaría	
redactado	de	la	siguiente	forma:	Cuando	de	acuerdo	con	lo	establecido	
en	el	artículo	31	bis	una	persona	jurídica	sea	responsable	de	los	delitos	





estarse	 al	 más	 estricto,	 respecto	 del	 construido	 con	 la	 legislación	
anterior	a	 la	LO	5/2010,	del	nuevo	artículo	570	bis	Código	Penal	que	
literalmente	 establece	 que:	 “a	 los	 efectos	 de	 este	 Código	 se	 entiende	
por	 organización	 criminal	 la	 agrupación	 formada	 por	 más	 de	 dos	
personas	con	carácter	estable	o	por	tiempo	indefinido,	que	de	manera	
concertada	y	coordinada	se	repartan	diversas	tareas	o	funciones	con	el	
fin	 de	 cometer	 delitos,	 así	 como	 de	 llevar	 a	 cabo	 la	 perpetración	
reiterada	de	faltas”.	Para	imponer	la	pena	superior	en	grado	(de	6	a	9	
años)	 a	 los	 “jefes,	 administradores	 y	 encargados”	 de	 las	 referidas	
organizaciones	 o	 asociaciones,	 hay	 que	 entender	 que	 se	 trata	 de	 la	
cúspide	de	 la	organización	criminal	 responsable	de	su	dirección,	y	de	
las	personas	que	 siendo	 subordinadas	 reciben	el	 encargo	de	dirigir	 y	
tienen	 capacidad	 de	 decidir,	 y	 las	 personas	 que	 aun	 no	 ocupando	 la	
cúspide,	sin	embargo	llevan	el	día	a	día	de	la	organización140.		
Sin	 embargo,	 es	 preciso	 esclarecer,	 como	 ya	 señalamos	 antes,	 que	
cuando	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 se	 realiza	 perteneciendo	 a	
una	 organización	 dedicada	 estos	 fines	 se	 produce	 un	 concurso	 de	
normas	 con	 el	 delito	 de	 pertenencia	 a	 una	 organización	 criminal	
                                                          
el	artículo	66	bis,	los	jueces	y	tribunales	podrán	asimismo	imponer	las	penas	recogidas	
en	las	letras	b)	a	g)	del	apartado	7	del	artículo	33.	





necesarias	 para	 garantizar	 que	 la	 fabricación,	 el	 transporte	 o	 la	 distribución	 de	
precursores,	 a	 sabiendas	 de	 que	 van	 a	 utilizarse	 en	 la	 producción	 o	 la	 fabricación	
ilícitas	de	drogas	o	para	dichos	fines.	Se	castiguen	con	penas	máximas	de	5	a	10	años	




tipificado	en	el	artículo	570	bis,	 el	 cual	 se	ha	de	resolver	mediante	 la	









años)	 y	 la	 pena	 superior	 en	 grado	 (de	 seis	 a	 nueve	 años)	 cuando	 se	
trate	 de	 los	 jefes,	 administradores	 o	 encargados	 de	 las	 referidas	
organizaciones	o	 asociaciones.	Mientras	que	el	 artículo	570	bis	 en	 su	
inciso	 1	 castiga	 a	 quienes	 promovieren,	 constituyeren,	 organizaren,	
coordinaren	 o	 dirigieren	 una	 organización	 criminal	 con	 la	 pena	 de	
cuatro	a	ocho	años	si	 se	 trata	de	delitos	graves	 (penados	con	más	de	
cinco	años)	y	de	tres	a	seis	años	si	se	tratare	de	delitos	menos	graves	
(penados	 con	 menos	 de	 cinco	 años).	 Y	 a	 quienes	 participaren	
activamente	 en	 la	 organización,	 formaren	 parte	 de	 ella	 o	 cooperaren	
económicamente	 o	 de	 cualquier	 otro	 modo	 con	 la	 misma	 serán	
castigados	con	las	penas	de	prisión	de	dos	a	cinco	años	si	tuviere	como	
fin	la	comisión	de	delitos	graves,	y	con	la	pena	de	prisión	de	uno	a	tres	
años	 en	 los	 demás	 casos.	 Preceptuando	 en	 su	 inciso	 número	 2	 que	
cuando	 la	 organización:	 a)	 esté	 formada	 por	 un	 elevado	 número	 de	
personas,	 b)	 disponga	 de	 armas	 o	 instrumentos	 peligrosos	 o	 c)	
disponga	 de	 medios	 tecnológicos	 avanzados	 de	 comunicación	 o	
transporte	 que	 por	 sus	 características	 resulten	 especialmente	 aptos	
                                                          
141		 El	legislador	ha	decidido	que	en	el	ámbito	de	las	organizaciones	y	grupos	criminales	el	
mayor	desvalor	de	pertenecer	a	una	organización	criminal	justifica	la	aplicación	de	la	
sanción	 más	 grave,	 con	 el	 objeto	 de	 evitar	 sanciones	 atenuadas	 derivadas	 de	 la	
eventual	 existencia	 de	 discordancias	 punitivas	 entre	 los	 distintos	 tipos	 penales.	
Aunque	 el	 expresado	 concurso	 de	 normas	 entre	 los	 artículos	 371.2	 y	 570	 bis	 se	
produce	 porque	 la	 pertenencia	 a	 una	 organización	 está	 tipificada	 en	 ambas	










impondrá	 a	 quienes	 fueren	 dirigentes	 de	 la	 organización	 la	 pena	
prevista	en	el	número	anterior	en	su	mitad	superior	lo	que	supone	de	
seis	 a	 ocho	 años	 si	 se	 trata	 de	 delitos	 graves	 y	 de	 cuatro	 años	 y	 seis	
meses	a	seis	años	si	se	trata	de	delitos	menos	graves,	y	en	el	caso	de	los	
miembros	de	la	organización	de	tres	años	y	seis	meses	a	cinco	años	si	
se	 trata	 de	 delitos	 graves	 y	 de	 dos	 a	 tres	 años	 si	 se	 trata	 de	 delitos	
menos	 graves.	 Estableciendo	 además	 este	 inciso	 que	 si	 concurrieran	











de	 las	 referidas	 organización	 que	 realicen	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	
precursores	la	pena	máxima	a	imponer	puede	llegar	hasta	los	14	años	
de	prisión,	pero	en	el	caso	de	que	se	cumplan	dos	de	las	circunstancias	
agravantes	 del	 artículo	 570	 bis	 inciso	 2	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	
sería	de	hasta	18	años,	lo	que	supone	nueve	años	más	(el	doble)	que	la	
establecida	antes	de	 la	aprobación	de	 la	LO	5/2010142.	Lo	que	excede	
en	 gran	medida	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Decisión	Marco	 2004/757/JAI	 del	
Consejo,	de	24	de	octubre,	relativa	al	establecimiento	de	disposiciones	
mínimas	 de	 los	 elementos	 constitutivos	 de	 delitos	 y	 de	 las	 penas	
aplicables	en	el	ámbito	del	tráfico	de	drogas,	que	el	artículo	4	señala	de	
forma	 expresa	 la	 necesidad	 de	 que	 los	 Estados	 miembros	 sancionen	
con	penas	máximas	de	5	a	10	años	el	tráfico	de	precursores	de	drogas	
que	se	haya	cometido	dentro	de	una	organización	delictiva.		
Hay	que	señalar	que	en	 los	 supuestos	en	que	 la	 coparticipación	en	el	
delito	de	tráfico	de	precursores	no	alcance	el	grado	de	organización	y	sí	
                                                          
142		 Circular	 nº	 3/2011	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 Penal	 efectuada	 por	 la	 Ley	Orgánica	






la	 imposición	 acumulada	 de	 las	 penas	 señaladas	 para	 ambos	 delitos.	
Como	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 no	 contempla	 la	
participación	 en	 un	 grupo	 criminal	 habrá	 que	 adicionar	 a	 estas	 las	
penas	que	preceptúa	el	artículo	570	ter	que	prevé	en	su	inciso	1	para	





en	 el	 número	 anterior	 se	 impondrán	 en	 su	mitad	 superior	 cuando	 el	
grupo:	 a)	 esté	 formado	 por	 un	 elevado	 número	 de	 personas,	 b)	
disponga	de	armas	o	instrumentos	peligrosos	o	c)	disponga	de	medios	




15	 días	 a	 1	 año	 si	 se	 trata	 de	 delitos	 menos	 graves.	 Preceptuando	
además	 que	 si	 concurrieran	 dos	 o	 más	 de	 dichas	 circunstancias	 se	
impondrán	las	penas	superiores	en	grado,	o	sea	de	2	años	a	3	años	si	se	
trata	 de	 delitos	 graves	 y	 de	 1	 año	 a	 1	 año	 y	 6	 meses	 si	 se	 trata	 de	
delitos	 menos	 graves.	 Como	 vemos	 para	 la	 diferenciación	 de	
organización	 criminal	 y	 grupo	 criminal,	 el	 legislador	ha	 construido	 el	
concepto	de	este	último	sobre	 las	notas	negativas	de	no	concurrencia	
de	alguna	o	algunas	de	 las	circunstancias	de	 la	organización	criminal,	
por	 lo	 que	 se	 puede	 concluir	 que	 los	 caracteres	 “transitorio	 y	
ocasional”	 expresados	 en	 el	 subtipo	 agravado	 del	 derogado	 artículo	
369.1.2.ª	 CP,	 en	 la	 actualidad	 se	 incardinan	 en	 el	 concepto	 de	 grupo	
criminal,	toda	vez	que	se	corresponde	con	una	agrupación	de	personas	
no	 suficientemente	 estructurada	 para	 perpetuarse	 en	 el	 tiempo143.	
                                                          
143		 Circular	 nº	 3/2011	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 Penal	 efectuada	 por	 la	 Ley	Orgánica	
5/2010,	 de	 22	 de	 junio,	 en	 relacion	 con	 los	 delitos	 de	 tráfico	 ilegal	 de	 drogas	 y	 de	
precursores.	La	organización	y	el	grupo	criminal	tienen	en	común	la	unión	o	agrupación	







Considerando	 el	 Ministerio	 Público	 que	 la	 mera	 codelincuencia	 se	




Méndez	 Rodríguez	 señala	 que	 la	 desastrosa	 definición	 de	 grupo	
criminal	 que	 contiene	 nuestro	 Código	 Penal	 se	 caracteriza	 por	 la	
finalidad	 que	 guía	 a	 quienes	 se	 conciertan,	 sin	 precisar	 requisitos	
materiales	 que	 permitan	 conceptuar	 estas	 modalidades	 de	
agrupaciones	como	criminalidad	organizada,	lo	que	ha	propiciado	una	
jurisprudencia	 plural,	 muchas	 veces	 confusa,	 que	 se	 ve	 obligada	 a	
recurrir	a	elementos	que	 literalmente	no	contempla	 la	Ley	tanto	para	
responder	 al	 sentido	 de	 estas	 tipificaciones	 como	 modalidades	
menores	 de	 criminalidad	 organizada,	 como	 para	 permitir	 su	
delimitación	 de	 las	 organizaciones	 criminales	 y	 de	 la	 codelincuencia.	
Expresando	 que	 en	 definitiva	 se	 puede	 concluir	 que	 los	 grupos	
criminales	no	constituyen	modalidades	de	criminalidad	organizada	en	
sentido	estricto,	por	lo	que	carecen	de	los	elementos	que	fundamentan	
su	 punición	 autónoma	 y	 por	 ello	 debería	 de	 desaparecer	 el	 delito	 de	
pertenencia	 a	 grupo	 criminal,	 dado	 que	 la	 expansión	 punitiva	 que	
representa	 su	 inclusión	 junto	 al	 delito	 de	 pertenencia	 a	 organización	
criminal	 no	 se	 puede	 fundamentar	 materialmente,	 respondiendo	
                                                          
requisitos,	 o	 cuando	 concurra	 uno	 solo.	 De	 esta	 manera,	 se	 reserva	 el	 concepto	 de	
organización	criminal	para	aquellos	supuestos	de	mayor	complejidad	de	la	estructura	
organizativa,	 pues	 es,	 precisamente,	 la	 estabilidad	 temporal	 y	 la	 complejidad	
estructural	lo	que	justifica	una	mayor	sanción	en	atención	al	importante	incremento	en	
la	 capacidad	 de	 lesión.	 Pues	 se	 trata	 de	 la	 delincuencia	 organizada	 transnacional,	
caracterizada	 por	 su	 profesionalización,	 tecnificación	 e	 integración	 en	 estructuras	
legales.	Mientras	 que	 para	 la	 pequeña	 criminalidad	 organizada	 de	 ámbito	 territorial	
más	 limitado	 y	 cuyo	 objetivo	 es	 la	 realización	 de	 actividades	 delictivas	 de	 menor	
entidad,	se	diseña	como	figura	especifica	el	grupo	criminal.	STS	(ROJ:	3131/2014)	de	
18	 de	 julio	 de	 2014.	 Ponente.	 D.	 Cándido	 Conde‐Pumpido	 Tourón.	 STS	 (ROJ:	
1840/2013)	de	1	de	abril	de	2013.	Ponente:	Miguel	Colmenero	Menéndez	de	Luarca.	
STS	 (ROJ:	 5580/2013)	 de	 11	 de	 diciembre	 de	 2013.	 Ponente:	 D.	 Cándido	 Conde‐	
Pumpido	Tourón,	STS	(ROJ:	6211/2013)	de	5	de	diciembre	de	2013.	Ponente:	D.	Julián	
Artemio	 Sánchez	 Melgar,	 STS	 (ROJ:	 220/2014)	 de	 9	 de	 enero	 de	 2014.	 Ponente:	 D.	
Alberto	 Gumersindo	 Jorge	 Barreiro,	 STS	 (ROJ:	 1622/2014)	 de	 7	 de	 mayo	 de	 2014.	
Ponente:	Miguel	Colmenero	Menéndez	de	Luarca.	






Queremos	 puntualizar	 que	 también	 en	 muchos	 países	 de	 nuestro	
entorno	 jurídico	 las	 penas	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	




5	 a	 15	 años	 a	 quienes	 fabricaran	 precursores	 y	 de	 10	 a	 25	 años	 a	
quienes	 traficaran	 con	 estos;	 Brasil	 de	 10	 a	 15	 años;	 Chile	 de	 3	 a	 10	
años;	Colombia	de	5	a	15	años;	Costa	Rica	de	8	a	20	años;	Ecuador	de	8	
a	 12	 años;	 El	 Salvador	 de	 5	 a	 15	 años;	 Guatemala	 de	 12	 a	 20	 años;	
Honduras	de	3	a	6	años;	México	de	5	a	15	años,	Nicaragua	de	5	a	10	
años;	 Panamá	 de	 5	 a	 15	 años;	 Perú	 de	 5	 a	 10	 años;	 República	
Dominicana	 de	 2	 a	 5	 años;	 Uruguay	 de	 20	 meses	 a	 10	 años	 y	 la	
República	 Bolivariana	 de	 Venezuela	 de	 8	 a	 25	 años.	 Nos	 parece	
importante	 destacar	 que	 en	 la	 “Ley	 de	 supervisión	 de	 precursores”	
alemana	la	pena	puede	llegar	hasta	5	años	de	conformidad	al	artículo	
19.1,	 resultando	 llamativo	 que	 en	 su	 artículo	 19.2	 establece	 hasta	 un	
año	de	prisión	para	la	tentativa	del	tráfico	de	precursores,	además	en	
el	 artículo	19.4	 sanciona	hasta	 con	un	año	de	privación	de	 libertad	o	
multa	a	quien	comete	 los	hechos	de	 forma	 imprudente.	Conducta	que	
no	 se	 contempla	 en	 España,	 al	 admitirse	 únicamente	 la	 comisión	 de	
tales	 comportamientos	 de	 forma	 dolosa.	 Es	 importante	 decir	 que	 en	
Austria	 la	 pena	 máxima	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas	también	es	de	5	años146.		
                                                          
145		 MÉNDEZ	RODRÍGUEZ,	Cristina.	 “Los	delitos	de	pertenencia	a	organización	criminal	y	
grupo	criminal	y	el	delito	de	tráfico	de	drogas	cometido	por	persona	que	pertenece	a	
una	 organización	 delictiva.	 Crónica	 de	 un	 conflicto	 normativo	 anunciado	 y	 análisis	




19	 de	 julio	 de	 1988;	 Ley	 de	 Drogas	 11.343	 de	 Brasil	 de	 23	 de	 agosto	 de	 2006;	 Ley	
19.366	 Sanciona	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 estupefacientes	 y	 sustancias	 psicotrópicas,	 y	
modifica	diversas	disposiciones	legales	y	deroga	la	Ley	18.403	de	Chile	de	4	de	enero	
de	1995;	Ley	30	de	1986	por	la	cual	se	adopta	el	Estatuto	Nacional	de	Estupefacientes	
de	 Colombia	 de	 31	 de	 enero	 de	 1986;	 Ley	 7786	 sobre	 estupefacientes,	 sustancias	




del	 Código	 Penal	 español	 estipula	 que	 los	 jueces	 o	 tribunales,	
razonándolo	en	la	sentencia,	podrán	imponer	a	él	o	los	responsables	de	
cualquiera	de	los	delitos	previstos	en	este	capítulo	la	pena	inferior	en	
uno	 o	 dos	 grados,	 siempre	 que	 el	 sujeto	 haya	 abandonado	 de	 forma	
voluntaria	 sus	 actividades	 delictivas	 y	 haya	 colaborado	 activamente	
con	las	autoridades	o	sus	agentes,	bien	para	obtener	pruebas	decisivas	
para	la	identificación	o	captura	de	otros	responsables	o	para	impedir	la	
actuación	 o	 el	 desarrollo	 de	 las	 organizaciones	 o	 grupos	 a	 que	 haya	
pertenecido,	 bien	 para	 evitar	 la	 consumación	 de	 un	 delito	 que	 se	
tratara	 de	 cometer	 en	 el	 seno	 o	 a	 través	 de	 dichas	 organizaciones	 o	
grupos.	Sobre	las	dificultades	que	plantea	la	introducción	del	Capítulo	
VI	 relativo	 a	 las	 organizaciones	 y	 grupos	 criminales,	 mediante	 la	 LO	
5/2010,	 hace	 un	 estudio	 pormenorizado	 Méndez	 Rodríguez	 quien	
señala,	 en	 nuestra	 opinión	 de	 forma	 muy	 acertada,	 que	 “la	 falta	 de	
técnica	 legislativa,	 la	 pretensión	 de	 no	 dejar	 ni	 un	 solo	 fenómeno	
asociativo	al	margen	del	Derecho	Penal	y	la	voluntad	de	que	la	sanción	
sea	 la	 máxima	 de	 las	 posibles,	 ha	 conducido	 a	 una	 situación	
                                                          
conexas	de	30	de	abril	de	1998	de	Costa	Rica,	reformada	íntegramente	por	la	Ley	8204	
de	 26	 de	 diciembre	 de	 2001;	 Ley	 de	 sustancias	 estupefacientes	 y	 psicotrópicas,	
codificación	de	Ecuador,	Registro	oficial	suplemento	490	de	27	de	diciembre	de	2004;	
Ley	Reguladora	de	las	actividades	relativas	a	las	drogas	de	El	Salvador.	Decreto	Nº	153	





de	 estupefacientes	 psicotrópicos	 y	 sustancias	 controladas.	 Ley	 285	 de	 6	 de	 abril	 de	
1999	 de	 Nicaragua;	 Código	 Penal	 de	 Panamá	 de	 22	 de	 septiembre	 de	 1982;	 Código	
Penal	 de	 Perú.	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 635	 de	 3	 de	 abril	 de	 1991;	 Ley	 Nº	 50‐88	 de	













insostenible	 teóricamente	y	difícilmente	manejable	 en	 la	práctica	por	
nuestros	tribunales”147.	
El	 artículo	 372	 CP,	 contiene	 una	 cualificación	 por	 razón	 del	 sujeto	
activo	 del	 delito,	 señala	 que	 si	 los	 hechos	 previstos	 en	 este	 capítulo	
fueran	 realizados	 por	 empresario,	 intermediario	 en	 el	 sector	 finan‐
ciero,	 facultativo,	 funcionario	 público,	 trabajador	 social,	 docente	 o	
educador,	en	el	ejercicio	de	su	cargo,	profesión	u	oficio,	se	le	impondrá,	




agente	 de	 la	misma,	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 cargo148.	 Establece	 además	
este	artículo	quiénes	deben	ser	considerados	facultativos:	los	médicos,	
psicólogos,	 las	 personas	 en	 posesión	 de	 título	 sanitario,	 los	 veteri‐
narios,	los	farmacéuticos	y	sus	dependientes.	En	el	caso	de	los	trabaja‐
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haya	 pertenecido	 o	 con	 las	 que	 haya	 colaborado.	 2)	 Cuando	 el	 reo,	
siendo	drogodependiente	en	el	momento	de	 los	hechos,	acredite	sufi‐
cientemente	 que	 ha	 finalizado	 con	 éxito	 un	 tratamiento	 de	 deshabi‐
tuación,	 siempre	que	 la	 cantidad	de	drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	
sustancias	 psicotrópicas	 no	 fuese	 de	 notoria	 importancia	 o	 extrema	
gravedad.	 En	 principio	 no	 parece	 existir	 ningún	 impedimento	 para	
aplicar	esta	rebaja	de	pena	a	un	sujeto	que	trafique	con	precursores	de	
drogas,	 sin	 embargo	 hay	 que	 señalar	 que	 los	 criterios	 de	 “notoria	
importancia”	o	 “extrema	gravedad”	no	 se	utilizan	por	nuestros	 tribu‐
nales	al	enjuiciar	el	tráfico	de	estas	sustancias	catalogadas149.	
Cabe	 recordar	 que	 siguiendo	 el	 criterio	 marcado	 por	 el	 acuerdo	
plenario	de	la	Sala	Segunda	del	Tribunal	Supremo	de	27	de	diciembre	
de	2007	“el	Tribunal	no	puede	 imponer	pena	superior	a	 la	más	grave	
de	 las	 pedidas	 por	 las	 acusaciones,	 siempre	que	 la	 pena	 solicitada	 se	
corresponda	 con	 las	 previsiones	 legales	 al	 respecto,	 de	 modo	 que	
cuando	 la	pena	se	omite	o	no	alcanza	el	mínimo	previsto	en	 la	 ley,	 la	
sentencia	debe	imponer,	en	todo	caso,	la	pena	mínima	establecida	para	
el	 delito	 objeto	 de	 condena”.	 La	 STS	 de	 11	 de	 febrero	 de	 2008150	
estableció	la	necesidad	de	imponer,	en	todo	caso,	la	pena	mínima	esta‐
blecida	para	el	delito	objeto	de	condena	en	el	supuesto	de	imposición	




diciembre	 de	 2008151	 admite	 la	 posible	 fijación	 por	 remisión	 a	 la	
publicación	 oficial	 de	 la	 página	 web	 del	 Observatorio	 Español	 sobre	
Drogas	 y	 las	 Adicciones	 (http://www.pnsd.msssi.gob.es),	 actualizada	
semestralmente,	 cuyos	 parámetros	 son	 remitidos	 con	 esta	 misma	
periodicidad	 a	 los	 órganos	 judiciales.	 Además	 resulta	 obligatorio	 que	
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que	 nos	 ocupa	 de	 sus	 precursores,	 no	 siendo	 aceptable	 diferir	 la	
delimitación	de	su	cuantía	a	la	fase	de	ejecución	de	la	sentencia152.	
En	 nuestra	 opinión	 sería	 muy	 conveniente	 reformar	 las	 penas	
establecidas	 en	 el	 artículo	 371	 CP,	 en	 atención	 a	 la	menor	 gravedad	
objetiva	de	las	conductas.	En	este	sentido	creemos	que	sería	razonable	
que	 las	 penas	 para	 el	 tráfico	 de	 precursores	 continúen,	 al	 menos,	
siendo	 una	 pena	 intermedia	 entre	 la	 establecida	 para	 el	 tráfico	 de	
drogas	 blandas	 y	 drogas	 duras,	 de	 tal	manera	 que	 la	 penalidad	 para	
este	tipo	de	conductas	sea	de	dos	a	cinco	años	de	prisión	y	no	de	tres	a	





en	 grado	 (de	 cinco	 a	 siete	 años	 y	 seis	meses)	 cuando	 se	 trate	 de	 los	
jefes,	 administradores	 o	 encargados	 de	 las	 referidas	 organizaciones.	
Propuesta	 que	 cumpliría	 con	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Decisión	 Marco	
2004/757/JAI	 del	 Consejo,	 de	 24	 de	 octubre	 que	 señala	 de	 forma	
expresa	 la	 necesidad	 de	 que	 los	 Estados	 miembros	 sancionen	 con	
penas	 máximas	 de	 cinco	 a	 diez	 años	 los	 delitos	 de	 tráfico	 de	
precursores	 de	 drogas	 cuando	 se	 cometan	 en	 el	 seno	 de	 una	
organización	 criminal,	 lo	 cual	 implicaría	 reformar	 en	 este	 sentido	 la	
redacción	del	 artículo	570	bis	 y	 la	 supresión	del	 artículo	570	 ter,	 del	
que	ya	un	sector	de	la	doctrina	ha	recomendado	suprimirlo	por	todas	
las	 dificultades	 que	 presenta	 tanto	 en	 el	 plano	 teórico	 como	 en	 su	
aplicación	 práctica	 en	 los	 tribunales153.	 Como	 asumimos	 que	 esta	
reforma	legislativa	es	bastante	difícil	que	se	produzca	pensamos,	por	la	
actual	tendencia	legislativa,	que	por	lo	menos	debería	de	contemplarse	
para	 el	 tráfico	 de	 precursores,	 al	 igual	 que	 se	 hace	 en	 el	 párrafo	
segundo	del	 artículo	368,	 la	posibilidad	de	que	 los	 tribunales	puedan	
imponer	 “la	 pena	 inferior	 en	 grado	 a	 las	 señaladas	 en	 atención	 a	 la	
escasa	entidad	y	a	las	circunstancias	personales	del	culpable”.	Creemos	












en	 concordancia	 de	 su	 capacidad	 para	 la	 elaboración	 de	 dosis	 de	
drogas	ilegales,	debiendo	tenerse	en	cuenta	que	para	la	fabricación	de	
cualquier	droga	se	pueden	utilizar	varios	precursores154.	Entendemos	
que	 la	 racionalidad	 de	 tal	 planteamiento	 obedece	 a	 que	 si	 es	
conveniente	aplicar	esta	reducción	de	pena	para	el	delito	de	tráfico	de	
droga,	 mucho	más	 lo	 es	 para	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 en	
                                                          





dosis,	 con	un	kilogramo	de	norefedrina	 se	pueden	elaborar	 de	2.500	a	70.000	dosis.	
Cocaína:	la	dosis	callejera	es	de	100	mg	a	200	mg:	con	un	kilogramo	de	permanganato	
de	potasio	se	pueden	fabricar	de	25.000	a	50.000	dosis,	con	un	 litro	de	acetona,	éter	
etílico,	metiletilcetona	o	 tolueno	 se	pueden	 elaborar	 de	250	 a	 500	dosis.	Heroína:	 la	
dosis	 callejera	 es	 de	 100	mg	 a	 500	mg:	 con	 un	 litro	 de	 anhídrido	 acético	 se	 pueden	
fabricar	 de	 800	 a	 4.000	 dosis,	 con	 un	 litro	 de	 acetona,	 éter	 etílico,	metiletilcetona	 o	
tolueno	se	pueden	elaborar	de	100	a	500	dosis.	LSD:	la	dosis	callejera	es	de	50	mg	a	80	
mg:	con	un	kilogramo	de	ergometrina	o	ergotamina	se	pueden	 fabricar	25.000.000	a	













fabricación	 ilícita	 de	 estupefacientes	 y	 sustancias	 sicotrópicas.	 Informe	 de	 la	 Junta	
Internacional	 de	 Fiscalización	 de	 estupefacientes	 correspondiente	 a	 2000	 sobre	 la	
aplicación	del	artículo	12	de	la	Convención	de	Naciones	Unidas	contra	el	Tráfico	Ilícito	de	
Estupefacientes	 y	 Sustancias	 Sicotrópicas	 de	 1988.	 JUNTA	 INTERNACIONAL	 DE	












que	 establece	 que	 el	 precepto	 penal	más	 amplio	 o	 complejo,	 en	 este	
caso	 el	 artículo	 368,	 absorberá	 a	 los	 que	 castiguen	 las	 infracciones	
consumidas	en	aquel	(artículo	371).	Así	lo	afirma	Rey	Huidobro:	“si	el	
tráfico	 de	 precursores	 está	 organizado	por	 el	 traficante	 del	 estupefa‐
ciente,	es	patente	la	consunción	por	el	artículo	368”,	por	lo	que	única‐
mente	se	castigara	por	el	tipo	básico,	o	agravado	en	su	caso,	del	delito	
de	 tráfico	 de	 drogas	 al	 estar	 ante	 una	 conducta	 de	 elaboración,	 no	
procediendo	 de	 ninguna	 manera	 sancionar	 por	 la	 elaboración	 de	
dichas	sustancias	y	separadamente	por	el	tráfico	de	precursores,	pues	
de	hacerlo	se	estaría	incurriendo	en	la	vulneración	del	principio	non	bis	
in	 ídem.	 Por	 lo	 tanto	 la	 existencia	de	 sustancias	químicas	 catalogadas	
además	 de	 la	 droga,	 incluso	 en	 pequeñas	 cantidades,	 es	 un	 elemento	
indiciario	de	pre	ordenación	al	 tráfico.	En	 la	práctica	esto	ocurre	 con	




posterior	 a	 la	 reforma	 operada	 por	 la	 Ley	 Orgánica	 5/2010	 la	 pena	
tanto	para	el	delito	de	 tráfico	de	drogas	duras	como	para	el	delito	de	
tráfico	 de	 precursores	 es	 la	 misma:	 de	 tres	 a	 seis	 años	 de	 prisión	 y	
multa	del	 tanto	al	 triplo	del	valor	de	 la	droga	o	bien	de	 los	géneros	o	
efectos,	 pudiendo	 incluso	 ocurrir	 que	 la	 pena	 para	 el	 tráfico	 de	 las	
drogas	 antes	 señaladas	 sea	 menor	 por	 cuanto	 se	 contempla	 la	
posibilidad	 de	 imponer	 la	 pena	 inferior	 en	 grado	 (de	 un	 año	 y	 seis	
meses	 a	 tres	 años)	 en	 atención	 a	 la	 escasa	 entidad	 del	 hecho	 y	 las	
circunstancias	personales	del	culpable,	lo	cual	no	se	contempla	para	el	
tráfico	de	precursores.	En	 los	 supuestos	de	 tráfico	de	drogas	blandas	
en	 el	 que	 se	 encuentren	 precursores,	 no	 de	 drogas	 blandas	 pues	 ya	
hemos	dicho	anteriormente	que	no	se	encuentran	en	los	Cuadros	I	y	II	
del	Convenio	de	Viena,	nos	encontramos	que	la	pena	del	artículo	368	es	
inferior	 a	 la	 del	 artículo	 371,	 al	 castigarse	 éste	 con	 privación	 de	









cualquier	 sujeto	 precursores	 de	 drogas	 y	 drogas	 aunque	 sea	 en	
cantidades	muy	pequeñas	o	incluso	residuos,	se	sanciona	aplicando	el	
concurso	 de	 normas	 por	 infracción	 del	 artículo	 368.	 Es	 preciso	decir	
que	antes	de	 la	 incorporación	en	 la	 legislación	española	del	delito	de	
tráfico	de	precursores	de	drogas	en	el	Código	Penal,	artículos	344	bis	
g)	y	344	j),	a	partir	de	la	Ley	Orgánica	8/1992	de	23	de	diciembre,	se	
sancionaba,	 en	 algunos	 casos,	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas	 la	
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co,	 otra	 de	 éter	 etílico,	 un	 frasco	 de	 permanganato	 potásico	 (precur‐
sores	de	drogas),	un	frasco	de	agua	fuerte	y	otra	de	amoniaco	(sustan‐
cias	 no	 catalogadas).	 Sustancias,	 respecto	 a	 las	 cuales,	 el	 Instituto	
Nacional	 de	 Toxicología,	 al	 serles	 remitidos	 con	 los	 citados	 folios,	
informo	 que	 son	 los	 indicados	 para	 la	 producción	 ilícita	 de	 cocaína”.	
Cabe	 aclarar	 que	 no	 se	 hace	 mención	 alguna	 en	 la	 sentencia	 a	 la	
ocupación	de	materia	prima	(hojas	de	coca,	pasta	de	cocaína	o	cocaína	
base),	 así	 como	 de	 materiales	 o	 equipos	 para	 su	 procesamiento156.	
Nosotros	estamos	convencidos,	sin	 lugar	a	dudas,	que	si	estos	hechos	
se	hubieran	producido	después	del	mes	de	diciembre	del	año	1992,	se	
hubieran	 sancionado	 como	 un	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas	regulado	en	los	artículos	344	bis	g)	y	344	bis	j).		
B.)	 DETERMINACIÓN	DE	LA	CUANTÍA	DE	LA	PENA	DE	MULTA		
El	 artículo	377	 señala	que	para	 la	determinación	de	 la	 cuantía	de	 las	
multas	 que	 se	 impongan	 en	 aplicación	 de	 los	 artículos	 368	 a	 372,	 el	
valor	 de	 la	 droga	 objeto	 del	 delito	 o	 de	 los	 géneros	 o	 efectos	
intervenidos	 será	 el	 precio	 final	 del	 producto	 o,	 en	 su	 caso,	 la	
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sustancias	 y	 2)	 que	 el	 condenado	 por	 el	mismo	 delito,	 se	 dedique	 al	
tráfico	de	estas	sustancias	por	encargo	de	un	tercero	que	es	el	dueño	
de	los	precursores	de	drogas.	En	este	caso	resultaría	desproporcionado	
imponerle	 al	 reo	 la	 multa	 en	 relación	 al	 precio	 de	 mercado	 de	 las	
sustancias	 catalogadas	 con	 que	 trafica159.	 Hay	 que	 señalar	 que	 el	
principio	 de	 culpabilidad	 obliga	 a	 que	 el	 valor	 de	 la	 recompensa	 o	
ganancia	que	se	hubiera	podido	obtener	se	acredite	de	forma	correcta	
por	 la	 acusación,	 pudiendo	 objetivarse	 por	 la	 valoración	 pericial.	 Un	
sector	 de	 la	 doctrina	 cuestiona	 que	 la	 multa	 se	 pueda	 establecer	 a	
partir	 de	 parámetros	 que	 se	 escapan	 del	 dominio	 del	 autor	 en	 el	
momento	de	realización	de	la	conducta	delictiva160.	En	este	sentido	se	
pronuncia	Fernández	Palma,	quien	afirma	que	estos	criterios	suscitan	
bastantes	 interrogantes	 en	 relación	 a	 su	 legitimación	 en	 el	 ámbito	
penal,	si	se	piensa	en	la	ruptura	de	principios	básicos	cuya	repercusión	




futuribles	que	pertenecen	a	 la	esfera	de	 control	de	 terceros	ajenos	al	
hecho	del	autor,	implica	una	quiebra	del	principio	de	culpabilidad	por	
el	 hecho	 propio	 de	 difícil	 justificación	 incluso	 en	 sectores	
delincuenciales	 como	 éste	 en	 los	 que	 el	 nivel	 de	 beneficio	 escapa	 de	
toda	 lógica	 previsible.	 A	 ello	 se	 añade	 la	 incoherencia	 sistemática	
evidenciada	con	el	comiso	de	los	bienes,	efectos	y	ganancias	del	delito.	




luego,	 la	 cláusula	de	proporcionalidad	contenida	en	el	 artículo	52	del	
CP,	 pues	 por	más	 que	 se	 quiera	 limitar	 el	 grado	 de	 su	 imposición	 en	
función	 de	 la	 capacidad	 económica	 del	 sujeto	 su	 cuantía	 inicial	






desborda	 del	 mentado	 principio	 de	 culpabilidad	 cualquier	 lógica	 de	
proporcionalidad.	 Lo	 cual	 tal	 vez	 podría	 evitarse	 recurriendo	 a	 la	
aplicación	 excepcional	 de	 los	 baremos	 relativos	 al	 precio	 final	 del	
producto	 y	 a	 la	 previsión	 de	 futurible	 ganancias,	 en	 favor	 de	 la	más	
sensata	referencia	a	la	recompensa	o	ganancia	efectivamente	obtenida,	
criterio	que	está	contenido	en	el	precepto,	que	pese	al	tono	imperativo	




diciembre	 de	 2008162	 admite	 la	 posible	 fijación	 por	 remisión	 a	 la	
publicación	 oficial	 de	 la	 página	 web	 del	 Observatorio	 Español	 sobre	
Drogas	 (http://www.pnsd.msc.es/home.htm),	 página	que	 se	 actualiza	
semestralmente,	 cuyos	 parámetros	 son	 remitidos	 con	 esta	 misma	
periodicidad	 a	 los	 órganos	 judiciales.	 Además	 resulta	 obligatorio	 que	
en	los	hechos	probados	se	determine	el	valor	de	la	droga,	o	en	el	caso	
que	 nos	 ocupa	 de	 sus	 precursores,	 no	 siendo	 aceptable	 diferir	 la	
delimitación	de	su	cuantía	a	la	fase	de	ejecución	de	la	sentencia163.	En	
la	 sentencia	 de	 la	 Audiencia	 Provincial	 de	 Madrid	 de	 10	 de	 febrero	
2003	condenan	al	acusado	por	el	delito	de	tráfico	de	drogas	a	la	pena	
                                                          
161		 Fernández	 de	 Palma	 a	 manera	 de	 ejemplo	 señala	 que	 si	 el	 valor	 de	 las	 drogas	
incautadas	hubiera	podido	alcanzar	 los	diez	millones	de	euros	una	vez	adulteradas	y	
distribuidas.	A	pesar	 de	que	 el	 comiso	privará	 al	 sujeto	de	 las	 drogas,	 instrumentos,	
ganancias,	etc.,	del	delito,	la	cifra	inicial	de	la	que	deberá	partir	la	multa	proporcional	
se	sitúa,	precisamente	en	 la	cifra	anteriormente	aludida,	 lo	que	 inhibe	desde	 luego	 la	
cláusula	 de	 proporcionalidad	 contenida	 en	 el	 artículo	 52	 CP.	 QUINTERO	 OLIVARES,	
Gonzalo.	Comentarios	a	la	Parte	Especial…,	op.	cit.,	pp.	1549,	1550.	STS	(Roj:	522/2001)	
de	 30	 de	 enero	 de	 2001.	 Ponente:	 Joaquín	 Giménez	 García.	 Son	 dos	 las	 situaciones	
previstas	 por	 el	 legislador,	 la	 primera	 es	 que	 el	 condenado	 por	 el	 delito	 sea	 el	
propietario	de	las	drogas	o	precursores	de	estas,	y	segundo	que	el	condenado	por	este	
tipo	 de	 delitos	 se	 dedique	 al	 tráfico	 por	 encargo	 de	 un	 tercero.	 En	 este	 caso	 sería	
desproporcionado	 imponerle	 la	 multa	 en	 relación	 al	 precio	 del	 mercado	 de	 las	
sustancias	con	las	que	trafica.	ARROYO	ZAPATERO,	Luis.	Comentarios	al	Código	Penal.	
…,	op.	cit.,	pp.	830,	831.	CÓRDOBA	RODA,	Juan.	Comentarios	al	Código	Penal	p.	1684.		









y	 tolueno	 con	 un	 peso	 de	 15.799	 gramos,	 así	 como	 otro	 bidón	 de	
acetona	con	un	peso	de	7.055	gramos	y	un	cubo	infantil	con	restos	de	
cocaína	 con	 procaína,	 porque	 seguramente	 no	 se	 estableció	 en	 el	
proceso	el	precio	de	estas	sustancias	catalogadas164.	
En	todo	caso,	 la	 jurisprudencia	 lamenta	que	en	multitud	de	ocasiones	
las	 multas	 millonarias	 impuestas	 se	 conviertan	 en	 la	 práctica	 en	
declaraciones	vacías	de	contenido	ante	la	inexistencia	de	responsabili‐
dad	 subsidiaria	 en	 penados	 de	más	 de	 cinco	 años	 de	 prisión,	 lo	 que	
usualmente	 superará	 ese	 límite,	 y	 cuando	 esto	 no	 ocurre	 hay	 que	
recordar	que	se	debe	atender	al	límite	de	un	año	de	duración	máxima	
de	dicha	responsabilidad	personal	subsidiaria,	por	lo	que	se	interpreta	
que	 se	 debe	 potenciar	 la	 discrecionalidad	 judicial	 prevista	 en	 dicho	
artículo,	que	también	prevé	un	criterio	más	personalizado,	consistente	




se	 pensaban	 obtener,	 así	 como	 a	 las	 condiciones	 establecidas	 en	 el	
artículo	52	del	código	Penal165.		
                                                          
164		 SAP	de	Madrid	(ROJ:	1659/2003)	de	10	de	febrero	de	2003.	Ponente:	D.	Adrián	Varillas	
Gómez.	
165		 1)	No	 obstante	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 anteriores	 y	 cuando	 el	 Código	 así	 lo	
determine,	 la	multa	se	establecerá	en	proporción	al	daño	causado,	el	valor	del	objeto	
del	 delito	 o	 el	 beneficio	 reportado	 por	 el	 mismo.	 2)	En	 estos	 casos,	 los	 jueces	 y	
tribunales	 impondrán	 la	 multa	 dentro	 de	 los	 límites	 fijados	 para	 cada	 delito,	
considerando	 para	 determinar	 en	 cada	 caso	 su	 cuantía,	 no	 sólo	 las	 circunstancias	
atenuantes	 y	 agravantes	 del	 hecho,	 sino	 principalmente	 la	 situación	 económica	 del	
culpable.	3)	Si,	después	de	la	sentencia,	empeorase	la	situación	económica	del	penado,	
el	 juez	 o	 tribunal,	 excepcionalmente	 y	 tras	 la	 debida	 indagación	 de	 dicha	 situación,	
podrá	reducir	el	importe	de	la	multa	dentro	de	los	límites	señalados	por	la	ley	para	el	
delito	de	que	se	trate,	o	autorizar	su	pago	en	 los	plazos	que	se	determinen.	4)	En	 los	
casos	en	 los	que	este	Código	prevé	una	pena	de	multa	para	 las	personas	 jurídicas	en	
proporción	al	beneficio	obtenido	o	facilitado,	al	perjuicio	causado,	al	valor	del	objeto,	o	
a	 la	 cantidad	 defraudada	 o	 indebidamente	 obtenida,	 de	 no	 ser	 posible	 el	 cálculo	 en	






El	 nuevo	 artículo	 374	 establece	 que	 en	 los	 delitos	 previstos	 en	 los	
artículos	301.1,	párrafo	segundo	y	368	a	372,	además	de	las	penas	que	
corresponda	 por	 el	 delito	 cometido,	 serán	 objeto	 de	 decomiso	 las	
drogas	 tóxicas	estupefacientes	o	 sustancias	psicotrópicas,	 los	equipos	
materiales	 y	 sustancias	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 371,	 así	 como	 los	
bienes,	medios,	 instrumentos	y	 ganancias	 con	 sujeción	a	 lo	dispuesto	
en	los	artículos	127	a	128	del	Código	Penal166	y	a	las	siguientes	normas	
especiales:	
1.º	 Las	 drogas,	 estupefacientes	 y	 sustancias	 psicotrópicas	 serán	
destruidas	por	 la	 autoridad	administrativa	bajo	 cuya	 custodia	 se	
encuentre,	una	vez	realizados	los	informes	analíticos	pertinentes	y	
guardadas	 muestras	 suficientes	 de	 las	 mismas,	 salvo	 que	 la	
autoridad	 judicial	 competente	 haya	 ordenado	 su	 conservación	
integra.	 Una	 vez	 que	 la	 sentencia	 sea	 firme,	 se	 procederá	 a	 la	
                                                          
más	de	 cinco	 años.	 b)	Multa	 de	uno	 a	 tres	 años,	 si	 el	 delito	 cometido	por	 la	 persona	
física	 tiene	prevista	una	pena	de	prisión	de	más	de	dos	años	no	 incluida	en	el	 inciso	
anterior.	 c)	Multa	 de	 seis	meses	 a	 dos	 años,	 en	 el	 resto	 de	 los	 casos.	 Número	 4	 del	






166		 Como	 se	 puede	 observar,	 el	 artículo	 374	 CP	 se	 remite	 expresamente	 al	 artículo	 127	
(incluyendo	 los	 artículos:	 127	 bis,	 127	 ter,	 127	 quater,	 127	 quinquies,	 127	 sexies,	
127septies	 y	 127	 octies)	 y	 al	 artículo	 128	 CP.	 A	 diferencia	 de	 la	 situación	 actual,	 la	
redacción	del	artículo	374	anterior	a	la	L.O.	1/2015	no	se	refería	al	artículo	128.	Con	
todo,	 autores	 como	 Manjón‐Cabeza	 Olmedo	 sostenían	 que	 ello	 no	 debía	 impedir	 su	
aplicación,	 toda	 vez	 que	 este	 precepto	 contiene	 la	 regla	 de	 proporcionalidad	 que	
permite	 no	 decretar	 el	 decomiso	 o	 decretarlo	 parcialmente	 cuando	 los	 efectos	 o	
instrumentos	 sean	 de	 lícito	 comercio	 su	 valor	 no	 guarde	 relación	 con	 la	 gravedad	 o	
naturaleza	del	delito	o	cuando	las	responsabilidades	civiles	ya	estén	satisfechas.	Señala	
esta	 autora	 que	 la	 doctrina	 y	 jurisprudencia	mayoritaria	 consideran	 que	 la	 regla	 de	
proporcionalidad	 es	 aplicable	 a	 los	 casos	 del	 artículo	 374	 CP.	 ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	
Javier.	Derecho	Penal	Español.	…,	op.	cit.,	pp.	1360,	1361.	“El	Comiso,	aunque	no	incluido	






destrucción	 de	 las	 muestras	 que	 se	 hubieran	 apartado,	 o	 a	 la	








objeto	 del	 decomiso,	 si	 fuere	 de	 lícito	 comercio,	 pueda	 ser	





5.º	 Cuando	 los	 bienes,	 medios,	 instrumentos	 y	 ganancias	 del	 delito	
hayan	 desaparecido	 del	 patrimonio	 de	 los	 presuntos	 responsa‐
bles,	podrá	acordarse	el	decomiso	de	su	valor	sobre	otros	bienes	
distintos	 incluso	 de	 origen	 lícito,	 que	 pertenezcan	 a	 los	
responsables.	






entenderán	 incluidos	 los	 que,	 sin	 sufrir	 deterioro	 material,	 se	
deprecien	por	el	transcurso	del	tiempo.	Lo	cual	puede	ocurrir	con	
algunos	precursores	de	drogas	cuya	conservación	puede	resultar	
peligrosa.	 A	 modo	 de	 ejemplo,	 valga	 citar	 la	 acetona	 o	 el	 éter	








ganancias	 obtenidas	 de	 los	 delitos	 relativos	 al	 tráfico	 de	 drogas	 y	 de	
sus	precursores	independientemente	de	las	transformaciones	que	haya	
podido	 experimentar.	 La	 finalidad	 no	 es	 otra	 que	 acabar	 con	 el	
blanqueo	 de	 las	 ganancias	 obtenidas	 con	 estos	 delitos,	 que	 normal‐
mente	se	invierten	en	negocios	legales.	Sin	embargo,	la	transformación	
jurídica	 de	 la	 titularidad	 y	 el	 respeto	 a	 los	 derechos	 de	 terceros	 no	
responsables	 del	 delito,	 así	 como	 las	 dificultades	 para	 probar	 que	
determinados	 bienes	 o	 negocios	 proceden	 de	 estas	 ganancias,	
dificultarán	en	gran	medida	la	aplicación	de	este	precepto.	Es	necesario	
destacar	 que	 el	 pleno	 de	 la	 Sala	 de	 lo	 Penal	 del	 Tribunal	 Supremo	
acordó,	 en	 sesión	 del	 día	 5	 de	 octubre	 de	 1998,	 que	 también	 cabe	 el	
comiso	 de	 las	 ganancias	 procedentes	 de	 operaciones	 anteriores	 a	 la	
concreta	 operación	 descubierta	 y	 enjuiciada,	 siempre	 que	 se	 tenga	





                                                          





STS	 (ROJ:	 5385/2005)	 de	 20	 de	 septiembre	 de	 2005.	 Ponente:	 D.	 Julián	 Artemio	
Sánchez	Melgar,	 STS	 (ROJ:	 102/2003)	 de	 16	 de	 enero	 de	 2003.	 Ponente:	 D.	 Andrés	
Martínez	Arrieta,	STS	(ROJ:	1209/2001)	de	20	de	febrero	de	2001.	Ponente:	D.	Adolfo	
Prego	de	Oliver	Tolivar	y	STS	 (ROJ:	5022/2003)	de	15	de	 julio	de	2003.	Ponente:	D.	
Juan	 Saavedra	 Ruiz.	 Ver	 también	 sobre	 el	 comiso	 de	 estos	 bienes:	 STS	 (ROJ:	
7190/2009)	de	29	de	octubre	de	2009.	Ponente:	D.	Enrique	Bacigalupo	Zapater,	STS	
(ROJ:	6914/2007)	de	31	de	octubre	de	2007.	Ponente:	D.	Juan	Ramón	Berdugo	Gómez	




febrero	 de	 2006.	 Ponente:	 D.	 Juan	 Ramón	 Berdugo	 Gómez	 de	 la	 Torre,	 STS	 (ROJ:	





por	el	penado	por	uno	o	varios	delitos	a	que	 se	 refieren	 los	artículos	
368	al	372	CP	se	imputaran	por	el	orden	siguiente:	
1.º	 A	la	reparación	del	daño	causado	e	indemnización	de	perjuicios.
















das.	 La	 sanción	 de	 este	 tipo	 de	 comportamiento	 es	 a	 todas	 luces	 un	
adelantamiento	 totalmente	 desmesurado	 de	 la	 barrera	 de	 protección	
penal,	pues	sanciona	los	actos	preparatorios	de	los	actos	preparatorios	
















Creemos	necesario	 recordar	que	 antes	de	 la	 aprobación	del	 delito	de	
tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas	 en	 el	 ordenamiento	 penal	 español,	
conductas	 que	 se	 podían	 sancionar	 por	 este	 delito,	 se	 castigaban	
algunas	 veces	 como	 un	 delito	 de	 tráfico	 de	 drogas	 en	 grado	 de	
conspiración.	Así	lo	ratificó	el	Tribunal	Supremo	en	su	sentencia	de	30	
de	 junio	 de	 1995	 en	 el	 caso	 de	 cinco	 personas	 que	 en	 el	 mes	 de	
noviembre	 de	 1990	 en	 Murcia	 tomaron	 la	 decisión	 de	 fabricar	 y	
comercializar	algunos	de	los	derivados	de	la	cocaína	como	el	“basuco”	
e	 inclusive	 clorhidrato	 de	 cocaína	 a	 partir	 de	 pasta	 base	 de	 esta	
sustancia.	 Para	 lo	 cual	 se	 dieron	 a	 la	 tarea	 de	 adquirir	 pequeñas	
cantidades	 de	 algunos	 precursores	 en	 la	 zona,	 siendo	 estos	 ácido	
sulfúrico,	 acetona	 y	 ácido	 clorhídrico	 y	 de	 otras	 sustancias	 no	
catalogadas	 como	 el	 etanol,	 así	 como	 de	 dos	 ollas	 expréss,	 teniendo	
además	 un	 manuscrito	 donde	 aparecían	 un	 listado	 de	 sustancias	 y	
equipos	 necesarios	 que	 podrían	 servir	 para	 elaborar	 la	 droga.	 Los	
precursores	y	las	sustancias	no	catalogadas	fueron	adquiridos	por	uno	
de	 los	 integrantes	 del	 grupo	 que	 trabajaba	 dándole	mantenimiento	 a	
piscinas	 por	 lo	 que	 tenía	 facilidad	 de	 comprar	 dichas	 sustancias.	 El	
laboratorio	 clandestino,	 rudimentario,	 lo	 pensaban	 montar	 en	 un	
remolque	en	las	afueras	de	la	ciudad,	ahí	estaban	reunidos	sin	empezar	
                                                          
169		 “Ha	de	quedar	excluida	la	calificación	jurídica	de	conspiración	que	postula	la	defensa,	
dado	que	la	anticipación	de	la	calificación	delictiva	que	se	prevé	en	el	artículo	371	del	
Código	 Penal	 dificulta	 sobremanera	 la	 posibilidad	 de	 aplicación	 de	 los	 actos	
meramente	 preparatorios,	 al	 sancionar	 el	 propio	 precepto	 la	 mera	 tenencia	 de	
precursores	 sin	 necesidad	 de	 que	 se	 lleguen	 siquiera	 a	 distribuir,	 y	 mucho	 menos	
todavía	 se	 exige	 la	 elaboración	 de	 la	 sustancia	 estupefaciente.	 Ambos	 aspectos	
objetivos	no	son	exigidos	por	el	tipo	penal,	circunstancia	que	imposibilita	que	prospere	
la	 tesis	 que	 postula	 la	 defensa	 visto	 el	 margen	 estrechísimo	 que	 deja	 abierto	 el	
legislador	 para	 que	 opere	 la	 tipificación	 de	 la	 cooperación	 delictiva.	 STS	 (Roj:	
232/2013)	 de	 18	 de	 enero	 de	 2013.	 Ponente:	 Alberto	 Gumersindo	 Jorge	 Barreiro.	
CORCOY	 BIDÁSOLO,	 Mirentxu.	 Comentarios	 al	 Código	 Penal….,	 op.	 cit.,.	 pp.	 818,	 819.	




a	 fabricar	 “basuco”	 o	 cocaína	 y	 sin	 tener	 la	 necesaria	 pasta	 base	
(materia	 prima),	 cuando	 fueron	 detenidos	 por	 dos	 oficiales	 de	 la	
Guardia	Civil	que	tenían	montado	a	500	metros	del	lugar	un	puesto	de	
vigilancia	 para	 la	 persecución	 de	 la	 caza	 furtiva.	 Los	 cinco	 acusados	
fueron	 condenados	 por	 el	 Tribunal	 de	 Instancia	 como	 autores	
responsables	de	un	delito	contra	 la	salud	pública	del	artículo	344	del	
Código	 Penal,	 en	 grado	 de	 conspiración,	 sin	 la	 concurrencia	 de	




de	 los	 procesados.	 Sentencia	 que	 fue	 ratificada	 por	 el	 Tribunal	
Supremo	señalando	que	el	Tribunal	sentenciador	contó	para	formar	su	
convicción	con	tres	informes	sobre	el	destino	y	la	susceptibilidad	de	lo	







realización	 de	 actos	 previos,	 configurables	 como	 conspiración,	 de	 la	
comisión	de	un	delito	de	tráfico	de	drogas170.		





prisión,	 inhabilitación	 especial	 para	 el	 ejercicio	 del	 sufragio	 pasivo	
durante	el	tiempo	de	condena	y	multa	de	30.732	euros.	Para	modificar	
la	condena	el	Tribunal	Supremo	se	basó	en	que	Arcadio	lo	que	hizo	fue	
contactar	 telefónicamente	 con	 Víctor	 Manuel	 para	 encargarle	 un	
kilogramo	 de	 cocaína,	 fijándole	 este	 el	 precio	 de	 30.000	 euros,	
acudiendo	Arcadio	a	los	alrededores	del	apartamento,	donde	se	encon‐
traba	Víctor	Manuel,	 con	el	dinero	para	 comprar	 la	droga	cuando	 fue	
detenido	por	la	policía.	Señala	el	Tribunal	que	a	partir	de	estos	hechos	






del	 artículo	 368	CP.	 Consecuentemente	 debió	 ser	 aplicado	 el	 artículo	
373	 CP	 y	 la	 pena	 debió	 de	 ser	 reducida	 en	 dos	 grados,	 dado	 que	 el	
acusado	 no	 dio	 inicio	 a	 la	 ejecución	 del	 delito	 y	 su	 conducta	 sólo	 es	
consecutiva	de	una	resolución	manifestada	(conspiración)171.	Creemos	
que	 este	 Tribunal	 podría	 haber	 aplicado	 el	 mismo	 criterio	 con	
cualquier	procesado	si	en	las	mismas	circunstancias	lo	que	hubiera	ido	
a	 comprar	 al	 apartamento	 de	 Víctor	Manuel	 hubiese	 sido	 permanga‐
nato	de	potasio,	efedrina	o	piperonal,	 lo	que	 los	 llevaría	a	condenarlo	
por	conspiración	del	artículo	371	CP,	lo	cual	como	ya	señalamos	antes	
produciría	un	adelantamiento	desmesurado	de	la	barrera	punitiva.		
En	 todo	 caso	queremos	puntualizar	 que	 existirá	 conspiración	 cuando	
dos	o	más	personas	se	concierten	para	cometer	el	delito	de	tráfico	de	
precursores	 de	 drogas	 y	 resuelvan	 ejecutarlo,	 siendo	 necesario	 que	
además	tengan	la	aptitud	suficiente	para	cometer	el	delito172.	Mientras	
                                                          
171		 STS	(ROJ:	4713/2010)	de	23	de	julio	de	2010.	Ponente:	D.	Enrique	Bacigalupo	Zapater.	
172		 “Respecto	 a	 este	 tipo	 delictivo,	 siguiendo	 una	 línea	 jurisprudencial	 poco	 discutida,	
hemos	de	indicar	primeramente	y	con	carácter	general	 lo	siguiente:	1)	Se	trata	de	un	
delito	 de	 características	 híbridas,	 pues	 si	 bien	 se	 le	 ha	 considerado	 en	 muchas	
ocasiones	 como	 un	 delito	 de	 «dinámica	 propia»,	 no	 es	 fácil	 olvidar	 que,	 al	 mismo	
tiempo	 y	 de	 una	 forma	 indefectible	 es	 subsidiario	 o	 «dependiente»	 de	 otro	 que	
podemos	llamar	«principal»,	o	lo	que	es	lo	mismo,	podríamos	decir	que	se	trata	de	un	
delito	 simplemente	 «mediato»,	 de	 características	 parecidas	 ,	 según	 una	 parte	 de	 la	
doctrina,	 a	 lo	 que	 se	 ha	 dado	 en	 llamar	 una	 tentativa	 de	 peligro.	 2)	 Por	 tanto,	 la	
independencia	tipológica	de	estos	delitos	es	más	aparente	que	real	porque,	de	un	lado,	




pena	 inferior	 en	 uno	 o	 dos	 grados	 a	 los	 previstos	 para	 aquél	 (artículo	 373).	 3)	 Es	
necesario	que	este	delito	de	pura	 intención	no	se	haya	iniciado	en	su	ejecución,	pues	
(obvio	es	decirlo)	de	así	ocurrir	entraríamos	en	el	campo	de	la	tentativa,	figura	jurídica	











que	 la	 proposición	 se	 produce	 cuando	 la	 persona	 que	 ha	 resuelto	




semejante,	 que	 facilite	 la	 publicidad,	 o	 ante	 una	 concurrencia	 de	
personas	 a	 la	 perpetración	 del	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas,	debiendo	puntualizarse	que	cuando	a	la	provocación	le	sigue	la	
producción	 del	 delito	 se	 castiga	 como	 inducción.	 En	 el	 caso	 de	 la	
regulación	de	las	organizaciones	y	grupos	criminales	introducida	por	la	
LO	 5/2010	 de	 22	 de	 junio	 hay	 que	 realizar	 un	 esfuerzo	 complemen‐
tario	para	establecer	su	diferencia	con	 la	conspiración	tipificada	en	el	
artículo	 373	 y	 la	 realización	 de	 uno	 de	 los	 delitos	 contenidos	 en	 los	
artículos	570	bis	y	570	ter,	especialmente	en	este	último,	para	lo	cual	
habrá	 que	 atender	 al	 grado	 de	 concreción	 en	 la	 premeditación	
delictiva,	 de	 modo	 que	 nos	 hallaríamos	 ante	 un	 supuesto	 de	
conspiración	si	se	trata	de	realizar	una	concreta	acción	típica,	mientras	
que	 si	 el	 concierto	 se	 produce	 en	 términos	 más	 indefinidos,	 como	
montar	 un	 negocio	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 estaríamos	
ante	un	supuesto	de	organización	o	grupo	criminal,	según	el	grado	de	
estabilidad	con	que	lo	implicados	aborden	ese	propósito	delictivo174.	
                                                          
Ponente:	 Julián	 Artemio	 Sánchez	 Melgar.	 SANCHEZ	 MELGAR,	 Julian.	 Código	 Penal.	
Comentarios	 y	 Jurisprudencia.	 II.	 2º	 Edición.	 Sepin.	 Madrid.	 2006,	 pp.	 2023,	 2024.	
MOLINA	MANSILLA,	María	 del	 Carmen.	El	Delito	de	Narcotráfico.	…,	op.	 cit.,	 pp.	 120,	
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Al	 tenor	 del	 artículo	 375	 CP	 las	 condenas	 de	 los	 jueces	 o	 tribunales	
extranjeros	por	delitos	de	la	misma	naturaleza	que	los	previstos	en	los	
artículos	368	a	372	de	este	 capítulo	producirán	 los	 efectos	de	 reinci‐
dencia,	 salvo	 que	 el	 antecedente	 penal	 haya	 sido	 cancelado	 o	 pueda	
serlo	 con	 arreglo	 al	Derecho	 español.	 Los	presupuestos	de	 aplicación	









objeto	 de	 modificaciones	 en	 su	 incorporación	 al	 artículo	 375	 CP.	
Destacamos	 en	 este	 sentido	 la	 sustitución	 de	 los	 términos	 “de	 igual	
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mayor.	 SAP	 de	 Santa	 Cruz	 de	 Tenerife	 (ROJ:	 1299/2002)	 de	 20	 de	 mayo	 de	 2002.	
Ponente:	 D.	 Esteban	 Solaz	 Solaz.	 Estima	 aplicable	 la	 circunstancia	 agravante	 de	
reincidencia	 internacional	porque	el	 acusado	 fue	 condenado	por	el	Tribunal	de	Gran	
Instancia	número	16	de	Bobigny	(Francia)	en	sentencia	firme	de	fecha	de	20	de	abril	
de	1993	como	autor	de	un	delito	de	elaboración,	tenencia	o	tráfico	de	drogas	a	la	pena	
de	 siete	 años	 de	 prisión	 mayor.	 SAN	 (ROJ:	 1959/2001)	 de	 27	 de	 marzo	 de	 2001.	










de	 esta	 manera	 se	 centra	 la	 exasperación	 de	 la	 pena	 en	 el	 dato	
cualitativo	del	 fundamento	del	delito	y	no	en	meramente	cuantitativo	
de	 la	 pena	 en	 que	 aquella	 referencia	 podría	 incurrir.	 La	 remisión	 al	
artículo	 22.8	 CP,	 mantiene,	 sin	 embargo,	 la	 polémica	 en	 torno	 a	 las	
dudas	 de	 constitucionalidad	 cuando	 su	 aplicación,	 exclusivamente	
fundamentada	 en	 la	 realización	 de	 un	 hecho	 ya	 desvalorado	 y	
sancionado,	 puede	 sobrepasar	 el	 grado	 culpabilidad	 del	 sujeto.	 De	 la	
nueva	 regulación	 también	 hay	 que	 decir	 que	 resuelve	 algunas	
carencias	que	presentaba	la	normativa	anterior,	344	bis	f),	como	la	de	
resolver	la	discusión	sobre	la	determinación	del	derecho	aplicable	para	
la	 cancelación	 de	 las	 penas,	 decantándose	 por	 el	 derecho	 interno	
español,	 lo	que	obliga,	 en	aras	 a	 la	 constatación	de	 la	 identidad	de	 la	
naturaleza	 de	 los	 delitos,	 a	 la	 confrontación	 no	 sólo	 de	 los	 tipos	 de	
injusto	 correspondientes	 (en	 cuanto	 a	 identidad	 de	 bien	 jurídico	 y	
acción	desvalorada)	sino	de	la	sanción	que	por	ellos	se	impone.	Por	lo	
cual	 la	 imposición	 en	 el	 extranjero	 de	 penas	 privativas	 de	 libertad	
superiores	a	 los	marcos	abstractos	contemplados	en	el	artículo	36	en	
relación	al	70.2.1º	del	CP,	conllevará	la	imposibilidad	de	apreciación	de	
identidad	 pues	 tales	 penas	 se	 inscribirán	 ya	 en	 el	 seno	 de	 órdenes	
cualitativas	diversas,	lo	que	también	ocurrirá,	cuando	la	pena	prevista	
para	 el	 hecho	 realizado	 fuera	 de	 España	 no	 tuviera	 correlativo	 en	 el	
ordenamiento	 interno,	 por	 ejemplo	 trabajos	 forzados	 o	 reclusión	
perpetua177.		
C.)	 COLABORACIÓN	CON	LA	JUSTICIA	




se	 trate.	 En	 el	 caso	 del	 tráfico	 de	 precursores	 la	 pena	 inferior	 en	 un	
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grado	 será	 de	 un	 año	 y	 seis	meses	 a	 tres	 años	 de	 prisión,	 y	 la	 pena	
inferior	en	dos	grados	de	nueve	meses	a	un	año	y	seis	meses	de	prisión.	
Siempre	 que	 el	 sujeto	 haya	 abandonado	 voluntariamente	 sus	
actividades	 delictivas	 y	 hubiese	 colaborado	 activamente	 con	 las	
autoridades	o	sus	agentes,	bien	para	impedir	la	producción	del	delito,	
bien	para	obtener	pruebas	decisivas	para	la	identificación	o	captura	de	
otros	 responsables	 o	 para	 impedir	 la	 actuación	 o	 el	 desarrollo	 de	 las	
organizaciones	o	asociaciones	a	las	que	haya	pertenecido	o	con	las	que	
haya	 colaborado.	 Hay	 que	 decir	 que	 para	 la	 doctrina	 mayoritaria	 se	
trata	 de	 una	 institución	 propia	 del	 derecho	 promocional,	 entre	 el	
delator	y	el	arrepentido,	con	los	riesgos	constitucionales	que	entraña	la	
figura	 del	 arrepentido	 coimputado	 (Sentencia	 del	 Tribunal	 Constitu‐
cional	de	22	de	mayo	de	2006)178,	pero	con	una	clara	finalidad	político‐
criminal	 (sentencia	 del	 Tribunal	 Supremo	 del	 29	 de	 enero	 del	 año	
2008)179.	 Es	 preciso	 aclarar	 que	 la	 decisión	 de	 “rebajar	 o	 no	 hacerlo	
únicamente	 en	 un	 grado	 no	 es	 revisable	 en	 casación,	 porque	 la	
aplicación	 del	 artículo	 376	 queda	 al	 libre	 arbitrio	 del	 órgano	 judicial	




artículo	 376	 se	 deben	 cumplir	 tres	 requisitos:	 1)	 que	 el	 sujeto	 haya	
abandonado	voluntariamente	sus	actividades	delictivas,	2)	que	se	haya	
presentado	 a	 las	 autoridades	 confesando	 los	 hechos	 y	 3)	 que	 haya	
colaborado	 activamente	 con	 las	 autoridades	 para	 alguna	 de	 las	 tres	
finalidades	siguientes:	a)	para	impedir	la	producción	del	delito,	b)	para	
obtener	 pruebas	 decisivas	 para	 la	 identificación	 o	 captura	 de	 otros	
responsables	del	delito	y	c)	para	impedir	la	actuación	o	el	desarrollo	de	
las	organizaciones	o	asociaciones	a	las	que	haya	pertenecido	o	con	las	
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por	 la	 conjunción	 “y”	 repetidamente	 utilizada,	 está	 claro	 que	 deben	
concurrir	 estos	 tres	 elementos	 para	 que	 el	 Tribunal	 pueda,	 de	modo	
facultativo,	 aplicar	 la	 rebaja	 de	 pena	 en	 uno	 o	 dos	 grados	 que	 en	 el	
mismo	se	prevé181.	
En	opinión	de	Fernández	Palma	en	la	lucha	contra	el	tráfico	de	drogas	
uno	 de	 los	 mayores	 obstáculos	 es	 la	 proliferación	 de	 las	 estructuras	
delictivas	organizadas,	normalmente	estables	y	con	sólidas	conexiones	
internacionales,	 que	 dificultan	 en	 gran	 medida	 el	 acceso	 al	 último	
peldaño	 de	 la	 pirámide	 organizativa	 y	 por	 ende	 su	 completa	
desarticulación.	 En	 esta	 línea	 el	 artículo	 376	 parece	 responder	 a	 la	
idea,	de	que	en	el	enfrentamiento	al	narcotráfico	es	necesario	utilizar	
todos	 los	 medios	 y	 estrategias	 posibles,	 incluido	 el	 recurso	 a	 la	
colaboración‐delación	 de	 quienes,	 precisamente	 por	 dedicarse	 a	 esas	
actividades	delictivas,	pueden	contribuir	a	su	debilitamiento,	que	pre‐
mia	 no	 tanto	 el	 propio	 arrepentimiento	 o	 confesión	 sino	 la	 posible	
eficacia	 práctica	 de	 la	 colaboración.	 Señalando	 que	 se	 trata	 de	 una	
normativa	 contradictoria	 o	 de	 doble	 vía	 que	 responde	 a	 una	
cuestionable	 política	 legislativa,	 en	 definitiva	 utilitarista,	 en	 sintonía	
con	 la	 elegida	 por	 el	 resto	 de	 la	 comunidad	 internacional,	 aparente‐
mente	 inoperante	 si	 atendemos	 al	 progresivo	 incremento	 de	 dicha	
actividad	delictiva182.	
También	 se	 establece	 en	 el	 segundo	 inciso	 de	 este	 artículo	 el	mismo	
tratamiento,	 reducción	de	pena	en	uno	dos	grados,	 al	 reo	que	 siendo	
drogodependiente	en	el	momento	de	comisión	de	los	hechos,	acredite	
suficientemente	 que	 ha	 finalizado	 con	 éxito	 un	 tratamiento	 de	
deshabituación,	 siempre	 que	 la	 cantidad	 de	 drogas	 tóxicas,	
estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas	 no	 fuere	 de	 notoria	
importancia	 o	 extrema	 gravedad.	 En	 principio	 esta	 disminución	 de	
pena	 podría	 aplicarse	 a	 los	 condenados	 por	 el	 artículo	 371	 CP,	 sin	















las	 autoridades	 competentes,	 para	 descubrir	 e	 identificar	 a	 todas	 las	
personas	 involucradas	 en	 estos	 delitos.	 Sobre	 este	 tema	 hay	 que	
recordar	 que	 la	 Ley	 Orgánica	 8/1992,	 de	 23	 de	 diciembre,	 de	
modificación	del	Código	Penal	y	de	 la	Ley	de	Enjuiciamiento	Criminal	
en	 materia	 de	 tráfico	 de	 drogas,	 introdujo	 entre	 otras	 novedades	
importantes	la	de	autorizar	la	circulación	o	entrega	vigilada	de	drogas	
tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas,	 así	 como	 de	 otras	
sustancias	prohibidas	como	las	denominadas	sustancias	catalogadas	o	
precursores	de	drogas	(artículo	263	bis,	1	LECrim).	Las	modificaciones	
realizadas	 por	 la	 Ley	 Orgánica	 5/1999,	 de	 13	 de	 enero,	 y	 la	 Ley	
Orgánica	 5/2010,	 de	 22	 de	 junio,	 han	 hecho	 posible	 que	 esta	
circulación	 o	 entrega	 vigilada	 se	 pueda	 aplicar	 además	 a	 todos	 los	
delitos	a	los	que	se	refiere	el	artículo	301	del	Código	Penal	(blanqueo	




últimos	 años.	 No	 obstante	 hay	 que	 señalar	 que	 el	 artículo	 263	 bis	
LECrim	 impone	 determinadas	 precauciones	 que	 procuran	 evitar	 los	
abusos	 que	 en	 la	 práctica	 anterior	 se	 habían	 producido.	 Pero	 su	
redacción	aún	deja	mucho	que	desear	y	el	amplio	margen	de	discreción	
permite	 a	 las	 autoridades	 policiales	 y	 judiciales	 cometer	 abusos,	 así	
como	justificar	los	que	se	han	cometido	con	anterioridad184.		
                                                          









vigilada,	 se	 trata	 de	 la	 sentencia	 recurrida	 de	 la	 Audiencia	 Nacional,	
sección	cuarta	del	9	de	 julio	del	 año	2002	en	 la	que	se	condenaron	a	
tres	 sujetos	 como	 autores	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 de	
drogas,	 siendo	 estos	 Gaspar	 y	 José	 Ignacio	 (los	 dos	 primeros)	 que	
importaron	 un	 cargamento	 de	 unos	 12.000	 kilogramos	 de	
permanganato	 de	 potasio	 (envasados	 en	 bidones	 de	 50	 kilogramos),	
con	el	 fin	de	exportarlo	a	Colombia.	Esta	remesa	 les	 fue	suministrada	
por	 la	empresa	“Innochem”	que	tiene	su	sede	en	la	 localidad	belga	de	
Meerhort,	 y	 transportada	 en	 un	 camión	 articulado	 con	 tractora	
matrícula	 belga	 FEF	 282	 y	 el	 remolque	 con	 matrícula	 UDR	 535	
perteneciente	 a	Transportes	R‐Helsen	de	Westeleo	 (Bélgica),	 hasta	 la	
nave	 ubicada	 en	 la	 calle	 Llanos	 del	 Castillo	 nº	 30	 de	 El	 Higuerón	
(Córdoba)	donde	llegó	el	día	26	de	noviembre	de	1998,	habiendo	sido	
arrendada	dicha	nave	a	su	propietaria	el	1	de	noviembre	de	1998	por	
José	 Ignacio.	Como	empresa	 importadora	de	ese	 cargamento	 figuraba	
la	empresa	española	“Cendivega”	con	domicilio	social	en	la	calle	Ramón	
y	 Cajal	 de	 Villanueva	 (Córdoba),	 siendo	 la	 verdadera	 importadora	 la	
empresa	“Quindifar	S.A.”	domiciliada	en	 la	referida	nave	y	que	estaba	
en	 trámites	 de	 constitución	 siendo	 sus	 gestores	 los	 señores	Gaspar	 y	
José	Ignacio.		
Gaspar	y	José	Ignacio,	antes	de	exportar	el	permanganato	de	potasio	a	
Colombia,	 decidieron	 camuflar	 la	 mercancía	 y	 para	 este	 propósito	
adquirieron	6.000	kilogramos	de	dióxido	de	manganeso	(sustancia	no	




opacos	 con	 sus	 correspondientes	 precintos	 comprados	 a	 la	 empresa	
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los	 nuevos	 bidones	 (355)	 recibidos,	 completando	 el	 peso	 de	 50	 kilos	
por	unidad	con	10	kilos	de	dióxido	de	manganeso,	y	tras	precintar	cada	
bidón	 ponerle	 una	 nueva	 etiqueta	 referida	 a	 esta	 última	 sustancia,	
destruyera	las	etiquetas	originales	del	permanganato	de	potasio.	Para	
que	 le	 ayudara	 en	 esta	 tarea	Miguel	 contrató	 a	 su	 amigo	Rubén.	 Una	
vez	 concluido	 el	 trabajo	 antes	 mencionado,	 tras	 el	 llenado	 en	 las	
formas	mencionadas	de	355	bidones,	que	fueron	cargados	el	día	12	de	
marzo	 de	 1999	 en	 el	 contenedor	 con	 número	 de	 identificación	 SEAU	
822620‐9	de	 la	empresa	Sea‐Land	y	 transportados	hasta	el	puerto	de	
Algeciras,	que	el	día	17	de	marzo	de	1999	se	cargan	en	el	buque	Grete	
Maeks	 con	 destino	 al	 puerto	 de	 Cartagena	 de	 Indias	 en	 Colombia,	
donde	 llega	 el	 cargamento	 el	 día	 14	 de	 abril	 de	 1999,	 siendo	
interceptado	 por	 la	 policía	 colombiana.	 Esta	 exportación	 a	 Colombia	
fue	 gestionada	 por	 Gaspar	 ante	 el	 transitario	 de	 Algeciras	 “Tránsito	
2000	S.L.”,	declarando	que	el	contenedor	llevaba	20	pallets	de	dióxido	
de	manganeso	 en	 355	 bidones	 de	 50	 kilogramos	 cada	 uno,	 siendo	 la	
empresa	 embarcadora	 “Quindifar	 S.L.”	 y	 el	 destinatario	 “Tomas”	 con	
domicilio	 en	 la	 avenida	 NUM000‐NUM	 001	 de	 Santa	 Fe	 de	 Bogotá	
(Colombia).	Hay	que	puntualizar	que	el	permanganato	de	potasio	que	
se	exportó	a	Colombia	alcanzaba	el	peso	total	de	11.611	kilogramos	y	
su	 valor	 económico	 ascendía	 a	 la	 suma	de	3.607491	pesetas	 es	 decir	
21.681	 euros	 con	 46	 céntimos.	 Esta	 remesa	 estuvo	 vigilada	 por	 las	
autoridades	competentes	desde	su	salida	de	Bélgica	hasta	su	llegada	al	
puerto	 de	 Cartagena	 de	 Indias.	 En	 opinión	 del	 Tribunal	 Supremo	 la	
entrega	vigilada	se	desarrolló	conforme	a	derecho185.	
	 Nos	 parece	 importante	 señalar	 que	 la	 LO	 5/1999	 introduce	 dos	
novedades	 importantes:	 la	 primera	 es	 que	 la	 entrega	 vigilada	deberá	
acordarse	siempre,	en	resolución	fundada,	estableciendo	cuando	fuera	
posible,	el	objeto	de	la	autorización	y	el	tipo	y	cantidad	de	sustancia	de	
que	 se	 trate.	 Esta	 obligación	 se	 deriva	 del	 derecho/deber	 de	motivar	




las	 resoluciones	 judiciales	 (derecho	 del	 justiciable,	 deber	 del	 órgano	
judicial);	 es	 decir,	 del	 derecho	 de	 todo	 ciudadano	 de	 obtener	 de	 los	
Tribunales	una	resolución	 fundada	en	derecho	como	parte	 integrante	
del	derecho	a	la	tutela	judicial	efectiva.	Y	de	una	manera	especial,	por	
afectar	 derechos	 fundamentales	 (el	 derecho	 al	 secreto	 de	 la	
correspondencia	 consagrado	 en	 el	 artículo	 18.3	 de	 la	 Constitución	




fundamentales	 afectados	 y	 los	 intereses	 que	 tal	 afectación	 procura	
proteger.	 La	 segunda	novedad	es	que	en	el	 caso	de	que	 la	 resolución	
fuera	adoptada	por	el	 Juez	 Instructor,	 este	deberá	 remitir	 copia	de	 la	
misma	al	Juzgado	decano	de	su	jurisdicción,	el	cual	llevará	un	registro	
de	 las	 mismas	 (se	 supone	 que	 con	 el	 objeto	 de	 tener	 el	 CGPJ	 una	
estadística	nacional	de	estas	resoluciones)186.	
	 Queremos	 destacar	 que	 aunque	 el	 artículo	 263	 bis	 LECrim	 establece	
que	la	realización	de	la	entrega	vigilada	se	debe	decidir	caso	por	caso	y	
teniendo	 en	 cuenta	 su	 necesidad	 a	 los	 fines	 de	 la	 investigación	 en	
relación	 con	 la	 importancia	 del	 delito	 y	 con	 las	 posibilidades	 de	
vigilancia,	la	propia	dinámica	del	narcotráfico	imprime	a	esta	actividad	
un	 riesgo	 que	 no	 se	 puede	 ocultar.	 Decimos	 esto	 porque	 existen	
algunas	 inconcreciones	 en	 esta	 norma	 como	 que	 no	 se	 establezca	 a	
quien	 se	 le	 pueden	 entregar	 las	 drogas	 u	 otras	 sustancias,	 ni	 la	
procedencia	que	deben	tener	las	sustancias	que	se	empleen	para	tal	fin.	
Otro	elemento	a	tener	en	cuenta	es	que	la	autorización	de	las	entregas	




enviados	 a	 través	 de	 las	 oficinas	 de	 Correos	 o	 de	 empresas	 privadas	 que	 ofrezcan	
servicios	análogos.	2)	No	están	amparados	por	este	derecho	fundamental	los	paquetes	
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y	 el	 Ministerio	 fiscal,	 los	 jefes	 de	 unidades	 orgánicas	 de	 la	 Policía	
Judicial	 central	 o	 de	 ámbito	 provincial	 o	 sus	mandos	 superiores,	 que	
son	autoridades	administrativas,	debiendo	de	dar	cuenta	inmediata	al	
Ministerio	 Fiscal,	 o	 al	 Juez	 de	 Instrucción	 competente	 si	 existiera	 un	
procedimiento	 judicial	 abierto.	 Se	 le	 cuestiona	 a	 tal	 situación	 que	 la	
policía	 no	 posee	 otro	 principio	 inspirador	 en	 sus	 actuaciones	 que	 su	
propia	 eficacia,	 lo	 cual	 puede	 propiciar	 el	 deterioro	 del	 Estado	 de	
derecho,	sin	que	con	ello	se	logre	la	eficacia	pretendida187.	Además	hay	
que	señalar	que	la	circulación	o	entrega	vigilada	de	drogas	ilegales	o	de	
sus	 precursores	 opera	 como	 causa	 de	 justificación,	 para	 los	 agentes	
que	participan	en	esta,	por	obrar	en	cumplimiento	de	un	deber	o	en	el	
ejercicio	legítimo	de	un	oficio	o	cargo	(artículo	20.7	CP).	No	se	admiten	
otras	 causas	de	 justificación	por	 ser	 el	 bien	 jurídico	 tutelado	un	bien	
colectivo	superior	a	cualquier	bien	individual188.	
E.)		 EL	AGENTE	ENCUBIERTO	
El	 Tribunal	 Supremo	 sostiene	mayoritariamente	 que	 la	 actuación	 del	
agente	encubierto	en	la	investigación	judicial	es	correcta,	y	por	lo	tanto	
no	 existe	 delito	 provocado,	 cuando	 los	 agentes	 de	 la	 autoridad	
sospechan	 o	 conocen	 la	 existencia	 de	 una	 actividad	 delictiva	 y	 se	
infiltran	 entre	 quienes	 la	 lleven	 a	 cabo,	 en	 busca	 de	 información	 o	
pruebas	que	posibiliten	 	 impedir	o	castigar	el	delito.	En	estos	supues‐
tos,	la	determinación	de	delinquir	ya	ha	surgido	firmemente	en	él	o	los	
sujetos	 con	 independencia	 de	 la	 intervención	 del	 agente	 encubierto,	
que,	enmascarado	bajo	una	falsa	personalidad,	se	limita	a	comprobar	la	
actuación	 de	 él	 	 o	 los	 delincuentes	 e	 incluso	 	 a	 realizar	 algunas	
actividades	de	colaboración	con	el	mismo,	en	 la	actualidad	reguladas,	
desde	 la	 entrada	 en	 vigor	 de	 la	 Ley	 Orgánica,	 de	 13	 de	 enero,	 en	 el	
artículo	 282	 bis	 de	 la	 Ley	 de	 Enjuiciamiento	 Criminal,	 que	 se	 refiere	
específicamente	 a	 adquirir	 y	 transportar	 los	 objetos,	 instrumentos	 o	
efectos	 del	 delito.	 Pudiendo	 producirse	 la	 intervención	 policial	 en	
cualquier	fase	del	iter	criminis,	en	el	momento	que	ya	se	ha	cometido	o	
                                                          






se	 está	 cometiendo	 el	 delito,	 especialmente	 en	 los	 delitos	 de	 tracto	
sucesivo	como	los	de	tráfico	de	drogas,	y	aún	en	sus	fases	iniciales	de	
elaboración	 o	 preparación,	 siendo	 lícita	 siempre	 que	 permita	 la	
evolución	libre	de	la	voluntad	del	sujeto	y	no	suponga	una	inducción	a	
cometer	el	delito	que	de	alguna	forma	la	condicione.	“En	estos	casos,	la	









drogas,	 de	 secuestro	 bajo	 condición,	 de	 prostitución,	 de	 robo	 con	
fuerza	en	 las	cosas,	con	violencia	o	 intimidación,	delitos	de	extorción,	
delitos	 de	 robo	 y	 hurto	 de	 vehículos,	 delitos	 de	 estafa,	 delitos	 de	
receptación,	delitos	contra	la	seguridad	de	los	trabajadores,	delitos	de	
tráfico	de	especies	de	 flora	o	 fauna	 amenazadas,	delitos	de	 tráfico	de	
material	 nuclear	 y	 radioactivo,	 delitos	 de	 falsificación	 de	 monedas,	
delitos	de	tráfico	y	depósito	de	armas,	municiones	y	explosivos,	todos	
los	 delitos	 de	 terrorismo	 y	 delitos	 contra	 el	 patrimonio	 histórico.	
Siendo	 necesario	 puntualizar	 que	 ningún	 policía	 judicial	 podrá	 ser	
obligado	a	actuar	como	agente	encubierto,	y	que	 la	autorización	para	
actuar	como	tal	debe	concederla	el	Juez	de	Instrucción	o	el	Ministerio	
Fiscal,	 dando	 en	 este	 caso	 cuenta	 inmediata	 al	 Juez,	 quien	 podrá	
revocarla.	 Su	 concesión	 deberá	 realizarse	 en	 resolución	 fundada	 y	
guardando	proporcionalidad	con	el	fin	perseguido.	Es	necesario	poner	
de	 manifiesto	 que	 si	 en	 el	 transcurso	 de	 una	 investigación	 es	
indispensable	 la	 violación	 de	 un	 derecho	 fundamental	 por	 parte	 del	
                                                          
189		 Sobre	la	aplicación	de	esta	figura	ver	STS	(ROJ:	1242/2009)	de		6	de	febrero	de	2009.	
Ponente:	 D.	 José	 Manuel	 Maza	 Martin.	 STS	 (ROJ:	 99/2009)	 de	 8	 de	 enero	 de	 2009.	
Ponente:	D.	Francisco	Monterde	Ferrer,	STS	(ROJ:	7815/2007)	de	15	de	noviembre	de	







agente	 encubierto,	 por	 ejemplo	 entrada	 y	 registro	 de	 un	 domicilio,	
deberá	 solicitarse	 la	 correspondiente	 autorización	 judicial	 de	 la	
autoridad	competente,	que	podrá	denegarla190.		
A	manera	 de	 ejemplo	 citamos	 el	 caso	 de	 un	 grupo	 de	 sujetos	 que	 se	
dedicaban	 a	 la	 introducción	 de	 cocaína	 en	 España	 para	 luego	
distribuirla,	una	vez	mezclada	con	productos	químicos	que	disminuye‐






no	 catalogadas	 en	 Madrid	 	 y	 su	 posterior	 traslado	 a	 Tenerife	 donde	
estaba	ubicado		su	laboratorio	de	modificación	del	índice	de	riqueza	de	
la	cocaína.	El	testigo	protegido	recibe	la	orientación	de	la	Guardia	Civil	
de	 proponerle	 a	 Bartolomé	 que	 dicha	 tarea	 la	 cumpla	 una	 tercera	
persona	que	 tiene	 facilidades	de	 comprar	dichas	 sustancias	por	estar	
vinculado	a	ese	tipo	de	negocios	y	gozar	de	su	entera	confianza.	El	jefe	
de	 este	 grupo	 criminal	 accede	 y	 así	 entra	 en	 escena	 	 el	 agente	




las	 autoridades	 proceden	 a	 desarticular	 la	 red	 son	 ocupados	 en	
diferentes	 inmuebles	 y	 en	 un	 coche	 una	 cantidad	 importante	 de	
cocaína	 tasada	 en	 338.207,	 66	 euros,	 cuatro	 botellas	 de	 un	 litro	 de	
ácido	clorhídrico,	13	botes	de	un	litro	de	acetona	y	otras	sustancias	no	
catalogadas	 que	 se	 usan	 para	 cortar	 cocaína,	 así	 como	 algunos	
instrumentos	que	usaban	para	tal	fin.	La	Audiencia	de	Instancia	condenó	
a	 cinco	 miembros	 de	 la	 banda	 (Bartolomé,	 Imanol,	 Leonardo,	 José	
Manuel	y	Ángel	de	Jesús)	como	responsables	en	concepto	de	autor	de	un	
delito	 contra	 la	 salud	 pública,	 en	 relación	 con	 sustancias	 que	 causan	
daño	a	la	salud,	en	cantidad	de	notoria	importancia	y	en	el	seno	de	una	
organización	 delictiva,	 a	 las	 penas	 de	 nueve	 años	 y	 un	 día	 de	 prisión,	
multa	de	388.207,66	euros	e	inhabilitación	especial	para	el	ejercicio	del	
sufragio	pasivo	durante	el	 tiempo	de	 la	condena,	además	del	abono	de	








por	 no	 ser	 funcionario	 policial.	 Además	 de	 reprochar	 su	 actuación	
provocadora,	 a	 quien	 acusan	 de	 poner	 en	marcha	 todo	 el	 entramado	
criminal,	solicitando	se	declare	 la	nulidad	del	proceso	por	 tratarse	de	
un	 delito	 provocado.	 Este	 motivo	 fue	 desestimado	 al	 entender	 el	
Tribunal	Supremo	que	“Ovidio”	lo	que	hizo	es	dar	la	“notitia	criminis”	a	
las	 autoridades	 competentes,	 sin	 cometer	 una	 auténtica	 provocación,	
pues	la	actividad	criminal	ya	estaba	en	marcha,	dado	que	la	cocaína	ya	
estaba	 en	 Tenerife	 y	 lo	 que	 le	 solicitaron	 al	 testigo	 protegido	 era	 la	
adquisición	 de	 precursores	 y	 otras	 sustancias	 no	 catalogadas	 para	
cortar	la	droga	y	obtener	mayores	beneficios	económicos,	señalando	el	
Tribunal	que	el	modo	de	introducir	al	agente	encubierto	“Eduardo”	en	
la	 organización,	 se	 hace	 con	 la	 respectiva	 autorización	 judicial	 de	
conformidad	al	 artículo	282	bis	de	 la	Ley	de	Enjuiciamiento	Criminal	
sin	 conculcar	 derechos	 constitucionales.	 “Exclusivamente	 se	 ha	
solicitado	 la	 colaboración	 del	 denunciante,	 para	 que,	 bajo	 el	 control	
judicial,	realice	una	indicación	al	tenido	por	jefe	de	la	organización	y	le	
sugiera	la	intervención	de	un	tercero,	que	será	precisamente	el	agente	
encubierto..,	 pues	 de	 alguna	manera	 se	 tiene	 que	producir	 la	 infiltra‐
ción,	 que	 en	 definitiva	 es	 una	 simulación	 que	 permite	 la	 Ley..,	 que	
autoriza	 el	 ordenamiento	 jurídico	 para	 introducirse	 en	 las	 organiza‐
ciones	criminales,	en	donde	el	agente	ha	de	desempeñar	un	papel,	que	





                                                          
191		 STS	(ROJ:	7815/2007)	de	15	de	noviembre	de	2007.	Ponente:	Julián	Artemio	Sánchez	
Melgar.	 La	 figura	 del	 agente	 encubierto	 supone	 una	 evolución	 en	 la	 lucha	 contra	 la	
delincuencia	organizada.	Consiste	en	que	el	funcionario	policial	con	una	identidad	falsa	
se	 infiltre	 en	 la	 estructura	 de	 una	 organización	 criminal	 para,	 desde	 dentro	 de	 la	
misma,	obtener	pruebas	que	posibiliten	la	condena	penal	de	sus	integrantes,	así	como	
la	desarticulación	de	dicha	organización.	La	acción	del	agente	encubierto	“excede	la	del	
confidente	 (que	 se	 limita,	 desde	 fuera,	 a	 recabar	 información)	 y	 la	 del	 agente	











prevalecido	 es	 el	 que	 admite	 la	 figura	 expresada	 cuando	 no	 hay	
quebranto	para	el	principio	de	legalidad,	lo	que	sucede	cuando	se	trata	
de	 descubrir	 delitos	 ya	 cometidos,	 generalmente	 de	 trato	 sucesivo	
como	 suelen	 ser	 los	 de	 tráfico	 de	 drogas,	 porque	 en	 tales	 casos	 los	
agentes	 policiales	 no	 buscan	 y	 provocan	 la	 comisión	 del	 delito,	 sino	
poner	 al	 descubierto	 los	 canales	 por	 lo	 que	 fluye	 y	 se	 realiza	 este	
tráfico	 ilícito,	 tratando,	 en	 definitiva,	 de	 obtener	 pruebas	 de	 una	
actividad	sobre	la	que	abrigan	fundadas	sospechas”192.	
	 Es	necesario	aclarar	que	en	el	delito	provocado	la	voluntad	de	cometer	
el	 delito	 surge	 en	 el	 sujeto,	 no	 por	 su	 propia	 voluntad,	 sino	 como	
consecuencia	 de	 la	 actividad	 de	 otra	 persona,	 quien	 generalmente	 es	
un	 agente	 o	 bien	 un	 colaborador	 de	 los	 Cuerpos	 o	 Fuerzas	 de	
Seguridad,	que	guiado	por	la	intensión	de	detener	a	los	sospechosos	o	
de	 facilitar	 su	 detención,	 provoca	mediante	 su	 actuación	 engañosa	 la	
ejecución	 de	 una	 conducta	 delictiva	 que	 no	 había	 sido	 planeada	 ni	
decidida	 por	 aquél,	 y	 que	 de	 otra	 forma	 no	 hubiera	 realizado,	
adoptando	dicho	agente	además	las	medidas	de	precaución	correspon‐
dientes	 para	 evitar	 la	 efectiva	 lesión	 o	 puesta	 en	 peligro	 del	 bien	
jurídico	protegido.	Tal	forma	de	proceder	es	manifiestamente	contraria	
a	 los	 principios	 inspiradores	 del	 Estado	 Derecho193.	 “Esta	 clase	 de	
delito	provocado,	 tanto	desde	el	punto	de	vista	de	 la	 técnica	penal	—
por	 el	 carácter	 imposible	 de	 su	 producción—	 como	 desde	 el	 más	
fundamental	principio	constitucional	de	la	interdicción	de	la	arbitrarie‐
dad	 de	 los	 poderes	 públicos	 (artículo	 9.3	 C.E.)	 y	 hasta	 desde	 el	 de	 la	
                                                          









como	 penalmente	 irrelevante,	 procesalmente	 inexistente	 y,	 por	 todo	
ello,	impune”194.	Como	principio	general	el	agente	policial	estará	exen‐
to	de	responsabilidad	criminal	por	todas	sus	actuaciones	en	el	desarro‐
llo	 de	 la	 investigación,	 sin	 embargo	 si	 este	 se	 hubiera	 excedido	 o	
hubiera	incurrido	en	provocación	al	delito	podrá	incurrir	en	responsa‐
bilidad.	 Para	 determinar	 la	 misma	 el	 Juez	 competente	 deberá	 en	




Es	 preciso	 aclarar	 que	 en	 el	 caso	 de	 que	 se	 le	 ocupen	 drogas	 y	
precursores	 de	 drogas	 a	 un	 sujeto	 o	 grupo	 de	 personas,	 el	 delito	 de	





pena	 preceptuada	 en	 el	 artículo	 371	 de	 tres	 a	 seis	 años).	 Esta	
incongruencia	 es	 a	 todas	 luces	 considerable	 por	 que	 el	 tráfico	 de	
precursores	 es	un	 acto	preparatorio	del	 tráfico	de	drogas,	 aunque	de	
drogas	 duras,	 y	 siendo	 un	 acto	 preparatorio	 material,	 su	 castigo	
                                                          
194		 STS	 (ROJ:	 5911/1993)	 	 de	 15	 de	 septiembre	 de	 1993.	 Ponente:	 D.	 Cándido	 Conde‐
Pumpido	 Ferreiro.	 La	 defensa	 de	 uno	 de	 los	 imputados	 alega	 la	 existencia	 de	 una	
infracción	del	derecho	a	la	tutela	judicial	efectiva	del	recurrente	(art.	24.2	CE),	porque	
el	 buque	 tripulado	 por	 los	 agentes	 encubiertos	 partió	 del	 puerto	 de	 Southampton,	
transportando	drogas	 ilícitas,	dos	días	antes	de	ser	autorizado	para	ello	por	el	 titular	
del	Juzgado	Central	nº	5,	que	estaba	a	cargo	de	la	Instrucción.	Señala	el	Tribunal	que	el	











únicamente	 es	 posible	 porque	 el	 legislador	 lo	 ha	 elevado	 a	 delito	
autónomo,	pero	esa	autonomía	no	debe	suponer	que	la	pena	sea	mayor	






de	 precursores	 y	 la	 del	 tipo	 básico	 de	 tráfico	 de	 las	 denominadas	
drogas	 duras,	 situación	 que	 amerita	 que	 el	 Legislador	 revise	 las	
discordancias	 que	 se	 derivan	 de	 castigar	 los	 comportamientos	 sin	
atender	 al	 principio	 de	 proporcionalidad,	 y	 sin	 revisar	 las	 relaciones	
entre	unas	y	otras	penas196.	Es	necesario	señalar	que	la	jurisprudencia	
de	 forma	prácticamente	unánime	cuando	se	 incautan	drogas	 ilícitas	y	
precursores	de	drogas	se	decanta	por	sancionar	por	el	delito	de	tráfico	
de	drogas197.	Sin	embargo	hay	que	decir	que	en	algunos	casos	cuando	
                                                          
196		 ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	 Javier.	Derecho	Penal	Español…,	 op.	 cit.,	 pp.	 1354,	 1355.	 En	 los	
supuestos	muy	habituales	en	que	el	delito	de	tráfico	de	precursores	concurre	con	el	de	
tráfico	de	drogas,	se	produce	una	absorción	por	éste	de	aquel,	toda	vez	que	el	primero	











Pallin.	 STS	 (ROJ:	 7500/2005)	de	28	de	noviembre	de	2005.	 Ponente:	D.	 José	Manuel	
Maza	Martín.	 STS	 (ROJ:	 5856/2011)	 de	 27	 de	 septiembre	 de	 2011.	 Ponente:	D.	 Juan	
Ramón	Berdugo	Gómez	 de	 la	Torre.	 STS	 (ROJ:	 4207/2012)	de	 29	 de	mayo	 de	 2012.	
Ponente:	D.	Miguel	Colmenero	Menéndez	de	Luarca.	 STS	 (ROJ:	3131/2014)	de	18	de	
julio	de	2014.	Ponente:	D.	Cándido	Conde‐Pumpido	Tourón.	SAN	(ROJ:	8185/2005)	de	
3	 de	 noviembre	 de	 2005.	 Ponente:	 D.	 Felix	 Alonso	 Guevara	 Marcos.	 SAN	 (ROJ:	
6088/2009)	de	21	de	enero	de	2009.	Ponente:	Dña.	María	Teresa	Palacios	Criado.	SAP	
de	Ciudad	Real	(ROJ:	617/2011)	de	20	de	 julio	de	2011.	Ponente:	D.	Alfonso	Moreno	







algunos	 de	 los	 procesados	 esta	 únicamente	 referida	 a	 la	 fabricación,	
transporte,	distribución,	comercio	o	tenencia	de	precursores	de	drogas	








Es	 más	 complicada	 la	 situación	 que	 se	 produce	 cuando	 el	 delito	 de	
tráfico	 de	 precursores	 se	 realiza	 perteneciendo	 a	 una	 organización	
dedicada	 estos	 fines,	 pues	 en	 términos	 similares	 a	 los	 relativos	 a	 los	
delitos	de	tráfico	de	drogas,	se	produce	un	concurso	de	normas	con	el	
delito	 de	 pertenencia	 a	 una	 organización	 criminal	 tipificado	 en	 el	




Prada	 Bengoa.	 Sin	 embargo	 si	 se	 incautan	 precursores	 y	 pequeños	 restos	 no	
cuantificables	 de	 drogas	 se	 sanciona	 por	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores.	 SAP	 de	
Madrid	 (ROJ:	 1011/2014)	 de	 28	 de	 enero	 de	 2014.	 Ponente:	 Dña.	 Adoración	 María	
Riera	Ocariz.	 SAP	de	Salamanca	 (ROJ:	348/2004)	de	3	de	 junio	de	2004.	Ponente:	D.	
Ildefonso	 García	 del	 Pozo.	 Ver	 Circular	 nº	 3/2011	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 Penal	
efectuada	 por	 la	 Ley	 Orgánica	 5/2010,	 de	 22	 de	 junio,	 en	 relacion	 con	 los	 delitos	 de	
tráfico	ilegal	de	drogas	y	de	precursores.	
198		 STS	 (ROJ:	 1748/2009)	 de	 18	de	marzo	 de	 2009.	 Ponente:	D.	 Carlos	Granados	 Pérez.	
STS	(ROJ:	583/2004)	de	3	de	febrero	de	2004.	Ponente:	D.	Enrique	Bacigalupo	Zapater.	
199		 “Si	el	poseedor	de	sustancias	o	productos	considerados	como	precursores	está	a	su	vez,	
integrado	 en	 un	 grupo	 organizado	 dedicado	 a	 la	 elaboración	 y	 distribución	 de	 la	
sustancia	estupefaciente,	siendo	su	papel	dentro	del	grupo,	precisamente	el	suministro	
de	 aquellos	 productos,	 el	 delito	 del	 artículo	 371,	 como	 acto	 preparatorio,	 queda	
absorbido	por	el	delito	del	artículo	368	del	Código	Penal,	 en	virtud	del	artículo	8	CP	
como	 aconteció	 en	 el	 caso	 presente	 en	 el	 que	 fueron	 intervenidos	 más	 de	 14	
kilogramos	de	cocaína.	STS	(ROJ:	5856/2011)	de	27	de	septiembre	de	2011.	Ponente:	







regla	 de	 alternabilidad	prevista	 en	 el	 artículo	 8.4	 del	 Código	 Penal,	 y	




necesario	 añadir	 a	 las	 penas	 fijadas	 por	 aquél,	 las	 que	 procedan	 por	
esta	actividad	delictiva.	Hay	que	señalar	que	en	los	supuestos	en	que	la	
coparticipación	 en	 el	 delito	 de	 tráfico	 de	 precursores	 no	 alcance	 el	
grado	de	organización	y	sí	de	grupo	criminal,	se	produce	un	concurso	
real	de	delitos	entre	el	 artículo	371	y	el	 artículo	570	 ter	en	el	que	se	
plantea	la	misma	problemática	anteriormente	analizada	que	determina	
la	 imposición	 acumulada	 de	 las	 penas	 señaladas	 para	 ambos	 delitos,	
debiendo	puntualizarse	que	 tanto	el	artículo	570	bis	 como	el	artículo	
570	 ter	 castigan	 únicamente	 a	 los	 que	 participen	 activamente	 en	 “la	
organización	 criminal”	o	 “grupo	 criminal”,	 formaren	parte	 o	 coopera‐
ren	 económicamente	 o	 de	 cualquier	 otro	 modo	 con	 las	 mismas,	 sin	
exigir	 ninguno	 de	 estos	 tipos	 penales	 para	 su	 aplicación	 que	 se	 haya	
cometido	ningún	otro	delito200.		




“de	 la	 organizaciones	 criminales	 y	 grupos	 criminales”,	 establece	 un	 concepto	 de	
organización	 criminal	 en	 el	 artículo	 570	 bis	 del	 Código	 Penal,	 definiéndola	 como	 la	
agrupación	 formada	 por	 dos	 o	 más	 personas	 con	 carácter	 estable	 o	 por	 tiempo	
indefinido,	 que	 de	 manera	 concertada	 y	 coordinada	 se	 repartan	 diversas	 tareas	 o	
funciones	 con	 el	 fin	 de	 cometer	 delitos,	 así	 como	 de	 llevar	 a	 cabo	 la	 perpetración	
reiterada	de	 faltas.	También	se	 introdujo	el	concepto	de	grupo	criminal,	definiéndolo	
en	el	artículo	570	ter	1	 in	 fine	como	la	unión	de	más	de	dos	personas	que,	sin	reunir	
alguna	 o	 algunas	 de	 las	 características	 de	 la	 organización	 criminal	 definida	 en	 el	
artículo	anterior,	tenga	por	finalidad	o	por	objeto	la	perpetración	concertada	de	delitos	
o	 la	comisión	concertada	y	reiterada	de	 faltas.	Como	vemos	para	 la	diferenciación	de	




la	 actualidad	 se	 incardinan	 en	 el	 concepto	 de	 grupo	 criminal,	 toda	 vez	 que	 se	
corresponde	 con	 una	 agrupación	 de	 personas	 no	 suficientemente	 estructurada	 para	
perpetuarse	 en	 el	 tiempo.	 Circular	 nº	 3/2011	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 Penal	
efectuada	 por	 la	 Ley	 Orgánica	 5/2010,	 de	 22	 de	 junio,	 en	 relacion	 con	 los	 delitos	 de	
tráfico	 ilegal	de	drogas	y	de	precursores.	La	reforma	 introducida	por	 la	LO	5/2010,	si	
714	 PARTE	II	–	PENALIZACIÓN	DEL	DELITO	DE	TRÁFICO	DE	PRECURSORES…	 	
 
Sin	 embargo,	 creemos	 que	 plantea	 mayores	 dificultades	 la	
diferenciación	 entre	 el	 delito	 de	 pertenencia	 a	 un	 grupo	 criminal	 y	
otras	 formas	 de	 codelincuencia	 ocasional	 para	 delinquir,	 siendo	muy	
                                                          
bien	 ha	 suprimido	 la	 circunstancia	 2ª	 del	 art	 369.1	 ,	 no	 ha	 eliminado	 la	 agravación	
específica,	 en	 cuanto	 ha	 incorporado	 un	 nuevo	 art	 369	 bis,	 castigando	 con	 penas	 de	




207/2012,	de	12	de	marzo,	y	334/2012,	de	25	de	abril,	 la	 reforma	obliga	a	 tener	en	
cuenta	 las	 siguientes	 consideraciones:	 a)	 La	 agravación	 se	 produce	 exclusivamente	
cuando	 quienes	 ejecutan	 las	 conductas	 descritas	 en	 el	 art	 368	 pertenecen	 a	 una	
organización	 criminal.	 b)	Ha	de	 operarse	 con	 la	 definición	 legal	 de	 organización	que	
ahora	se	plasma	en	el	nuevo	art.	570	bis:	"A	los	efectos	de	este	Código,	se	entiende	por	
organización	 criminal	 la	 agrupación	 formada	 por	más	 de	 dos	 personas	 con	 carácter	
estable	 por	 tiempo	 indefinido,	 que	 de	 manera	 concertada	 y	 coordinada	 se	 repartan	
diversas	tareas	o	funciones	con	el	fin	de	cometer	delitos,	así	como..."	c)	La	organización	






las	 conductas	 que	 se	 especificaban	 en	 el	 antiguo	 369.1.2º,	 pues	 allí	 se	 exigía	 la	
pertenencia	del	culpable	a	una	organización	que	tuviera	como	finalidad	difundir	tales	
sustancias	y	productos,	mientras	que	la	actual	redacción	de	la	agravación	del	art.	369	




se	 requiere	una	pluralidad	de	personas	 (tres	o	más),	 estabilidad	en	el	 tiempo,	 y	una	
actuación	 concertada	 y	 coordinada	 con	 distribución	 de	 tareas	 y	 reparto	 de	 roles	 o	
funciones	entre	sus	distintos	componentes.	g)	Ha	de	sopesarse	también	que	el	nuevo	
art.	570	bis	1	del	C.	Penal	equipara	punitivamente	a	quienes	participan	activamente	en	













importante	 la	 diferencia	 entre	 ambas	 figuras	 pues	 es	 distinto	 su	
régimen	 jurídico.	 Mientras	 que	 los	 supuestos	 de	 codelincuencia	 no	
tienen	 trascendencia	 penológica	 al	 margen	 de	 los	 delitos	 que	 se	
cometan,	 la	 pertenencia	 a	 un	 grupo	 criminal	 constituye	 un	 delito	
autónomo	 respecto	de	 las	 infracciones	penales	que	eventualmente	 se	
cometan,	 que	 deben	 castigarse	 separadamente	 dando	 lugar	 a	 un	
concurso	real	de	delitos201.		
Queremos	 concluir	 este	 apartado	 señalando	 que	 la	 vigilancia	 que	




varios	 laboratorios	 clandestinos	 de	 elaboración,	 extracción	 o	 refina‐
miento	(corte)	de	drogas,	así	como	el	procesamiento	y	condena	de	los	
miembros	que	operan	los	mismos.	Investigaciones	que	frecuentemente	




precursores	 de	 drogas	 también	 son	 sancionadas	 por	 la	 Ley	 orgánica	
6/2011	de	30	de	junio,	por	la	que	se	modifica	la	Ley	Orgánica	12/1995,	
del	12	de	diciembre,	de	Represión	del	Contrabando.	Esta	norma	en	el	
inciso	15	del	 artículo	1	 define	a	 los	 precursores	 de	drogas	 como	 “las	
                                                          
201		 Sobre	 la	 reforma	 penal	 en	 relación	 con	 las	 organizaciones	 y	 grupos	 criminales	 los	




reparto	 de	 papeles	 que	 favorezca	 la	 eficacia	 de	 su	 actividad	 criminal,	 su	 capacidad	
ofensiva	 y	 la	 impunidad	 de	 sus	 miembros.	 Circular	 nº	 3/2011	 sobre	 la	 reforma	 del	
Código	Penal	efectuada	por	 la	Ley	Orgánica	5/2010,	de	22	de	 junio,	en	relacion	con	 los	
delitos	 de	 tráfico	 ilegal	 de	 drogas	 y	 de	 precursores..	
https://www.fiscal.es/fiscal/PA_WebApp_SGNTJ_NFIS/descarga/memoria2012_vol1_c
ircu_03.pdf?idFile=77180d36‐49d0‐4841‐8af4‐b1a3baed5109,	p.	1419.	
202		 STS	 (ROJ:	 5856/2011)	de	27	de	 septiembre	de	2011.	Ponente:	 Juan	Ramón	Berdugo	




sustancias	 y	 productos	 susceptibles	 de	 ser	 utilizados	 en	 el	 cultivo,	 la	
producción	 o	 la	 fabricación	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	
sustancias	 psicotrópicas,	 enumeradas	 en	 los	 cuadros	 I	 y	 II	 de	 la	
Convención	de	Naciones	Unidas	hecha	en	Viena	el	20	de	diciembre	de	
1988,	 sobre	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 estupefacientes	 y	 sustancias	
psicotrópicas	 y	 cualesquiera	 otros	 productos	 adicionados	 al	 mismo	
Convenio,	 o	 en	 cualesquiera	 tratados	 o	 convenios	 internacionales	
sobre	 el	 mismo	 objeto	 suscritos	 por	 España”.	 Como	 vemos	 este	
precepto	abarca	 las	mismas	sustancias	que	el	artículo	371	del	Código	
Penal	 Español,	 estando	 supeditada	 la	 modificación	 de	 la	 lista	 de	
sustancias	 al	 Convenio	 de	 1988	 u	 otros	 Convenios	 de	 la	 misma	
naturaleza	 ratificados	 por	 España203.	 La	 Ley	 de	 Represión	 del	
Contrabando	establece	en	su	artículo	2	inciso	2	“que	cometen	el	delito	
de	 contrabando,	 siempre	 que	 el	 valor	 de	 los	 bienes,	 mercancías,	
géneros	o	efectos	sea	igual	o	superior	a	50.000	euros,	los	que	realicen	
alguno	de	los	siguientes	hechos:	…	c)	importen,	exporten,	introduzcan,	
expidan204	 o	 realicen	 cualquier	 otra	 operación	 sujeta	 al	 control	
previsto	 en	 la	 normativa	 correspondiente	 referido	 a	 las	 mercancías	
sometidas	al	mismo	por	alguna	de	las	disposiciones	siguientes:	…	3º	la	
normativa	reguladora	del	comercio	exterior	de	precursores	de	drogas	
sin	 las	 autorizaciones	 a	 las	 que	 se	 refiere	 el	 Reglamento	 (CE)	 nº	
111/2005	 del	 Consejo,	 de	 22	 de	 diciembre	 de	 2004,	 por	 el	 que	 se	
establecen	 normas	 para	 la	 vigilancia	 del	 comercio	 de	 precursores	 de	
drogas	entre	 la	Comunidad	y	 terceros	países,	 o	habiéndolas	obtenido	
bien	mediante	su	solicitud	con	datos	o	documentos	 falsos	en	relación	
con	 la	 naturaleza	 o	 el	 destino	de	 tales	 productos	o	 bien	de	 cualquier	
otro	modo	ilícito”.		
                                                          
203		 FARALDO	 CABANA,	 Patricia.	 Comentarios	 a	 la	 Legislación	 Penal	 Especial.	 Ed.	 Lex	
Nova/Thomson	Reuters.	Valladolid.	2012,	p.	100.	
204		 Este	Reglamento	en	su	artículo	1	realiza	las	siguientes	definiciones:	a)	importación:	la	
entrada	 de	 mercancías	 no	 comunitarias	 en	 el	 territorio	 español	 comprendido	 en	 el	
territorio	aduanero	de	la	Unión	Europea,	así	como	en	el	ámbito	territorial	de	Ceuta	y	
Melilla.	Se	asimila	a	la	importación	la	entrada	desde	áreas	exentas,	b)	introducción:	la	
entrada	 en	 territorio	 español	 de	 mercancías	 comunitarias	 procedentes	 de	 otros	
Estados	miembros	 de	 la	 Unión	 Europea,	 c)	 exportación:	 la	 salida	 de	mercancías	 del	
territorio	español.	No	se	considerará	exportación	la	salida	de	mercancías	comunitarias	





Sin	 embargo	 Alicia	 Rodríguez	 Núñez	 afirma	 que	 el	 contrabando	 de	
drogas	 tóxicas,	 estupefacientes,	 sustancias	 psicotrópicas	 y	 de	 las	
sustancias	 catalogadas	 como	 sus	 precursores	 o	 de	 cualquiera	 otros	
bienes	cuya	tenencia	constituya	delito	está	castigado	en	el	artículo	2.3	
de	 la	 Ley	 Orgánica	 12/1995,	 de	 12	 de	 diciembre,	 de	 Represión	 del	
Contrabando	 modificada	 por	 la	 LO	 6/2011,	 de	 30	 de	 junio	 con	
independencia	del	valor	de	los	bienes	mercancías	géneros	y	efectos205.	
Nosotros	tenemos	ciertas	dudas	sobre	tal	afirmación	porque	el	artículo	









que	 se	 refiere	 este	 inciso	 del	 artículo	 2	 es	 a	 los	 de	 “las	 sustancias	
químicas	tóxicas”,	por	lo	que	se	trataría	de	las	sustancias	enumeradas	
en	 las	 listas	 1,	 2	 y	 3	 de	 la	 Convención	 sobre	 la	 prohibición	 del	
Desarrollo,	 la	 Producción,	 el	 Almacenamiento	 y	 el	 Empleo	 de	 Armas	
Químicas	 y	 sobre	 su	 Destrucción,	 hecha	 en	 París	 el	 13	 de	 enero	 de	
1993,	definidas	al	efecto	en	su	artículo	II.	Hay	que	destacar,	que	antes	
de	la	reforma	de	la	LO	6/2011,	estaba	más	claro	que	se	hacía	referencia	
a	 los	 precursores	 de	 drogas,	 así	 la	 LO	 12/1995	 en	 su	 artículo	 3	 a)	
establecía	 que	 cometen	 asimismo	 delito	 de	 contrabando	 quienes	
realicen	 alguno	 de	 los	 hechos	 descritos	 en	 el	 apartado	 1	 de	 este	
artículo,	si	concurre	alguna	de	las	circunstancias	siguientes:	a)	Cuando	
el	 objeto	 del	 contrabando	 sean	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes,	
sustancias	 psicotrópicas,	 sustancias	 catalogadas	 como	 precursores,	
armas,	explosivos	o	cualesquiera	otros	bienes	cuya	tenencia	constituya	
delito	o	cuando	el	contrabando	se	realice	a	través	de	una	organización,	








cuando	el	 contrabando	se	 realice	 a	 través	de	una	organización”,	pues	
en	 tales	 casos	 quienes	 importen,	 exporten,	 introduzcan,	 expidan	 o	




autorizaciones	 que	 establece	 el	 Reglamento	 (CE)	 111/2005	 del	
Consejo,	 de	 22	 de	 diciembre	 de	 2004,	 o	 habiéndolas	 obtenido	 bien	
mediante	su	solicitud	con	datos	o	documentos	falsos	en	relación	con	la	
naturaleza	 o	 el	 destino	 de	 tales	 productos	 o	 bien	 de	 cualquier	 otro	
modo	ilícito.		
El	 artículo	 3	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 6/2011	 preceptúa	 que	 quienes	




su	mitad	superior	 (de	 tres	a	cinco	años),	y	 la	pena	superior	en	grado	
(de	 cinco	 a	 siete	 años	 y	 seis	 meses)	 cuando	 el	 delito	 se	 cometa	 por	
medio	 o	 en	 beneficio	 de	 personas,	 entidades	 u	 organizaciones	 cuya	
naturaleza	o	actividad	pudiera	derivarse	una	facilidad	especial	para	la	
comisión	del	mismo.	Un	aspecto	a	destacar	es	que	las	conductas	antes	




de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 2.6206,	 y	 tras	 aplicar	 los	
criterios	 establecidos	 en	 los	 apartados	 1	 y	 2	 de	 este	 artículo,	 se	
impondrá	la	pena	siguiente:	a)	en	todos	los	casos,	multa	proporcional	
del	duplo	al	 cuádruplo	del	valor	de	 los	bienes,	mercancías,	 géneros	o	
efectos	objeto	del	contrabando,	y	prohibición	de	obtener	subvenciones	
                                                          





o	 grupos,	 entidades	 o	 agrupaciones	 carentes	 de	 personalidad	 jurídica,	 le	 será	 de	




y	ayudas	públicas	para	 contratar	 con	 las	Administraciones	públicas	y	





o	 efectos	 objeto	 del	 contrabando.	 Llegados	 a	 este	 punto	 queremos	
recordar	 que	 el	 artículo	 371	 del	 Código	 Penal	 sanciona	 el	 tráfico	 de	
precursores	 siempre	 que	 se	 realice	 de	 forma	 dolosa	 (exigiendo	 dolo	
directo)	y	que	se	realice	a	sabiendas	de	que	tales	sustancias	van	a	ser	
utilizadas	en	el	cultivo,	la	producción	o	la	fabricación	ilícitas	de	drogas	
tóxicas,	 estupefacientes	o	 sustancias	psicotrópicas,	o	para	estos	 fines,	
mientras	que	en	la	Ley	de	represión	del	contrabando	no	se	exigen	esas	
dos	condiciones.		
También	 debe	 señalarse	 que	 el	 Tribunal	 Supremo	 tradicionalmente	
consideraba	 que	 mientras	 en	 el	 tráfico	 de	 drogas	 y	 por	 ende	 de	
precursores	de	drogas	se	tutelaba	el	bien	jurídico	“salud	pública”,	en	el	
delito	 de	 contrabando	 de	 estas	 drogas	 o	 sus	 precursores	 el	 bien	
jurídico	que	se	protegía	es	“el	interés	de	la	Administración	pública	en	
controlar	 el	 tráfico	 de	 géneros	 sujetos	 al	 arancel	 de	 aduanas,	
estancados	 o	 prohibidos”207,	 decantándose	 posteriormente	 hacia	 una	
doctrina	unitaria	del	bien	jurídico	tutelado	“la	salud	pública”.	En	todo	
caso	hay	que	poner	de	manifiesto	que	 la	 jurisprudencia	más	 reciente	
del	 Tribunal	 Supremo,	 aun	 sometiéndose	 a	 la	 doctrina	 tradicional	
reconoce	de	 forma	expresa	 la	existencia	de	“notables	argumentos”	en	
favor	 del	 concurso	 de	 normas	 y	 por	 ende	 su	 sanción	 como	 un	 único	
delito.	Una	vez	abandonada	 la	tesis	de	 la	dualidad	de	bienes	 jurídicos	
tutelados	 el	 concurso	 de	 normas	 se	 plantea	 como	 la	 solución	 más	




la	 que	 aunque	 el	 autor	 lo	 hubiera	 querido	 satisfacer	 ello	 no	 hubiera	
                                                          











por	 sí	misma”208.	En	 todo	 caso	hay	que	decir	que	 esta	 solución	no	es	
válida	 para	 el	 tráfico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 pues	 como	 todos	
sabemos	 las	 24	 sustancias	 que	 son	 consideradas	 como	 tales	 son	 de	
lícito	 comercio,	 por	 lo	 cual	 habría	 que	 entender	 que	 la	 Ley	 de	
Represión	 del	 Contrabando	 además	 de	 tutelar	 el	 bien	 jurídico	 “salud	
pública”	podría	proteger	otro	bien	 jurídico	 “los	 intereses	 económicos	
del	Estado”.	
Sobre	el	iter	criminis	hay	que	señalar	que	de	acuerdo	con	la	Junta	de	la	




ción	 de	 estupefacientes,	 lo	 cual	 asumimos	 también	 vale	 para	 sus	
precursores,	el	delito	queda	consumado	cuando	se	ha	pasado	el	control	
aduanero	 o	 cuando,	 inexistente	 éste,	 se	 ha	 colocado	 la	mercancía	 en	
territorio	 protegido	 por	 las	 barreras	 aduaneras	 españolas.	 Tomando	
como	base	esta	interpretación	se	puede	afirmar	que	son	admisibles	las	
formas	imperfectas	de	ejecución	cuando	se	han	iniciado	las	actividades	
inmediatamente	 dirigidas	 al	 paso	 de	 la	 frontera,	 pero	 no	 se	 ha	






operada	 por	 la	 LO	 5/2010	 que	 ha	 suprimido	 el	 apartado	 10º	 del	 artículo	 369.1.	
LAMARCA	 PÉREZ,	 Carmen	 (Coord.).	 Derecho	 Penal.	 P.E…,	 op.	 cit.,	 p.	 572.	 CARDONA	
TORRES,	Juan.	Derecho	Penal….,	op.	cit.,	pp.	446,	447.	Sobre	la	doctrina	unitaria	del	bien	
jurídico	 protegido	 y	 el	 concurso	 de	 normas:	 STS	 (ROJ:	 2094/1996)	 de	 8	 de	 abril	 de	
1996.	 Ponente:	D.	 Cándido	 Conde‐Pumpido	Tourón.	 STS	 (ROJ:	 1757/1997)	 de	 11	 de	
marzo	de	1997.	Ponente:	D.	Cándido	Conde‐Pumpido	Tourón.	 STS	 (ROJ:	7303/1997)	
de	 2	 de	 diciembre	 de	 1997.	 Ponente:	 D.	 Cándido	 Conde‐Pumpido	 Tourón.	 STS	 (ROJ:	
7272/1997)	 de	 1	 de	 diciembre	 de	 1997	 Ponente:	 D.	 Enrique	 Bacigalupo	 Zapater.	 A	
través	del	artículo	2.3	a)	de	la	Ley	Orgánica	de	Represión	del	Contrabando	se	protege	
el	 bien	 jurídico	 salud	 pública	 al	 igual	 que	 en	 el	 artículo	 368	CP.	 FARALDO	CABANA,	





como	 es	 lógico	 debe	 regir	 el	 mismo	 criterio	 con	 los	 supuestos	 de	
exportación209.	En	 lo	que	se	refiere	a	 la	autoría	y	participación	enten‐
demos	que	estamos	ante	un	delito	común	que	no	presenta	especiales	
particularidades	 en	 esta	 materia.	 En	 el	 caso	 de	 que	 las	 conductas	




sin	 personalidad	 jurídica,	 se	 les	 deberá	 aplicar	 el	 artículo	 129	 CP	
(artículo	2.7	LORC)210.	
Queremos	 puntualizar	 que	 en	 los	 procedimientos	 por	 el	 delito	 de	
contrabando	 la	 responsabilidad	 civil	 comprenderá	 la	 totalidad	 de	 la	
deuda	 tributaria	 y	 aduanera	 no	 ingresada,	 que	 la	 Administración	
Tributaria	 no	 haya	 podido	 liquidar	 por	 prescripción,	 caducidad	 o	
cualquier	otra	causa	legal	prevista	en	la	Ley	General	Tributaria	o	en	la	
normativa	 aduanera	 de	 la	 Unión	 Europea,	 incluidos	 sus	 intereses	 de	
demora.	 Para	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 de	multa	 y	 de	 responsabilidad	
civil,	 los	 jueces	y	 tribunales	recabarán	el	auxilio	de	 los	servicios	de	 la	
Administración	 Tributaria,	 que	 las	 exigirá	 por	 el	 procedimiento	
administrativo	 de	 apremio	 en	 los	 términos	 establecidos	 en	 la	 Ley	
General	Tributaria.	Sobre	el	comiso	hay	que	decir	que	toda	pena	que	se	
impusiere	por	un	delito	 de	 contrabando	 llevará	 consigo	 el	 comiso	de	
los	 siguientes	 bienes,	 efectos	 o	 instrumentos:	 a)	 las	 mercancías	 que	
constituyan	 el	 objeto	 del	 delito,	 b)	 los	 materiales	 instrumentos	 o	
maquinaria	empleados	en	la	fabricación,	elaboración,	transformación	o	
comercio	 de	 los	 géneros	 estancados	 o	 prohibidos,	 c)	 los	 medios	 de	
transporte	con	los	que	se	lleve	a	efecto	la	comisión	del	delito,	salvo	que	
pertenezcan	a	un	tercero	que	no	haya	tenido	participación	en	el	delito,	
d)	 las	 ganancias	 obtenidas	 del	 delito,	 cualesquiera	 que	 sean	 las	
transformaciones	 que	 hubieran	 podido	 experimentar,	 e)	 cuantos	
bienes	 y	 efectos,	 de	 la	 naturaleza	 que	 fueren,	 hayan	 servido	 de	
                                                          
209		 El	 criterio	que	debe	de	aplicarse	es	el	de	alternabilidad	en	virtud	del	 cual	 en	el	 caso	







no	 fuera	 posible	 el	 comiso	 de	 los	 bienes	 o	 instrumentos	 señalados	
anteriormente,	se	acordará	el	comiso	por	un	valor	equivalente	de	otros	
bienes	que	pertenezcan	a	los	criminalmente	responsables	del	delito.	









total	 de	 189	 Estados	 o	 territorios,	 incluida	 la	 Unión	 Europea,	 lo	 cual	
constituye	 el	 95.45	%	 de	 todos	 los	 Estados	 o	 territorios	 del	 mundo.	
Siendo	suscriptores	del	Convenio	 todos	 los	países	 fabricantes	de	pre‐
cursores,	así	como	 la	 inmensa	mayoría	de	 los	Estados	exportadores	e	
importadores	de	estas	sustancias,	de	hecho	de	 los	tres	tratados	 inter‐
nacionales	sobre	fiscalización	de	drogas	es	el	que	tiene	mayor	número	










amplias	 zonas	 vulnerables	 a	 la	 desviación	 de	 precursores	 de	 drogas.	
Además	hay	que	decir	que	en	la	práctica	sólo	el	40%	de	los	países	exige	













suspender	o	detener	 las	 remesas	sospechosas	de	 forma	muy	ágil.	Ac‐
tualmente	 se	han	 inscrito	 en	este	 sistema	150	países	y	 territorios	 (el	








en	el	 sistema	 	PEN	Online,	 se	encuentran	regiones	utilizadas	especial‐
mente	por	los	traficantes	como	zonas	de	tránsito	o	de	destino	de	sus‐
tancias	 catalogadas.	 En	 tal	 situación	 se	 hallan	 partes	 importantes	 de	




que	 también	 se	utiliza	 con	bastante	 éxito	 en	 las	 operaciones	 interna‐
cionales	que	desarrolla	de	forma	periódica	la	JIFE.	
TERCERA.—	Es	 necesario	 poner	 de	manifiesto	 que	 algunos	 gobiernos	 im‐
portadores	que	hacen	uso	del	 sistema	 	PEN	Online	no	siempre	 toman	
las	medidas	con	carácter	inmediato	al	recibir	las	notificaciones	previas	





todo	 los	países	 a	 la	 Junta	 se	 encuentran	discrepancias	 apreciables	 en	






gura	 para	 el	 intercambio	 rápido	 de	 información	 entre	 los	 cuerpos	 y	





desviación,	 remesas	 de	 precursores	 detenidas,	 en	 tránsito	 e	 incauta‐
ciones	de	laboratorios	y	equipos	clandestinos.	Sistema	que	en	definiti‐









ha	 pasado	 de	 los	 104	 gobiernos	 que	 presentaron	 dicho	 informe	 en	
1990	a	117	que	presentaron	el	 informe	correspondiente	 al	 año	2014	
(el	59%	de	todos	los	Estados	miembros).	Presentándose	la	deficiencia	
de	que	la	mayoría	de	esos	gobiernos,	no	proporcionan	información	de‐
tallada	sobre	 los	métodos	de	desviación	y	 fabricación	 ilícita	de	dichas	
sustancias.	 Resultando	 que	 aproximadamente	 un	 21%	 de	 los	 países	

































ductos	químicos	utilizados	en	 la	 fabricación	 ilícita	de	cocaína.	En	este	
sentido	la	JIFE	ha	reconocido	que	la	comprensión	acerca	de	las	fuentes	
de	productos	que	se	utilizan	en	la	fabricación	ilícita	de	esa	droga,	y	las	
pautas	 conexas	 de	 su	 desviación	 y	 tráfico	 son	 insuficientes.	 Además	
hay	que	añadir	que	el	nivel	de	participación	e	intercambio	de	informa‐
ción	en	los	dos	proyectos	antes	citados	sigue	siendo	reducida,	dándose	




tados	 logrados	mediante	 la	 aplicación	de	 las	medidas	de	 fiscalización	
del	Convenio	de	1988,	pero	también	al	hecho	constatado	de	que	los	tra‐
ficantes	elaboran	en	laboratorios	ilícitos	las	sustancias	catalogadas	más	







mulantes	de	 tipo	anfetaminico.	Además	hay	que	añadir	que	a	 lo	 largo	
de	 los	 últimos	 años	 los	 traficantes	 de	 sustancias	 catalogadas,	 utilizan	
cada	vez	más	sustancias	sucedáneas	de	 los	precursores	o	bien	 los	de‐
nominados	 pre‐precursores	 (que	 sirven	 para	 elaborar	 las	 sustancias	
catalogadas),	precisamente	a	partir	del	año	2010	se	sabe	que	obtienen	












rios	no	 se	 conocen	bien	 los	 fabricantes	 lícitos	de	precursores	de	dro‐
gas,	ni	 las	sustancias	que	se	producen	ni	 los	niveles	de	producción	de	


















bisulfito	 P‐2‐P	 o	 bisulfito	 3,4‐MDP‐2‐P	 para	 enmascarar	 la	 P‐2‐P	 o	 la	
3,4‐MDP‐2‐P	respectivamente.		




téticas	y	 los	opiodes	 sitéticos.	 Según	el	Obsevatorio	Europeo	para	 las	
Drogas	 y	 las	 Toxicomanias	 (OEDT),	 el	 número	 de	 notificaciones	 de	
nuevas	 sustancias	 psicoactivas	 fue	 de	 cinco	 sustancias	 por	 año	 en	 el	
perido	2000‐2005.	Pero	en	el	año	2011	esa	cifra	había	aumentado	a	49	





Siendo	 sumamente	 complicado	 conocer	 el	 número	 exacto	 de	 nuevas	
sustancias	psicoactivas	que	circulan	en	el	mercado	mundial,	así	como	
que	precursores	se	utilizan	para	elaborar	las	mismas.	De	estas	nuevas	
drogas	 hay	 que	 decir	 que	 han	 propiciado	 el	 aumento	 del	 número	 de	








res	 han	 demostrado	 la	 capacidad	 de	 las	 organizaciones	 de	 tráfico	 de	
sustancias	químicas	para	adaptarse	rápidamente	a	 las	presiones	ejer‐
cidas	por	los	órganos	de	reglamentación	y	de	aplicación	de	la	ley.	Con‐





sos	 como	 para	 emplearlos	 en	 entornos	 ilícitos.	 Debiéndose	 tener	 en	
cuenta	que	 todo	esto,	 se	 ve	 agravado	por	el	 aumento	continuo	de	 las	
clases	y	cantidades	de	drogas	sintéticas,	no	obtenidas	de	plantas,	y	 la	





















en	 el	 plano	 internacional,	 porque	 lo	 que	 se	 ha	 hecho	 hasta	 ahora,	 en	









formalizados).	 Entre	 éstos,	 cuenta	 con	 las	 diferentes	 ramas	 del	 orde‐
namiento	jurídico	del	cual	es	parte	integrante	el	Derecho	Penal,	al	que	
siendo	 consecuentes	 con	 los	principios	de	 fragmentariedad,	 subsidia‐
ridad,	y	última	ratio	no	le	corresponde	la	tutela	de	todos	los	bienes	ju‐
rídicos,	sino	sólo	de	aquellos	esenciales	para	posibilitar	la	participación	
de	 las	personas	 individualmente	 consideradas	en	el	 sistema	social	de	
tal	 forma	que	si	 la	 tutela	de	determinados	bienes	 jurídicos	puede	dis‐
pensarse	 por	 cualquier	 otra	 rama	 del	 ordenamiento	 jurídico	 u	 otro	

















dible	 pero	 insuficiente	 para	 la	 determinación	 de	 los	 bienes	 jurídico‐
penales	 dada	 la	 complejidad	 y	 dinamismo	 de	 las	 relaciones	 sociales	
que	existe	en	la	actualidad,	las	cuales,	bajo	ningún	concepto	pueden	ser	






TERCERA.—	Por	ello,	 la	protección	de	 los	bienes	 jurídicos	penales	colecti‐
vos,	 independientemente	de	que	puedan	 tener	un	 carácter	 autónomo	
con	relación	a	los	bienes	jurídicos	individuales	y	que	necesiten	un	tra‐
tamiento	 acorde	 con	 su	 diversidad,	 estará	 condicionada	 a	 su	 utilidad	


















dible	 para	 ello,	 sin	 duda	 alguna,	 el	 reconocimiento	 de	 la	 dignidad	
humana	y	por	consiguiente,	el	libre	desarrollo	de	la	personalidad.	Que‐
remos	hacer	 la	aclaración	de	que	 las	condiciones	esenciales	a	 las	que	
nos	referimos	pueden	consistir	tanto	en	objetos	materiales	como	inma‐













se.	 Asumida	 esta	 idea	 nos	 pronunciamos	 a	 favor	 de	 un	 concepto	 de	
bien	jurídico	trascendente	al	sistema,	en	los	términos	antes	señalados,	
rechazando	 de	 forma	 tajante	 aquellas	 concepciones	 inmanentes	 que	
dejan	relegado	al	bien	jurídico	a	un	simple	problema	interpretativo,	lo	
cual	nos	obligaría	a	buscar	el	contenido	de	este	en	la	misma	norma,	si‐





queda	 del	 concepto	material	 del	 bien	 jurídico‐penal,	 es	 precisamente	
que	este	no	debe	perder	la	vinculación	con	la	realidad	social	en	la	cual	
debe	 operar.	 De	 esto,	 se	 deduce	 que	 para	 que	 pueda	 cumplir	 con	 la	
función	crítica	limitando	al	legislador	y	a	los	jueces	en	los	procesos	de	




nalidad,	 realizar	 una	 ponderación	 de	 intereses	 entre	 las	 libertades	
creadas	o	protegidas	por	el	Estado	y	las	que	se	restringen	con	la	impo‐





tal	 forma	 que	 se	 obtenga	 la	máxima	 protección	 al	mínimo	 coste	 que	
supone	a	su	vez,	el	máximo	de	libertad,	por	lo	que	el	bien	lesionado	o	










gro	abstracto,	que	es	 la	 técnica	de	 tutela	penal	más	anticipada,	por	 lo	
que	opinamos	debe	recurrirse	en	estos	casos	a	su	protección	mediante	




guna	manera,	 significa	dar	 la	espalda	a	 la	realidad	social,	pues	enten‐
demos	 que	 las	 transformaciones	 económicas	 y	 tecnológicas	 que	 han	
hecho	surgir	nuevas	entidades	(bienes	colectivos)	que	cumplen	con	los	
criterios	 anteriormente	 señalados	deben	 ser	objeto	de	protección	del	
Derecho	Penal.	
OCTAVA.—	La	ausencia	de	un	bien	jurídico	que	tutelar	despoja	a	la	norma	
penal	 de	 su	 contenido	material	 y	 por	 tanto	 de	 su	 legitimidad,	 y	 aún	
más,	posibilita	la	realización	de	abusos	por	parte	del	Estado	sobre	las	
personas	y	la	comunidad	en	general,	por	lo	cual	en	nuestra	opinión	re‐
sulta	 acertado	 afirmar	que	 el	 concepto	de	bien	 jurídico	 racionaliza	 al	
Derecho	 Penal.	 No	 obstante,	 estimamos	 necesario	 destacar	 en	 este	
momento	que	el	principio	de	estricta	protección	de	bienes	jurídicos	no	







lidad	 de	 lesionar	 o	menoscabar	 el	 bien	 jurídico	 salud	 pública	 resulta	
más	distante	que	en	los	delitos	relativos	al	tráfico	de	drogas	(elabora‐
ción	o	fabricación	de	drogas	ilícitas	y	más	aún	de	su	tráfico	propiamen‐












lesivo	 que	 comportan	 las	 distintas	 conductas	 que	 sanciona	 este	 tipo	
penal.	 Afirmándose	 además	 que	 esta	 pretensión	 de	 crear	 preceptos	
omnímodos	provoca	una	redacción	tortuosa	de	los	tipos,	con	remisio‐








coca	ni	 las	 capsulas	verdes	de	 la	 adormidera	para	elaborar	 cocaína	o	
heroína,	tales	como	la	efedrina,	seudoefedrina,	la	P‐2‐P	o	la	3,4‐MDP‐2‐






procedimientos	bastantes	 sencillos	 con	 equipos	muy	 rudimentarios	 y	








cuentra	 sancionado	por	 la	 Ley	 4/2009,	 de	 15	de	 junio,	 de	 control	 de	
precursores	de	drogas.	









la	 acción	 no	 hubiera	 dado	 lugar	 a	 un	 auténtico	 peligro,	 razón	 por	 la	
cual	se	afirma	que	en	estos	delitos	el	peligro	no	constituye	un	elemento	
del	tipo	de	injusto,	por	lo	cual	se	parte	de	un	juicio	de	probabilidad	es‐





DUODÉCIMA.—	Para	sostener	 la	 fundamentación	de	 la	antijuricidad	de	un	
delito	 de	 peligro	 abstracto	 no	 basta	 con	 un	mero	 desvalor	 de	 acción	











guir	de	 la	acción	propiamente	dicha.	En	esta	 línea	un	sector	muy	 im‐
portante	 de	 la	 doctrina	 española	 exige	 la	 presencia	 de	 una	 auténtica	
aptitud	lesiva	de	la	acción	de	estos	delitos,	que	se	materialice	en	que	la	
conducta	posea	la	idoneidad	objetiva	para	lesionar	un	bien	jurídico.	Sin	










































ponda.	 Igual	 opinión	mantenemos	 sobre	 la	 penalización	 de	 los	 deno‐
minados	 delitos	 acumulativos	 que	 vulneran	 de	 forma	 indudable	 el	
principio	 de	 lesividad	 y	 de	 proporcionalidad	 al	 desentenderse	 total‐
mente	de	realizar	la	respectiva	valoración	de	la	gravedad	de	la	acción	
individual.		











y,	 por	 ende,	 indicarnos	 las	 conductas	que	verdaderamente	 son	mere‐
cedoras	 y	necesitadas	de	pena	por	 comportar	una	 lesión	o	puesta	 en	
peligro	 concreto,	 no	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 complementados	 (indivi‐





sito,	 transporte,	exportación,	 importación,	 transito,	así	como	 la	enaje‐
















mina,	 la	 ergometrina,	 el	 ácido	 N‐acetilantranílico	 o	 la	 piperidina	 en	
nuestra	 opinión	 la	 posibilidad	 de	 menoscabo	 del	 bien	 jurídico	 salud	

























para	 todo	 ilícito	penal,	mientras	que	cuando	esto	no	ocurra	 se	 estará	
penalizando	un	acto	de	mera	desobediencia,	ajeno	a	los	límites	del	De‐











y	 similares,	 LSD,	 metacualona,	 meclocualona	 o	 fenciclidina.	 En	 este	
momento	cabe	recordar	que	los	delitos	de	peligro	nunca	reclaman	un	
grado	 determinado	 o	 coeficiente	 matemático	 exacto	 de	 peligrosidad	




utilizando	 los	mismos	métodos	 y	medios	 que	 usan	 para	 el	 tráfico	 de	
drogas.	No	 obstante	 entendemos	 las	 reservas	 que	 un	 sector	muy	 im‐











DECIMOOCTAVA.—	 Por	 último	 es	 preciso	 señalar	 que	 para	 las	 posturas	




































lito	 autónomo.	 De	 hecho,	 estos	 comportamientos	 no	 son	 simples	 in‐
fracciones	 formales,	porque	 tienen	 incorporado	el	elemento	subjetivo	
adicional	“a	sabiendas	de”	o	“para	estos	fines”.	De	no	ser	así,	el	artículo	
371	CP	 tendría	que	ser	declarado	 inconstitucional	en	 los	mismos	 tér‐
minos	que	lo	fue	el	artículo	509	del	anterior	Código	Penal.	No	obstante,	
creemos	 que	 la	 introducción	 del	 elemento	 subjetivo	 adicional	 antes	
mencionado	permite	que	no	se	pueda	afirmar	con	propiedad	de	que	se	
trate	de	un	delito	de	peligro	presunto	que	castiga	un	acto	de	mera	des‐









produzca	un	 cambio	de	 orientación	 en	 la	 política	 criminal	 sobre	 este	
ilícito,	 que	 tiene	 ya	 casi	 25	 años	 de	 vigencia.	 España	 está	 obligada	 a	
sancionar	penalmente	este	tipo	de	conductas	para	dar	cumplimiento	a	
sus	compromisos	 internacionales	 tales	como	el	Convenio	de	Viena	de	



















enfrentarse	esta	área	de	 la	narcoactividad	en	buena	medida	sin	 la	 in‐










VIGESIMOPRIMERA.—	En	atención	 al	 principio	de	 legalidad,	 por	 la	 redac‐
ción	defectuosa	del	artículo	371,	las	conductas	que	consistan	en	fabri‐
car,	 transportar,	 distribuir,	 comerciar	 o	 tener	 en	 su	 poder	 equipos	 y	
materiales	a	sabiendas	de	que	van	a	utilizarse	en	el	cultivo,	la	produc‐








sujeto	 activo	 tenga	 conocimiento	 de	 que	 las	 sustancias	 que	 fabrica,	




se	 caracteriza	 por	 ser	 portador	 de	 un	 particular	 elemento	 subjetivo	
adicional,	consistente	en	que	las	sustancias	relacionadas	en	el	artículo	
371	 sean	 fabricadas,	 transportadas,	 poseídas	o	 comercializadas,	 a	 sa‐
biendas	de	que	van	a	utilizarse	 (por	un	 tercero)	en	el	 cultivo,	 la	pro‐
ducción	o	la	fabricación	ilícita	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes	o	sus‐
tancias	 psicotrópicas,	 o	 para	 esos	 fines	 (por	 el	 propio	 sujeto	 activo).	












cursores	 estuviese	 destinado	 a	 la	 elaboración	de	drogas	 para	 la	 difu‐
sión	 del	 consumo	 ilegal,	 con	 el	 fin	 de	 excluir	 la	 relevancia	 penal	 de	
quienes	realicen	las	conductas	comprendidas	en	el	artículo	371	CP	pa‐
ra	el	autoconsumo	de	drogas.	
VIGESIMOTERCERA.—	La	 fabricación,	 transporte,	distribución,	 comercio	o	
tenencia	de	precursores	de	drogas	comprendidos	en	el	artículo	371	CP,	
como	su	 idoneidad	para	 la	comisión	del	delito	de	 tráfico	(elaboración	
de	drogas	ilícitas),	y	su	especial	destinación	por	él	o	los	procesados	pa‐






fico	 de	 precursores	 de	 drogas,	 en	 los	 cuales	 se	 recurre	 a	 la	 llamada	








la	 experiencia,	 de	 manera	 que	 de	 los	 hechos	 base	 acreditados	 fluya,	
como	conclusión	natural,	el	dato	precisado	de	demostración,	existiendo	

















mos	que	 sería	 razonable	que	 las	penas	para	el	 tráfico	de	precursores	








ganización	 dedicada	 al	 tráfico	 de	 precursores,	 y	 la	 pena	 superior	 en	
grado	(de	cinco	a	siete	años	y	seis	meses)	cuando	se	trate	de	los	jefes,	
administradores	 o	 encargados	 de	 las	 referidas	 organizaciones.	 Esta	







nición	 de	 grupo	 criminal	 que	 contiene	 se	 caracteriza	 por	 la	 finalidad	
que	guía	a	quienes	se	conciertan,	sin	precisar	requisitos	materiales	que	
permitan	conceptuar	estas	modalidades	de	agrupaciones	como	crimi‐











carecen	 de	 los	 elementos	 que	 fundamentan	 su	 punición	 autónoma	 y	
por	ello	sería	recomendable	suprimir	el	delito	de	pertenencia	a	grupo	














jurídicas.	 Esta	 situación	debe	 solventarse	 cambiando	 la	 redacción	del	
segundo	 párrafo	 del	 artículo	 371.2	 que	 podría	 reformarse	 en	 el	 si‐
guiente	sentido:	“En	tales	casos,	los	jueces	y	tribunales	impondrán	ade‐
más	de	las	penas	correspondientes,	la	de	inhabilitación	especial	del	reo	










ción,	 toda	 vez	 que	 ello	 supondría	 un	 adelantamiento	desmesurado	del	























creemos	que	puede	 ser	 admisible	 el	 error	de	 tipo	 cuando	 se	 trate	de	
sustancias	respecto	de	la	cuales	no	exista	un	conocimiento	notorio	so‐
bre	su	cualidad	de	precursores,	debiendo	referirse	la	calificación	a	los	






























empresarios,	 entidades	 financieras,	 políticos,	 funcionarios	 corruptos,	






de	 los	decomisos	de	 sustancias	 catalogadas	en	dichos	expedientes	no	
ha	sido	relevante	en	la	mayoría	de	los	casos.	Sin	embargo,	hay	que	des‐















tes:	el	 tolueno,	el	ácido	sulfúrico,	 la	acetona,	 la	metiletilcetona,	el	éter	
etílico,	el	anhídrido	acético,	el	permanganato	de	potasio,	el	ácido	clor‐








únicamente	 con	 las	 medidas	 y	 sanciones	 administrativas	 de	 la	 Ley	
4/2009	de	control	de	precursores	de	drogas.	
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Nota:	 Para	 la	 extracción	de	 cocaína	de	 la	 hoja	 de	 coca,	 así	 como	para	 la	 purificación	de	 la	
pasta	de	coca	y	los	productos	básicos	en	bruto	de	la	cocaína	y	la	heroína	se	necesitan	
















1	 Empleando	1‐fenil‐2‐propanona	 se	 obtiene	d,l‐anfetamina/metanfetamina	 racémica,	 en	






















GRÁFICO	 IV.	Fabricación	 ilícita	de	dietilamida	del	ácido	 lisérgico	(LSD),	
fenciclidina	y	metacualona:	sustancias	 incluidas	en	los	Cuadros	y	can‐





















1.	 Acetona	 o	propanona,	 también	es	 conocida	 como	 formaldehído	de	dimetilo,	
dimetilacetal,	 dimetilcetona,	 propano,	 cetona,	 2‐propanona,	 beta‐ceto	propa‐
no,	metilcetona	y	ácido	o	éter	piroacético.	Es	un	compuesto	químico	cuya	apa‐
riencia	es	de	un	líquido	incoloro,	muy	volátil,	de	olor	penetrante	y	caracterís‐






Unido	 de	 Gran	 Bretaña	 e	 Irlanda	 del	 Norte,	 Corea	 del	 Sur,	 Japón,	 Taiwán,	
México,	 Argentina,	 Brasil,	 Ecuador,	 la	 República	 Bolivariana	 de	 Venezuela	 y	
Australia.	En	España	se	dedican	a	la	fabricación	de	acetona	las	siguientes	em‐
presas:	Cepsa	Química,	Química	farmacéutica	Bayer.	S.A.,	Rhodia	Iberia	S.A.,	Cor	
Química	 S.L.,	 Proquibasa	 y	Quality	 Chemicals	 S.L.,	 entre	 otras.	 La	 acetona	 se	
evapora	fácilmente,	es	inflamable	y	es	soluble	en	agua.	Al	ser	una	sustancia	fá‐
















2.	 Alfa‐fenilacetoacetonitrilo,	 más	 conocido	 como	 APAAN	 es	 un	 compuesto	














3.	 Ácido	N‐acetilantranílico,	 también	 conocido	 como:	 ácido	2‐aminobenzóico,	
aminobenzóico,	ácido	orto,	acetilamenobenzóico	y	2‐carboxiacetanilida.	Sobre	
sus	 características	 podemos	 decir	 que	 es	 un	 polvo	 cristalino	 fino,	 de	 color	
blanco	o	amarillento	y	sabor	dulzón,	es	una	sustancia	de	solubilidad	modera‐
da	en	 la	mayoría	de	 los	solventes	orgánicos	que	tiene	poca	solubilidad	en	el	
agua	 y	 que	 es	 peligroso	 si	 es	 aspirado,	 su	 fórmula	 molecular	 es	
(CH3CONH)C6H4(COOH).	Se	puede	conseguir	por	reacción	del	ácido	antranílico	





de	algunos	medicamentos	para	el	 tratamiento	del	dolor	y	 la	 fiebre,	así	como	
en	la	manufactura	de	plásticos	y	productos	químicos	refinados.	Esta	sustancia	
se	utiliza	de	forma	ilícita	para	la	elaboración	de	metacualona	y	meclocualona.	
Es	 necesario	 señalar,	 como	 ya	 lo	 hicimos	 antes,	 que	 el	 ácido	 N‐
acetilantranílico	se	prepara	a	menudo	a	partir	del	ácido	antranílico	(sustancia	
catalogada).		
4.	 Ácido	 antranílico	 tiene	 los	 siguientes	 sinónimos:	 ácido	 2‐aminobenzóico,	










lentes	de	pájaros	e	 insectos.	Este	precursor	se	utiliza	de	 forma	 ilegal	para	 la	
síntesis	del	ácido	N‐acetilantranílico,	que	luego	se	emplea	para	la	elaboración	
de	metacualona	y	meclocualona.		
5.	 Ácido	clorhídrico	 también	 llamado	 ácido	muriático	por	 su	 extracción	de	 la	
sal	marina	en	América,	cloruro	de	hidrógeno	y	ácido	hidroclórico,	su	fórmula	














utilizado	 en	muchas	 reacciones	 como	medio	 de	 reacción	 o	 bien	 como	 com‐
puestos	de	catálisis	ácida.	Se	usa	para	limpiar,	tratar	y	galvanizar	metales,	cur‐
tir	cueros,	procesamiento	de	alimentos,	activación	de	pozos	de	petróleo	y	en	la	
refinación	 y	manufactura	 de	 una	 amplia	 variedad	 de	 productos,	 también	 se	
utiliza	como	un	agente	de	limpieza	en	una	solución	al	18%,	en	la	fabricación	
de	 cloruros	 y	 clorhidratos,	 para	 la	neutralización	de	 sistemas	básicos.	 Como	
catalizador	 y	 disolvente	 en	 síntesis	 orgánicas.	 Este	 precursor	 se	 utiliza	 de	





6.	 Ácido	 fenilacético	 o	 ácido	2‐fenilacético,	 ácido	 acético	2‐fenil,	 ácido	phenyl	
ethanols.	Es	un	ácido	carboxílico	derivado	del	ácido	acético	mediante	la	susti‐
tución	de	un	hidrógeno	del	 carbono	2	 (alfa)	por	un	 radical	 fenilio.	 Se	puede	
obtener	mediante	hidrólisis	de	cianuro	de	bencilo	por	medio	de	ácido	sulfúri‐
co	 o	 clorhídrico	 (otras	 sustancias	 catalogadas).	 Su	 fórmula	 molecular	 es	
C6H5(CH2COOH)	es	un	polvo	blanco	cristalino	de	olor	penetrante	y	muy	des‐













blanco	 cristalino,	 poco	 soluble	 en	 agua	 y	 en	 solventes	 orgánicos,	 altamente	
toxico,	 su	 ingestión	produce	vómito,	 diarrea,	 confusión	e	 inconsciencia.	 Esta	
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sustancia	 se	utiliza	 en	 síntesis	 orgánicas	 y	de	 ergonovina,	medicamento	que	
usualmente	se	suministra	a	las	mujeres	para	detener	el	sangrado	fuerte	que	se	
produce	 después	 del	 parto,	 así	 como	 en	 investigaciones	 médicas.	 Se	 puede	
usar	 como	materia	 prima	para	 la	 elaboración	 de	 drogas	 relacionadas	 con	 el	
LSD.	En	algunos	países	como	Canadá	se	usa	en	psicoterapia	como	droga	legal	























rayón	 y	 fibras	 textiles.	 También	 se	 usa	 para	 la	 síntesis	 de	 otros	 ácidos	 y	







hídrido,	 derivado	 de	 ácido	 carboxílico,	 más	 importante,	 el	 ácido	 acético.	 Se	
puede	 conseguir	 por	 deshidratación	 del	 ácido	 acético	 o	 por	 carbonalización	
del	acetato	de	metilo.	Según	estadísticas	del	año	2004	se	producían	aproxima‐
damente	unos	dos	millones	de	toneladas	al	año	de	este	precursor.	El	anhídrido	






ción	 de	 anhídrido	 acético	 va	 a	 parar	 a	 la	 producción	 de	 acetato	 de	 celulosa	
(plásticos	y	 fibras	textiles),	 también	tiene	otras	aplicaciones	como	la	síntesis	
de	la	tetraacetiletilenodiamina	en	la	industria	de	detergentes,	y	la	síntesis	de	
fármacos	 tales	 como	el	 ácido	 acetil	 salicílico	 (aspirina)	 o	 paracetamol.	 Tam‐
bién	 encuentra	 aplicación	 en	 la	 producción	 de	 polimetilacrilimida	 (espuma	
dura),	plastificantes	acetilados,	explosivos,	ciertos	fluidos	para	frenos	hidráu‐
licos,	 fluidos	 de	 perforación,	 tintes,	 herbicidas,	 aromas,	 fragancias	 y	 para	 la	
limpieza	de	metales.	El	anhídrido	acético	es	una	sustancia	indispensable	para	
la	 fabricación	de	 la	heroína,	 además	es	un	precursor	difícilmente	 sustituible	







ephedrina	 anhidra	 entre	 otros,	 consiste	 en	 cristales	 blancos	 o	 incoloros,	
higroscópicos,	tiene	un	punto	de	fusión	de	79	C.º,	un	olor	desagradable	a	pes‐
cado,	 y	 se	 oxida	 en	 presencia	 del	 aire.	 Su	 fórmula	 molecular	 es	
(C6H5)CH(OH)CH(NHCH3)CH3.	Se	fabrica	fundamentalmente	en	los	siguientes	
países:	Alemania,	República	Checa,	India,	Japón	y	China.	Es	un	compuesto	que	


















cristales	 solvatados	 incoloros,	 tiene	propiedades	y	estructuras	 similares	a	 la	
ergotamina.	Se	fabrica	de	forma	industrial	en	Suiza	e	India.	Se	utiliza	para	la	
prevención	 y	 tratamiento	 de	 la	 hemorragia	 posparto	 o	 del	 aborto	 debida	 a	





por	 lo	tanto	puede	utilizarse	de	manera	 ilegal	como	materia	prima	en	 la	ob‐
tención	de	drogas	relacionadas	con	el	LSD.	
12.	 Ergotamina	 C33H35N5O5	 también	 denominada	 12‐hidroxi‐2‐metil‐5alfa‐
(fenilmetil)‐ergotam‐3,6,18‐triona,	ergoton‐a,	bellegral,	cafergot,	cormutamin,	
effergot,	wigrine,	escupan,	secagyn,	migwell,	migril	y	migretamina.	En	su	for‐
ma	 básica	 se	 presenta	 como	 cristales	 afines	 a	 la	 humedad	 (higroscópicos).	
Como	tartrato	polvo	cristalino	blanco	poco	higroscópico	a	veces	cristales	inco‐
loros	 e	 inodoros.	 La	 ergotamina	 se	 puede	obtener	por	 extracción	del	 corne‐
zuelo	del	centeno.	Se	fabrica	de	forma	industrial	en	Suiza	e	India.	Esta	sustan‐
cia	 catalogada	 es	 un	 compuesto	 que	 forma	 parte	 de	 algunos	medicamentos	
utilizados	para	el	tratamiento	del	dolor	de	cabeza	de	tipo	migraña	y	como	oxi‐

















fósforo,	 se	utiliza	 como	extractante	de	aceites,	 ceras	y	 resinas,	 en	 la	 fabrica‐
ción	de	plásticos	 y	perfumes,	 en	medicina	 como	anestésico	general.	Además	
tiene	aplicaciones	industriales	como	disolvente	de	usos	generalizado	en	labo‐
ratorios	químicos	y	en	 industrias	químicas	y	 farmacéuticas,	y	en	 las	 fábricas	
de	explosivos	y	municiones.	Esta	sustancia	se	usa	de	forma	ilícita	para	la	fabri‐
cación	de	cocaína	y	heroína.		
14)	 Isosafrol	 cuya	 fórmula	 es	 C10H10O2	 que	 también	 es	 conocido	 como:	 1,2	 –
(metilenedioxi)‐4‐propenil‐benceno,	5‐(1‐propenil)‐1,3‐benzodioxol	presenta	
como	características	que	es	un	líquido	incoloro	de	olor	a	anís,	moderadamente	
tóxico	por	 ingestión,	venenoso	cuando	se	 inyecta,	 carcinógeno	y	 tumorígeno	
experimental	es	irritante	para	piel,	soluble	en	etanol,	etil	éter	y	benceno,	inso‐
luble	en	agua.	El	isosafrol	se	puede	conseguir	por	reacción	del	safrol	(otro	pre‐



























16.	 Norefedrina	 o	 fenilpropanolamina,	 cuya	 fórmula	 molecular	 es	
(C6H5)CH(OH)CH(NH2)CH3	tiene	como	propiedades	que	es	un	material	crista‐
















































ridina	 y	 pentametilenamina,	 es	 un	 líquido	 incoloro,	 inflamable	 de	 olor	 a	 pi‐








en	 industrias	 químicas	 y	 farmacéuticas,	 puede	 formar	 parte	 de	 compuestos	
con	propiedades	antihistamínicas	y	neurolépticas,	así	como	en	la	preparación	













de	Gran	Bretaña	e	 Irlanda	del	Norte,	 Japón,	Taiwán	y	 los	Estados	Unidos	de	














del	3,4‐metilenodioxibenceno,	vía	un	 intermediario	bromado.	El	 safrol	 se	 fa‐
brica	 de	 forma	 industrial	 en	Taiwán	 y	 los	 Estados	Unidos	 de	América	 entre	
otros	 países.	 Esta	 sustancia	 catalogada	 es	moderadamente	 tóxica	 por	 inges‐
tión,	venenosa	cuando	se	inyecta.	Hay	que	decir	que	este	precursor	se	usa	de	





21.	 Seudoefedrina,	 también	 conocida	 como	 isoephefedrina	 o	 d‐efedrina	 su	 fór‐
mula	 base	 es	 C10H15NO	 y	 su	 fórmula	 molecular	 es	





















so	 en	 pequeñas	 cantidades,	 presenta	 un	 peligro	 para	 la	 salud.	 Se	 fabrica	 de	
forma	industrial	en:	Alemania,	Austria,	Bélgica,	España,	Francia,	Italia,	los	Paí‐
ses	Bajos,	Portugal,	el	Reino	Unido	de	Gran	Bretaña	e	Irlanda	del	Norte,	Corea	
del	 Sur,	 Japón,	 Singapur,	 Taiwán,	 los	Estados	Unidos	de	América,	Argentina,	
Brasil,	Colombia	y	Chile.	Sobre	sus	usos	lícitos	señalamos	que	el	tolueno	es	la	
materia	prima	a	partir	de	la	cual	se	obtienen	derivados	del	benceno,	el	ácido	
benzoico,	el	 fenol,	 la	caprolactama,	 la	sacarina,	el	TDI	(diisocianato	de	 tolue‐
no)	materia	prima	para	la	elaboración	de	poliuretano,	medicamentos,	coloran‐
tes,	 perfumes,	 explosivos,	 pinturas,	 lacas,	 resinas,	 limpiadores,	 pegamentos,	
detergentes	y	como	aditivo	de	la	gasolina.	También	se	utiliza	de	forma	ilegal	
en	la	elaboración	de	cocaína,	heroína,	metacualona	y	metanfetamina.		
23.	 1‐fenil‐2‐propanona,	 su	 fórmula	 molecular	 es	 CH3COCH2(C6H5)	 también	





en	 la	actualidad).	El	precursor	1‐fenil‐2‐propanona	se	 fabrica	en	 los	Estados	
Unidos	de	América	y	Francia.	Como	usos	lícitos	se	utiliza	en	la	producción	de	
propilhexedrina	que	se	usa	para	tratamiento	de	la	obesidad,	también	en	sínte‐








mina	y	metanfetamina.	Por	 lo	general	esos	 laboratorios	 sintetizan	ellos	mis‐
mos	 este	 precursor	o	 bien	utilizan	 como	 sucedáneo	de	 este	 el	 benzaldehído	
que	es	una	sustancia	química	no	catalogada.	




3,4‐metilenodioxifenilacetona	 y	 piperonilmetilcetona.	 De	 este	 precursor	 de	




se	 fabrica	 industrialmente	en	Alemania.	Esta	sustancia	se	usa	de	 forma	lícita	
en	la	producción	de	fragancias	y	como	reactivo	en	síntesis	orgánica,	y	se	utili‐


























3.		 El	acetato	de	 isopropilo	 también	 se	 conoce	 con	 los	 nombres	de	 acetato	2‐












y	 como	 fijador	para	algunos	 tintes.	En	bajas	 concentraciones	 (del	1%),	 es	 el	
principal	ingrediente	activo	en	una	variada	gama	de	tinturas	progresivas	para	
el	 cabello,	 que	 va	 tomando	 progresivamente	 un	 color	 castaño	 debido	 a	 la	
combinación	del	plomo	con	el	azufre,	más	abundante	en	las	proteínas	del	ca‐






ácido	 acético	 (otra	 sustancia	 no	 catalogada).	 Su	 fórmula	 es	
NaCH3COONaC2H3O2.	Esta	sustancia	es	utilizada	en	la	industria	textil	para	neu‐









acético,	 fibra	de	 acetato,	 plásticos	 y	 caucho,	 en	 curtidurías,	 en	 el	 estampado	
del	 percal	 y	 teñido	 de	 la	 seda,	 en	 la	 conservación	 de	 alimentos,	 solvente	 de	
gomas,	resinas,	aceites	esenciales	y	muchas	otras	sustancias,	en	diversas	sín‐






7.		 El	ácido	acético	glacial	 cuya	 fórmula	es	CH3COOH,	 conocido	 también	 como	
ácido	metacalboxílico	o	ácido	 etanóico.	Es	un	 compuesto	puro	 (99,8%	míni‐
mo),	 que	 lo	 diferencia	 de	 las	 soluciones	 acuosas	 frecuentemente	 halladas	 y	
que	reciben	el	nombre	de	ácido	acético.	Se	dice	que	no	es	más	que	ácido	acéti‐
co	concentrado	al	98.8%	y	que	se	le	llama	glacial	porque	al	congelarse	forma	
cristales.	 Esta	 sustancia	 es	 líquida,	 tiene	 un	 fuerte	 olor	 a	 vinagre,	 no	 posee	




































bles	por	 la	humedad	que	atrae;	su	densidad	es	 la	del	aire,	como	4,4	es	á	 I,O;	
contiene	la	mitad	de	su	volumen	de	gas	de	hidrógeno.	De	forma	lícita	se	utiliza	




adecuada	 es	 HOP(O)H2	 que	 pone	 de	 relieve	 su	 carácter	monopróctico.	 Esta	
sustancia	se	utiliza	de	forma	lícita	en	la	fabricación	de	productos	farmacéuti‐
cos,	decoloración	de	 los	polímeros,	 tratamiento	de	aguas,	en	 la	recuperación	
de	metales	preciosos	o	no	ferrosos.	Su	uso	principal	es	para	el	recubrimiento	
electrolítico.	Como	uso	ilícito	de	esta	sustancia	hay	que	decir	que	puede	redu‐





fórmula	 química	 es	 C8H8O3.	 Es	 blanco,	 cristalino	 y	 parcialmente	 soluble	 en	
agua.	Tiene	numerosas	aplicaciones	en	 la	 industria	cosmética,	especialmente	
en	el	 tratamiento	de	 imperfecciones	en	 la	piel,	 la	hiperpigmentación	y	 trata‐
mientos	antienvejecimiento.	Como	fármaco	se	emplea	en	el	tratamiento	de	in‐




13.		 El	ácido	nítrico	 también	 conocido	 como	 trioxonitrato	 (V)	 de	 hidrógeno.	 Su	
fórmula	química	es	HNO3	es	un	líquido	corrosivo	y	tóxico	que	puede	ocasionar	








14.		 El	ácido	 tartárico	 también	 conocido	 como	 ácido	 dihidroxisuccínico	 o	 ácido	














molecular	es	HI.	Tiene	 los	siguientes	usos	 lícitos:	 síntesis	de	compuestos	or‐
























18.		 El	alcohol	etílico	 conocido	 asimismo	 como	etanol,	 alcohol,	 alcohol	 anhidro,	
hidróxido	de	etilo	y	metilcarbinol,	cuya	fórmula	molecular	es	CH3CH2OH	y	se	
usa	de	manera	lícita	en	la	producción	de	bebidas	alcohólicas,	solvente	indus‐























21.		 El	 alcohol	metílico	 conocido	 también	 como	 metanol;	 carbinol,	 alcohol	 de	
madera,	 cuya	 fórmula	molecular	es	CH3OH	es	un	 líquido	movedizo,	 transpa‐
rente	 e	 incoloro;	 al	 arder	produce	una	 llama	azulada.	De	 forma	 lícita	 se	usa	
como	solvente	industrial,	anticongelante;	aditivo	antidetonante	de	la	gasolina;	











de	 compuestos	 que	 contienen	 nitrógeno	 tanto	 orgánicos	 como	 inorgánicos,	











nóico	 y	 anhídrido	 metilacético,	 cuya	 fórmula	 molecular	 es	 (CH3CH2CO)2.	 Se	
usa	de	forma	lícita	como	esterificante	de	la	celulosa,	los	aceites	de	perfumería,	
las	grasas,	en	la	producción	de	resinas	alquídicas,	tintes	y	fármacos,	rehidra‐
tante	 en	 reacciones	 de	 sulfonación	 y	 nitración.	 De	 forma	 ilegal	 se	 usa	 en	 la	
producción	de	 fentanilo,	 la	meperidina	y	 sustancias	 análogas.	Esta	 sustancia	
no	 catalogada	está	 fiscalizada	en	Bahamas,	 los	Estados	Unidos	de	América	y	
Suiza.	
25.		 El	benceno	 es	 también	denominado	benzol	 o	 ciclohexanotrieno.	 Su	 fórmula	
molecular	es	C6H6.	Como	usos	 lícitos	 se	 conocen	 los	 siguientes:	 solvente	de	
ceras,	 resinas,	 aceites,	 preparación	del	 etilbenceno,	 cumeno,	 ciclohexano,	 fa‐
bricación	de	barnices	y	lacas,	como	ingrediente	de	ciertos	combustibles	moto‐
res.	De	manera	 ilegal	se	utiliza	como	solvente	en	 la	conversión	de	 la	cocaína	
básica	 en	 clorhidrato	 de	 cocaína	 y	 en	 la	 elaboración	 de	 la	 fenciclidina.	 Esta	
sustancia	está	fiscalizada	por	la	OEA.	
26.		 El	benzaldehído	es	conocido	a	la	vez	como	aldehído	benzoico	y	aceite	sintéti‐















tamos	 los	 siguientes:	 obtención	 de	 sales	 de	 sodio,	 generación	 de	 dióxido	de	
carbono,	preparación	de	polvos	de	cocer,	sales	y	bebidas	efervescentes,	en	ex‐









imprenta,	 teñido	de	maderas,	pirotecnia	y	 fósforos	de	 seguridad,	 en	el	blan‐
queo	 de	 aceite	 de	 palma,	 cera	 y	 esponjas,	 para	 impermeabilizar	 telas	 y	 en	
acumuladores	eléctricos	para	despolarizar	pilas	secas.	Se	usa	de	forma	ilegal	
como	oxidante	en	la	preparación	de	metcatinona.	
29.		 El	bricomato	de	 sodio	 o	 dicromato	 sódico,	 es	 una	 sustancia	 cuya	 fórmula	
molecular	Na2Cr2O7,	de	manera	 legal	se	utiliza	como	oxidante	en	 la	prepara‐
ción	 de	 colorantes,	 productos	 químicos	 orgánicos	 y	 tintas,	 en	 el	 curtido	 al	
cromo	de	cueros,	en	acumuladores	eléctricos,	en	el	blanqueo	de	grasas,	acei‐
tes,	esponjas	y	resinas,	en	el	 refinado	de	petróleo,	en	 la	 fabricación	de	ácido	





30.		 El	butanol	 conocido	 también	 como:	 alcohol	 butílico,	 propilcarbinol,	 N‐butil	
alcohol,	1‐butanol,	n‐butanol	que	tiene	por	fórmula	CH3CH2CH2CH2OH,	se	usa	
de	forma	legal	como:	solvente	grasas,	resinas,	barnices,	elaboración	de	lacas,	
rayón,	 detergentes,	 otros	 compuestos	 butílicos,	 fluidos	 hidráulicos	 y	 como	
agentes	de	deshidratación.	Esta	sustancia	se	utiliza	de	forma	ilegal	para	la	ex‐
tracción	de	base	de	cocaína,	se	encuentra	fiscalizada	en	Colombia	y	Costa	Rica.	


































de	 sosa,	 soda	ASH,	 carbonato	 sódico,	 sequiocarbonato	 sódico,	 sosa	de	 cocer,	
sosa	carbonatada,	carbonato	liviano	y	sosa	de	solvay.	Su	fórmula	empírica	es	
Na2CO3,	sobre	sus	usos	lícitos	podemos	mencionar	los	siguientes:	como	suavi‐
zante	 del	 agua,	 agente	 limpiador,	 aditivo	 para	 alimentos,	 procesamiento	 de	
textiles,	 refinación	del	petróleo,	en	 la	 industria	 fotográfica,	 fabricación	de	vi‐
drio,	 detergente	de	uso	 general,	 preparación	de	 sales	de	 sodio	 y	 en	química	
analítica.	Este	material	alcalino	se	puede	usar	de	 forma	 ilícita	para	preparar	
pasta	de	coca,	cocaína	básica,	heroína,	anfetamina	y	metanfetamina.	Esta	sus‐
tancia	 se	 encuentra	 fiscalizada	 por	 la	 Organización	 de	 Estados	 Americanos	
(OEA)	y	Arabia	Saudita.	
35.		 El	cianuro	de	bencilo	denominado	del	mismo	modo	acetonitrilo	de	benceno,	































para	 la	 producción	 de	 nylon.	 De	 forma	 ilícita	 se	 utiliza	 para	 la	 elaboración	
clandestina	de	fenciclidina.	Esta	sustancia	está	fiscalizada	en	Argentina	y	Sui‐
za.	
40.		 El	 cloroformo	 también	 conocido	 como	 tricloruro	 de	 formilo,	 tricloruro	 de	




mo	 intermediario	en	 la	producción	de	 tintas	y	pesticidas.	De	 forma	 ilícita	 se	
puede	utilizar	como	solvente	de	uso	en	la	producción	de	cocaína	y	heroína.	Es‐
ta	 sustancia	 está	 fiscalizada	 por	 la	 OEA,	 Arabia	 Saudita,	 China,	 Kirguistán	 y	
Tailandia.	
41.		 El	 cloruro	 de	 acetilo	 o	 cloruro	 de	 etanoílo	 cuya	 fórmula	 molecular	 es	
CH3COCL,	tiene	como	usos	lícitos	 la	síntesis	de	fármacos	y	tintes,	 la	determi‐





















43.		 El	 cloruro	 de	 bencilo	 también	 conocido	 como	 clorometilbenceno	 o	 alfa‐
clorotolueno.	 Su	 fórmula	molecular	 es	 C6H5CH2Cl.	 Esta	 sustancia	 tiene	 como	
usos	lícitos	los	siguientes:	obtención	de	plastificantes,	alcohol	bencílico	y	áci‐
do	fenilacético,	en	la	obtención	de	sales	cuaternarias	de	amonio	(usadas	para	
producir	desinfectantes	y	 catalizadores),	 ésteres	de	bencilo	 (ingredientes	de	






























to	 de	 1,1‐etanodiol	 y	 diacetato	 del	 acetaldehido.	 Su	 fórmula	 molecular	 es	





pentanona,	 4‐hidroxi‐2‐ceto‐4‐metilpentanona,	 cuya	 fórmula	 empírica	 es	
C6H12O2,	tiene	como	usos	lícitos	los	siguientes:	solvente	de	diferentes	sustan‐












49.		 La	 dietilamina	 o	 amina	 dietílica	 cuya	 fórmula	 molecular	 es	 (C2H5)2NH.	 De	
forma	 lícita	 se	 utiliza	 en	 la	 producción	 de	 aceleradores	 de	 la	 vulcanización,	






no	 el	más	 estable.	 Se	 utiliza	 de	 forma	 lícita	 en	 la	 elaboración	 de	 pinturas	 y	






























herbicidas,	estabilizante	del	 látex	del	caucho,	en	 la	producción	de	 tintes,	 fár‐
macos	y	resinas.	De	sus	usos	ilícitos	podemos	decir	que	sirve,	junto	con	la	feni‐
lacetona	 (P‐2‐P),	 para	 la	 síntesis	 de	 la	 N‐etilanfetamina,	 junto	 con	 la	 3,4‐









55.		 El	 fenilacentronilo	 tiene	por	 fórmula	química	C8H7N	es	un	 líquido	aceitoso,	
incoloro	y	de	un	olor	característico,	se	puede	usar	como	materias	primas	para	
su	elaboración	el	cloruro	de	bencilo	y	cianuro	de	sodio.	El	fenilacentronilo	de	












57.		 El	 fenilacetilcarnibiol	 conocido	 como	 l‐fenilacetilcarnibiol(l‐PAC)	 o	 1‐




sustancia	 se	 realiza	 en	 grandes	 industrias	 farmacoquímicas	 en	 la	 India,	 país	
que	ha	logrado	perfeccionar	el	método	de	producción,	reduciendo	considera‐









fórmico,	 tiene	por	 fórmula	HCOONH4,	 se	utiliza	 en	 el	 análisis	 químico,	 espe‐
















































ración	 de	 adhesivos	 de	 secado	 rápido,	 industria	 del	 caucho	 y	 extracción	 de	
aceites	 vegetales.	 En	 la	 industria	 petrolera	 es	muy	 utilizado	 como	 solvente,	
también	 se	 usa	 para	 determinar	 el	 índice	 de	 refrigeración	 de	minerales.	 De	
forma	 ilegal	 se	 usa	 para	 transformar	 cocaína	 en	 clorhidrato	 de	 cocaína.	 El	
hexano	se	ha	descubierto	en	muestras	de	clorhidrato	de	cocaína	confiscadas	
en	los	Estados	Unidos	de	América	y	en	América	Latina.	Esta	sustancia	no	cata‐




usos	 lícitos:	 en	 la	 industria	 textil,	 fabricación	de	 rayón,	 caucho,	 fertilizantes,	
refrigeración,	condensación,	polimerización,	fotografía	en	el	revelado	de	imá‐
genes	 latentes,	 productos	 farmacéuticos,	 jabones	 amoniacales,	 lubricantes,	
tratamiento	 de	maderas	 para	 hacerlas	 incombustibles,	 fabricación	 de	 tintas,	




65.		 El	hidróxido	de	calcio	 también	denominado	hidrato	 cálcico,	 hidrato	de	 cal,	
cal	hidratada	y	cal	apagada	tiene	como	fórmula	Ca(OH)2.	Esta	sustancia	no	ca‐









y	 lejía	de	potasa,	 cuya	 fórmula	es	KOH.	Tiene	por	usos	 lícitos	 los	siguientes:	
fabricación	de	jabón	líquido,	quita	pinturas,	quita	barnices,	en	galvanoplastia	y	





67.		 El	hidróxido	de	 sodio	 asimismo	 denominado	 sosa	 cáustica,	 lejía	 de	 sosa	 y	
cáustico	blanco	tiene	por	fórmula	NaOH.	Esta	sustancia	se	usa	de	forma	lícita	

















de	 forma	 legal	 como	 combustible	 para	 cocinas	 y	 lámparas,	 desengrasador	 y	
limpiador,	también	como	solvente	para	la	preparación	de	cosméticos	e	insec‐
ticidas.	Como	todos	sabemos	esta	sustancia	no	catalogada	es	el	líquido	orgánico	
























tes:	 la	 producción	 de	 bactericidas,	 insecticidas,	 explosivos	 y	 de	 N‐
metilpirrolidina	 (solvente	y	aditivo	de	aceites	 lubricantes).	De	manera	 ilegal	
se	utiliza	junto	con	la	P‐2‐P	en	la	producción	de	metanfetamina	y	junto	con	la	
3,4‐MDP‐2‐P	en	la	fabricación	de	la	3,4‐metilenodioximetanfetamina	(MDMA),	
así	 como	 en	 la	 elaboración	 de	 otros	 estimulantes	 de	 tipo	 anfetamínico.	 Esta	
sustancia	se	encuentra	fiscalizada	en	Arabia	Saudita,	Argentina,	Bahamas,	Cos‐
ta	Rica,	La	Unión	Europea,	los	Estados	Unidos	de	América,	México	y	Suiza.	










74.		 La	 N‐etilefedrina	 también	 denominada	 etaefedrina	 o	 1‐N‐etilefedrina.	 Su	
fórmula	molecular	es	(C6H5)CH(OH)CH(N[CH3][C2H5])CH3,	se	utiliza	de	forma	
lícita	para	 la	elaboración	de	 fármacos	de	 la	clase	 terapéutica	de	 los	expecto‐
rantes	y	broncodilatadores.	De	forma	ilícita	se	utiliza	para	la	elaboración	de	la	
N‐etil‐N‐metilanfetamina.	 Esta	 sustancia	 no	 catalogada	 estuvo	 fiscalizada	 en	
los	Estados	Unidos	de	América	hasta	el	día	16	de	abril	de	1994.	
75.	 La	 N‐eteilseudoefedrina	 cuya	 fórmula	 molecular	 es	
(C6H5)C(OH)HCH(N[CH3][C2H5])CH3.	De	manera	ilegal	esta	sustancia	se	utiliza	







como	 solvente	 de	 nitrócelulosas,	 grasas,	 ceras	 y	 tintes,	 en	 síntesis	 orgánica,	
experimentalmente	 como	 líquido	 propulsor.	 De	 manera	 ilícita	 se	 usa	 para	






metilefedrina,	 alfa‐[1‐(dimetilamino)etil]bencenometanol,	 alcohol	 alfa[1‐	 (di‐
metiamino)etil]bencílico,	 1‐fenil‐1‐hidroxi‐2‐dimetilaminopropano,	 N,	 N‐
dimetinorefedrina.	 Cuya	 fórmula	 es	 (C6H5)CH(OH)CH(N[CH3]2)CH3.	 Esta	 sus‐
tancia	 se	 utiliza	 de	 manera	 lícita	 en	 síntesis	 orgánica.	 De	 manera	 ilícita	 en	
combinación	 con	 él	 ácido	 yodhídrico	 sirve	 para	 obtener	 la	 N,N‐
dimetilanfetamina	 (N,N‐DMA).	 Esta	 sustancia	 no	 catalogada	 está	 fiscalizada	
por	los	Estados	Unidos	de	América.	
78.	 La	 N‐metilseudoefedrina	 es	 una	 sustancia	 cuya	 fórmula	 molecular	 es	
(C6H5)C(OH)HCN(N(CH3)2)CH3.	 De	 forma	 ilícita	 en	 presencia	 del	 ácido	 yod‐
hídrico	 se	 convierte	 en	N,N‐dimetilanfetamina	 (N,N	DMA).	 Esta	 sustancia	 se	
encuentra	 fiscalizada	en	Bahamas	y	 los	Estados	Unidos	de	América.	Hay	que	
señalar	que	aunque	 la	N‐metilseudoefedrina	se	podría	utilizar,	 como	señala‐
mos	 anteriormente,	 para	 sintetizar	 N,N	 dimetilanfetamina,	 prácticamente	
nunca	se	ha	encontrado	en	los	laboratorios	clandestinos.	
79.		 La	orto‐toluidina	conocida	por	otros	nombres	tales	como:	ortoaminotolueno,	
o‐toluidina,	 orto‐metilanilina	 o	 2‐aminotolueno,	 cuya	 fórmula	 es	




80.		 El	óxido	de	calcio	 conocido	 también	 como	 cal	 viva,	 cal	 o	 cal	 fundente	 cuya	
fórmula	es	CaO.	Se	utiliza	de	manera	legal	en	materiales	para	la	construcción,	en	














mente	 disponible	 en	 forma	 de	 monohidrato.	 El	 permanganato	 de	 sodio	 se	
comporta	 de	manera	 similar	 al	 permanganato	 de	 potasio.	 Se	 disuelve	 fácil‐
mente	para	dar	soluciones	de	color	púrpura	oscuro.	Se	puede	elaborar	por	la	
reacción	del	dióxido	de	manganeso	con	hipoclorito	de	sodio.	Debido	a	su	alta	





































ginal	 (inhalante)	muy	 nociva	 que	 lesiona	 la	 estructura	 del	 sistema	 nervioso	
central,	y	afecta	el	organismo	humano	en	muchos	aspectos.	Se	utiliza	para	la	

























xilenos	 que	 se	 diferencian	 entre	 sí	 en	 su	 estructura	 molecular:	 orto‐xileno	
(1,2‐dimetilbenceno),	 meta‐xileno	 (1,3‐dimetilbenceno)	 y	 para‐xileno	

















superficies	 duras	 (acero	 inoxidable,	 vidrio),	 como	 reactivo	 importante	 en	
química	analítica	y	en	la	obtención	de	sales	de	yodo.	De	manera	ilegal	se	usa	




agua	pero	miscible	 con	metanol,	 etanol,	 éter	dietílico,	benceno	y	 tolueno.	 Se	
utiliza	en	la	síntesis	de	la	efedrina	y	derivados	de	la	propiofenona	como	cati‐
nona	y	metcatinona.	Es	un	intermedio	útil	para	la	preparación	de	medicamen‐
tos	que	actúan	sobre	el	sistema	nervioso,	tales	como	productos	farmacéuticos	
ansiolíticos	y	los	hipnóticos.	De	forma	ilícita	se	utiliza	para	fabricar	un	precur‐
sor	de	drogas:	la	P‐2‐P.	
 
 
